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RELACIONES ENTRE ACCION PENAL 

Y ACCION DISCIPLINARIA Y LIMITE 
RESPECTIVO DE LAS DOS ACCIONES (” 

Primera psrtc: DISPOSICIONES DE FONDO 

Para aquellos que hace unos dias pudieran todavía tludz~r de 

LI importancia y amplitud de luw cuestiones planteadas por el es- 

tutlio de ente tema principal. hnlw~ resultado altamente sipnitìva- 
tivo el escuchar 10% diecuruos inaugurales que no8 fuernn ofrevi- 

don anteayer por la mañana. aeí como el eximen de conjunto que 

en el orden doctrinal realizó ayer en forma Rnténti~;llnrllt~ III:I- 

giñtral el Ministro sefior Gmrss C~Rstmw. 

“(‘uestihu de impwtawiri cvwvial”. sut)ruyt4 el wfior Miiiistrcb 

(*) lklkaxno~ eu este ndmero !yreferente atenclh al Congww Inter- 
nwional que en el pasado mes de mayo celebró ea Bruselas In GOckVc! Intw- 
aationab de Droit Pdnal .líiZitnh-e et de Ddt de lo Cfuewe, del que dimos 
notk8ia cn el ndniero i de esta RIWIBTA (]NiginR 160). l~ublkancio igu~lIWnIe 
entonee (ptlglnos 73 y siguiente@ el texto de iu ~ponencin referente 111 
Ikrwho militar eapaflol. Por el extwional interb que para cl Ikrwho mi- 
litar revisten los temas tratados en el Congreso, hriuclumw ulwrn (1 nuestro+ 
lectora. en wtn Srwl6n. 1~4 cuatro powncinx jwnernles, wnltado del e~tutli0 
de lus diwrwI~ lwnenciaü .F ~~portnclones iwlonfilw. r~si wnio eir Ia SewiGu 
de .Vota% una cle dlchw ~p~lenrles nncionales : la corr+~lHmcliente a] Rrn‘;il.. 
tinlco pttr de la Am6rlw ùel Sur representado en el &ngwscb. t<nlci‘; ellas tra- 

dlldth3 I>or el (km~lle~ .\llfiitor E:IN..\HL>o 1~ SI') I.o[~I~. IS. 1,~: 1.~ R.) 



UHATIEN UARDON 

de Justicia al inaugurar nuestros trabajos. tina afirmncibn tan 

autorizada podría dispensarme de insistir sobre este panto: pero. 

sin embargo, creo no resultarán inútiles algunas explicaciones so- 
bre los motivos de nuestra elección. 

So puedo dejar de evocar, en efecto, la existencia de trabajos 

ant(lriores, en 10s que Iparticiparon ya, hace algunos años, varios 

de los congresistas hoy presentes en este salón. Fu6 t>n cl cuadro 
de los problemas entonces inmediatos, que era prec4so resolver sin 

t,ardanza -bajo pena de que el tratado que instituy’) la Comuni- 

.dad Europea de Defensa no fuese viable en el orden t&nico-- dow 
de se manifestaron el interés, pero también las dificilltadrs. del 

tema propuesto ]Xl’ã nuestro primer Congrwo. 

So sólo la efiwcia 0 la acción, sino la vitl:~ mAs elemcwtill di 

unidades pertenecientes a nacionalidades diferentw. y que babían 
.dc ser integradas. CR decir, obedecer n In impulsih dc jefes que 

potlian tomarse fuera del ámbit.0 Eacional, jefes asistidos a su vez 

por Estados Mayores, donde se codearian todas las n;jcionalida- 
des de los Estadns Partes en el tratado, ;.podrían conwl~irse sin IR 

Psistencia de un reglamento de disciplina que les fuera comícn? 

Pues bien, la elaboración de este regl;lmrnto cwmím. por las nu- 

merosas y fecundas discusiones a que di6 lugar, por los estudios 
que motivó y ,por las nuevas incidenci:ls qne continuamente sur- 

@an, condujo rhpidamente a los que en su redacci6n kabajaban a 

descubrir en esta zona del Derecho comparado los inmensos recur- 
sw latentes que en el campo de la investigación exiatian para ofre- 

cer todo un plan de acercamientos y confrontas que permitieran 

conocer mejor el alcance p sentido profundo de las reglas naciona- 

les que muchas veces, por resultarnos demasiado familiares. nos 

limitamos a aceptar sin tratar de saber el por qu6 o la raz(>n de 

‘su existencia. 

Fué, *por lo tanto. al tratar de obtener? para una polución con- 

<:reta indispensable en un moment.0 dado a varios Estados, 10s prin- 

cipios ;r las reglas que habían de insertarse en un reglamento de 

diwiplina común a varios Ejércitos, cuando los expertos se encon- 

twron, hace algnnos afios, con este espinoso problema del 6mbito 

de la acción penal, del de la acción disciplinaria p de las relaciones 
que entre ellas pudieran existir. 

;.Cuantas discusiones hubieran podido ser evitadas o aimplifi- 
cadas si en Rquelln Cpoca se hubiera encontxado el terreno pa des- 
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pejado en el orden cientlfico? Este es el valor del wgalo, de la do- 

naci’ón que podemos hacer hoy, como nuestro eminente Secreta- 
rio general. el profesor LFATYTF,. ha precisado, para rl CRSO de que 

el prnhlema pudiera volver a plantearse. 

Que el EjCrcito sea una sociedad de un carácter muy p:lrtku- 

lar PR una noción com6n a todas las naciones modernas y que nos 
resulta nhsolutamente familiar. ’ 

811 existencia y su funcionamiento descansan en la prflctkn de 

un caierto nbmero de virtudes: obediencia, abnegación. sacrificio de 
la voluntad e incluso de la vida. La misibn que le corresponde im- 

ponP a los que forman parte de 61 actividades especiales al mnr- 

gen dc las resultantes de la vida ordinaria de todos los ciudada; 

nos. y la naturaleza de estas actividades obliga a una suhordina- 

,c*ií>n jer6rquica mup estricta y a una disciplina ahsoluta. 

En cualquiera de nuestros países. ~1 Ejkito se nos Ipresenta 

como una sociedad fuertemente jerarquizada p en la qne todos los 
elementos. sea cual fuere su nfimwn. su importancia o la diversi- 

dad de tknicas. concurren para la realización de un mismo fin: 

la PjecwAón de la voluntad del jefe, que se manifiesta por órdenes 
a las que la jerarquía asegura su exacta transmisión y ejecución. 

segtin reglas estrictas y precka~. cupo conjunto forma la cEiRc+lin~r 

wi su mAs amplia acepción. 

;. PliQde concebirse la existencia de un Ejbcito bajo otra forma 
,(IUQ no sea Ia tradicional, tal como ha aido modelada por una es- 

pwiencia secular? ;.ER posible imaginar la existencia de una sn- 

ciednd capacitada para actuar en las condiciones de rohesibn. de 

rapidez y de eficacia reqneridas por sn misión aflojando 10~ IaMs 
jerárquicos, permitiendo la dkcusión de lan órdenes dadas o trans- 
mitidns. reduciendo. en An, la disciplina R una difusa obligación 

general de subordinación ? 

La ponencia italiana reoponde adecuadamente a esta pregun- 

ta : “T*na organización jefirquica rigurosa en la que las pop&+ 
nes de autoridad y de subordinación &fin enérgicamente protegi- 
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das en torios los grado8 de la jerarquía y CH totloa loe momantoñ 
de la t$Ia y de la ucticidud de sua miembros, es una eaiyenk 

de lit org2inizaciím militar que 110 pcdr! 8e.r wprirtrido. Aunque 

ae hable hoy de In “democratizaci6n” de I;IH fuerzas armadas, es 
lo cierto que las formas que olulinariamente fw consideran romo 

propias de la democracia. tales como la descentrali7Ación, el anto- 

gobierno. los cargos electivos, el control de los subordinados XO- 
hre 10s actos tle las autovidades xnperioves.... UOIL tlccididame~rtc~ 

incompatibl~8 con el organismo militar y cada vez que se ha caído 

en la tentación de introdneirlas halr protlwido efectos positivamen- 

te destructores. ” 

Admitimos. por lo tanto, como eoiaknte que la rApi& v es- 
t.ricta ejecución por el subordinado de las órdenes recibidas de la 

autoridad superior condiciona el perfecto equilibrio de todo el 

edificio. So dudarlamos incluso en afirmar que eeta condkión 

ha de ser siempre cumplida de la manera más perfecta posible, SO 
pena de reducir al Ejbrcito a una masa informe, inoperante e in- 

cluso inntilizable. 

T porque mutldur ~8 precer, la jerarquía se ve obligada 8 w- 
cerrar a cada uno de sus miembros en una estrecha red de tlere- 

chos. obligaciones y deberes recíprocos, conjunto ùe reglas qw se 

imponen a los militares de todos los grados en el servicio y fuera 
de IY y que estAn destinadas a imprimirles loa reflejox de la obe- 

diencia, haciendo de esta virtud cw&umbre esencial de su vida. 

Ciertamente algunas ponencias (Mlgica, por ejemplo) destacan 

más acusadamente la im~portancia fundamental de esta noción ae 

obediencia. pero todas se refieren a un conjunto de regla8 y d4- 
Wws que tienen su asiento en leyeí3’ códigos 0 reglamenton. P 

así, ,para imponer una obediencia tan rigurosa, esta sumisibn tk 

toaos los in&antes, la ley que en un amplio sentido tiene en la 

sociedad ordinaria como filtima misión la de proteger la liber- 

tad del ciudadano? aporta aquí HU concurso y su apoyo a la je- 
rarquía. Sn objeto ya no es proteger kin libertades. nim~ obligar 

8 la obediencia. 

En el art. 16 del Reglamento de disci,plina general del l’:jér- 
cito franc& podemos leer: “Dimanando de la ley la autoridad 

de la que todo jefe es6 investido, la obrdirnc*ia qur le ea tlebida 
por SUR subordinados no es mAs que un acto de sumisión a la ley, 

expreeión de la volnntacl nacionill. ” T también enrontramos en 
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eI mismo Reglamento esta otra fórmul;t : “EI superior t3 el agen- 

te de ejecución de la IeS.” 
I’ero IR jerarquía es humana y’ por lo tanto. falible: cualquie. 

ril que sea el cuidado e interk cwnredido a la edncacíóu milita1 

del joven wc\uli~ hay que contar con que existiliin tlesviaciones 

41~~ conducta qw habrá que etlc;iuzRr, iiegl igencias que será lwe- 

ciso combatir, okiùos del deber que reprimir. 

En todox 10x INwchou mbfrontndos los poderes lníblicou otor- 

gan en RU consecuencia al jrfe los medios jurídicos que necesita. 
En todo8 lo8 Ikrwhox las faltas :4 Ia tliwiplinn. en su mis amplio 

sentido, son objeto de sanciones. Hc aquí WI punto wmún. 

;.Cuál es la mlturalew y la extensión de estas unciones? 
;~&uiéir tiene poder par:~ inAiairlus y con arreglo i\ quf5 pro- 

wdimiento? 
Estas son cuestiones. esenciales sin duda nlgun;~. pero acerca 

de las cuales los Derechos confrwtados parecen admitir ---segGn 

se desprende de las ponencias present;~das- wluci~~ner; muy cli- 
vergentes n veces. 

Il 

Ant.es de aventurarme mhs profundamente en el contenido de 

mi exposición he de presentar una observación referente a nucs. 
tra terminolo&. Todos sabemos la importancia que revisten IOH 

términos empleados y la utilidad para el progreso de una discu- 
siíbn de conceder a dichos términos un idéntico contenido. 

El tema se refiere expresamente al problema d4 la8 relacio- 

ne entre la. nccifh penal y la accidn di8ciplinaria y límite8 fe8- 

pecthor, fi.e ia8 fios acciones. Temo que este enunciado, que ha ai- 
do objeto de reservas y de critica doctrinal por el ponente italia- 

no, ,se hara prestado a confusión r haya originado cierta vacila- 
ción sobre el contenido exacto del tema. 

No cabe duda que la palabra acchan parece ev0ca.r m8s bien 
la puesta en marcha, el ejerricio de un poder. que este poder en 



sí mismo. En la medida en que hace pensar especialmente c’u el 

procedimiento es, a mi juicio, demasiado restrictiva. 

La ,ponencia alemana opone poder dieciplinario y fwocediw kn- 

to -1. Cada uno, en su terreno, estos dos términos me parwen 

igualmente restricticos con exceso. 

Por qué no hablar simplemente de Dereclw petrccl (se .sobreen- 

tiende militar) y de Derecho CliscipZinurio, puesto que la palabra 

Derecho abarca el conjunto de reglas que establewn, de una par- 

te, los deberes del soldado y castigan el incumplimiento de estos 

deberes, que, por otra parte, establecen, a su vez. las relarionw 

en el cuadro de Ia jerarquía. 

Hablando de Derecho, Derecho penal militar o 1)erecho dis- 

ciplinario, #punto de vista seguido, a mi parecer, por las powncins 

de España y el Brasil, abarcamos a la vez las disposiciones sus- 

tantivas y las de procedimiento, y hecha esta obsservación queda 

bien entendido que mi i’nterrención se limita al examen de las re- 
laciones del Derecho penal y del Derecho disciplinario en sus dis- 

posiciones sustantivas o de fondo. Todo lo que se refiere RI aspec- 

to procesal, sea en el marco penal o en el disciplinario. corres- 

ponde a la ponenpia general que ha de presentar el profesor se- 

ñor GILISSES. 

Quedamos, pues, en que los militares están sometidos a un 

conjunto de reglas. Todo incumplimiento de estas reglas es ob- 

jeto de sanción, p a su vez las sanciones están reglamentadas y 
obedecen 8 principios de justicia y de equidad. Esto. ~wno vimos, 

es un punto común en el que coinciden todos nuestros derechos. 

Pero inmediatamente se plantea una cuestión muy importan- 

te: i,Cuál es la naturaleza jurúko de este incumplimiento? i.Es 

disciplinario o penal o puede reunir, a la vez, las dos caracterís- 

ticas? Dicho en otros términos, iel Derecho disciplinario debe 

uer considerado como una parte del Derecho penal abandonada 

dentro de límites bien definidos al arbitrio de la autoridad jerár- 
quica ? El Derecho penal, por el contrario, ;constituye, tal como 

hacía alusión el profesor sefíor LEACTE, por una juridiccionaliza- 

ción progresiva de la accióu disciplinaria, un enclave. una con- 
quista sobre el poder jerárquico cuyo progreso, desde el punto de 
vista del inter6s de los justiciables, consistiria en reducir cada 

vez m8s BU caracter discrecional? 
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En el orden del desarrollo histórico resulta evidente que la 

evolucibn se presenta, como lo destacaba el ~profesor LEAC’~E, en 
el sentido de una juri8diccionalizuciGn progresiva del poder dis- 

ciplinario. El poder coercitivo puesto a disposición del *Jefe Mi- 

litar ha cesado de ejercerse en forma discrecional y arbitraria. 

lq:n los casos más graves utiliza ahora la vía jbdicial, es decir. w 
rodea de todas las garantías poco a poco conquistada8 en f:~vor 

de los acusados y referentes, de una parte, a la certeza del Dere- 
cho (t~ullum cr&ne?~...), y de otra, al procedimiento misruo. Pero 

este nuevo camino no debe ilusionar en exceso, porque In evolu- 

CiOn no estA igualmente avanzada en toda8 partes. Nn ciertos Ue- 

rechos (y pienso en mi país) el principio y fin de esta vía judicial, 
es decir, la iniciativa para la instruccibn y la ejecución del fallo 

se mantienen todavja como una xnaiiifestari6n exclusiva de las 
l)wrrogati\as del Jefe. 

En la vía disciplinaria propiamente dicha el poder de coerción 

ha sido despojado también de todo carácter absoluto lwr la intw 
vención obligatoria de órganos consultivos, consejos tlc encuwtil, 

consejos de discipliua, herederos del papel desempc’iiado en otros 

tiempos por los íntimos del Jefe. A8í, en Francia, el Consei/ d’jí?l- 
qtccîtc, instituído en principio solamente para los oficialef3 (l&(4) 

se hizo extensivo a los suboticiales 1 soldados por dispoxicionef!% 

posteriores (1943). 

Pero cualquiera que sea el camino por el que 8e manifiwte el 

poder de coerción no por ello cambia de naturaleza. En una per+ 
pectina históric:t aparece m8s bien “disci’plinado” a 8u vez que 

desmembrado. 

Si, por el contrario, lo consideramos desde un punto de vista 

moderno de construcción dogm&tica, la infracción disciplinaria se 

nos aparecerá siempre con la misma naturaleza, pero entonces 
esta naturaleza es penal. 

Tal oposición no debe sorprender. La infraccibn penal tam- 
bién fu6 en SUS orígenes un asunto privado que ha perdido este 

carácter en el transcurso del tiempo; la justicia penal ya no CD- 

rresponde ejercerla a la víctima, sino que el Estado la tomó a su 

cargo y se administra desde hace muchos años en nombre de la 
sociedad. La materia de que ahora nos ocupamos, como no han 

dejado de recordarlo algunos de los Oradores, ha sido hasta ahora 
objeto de abandono y se ha descuidado su estudio. Def+rrolloa 
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doctiinales excesivamente aislados no ejercitwm ninguu;I infueu~ 

cia sobre las sducionea ksththm, eeglín frase del profesor 

TAAUTE. Esto nos permite el comprender, en cierta meditla~ Iir 
confusión y a veces la incoherencia que podemos coml~rf~tt;lr 21 
c>saminar nuestros sistemas positivos. Pero como indicc’l PI Mini+ 

tro GOMA C~KIWIEO. nnestros trabajos señalan el ltrinc*iltio tlr 

una renovaciítn del Ikrecho penal militar. r el simple enunc*i;tdo del 

tema elegido equivale para nuestro ilustre colega de Iti &nt;ric*a la- 
tina ;11 wcwnocimiento tlel car;ícter l~wal tkl Ikrrc~lw tliwiplin;irio 

militar. 
f Qub t’s lo C]Uf ].‘ot1(~lnc~s wllstat3 1’ aI (5aminar loa I krechos 

positivos? 

A esta cuestión de la naturaleza jurídica de la infracción dis. 

ciplinaria. los Derechos anglosajones. de uua parttl --Inglaterra, 

t’;lrradá. I.-. S. .\.-. y. por otra. el Kratiil y Espak, nos trwn un;1 

respuesta muy precisa. Todas las infracciones a la regla. cwal- 
cluiwa rlue sea su gr;tvedad. tienen la mimn natwakm. y t+zt;~ 
naturakz;l CR @ULL Así. la ley britinica pwvé UN pena m~ximzl 

de dos años de prinión o una pena menor, a elección del Tribunal, 

contra toda ltersona sometida a la ley militar culpable de un acto, 

de una conducta o de una neglingencia que infiere perjukio al buen 
orden 9 a la dkciplina militar (seccic’,n 69 de la .Irmy .dr*f 1. T,a 

miama ley brithnica prevé una pena de igual duración contra to- 

da persona sujeta a la ley militar ” que infringe o deja de wmplil 

una orden o una ,prescripción que conoce o que razomlblemrnte w 

supone conocida” (art. 36 de la Arrny -4ct). 

En el ,Derecho dr los Esfados Unidos de América el art. 1:> del 

Código uniforme de Justicia Militar encomienda al CMrial Co- 

mandante, sin la intervencibn del Consejo de Guerra, a no ser que 

(11 inculpado refl:lme ser juzgado. In represiítn de Ias infrswio- 

nt’s mmores. 

Si he comprendido bien las explicacionm del Ministro wñor 
UOMW C~smao, el Brasil considera igualmente que todas las in- 

fracciones :I la regla tienen carácter penal. Ha tenido buen rui- 
tlado de precisarnos que en su pals, al igual que en los Derechos an- 

glosajones, el Derecho disciplinario es ignorado. 
iQuid aparece una dietinción en los Derechos del viejo Con- 

tinente? 

EI J~OIWIlk wltaiíol, Trnieate (!orctwl lfnrtakr-nz I)~vw~t. ha 
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puesto claramente en evidencia la naturaleza penal de las infrac- 
ciones disciplinarias. Esta es también la soluci6n francesa, y;t 
que el Cíwligo de Justicia Militar contiene una disposición iar. 
título 2.58) por la que se confiere a la autoridad jer8rquira la re- 
presi6n de las infracciones relativas a la disciplina, así corno 1:~ 
represión de las injurias entre militares cuando la fwwiún correr+ 
pondienk no sobrepase los sesent;t dks de privación de libertad. 

Como de forma excelente destacó el ponente español. el heA 
de que un superior jer8rquico pueda disponer de un lM~>der cwrci- 
tivo tan f*xtenso uo debe inducir a confusión sobre 1;~ naturaleza 
de In falta sancionada. Existen infracciones penales no jut-ixdi+ 

cio,aulizudnx. Para las faltas CIP mínima graved;lrl. tle hecho las 
rníifl frecuentes. se #puede wnunciar sin itic+onveuieute al maxi- 
mum de garantías ofrecido por el procedimiento judicial rn proa 
vecho de una rápida intervenc%n favorable a I;I intimitlwiím y 
a la ejemplaridad. 

(Yertos ponentes. siu embargo. parewn admitir Illlit tliferen. 
cia tie nnturaleza entre la infrawiím penal y la infrawií~n dix- 
cipl inaria. 

Así, para el .yonente belga, cuando la infraccibn por YU yw*e. 
tfud pueda ser considerada romo atentatoria al orden ptiblico 
del kktado. constituye UIIR infracción :I la ley penal. KS tinica- 
mtwte wi Ion tlenGw casos cuando nos encontraremos i311 te 1111;~ tww 
~w~si0i1 tlis~iplinaria. P 

Tal parwe ser tambiku la soIuci6i del lk~iwho itrilintlo. cwy4 
ponencia contiene sobre esta cuestión un anWlinis profundo : “La 
subordinación jer1rquica -leemos-- no es un simple accidente, si- 
IIO propiumwite un elemf?n 10 Ofvcinl tlv Ifl or~qa9~ixclci6~n. De ello 
w sigue que ciertas actividades que tienden H infringir el poder 
jergrquico constituyen verdwdewx lenioncn del organismo mili- 
tar en cuanto &t2 es parte integrante de la estructura compleja 
del Estado... Por el contrario, las infracciones que no afectan nl 
reglamento en su calidad de unidad institucional, sino clue son 
1~8s bien manifestaciones epis(,dicaa dehidas mAs cine n la ~olun- 
tad de infringir la autoridad o de abusar de ella a la inexperien- 
cia, la negligencia. la imprudencia 0 la ignorancia, continfian en 
el campo de las infracciones ptcrnmfhtt interiorr8 (1~ 1~ i,rRtitw 
ciOn. militfW~8, y por ello dependen wl;lmeute de la vía (1iw-i 

plinaria.” 
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H~J- que hacer observar. sin embargo, que a despecho de estas 

oposiciones teOricas entre España-Francia e Italia-Bélgica sobre 

Ia naturaleza de la infracción disciplinaria. el hecho de que cn to- 

dos estos países la autoridatl jerárquica w encuentre h;~bilitada 

para pronunciar k3anCiOnel, rnlL~~ difCrfnfa8 Pr 81! cUrá.Cter dr kl8 

8an&oaes l>“nal~x, milita en favor de una diferenciación por nu 

naturaleza (Antre infracciones pellakn y las infrawionw diwi- 

plinarias, juetificada por la práctica, si no fundamentada en los 

principios. Otras l)onencias no han tocado esta cuestión de la na- 

turaleza de las infracciones a la disciplina; quizk en la discusión 

general, puetian obtenerse algnnas precisiones. 

En cualquier caso, sea el que sea el fundamento jurídico de la 

distincibu, hay que constatar qne en oposicibn a 10% Derechos an- 

glosajonefi. nuestros Derechos continentales, dentro de líxhite+? 

ciertamente muy variables, reservan a la apreciación de la auto- 

ridad jerárquica ciertas infracciones a la disciplina, y de ahí esta 

distinción, que es, por lo menos, una distinción de hecho, si re- 

pugna enrontrarla otro fundamento, entre infracciones penales e 

infracciones disciplinarias. 

se opone entonces a la infrectión INMfl exprwamente detinida 

como tal por la ley en virtud de la regla “Nullum crimen sirtr lc- 

ge 7’ la transgresión disciplinaria no dellnida ni determinada pre- 

viamente. y para la determinacihn de la cual se concede a la nn- 

toridad jerárquica un amplio poder de apreciación. 8i esceptua- 

mas España. que se preocupa de subordinar Ia faltas diwiplina- 

rias al principio de legalidad. los diversos &ligos, leyes o re- 

glamentos de disciplina se limitan las más de las veces a nua 

definición general de la transgresión disciplinaria. 

Se entiende por tal “la violación de los deberes, del servicio 

y de IR disciplina?” (Italia. Chdigo Penal Militar para tiempo de 

paz) : “todo acto 0 comportamiento del militar no (:(jmprendido 
en el C6digo Penal Militar, C%digo Penal o cualquiera otra ley 
penal, per0 que SM contrario R una orden del servicio o a c.ual- 

quier reglamento del servicio o incompatible con la ,Jisciplilla o 

el orden militar” (Paísex Wios, Ley de disciplina.) ; **todas lan 
acciones o gestiones incompatibles con el mantenimiento ,Ie ]a 

disciplina militar” (Bélgica, Reglamento de disciplina) ; *bf31 mili- 

tar Comete unn infraCCibn del servicio cuando falta cu]pab]rnhen- 
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te n sus deberes” [Alemania Federal. CMigO de disciplinii miI¡- 
lar). Si. ademAn, encontramos en algunOs de estos trstos iiui~ wlu- 
mrracií>n rnb o menw detallada de hechos que coustitu.wn f;~ Itns 
4li.wiplinarin~ ~L’;~íwwrs Majos y Francia, especialmente), estas wiii- 
meraciones no sOn limitativas y más bien clasifican las falta?; que 
tl&nen las infracciones. 

III 

Dn LAS .%wCIOSl!B 

i.(lórno we sancionan 121s infracciones a la tliscipliiia? ;. Ksiste 
1111:~ diferen:*i;l de ~~atwr«/~‘rn entre LIH suwionrn pronun~*i;~dn* 
por el Tribunal y las infligidas p01 11ii superior jer;írquico? 
-\quí tnmhibn li1 cuestión es importante, pOrqu(a wgúu 1;) wsluwS,- 
ta que se dé. las sanciones jelárquicas obedecertiu n no ;I los Ibrin- 
Apios generales que rigen para las penas. 

En los Derechos anglosajonw la respuesta no t>s dudow. l’o- 
dan las Nanciones wn penas en el sentido jurídico de la palabra. 
incluso cuando emanan del snperior jerArquic0. pues 6ste las pro- 
nuncia como jurr y no como tal shperior jerkquico: l;i c)pciím 
dada al culpable en estos Derechos para recurrir al Tribunal cons- 
tituye en definitiva un verdadero recnrõo. 

T,a ponencia presentada por los I<stados TJnidos se expresa 
il R í: “Exceptuando lo diapuesto para la disciplina de los Cade- 
te8, nuestra ley no reconoce castigos militares para el Ejkito, 
sean físicos, .sean privaciones de sueldo u otros. diferentes de 108 
impuestos por un veredicto denpu6s de juicio y de condena.” “No 
hay nada más claramente afirmado por las autoridades que el 
que las pen;lR no pueden ser infligidas según la voluntad de los 
Comandantes, que no pueden Rer aplicadas m8s que en ejecución 
de condenas Armea de Tribunales militares.” “La finica discipli- 
na de naturaleza punitiva, en ausencia de jnicio 7 de condena, es 
la pérdida de los privilegios que el Comandante puede. a sn ar- 
bitrio, acordar o levantar. ” Este el el cas0 de los permisOs, Ii- 
cencias, etc. 

En 10~ Derechos continentales, por el contrario, ae pueden {lis- 
tinlguir dOR tipos de sanciones con caracteres bien definidos: de 
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-- .\ tleslwjar de BUS pW~WgiltiV;~S ;tI snIber¡or jerár’quiw 

(tn(’ lwr HII:I infrawic’,n grave tlr la disciplin;~. toda vez que 
~I;I si(lo twn:~lmeatr wnvionado. II;{ perdido la autoridad mo. 
1711 y (BI iwwitdiwte t¿lIl netvsnrio il il~llPl tOS IjllP titwen WI110 

l~rinwr tl(~lWr el tle &II* ti0nprr~ ejemplo. 

- A eliminar del 1*1jCrcito il aqnellos tbar;i los que se tw 
timil que la infracciím o infrawionw wnwtida?s. H veces rei- 
teradas, son de tal nnturxleza tlw implic;~n, por parte del 
FZj&c*ito cuyas misiones vsipen el nlilntenimiento en todos 

ws niienrtwos tk 1111 ~IPVilllO sentido del honor y dvl deber, iiiii~ 
cnérgiw repulsa. 

Por ello. todos tos Ik?rWtlOs ~~OllfWllt~ltlox c’ollowll~ bajo una 

forma n otra. la destitucicSn, la degradación. la pérdida de em- 
@w y la esclusi6ii 0 la expulsión de las filas del EjCrcito. 

Seri; ti~rnlGli illterWillltt!. incliino lVftTitlil3 :l 1ilM IPll;ls (le lk- 
wcho wmí~n impuestns por una infracción a la disciplina, saber 
si llevall concìigo en todos los Derechos las mismas consecuencias 
yi ei estas wnsec’uencias son tnmbi6n iguales que en los supuestos 
de condena por infracción del Derecho común, especialmente en 
materia de reincidencia, de remisión condicional y de ejecución. 
Es de lamentar que estos problemas no hagan sido abordados en 
lns ponencias nacionales y seria muy de desear que fuesen objr- 
to de debate durante la discusión general. 

Qwalmente, y con referencia a la8 eanches discipli1taria8, lil,9 

twwwias nacionales no8 traen pocos informes sobre alwnos pun- 



toa del más ulto iutenh. 1’0~ ejemplo, ,se anotan en un Ikgistro, 

de anteceden+3 penales? i8igueu al culpable cuando vuelve a la 

vida civil? ;. Pueden wr ol)jrto de wmisión condicional? Por otra 

parte. en cuino de saneiOn tlisc~iplinari;1. awesoria 0 c’oIise;ecuen(*k 

de uua sanc4í)n pen:il,. ;, qué surede en (wo de amnisstía df? Id stin- 

ciím pn;il o il la expirAc*iím del lwríotlo tle pI?leh;i si est;i tiltimn 

ilci acx~J~lp;iíí;~d;t de los Iwtietic~ior tlr reniisiím coI~~li~ioI~;il ? 

131 Francia. por ejeml~lo. his si4ri~io11c~s tlis~ipliriirriits IIO w 

iilwritwii fw (11 Registro tlr ~liltc~cwlelltes )wnales: 8010 cwllst;lIl <‘II 

los do~wnientos Inilirares. y lns pri\ntivilS de libertad pueden he- 

neficiwse Ab In wmisióI1 c~oIidic~ion,71. R;il\-o tlixl)osición expresa 

de 1~ ley, estAI encluid;1r 11e loa hcw+kios de las Rmnistías. En 

(*aso de :Imnistía. las siinriones disc~ipliiiai*ins impuestas a título 

sccerorio 0 c.onil’lenieIit;lrío soii tiimhibn ohjet de tlispo&ionw 

wperinles. EII gr1irr;11 se prwi~i que PU wso dr píwli1l;1 Orl gr;i(lo 

IIO VS tle derecho 1:1 rehabilitación. 

En lo que se refiere i1 Ias sant-iones qiw I;I ;iiitoi*i~l;itl ,jwArqui- 

Cil puede illfligir’. ;qll4 6% 10 ()lIt A !lOS 1wYl;1 14 (‘SilRI(>II tle hx Il{‘- 

nenvias i~;Ic~iounlex? 

%Tr íwImen 110s permite cwnsl;~t;ir : 

1 .O I’II;I gran cliveiñikIt1 PII 111 ilonwnc~liltiir; tle 121s s;iiIcicwt~a 

disciplinarias iitilie:1ti;rs. qiie se pueden (~;it:ilopir w iii1 cierto nrí- 

mero dr vii tegorjas : il) Sn~tri»tlv.s tnfWtrlcR. talen como lil anionw~ii - 

4n. la rrprenf4ic’>ii, I;t cwI~l~~11. el ;Ilw~rihimiento, que soII wncwi- 

11~s de tnflm Iris lkrechos wnfront~dos. III Pnnc7cmv.v /w~vIk7Ik.s. 

multa (AlPnlillliil t. redii~~ciím del sueldo. iwlucción y sllpïedblt 1I41 

la peudh1 de wtirn ~s;lnciíw p;lrticwl;1r del ,Dererlio :ilem;íIii. 

CiertnR J)erec*hon no admiten 1;Ia wnciones lwnni:irias mks qlJP tw 

lo penal ~Derechos :lngloszljones. Suizs). Otms Ikredios exclu?-en 

esta form;l de sanci6n. romo por c~,jrmplo el frands. c‘I Xanciom’.o 

p+fltiwn 0 wxtrir+ir-4t.v rlc lihcrtnrl. tlentrn de límiten muy v:wi;I- 

Mes: arredos en la Compañía 0 Halideraf4. illTHlt0 simple, ill'l't>RtO 

rigurofxn. lwisiím. Estnn fuinc4onw son conocidas por todos IIUes- 

tror, lkwlina. pro CLII los ~~re(~IioR niigio~jories tienen sknipre 

el car&cter cle penas. Et1 AleIJlilllì~. pr otra pnrte. tOdH SilIltióll 

privativa de Iihertntl cu,va tluraci6n supere IR veinticuut.ro horas, 

debe de wr confirmada por Un juez. d) POIUR ~,rir-f8tirx8 clc clrw- 

chan o del estatuto que afectan ii la (*Utrera o incluso pnnrn fin a 
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ella: tales son la disponibilidad, el retiro, dimiaibn forzosa. l”r- 

dida de (Jmpleo, suspensibn de empleo, postergación, eXpulnií)n. En 

spgnndo lugar: e) en todos los palses encontramos un:1 individua- 

liz;lcióu mAs o menos profunda. Las sanciones disciplinari;ls w~. 

p~l~c~yalmente. diferentes según afecten 8 los oficiales, H IOR subofi- 

ciales o ;t ]OS soldados. TambiCn se encuentran igualmente PII fun- 

<*ion de Ia jerarquía del que las impone. Desde este punto tlr vista 

son muu divers;rn li\s soluciones admitidas. Así,, por ejemplo, ~11 

Fricn~i;~ todo snperior jrrárquico tiene un tlerwho a cast&lr C~F:I 

p~tenxjtj1~ wtJ en fun(*ií>n del grado que ostente y del que posra 

el (aastigado. Eu .Alenii~nia. las sanciones disciplinarias ~610 pue- 

den imponerlas los oficiales; en Suiza, los suboficiales 3 oficiales 

(1~ g1.;111o subalterno carecen del derecho de castigar. Ciertas san- 

ciones estln re.wrvadas exclusivamente a las más altas ;tntori- 

a-l fules. 

s‘;e impone también una distinción de las sanciones tlisc~iplina- 

I-ias sef(ln su gravedad: 

1. IAS fnf’no8 ya.i>es son aqu6llas que castigan las simples vio- 

]a~iouw t]e la disciplina en el orden interior del Cuerpo. Nnta ca- 

tegoría dc~ infracción se encuentra bajo diferentes nombres en to- 

das los países cuxa organización penal r disciplinaria hemos es- 

tucli;~rlo. Son : **las sanciones dkiplinarias simples” en la Alema- 

II i;r Federal. ‘*los castigos dkciplinarios’! en Wgica, “las saurio- 

n(‘s que no son dr estatuto” en Italia, 0 las que se aplican R liss 

**faltas disciplinarias propiamente dichas” eu los Paises Bajos. 

l:stas sanciones son aplicadas por el snperior directo del autor 

(]fb 1:~ infracción. Qnedan a la discrección del superior. aunque se 

dw recursos por abnso de autoridad o por ejercicio ilega] de] dere- 

cho de castigar. En principio se cumplen inmediatamente, tenien. 

dn In sr\nciGn en este aspec‘to 110 sólo por objeto castig;lr al cu]])a- 

1,lfa. sino también evitar por ]a ejemplaridad .v Ia intimidacióll que 

otros cometan IR misma falta. E] ejercicio de] poder discil>]illario, 

es inherente a la condición de superior jthri\rqniro y (wustitll!-e 

para el superior una Obligacih 

2. Por rl contrario, cuat&o de tlate tic .S<I~M;~~IIPX más gR,vee 

tlnlh han de reprimir infracciones importantes, se ;lcndirA R otro 

grnpo de sanciones que ya no se dejan a la discre(+jn del su])+ 
rinr. y cllpa aplkacih se Confía, según los paises, 1, nn tribunll] o 
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a un superior de alta jerarquía, tras un procedimiento jnrieclic~ 
cional. Estas son las “sanciones de estatuto” en Italia, las sancio- 
nes que se aplican R las “faltas disciplinarias impropias” en los 
Paísw Bajos, las “medidas disciplinarias” en Bélgiica. las “san- 
ci~oiws de carrera” en Ix Alemania Federal, asi como en Francia 
aquéllas cnya aplicaci6n se subordina R nn procedimiento particu- 
lar. tal como el Consejo de Encuesta. 

Pero los reglamentos de disciplina no tienen únicamente un 
aHpwt0 represivo. Si es conveniente reprimir las infracciones, ino 
lo es también excitar el <*el0 y estimular la emulación? Y en este 
orden, i,qu(! lugar reservan a las recompensas los reglamentos con- 
frontados? En Francia se estima que las recompensas, wmo los 
castigos, concurren al mantenimiento de la disciplina. *‘Las recom- 
peusas y los castigos -puede leerse en el Reglamento de discipli- 
na general- tienen por fin reforzar los medios que la disciplina p 
la educación militar dan al mando para actuar sobre sus subordi- 
nados”. T,as recomprensas permit.en al superior “testimoniar su 
satisfacción p estimular el celo”. Son, como los castigos. muy va- 
riadas. Las más simples (citaciones, felicitaciones, testimonios de 
satisfnrcic’>n\ se dejan en gran parte a la discreción del mando. Las 
mán importantes iaVilItW en la ewala\ se encuentran sometidas a 
ciertas reglas para evitar medidas arbitrarias. 

En la ponencia belga se dice expresamente que el wplameuto 
de disciplina de dicho pafs nada 1wevC PJI esta materia. Las po- 
nencias de Alemania. Ttalia. TTolanda. Canadá y Gran lXWtafía no 

tocan este punto. 

Del examen de conjunto que acabamos de realizar pueden ob- 
tenerse algunas conclusiones : 

1. El balance de las sanciones disciplinarias pone de manifiev- 
to ana extremada diversidad. tanto en SII naturaleza romo en la 
manera de aplicarlas. 

2. La estennic’,n drl poder disciplinario es muy variable, se&m 
los países. PMcticamentc inexi&ente como fa1 en los Derechos an- 
gloaajows. w muy amplia en los Ikecl~os continentales, especial- 



mente en Suiza, donde medidas qne ;lfrctuu a la carrera SOII de la 
soh cwmlwten& de la autoridad jerárquica, siu interveucih de un 
Comejo tle lhcuestx o de Disciplina. 

:L E’ue~le observarse una tendencia, en todos IOH @ws. ;I res- 
tringir 1:~ extensión del ámbito disciplinario 1imit;íntlolo :t ha xim- 
lhs tr;lnngresiones del orden interior F a deferir a Ias jurisdiccio- 
nes cwmlwtenteö el conwimiento de lils infracciones disriplinarias 
pa\rr. 



RELACIONES ENTRE ACCION PENAL 
Y ACCION DISCIPLINARIA Y LIMITE 
RESPECTIVO DE LAS DOS ACCIONES 

Segada parte: EL PROCEDIMIENTO 
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ne-se: el sistema anglosajón (Inglaterra, E&Aos Unidos Y Ca- 

nadá) y el sistema continental. Esta oposición DO w exclusiva del 

nerecll() militar; existe en la mayor parte de las otras ramas del 

Derecho. La diferencia parece, sobre todo, radicar en que 10s an- 

glosajones no distinguen Ia acción penal de la acción disciplinaria, 

*un tanto que estas dos nociones dominan más o menos intensameu- 

te los sistemas jurídicos continentales. 

Pero, en realidad, estas dos acciones t.ienden :I distinguir dos 

formas de proceder: la acción penal es esencialmente judicial 7 

apunta a la represión de infracciones mediante! la imposición de 

pnas por jurisdicciones de enjuiciamiento; la awií>n diwiplina- 

ria uo es judicial, persigue la represión de heclios menos graves 

que las infracciones propiamente dichas F se encuentra en las ma- 
nos de la aut.oridad militar habilitada para pronunciar sanciones 

en ,pne!ral menos duras que las pronunciadas por la autoridad ju- 

4licial. 
En resumen. la acción penal se traduce por un prowdimiento 

judicial : In. awiím disciplinaria por un procedimiento exkajudi- 

cial. 

PUPS bien. esta diferencia de procedimient,o se encuent.ra en los 

T)erechos anglosajones: el Derecho americano, por ejemplo? cono- 

ce un non, jlLcEiciu1 prrnidtmfnt (Código uniforme de Justicia Mi- 

litar. art. 15)? una rrpresi6n extrajudicial confiada ;11 oficial-cw 

mandante. diferenciada del trial b?/ cowt-~a&ul, es decir, del jni- 

vio por un Tribunal militar. Distinción que tamhi#n enwntramos 

en los Iberechos militares ingl& y canadiense (3). 

Se puede, por consiguiente, sin ser excesivamente audaz, compa- 

rar MImente J3Or una parte los diversos l)rocedimientos ext.raju- 
tii(~i:lh~s 0 diSc¡p~iii~it’ios. .v por otra parte los diver?;los sistemas de 

prowdimiento penal. es decir, judicial. En los dos casos se trata 

de procedimientos que tienden a la represibn de actos cometidos 
1”” ulilit:lres r que atentan a las reglas de la vida en (y)mítn. por 

wmw de facilidad en la exposición, dar4 deliberadamente :, CY+- 

tos fictos la denominación mnp vaga de actos pnnibles (mefait). 

westn Vp este Gemino cnhre las nociones Wnasiadn pref+as de 



RELACIONE6 IWTRE ACCIOS PENAL Y ACCION J~IICIl’LI~ARIA Y LIMITE... 

infracción, transgresión, falta, offense, de contenido variable según 

las legislaciones (4). 

Ex:JminaJvmos las cuestiones siguientes: 

A) 1. i&$uit?r time u 811 curgo la reprf’.sicin de los actos 

ItJJuibles J*enliz;ltlos por los militares? 
., d. ~,Cuál es la comp’tc’win wspectiw de cada órgano de 

reprrsióJ1 ? Esto lleva a plantearse la cuestic’,JJ del IínJitr: de 

las dos awiones (penal y disciplinaria) o más exactamente de 

los dos pwwdimientos (judici;il y extrajudicial). 

Il. 1. ;Cómo se verifica la QJcW%~U, informacibn 0 ins- 

trucción que conduce a la decisión? 
*:, I. ;.Cuáles son los recursos contra la decisibn? 

C. Y a titulo de conclusión: ;.son I:IR dos acciones inde- 

IwJJdirntes o interdependientes? 

1;~ todas las legislaciones estudiadas existen tJ*es í)rgaJJos en- 

,cargados a título diferente de reprimir los actos punibles cometi- 

dos por los militares: a) El jefe militar, para los actos pnnibk 

poco graves ; 1)) el tribunal milita+-, para los actos punibles más 

graves ; c) el tribunal ordhari», es decir el tribunal civil en el 

sentido de que no es militar, para ciertos actos punibles &JlWd- 

mente aqnellos que no guardan Jelacií>n directo con la vida militar 

a) El jefe militu+ 

He 11:~ podillo afirmar. no sin ratin. que el juez natural. para 

todo militar, es su jefe. Por otra parte, en la mayoría de las so- 

c~iedatles primitivas, el jefe del grupo social {familia, clan o tribu) 

ejerce un poder ilimitado de represión sobre todos los miembros 

del grupo. Basta recordar la extennibn de la patria pOtesti ro- 

mana: el jefe de familia tenfa hasta un jus vitae neehque, un de- 

recho tk vida y muerte sobre todos los miembros de la familia. 





Si PI iirlo ~n~iiil~lr 13 dm~;~sii~tlo pm\v J~;\Y;L s4.1’ txstigiitltb 1~0~ 

el jefe xuilit;ir. Iii rtyresith st 1 twcwi~~irritJ;i ei1 p3wriil nl 1 ribuu;lJ 

xuiJit;w. las miís di 1~ veces tJeuomiu;~do C’ousejo de Guerra o 
Vowt Mnrtirrl. I -II)I dolble escepcií)n LI wn~t ¡~II~PII -\ustri;r .I 

.\It~n~ii~ii;i. Jui ises fw los que -; iI nwiios PII t iruiJw de J~:IZ-. ya no 
tasiste jiii+uliwií~~i miJit;tr. 1-h ls jurisdiwií>n ordinaria la que ase- 
pi113 In ruJm3ióii tIe los ;Lctos Jmiiibles (JU~ no pueden ser castipa- 

CEOS tlis;c~iplinai.i;in~rnte. Jhi los tlemdn Jbaíses esisteu tribun;iles mi- 

1it;rws (~uy;~ composic*ibu. JHW ruuc~Jio que varíe en los detalles. se 

wlcutwtril tlomin:ida JHB~ el elemruto milit:tr. 

Son. CII general. trihuniilen wlepi;tdos de tres. chico 0 siete ofi- 

ciales. sie11r1o I’;I~OS los ~iisow tle juez militar Buico, como Jo son 
t;imbih ;~cJuCJlos PII que son Jlan~dt~ para conetituirlos milita- 

ws de rango inferior HI de oficial. CHSO que se da en Francia rea- 
pecto H los sutwfi(~i;~le,u (C. d. Ji. art. 10). J’or el contrario, es muy 

frecuente Ja intervcwviOn de juristas si uo eu Ia coml>osicii>n del 



tribunal militar (7), al UleUOs en los erganoö (llle (‘Oll 61 W11~‘111’1’V11 

para administrar justicia. 
&i, en la mayor parte de los países de Ia Europa c*ontiueut;ll. 

las funciones correspondientes al -Ministerio público, y a vews in- 

cluso ]ax de instruwií>n (8) son coufiadan a juristas. Eu ~%61Sgk;1. 

Dinamarca, JQpaña, Países Rajos y Suiza se 1~ couow WII el IIOIII- 

bre de Auditores. Eh otra‘: partes, romo en Fraucia. se les tle- 

nomina Comisario del (‘lobierno. Juez de instruccibn militar o. co- 

mo en Italia y en la TJRSS, Procurador militar de la Repfiblkl. 

En el sistema auglosajóu aparece el judge ahocccte, de funcio- 

nes complejas, tanto en el Heno de la Corte Marcial como al mar- 
gen de ésta. Se trata de un jurista que es, ante todo. el comwjero 

jurídico de la Corte, pero que tiene tambikn wmprteac*ia y¿Irii w- 
solver -él sólo- ciertas cuestiows de derecho. Además, estos ju- 

ristas pertenecientes a una :1 rmy lqal wr.ric*c desempeñau el l)il- 

pel de la acusación e incluso, a veces, cl de defensor del inculpado. 

Existen, por consiguiente, entre los dos órganos de Ia represión 

dentro del EjCrcito 41 jefe militar p el tribunal militar- dife- 

rencias sustanciales que se enouentran, despreci;lndo alky13os deta- 

lles y excepciones, en todtn lo.9 sistem,as jurídicos wtudi:ld(~s. ES- 

tas son: 

para la rapt-esi&n disciplinaria: 

- Sistema de juez único. que lo es el jefr militar. 

- Ausencia de la intervención de juristas. 

- Confusión de todas las funciones en las manos de este. 

juez hnico, que es al mismo tiempo órgano de ;ìcusación. eii- 

c*uesta. juicio y ejecución. 

- Ausencia de defensor. 

- Procedimiento extrajudicial, por lo general or;ll y su- 
mario 

(7) Aei, en 10s Paísea Bajos, el Presidente del Concejo cle Guerra es 1111 
jurista designado NNI carhcter vitalicio qor el Rey a propuesta de los Mi- 
Nieto de la Jn&ida Y de Guerra, y e&A a&tido por cuatro oficiales. En 
MM% el C-do de Guerra 8e comm de cuatro oficialtw y un miembrrr 
CH1 Mgnado cada tres afbe. entmw los juec?ert de loa Tribunales de prlme- 
ra instancia. 

(8) En BWJ@ la inshruc&5n sw encuentra confiada IL una “(-Rmisióu. 
J~ici~l”. ComPwHa por un MagistFedo jurista (Auditor mili&) y d(w ofi- 
ciales. 



- Sistema colegiado. 
- Intervención de juristas, en el tribunal o (yi como Mí- 

nisterio público. 
- Especialización de funciones: tribunal, fiscal, defeusor. 
- Procedimiento judicial. 

Los tribuniilex ordinarios, es de+ 10s trilnmales ctiilc~x pot 
oposición a ios tribunales wililnrcs tieuen, eu casi todas las legis- 

laciones estudiadas, ll1111 cierta competencia respecto a los milita. 
res. Esta competencia, reducida muchas veces, puede ser casi nula, 
especialmente en tiempo de guerra o en relación :t las tropas esta- 
cionad;ls en el extranjero. Por el contrario, frecuentemente es has- 
tante extensa en otros casos, es decir, en tiempo de paz y respecto 
:t las tropas estacionadas en territorio nacional. 

Distingamos cuatro grandes sistemas: 

1. Sixto~ bf’/!lu-lzeerl~út:Y.-Los tribunales militares juzgan 
todas las infracciones cometidas por los militares, salvo nn cierto 
numero de ellas enumeradas limitatiramcnte (por ejemplo. infrac- 
ciones fiscales y aduaneras, del CHigo de circulación, cometida@ 
fuera del servicio, etc.), que son de la exclusiva competencia de los 
tribunales ordinarios. 

2. Bistc~acr franc«-italirrrr«.-Los tribunales militares jUZgilIl 

todas las infrawiones militares y los ordinarios todas las infrac- 
ciones no milit;wes, aunque sean cometidas por militares. 

3. #t:sterna angfosajó?t.-Los tribunales militares pueden juz- 

gar II los militares por todas 1~ infracciones, excepto algunas de 
caracter grave ,(por ejemplo, en el Canadá, el asesinato, el homi- 
cidio o la violación). pero el tribunal ordinario es también compe- 
tente para juzgar a los militares por toda infracción no específi- 
camente militar. Incluso el fallo absolutorio o condenatorio de un 
tribunal militar carece de autoridad de cosa juzgada ante un tri- 
hunal ordinario. 

4. Sirrtema auetroaZemán.-Ko existen tribunales militares. Los 



b&ta gran diversidad en la competencia respectiva de los tribu- 
nales ordiu;lrios y militares uo deja de influenciar el problema de 
10s límites de la awiím disciplinaria. Allí donde los tribunales 
nlilitares poseen nll; wmpetencin reducida únicamente a las in 
fruccioner; militares. ejerwa una función más rspec*ificamente di*- 
ciplinari~~. puMo que juzgan militares que han cometido faltas 
contl-d l;l ~lisciplin;~ demasiado graves para poder ser castigadas 
por sinllples Ien;Ls diwiplinurias. Los tribunales militares, por con- 
secuencia. se nos presentan como una prolong:wión de la autori. 
dad discipliuuria. Tal es tambibn el caso de los I)erechos anglosa- 
jones : y así. en el .-tfwy dct inglesa, toda la materia relativa 8 
la composkión y ii la competencia de los tribuualey militares ue 
encuent r;l en el capítulo intitulado Discbl>Zincr. 

Por el contrario, en ratin a uua competencia que se extiende a 
toda actividad delictiva del militar, comprendida la que no es espe- 
(*ífiwnwutr militar -;luuque todu infrawióu cometida por un mi- 
litar atente a Iii disciplina-, rl tribunal militar debe. en su com- 
lwsici6ri y sn fullc.iolr:lruiento. uwr(*arw n& a los de los tribuna- 
les ordinarios y mny q~t~cialmente concetler ,vilrant ías xupkmrn- 
Iarias de wguril\;I(\ jurídica prnrrnlizantlo la prc*srnG;\ tl~ jnrintas. 

si tr;rtamos abora de t!onrretar los límites de la acción disci- 
plinaria y de la acción penal, serA suficiente describir, con algunas 
precisiones, la competencia del jefe militar cromo juez único de la 
represión disciplinaria, y de esta descrãpción se tlesprendelti la 
coq&,eucia de los tribunales (militares o civiles). 

El examen de los límites en las diversas legislaciones estudia- 
d- pone de relieve la existencia de dos sistemas: uno basado eu la 
distinción entre la transgresión (disciplinaria) F la infracción (pe- 
nal) ; otro basado en los límites iIUpUt?stm por Ia ley al derecho de 
castigar del jefe militar. 

1. Sirtemu tmnsgreRión-infmcnií;ílr.-1,~ accií>U ,jiscipliUaria ne 



limita a la represión de las transgresiones contra la dinciplina. es- 
cluyendo Ia represión de las infrnwiones. Este es el sistem;l adop- 
tado especialmente en Rélgka. Holanda. ,~lemania J- t;tmtk’w. se- 

gún -parece! en Italia y en la Ij’RRR.: el jefe militar puede infli~ii 
penas disciplinarias que llegan hasta un cierto ntimero de tlías de 
privación de libertad por el hecho de cualquier transgresiki disci- 
plinaria (9). 

La principal dificultad de este sistema se produce por la esi*- 
tencia de actos punibles de caracter misto: actos que son. a la vez. 
transgresiones disciplinarias e infracciones (penalesl. La legiñla- 
ción holandesa ha reglamentado minuciosamente la represión de es- 
tos actos punibles mixtos denominados wtci.p~li.jkr twch ttwyrij- 

pera (transgresiones impropias) : en Derecho militar belga Ia repre- 
sión de los actos Imnihles de este género ha sido organizada por vía 
replamentnrìa. Nn Derecho aleman la represión disciplinaria sólo 
SC permite rexpwto a los actos punibles de doble carácter (a saber: 
las kfracciones d4 serz;icio previstas por la ley penal’). en tanto que 
no se llegue a una pena. 

El Derecho francés y el suizo conocen igualmente la distinc*ií>ll 
entre transgrexiolies (faltas) disciplimtrias e infracciones (penalesi. 
f,as transgresiones se reprimen disciplinariamente; en cuanto a 
las infracciones, pueden ser reprimidas dicJciI~lin:1ri;ln~~llt(~, sin IV- 
currir ir las juristlicc*iones penales. si la autoridad militar estinnt 
que son poco graves. 

En Derecho suizo, esta facultad no se extiende mas alk dr los 

delitoö di.wipliwrio~ enumerados en forma limitativa en el C!ódi. 
go peual militar, delitos. por otra parte, muy numerosos (10). Co- 
rresponde al jefe militar, poseedor del poder disciplinario, el anpre- 
ciar si por la gravedad objetiva y subjet.iva de los hechos resulta 
suficiente la represión disciplinaria o si deben someterse al conoci- 
miento de la justicia militar. Decisión a veas difícil -nos ha di- 
c*ho el Brigadier E:I~~Ivx--. Es. en realitlibl. una Iimitación wlh- 

19) Cierttìs autoridades militares .v administrntirns ~~MM?&sI, por el mis- 
mo caso, tomar, ademhs, medidas disciplinarias. 

(10) La enumeración en A. ULDRT: Le Droit diwfplfnafw dnna le Codc 

fhnl militnirr, 8rli8ee. ,&s. &5 y aigs. 



jetiva de la acción disciplinaria, puesto que es el jefe milit.ar quien 
decidirá si la pena disciplinaria máxima que puede infligir resulta 
suficiente para la represión del acto punible. De esta forma el 
sistema suizo se aproxima al sistema anglosajón. donde según ve- 
remos, es también en función del mirximun de pena disciplinaria 
que puede imponer per lo que el Oficial-comandante decidira si 
castiga 61 mismo 0 envía el asunto al tribunal militar. 

En ,L~erecho frances, la facultad de acudir a la justicia mili- 
tar esta reservada a los oficiales de circunscripción (C6digo de 
Just.icia Militar, art. 23), y teóricamente son los únicos que pue- 
den tlccidir xi una infracción (penal) lia de ser reprimida Lmr una 
sancií)n tlisciplimrria o sometida a un tribunal militar. Practica- 
mente los jefes militares inferiores sancionan ellos mismos, dix- 
cimpl inariamente, “muchas faltas que podrían tener para sus au- 
tores consecuencias judiciales” (Ll). 

En Derecho espafíol, las dificultades inherentes a los límites tle 
la acción disciplinaria. han llevado a una división de los hechos 
punibles cu tws categorfas: las faltas leves sometidas ir la acck’ui 
disciplinaria. los delitos sometidos a la acción penal, y entre ex- 
tas <low c;\tegorí;rs. las f;\ltax graves cuya represión queda asegu- 
r:tda por una acción (expedientes judiciales) que pudiera llamar- 
SC mixtil cn el sentido de cluc cs. en parte, judicial (por la intrr- 
vencií)n del juez y del auditor) y, en parte, disciplinaria (po~ 
prouttuc’iruw 121 Lwua por el jefe militar) (12). 

., d. Sintf’rwr ttc In limitación de1 dcreolco tic ctI8tigar, en el Ofi- 
c~i~ll-comc\litl~lIitr.-l~~n 108 Ikwchos ringlosajonrs el jefe ItlilitiI~ 

puetlc infligir ciertos castigos y. entre dios. ciertas privac*innes 
de patrimonio y dc libertad. pero si estima que el acto punil~le IIW 

rece IIIIR pena III& dura que las que él puede imponer lo pone tw 

conocimiento del tribunal militar. El límite de au poder de repre- 
sióu es muy xrmejaute al máximum de las penas diseiplinari;rs qtuh 
Lmeclc imponer el jefe militar en los sistemas de 12 tl?lllxg:1~~.uic’,~~ 

infracciím : 
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En Ihwe~ho holau&+ . . . . . . ! 
21 tlinl; 414, nrrtwtc) simple. 

/ 14 <lhlx tlr urresto riQwt>so. 

1Cn Derecho belga . . . . . . . . . . . (. 21 dia <le nrresto en el cuartel. 
. . . ( 

/ 
1.5 <lía> cle arresto vu sala cìe fitrrí*rij,n. 

S (lins <Ie tal:~t>ozo. 

En Denvho italiaucl . . . . 30 diaa. 

30 diti de nrrestl) en cuurtel. 
Ih I~erel~ho ruso . . . . . . . . . . . . . *20 dlax de arresto *imple. 

15 tlias de arresto rigurtw). 

Eu Ikrwho frnnc& . . . . . . . . IiO <lin* <ltr prisi6n regimental. 

En lket-Ill, espnfiol ..< . . fio din9 IdoS meses <k arrwtor. 

- El jefe militar puede. dtsatro de los ;tntrtlic~ltoS Iíniitm. 

sancionar toda offt!~x~‘, todo acto puuiblr xin distinguir (*II- 

tre transgresiones tliwiJ>linariax e infri~wionen tptwtlw). Sill 

tmbargo, ciertas infr;1wionrs twapiui Jboi* twml~lvto ;I w twn- 

petenc+. J5n Detw~ho amt*ricant+ poI’ vjtwllblo. eSfil c*ourl~t~tt~ll- 

cia estA limitada Cmicamente a los ;cr*tozì puniblen menows 

(miîlor offcnw.9), ew tlecir a aquéllos tlur tiwrn pwvist:l 1101 

la Ie! una pena que no excede de 1111 i~llo. 
- El inculpado tiene siempre el derecho a petlir tlue w 

le somet;l ;I juicio. es decir, a ser juzgado por un trihnnal 

militar (trU1.Z by Court-tnartial). 
- En Jo que se refiere a las infrawionew no milit:~res. los 

tribunales ordinarios conservan siempre In t*omJwtenvi;t ~mr;ì 

(13) En Derecho alem8n, una aa~ión de arresto no .puedv rer imprwnta 

hasta que el juez competente Maw legftimas la naturaleza p la dura4n 

(Rapport de K. GMXEWALD). 
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‘su eujuiciamiente, incluso después de UUA tlwisión ~clr abso- 

lu&n 0 c~ndeiia) adoptada loor el jefe militar 0 1~“’ nn tri- 

Imnal militar. 

1511 conc*lusiCnt, y s;~lv.;~u&~ los matices fine it~tlnlnt0.s: tIc tiesta- 

wr. existe un elemento común en 1;i limitación tle I;I ilc*c*ií~ll disc*i- 

1blin;iria : lil naturaleza de las sanc*ionrx cine rl jefr IIIilitilY lnietk 

imponer. E:u el terreno de las pwiits privativas de 1 ilwrtad --las 

mas graves que el jefe puede ordenar- esta limitacibn varía lwco 

tlc un país it otro: nscila de catowe it noventa días. 

1’iIs~lIlW illlOl~i1 il I l)l”““‘llillli(lllto ~~~~~~~ii4lll~lltt~ tliVtl0. ( ‘01110 Wl’í¿l 

dPlllilSi~d0 i~stenso examinar c~oml~ar;cti~iinlellte c*i\~lil Ullil de las 

fases del lwowlirniento judicial y c~xtrnjudicial en IAS diez legisla- 

ciones estutli:nl;is. 110s limitamos il dos ~~lY~l~lNlilS, Pl tle l;l encuesta 

!’ el ae los recurXoR. 

I:lIlplt3lI~lOs deliMwlnmente Ia ~~ill~l~l71 encuesta por SU arnti- 

410 VilpO y gPIlPlX1 que ~puede cubrir tOdas laS formas de investiga- 

vibit de la verdad. es decir. ka instiwcciíui. la informili~iím, 1:i in- 

foriil;~c-iói1 prir;it iva tle ('llel'p 0 ~Willl~l1i~~ OtlTl conjonto cle pro- 

wdimientow ntilizaclos piIr: lleplr il este N%Ultil<lO. 

131 Jkw~~l~~~ ;tllglosajOn nos puede servir aquí como punto de 

partida pitrit nuestro estudio ?cuuparative. Porque distingue. de 
nmnerit clara. el lwocrdimiento judicial y el prowdimiento extraju- 

dici;tl. En (~aml)io. In ncción clisciplinaria en los Derechos centinen- 

tales -como ya tlijimos- es c?WIlCiillmeUtP extrajudicial, en t,anto 

que In awi6n penal tiene carkter judicial. 

Los rasgos comunes R la maporia de los sistemas de proredi- 
mientox extrrtjudiciales, es decir, disciplinarios, son los siguientes: 

Procedimiento sumario y rapido ; procedimiento ne formalista 

(Salvo ulgun;ls excepciones) ; procedimiento generalmente oral : eI 

jefe militar recibe Ia queja (a menos que lt;ty:t constatado el mismo 
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el ;iv10 puniblel. oye a los testigos y al inculpado y toma su clccí- 

siím. El procedimiento puede serescrito. sobre todo si por razón de 

IA gr';~rcd;~ti o de I;t wmI)lejidad de In x hechos el jefe militar en- 
f~iiyp ii iilgnno tle sns xuls3rdin;idos (1~ vwificar la encuesfa l por 

~~jrmplo. 1:i encwesta de C’nerpo tlel dertwlio belga. el Swnmnry of 

wiflrnr~c' y cl frh.vtrwr~f of widenfv clel Derecho inglés ). 

Por el cwntrnrin. el procedimiento jutiiciill l.= penal) Imede sel’ 

v:ir:~c*teriz;i~lo tlr la sijqiirnte ~~i;iiic~rii : I>roc~edilnielito reln tivanien- 

tv lento y que tiende :~l estimen tletiill;ido cle los c*;iipw: lwwcdi- 

miento formalista en el que el instructor 1 juez de instruwió1i. co- 

miaiím jutlivial. etc*. 1 dele rrspct;ir las fOHllilS prewritiw poi- la 

ley para las declnr:~c*innen tlr los testigos y la húsquedn de los ele- 

mentos de p1~4~;i 1 registros, emlmrgos. re~ono~imielitos. etc.. I, y 

ello muc*h;is wws h;ljo penar tle nnlitlii41 : prowdimiento siempre 

ewrito. 

hl 1,0x t~~f~rrrxo.u.--So tiene griil~ intfds en rsW niomeiit 0 (‘Sil- 

minar los wwrsos ~mcetlitlos vontr;\ las decisiones de los trilnina- 

les militares. tilles wmn el de apelaci6n ante nn íbrpano jnrisdic- 

c:ion;ll milit;lr superior o el de wsacibn antc el Tvilmn;ll tle (‘asa- 

ci6n ortlimlrio. ante UII Tribunal militar de CasncG’nl o ante la 

Strprh f’ C’o Il rt. 

Por el wntr;Irio. rl ewmen de los IPCQI’EJOS concedidos contra 

1~1s sarwionea tlisci,pIinarias impuestas por el jefe militar permitir8 

tleterminar en qui! medida la acción dkwiplinaria eR independiente 

de toda intervención de la autoridad judicial. 

1. Sirrttwm del rWw30 jCrárquic0 militar.-El sistema mAs ex- 

tendido es el de que el castigado pueda recurrir a los jefen de aquel 

que le ha impuesto el correctivo. pero siguiendo la escala jerklni- 

va. F nsí lo encnntramos en Francia. N4gica, l.taliu, ISspaíía. Sui- 

zn y Canadh (14). Este recurso por escalones sucef4ivo~ se aclniite 

generalmente ha.& llegar R Ia autoridad suprema I Italia 1. por 
ejemplo. el 3linistro de Ia Gurrr;l 0 tle la Defensa (l%bIyic*;i. (:ana- 

dA). o el Jefe del Estado (España). 
Para ciert;ls sancionen disciplinarins existen en algunos IMí- 

ses (Fr:lncin. RClpka) recurRos nnte el Cnnsejn tle Entado. 



2. &‘iste»ln del recuruo ante la autoridad judihl @nte8 (te‘ lfl 

&+8&.-~~1 Inglaterra y en los Estados Unidos DO se admite 
ninpín lvcup~o contra las decisiones del jefe militar (ejemplo. .4r- 
,,&y ..t 1.t inglesa. art. 46. 8). Pero en estos pa&?S. como en el Ci~ll~ld(l. 
CI in~nll+ado puede. antes de la dwisibn. pedir su comparecencia 
antta ~1 tribunal militar esigiiendo un Ttil by mcrf-rnartial. IA 

acci&n disciplinakl se encuentra de esta forma limitada, pero el 
incu]lb;ldo goza tle 1;) garantía de que los hechos que le son imputa. 
dos *an somrtidas ;11 juicio y fallo de una autoridad judicial. 

:). &ifftewu. rle rcwrwo tente la autoridad judicial en aegwntltr 

innxtawcicc.-En los Países Bajos y en Alemania el Rancionndo pue- 
de interponer un rwurno en primera instancia ante el wperior de 
aquí’1 que le impuso la .sanGn disciplinaria p máR tarde, si no 
ohtiene satisfacción ‘por la decisión de este superior, puede apelar 
a una autoridad judicial. que en IIolanda ea la Alta Corte Militar. 
J- en Alemania el Tribunal Militar de Servicio (In). F;n Alemania. 
sin embargo. en caw de Rãnci6n privat.iva de libertad. el rwurrw 
debe n~r interpuesto dimtamente ante el Tribunal Militar de Rer- 
vicio. 

DeRdta un Angula estrict;Imente militar. la intervencibn del Tri- 
bunal militnr en la represión diwiplinaria ha sido conHidera& con 
frecuencia como nociva. en radn. aohre todo, a la inevitable lene. 
tud de la repref+ií)n. Por ~1 contrario. d&e el punto (1~ vista del 
ducho a la defensa. el IWUWO puramente jer&rqnico puede apare- 
cer como inwtkiente. sobre todo cuando lo8 ~upclrjo~ tienen facnl- 
tRd para agravar el caRtigo impuesto en primera instan&. pueS 
el temor de eRta agravación de pena rondncirfi al (y&igado. mny 
frec!uentPmente. a IWlUnciar a recurrir de una deci.sión que le pa- 

reW injusta. contrihupendo así u la cre;lción de nn clima de des- 
contmto priudirial para el mantenimiento dp ]:i digciplina. 



.\ título de wnclueión, querría examinar si la8 dos acciouw, pe- 
nal y diwiplinaria, son independiente la nna de IR otra o Ri son. 
por lo menos. interdependientes. 

Fuera del Ejército, el problem:a recibe en g?nrral una eolución 
(~l:Ir;~ y r;ilul)le: las doA acciones han formalmentt2 independientw 
IA ;Iwiím disciplinaria ejercida por lo8 jefes de los innumerables 
grupos sociales que existen en el interior de un Estado nada tiene 
cine ver con la acción penal y viceversa. El padre de familia puede 
castig;ir :I su hijo. incluso cuando ha sido absuelto ,por el Trihunal 
de mrnorec;: el jefe de una empresa puede despedir 1111 obrero o 
empleado ~ospec~l~oxos de robo incluw cnando no ha presentado 
ninguna denuwia ni se ha intentado una persecuci6n ynal : la .Tun- 
tu de Gobierno del Colegio de ,~bogados o de YMicos puede im- 
poner sancionen disciplinarias sin necesidad de nna decisihn ju- 
dicial. La situacii>n y es algo diferente cuando se trata de fun- 
cionarios. agenteA del Eutado o de otras inetitnciones de Derecho 
pfihlico. un Derecho disciplinario Dre,senta alguna analogía con el 
dc los militnres. pero es evidente que las garantía8 concedidas 8 
la funci6n pública no pneden ser extendidaa tin peligro a los miem- 
hros de las fuerzaR armadaa (16). 

TAS principios de jerarquía y de obediencia que dominan toda 
la organizacif>n militar hacen precisos lazos m8s estrechos entre 
lay dos awionex. De aquí nació la necesidad de trihunalew propios 
de loa EjérritoK y la necesidad de un Derecho penal militar fner- 
temente impregnado de Derecho disciplinario. 

Sin emhnrgo. en nuestros paks de constituciones democrfiti- 
raí. el principio de la separación de poderes w impuso progresiva- 
mente desde finen del siglo XVIII. La independencia, incluso la pre- 
eminencia del poder judicial. se ha convertido en nn:t de las bases 
de nuecrtro derecho pfiblico comfin. Postula. al menos dentro de una 
cierta medida. la independencia de aquéllos que ejercen la accibn 
penal rtwpecto n Ios poderes leginlatiro y ejecutivo. 
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]{eciult;l <Ir el 10 f,up c~I enjui~ianliellto cle iufriwlontr; tIe una 
cierta gravedad corresponde nnicamente a 10s trihunaks cmilita- 
pes n eiyi]es): y ‘;í)l0 la reprrxií~n de actos punibles menos graves 
se deju a 1:~ autoridad disciplinaria. El límite de este poder disci- 

plinario stA fija ea 1111 determinac numero de dios de nrivacion 

de libertad. 
IA;1 ind~ptq~&nvi;l de las don i\WiOllW se irfirIW\ IdiN VigOlWSil- 

mente en aquellos países que conoven iina rigurosa distinción enlrc 
Ias trnnsgresiones ,lisciplinarias y las infrncciones :1 la ley I”n:tl 
ílt;llia. Mlgic:). Holanda 1. pero incluso en ellOs. y CII YLKT~II a 1:1 
iue\-itahlp c.uistenci;l de actos punilrles de doble caracter. esiste eI1 

realidad para estos actos punibles interdependencia entre las dos 
acciones. Unas veces. como en los Paíws Bajos, esta iuterdepeu- 
dencia entb regulada por la ley: otras es un hecho que deben tle 
tener en cuenta los encargados de poner en marcha la& doö ac- 
ciones. .\sí? Iii ilutol%aiI de la (‘osa juzgada en lo penal se impone 
al jefe militar qne nctínt en lo disciplinario. pero en los límites de 
la rosa juzgada. lo que no se jnzgú en el estricto sentido de este 
termino. puede ser objeto de represión disciplinaria. 

1.1~1 otros lugares la interdependencia de las doe awiones cons- 
tituir& la regla. al menos para la represión de ciertas infracciones; : 
;tquCtllas que internan m&3 especialmente la vida militar. Si en 
Francia r en Snizl. (*orno en 108 paises anglowjouefi, el jefe mili- 
tar .pnede castigar al autor de estas infracciones: no puede hacer- 
lo mas que dent~‘o de los límites de sus facultades. Si estima la ill- 
fracción demasiado grave. debe inhil)irwe pn fa\-or dp 1~ jurixdi(:- 

cibn de enjuiciamiento. TAn interdependencia regultara, 1mr lo tan- 
to. ,principalmente del hecho de que las dos accione8 se encuentran 
en su momento inicial en manos de una misma persona : el jefe mi- 
litar. Este. disponiendo de las dos ;tcciones, ha de eB(y)ger nna 
de elh* y una vez que adopta sn decision. las dos acciones se tor- 
nan independientes, 

Pero enando se trata de la represión de una infracción no mili- 
tar. en loS Países en que la represión de estas infracciones es vom- 
petiucia de fOS trihunaleN ordinarios, la independencia de la8 dos 
m3ows es th1. Aunque de hecho, si no de derecho, esta indepen- 
dencia. aun en tales ~paíf3.3. no es completamente total, puesto que 
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~L\(‘losbx Es’rHlr .4~!CIOS PI-:s.\r. Y ACCION DIBCIYLIRABIA Y LIMIuTk.. 

la acción disciplinaria se encontrar8 fnertementcl limitada por los 

f;lIlor; dictados en el orden penal. 

La materia es compleja y un análisis conipitr;~t iv0 detallado 1108 

lbondría de manifiesto muchas otras formas dc intel.drprntìcnci;~. 

NOR hemos limitado a uqu6llas que nos han parecido esenciales. 

He aquí algunas reflexiones de ,L)ererho comparado sobre 1111 

tema muy vasto. Xo tienen nada de original, pueH tomadas de las 

ponencias presentadas a este Congreso, 8c)n obra de los eminentes 

relatores qw hemos escuchado y,. sobre todo, no tienen nada de 

definitivo. pues la dknsión general l)errnitirA w~rregir los ITL’~WS 

0 las inwficiencias de esta exywición. 
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PROBLEMAS DE DERECHO PENAL 
PLANTEADOS POR LA COOPERACION 

MILITAR INTERNACIONAL (1) 

lAi1 cooperacií)ll militar entre doö o miís IM:~dos crw nu con- 

junto de relacionw cnp contenido VHríiI negírn el grado. 1;~ for- 

Rkl J el ihl(‘illlCY? politiw de Ia ~0operwiOn. Si w esaminan las for- 

mas m6w modernas tle WO]Wriì~*ií)u w notará 11nc lat3 relwiolreu 

.de carActcr militar, aunque HitltCIl H la vista de maneri~ inmrtlia- 

ta F en forma evidente, no Ron las ÍllliCilS. sino que otras de va- 

r;íctw politice. econbmico, tinanciero y también culturiil w nnc’n 

a ellas extwdiendo Ia alianza a sectores cada WI mkx amplios 

41~ la vida de los Hstados particulares. 

IMas relac%mw hacen surgir prol~lrn~~~s juridlcos de diwrsa 

naturalez;~. Intentaremw prwinal cwAlt~s x011 aquellos que tir- 

lien uutl inCidenciil tlitwt;l 0 iIldilW9il sobre lo pIla il fin de in- 

telltilr 8u enumeriiciím quiz8s de m;tnern incomp!vl a. pro aI mc- 

nos iInlpli;lmente demostrativa. En otras palabrax. vamos 21 inten- 

tar lo que Re ha Ilnm;ltlo un iawntrrrio v~otitwtlo qne cldw trner 

como finalidad el ofrecernos ;t nosotros mismos por unce ptrttb ) 

4.n ttl plano ~ientífko. ;v a los list:ldos por otra como tlirertikmen- 

1~ illterrnados, una visión m&i clara tlv 108 problema8 penoles qne 

ltnn de nfronttww cwndo nace una alianza militar. 
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1. ~‘omnnitl;d rlc intwwes. 

II. ~‘ont;1~to~ entre niilitiìrrn prtrnwirntt~s ii fnwzãs 

;trUlilOits tk ti istintos Estados. 

II 1. J~wtn~ioii;lniir,ito de trflps fncw 11~1 territorio niv 

<~i011¡11. ) 

11’. AHnolriz;lcií~lt dc 13s actil idaileR nnciounles. 

Jnlln~ln~)lemente. el valor de est;l Uniforruiditd espontáneamen- 

te ol)trnida no resulta defqweciable porque indica la vsistencin 

cle una ~‘cwnunidatl de interf3wP y porcpe st! trata mAs especial- 

mente de aquellos intereses que la ley penal toma en corwitlcra- 

vi611 por su valor ahaolufo (vida. propiedad. horror. etc.1. 

JAa coopernci6n militar. al crear niwcas relwianes extiende 

las límites de la comnnidad de intereses entre !ow Estadocl par- 

ticulares y hwc litresaria la f3olu(Gii de todos los problemas 

(1~ cohilwraci6n r. enJwecialmente. del de lis p-ot~ccir5n pcnrrl cm~rírr. 

El pmhlemrl central de pdtica criminal. como fmhraya la 
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l1<OBI.~\IA6 UE lJEHl!X:HO PYS.\I. I'IA‘ITICADOU POR IA COOPEILW~0S.. 

ponewia belga, es, por una yurte, el precisar cuáles son Io* itt- 
tereses dignos de yrotewiínt ptwal que .se han convertido ett co. 
tuuttw wttto consecuencia de la cooperuriGn militar, y por ott a, 
cletermittar c%ttto puede ser organizada una protección penal wmútt. 

Por otro lado, el mismo problema puede conducir :I rwottsli- 
derar IOS límites s Ial-. fOITllikS trit~li~iottaltrn de la eStVittliCiíBt1. ti 

fin de eötztblecer Itasla qub punto son comp;itil~lw con In wol*- 
ración militar. 

a l ;. L’/lti/rJ.s .soIl /os itl t~~wxcn fVm?lo~~.s ?--Ll rooperwibn tw. 
tlit wtuutws itttetwcs qut l¿l Ity penal tom;1 (Iu ~otlxiriet.ac.ií)tt 
110 por sll valOl* abs0lUt0. sino por Nt valor nacional. FM:ttttos. 
I~r¡tlc’i]~~l~ult’I~~t’. ell (‘1 citnijw chico de 10s delitoS IJolít icoö. ,iqtli 
t;ttul)it?t 1~1s l~~isl~tci~ttt~s intchriores w awntej;ttt ctt yu contenido 
fotWit1, ]Mwb (~1 objeto es distinto porqne cada tttiit lwotegc* tttt 
itttw& tlefc~tti 11;1t1o. títticatttwtte porque tiene stt nacionalidad. Nu. 
chs :\lltores cltlt~ ~~twwttiz;ttt (~1 yte la tttlivt*t.?j;tlida~~ &* Ia WJ~P- 

siím se ;ttirttt~ l~rcrgresi~antf3tte, cuentati con ttti wtititttiento IIP 
alt.ruíwmt) qtte tldwría mtwr en cah Nsta(Ia y que ~rbeth ettt. 

j,uj:irlo it ;ik4ttttir I;t proteccií)tt tic ciertos ittttTes~!s incluso si 6s. 
tota no Ir il fwtittt direc~tamt~tite. J’ero actualmente > en lo que con- 
caiertw ;l lit ~*oo~wt~~t~~i~ti militar no PS preciso esperar a que wt! 
forme erstc~ altruístno t*tt IR coticieticin tt;wional ~wrqtte el grado 
dta interd<~l)1Jnclencia de un aliado hacia los 4ìtmás tiene wnio 
~*OtlStVWí~tl~~iil que l:ì Ik4qttcda de los intereses comunes WA una 
cw~stihn tle egoísmo ttarional. Son comttttw lo? ittterwea cuya 
lesiíbti. ittclt~w si no afecta inmediatnmt3ttc ntiift que a UI10 soh~ 

de los Estados. repercute sobre todos los tIernAa fx influve la Inte- 
IliN march;t de la cooperaci<íti. 

ISl J>l’OhI~~Itlil tle detWttlitl¿ll los it~twewx comutws es de na- 
turaleza cotlcreta y RU Holuciím depende de 109 elrmentos upor- 
tados wr cada alianza determinada: el grado. la forma, los tiues 
de la cooperaciím. 1~ afinidades entre los Estados que woperan. 
En abstracto puede decirse que la extensión de In comunidad de 
&terews abarca desde un mínimum reprewtttado por 1oR itibe- 

~8 militarw m8s inmediatw, hasta un punto que 5143 avecina a 
la equivalencia entre aliado y E8tado nacional cuando la coope- 
racic’,n militar no es mát3 que un paX0 ItaCia la comunidad lbOlí- 
Cca. 

~1 profundizar el estudio de IaS categorías pat+iculareR dr la~ 
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faltas bajo el ángulo de su incideiici;~ sobre la ditwia de Ion tli- 

ferentee tipos posibles de cooperación, prewnta un iududable in- 
terés. Sin embargo, Nobrepasa el tema que IION hemos propuesto 
y que ye limita il plantear los prolkii;~x sili prrtcwllt~r 2111 rexo- 
lución. 

Pero ;lUIlqUe 110 sea IA* qUt? pilra aclarar el iílc~llït~ 11Vl 1’r0- 
blema dtkmos. sin embargo. examinar quí! es lo que se puede 
considerar como constitutivo no del mínimo. sino de la nwdia 
de los interetws comunes. 

Indudablemente, la protección de los intereses coucernieiltr~ 
a la defensa militar se presenta como la más inmediata y rvi- 
dente a cauRa del muy estrecho lazo que une los enfuerzox tie 
guerra de cada uno de los Estados aliados. 1’~~ Hería un grave 
error el no parar mientes en otros aspectos de la comunidad de 
interews que, aunque menos evidentes. uo 809 por ello meiiof3 
reales. 

Ante todo, la extensión de la proteccibii peual no puede li- 
mitarse al tiempo de guerra Bi se piensa que los intereses vitales 
pueden ser irremrdiablemente comprometidos WI tiempo tì~ paz. 
Además, la estructura política, la eficiencia económica y las po- 
sibilidades industriales de cada uno de los Estados juegan un pa- 
pel tan importante? en 1;~ vida y la fuerza dr la coalición. que 
ninguno de 10s demás E&ados puede desinteresarse. La violaciím 
de un secreto industrial, por ejemplo. no es menos claño~a para 
la woperacií>n que la violación dc uu secreto wferente a la lo- 
calización de los cuartelen o al dixpositivo de defensa. 

La represión de 10x c:rímeneR de guerra mcrwe una nwiición 
ewpecial, aunque para que fuera eficaz Rería, como w ha hecho 
notar, más necesario un acuerdo vntye adversarios que entre alia- 

dos. Ello no obstante, es esencial el que los aliados aprecien de 
igual forma las ohligaciones nacidaít del Derecho de gentes para 
que la represión de ION crímenes de guerra puedil ejercer de ma- 
nera uniforme una función de freno respecto de 10~ actos ilegí- 
timos y que en su aplicación resulte coherente con In acción de 
todos los Estados cooperantes. 

Finalmente conviene examinar los interesen que concierneu 
directamente a la cooperación, En las legislaciones internas no 
faltan ejemploa demostrativos de cu8les son los intereses nacio- 
nales que ue tornan comunes por la cooperarión militar; per@ 



basta confrontar estw legislaciones entre sí cp podemos. por ejem- 
plo, hacer la prueba comparando la legi&wion italiana y In bel- 
ra). para constatar que la determinacion de elementos wmunea 
efectuada unilateralmente por cadn Estado conduce a rwulta- 
dos faltos de armonía, a tal extremo que a menndo sucede que 
por el juego de la condirión de reciprocidad las guivalencins de 
proteccion penal quedan en letra muerta. 

La determinacion dp los elementos comunes debe ser hechn (In 
comíin. es decir, mediante un acuerdo entre todos los Estntlos 
cooperantes. 

b) Protcc*r*ih pmccl conrzín. - La detcbrminacihn de 10s ele- 
mentoa comunes constituye la premisa necesaria para llegar a 
lina protcccidn penal común. La elahorac%n rl~ nnn lefislncion 
penal unificada aplicada, bien por medio de una autorid;nl sn- 
pranacionnl o bien uniformando las lqifdnciones nacionales par- 
ticulares. es unn aspiración que data de largos años. pero que no 
nparece (*orno realizable R breve plazo ni aun bajo la pre.sfou de 
nna cooperaciím militar. 

Si SC connidern lo que CH realizable. se dek. por el wntra- 
rio. prewr la in.wr&m en cada una de las kgislnciones naciona- 
les de norman represivas particulares en relacibn con los hechos 
que atentnn a los intereses comunes. Este es el inicio de una so- 
luci6n. pero los problemas a resol%-er son todavfn arduos. Por en- 
cima de todo. a An de qne la protección penal see comdn romo 
son comunes los intereses. es necesario que se 11egne a iin;~ cier- 
ta uniformidad: uniformidnd en el enunciado del hecho punible 
y uniformidad en la accion represiva. 

Parn darse cuenta que tal uniformidad ha de ser muy rela- 
tiva, hasta considerar que rada norma. en el momento de su apli- 
cación. no puedo ser considerada aisladamente. sino que debe 
situaruc dentro del sistema en el cual se encuentra incluidn. Por 
ello. don normas perfectamente idCnticaR en su formnlacicin 1uneden 
producir rennltadoa muy diferentes. 

El problema es de naturaleza técnica: es suflcicnte con saber 
1a fnali(\ad que se quiere o se puede alcanxar. Qniza hava que 
contentarse con In sola poniliilidod de que cada legislaci6n im- 
1ionga al culpable unn carga de sufrimiento expiatorio equivalen- 
te (hnhida cuenta de 1~ diferentes re@menen de penas). 
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l’t3tJ 110 bt&u el compktar 10s SiätemaS ~~iW¡tJnakH IJilrtiCu- 

laren con normw represivas de 1~3 violaciones de intere.ws wmu- 
nes; pli.nl que [JUtdU hbhrw de Ulia rt?~Jrt’sih CtJul~lll IYSU~~U 

necesario que 1;~ colaboración tenga mayor alcanw. llajo taste ii*’ 

yecto se puede p631s:ir en tornar permeable entre wi 10s sistrniaw 
peuales particulares. resultado en gran medida tle Iox wnwlJ~ 

tos tradicionales de territorialidad. Es cierto que muchas legin- 
laciones nacionales y:’ prevén la represión de hechos cometidos 
.en el extranjero. inc’lmo por extranjeros; pero enta represiGu w 
encuentra establecida unilateralmente por los I’xtatlos pafticu- 
kwes. siu qUt?l ;tcuerdtJ 1wvkJ UectWirio pwa hJg!rar Iii il I’IllOIl~il 

del sktema. 
Sdemds ez; preciso revisar los conceptos tradicionales xolw~ 

extradición. 

c) La e&-«dición.-La extradición es una iustitucióu iliter- 
nacional para la represión del delito. Cada Estado estlí diwpuw 
to a colaborar con otro en la medida eu la que estima que am- 
boa tienen un inter6s común, 1 es por esta razón por la que en 
la mayoría de 10s convenios de auxilio judicial rwíproco se exclu- 
uen de la extradición los delitos políticos en tanto que conxide- 
rados corno atentatorios a intereses exclusivamente nacionales. 

“Aiquel que es castigado en un país como cu~l)abk c\e 1111 dr- 
lito político --como escribia hace tiempo ~ILI:WIYWHIJ (/?l fkrr- 

ch.6 ?)f’toul codificudo, París, lW)74)--, quiza sea cowiderado fuera 
de él como un mártir de la libertad. Las autoriJ.ades que lo per- 
siguen en wmbre del Derecho quiz8 sean consideradas en otro 
Estado como enemigas del Derecho y de la justicia.” Parece cier- 
to que, como regla general, esto es todayíu exacto. Sin embargo. 
no parece menos cierto que una vez precisados IOH intereses po. 
Iít.icos comunefi de un grupo de Estadon, éstos no tienen ningu- 
na razón para negarse el uno al otro una colaboración eficaz eu 

la reprenión de delitos que lesionan tales interese*. 

Resulta inconcebible que UU Estado pueda ofrecer asilo al cul- 
pable de un hecho que él mismo castiga. Por lo lanto, en el CU;I- 

dra de una represión común de los delitos que atentan a intere- 
ws determinados, 8610 habr& lugar para una alternativa: o el 
culpable refugiado en el territorio de un Estado aliado ser8 juz- 
gado por la autoridad de este Estado. o bien wr6 entregado a 
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ti11 yrupiio Estado cuando bste lo solicite. Nn este supuesto. si se 

negnse la extradiciOn finicamentc* porqne el hecho es de natnra- 

Irza pol(tic;l. In consecuencia sería la tlta qnr el culpable qued;~- 

ría sustraído H HIN jueces nacio~~ales l~r:l ser yzgado en psis 

4Axtranjero hajo leyes estrnnjeras. 

Hay, rn suma. entre lu wnlutlidad de iutewses determinada 

lw la coolwracibu milit4lr y la nepiltiv~l de volaboracibu inter- 

nacional en lo que se refiere a las infracciones políticas. nnu 

cwntradicc*ií>n que dehe ser super:*tlil re\-isitndo en ~1 wno del pru- 

po de los I*:st wlos interesados low límites tr;ulivion;lIw tlr l;t ex- 

tradiciOn. 

Ln nwwidil(l tle una revisiím se torn;r todavi;i mAs evidente 

si wt> piensil que normalmente las infracciones t~sclusi\amente 

militares son consideradas como infracciones ljolíticas y que. es- 

tando bnicamente previstas por la ley nacional. no 9610 uo per- 

miten la alternativa de atrt ricdcrc rrwt prc~iw. sino que. ademk 

no l~uetlen responder a las csigencins de I;I dob!e incriminncií>n. 

El prohlema no es tinicameute teíwico y eventual. Hemos leído 

en los periódicos c6mo ha tornado actnalidatl !tomo consecnencia 

de nna peGcióu de extradición formulada por In Repfiblica Fc- 

tleral alemana ante el Gobierno italiano. Se trataba. en este CM;<), 

de un ingeniero Keitel. condenado en Alemanizi por violaci<‘,n de 

secretos relativos a la fabricacisn de armas. Las armas estahan 

destinadas a la N. A. T. 0.. y la Repfíblica Federal sostiene que. 

como Keitel había lesionado un inter6a corniln a todos los Esta- 

dox adheridos :I esìta organización, no podia lograr asilo sobre 

cl territorio de uno de estos Estados, incluso en el cnso rn que 

el hecho cometido fuese consider;ldo corno pli tico. 

flagamos notar igualmente 1;~ cuestiones que han nacido eu 

eI *seno de la N. A. T. 0. en lo que se refiere a la extradici6n de 
desertores de un pala miembro a otro que también lo es. 

No resulta. ciertamente. fhcil proceder a Ia revisiím dv lo* 

limites de la extradicií)n, especialmente cuando los obstkulos 

son de orden constitucional (en Italia la Constitución dixl)one que 

no 8610 el ciudadano -art. ,!?6-. sino tarnbibn el extranjero -ar- 

tícnlo 10. - no pueden ser objeto de extrrldick’m por hechos plí- 

ticos). 

JQw~ el lwol)lem;l est;í plan1 tv\do J-. si iina no~nción se impo- 
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ne, debe wr buscada con conocimiento de los obstáculos y cott- 

siderattdo que todas las leyes -la Constitucitjn incluida- son 

modificables. Conviene pesar IRS ra%ones de tal modificacihn. 

II 

I>El I>ISTISTAS SACIOSALII~AI)ES 

La cooperacibtt militar internacional pone en contacto, inclu- 

RO en tiempo de paz y tanto ~1 servicio como fuera de él. a mili- 

tares pertenecientes a fuerzas armadas de distintas ttaciottalida- 

des. La conducta de los militares puede continuar regulada en 

gratt parte por normas itttwnas tanto disciplinarias como petta- 

1~s. l’ero si se esamina la conducta de estos militares y las san- 

ciones correspondientes desde el punto de vista +e la naturaleza 

particulnt* tle Iils relaciones wttw militares pertenecientes a tlis- 

tintos cottiittgetttes nacionales, resulta necesario que tales rela- 

ciottes seitt~ precisadas y detinidas. 

151 proMema de las relacioneö en el servicio y fuera de 61 entre 

milifutw tIe tlifetwttes nacionalidades suscita consideraciones su- 

tiles de c*:trhc*ter lwlítico y psicológico. Se trata de tletertuittitr, 

en esntcia, si el la7d entre las tropas de los di~ersoa ejhcitos 

dehe existir únicamente ett la cima o bien en los grados ittterme- 

dios dc 1st jwiwquía. Si mas tarde la coopetxciótt militar 1leg:tse 

al pttttto de wttst itttir ttn ejhcito tinico, la ttttiticación bajo un 

solo tY~lilIlltAtltO y utt solo c4tligo evidt*tttt~mrtit.e w impondría 4 Iwr 

t;jrtnplo. el ejército de la C. E. D.). 

I;I ~~rol~letttil sí)10 es indirectamente de Il~ltlll’~llt!Zil 1tett;tI. pites- 

to que eti Ijrirncr plano es de uaturaleza militar. Pero tanhi6n 

aqui hal)r;í en cletitlitivit que buscar en relación c01t la uaturille- 

Fa de la c’oopwición los límites de estos iutert3eu itttludut~lt~men- 

te wttitttws que Sott la disciplina y la cohesión JII lil cooyeracihn 
tnilitur en su conjunto. El problema ett defittiti\a uo es m;ís que 

Utl caso partiwlar del problema planteado anteriormente, pwo 

conviette tratarlo :lparte a causa de su importancia p de su in- 

cidencia en campos que rebasan el estrictamente pena¡. 



III 

TROPAS ESTA<‘If>SAlU>AS EA’ TERRITORIO LXTlfAh-.1 RRO 

La cooperación militar internacional put~d~~ tener como con- 

secuencia, incluso en tiempo de paz y para las necesidades del 

servicioY el dwplazamiento del territorio cle uno de los Ihtadoa 

aliados al de 10s demás de unidades militares o milit:~rw aisla- 

dos. La cbstancia 0 el paso de troyas por un territorio distinto 

del territorio de origen crea problemas de caráctw pen;ll qw lme- 

den fwlnciarae de la siguiente forma: 

il ) i. Qnl ley pWa1 detw aplicarse al militar que tlrlinquc en 

territorio aliado? 

hl i.&uí’ hrgnno judicial es competente par:t juzg;~rk~:> 

C) ;.En quC medida y en qué forma las ;u~toridndcs d~bl tcBrri- 

torio en que se encuentra deben prestar su auxilio en materia 

judicial y de policía a las autoridades militnrw del Ihta~lo de 

origen. y viceversa. qu6 auxilio delwn prestar las :iutorid:ldw del 

Estado de origen a las autoridades del Estado (1~ wsidtw(h? 

Antes de abordar el estudio de &os prohlt*n\;is couvieue dar 

una definición clara y completa con normas de c*aliticacií)u váli- 

das para todos los Estados. de ciertos conceptos-base tales como 

EYtado de origen, Estado de wsidencia o dc trhnsito, el servicio, 

la persona enrargada de minií)n. clemente civil c!iic sipiw a las 

tropas. etc. 

A) Ley penal nplicable.-Cuando la legislacitn de un Estado 

afronta y resuelve la cuestión de la ley aplicable a sus militare8 

que se encuentran en territorio de un país aliado. no puetk hacer 

otra cosa que dar una validez extraterritorial 8 BUS normas pe- 

nales o a algunas de ellas. Así, por ejemplo,, el Código Penal Mi- 
litar de paz italiano. en AU art. 17. extiende la aplicación de la 

ley penal militar a las personaa a ella sometidas. incluso para 

laa infracciones cometidas en territorios extranjeros de residen- 

cia o de tránsito. 

Pero una solución unilateral no puede, evidentemente, limi- 

tar los poderes del Estado de residencia. p no puede, por lo tan- 

to, excluir la aplicacihi de la ley territorial por parte de las ju- 
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Si se tAsamin;~ll ;clguu;lH de las soluciones ~wsiblew ?’ Ne p3illl 

.sus \-t811t;ljilS 1’ i Il(~oIl\.t~Ili~~it~s. stA u~m~uwlllrr;i ilUIl Inejor IRS diti- 

cnltatlt~s tlr t*ont*ilii\~ tantos iiitwwes. 

La soluc*ií)n que wnsistt* w ill>lit73Y íutrpr;~IlwIite l;l It*,V tcwi- 

torial paww lil nhs SOlitl;l si sv fulltt;lmt~Iltil sthrt~ IiI vtwiicií~n 

dtll i’:St;ttlt) tlt* Yt9gUlilr tOtl0 lo que Ocurrt’ sobrf? su territorio. En 

t otlos 10s CIódigos piwtle Ieeiw que la lry per::!1 ohiigw il todos los 

tlllt’ st’ t!11Cllt~lltl’illl ell el trrritorio. SeRn lli4~iOIlillPs 0 tAstr~njerrls. 

l’ero ill)liCad¿l il los militares l~stranjeros. Wt:1 IVgIil tl¿l Illpill il 

críticac; imporfiliitt~s. I’ill’il t’l militar la Itay t?Xtl.illljlTil 1’s WUl- 

jhtamente desctmtwidlì. <It3~OllO~itlil no sólo t>ll BU plI%tA t%pWiid, 

sillo --(‘oSil qiIiz;i IllAs iII~l)Ortitlltt todavía,- en sus institucio- 

nt~s ~eIlt~l.;Ilt~s soln~c~ IilN que se apoya todo el sistema y que indi- 

vi4n 1~1 wpíritu ft’ll?l’ill de lil ley. J1a prwuncií>n de conocimiento 

(‘II vii~tiitl tlta la <‘nill cada legislaci6n penal asegura su poder pc’- 

Sill’í;l tItA tASf il milllt’l’il de UWdO rstwivo SOl)IY PI militilr tIUf se 

encnentra en t4 extranjero. Situ:wic’,n qiw w qravaría r4i fre- 

wentw tltytlatzamientos por razkn de servicio habían de some- 

tt>rlo :I nn: sucesión continua de leyes qut’ Ir son desconocida& 

Se pwtlr ol)jtBtar. ciwtamente. que ésta es la Rituación de 

todas las pret)niIs clue xt! twuentrau en territorio extranjero o 

que se desplazan tlth un Estado a otro. Pero no hay que olvidar 
clue el st~ltlwtlo IIO es uua pwsona que viaja por RU voluntad, sino 

que Ila~uatlo pr la autoridad para el cumplimiento de su servi- 

cio militar. t*s esta autoridad la que puede enviarlo al extranjero. 

Atlemb, y wgún la consideraeií)n desarrollada en un notable 

escrito de uno de nuestros colegas de la Asociación, Augwto RÑ 

LISFASTID. juri& del Ministerio de Justicia holandés. Los pin- 
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cipios de lktwho pet~ctl in tetrracional y loo Conmniox i~~twtru- 

cio9wIC.v, Iil ;ì]blicac*ihn de llnil ley penal comprendt? ]a ;Ilbli~a<~iAn 

tic todo Ull sistem;l que termina por la imposiG(m (1~ lina pna 

0 IH iItlO]Wibll tlP llllii mwlida (le seguridad. 

Las 1wn;ts II0 tienen ÍInicamente por fina]itl;Id reprimir cier- 

tos hechos. S¡IIO t:InIlIibII. y cada día más siguient]o la rvo]ocic’,11 

del IkIwlIo ]wiIitt*Iwi;Irio, lwxipucn una íinalitlad tltl t~nrnieiida. 

tlr reeducaci6II (ItAl wntlt~natlo con vistas :L su retorno ;I l;+ vida 

xtwial en la qlle wti tlwtinatlo ;I vivir tleõpIICs tle la e.utintGIi ~]e 

sn pena. EsI0 stA Inanificsta quizá twl mWs t~vit]eIlt*i;l tw lo que 

se refiere il las Intvlitlas de st~gnritlatl que puetleii :tpli~;Irw ;I los 

mt!Iitwtw ;I los rrintklentes, a los eIIfrrIIios nient ales. Sitwdo ;Isí, 

lil ptwI inIluIest;I ill Inilitai~ ctxtraiijero wnstituw IIIIil lnt~tlicl;~ 

q11t II0 ],ut’tle illt~illlZil~ t’lltt’l’:llllt~lltt~ SIIS fillillitl;ltlt~S ]Y>l?]lltA (‘Oll- 

stwiì únic.amt~Iiw sli VilLI(*1PY aflictivo. lww no piItv1t~ t~tit~iiztiit~~~- 

te coIIti*ibIiir :l Ia lWbtlllt71~ióll tlel tlt~liIitwt~nte. 

1 k tw;IlqIiit~r iI10cl0. ;(ilii t*011 rst;t solwih. todo ii11 swtoi 

ptwtl debería qntvl;lr wtrraIncntt~ somtAtitl0 ;I Ia Ity ira~ioIi;~l : 

infrawiows InilitiIws. Iiiist iL infrawiones conIiIIies tliir Itwioiiiln 

est4IIsiv;tInrII te los intewws del Estado de oripw. etc. IA Solll- 

viOn illVt?lXil t]\lr wllsistt~ ell 1;l iI]~li<*~~<~ióIl íntrgr:I de Ia ley ])W- 

sonal. presenta iIIcoIItest:it~lt~IIIeIite la ventaja tle someter rll Ini- 

litar. iIicliIs0 para Iris infr;~c~iones comunes. a In ley t]lle nit~,jor 

tlel)ería twnowr y tlne tic twaltlnier forma ha sitio t*rthadit l>;II’:t IU 

swiedad a Ia tlnt~ l>erttbIIPCt*. 

lkl’0 el ]~IY~l~lt~lnil 110 ]~Ilt?‘d~ Wl ~0llt~IIl]~liltIO df2SclP el ÍIIIiccr 

punto de vista tkl niilit;lr: haz- yIr tentv en twenta las exigen- 

Gas tlel I~statlo tle wsitlencia. C;I~;I 1:stado protege pIl:IlInt~~~tt~ 

los intereses que wtiinn ewnci:Iles il 1;I nociedatl nacional twwi- 

tltqqda tbn \III tletrI.IIliII;Itltj nioInriIto tliNtí)i’íco. lLa inohserwIIt*ia 

tle normas penales 1wr cw~lquit~r pwsona sotw su territorio. (‘llilü- 

do ]esioII;I faI]tw iIIttqw4t9 1wtxliice 1111~ per1 IIrt~a~iAII que sí)]0 la 

pena ln~t~le aliviar. 

TAI Iry pt~iial del militar. ; pwde rtw~I]~laz;Ii~ tie manera twm- 

pIeta la ley territorial en eSti1 funcic’,II protectora3 Si se wmpa- 

ran dos ]egislat*ione* qIIt’ procetltw fle las mismas fuentt~s liistxb 

ricas 0 que poseen nii grado igual tle evolución. tal sustitwiím 

puede ser twnsitler:Id:~ corno parcialmente posit)le. Existeii ValO- 

rt+4 tle tyII+cter Iiniwrsal qne son protegidos por totias las ItAtiS- 



Igciones de los paísew civilizados: la integridad personal, la li- 

berttitl individual, la propiedad privada, el honor. etc. 

Pero llay otros valores que, aunque reconocidos nniversalnwn- 

te, son protegidos -como ya hemos tenido la 0casiGu de const;i- 

tar- con referencia. :I sn na~ionalitlad. La ley italiana I)rotege 

al fuwionario público it;lliano Ia ;tdmiuistriwión italiiina de Ii1 

justiciii. l;l moralidad pública de su twritorio. Las normas pvna- 

les wlativas 8 estas matwias iw pueden sw ol)je!to de clsportacií)lt 

puwto que ~011 inc*apilt*es di> protegw los intereses wrwspo~i- 

dientw deI ESt;IdO tle I*Witlt’llCiil: pW0 pUc~drl1. sin f?IUt)ilrgO. coll- 

vertirw wi tymrtaltks, nI menos parcialmente. corno twnsccut~n- 

cin tlta a&t*uados ;tcwtwio.s. bisten. en fin, eu cada It~gic;lnrihii 

normas penales de carácter estrictamente territorial y qw ~NW 

tist:l IXU’~~ no pueden encontrar en otra 1egislaciOn una norma 

qur twn vIlas se corrcs~wula f0rm:klment.e. Se puede I)w\sar’, 1bor 

citai. un cbjemplo. cn todas las dislboniviones dictailas en I~iola~tJiL 

]~lr:~ la protrwií>n dr los cliqws. T;~mbihl en cAste supuesto la lty 

pen:ll ~l~lW~llill rrsultarfi incap:iz p;w;i l:I tleftwsa dtl los intwtb- 

Ww tlt.1 I*Miltlo tlr~ r&tlenci;l. 

1: 11 lwll~jull to de soluctiours puede resUlt:w igualmmte pOr lil 

:tplit*nción simultánea de las dos legislactioiws segím la forma en 

lo qut’ w iuteprcn y sthrepongnu. I~arece que un sistema de apli- 

wc*iUn tle dos ley3 debe rwponder especialmente a estas dos con- 

diciolies: 1) La certeza tlel derecho mcrcrd :t la iumuti~l~ilid:ul rlt* 

1.7 lry 2lplit’ill)lt’ chn el momeiito de la iufrawióo: 2) La yrotw 

vión de los intereses esenciales. tanto del ISstiltlo tle orig<w ~WIIO 

del Estado de residencia. 

I<sisttw dos soluciones que ~nitvl~w dilr lugar a reflexibu : In 

:ktlol\tnda por la N. A. T. 0. chn su Estatuto de las fuerzas arma- 

das tlr 1051 (art. YTI) y la adoptad;\ CLI\ rl pro~erto formulado 

por la Conferencia par;\ la orqznización de la Comunidad Eu- 

ropea de Ibfensa (c.. E. ,D.1 

IdI primera Colocu ana ley juuto a lil otra, segílu la ili(*idtfllfiil 
del IliIiiO. Jlerced a la renuncia de jurisdicci0n. el cambio de ley 

aplicable resulta posible para una infracción pa cometida. 

La segunda presb unn integración de IA lex personal y de 
~ll~FIIliIs extraídas de la Iry tlel Estado de residencia. I*kta solu- 

ciím plantea el difícil problema dtb In jnwrci<‘,n (le normas cx- 
tranjeras en nn sistema nacional completo y el todavía mfis de- 
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litado en el plano jurisdiccional de la aplicación (ie disposicio- 

nes penales extranjeras. 

Aún podríamos buscar otras soluciones 3 considerar NUN ven- 

tajas y sus inconvenientes; pero nos parece que eNt& dicho todo 

10 que Ha necesario para circunscribir en NUN límites F NuN diti- 

cultades el problema de la legislación aplicable al militar qué 

se rnrwentra en territorio aliado extranjero. La solución debe ser 

buscada concretamente por los ENtadON que se encuentran peri6 

dicamentc interesados en eNte problema. Pero un estudio más 

profundo. aunque verificado en ahxtracto, puede ser de muy, gran 

utilidad para determinar cada vez con mayor precisihn cuales 

son 108 criterios que deben ser reNpetados si se quiere alcanzar 

una Nolución adecuada. 

H) Orgnno judicial concpetewtr.-l;l cuestión de la jurisdic- 

ción competente Ne encuentra ligada estrechamente con la cues- 

tiGn de la lyv penal aplicable. Sin embargo, no existe entre las 

dos soluciones una correlaciOn newsaria y absoluta. 

Las soluciones que ae pueden prever son las siguienks: 

1.” COnNt itwion de un tribunal internacional donde se en- 

cuentren eventualmente representados tanto el E’:Rtado de origen 

como el de residencia. Tal solución dehería ser considerada como 

normal cuando la cooperación militar lleva consigo la creación 

de un ejercito Snico (por ejemplo, la C. E. II.). En este CBRO sería 

mas apropiado hablar de un tribunal supranacional que de UII 
t.rihunal internacional. Por el contrario, cuando la woperacinn 

se limita a la coordinaci6n tle los ejércitos nacionales particu- 

lares? la xoluci6n del tribunal militar internacional crea delica- 

dos problemaN : ;,que infracciones deben ser aomt=tidnR a Ia com- 

petencia íle este tribunal? ;Todaa o solo aquellas que atentan 

de manera directa 8 los intereses de la coalición? ï en todo CaRo. 

;.que ley deberá aplicar el trihunatl? ;.Deherá la ley aplicable 

ser dirctinta. según la nacionalidad de 10s inculpados, o se pue- 

de recurrir H amar <*CC now una ley única o a determinarla pot 

un sistema elegido convencionalmente y adaptado R cada caso? 

La cuent.i6n de la ley aplicahle en lo que se refiere al prow- 

dimiento es también particularmente espinosa porque, en tanto 

cine es posible concebir en al>stracto que la ley sustantiva sea ele- 

pida sedn los criterios antes indicados y que Nea diferente para 

cada inculpado. no resulta posible pennar que el procedimien- 



Lo no Bea el misxno para todos, tanto en lo clue se refiere a su 
desarrollo c’oxno en lo que at;Cíe a las garantías que asegura. 

Atribuir la competencia a un órgano intcrnaeional de juwti- 
cia presenta numeroflas ventajas : visión de conjunto de lay in- 
fraCciones excluyendo la separación de procedimientos. valuacibn 
de los hechos bajo el punto de vista más elevado de los interewc; 
de la cooperación. poderes del órgano judicial iguales sobre to- 
dos los territorios de los Estados cooperantes. Pero habrla que 
ver Hi estaw wntnjas pueden justificar las complicackmew que 
lleva consigo 1:~ constitución de un tribunal internacional. 

De todos n~otlos hay que tener NI cuenta que si es Iínicamen- 
te una parte de las infraccionerr cometidas por los pwtenecien- 
tes a las fuerzas armadas la que ea sometida a la competencia del 
tribunal internacional, (11 problema de la represión no queda por 
completo resuelto. Eu este caso el órgano internacional no se 
sustituye en todas la6 funciones de 108 órganos nacioni~lex. niiio 
que se añade 8 ellos. 

2.’ Atribución de wm~wtencia i3 los trilmnales tlel lM:ulo 

de origen. Estzt VS la soluciím que habría lógicamente de aceptar- 
6e si w estim;l que debe mantenerse como le? básica aplicable 
únicamente la ley penal del Est.ado de origen, completándola con 
disposiciones decltinadas :I protcyw los intertww del Entado de 
rcsidewia. 

Cuando hemos hablado de la ley aplicable pusimos cìch maui- 
AeRto INS venbajas de esta soluci6n; pero en el plano jurkdiccio- 
nal es necesario rerìaltar ciertoa inwnvenientes. Aunque EX ad- 
mita que 1;1 Ie del país logra verdaderamente proteger de mn- 
nera adecuada todos los intereses del Estado de residencia, su 
aplicación, sin embargo. puede decepcionar profundamente al Ea- 
tado de residencia o R RW habitantes. La causa máR general de 
decepción nace de que el juicio no se celebre en el lugar donde 
la infracción fu6 cometida. Si el inculpado es juzgado lejos de 
este lugar, y m8a aún fuera del IMado en que la infraccibn fu6 
cometida. la parte perjudicada, en primer lugar, p en gegundo la 
opinión pública, tienen la impresión de que ha aido 8U8tddtJ a 
la ju~ticti,, incluso cuando la realidad .wa que fu4 juzgado re- 
gularmente. Hay que tener igualmente en cuenta que este ale- 
jamiento del lngar del hecho lleva como consecuencia que los ele- 
mentos de prueba lleguen al tribunal sensiblemente debilitados. 



(Qsi8timos con baatante frecuencia a esta decepción. especialmen- 

te en materia de accidentes de automóvil, (*uya responsabilidad 

recae eobre militares de la S. A. T. 0. que se encuentran en acto 

del servicio en el momento de los hechos.) Además. la aplicaciíjn 

de normas cuyo contenido proviene de laa dispoGciones de la 

ley extranjera puede dar lugar a interpretaciones enterameute 

distintas que no se corresponden con el espíritu de la lep. Y w 

necesario, por fin, que el tribunal pueda informarw sobre la ju- 

risprudencia local aunque no se encuentre ligado por ésta. 

La obligación de celebrar el juicio en cl lugar de la infrar- 

ción y la presencia de obwrvadores del Kxtatlo de rrsidcncia Juan- 

do los intrrwes lesionales pertencccn ;I este I*Ist a(h). wnst itiiyca 

medidas tendentes it suprimir los inconvenientt*s ilntes c*itarlos 

ívéase el proyecto de Convenio de la C. E. D.). 

Vn filtimo inconveniente grave nace de la necesidad de divi- 

dir la continencia tlel sumario cuando existen varios autores dv 

una misma infracción y pertenecen :I nacionalidades diwrsaa. No 

hay mrtfio dr superar tal inconveniente si se adol)ta esta solución. 

3.” Iiepa~to de competencia entre el tribunal del lktado de 

origen y el del Estado de residencia. Xo creemos posible qne SV 

conceda la cwnpetencia única al tribunal del Estado de wsideii- 

cia. La ponencia belga que se ocupa de eata posibilidad exclu- 

ye de tal competencia las infracciones militares y las infraccio- 

nes que lesionan 108 intereses exclusivos del Estado de origen, 

lo que equivale n efectuar un reparto de c*ompetencia entre el 
tribunal de origen y el trihunal de residencia. Este reparto pue- 

de llevarse a cabo siguiendo diversaN fórmulas. La ponencia bel- 

ga cita tres? extraídas respectivamente de los acuerdos llonn- 

PariR lW&54. del estatuto de las fuerzas de la S. A. T. O., y de 

la dcclaracibn franco-belga tlc febrero de 1916. A este reparto de 

competencia correnponde 16gicamente la diversidad de ley apli- 

cable y a los inconvenientes de la aplicación de una ley b&ica 
extranjera han de afiadirse los que resultan de la aplicación de 

unas leyes de procedimiento también extranjeras por parte de 

brganos estranjerofl: los problemas de lenguas, de garantías pro- 

cesales. tlc defensa de los acusadoA, tienen tamhi&l qnr ser w- 

sueltos. Y si la solución técnica de estos problemas puede pn- 

rccer difícil pero posible. quedará siempre un aspecto psicológi- 



IA poiiei~cia belga considera la wnuwiil de jurkdiccih pre- 

Vititii PI) los acuwdos París-Bonn v eu el est:\tuto de la 0 . T. A. N. 
como una atenuación del sistema tiel rrp:~rto tle competencia. 
I<Slii ;ltenuación presenta la ventaja de evitar el que Ilegw il .se- 
pirarse la continencia de los procedimientos en ca‘;o de conexiím, 
pero indudablemente es contraria al principio dc la certeza del 
Ik~e~4~0. especialmente cuando la wnunci;l no se Inwlwe previa- 
mente y para ciertas categorías de infracciones. 

En concluxibn, el problema del órgano judicial competente. 
wmo los demás de yue hasta ahora nos hemos otwpado. debe ser 
objrto de acuerdos detallados entre los ~I:xta&)s cooperantes. Todir 
solucií~n unilateral provoca un choque desarnóniw entre dos sis- 
temaö y provoca ~1 riesgo de que ciertas infracciones queden im- 
punes o de que por los mismos hechos y contra la misma perwo- 
na se inickn dos procedimientos. 

(‘orno hemos podido constatar. el órgano judicial competente 
y la legislaci6n hksiw aplicable se condicionan recíprocamenltS. 
Prro no hemos escluído el que un tribunal pueda aplicar una 
Ie!- extranjera, sea dirwtamente. sea después de su trawforma- 
ciGn t’n ley IMcionill por medio del wenvío. Por otra parte. un 
tribunal internacional ha de elegir una ley hkica aplicable, pues- 
to que la elaboración de una le,v nuwn ni es siempre posible ni 
lw~lizi~hle prficticamtlnte. 

( ‘1lilI~U ie.l’il t]llP Wil Ia solución !boneretamente cwogida entre 
las tliferentes examinadas hasta ahora, no debe dar lugar R que 
KV formen compartimientos estancos dentro de IOR cuales los di- 
ferentes órganos actúan sin tomar en consideración la actividad 
de los otros órganos. Hemos destncado ya la exigencia de tor- 
nar permeable8 los diferentes sistemas. Esto no serh difícil téc- 
nica ni psicoló&!amente si se considera que todas las aolucio- 
nw delwn f-wr adoptadas por un libre acuerdo entre 10~ ERtmIOA 



c~oprrantea, con la tinalidad de asegura? la m& acertada re- 
prenión de las infracciones, tanto en ínte& de la cooperacii>n 

militar como de cada uno de los Estadw (*ooperante en par- 
ticular. 

(liertuw cuextionew y facetas de la nobeerania nacional iipare- 
+en inmediat;tnierrtcA wmo prejuicios que resultan incompatible8 
cou la finilidatl común. La ponencia belga hace un eticaz examen 
de las tlistiutas hip6texis posibles consideradas en los Convenios 
en lo que ae refiere al auxilio recíproco de los órganos judicia- 
len y de policía, p ejecución de las sentencias dictadas por los 
tribuuales de origen, de residencia o internaciouales. Tales dicl- 
tincioues resultan indudablemente necesarias en el terreno téc- 
nico. puesto que cada una presenta su8 aspectos propios. Pero en 
definitiva siempre se trata de permitir a los diferentes 6rgauos 
H los que viene atribuida una competencia para reprimir las 
infracciones, el que desarrollen eficazmente eu actividad Hin en- 
contrar obstáculos nacidos de las frouter3s y ello, naturalmcw 
te, dentro de los limites de la competencia que SC? le8 reconoce, 
Que el tribunal de origen pueda ejercer sus poderes de instruc- 
ción J de limitttción de la libertad respecto a las personas que le 
.est.án sometidas independientemente del territorio en el que se 
encuentren, es una conwuencia que se deriva lógicamente del 
reconocimiento convencional de BU actividad. Lo mismo pwde 
decirse por lo que respecta a los tribunales internacionales, siem- 
pre en los límites de la act,ividad reconocida en favor de 1~ co- 
operación con relación a los tribunaies de residencia. 

Pero es preciso considerar que un tribunal para ejercer BU fuu- 
ción no puede limitar BUS ,poderes coercitivos 8 laS personas So- 
met,ida.s a MI jurisdicción, sino que Ia4 exigencias del proceso 
imponen la prewncia de otras personas: testigos, perlìonaa cel*- 

ca de las cuales se encontraba el acuRado, cuerpo del delito, p(~. 
ritos, abogados. Y aquí el problema se hace mAs delicado por- 
que resulta difícil admitir que un determinado t.ribunal puedil 
.ejercer poderes de coerción respecto de persouax que no eRt8ii 
,sometidas a 8u jurisdicción y, por otra parte. no Be puede negar 
4lue 10x elementos 8 que se aludi anteriormente son piezas eaen- 
ciales e indispensables en la marcha del proceso que. de otrz 
forma. quedaría paralizado. La cooperacii>n recíproca de 108 di- 
ferentes 6rganos de los Estados de origen y renidencia. actuando 



VITI-ORIO \-ECI’RO 

El informa? Iwlga tlistingw tWS eff?ctOS tlth lil xtlllttAllt’iil 1W- 

nal : Ia :~iiforitl:r~l cle Iii tww juzp;Idi~. el vfecto t~jec’ntivo y los 

efectos ilC’Ct?Mt>l.it>s. I’,l ~t~t~olrot~ilait~~~to tlr lns wntenrias PXtrRll- 

jeras es una inntituc+3Il conocida en wsi ttHIi1H las kgishciones 
aunque no coinritlnn siempre en sils Iíniiltw. POI- ~110 w este wc- 
tor, ipJillll~t~lllt~. iin itt~lleldt~ tWtrt* lof4 ICxt;tclon t~o0~~l%Iltt>S delN? 

clnriticar l;l sitnxión y 01 prohkma tlelw ser ~~tlltliiltlf~ l~ill~~ll~l~- 

mente aI de la estensión de li1 extradición par:\ conseg:nir lllia 

nrmonizarión completa. En la JLltditIiL t3L qnt~ se wtw1LtWt~ nn 

efwto ejecetivo :1 IiLS decisiones l~r0nnrwindas por 10x trihna- 
les que ejwcen w1is funciones en el Ambito de la competencia mi- 

litar. se snstrav esta m;lteriiL if los Convenios referentes a Ia cs- 

trailiciíw. Los pr~~l~ltmits penitenctiarioci conesos mermen nna 

aten&‘m particnlar. pues parece oportuno que t.odo condenado. 

walquicra qnc sea rl xit io ~JI q1w hubiere sido detenido. soîra 
la pena en los cwtnl~lwimicwtos de wii país de origen. 

.Ue he ceiíitlo ;11 1wogr;~nm indicado en la introcluwión trn- 

tnndo de poner 1111 vierto orden en 10~ problemas penales plan- 

teadocl por 18 cooperacihn militar ;r realzando xii importancia 

F su complejidad. El terreno es muy vwto y nos ofrew m;*ttvi;l 

para profundizar t>n ulteriores trabajos. 

Ue intentado presentar los problemas tle una manwa ahntrac- 

ta y por cl10 he tratado de los probleman que en ma,vor o menor 

medida M plantean en todas las formas de cooperarión militar: 

bilateral o multilateral. de tipo permanrnte u ocasional. Pero, 

sobre todo. he tenido siempre presente. 21 fin de permanecer pn 

un plano de realidad hiat6rica, la forma de cooperaci6n militar 

multilateral rwlizaC1a en la S. A. T. 0.. a11nqnr tenientlo VI) cnen- 



ttI (~UC IIIS S~JIJI~*¡OJJ~S ;tdo],tiItI;Is 1’0” 1iJ S. A. T. 0. eJ1 1~1 asunto 

tlllt’ JIOS ot’ll jJü 110 St’ t’ll<‘JltAllfrilll tTiNta~iza(h3, sillo que sou sus- 

c*eptiblt+ tlt2 lllteriores tlesJuTollos, y ui& de uua vtlz Jllt> he refe- 

l*itlO iJ 1JtlH forlll;J más estrt~t*lliJ de cooperacih milittlr qJle fuc 

I;iJ*pamclitt~ t~stJldiada. pero qut no Ila sido JwJlizada : la C. JS. D. 

3.11 tellla de IJJ presente pOlleIl<‘iil se refiere a los problemas y 

110 a las soluciones, sea porque tktas exigen UJI estudio a fondo 

illt~ompiltibk? w11 la visión panorámicn que uos hemos propuea- 

to! sea porqw, como varias wc’es he tenido la ocasión de repetir. 

las soluciones tendrán que ser necesariamente adoptadas sobre 

un plano twncwttt. aunque para llegar’ a el I;IX stA utilicen estudios 

tltb fipo ~eiitviil 0 abstracto. 

l’ero un itrc-ottari« ii0 podía sey ~rrotic-crdo sin :ipui~liir a1gGn 

criterio de solución que se desprende tltb las esigtwcias puestari 

de relievr. Y celebro twmiuar recordantlo qJJt> Jlua tle estas taxi. 

gencias, la que a mi juitG0 es base de tOtli1 solucií~n viable. es 

LI de hatw permealks entre sí los diversos sistemas l~walt’s JI~I- 

cionalw. Ya he aclarado lo que entendía por permeabilitliltl tIe 

los sistemas : aul)eracií>n de las dificultades Crt~ittlus 1’0~ una si- 

tuación de compartimientos estancos, t.a.l y twmo se realiza el1 

cada uno de los sistemas construídos uniluttwlmente sobre la 

base de intereses estrictamente nacionales y 1Act i(.;tnlenttn igno- 

rantes o indiferentes a todos los demás. La prtwnciu tIe intew- 

ses vitales tlw aparecen como comunes con toda evídent*ia es 10 

que ha het+o posible superar estas dificultades. ~tw NJI impar. 

tnncia rebana con mucho la cooperación militar, qJle es su causa 

inmedi:Jta. Hace tiempo que esclarecidos juristas de todas las 

nat*ionalidath iutentan persuadir H ~~18 Gobiernos de que Ia re- 

presibn de la delincuencia es un inter68 COmúJI que eS& JJJJR 

;wcibn común tanto en el campo de la acción preventiva como 

en el de la represiva. 1311 ciertos sectores 8t? ha podido registra1 

un notable progreso que constituye un signo de eslwaiixa para 

el porvenir. Mas para dar el paso decicìivo es lnwino que nazca 

ana conciencia de la colaboración internacional y qne se sacrifi- 

quen viejos prejuicios nacionales. Y si esta conciencia puede for- 

marse en el medio que la proporciona una vasta cooperat+ín mi- 

litar, no tiWdal’# en dilr sus frUtOS en todos 10s .wctores de la 

wpresión penal. 
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PROBLEMAS DE DERECHO PENAL 
PLANTEADOS POR LA COOPERACION 

MILITAR INTERNACIONAL (II) 

por Onofno ]ANNUZZI 
Senador y Abogado (Italia) 

Uno de los temas que el Congreso se propoue examinar es el 

que corresponde al enunciado de esta ponencia. ISI tema, limita- 

do a la exposición más que a la solución de los problemas~ que- 

da circunwrito por ello a aquellos aspectos particulares del De- 

recho penal militar que se derivan de la existencia de la coope- 

ración militar internacional. 

;.Qué es lo que se entiende por cooyeración rnilitur iutcrtzw 
cionaZ.6> La acción co,bjunt« de las fuerzas armadas de llos o IIK’M 

Fktados dirigida a los fines de asegurar BU defensa y su seguri- 

dad. 1’~ efecto de la cooperación militar, la defensa de loe Es- 

tados rebauu el ámbito nacional para situarse en el plano de Ix 

solidaridnd itbterwacional. 
Este concepto, desde la terminación de la segunda guerra 

mundial nos aparece en continua y progresiva evolución: desde 

las limitadas experiencia de cooperación de la guerra de 191.7 

1918 y las tímidas concepciones del inicio de la segunda guerra 

mundial a la entrada en la guerra de los Estados Unidos de 
América, cuando Churchill y Roosevelt realizaron por primera 

vez un gran ensayo de cooperación militar, poniendo las fuerzas 

angloamericanas bajo el mando único del ComóGwrl Chiefe »f 

Sfflff. 

Después del fin de la segunda guerra mundial, las principa- 



les or~illlizil~i0llt~s P inicktivi\s rtAl:\livas i1. 1;1 coolwwií)i~ Inilit :lr 

internaciourtl waliz;ldas 0 proyectadas, han sido : 

1. La (b. S. V. (Organización de las Sacionex IVnidas\. He 

puede (leoir que los estatutos de la 0. S. L.! planteando repti- 

kmente el l~drlema de la defensa militar en los tkminoa de de- 

fensa indirGf¡ztal y (wlwt iva. wtist itnyw el prinic~r pwniel~ (iv la 

modernn cooperación militar. 
2. J,:I S. A. T. 0. fOrganixaci6n del Traindo tlel AtlHntko 

Sorte). 

3. ICl Mfctu«l IlfJfenae -Ixni*tf7me Prog9Unr. pari1 lil apliwl- 

ción del T’it(*t<) del AtlHntico. 

4. El .\. S. %. 11. 8. (Organizacibn de carácter político-mi- 

litar entre Australia. Sueva Zelanda y los Estados [‘nidos, con 

el fin de asegurar la defensa colectiva en la 7~m1 del Pwificor. 

õ. La c. kl. t). I(~omunidad Europea de lkftwsir I erltw l+;ln~ 

cia, Italia, Alemania Occidental. Holanda y Luxemburgo, no llc- 

vada a la prActica por falta de la ratificación por parte de Francia. 

ti. J,a l-. 131. 0. (I:nibn Enro.pea Occidental’) entre los PMatlos 

;ldheridon :rl iratado de Hruwlas de 17 de marzo de 1918. rnb 

1 talia y A lem:inia Occidental. 

7. Los pwtos bilaterales t*ntre la 1:. R. S. 8. y 10s ltaíws tk- 

nominados 1)emowacias Populares. 7 lon pactos que ligan a es- 

tos países entre sí. 

La particularid;ld de 10s nuewR criterio8 de cooperaciím mi- 

litar se encuentran en el hecho de que Cnta nace y se dewrrolln 

en tkmpo rlc ~KJ. Cada una de las creacionen de cooperación an- 

tes mencionad- tiene una forma C8pWid de nctuación. 

Excede de nuestro tema examinar ~3118 varioA aspectos hrijo 

los puntos de viata tCcnic0 y. político. Sobre el aspecto que noH 

interesa --el dr /OR problemaa del TJerecho pena.1 mi.Ww--. laa 

varinx formas de cooperación pueden agruparw partiendo de dos 

principales nupueatos: a\ Cooperación llevada 8 la pr&ctka me- 

diante la creación de un cj&cito único nacido de la f~xidn de las 

fuerzas armadaR de 10~3 Estados particulares con mandos e inR- 

titucionea de carActer supranacional tipo C. E. D., y 1)) Coope- 
ración realizada manteniendo la existencia de 10~ ej&citos nu- 

cionalen hajo mandw e incìtituciones comunes de carficter cen- 

tralizado tipo N. A. T. 0. 

~XfMninemoR swpaI%dltmente twtncl doN hip5ttwin pnra ver (In6 



probleman uurgen de cllan qw pnrd:~n interesar dirrct:lmente al 

Derecho penal militar. 

Primer nuptesto.-lk aquel que, como se ha dicho. rrnponde 

al proyecto de la Comunidad Europea de ,Defenw y prwí~ ~IIVV- 

ZUB armuducc ,u)Lificadaa (o ilttegradu8). Cada Estado poue a (lis- 

posicibu de In Comunidad determinadon contingentes para xu fu. 

xtia en wna fu~r.z~ avmada comíu sostenida por un presuJw~~- 

to común y regida por instit.uciones comunes. Las fUer:us nacio- 

?L&,Y de8upnreccn PN rxte .Yi8tcnlu !- en SU lugar s~rpe 11111 ft~cr’- 

.Zfl comh . 

La organización que w deriva r que en el CHAO de 1;~ (!. E. n. 

era reprenentaddn por una Asamblea. un Consejo de Ministros. un 
~ComiNarintlo. un ‘hibnnal de .Justicia 7 por las ~WK(IY dc defe,,. 

HI, tiene carktw nupwnrrcioncrl Lqchumanu. hablando tlt! la Co- 

munidu.d atirmaba. en efwto. que **era necesaria una inatituciím 
supranacional a favor de la cual los paíws participantes habrían 

4th consentir UU parcial abandono de la soberanía”. 

Ew e8tcr hipÓte8i.o de f~terzns armada.8 trnificadax dv caráctw 

wpranueionnl w.wlta widcntc qtre 1~. legi~lncicín penul militar 

debe 8er necesariamente ún.im y exten4iwnc tnn,to u Ifis tiornrus 

&? orgunixacidn judicial como a In* de procedimáento. 

De hecho. el Tratado de la C. E. D. resolvía el problema HI 

este sentido estableciendo que **Ia represión de las infraccionew 

de carkter penal que pnedan cometerse por miembros de las fuer- 

zas armadas europeas de defensa estarh awepurada por una IV- 

@?lación con& entablecida teniendo presentes 1aR normax cons- 

t,itucionalew de cada uno de 10~ Esttios miembros. Dicha le&- 

lación be ea>tenderci a lay normas de organización judicial F de 

procedimiento”. (Arts. 18 y 19 del Protocolo juriadiccíonal.) 
ER evidente que en la mente de 10~ autoree del Tratado de 

la C. E. D. había aparecido claramente la contradiccidn te(brica 

y prkt.ica entre el carkter de supranacionalidad cle Ia ownni- 
aa.ción y de RUR norma8 reguladora8 y el mantenimiento en VigOI 

de lau 1eyeR snatantivau y procesales y de loo 6rganoR de caráf*fo 
nacional. Ciertamente que el Tratado de la C. E. D. contenla tam- 

hién disposiciones transitorias vigenles hasta la entrada en vi- 

gor de la legislaci6n corniln; pero, aunque transitoriamente. e8- 
tablecían que el poder jurisdiccional de la Gmnnidad fueRe ejer- 

cido Jmr organiNmow jurisdiccionale en fmción europea., eu decir. 



ONOFRIO JASSI~72.1 



PROHLI!LIIAS DE DERECCííO PENAL PIANTEADO POR LA CO0P~XlAC:I<>R.. . 

lepn penales militares ni a su jurisdicción. So obstantt~, prol,le- 

rna8 especiales pueden surgir de la cooperacibn militar de este 

segundo tipo en relación con: a) El estaci(~na»licnt» tk 1;~ furr- 

zas armadas de un Estado en territorio tlr otro Kntwtlo wolwan- 

te. (El caso de estacionamiento en un terwr Kwtatlo o 41th I;I wu- 

pación de uu territorio enemigo caen fuera de rste examen.) Ib) Me- 
lacionen entre las fuerz;w armadas part iwluren tic CH~H Kstado 

inclepetidieirtementt! del lugar tAn que SC’ rncutwtren. c) I+lwionen 

cutre las fuerza8 armadas particulares y el nwndo íluico wntrali- 

zado. d) Secenitlad de protección de IH infraestructura wlativa 

a la defens;t coniíin en cl territorio de cualquiera dc 10s E.statlor; 

(‘11 qut~ S1’ t’llcut3ltl~t~. 

Antes de examinar cada uno de estos prolknas debe dec*iiw 

que su soluci6n habrá de encontrarse de acuerdo con ;~lgunc~s prin- 

cipiox ético - polítiws fundanwntalrs que pod~~~llos wsllrulr ;lSí : 

il) I:ntrt~ kkiado y IXado cwoptT;llltes df?lH! ol,sc~r~;llw lm~~11il fc 

recíproca, tw el sentido de que cada uno de ellos ha dta pwsu1s)- 

ner que la kgislwi6n J- los brganos jucliciales tle los driniís ss;)- 

bldll y c~UeW~I1 ilSuIllil’ SllS tlt’bt?l’W t?ll el Old~ll cle Iii jUstic’i;l JS?- 

nal wnlbn y militar con UlliL nwnt;llitlil~l flistirr tfr tlr’ /u finftliflfffl 

protectoru dc YU?< naciowal~cr. t,) Todos los I;sti~tios tlehn wuSí- 

tlerar que eI bien ptwt~guido con la cooprwiBn es la nfypridafl 

comút, y que, por lo tanto. incluso tw el campo p~wil y militar 

es a esta superior tinalitlad a Ia que ex necesario tener t>n c’uen- 

ta para resolver los prol~lenias. no utilizando particulares v ii 

veces sórdido8 y egoístas puntos de vista de los interews po- 

pios. c) (lonsi~uienteuit~ate. todo sacrificio tle la solwrania que el 

acuerdo internacional imponga inevitablemente a cualquiera de 

los F:xtadoH debe ser aceptado wmo’ una wntrapartida a un be- 
neticio común en el cual se encuentra cwmprendida Ii\ tutela dt! 

cada uno en particular. 
sentado lo pecedi+ilte y en relación a lou diferentes órdeuer; 

de problemas anunciados con’ anterioridad, debe obwrvarue: 

.A) Problema8 que nacen del eetacionamiento d4 fuerzas df, 

un Estado cooperante en el territorio de otro Estado. 
La norma general acogida en 1~ leginlaeioaes de todos los 

Estados es que cualquiera que cometa UU delito en el territorio 

de un Estado es castigado según la ley nacional. del lugar de la 

comisión, sea que en él se encuentre el autor en el momento del 





\-íolaciím de lon wcretos de Ihtado 0 de los relatiwn ;t la tlt~rtw 

sit mililar. la tritición. el sabotaje y el et3pionaje. 

i. En t+itso tk jurixtlicción concurrente se siguen Ias niguitAn- 

ttts uornnis: In itutoritl;ld militar del l<stntlo 4le origen tknt~ el 

cltwxho tk c*jcwit ar NM priot’idutl su jurisdicción sobrt~ los nlit~n1- 

bros dt~ un;1 fut*rz:L armada 0 sus t~lcmentos civiles cn lo rt4;itiw 

a: delitos control Ia wguridad o 1;1 propiedad del Estado tk ori- 
:tan o Ia pw~on;~ o ~u~qktlad tle un miembro. de un elcmtwto ci- 

vil 0 dr Ullil pel~soUil :i c*;lrgo th! tlicho lCst:ldo de origen : delitos 

wsullüntt~s clr :IC*~CN 0 nrgligtw+s conitttidos t’ii t>I sewicicb. Cn 

todos los clrniWw ~*ilsoö tle juristliwión concurrenl.t!. In iiu twici:id 

11.1 EM~;I~Io (Ie wsitlencia ejercita WII I~rioritlad lil jnrisdiwió11. 

8. El I:statlo qw tiene tlert~~ho piir:\ ~jercw t7n1 prioritlatl 

la wmpetrtrnci;~ pnwlr wiunt~iiir n dlii nt~liticinido 1;1 R?UUl1t~iil il 

la autwidntl del otro I~Xatlo. Los I~ktatlos qut’ no tienen derwho 

:i la ~briori4latl mi cl t~jwcicio tk 13 competencia puctlen in1t.w 

sar de 10s l<Sl;ltl4w que lil posren Iii renuncia a 1,a mismii. y 6stos 

rsarnin;lrHn i;il 1tt.t iciím “t31n Inww~lcncia”. 

Dijimos qw rst;rs nor111;1s tlcjab:i11 si11 wsolvtbr iilgu110s 1biw- 

hlemii~. \~twnos los principales: 

I’rirnt~lu). i, Quf? w entiende por pow~ws 8ujctrr.q « Ia.9 li’!f{,.* 

t~~ilitarcx (1~ IOI Ex tnflo .O TAN ordrnamitwtos jurldicox de loa di- 

versos Estados WA nnwstr;ul discordes en cata cueRtii>n. A modo 

de ejemplo. 1;) nueva Concctitncicín italiana (si bien con critwio 
tlincutible~, tAn su art. 10~3 ha limitado la jurisdicción de los tri- 

bunales militares PII tiempo de paz ;I los *‘delito8 militares” t’o- 

metido8 por los *bpertenet4enten a las fuerzas armadas”. Consi- 

pnirnttmt~nte y t>n virtud de esta norma, las ptwonas sujetas z 

la jurisdiccicSn militar a Iaf4 que en tiempo de paz ae apliw la 

lty penal militar italiana por delitos cometidos en territorio er- 
trnnjero, son finicamentc los pertenwientes a las fnerz:ls arma- 

das y ~1610 por tlrlitos militartw. Puesto que en otrora ENtados se 

da a la exprtkón ‘*personas sujrtnn R la ju&tdicciOn militar” 

un contenido diftwute. se desprende que esta materia habr;í cle 
ser regulada convencionalmente entre los Estados coopranlw a 

los finen de la aplicacih en cl extranjero de la ley penal milii;tr. 

Segundo. i.CNAl es la definicih de “delito militar”? Iblito 

militar viene siendo considerado generalmente cualquier illfr;rc- 

ción de la ley penal militar inffcpendh~t~mcnte cir .a n.atrrroIc- 
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z«. Algunas legielaciones distinguen, hin embargo, unos deliton 
edrt.&:am.eate militares atribuyendo tal concepto a aquellos de- 
litos quía en SUI; elementos materiales constitutivos no sta en- 
twtwtran en todo o en parte previstos como tales delitos por la 
leu ptmal t*omún. En xii co~~fwue~icia, como el carácter militar 
tle un delito se ha de huxcar en la ley que lo prevt! v entax leyes 
pwtlen vitriar de un Estado a otro, la cuestión ha de ser rwuel- 
ta por wnvenio. Y la solución pudiera ser la de objetivizar el 
twnwpto tle delito milit;w retiriéndolo 8 la ~~atfrrt7leza flr /«x he 

CIIOX J, por tollo. drl int&s leaionatlo. 
Ttwwo. LI legixlac*ibn del Estado de origen y del Estado de 

rröitleiici;i. ;, delwBn ser aplicadas en su integridad o con detw- 
minadas excepciontw? Cualquier legislación constituye un todo 
orgánico en el que una excepcic’>n puede vulnerar el sistema. Sin 
emhsrgo. r~lgun:t~ derogaciones aparecen como indispensables y 
haMn de ser acordadas convencionalmente. Las principales son : 

ab Nadie puede wr castigado por un hecho no constitutivo 
tle Mito .wgún Ii1 ley del Estado al tlue pertenezca. aunque deba 
ser juxgado POI* una ley diferente. 

hI Sadie -cualquiera que sea la ley aplicable- puede ser 
(*aMigado twn la pena de muerte #(que se sustituir8 con una pena 
perpetua de privaciím de libertad) si no existe en la legislaciím 
del Extado al que pertenece. 

t-1 LA gracia, la amnistía y el indulto est!in siempre rtvgula- 
dos con cierta diwrecionalidad por las leyes del Estado dr per- 
tenencia del reo. no pudit!ndow tan el casa de militares PII el ex- 
tranjero. esto es. de riudadanos que no han perdido HU naciona- 
litliltì de origen. privarlew razonnhlemente de los minrnon hdi- 

ciol; de t*arArter excepcional de que puedt~n go7;rr -por la cle- 
mtwcia del Jefe del EMado o del legislador- los demks Colma- 
cionales. 

tl\ Convenrionalmente deberit regularse la materia de 1:I win- 
t+lencit~ en el sentido tIe que hahr& de ewtahlweme CiIantlt~ la 

wndeuax no hayan sido impuestas con arreglo n In IniRIna 1e.Y. 

qu6 ha de eutentierne por delitos de LI misma índole, ya que pue- 
de wr distinto th1 sipnificatlo de est;l t~xpresiim segÍin lax diferen- 
tes legislwionera. 

r\ T’na atenci(>n ptwticular merecerfl. tambi&i la regulat+ni 
tlth lit materia de conexión de los prtcedimientoR. wpún que por 
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un minmo delito 0 por delitoö conexos xe proceda conjuntamen- 

te contra militares pertenecientes a fuerzas armadas de los dife- 

rente* Estados por delitos comunex o por delitos militares: o 

contra militares ltertenecienttw a laö fuerzas armadas en trárwi- 

to 0 rrwidencia y contra ciudadanos. tlel E&ado de residencia 0 

viwverxa. 

IMe ticMacarse que resultaría juf&o que el convenio. en líneas 

gtwwlw. hicbiese prevalecer la ley del Estado de reclidencia IFE- 

pecio il lil del Estado de origen. ya que no Re puede desconocer 

que entre \ariaw leyes en teoría igualmente aplkablea debe dar- 

we preftwnciil normalmente R la ley territorial. por ser la que res- 

ponde a. nn principio de orden general. Ello nn obstante, esta 

regla podr8 sufrir excepciones en el caso en que la conexión no 

se derive de la participación de variaw peraoniw en un mismo de- 

lito, sino de delito8 conexos teniendo uno de ellos mayor prave- 

dad y, por lo tanto. actuando con G.P atiractiun respecto a los 

demás. Otras derogaciones al principio de la aplicacibn integral 

de una determinada lefiislación podrían .wr ex;lminadas profun- 

dizando en la ruextión. 

R) Pasamos ahora a IOR problema8 nacidos de lay relaciones 

de la propia y verdadera actictillnd dc coopePflci/in. entre las fuer- 

CVIA armadaR de 10~ ERtadoR miembros de un:1 alianza. indepen- 

tlkntemente de cwalquiw conxitleración territorial. En enta ma- 

teria lo que ha de diwutirw especialmente .qnn IOR deliton c*ontrn 

lis cihtciplitm militar: deuohediencia, revuelta. motin. wdición mi- 

lit.ar. infuihordinaciim. ;I~UFIO de autoridad y todnR 108 demAs de- 

litos que pueden lenionar gravemente la eílcacia militar de una 

fuerza armada. i, IMemos conuMerar como delito lon hechas cotw 

titutivox de las infracciones antedichas cuando Rean rea1izadrtR 

por un militar perteneciente a la fuerza armadti tic un Estado 

cooperante en perjuicio de fnerzarr armadaN 0 de militares (Rupe- 

rieren o inferiorea) pertenerientex a otro Estado aliado? La res- 

pnent,a no podrA dejar de uer positim; de otro modo ue desnfitu- 

ralixaría la ewncia de la cooperari6n. 
Aunque de hecho la Roluri6n xe aparte de la conwpci6n tra 

dicional de la disciplina militar entendida como relación inter- 

na de cada una ae las fner7As armadas particulares. resulta in- 

negable que una innovacibn en eRte cwicepto est!i plenamente jus- 

tificarla por la consideraci6n de que si la diwiplina es cl arma 



poderosa sin la cual toda fuerza armada l)csIríil tlifícilmrwte :IC- 
tuar con rai,idez y eficacia para alcanzar sus propios objetivos, 
es iguulnwntv ncwsiirio cluc~ influyl en las relacionen entre las 
fnerzas ;irm;ida* clue act lían t9 cooperwió1I para wnseguir~ 0Ik 
jetivos ~omune’s. puesto que dt! otra manera faltaríii el principal 
nwtlio para consolidar 1~1 ;Ic*tividcul c*onjullt:l ,v los mIlidON de 
estas fuerzan estwrían privados (Iv uu iu8trumento intlispens~hle 
para su buen funcionamiento. 

C) (‘uanto SC h:t dicho abrr PI cwniuo al problema de 1~. UT- 
1ucio11e~~ f>,ltre laa flf fv-2fI.v artnnclf~x purticw1urc.s coopcrfrntex y cl 

tu«~d» o ~~~trnfl«x ú,lic»s y cc~~ltr~fdizudox. lCu esk sector. wuerdoa 
part icwl;Iws en lo?; Trãtatlos de cooperacií)u militar fw impoptw. 

ISstos ii~uerdo~ deberían intentar responder a 10s siguieritty4 
lwincilkios: it 1 Entrv las fuerzas armadas y los mandos wnt,rali- 
zados y los ~~omlwuc~ntes de unas J- ot.ros, el vínculo de disciplina 
dele NT lwnalmcnte protegido .segíu Ias wglas antes indicadas. 
1,) 1.R nlism;t ~wotewicíl~ jM’lli31 debe SW otorgada ¿l las rrhwioues de 
disvipliu;k intrru;l del lwwnul adjunto it los mandos. auin~ue pr<k 
wll@ tle fllWza~ arnlild;ls difrlwltt~s r cllalql~i~KI que Nt’il nll grado. 

y l .L dicho lwrsonal, por los delitos militares y no ll~iliti~IW3. d+e- 

rAI .wrle apli~~a~li~s las mismas normas que son aplicnl~les a los mi- 
litares y fi los cib-jlvx del l:statlo ill qne pwtwcw~n. ~vgún los cari- 
twios. antes indicados. 

lb.1 \‘. por tin. uua palabra en relación con Ia in.fraentrw*ut’(I 

militar. 1% este uno ~le los aspectos de la eooper;lción militar que 
puede interesar al ~twcbo penal militar. Por disposici6n dc?l 

mando- centralixado, las iustalncionrs y plantas de interbs para 
la deftwwa cwu<in NP wwuentrall repartidas en el t.errit,orio de 108 
distintos Estados de la alianza. sefin criterios tkticos y otra- 
t,&icos. I% interés de la organixaciím cent.ral y de cada uno de 
los ISstaùos que Catos entablecimientoe se encuentren debidamen- 
te protegidos: corno ea también inter& de todos que cada uno tle 
10s Estados tutele adecuadamente RU propio patrimonio de ins- 
talaciones defensivas destinadas a la defensa común. 

.En eNte delicado sector aparece de indudable utilidad una .IP- 
flación única de. cakter penal para todos los Estados aliados. 
Qae ha de efectuarse mediante las apropiadas normas convencio- 
n@?ea. a fin de castigar con el rigor neceaario .I~SI infracciones 
lf;qivan a tan relevante inter63 común. 





RELACIONES ENTRE ACCION PENAL 
Y ACCION DISCIPLINARIA Y LIMITE 
RESPECTIVO DE LAS DOS ACCLONES 

Exposición sobre cl DERECHO PENAL MILITAR DEL BRASIL 

por Mario Tibúrcio GOMES CARNEIRO 
Ministro, Juez Il<mmrio del ‘L’rilmnal 

Militar Superillr 

La Hocitulad Internacional de I)erecho I’enal Blilitar ,v 1)erecho 

4e la Guerra, recientemente fundada y, Min embargo, célebre ya por 
su actividad cultural, tiene el honor de ser la primera que ha lo- 
grado reul:ir en este Congreso Internacional de Bruwla~, xin oh- 
jet.ivos ofici;llen ni políticoi, H lox reprewntantex de la .JuHticia mi- 
litar y juriwtas de varios paífw de do8 continentes -I*:uropa y 
.Imbrica-, con el fin de estudiar imJmrtante8 problemas jurídicox, 
ahriendo ¿tgí nuevos horizontes al Ikrecho penal militar. 

(Xertanwnte, el Cfohierno de lon Entdo~ Irnidos invitcS oficial- 
mente durante la ~HNH&~ guerr~l a lo8 reprenentunten de Ir1 JUNti- 

cia militar de los paífu.3 de América ii una conferencia que tuvo 
lugar en C’hicapo, en l!Ki, y en el curxo de la cual fu4 exJNeHto el 
funciomimiento de la .Juxficia militar americuna. entoncex en acti- 
\-ida<1 en el te~itro tle opertlrionex en 1;~ mán apartadaN regiones 
tlel globo, reunión de JH que wlieron interw;lntt+4 trahtl,joH jurí- 
tliwñ publicados en lengua enpañola bajo el título: GfWferPncUr 
flf, l~errdlf~ militar. 

)<:N iguiilmente cierto que en otras +ocas, iitltW y tks~NlbN tltf 

1’345, hubo en ,\lemania. en Italia. en Ruiza y tAn I~raxil. confr- 
rencictx p congrewn intwno8 que se reunieron para el ewtdio de 

cuet3tionen de I)erecho penal militar: IWIYJ WtON WU~WNON )- t?H- 

tas confercnckn estaban organizados por ION poderes públicoN y 
resultb xienipre difícil ohtener informa~ioIlt!N xohre HUN rekwltadow, 
xi exceptuamox la reunií>u realizada el p;i~;ido año en (4 J<raxil. 
471~a tlocnmt~ntacií>n aporto ir exte Congrew. 
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En el ~~tturtc4;rtlo del tenta pt-incii);tl creo iw3Ivr iiltt~l*pwt¿ll. (BI 

pwisSsmit+to de los organiza&tre!H del (‘ongreso wnio uiiiI mani- 
festación de su ol)itiií)n rewt.0 nl car&cter p~iial tlt4 l)cw~CliO dis- 
cipl ittitrio militar. lo que implica t+chazar todo sistrttt;l tlv wtlit’i- 
w46n que separe el Derwlto disciplinario tle la.9 atriI~uc~iottex es- 
pwíficlax del Parlantrnto y3 :ulemAs. implica ttimhi~n la uewk4idiicl 
de Illln respuesta que wrtwpottd:i al verdndero conwpto jurídiw 
del Derecho disciplinario. 

Sea de ello 10 clue fitew, el enunciado wpiiviile ik ntt recotioc~i- 
miento de patprttidacl del lkrecho disciplin:trio. hu&fano. que WI 

Ia fwfw de IIa~ntor- “busva sus l,a(]res sin poder ettcontrarlofi”. 
Por »irA parte. corno tom;l (ie lwHic*ihti tloctrittal. rr1nwwttt.7 utui 
prwioail wntrihiicii5n ;t ltt solttci()tt de 1;) ~onfrovc~t~aisl xol~rta su tiii- 
tImaleza ,jurldíca, 

En el enunciado del segundo terna los autortw 11:in wwniw- 
(lado prutlentemente el examen de 1014 ~~t’0ltl~ltti~n tlr 1liltltr<71t?Zil 

Wnal que se derivan de laa gr;tndtw fortnaciottes militares int.erna- 
CiOnakrt, a fiii de* equipar la legirìlttc*iOn a ellas destin:ttln con un 

RiRtetna nde~uatlo 11th normas ; puea hov tiía estas fortn;tc~iotten in- 
krnacionalen Rott las Únicas grande8 u&datlen militares iitilizahlw 
en la guerra moclrrna, lo que hace neceoario la creaciOn de un 
nuwo Cfipítlllo (14 1 krwho pen;tl militar : Ia rama pe11~1 tnilit.ar 
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(‘oilsi~lt~rando la lwiorirliitl que le coiitwle td p~~~~~mu;l drl Con- 
gwso. nitl limito. taI1 la lwwnte esposicií~n. al trma de las relacio- 
Iws tw1re 1:) nwiím penal y la acriím fiiwiplinarii~ y sus Iimittw IPS- 
ls>(.tivos VII 1.1 AInl)ito tltbl Ikret*ho militar. -4 nii jnkio, VI ittwci~~ 
Itlitbn~o tlt las dos rainas juridicas cn lofi t&rmiIIos del t~nIInt4;wlo 
tyuivnle :t u11 recoI~ocimitwto del carActer lwnal del Ikrwht~ tlis- 
c.iplinnrio militar tlue ~tlc:~IIza así a In doctrina en t4 iIlt0 nivel dt* 
1~1s inwst igi~c~ionea internat+w3les. 

De est:I iuitner:t. t4 :It’wso del I)eIW4lo dirsCil>liIlill~i0 militar al 
( ‘ongrcso IIIfeIma~*ional tltn lkuwlas poIw fin :i 1:I wnl mwrsi;I 
sohw cl cwnwpto jurídico tle wtt* lkrwho que. por lo tltw.ís. II:\- 
bis cid0 ).iI tlrfinido : por su clasifit?lt*ihIl cwmo Iuatwitt wliltuta~ 
I-Ll. en el testo de la Constitución de ciertos IMados; por la tyw 
c~¡fiwciínI tlt- las ix~glax sobre los prisioneros tlc guerra. w las Iwr- 
Iniis tlcl (‘oiivel~io cle Cinrbix de IN!,. twntrnkndt~ disls~sici0IIes 
ohlig;ttori:ts puI3 la legislaci6n cle los pakes aignafiirios: lwr las 
I~t~~oII~rIida~iones Iueinorables qiw coII \.ìstn a su definiri6II y t*lnho. 
Iwiím fIItwI1 hechas por el Congreso Internacional de Ikwt~ho 
cwull~~r;~~lo. IwIIli~lo tw La 11aya PII l!GO. .y por lax condiciones es- 
t;thlrt4tl:~s WI el Tratado! instituyendo la (‘omunidad Europa de 
Defens:L et1 l!K!. tIn lo qne ae refiere $1 la orgnIIizaci6n y adnIi. 
Ilistraeión de las fuerzas europeaa de defensa. 

lC1 IV~nl1ltiltl<~ qIw cahe WpPlYlr de los trabajos de t24te Congre- 
SO solw el tema dehe ser, xin duda alguna. la unificrt&5n del sis- 
sistema dc codific*arión del Derecho dispiciplinario militar. codi- 
ficaciím que has:t;I el lwcsentc estA sujeta R la mtk rstrañ;I orien- 
tación, como podrí\ ww por las It+gislat~iones de los países aquí 
wprcwntactlos. Sr mueve. en efecto. desdct el procedimiento normal 
(ltl elnhoraci6n de las leyea por el Parlamento hasta el simple de- 
twto ndministratiw .v como forma intermedia la delegaciím de 
lwdtws del Parlamento al Ejecutivo pnrn legislar sobre la ma- 
teria. 

TAH cltmcntos de la Irpislat~ibu que documentan las infornwa 
presentados a eate Congreso. pertenecen a nna de estas tres cate- 
wríaR: la lev por el Parlamento en Holanda, en Rniza y en otros P . 
p:\íws aquí no wprmentados: el decreto del Poder Ejecutivo ba- 
sado en IIIM aulorizaci(in legislativa del Parlamento en la que éstt& 
e&ahlece la8 líneaN fundamentalerì de la delegación de poderes con- 
cedida. como sucede en Francia. cuyo Código de .JIutticia Militar de 
1857 airw de modelo a casi todos loa Eatados de ClonstitIIci()n de- 
mocrfitica; o simple acto administrativo, bajo forma de dwrett). 
aprobando los Reglamentos disciplinarios, romo ocurre no ~t)liI- 
mente en 10s Estados de tigimen totalitario, sino tamhi&I en otros 
de tigimen democrMic0. 

El gran w-vicio qne el Congrtw~ Tnternacionnl de RrIIaelan rin- 
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de, a mi juicio, al Ikrwho lwnul militar consiste. precisamc~ntr. 
en la proposición conteIIid;t (‘11 el tema considerado como princi- 

pal, puesto que equivale a una declaración de principios en favor 
dI2 la cualifi~;Ición tlcl lkrwho diwiplinario rn la ram;I penal, lo 
que Hin cl71tl;ì trlguna debebí c~onclucír al sistt*m;I (le :Il1olicií~n de SII 
wdif iwción fuwn del PiII~l:Imr~nto. 

La acrión penal militar y la awiGii tlisci]>linilri;l rnilit;w SOII 

10s instrumentos jurítliws específicos de la Ley lwu;Il y de la 

Ley disciplinaria militar lW3tos il disposición del mando militnr 
del (]IIv tlepwdt~ la iniciativa de la awiím penal y Ia ;Iwic’,n ùisci- 
pliIIari:i. 

Sknrlo las 110s awiontw los instrnmentos de l;1 Ley pII;rl y t]t~ 
1~ Ley diwipliniI*iiI. las, relaciones de la un:1 con 1;~ otra delwii 

ser lati mismns qur Ias qoe PxiwfetI entre las cloa lyws: v id, I;ls 
contliciont~s para cll ejcrc*icio de IIni3 se nplicas 0 tldwi~ i~plic~ars~ il 

las condicionw lbi1riI Cl ejercicio dr la otra; de tal lIlilllt’l’il qlit los 
lwin~*ipios gíwr:tles de la. Ley pcII:il militar en la acciím lwnn.1 
Ini1it.x xv ;1l)licillI 0 11dwlI ;iplicars< A ;1 la wvibn clisciplinwiii IIIili- 
tar. hal~i~liI ciwntn tlr 1~1s IwtriwioIIt~n impwstas por las finali- 
d;ìdes difeIwitIw clr la T,vy penal y de 18 I,v,v tliseil1linri:t. tIn los 
mismos t&nIiItos que los principios ptwwnles de IkIw+o pm;l1 

wn1ÍI 11 son il~)liC;ll)lC nI Ikrt4Io lwnal militar. 
EI1 Iii, c~sposi~ión y los comc~Ii1 ;Irios siguientw l1rO~edcTellIOs il 

Iin e’s;1nic>II tk In Iegisl;Ic*iíbIi ]~lYlSilt~ííil rekrentt~ III terna : eI c’ídigo 
perla1 militar y los 1Cegl;Imt~IItos rliwiplinariox (clel l~~j~rcito. de 

la Marina. dr ItI i\twdIut iCi1 y tle las l’olic*íiIx militarw) : y cwnio 
se wr;í. (*II ~1 tY:\])iljO de interl1wtwihn 111 qlle Se someten los tes- 
tos se llega ;I 1;I conclasión de que en el Derwho militar hriklefio 
se nl)lic;III ;11 Ikrecho tlisc*ipliII:Irio los lwinc*ilbios ~t~ii~~rales~ dtll 
Ik~vc~lIo pennl militar. 

So obstitntc~ 1;1 ;IIIonI;~lía de su t~lal)or;Ición en la cluv sv h;I 
procívlido fUt*l?l cle totlil doctrina y tlP t(Hlil juriaprntlenci;I, el Dv- 
rccho tlisciplinnrio inilitili- I~Ixsileño. Inejorando los c~jenil~los qiw 

nos ofrece la Ityisl;I~ií~II ~wl1lp;llwl;l. lwrrnitt~ aplicar i1 la ;w*ií~II 
disripIin;1ria lns reglas de la acAbI p’nnl militar. El vonjnnto tk 
principios sobw In legalidad dtb la normii peuitl. sohrc la nitvlitln 
cle la pena y de 1~ responsahilidiìd. que forman la parte general 
del Tkrrcho ]Pllill militar moderno, por asimilari6n del I)ereclIo 
pf3nl wmIíII. nparctc’e rwamente en IOH diferentes textos que Ia 

legisladm comparada IIOR ofrece tanto en el Ambito del lkwho 
disciplinario militar como en 1ilS t~sposi~ionex que tratan de astil 
ramn jnrídica. \‘. sin embargo. estos principios snu el rorolario jn- 
rítlivo de mu niiturnleza penal. 

Si dejamos R un lado recientes disertaciones hechas sobre esta 
materia en universidades suizas y alemanas, sólo en los Códigos 
militares de Sneria. Soruega p Sniza se encuentran recogidas 
a .lR vez. la materia penal ,r la materia dispjpliuaria ofr&&Ido- 
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nos de este modo ejemplos poco frecuentes de enumrraciím de es- 
tos principios. 

JCI Código penal militar de Soruega. de 2X de mqo cle l!MH)-. 
establece en NU parfigrafo primero que la parte primera del Codi- 
~0 penal común. sc aplica a los actos pnnibltw que en 41 fmi defini- 
dos a condición de que no t~xisfa ninguna disposición en contrario. 
lo qw a 2111 vez arrastra la tbxtensi<‘,n de la parte general del l)tw*- 
cl10 comÍm a la materia tlisciplinttria expuesta en la parte final tltb 
dicho Código pmal miIitar. 

En la IegislaGn sueca. mientras tbl (‘6digo penal militar tk 23 
de octubre tlt 1914 t~spwificabit en sii art. 1% twákn eran las in- 
frawiontls qut* debían ser Vast igadas con rnt?tli~~;tw tlifwip~in;tIktr, la 
Ley rlc apZicaciót/ tle Iox (‘cA!i.qon wilitawx tk 1;1 misma fech; de- 

twminal):i. en su Stwibii 4.‘. los podtww tlist*iplinarios otorpa- 
(10s a la Autoridad mintar. 

l+ro (1s al Cí~tlipo subo ;tl que twrrespontlt~ el honor 11th la pri- 
rnwía tw twfa matwi;t pracias al sunt;lncial wtudio cit~ntífitw so- 
bre chl que fllP, t~.qtitl~lt~~itIo. 

TAOS paísex esf*;llltlill;lb-os arriba mencioii;ttlos Iiiiii suprimitlo 
los tril~unales lllilitillw4 en tiempo tk paz y han at)andonwdo ln;ís 

tariltb eI sistema ilt~ wtlifit-:ici»n finita dictando lina legislación 
dist~iplinaria en textos Ityisl,al i\os ;~utí>nomos : C>II Soruty 1s INy 
x«hrf~ ltr rompdcucirr flinf~ipli~lfcricl y dra P«lif-íff t,filitf7r”. tltfi 1; tltb 

ma,vo de IR21 : en Huwi;r I;I Ley whw lux pc~ns ríinciplir~trritrx p”u 
Zn.9 ficfwf7.9 armndan. tk 30 dc junio tk l!t4P. Si twnsideramos que 
tw Soriicga la d ispoaicit5n del Cí>digo militar sotbre aplic:it*iím tle 
los principios generales de Wwcho pwr~l comían contintia cn vi- 
gor y qiw en Swcia por enrontrarw Ia jurisdiwmihn militar su- 
primid;\ tw tiempo de paz es aplicahle la le~islac*ií>n twnitiil. pode- 
mos twiirliiir que en lo que concierne iil Ikwho diwiplinarit~ mi- 
litar 1;~s normas anteriores IIO han sido tntslificatl;ls ~M)I* el Iwt41o de 

que como la rt~forma de wiijunto de liis lryes militares ha sido 
realizada en los don ptiístw bajo la influencia tle itkas swiillistas. 
lal wfornia Ii:1 lwtlitlo mrtntenw I;I armollí;i intlispt~nsal~lt~ wltlv 

las divtwas ramas del ,Dereclio lbtw;il. material y formal. 
1:nssi Ham-etc. t’n su admiral~le ,-l ntepro!yact» rifa C’fítligf) Pcrlnl 

.Mi/itw Suico. hizo notar que falta en 1;1 lsgislacii,n suiza. twrno CLII 

la legiwlacií~n extranjera sobre Tkrwho disciplinario. 1111 c*;lpítulo 

que romprenda la parte general y que se correapondil con Ix parte 
general del C’Migo penal. lo que da lugar a incertitlnntl)rt~s en 
cuRllt0 il lil apliwcic’,n de las rC>glas gent~ralles de Ikrecht~ lHbllal. v 
forzosamtwtc stb ha de reconocer en materia de tloctriiix y de ju- 
rinpruflenkt la t~xintt~nri:1 di problemas y desigualfla4lt~s narido8 
dt* esta ausencia de reglas sobre la preacripcic’,n en el derwho dis- 
ciplinario militar. 8in embargo. en un panaje tle la exposiri6n de 
motivos del anteproyecto antes mencionados, HA~~BR cita ;I HIUS- 
nrfw Thm y rtwmoce qllf* fwptín la doctrina alemanR, la aplica- 
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ciGn dt~ c+rtos principios ptWíIw vl1 11li~lC~l~i;l ~lisci]~lin;criir tkilr 
lugar p4w sí mixma impmitWoxe poi *‘e?u> buen sentido jurídico 
que f?N n;rturn1 111 Iiombw”. ~mpleantlo Iii espresióti de Dnvrz ritada 
por el autor. Conviene*. sin embargo. resaltar que en el original 
CII alemAn de Ia oljI.iI d(h FraEW>R Ias ~)alal>~~ de DIEYIX Ile~an esttb 
complemento : “oh w  du8.~ p.vtAidw \~~ot’sckriftcn r~rforderliohe wii- 
rwn ?’ (nin que prtwripciouer Irgxlecl sean necbenarias). 

Mh adelante. HI su “Exposiciím de motivos”. H~WEI: expone 
<tiIari~n~ent(* XJJ apiniím soh~*e 1:~ necesidad de reglas generales : i‘TXn- 
poxiciones pnalw pentw3lw Ron en 5~ con.sec:wncia nerenariiirs 4’11 
derecho disciplinario. I)atlo que el presente Antepropcto reinar 
VII ana ley Iínica ~1 Ikrwho penal y el Lkrec~ho dinciplinario. COIJ- 
viene. sin cìncla ;Ilgunii. wtahlecer wfilw son las dif3pwiriont!s drl 
libro primero de lil tt;il-tr ~t2lWlVl1 que HP ;lplir:in PJJ materia discipli- 
naria”. TA mixm;i ciiwti<‘,ii w  ha l~i;lnte;ldo -recuerda TTnFrER- a 
propósito del Antqwoytcto de Ckligo pe11a1 c*omí~i~ suizo. y fu4 rc- 
suelto por el art. :‘!KJ. que extipul;l lo siguiente: ‘*LiIS disposkiones 
de la parte general del lil~ro primero son aplicablen :L las contra. 
vencionw con eswpción de lar; tlisposiciones contenidñw en IoN :tr- 
t iCUlON xipuientes”. TTAWER termina el capítulo de HU J?‘z~os~c~~~ 
aconsejando: **El Ikrecho militar ~wzde Neguir este ejemplo Mn- 
Ikiendo las cli~poskionc~s generales del libro lwimwo q~licnhlee. 
en principio. en ni;lteri;l disciplinaria. salwndo tOtIilN laS nwdifi- 
cacionecr impue&ls il este principio por 1st natiir:ileaa dC In faltas 
disciplinarins”. 

Ap~y.í~~ttose aot,tyI t>NtitS t)a.ws. HAFTHJ~ h;ì p~~~l>lt~*sto ISI Itcrptal- 
vi6n de las normas que formaban locl artículon 140 a 14.3 del .Zn- 
teproyecto, de IRS que Ia Awamhlea Federal L:I recogido las qw 
fipurnn en ~1 C!ótligo, arfk*uloR 181 a 1M (Yorentwurf. pág. 137). 

El Mfvnnajc &l corrwjo Fctier’al conNider6. nin embargo. inbtil 
fijar otraN regla&, aparte de lan de prewripciAn, juzgando no obs- 
tante necesario que ésta fuerce expresamente mencionada : conoi- 
deró igualmente infitiles lax disposicionen sobre la rnponRabilidad, 
In tentntivn. lw complicidad. la legítima defentw eI entrado de ne- 
cesidad. etc.. ponlue la característica de wimplicidatl que tienen en 
general Ia8 faltas de disciplina y el hecho dcn qne el proceso dis- 
ciplinario twa meno8 formaliata que cl proceso pe~ial propiameu- 
te dicho hacian muy raros 10~ cawN en 1~ qne hubiera que resol- 
ver problemas complicados de Derecho penal general. 

De cualquier modo y a mi parecer. el texto definitivo del C6- 
digo TwIal militar suizo, en (ru art. 182. no deja ninguna duda BO- 
bre la extensión de la parte general del C&ligo a la materia dis- 
ciplinaria, pue& que establece qne: “A las peraouas a las cuales 
bu aplicable el Código penal militar, hw Ron igualmente aplicables, 
en la misma medida. la8 disposiciones relativan a IRH fatltaa de dis- 
ciplina. “En RU texto alemhn. el Chdigo citarlo ae exprew en IOR 
siguientes tirminorì: 1Fen.n wul nc?weit cinc pwncm. dm Militar- 



.utrwjwh t ~rntc~rsfr~ht. id xic trrrr-11 tlrl- l~isni~~lit~n~atr~~tjo~~~t~ur~~y un- 
temm-jan.‘? 

Dehemos aún referirttox R 1~1s cousidetwiones de A~,nstw I¡IJII:Y. 
que en su monografía sobre el Derecho disciplinario en el (%digo 
penal suizo, no8 ;Iporta otra coutribución doctrinal de su país. 
Observando IR naturaleza represiva de este derecho qtw por su 
wencial alcanza al conjunto del Ikrwlto penal ett pettwal y al 
Derecho penal militar en particulitr. someti4ttdoseT por cott6terttwt- 
cia, a laa reglas g!enc~~Jca (ltte presiden estas dos ramas jttrídicas. 
ULIIRY h:t sintetizado BU punto de vista en una sola ftxse: ‘*POI 
otra parte. las reglas generales de IJerecho penal militar st++n VA- 
lidaö para rl Ikrwho disciplimtrio militar”. El autor dw:ttw~~~,~ 
este tema haciendo alusión al contenido del artícttlo 193 del Códi. 

P w  penal militar. wt el wal f?ll~uelltl% un priwipio clut’ pt*evfi expli- 
citamente la aplicación, por analogía. de estas reglas genetxles cn 
10~ casns parti(wlares de la multa. la confiwación y Ia rrstituciitn 
nl EAtitd(b. Sin embargo. todas las demás reglas se aplic;tn igual- 
mente al Derecho dinciplinario en Ia medida en que uo twu1Eau 
esc~lttídan IMtr Slt ll~tlll7dl4?Zil wpwial. y esto 110 sblo twjpwto :I las 
r~gI:ts que tratan de 1;ts condiciones de la relwwií,n. IIV Irks wtt- 
diciones pwsottalt~s y mateïiales. tle las cotttliciont~w dr tictnpo y 

lugar, sino también respecto a las qne RP refiwett H la twponsa- 
bilidad, a la culpabilidad. etc. 

Por el contrario, no stA totttittt (‘ti coasitlw;lciGn Iiix lI1plilS w- 

fwwttes it Ia medida y aplicación de la petw por el hecho de <lttt* 
110 pueden aditptarse it 1~ qtte regulatt de nt;tttet’;t fotm:tl o impl í- 
cita la aplicación de las penas disciplinariax. El punto de vistn dth 
~;LL)R~ concuerda cott el del (?ótligo suizo en lo clttcA w  t?*ficw it 111 
validez dr las reglas getteralw del Derwlto militar Itara el Dew 
cho diecipl i ttario : *‘Pero. en la medida w  qur no w  cwttentratt ex- 
~lttidas pot* Ia ttaturitleza especial del I~etwho tlisciplinat*io. tod:i-; 
las deni& WglilS genwales se aplican ígttalntente it este Derrcbo. 
así como las rlativaa a 1a.q contliciottes de Iit wltrwihtt. wttdício- 
ttes personale y materiales, condiciones de tiempo y de Ill~ill~. 
reglae #obre la reclponsabilidad v la culpabílitlatl, etc.“. 

1311 defensa de esta opinión lw twogitlo ett 1;~ litwatttra ,jttr!- 
dica europea los pareceres de oi 1’0~ autotY~s. t;tItto ~ttti~llon cw1110 

modernos. Entre 108 autotw mBs antiguos y de mayor autotGl;lcl 
en Alemania tto puede omitirse el nomltw tlel 1wofrsor LAILI~I). 
que en ntt rClebre Tratado rlr Ikrecho ptí2,lico ulemúu. tome’, pos¡ 
ciíbtt en la discusión de este tema, mostrándose favorable H la :tllli- 
cación de los principios generales del Derecho penal al Derwlt~~ 
diwiplinario ordinario: ni tampoco puede omitirse entre IOR aoto 
res modernos que hacett autoridad a Orto> SP,S~PLIGRBS. quien PII 

su Deutache8 ll~~h.rrríc~h t exprwitha NU opinión en entos térmittos : 
“Allí donde In naturaleza de las rel;t<*iottes militares 0 tina dixpo- 
siciíttt PSltWRil no se interponen. los prittc*ilhw fiittclitmfvtl:tlr~~ tlv 
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Ia8 leyea penales deben encontrar RU aplicación correspoiidientc 
en el Derecho disciplinario, pues d&ro modo sería imposible lle- 
gar a nna reglamentación rcbgular r uniforme del lmdw dc MS- 
tigar”. 

En su consecuencia, las disposiciones de la parte general del 
Código penal común sobre irresponsabilidad y estado de nwesi- 
dad, el error y la legítima defensa, se admiten igualmente y con 
la excepción de las restricciones de que antes se h~hlí) PII In 1~1’8~ 
tica del Derecho disciplinario. 

HEIXRIW DIWIX en sn estudio sol~w eI Keglnmcrrto disciplindo 
alemán, most.raba las diversas hip6tesis en lay que podían apli- 
carse los preceptos fundamentales del ,Derecho penal. 

En Francia los profesores ALFR~P Ltxxr, y JEAN BRNPHIC 1)~; LA 
QRBSSAY~L. qw han dado una .nociím general dthl IMecho discipli- 
nario, la completaron recordando que el lkrecho diwiplin:wio no 
era otro que el Derecho penal de 1~ instituciones c>n el interior 
de la sociedad nacional y que comprendía forzosamente* totlorì los 
principios generales de Derecho penal con excepción de ;~lu~llos 
que por motivos particulares resultan excluídos, como eR eI caso de 
la norma “nulla po~na sine lefy” Ilffn Lkoitx di8ciplinniw.9 dee 
irc8titUtiOTZ8 priz;éen, p. Ir<<). IIt* quí c*ónlo se expwsaa dos :lu- 

tores en tan notable libro : “Esta idea directriz (la aplicac‘ión de 
10s principios grneralew de Derecho penal). Ringularmenk fecun- 
da. nos permitirá, detel.min;lndo l>n (1~6 nwtlidn e>w posible trang- 
portar al Derecho disciplinario laa realas del lkrecho ~wn;ll wlati- 
va8 R la infracción, R la responsabilidad. :1 la aplicación dr las 
penas. :I la libertad de defensa. ;I la8 conf3ecuewias civiles de la 
infracción. etc*.. precisar toda una serie (1~ reglac;r que la teoría con- 
tractual Re encuentra impotente para poner de relieve y por este 
camino junto a la demoatraciím de qne ~1 poder disciplinario es 
un poder sometido al dererho, lograremos construir un;1 sínte- 

sis lívgica. cohwente, y compkta de ewta rama del Derecho que 
eR el ~kw?clio disciplinario. demasiado tiempo dewnidada” (Oh. cit. 
p@ina 153). 

El Intendente militar Ehummms, en su tesis tantas veces ala- 
bada, ha señalado que la transgresi6n conwrva. sin duda alguna, en 
BU elemento wbjetivo todas las características del hecho ilícito 
penal y que por caonsiguiente las reglas establecidas lkira las con- 
travencionen penales deben 8er v&lidas para las contravwwionew 
militares. conclnywto : *‘TAa buena administracii>n de la justicia 
disciplinari;i ganar8 adoptando. ciiempre que sea posible, Ion gran- 
de8 principios que dominan la materia del nerwho penal ordi- 
nario”. I 

En Italia FRASCMTO JASSI~ PIROMALLO, en un artículo, f)i.wì- 
1din.a nella pubblica amministrazione (Nu.oao D&?geRto Ttahno. 
VO]. V). declara que la práctica 1. la doctrina extienden al Derecho 
disciplinario muchos de loa prkipioa de] Derecho penal y cittl 
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este pasaje de ZANOBINI: “Las norma generales del Derecho pen;~l 
son aplicables a la responsabilidad y a las penas administrativas en 
tanto en cuanto pueden reconocerse como princi1)ios jurídiww ge- 
nerdes y 110 constihyerl prin(:ipiOs rspecink?s justificados Nola- 

mente por las r:lzones polítiws y jurídiws I)ropiax &4 Ihv(:ho 
criminal”. Aunque la opinión tlt PIG~~IALI,~ v de Z.~ronrsr sob1.t~ (4 
‘Derecho disciplinario ordinario He repite varias WWR t*n 1;~ litera- 
tura jurídica italiana, no conozco ningún parrafo o pasaje que 
trate del Derecho disciplinario militar. Sin tmhargo, tn 10x IkgIa- 
mentos dikplinariox militarex figuran nl~guuos tk los pritwipio~ 
generales de Derecho penal sobre la rt!.s~)~)~~~al,ili(lad y 1;t twna. 

El hecho se explica: la tloetrina it.aliana no Coloca en aituac*i(,rr 
-paralela la infracción diwiplinaria militar v Ia contravencion de 

I)erecho pen;ll común, y en su conwcnencia no c*onRidera que 10s 
principios genernles de Ikrwho comun sean ~hli~iliori;ln~t~ntc apli- 
cables en.la rama militar, sin que ello impida nI Derecho positivo 
actuar en sentido opuesto cuando inc*luve en los Heglamwtos tlinci- 
plinarios reglaR de Derecho pwal común sobw la rwponsahilidad 
v la penn adoptadas en la legislacibn pena1 militar. 

Esta concepción tradicional, apoyada por Iii ~llltOl~idi1~l tlta 
Prwrno VICO, el ilustre fundador del Derecho militar italiano mo- 
derno, goza en e8te país de un valor de dogma y ha sohwvivido a 
todas lao inveatigacione8 doctrinalc que iniciadas w  ocaGím de 
la adaptación de Ion Codigon militaren a la T,ey penal romtín de- 
cretada en 1889. se han proseguido por el movimiento de reforma 
integral provocado por la primera v la fwgunda guerra mundial 
para terminar en 1940 por 108 CYdigC8 militares fancintan. fwyns 
ideas en la materia inspiran todavía lan corrientea jurídicwx do- 
minantes en el paíc3. 

LOR trabajoa jurídicos elaboradoH para ecltan abortndaq refor- 
maf4 conetituyen 8 mi juicio la exposicion doctrinal máR comp1et.a 
sobre el Derecha penal militar. desde el punto de viRta material y 
formal, p a ellot deben recurrir todof4 1oN que huquen nna fwnte 
de información segura en la materia. Fu6 preoinam~ntc~ al co- 
menzar estos trabajos cuando se afirmó v extendio la opiuih de 
Vrro preconizando una’doctrina contraria a IR asimilacihn de la 
Ley penal militar y la Ley penal común. en el momento en que se 
buscaba Ia identificación de Ia transp-exih dinciplinnrin ron la 
contrave&& de Derecho penal común. ~IAHI)I. ~rascan~s~, Ifa- 
NASSHIRO, Sncam. MILUZO p otros siguen los pason de Pwrno 
Vroo p se niegan 8 reconocer un caracter particular a la tranw- 
gresión diwipiinaria militar. y de este modo aceptan y justifican 
el mCtodo de elaboraci6n de la norma diwiplinaria militar por 
medio de simples actos administrativos. Tal actitud forma un 
curioso contraste con la de loa erìcritores italiano% que tanto en 
la rama administrativa como en la del penal romtín w  pronnn- 
cian en gran mayoría en favor de la natnraleza penal de Iii ma- 



lt*ri~ tli~il~lie;rl-i;l, sujeta. Iwbl’ t*ollsecllt~ll~itl. it hbs ~~lw*t~~~tOs gtsllt*- 

r;~lt*s tlr 1 krevl~c~ ptwil. nitmpt~ q11t tuox II<) .sP;111 illt*tmp~ll ihles 
voll I;t I~ut~ii;~ ;idniiiiintr;1t~ií,n ptíl~li1*;1. 

I,tln Cif;ls lllltA ilCAI~iII1l<~X tlts IlUt’t~l’ ~lt’lllllt~~t1’il1l t(IIt’ SilI \ 0 tII t’1IwO 

rltA1 lkrwlio militi~r it;1liaiio. Iii tlwtri1i;1 ~11 gtwwill ;itlriritcA la alAi- 
c*acií)u de los lwiiivil~iow gtwwilks 11th I klr~c~llc~ ~wllHl 1’11 t.1 1 w-t4~llc~ 
íliwiplinilricb niilil;ir. tillrtc, 1’11 IIb ‘Il14 1 ;ifwtii ii I;I r;im:i ~lisc*il~li111irin 
ortlillilri;l vii tII ;ímlGto del lkrwho iitliiri11istriiti\~~ c*omc, tw Iii rilIIIN 

clisvil,lin:lrii~ Iuilitilr el1 tbl kÍmlGto t1t.l I)rrt*chc~ Iwlli11 11iilil;ir. l’tslo 
t*IIo bitqi cvltrutlirlo voii iiitlelwntlt~1wi~i tle liis rvs~riwioiic~s 1l1w lar 
\-id;1 mililar impoiie twmo 1111 imlwr;itivo t-:iltytiric3k 

1:s 1111 l)i-iiivil)io irnl~uesto por taI Imen swtitlo y Iii 11iltl1rnlvail 
niis1n;i tlr IilS tws:is vl que 1211 121 nkilic*i;i. iii<-luso vnilll~lo Iii Idey 110 

lo tlic-r t~U~~l~t~w;llllt~l11t~, 110 w Il;lll t~ilxti~:iltlt~ llllll~~il 13s 1’;lltilS dt* clix- 
c*il~lii~;i si11 ~li~c~1-iniii~iic~iíii. 

Sol,W t*Htt’ ~~llllt0 y PII Illiltt!l4tl tlt* leginl;iciím ~~t~1ll~~;l1~iltl~l. IlWl~~S 

(It* srfi;llilr CI 1111c>~0 f’orlf~.r Jfo’ix (‘fI~o~i<-l qllth twlIwt i tiiyr la Lt~.v 
clist~iplinariii tlt- lil Iglt~si;i ~~iltcíli~~il. OlblYl illllll~~till tIPI l’il~~~l I’íO Si 1 

i~iiiii~tlo tw ;iílri (~‘a1dr11;11 y qiiv l~iiwk ~~o11sitltwrst~ t~01110 1111 lilo~ 

11elo tle Ciellt4il jllrídiw qlle gUstal4il \ w irliit iitlo. I’~c~llllll~iltlo vII 

lU17 eI (‘íMlig0 (‘oiií~iiitw vs. styfiii rl 111iHninw p;irwtv tltb 10s ju- 
1.ist;is. 1111 ejrml~lo tí.c.11i~;1111~1ilt~ lwrfrcto ck 111 iI1~lit’il~‘ií~ll 41th los 
lwi1wilGos gt~aerales de lkwcho 1wlIa1 ;I lil IlM~Pl.iil tlisc*il~li1lr1riiI 
qiit’ foiwi:i sll w11teni(lo wi c*l I,ibro \- y Itajo el títalo 11th Ik (Ir*- 
/kti* cf /wc,rr.ix. I~saniiuantlo IilX fl'w 1nll’lt*s tlr IilX tlllt’ s(’ rompo- 
lttd tbl lil,ro vitallo, el Al,:ltr -4. T’Z:Ll E 1’tW~llOW tlUtl lil ~~l4Illt~l7l. tlllt’ 

trata de los delitos. es ahsolutamt~11te nwva (‘ombi11a11tl~~ así Ias 110- 
vioiirs fundamwt;ilw SOI~IT las ~clcrl,oiin~l,ilidiitl niorill y lli refqwmw- 

hilitlad jnrídicii. el Abate 1k1,E dwl;tra que el C’ísligo wnhni- 

VO “lwtwnt a. bajo fí)rmnl:w pwcisas y ~rlmir;il~l~~11~t~titc~ wm- 
prenxiyiis. llIlil VtllYliltkril filOSofíil (ltAl IkNVilO IM?llill tlth Iil (llle lil 

IPgisli1rió11 civil 1mlrí;1 Ol~t(Bll~l* gVilll ~~l’OV1’~ll~~” 1 IN I)O~it /G/dtll flf, 

~Eyliw. 19x9. 1’. SYII I. 
TCll PI Rrawil Wtll ttWl*íil llil IMSiltlO ~oml,l~~tan1C>iitt~ tlexapwt*ibi- 

da f.11 tbl :1mbientt~ jurítlico, aunque figuraw en parte t*omo prwep- 
lo leyal ca ~1 Pryvecto tk C~xlhs, en lF&‘, pa8ando tlwpuln al He- 
gliirnrntc~ diwil~lini1riO del Ejéwito de IHE ,v de &3t1> :1 las dispo- 
si<*iont~s ofki;ilw qiw tlesdr eutoiices entnviwon y estiiu ti011 en vj- 
gor, incorporando de ef+ta mauera 8 su texto un nbmero aprecjn- 
blc de principioa gewrales tk Derecho penal. Nn posici6n t~ontraria 
-eneontramon los ca13oH aislados de JlA(:~r,HAt23 CAWHO, C~HIAWJ I,E 
CARVALHO y CI,OV~S BYJVILAQUA que en BUS trabajoN sobre la twet+ 
tii>n hnn rwonocitlo el carácter penal del Derecho disciplinario 
militar, asl como su tlependencin impllcita de los principios ge- 
nerales de Derecho penal militar, doctrina qne, por mi parte wm- 
parto .v divulgo, aunque sin éxito. 

En medio del silencio de In dtwtrinri. la presencia en la dc- 



ftwtuora lepislaciótt militar uctttalmente en vigor di entittj nortitat3 
inspiradas pr el proyecto de ~IASIAS. no ha suscitado aun decisi(>n 
jttdkial ;11gttna. 1;l hecho dc incluir :~lpnttoS principios pettcr;tks 
11~8 Iktvclto pnal ntilitar ett nttwtros Rrglntnrntos tliwiplin;trios 
tnilitatw :icttt:rlcn. obra (1~ la divtitdurn tw lo que se tufiew al 
ICjército y :i I:I .Irronáufica. wwlii. a pesar de stt dvft4nosa no- 
rnt~nclittttt2t. ~1 rwonocimiento de I;I ttntttrde7a pmitl tlcl I:I nor- 
mn tliwc~iJ~littatGit por parte de los jnristits qtw los retìactiltwn t) 
twis;lrotl. pwsto cltte ~8 ittatlmiwibJ~ que htthieratl ignorado PJ .wn- 
1 ido dv las tlixJ~osic4otics 4pc’ :tdoJ~t;llwt. Como la exposición de 
tnotivns 11t~ los Jn.ttywtos 4le Ion qw tt;tc+ron Jos reglatttetttos atttes 
vitzttlos tto ha sido Jn~hlit*ndn, twnlta hnntattte difícil su ittterptv- 
twiím. l;lntcb más cttitttfo qtw wtt frtwtencia sus nutores, col;~lw 
rndovew o twiwotvs. sin explicar 1~1s razones jurídicas qw les Ile- 
vnrcm it ncrlH;~r pt*itwiJ)ios ge~wr;ileS tltl r)etwlm ~wiiil militar. 
ttiqgtt iptmltttc~tt te sitt ;trgttmentos v;ílitJos el carRcter pnal del 
Jhvwho clisc~iJ~Jitt;~t~io ntilit;rt- wtlificntlo t-n dichos Ibgl;tmtwtos. 

E:n t~wtnw~~. PII 1;) rattw tttilitar 01 lkrecho tliwiplittnrio tto 
ha siclo ot).jAo PII nnestro pis 11e ninghtt esttndio J);trticbttlnr so- 
tw (4 t*ttttttvi;t(l~~ tlrl tcwin. solbrc CI qttt’ t:ttnpoco se Ita lwonniwi;t- 
110 nttrstt3 jurisp~tttlt~ttc~i:t. y fttb Jnvcianttttwte esta otnisitin dt~ I:r 
justicia ntilitar (‘11 ttnii dt~trrntittitda circttnstattcin Ptt la qttv la 
ntateriit wtitl~i~ ~~ottstitttíd:t lwr IR t*eJsc*ibtt jurídica qtte hoy tritta- 
mos, Ir, qttv ttw Ilwti ;t wtttdittr I:I wenticín de m~ttwa mfis Jbro- 
fttlt<l:l. 

En m:ttwi;t ~ttw~tJ y. por wttaipttic~ttte. en ntatetkt dinciplin;tt*in. 
PS cloctrittit wwiwtt4~ fipitrrn (‘11 I;IS Jmt’tes generales dt> difcwtttw 
Cíbtligos c*irt*tits t~c~gli4s gwwr;tltw. wmo il~]UPli~S (lttC? tt%ttttlt tle lil 

jnritlicitlnd. tlth la t*aIp:tJ~ilid:til. tle las c*itwtttstittt&ls :\tetltlillttf~S 0 

de la c5tittciíbtt tich la puttil~ilidad. cine pr su carácter de pnwali- 
da11 son :iJtliciìt~lvs :I tndns ias infrwciones penales dcfittidits PI1 las 
Jbartes eÉiJw&lw dv catos Cíbdigos. Estns reglas cottstittiyen los 
JwinciJbio!: fttnt7itmetttnles. 

ES witletttv <lite tT?pl;ls tlp f’Stil tlitttll*ill~Zit SOn ilJ~liC;ll)lt’~ il 

todas 12~: fywf+S ¡JP ittfr;tccionw penales. crlmcww 0 contrawn- 
cionw, y así. ~w:tttdo no son mt~nciottntìas en los textos de 12s lP.Ws 
pen:tles. JH~ ntttiaic’,tt tlt4 lcpisla~lor. deben ser iguaimrtitt~ :tpiira- 
das c*nai~nicw <tae HP:I Ja disJtosiciOtt penal cnt~tettidit t’tt icA‘ (ie 
diferrtitr ltctttlt*~th%it. Si~ttirttdo 1~4 ;ttttorizada opinibtt tlc ZASAl<- 
llE1,1.T. In locw~iím **Cíy ppttnl” tto wtA rwtrinpid~ al CMdigo pvtt.71 
ni inclttso i\ tttbt ley cwJpcia1 qttp tenga por finalidad exc~litwivit > 
prinvipnl J:I rt~Jnr&‘m de crimenes. “lnn In di.~posizionc ni lqqlr nl- 

trCRi chc p-m-rdc IIJI rento 0 oomminn «nfl ppllf7, cd I: pcwin 11yp 
rwnnle. xcbbcnc fncch piwtr ir qmlnin~i co,-po di lqgc. nrcrt~ 
QtldGl~i nltri p*fPipIto wfficio chc non .sia il mrrgirrtcro ptnitim”. 
(z‘~s.\1tr~lrI.l,l. “RtBlnziotte tiel Ministro Gttardnsipili”. Roma. 1889.) 

YO sólo (9 1:t doctrina In qtte sostiene este punto de vista. sino 
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tambiCn y eu cierta manera se encuentra apoyado en la norma ge- 
neral de interprteación establecida en el art. IV de la Ley de In- 
troducción al Código civil que determina que “en los casos no pre- 
viötos por la Ley, el juee decidirá la cuestión basándose en la ana- 
logía. las coötumhres y los principios generales de Derecho’?. Ante 
la amplitud de rsk? precepto y si se excluyen las hipótesis de crea- 
ciún del crimen o de la lwla, esta regla es válida para tdos los 
~:ISOS (w qne ljnede ser acordada una exención excepcional de cnl- 
pabilìdad o en los C<ZBOö de extinción de punibilidad. 

En 8U consecuencia, a la transgresión disciplinari;) rn el 1)~ 
IW~O penal militar. de igual naturaleza jurídica que Ia contra- 
\t~t~cihr del Derecho lwnal comtm, deberán ser aplicadas las w!- 
$71~ yrrLe,*«lc8 del (Iótli$o penal militar en todos 10~ casos que la 
TAru tlkciplinaria militar no dir+onga otra cosa, corno se eHable- 
(.ií) 110r el art. 1.” IJP la Le! de contravenciones {Decreto-ley nfi- 
niwo 3.6% de 3 tk octubre de 1941) respecto de la contravención 
prn:tl rn c! Tkrecho wmúu. Desgraciadamente eu un hecho en nues- 
tro país el que la norma disciplinaria militar fuC fijada sin poner 
en ello el cuidiltlo necesario y sin art.icularla con la norma penal 
militar. quedando fuera de la noción del carhcter penal del Derecho 
tliwc*iplinario. Tk aquí las graves dificultades que asaltan al intér- 
1~1~ in8uficientement.e prevenido y en especial en los casos de 
aplicac~i6n del Código penal militar a los Reglamentos disciplina- 
rinr en vigor. don de estos últimos habiendo siclo publicados antes 
del Chdigo ,v el tercero despu& pero separándow entre cií sobre 
~HIII~OX esenciales e inrluso separfindose del Mdigo en la uomen- 
clatura de las normas b8wican incorporadas a 108 textos dc estos 
rv~lamentos . . 

Kn los Il’¡ artículos del Libro T del C6dipo penal militar. en 
los títulos que hacen referencia a la aplicación de Ii1 I&,v penal 
militar, al crimen v a la responsabilidad penal? a las pwas. a la 
acc*ión penal y a la extinci6n de la punihilidad, se encuentran nor- 
nw de natnraleza constitucional p penal que heredadas de la Cons- 
tituciba y del Derecho penal común, Grven de principios funtlamen- 
fah~N al Derecho penal militar, v por sn carhcter normativo deben 
aplicarse H todrt la legislaciím militar espwial, como lo especifica 
~1 C Udigo penal militar en 8u art. 16 : *‘Las reglas generales de este 
CíMligo se aplican a los hechos incriminados por la Ley militar 
especial salvo dispoRici6n en contrario”. 

(‘reo que w considera sin discusión como incorporada a la 
norma militar, tal como esti formulada, la matwiw de los artícu- 
los 31.5. 216, 317 y 319, disposiciones generales del Digo citado 
definiendo en el primero qné se entiende por “navío” : en el c;e- 
gnudo asimilando a “comandante’? toda autoridad ejerciendo fun- 
(*iím de dirección; en el tercero considerando %uperior” al militar 
flue en virtud de su función ejerce autoridad sobre otro de igual 
empleo, y en el Ntimo conclider~ntlo. ~*funcionarina rlt* la Adminis- 
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trwión militar:‘. a los jueces y representantes del Ministerio pú- 
blico de la Justicia militar, a los efectos de aplicación del Chdi- 
go. Igual ocurre con el art. 4.“. que trata del carácter personal de 
la ky militar. También creo imposible negar que algunos de Ios 
preceptoN admitidos en los tiglamentos militares son idénticos a 
SU8 equivalentes del Código citado, no obst.ante la errónea nomen- 
clatura de varios de ellos. 

EStOJ seguro. sin embargo, que si no He esti muy versado en 
la materia w? invocará la disposición del art. 1 ‘i. donde se dice : “Es- 
te Cíldigo no comprende las transgresiones de los Reglamentos 
disciplinarios”, p ara concluir de ella que puesto que así w estable- 
ce en la parte general de este texto, sus autows han querido in- 
dicar clnramente que las constantes de estas regla.9 genwnles no 
debían extenderse 8 las infracciones disciplinarias. I&ta interpre- 
tación 8e cbxplica cuando ae sigue la corriente jurídica que desco- 
noce la naturaleza penal del Derecho disciplinario militar, el 
cual debe ser objeto de una ley especial por razón de su natura- 
leca estat.ntaria. Tal interpretación debe ser rectificada y ex lo que 
me propongo hacer en las páginas aiguientes. El art. 17 .va citado 
reproduce el texto del apartado b) del art. 4.” del Código penal de 
la Marina, de 1891. que estipula: YNo estin comprendidas en el 
presente COdigo: a), las contravenciones de policla cometidas a 
bordo dr buques de la Marina o embarcaciones sujetas al mismo 
tigimen, en IRR fortalezas, acuartelamientos o establecimientos na- 
valce. b), LaA infracciones a loa Reglamentos dkiplinarios.” 

Reemplazando, en 1891. la legisl&‘m penal militar portugue: 
sa que estaba entonces en vigor y en la que la materia penal no se 
!li.stinauía de la materia disciplinaria, y completando por otra 
parte la reforma de la legislación disciplinaria ya comenzada por 
la adopción dpl Código disciplinario en 1890, el Código penal de 
la Marina ha sido interpretado en este pasaje como una muy cla- 
ra confirmaciím de la autonomia del Derecho disciplinario codi- 
ficado en 1896 y del que la nueva ley conservaba intacto el con- 
tenido, puesto que las infracciones diwciplinarias seguían encon- 
ttindose en el texto que las definla y lae castigaba. En el mismo 
sentido que la t~islpo+it:itill del Código de la Marina de IS!)1 ha de 
comprenderse el art. 1’7 del Odigo penal militar aCtUalmeIIte en 
vigor, prácticamente inoperante en cuanto a la aplicación de loe 
principio8 generales del Derecho penal militar en Ia rama diecí- 
plinaria, materia reglamentada por el art. 16 en la parte PII que la 
Ley no toma ninguna dioposición en cont.rario. como hicimos ob- 

wrvar anteriormente. 
Biendo un complemento de la norma penal militar, IR norma 

tiisciplinaria militar es tributaria de la primera p en $11 conwcuen- 
cja erJt& subordinada a BUS principios fundamentales de una for- 
ma aún m8s completa qut la que enlaza la contravención penal y la 
norma penal cn Derecho comfiu. de suerte que la omieihn en el 
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Ik (‘Sti :Isimil;iciím esagerntl;i del TMecho wmnín Jwr el (‘íj- 
digo Jn~tlnl mil ifar que hn ittcorpor;itlo n stt lbarte gcttetxl Iii c:lsi to- 
tttlidiltl di ISIS t~gl;~s pttitles de l3ptywlto comt’ín n IRS <ltte se h:ltt 
:Iñntlitlo. II0 sit~tttlw en forttlil iltlN~ll~lfla. ;ilgutto.s Jwittí*iJbios wJw- 
(Gfiws tle l>ert~cho militar. 1tilCiíl la comgoaición del Lilwo T en el 
wd tienen estas reglas su lngar apropiado. Jtwo clonde se wt- 
cuentritit mezcladas con fórmulas F cnnce~tns a veces impropios 
wmn pwtlr fwtstat<arse confrontando los textos ~ohre la materin 
deJ (‘6dipo penal y los ReJ.$~ntentns disc*iJtlinarios militares. 

Corno principios generales. en el texto del TAro attter;r mettcio- 
tIiIdO se t~nctwttran : A) Los principios c.onstitttcion;tJcs sobre la 
Iwdidad de ION crimenes p de lan penas y Ia retroactividad de la 
JN~ penal. aparte de ~nx reglas generales para la ~ntetyretación de 
fwte tipo de ley y los Jwwtytox ~01)~ 18s <*ottdiciones que caractwi- 



WI1 la iufrawióu penal militar en lo que se vefjere :i ]a lwrs(>ua, 
la mafwia,, el lugar y ~1 tiempo. b) Las disposiciones ~obrtb el cri. 
men militar corno infrawión penal espfxíficn. cliferentth dtb la jn- 
fracción disciplinaria. nsí como las reglas sobre la reaponsabili- 
(1;1(1 ~wI~;II, (*I LIS pwswipciones para la al)lit*at+jn de ]a pna cri- 
minill : y ti) Lils tliI*wti~as reglamentando la accibn penal y la 
rxtint-iínl tle la lmnil~ilitl:id : todo lo cual twnstitnye t&3~it3nitw1e 
la purte gcncml tl~l c’hdigo F stb :aplic;~ il toda ley pwal militar 
tywic~l dc acuwdo t*on el art. 16. 

Pomo tw salMo, falta en 10~ Rq$auwutos disci~~linarioa mi- 
1ititr.w la purtr, ~/~~wN~/, c’n la Cual cutos principios 0 sus quiw- 
leIlft*s drlwrian wr nwncionatlos twn las restriwioncs ilWptact¿N ; 

~)tque lo que w tksignil tw estos Kt~~l;unt~ntos b:ljo t.1 1 ít ii lo de 
“,Z)isposiciones wpwii~les” 0 “Cìenrralidades” no tiene ni9tl;t que 
vt’r twn I;I inötifut~ií~n jurídica en cuestión. sino qne son simple- 
mente prtwptos de mornl y de ~dncación militar. Con\-it~nt~ seña- 
lar que en cl K~gli~rnt~nto tlisciltliii:trio tltl la .\I;iriilil vitG;is IlOlTllilS 

rqwcíficas de la parte geuwal figur;ln aI fiwl tlrl tthsto hajo el 
t ílulo dt* “~)isposit,ioiirs :g~llel'iLl~~S". lo que demnextrii. drsde el 
punto ttknitw, tl11t’ SC ha descuitl;~tlo tsst;\ materia en la t~l:ctwración 
del Keglamento. 

Si se toma como ol)jeto de rstii coniparaciO1i t.1 Kt~plnmtwlo dis- 
ciplinario del l<j&t-ito imitado c;lsi literalnwnte por tal de la Ae- 
rontíiitica J c’ontenientlo wi lo que se rrfitw iti los principios gene- 
rales del lkw~c~lw lwnal militar, Iwec-eptos que en ~11 esewia son los 
mismos q1~t’ los clr Ia If:1rina ~~IIII~IIP SII vnunc*i;itlo seal? a vwes. di- 
fPl*rntr. St. wra que los lwint!ipios t*n cnestihn se t~s~mllw~ SrgíJIl t?l 

siguiente cw~utw;c : tqwificacioii tlr Iits pt~r.sonas siijthtns :iI IY;- 
@en tliatGplilloriol en el art. 10: tlefinic*ii,ri t* iiic~ririiiIi;lc~ic’tn tltb 
Ias tr:insgresiones tlinciplinariasz tw los iirts. 12 y 13 : cfasificw+Ir 
<le las transgresiones, en el art. 14 ; intlita;it*i<‘,n de las yn:is tliwi- 
pliníirias. su naturaleza. aniltlitud. tlur;icicín, gr;iduacióri y t*nm- 
plimiento, en los arts. 17 ü X; enunieracic’,n de las fausas y tle 
las (liroulisf:ill(‘iils que influyen en cI enjuiciamiento como causfls 
justificativas y como circunstancia iitcniiantes y i~priivantrs, c’n 
eI art. Iti: comlwfencia para la aplicac*ií~n tlth IRX penas discil)linii- 
rias v sus límites, en 10s arts. 37 il 42, y reglas para la nplic:wií~it 
de Ias penas diwiplinarias. tan los arts. ~3 :I .‘>(i. 

Comparadax wn el texto que las extableci6 en el Chdigo penal 
militar las rt~glas gener:tlcs de Derecho penal militar que aparectw 
en los Kegl;rmentos 1nilitarw prwtwtan cliwrgeirci~q cuyo t5ameit 
interesa en t*sta lxmwcia, sea porque guardan silencio sobre ciw- 
fo8 pnnt.os t>n rf~IiWión con las institucionw fnndnmcnt;lles en ma- 
teria pewl. tlefinidas por 611 Chligo militar. sea porque se refieren 
a estas instituciones empleando fbrmulan cuyo contenido tlifiwe 
del twablwitlo por el (Xtligo. Me limitar4 en ente trabajo. a von- 
öitler;lr 1;ls reglas que llilll Alo omitidas por nuwtro (‘íHlig0 juz- 
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zando inútil el diwwtir aquí las medidas adoptad- por loe Re- 
glamentos antes citadou, puesto que legal y técnicament,e estaR 
medidas equivaldrán a las restricciones que la política criminal 
militar consider6 necesario immner A las reglas generak del De- 
recho penal. 

Si en el monwnto de elaborar la Ley disciplinaria militar w 
hubiera srguido el m6todo aconsejado por la doctrina -wpecifi- 
cando en la T,cy penal militar las restricciones bajo lax cuale 6111s 
Jwincipioa genwalw serían adoptados por la Ley dirìciplinaria. o 
bien indicando en la Ley diwiplinaria miJit.ar 1oR principios gene- 
rales de la Ley penal militar que a ella 8e extendían-, no hubiera 
habido ninguna ncreeidntl de realizar un penoRo trabajo Cte inter- 
prekwión con la finalidad de explicar y comentar los Reglamen- 
tos disciplinarion militares, Hi 8e confrontan estos principios con 
las disJKkcione.g del Código penal militar en 811s arts. 16 yv 1’7 y 
con las lagunas del RegJamcnto ya citado. de percibirá la deRorienL 
tación de las codificncionefi tal p como rengo afirmAndolo desde 
hace años. 

Cuando HP ha viHto la diferencia de destino de la Ley pnal 
militar y la rJey disciplinaria militar. no Re puede negar que alga- 
nas de lan diwJ)osiciones generales de la TB? penal Ron inaplicablerr 
a la Le? disciplinaria. como ~iucedc en.el Derecho comhn entre el 
Oídigo penal y la T,ey de Contravenciones penales, comparwiím que 
no cabe evitar cuando se trata del Derecho penal militar. EF~ eviden- 
te que si se exceptúan las hipótesis gobre la situación del demente 
frente al castigo disciplinario, 8obre 1aR JwnaR criminales sin 

wluivalencia en la T,ey diwiplinaria y sobre Ia8 medidaN de uegu- 
ridad, ue viene obligado a reronorer que incluídos o no en locì 
textos qué en el Brasil regulan la materia diwiplinaria, 10~1 prin- 
ripios genwales del Código Jwnal militar deben forzosamente in: 
fluir sobre In aplicación de JAR normas de locl ReglamentoR disci- 
plillnrios cn los que la materia relativa a eatos principios ha sido 
volcatln Rin ningfin criterio jurldico. 

TWa In forma en que fueron elaboradoR. falta a lon H-la- 
mentos diwipJinarinR la wrtc pncral qnc en 10s COdigos Jwnalex 
y en las Leyes de contravenciones Jwnfllen consolida los Jwincipios 
jurídicos que. en Jan iio~ rama% dehcn orientar la aplicaci6n de 
la l>nYtr cxpecinl donde f4e definen lay infrarrionen penales F laN 
contravenciones. Jwrque habiendo adoJ>tado el sistema de codkcal 
el Derecho diwiplinario como materia de IIerecho dr policín. no 
hubo preowpaci6n por 10~ perjuicioN que engendraría la falta de 
encaje entw la Ley penal militar y IR Lev disciplinaria militar. 

Rin embargo. vr\rios de estos principioa $rídicos figuran dewde 
h:we aflos en la IegiRlaci6n brasilefía rwbre disciplina militar, Jwo 
no son desipnadorì. con una nomenclatura apropiada y no ocupan 
un lugar determinado. A mi juicio. todo8 1w.1 principios generalerr’ 
qle Tkwcho penal militar son aplicablen al Derecho diwiplinario 



mililnr, -8 excepción de aqUellos que seau enumerados por Ia tiy 
como incompatibles con el rkgimen tlisCiplinario, y dadO el ,*lencio 
de la TN?. y de Is jurisprudencia SOhí! esta cuestión he limitado es- 
tos principios a los CBNOH alTiba mencionados. Estoy segUro qUe 

el wamt?JJ de la parte general del Código penal militar llevara esta 
misma conviccikn al ánimo de todos aquellos que tengan Una aCer- 
tada idrn del concepto filociófiC0 r jurídico de 1:~ materia compren- 
dida PII las reglaa generaka del I)erfhcho penal militar y del & 
jeto tIe1 Derecho diwiplinario militar! que es su complemento. 

;,&i~tiría alguien qlle COI1 toda sinceridad y en conciencia se 
atrerieffe a afirmar. deNpuéñ de haber leído el Código y meditado 

.HO~J-IZ su contenido. que si Se exceptúan 108 principiorìr gener&fi de 
los Reglamentos disciplinarios miIitares, los otros principios, por 
hallarse catalogados en Ia Parte general del Código, no len son 
aplicables? Así, los COnCe@? de responsabilidad, de dolo, de cuI- 
1~. (le caso fortuito, de perjuicio, de peligro 9 de error; Ia infrac- 
ción consumada y la tentativa: la coautoría y la complicidad: el 
concurso de infracciones. la reincidencia : las circunstancias mo- 
tlificativas de la pena )’ las jUStifiCativas de la infraccion; Ias 
causas de extinción de la acción penal . i,es que no tendrían ningún 
valor en T)erecho disciplinario militar? 

E:s evidente que el legislador, en razón de la finalidad de Ia 
T,+y disciplinaria militar debe excluir tic ella ciertos principios 
generales. como lo hacen akunaN hbh.CiOJlCN qlle en Ia raJEJ 

.cIisciI)linaria no admiten. por ejemplo. la prescripción. Sin embar- 
go. en el Erad, dados 10s términos del art. 16 del CMigo penal mi- 
litar y el silencio de los Reglamentos disciplinarios militares. cuya 
legalidad ae admite a efectos de argumentaciím, no se podría acep- 
tar ni Ia prescripción ni otras restricciones que se encuentran en 

4 Derecho comparado. 
Cuando redacte el sumario del presente estudio, no tuve por 

finalidad hacer una especie de parte general del Derecho diacipIi- 
nario militar donde se encontrasen reunidos los principios gene- 
rales de Tlerecho penal militar que fuCHe aplicables, sino que pre. 
tcndla exponer el sistema de Derecho penal militar brasileño, que 
de acuerdo con el texto del art. 16 considero como obligatoria- 
me1lt.c aplicable al Derecho discipIinario. con contadas excepcio- 
nes. para demostrar IaR reIaciOnes entre IaR dos rama8 jurídicas. 

Como ejemplo de CJWOS en 108 que 108 Principios generales del 
,Codigo penal militar deben ser aplicados Rin restricción aunque 
no figuren en la legislación sobre Ia disciplina militar. menciona- 
16 los previstos en los arta. 4. 12. 29-111. 31. 35 p 103, por no citar 
más que aquelloR que ofrecen mvor lnt.erés teórico y prfìctico. El 
primero define el ca&%?r @?rnonal de Ia T,ty penal militar que 
RigUe al militar como au sombra en cualquier parte que esté, tan- 
to en su país como en el extranjero, declarando: ‘<La Ley penal 
militnr SC aplica a todo crimen realizado en territorio nacional 



0 t>n el exrranjero. incluso si en eute último caso el cril~kl~le ha sido 
Fa juzgatlo por la justicia extranjera”. 

EI segundo tiene por finalidad lgitimttr. cn inttwtk tlt2 1;1 tliwi- 
plina y de Ia justicia, la figura del »rilitlfr- fk keclw. lwr intwrpo- 
racit’1n irregular, tlr forma tlue haga posible la condtw wimiual 
clel agente declarantlo: “La irrr~uluritlul {Iel acto tlt1 l;t inctw- 
poracihn no excluy la aplicaciím de la Tq penal n1ilitw ni csl;~ 
irregula&lad ha nielo alegada o wnot+la cleq~~fs rlt- twnwtitlo t4 
0imen”. 

l-ll ttwero-taI itrt . 2-!)- clt~cl;lr;l t’u t*I IKlSiljt’ u1tw~itm;~tlo. IIllt’ 

no esixtc crimen -*cuantI el apentc rcalizu tAI hwho tII1 c~ii11il~li1nitrn- 
to escrito &* NU deber legal o en el ejercicio regul;~~~ de un dt~w 
cho”. t~tiuw tlt2 exclusión de In cri1tii11:1litlad que 110 sc twwent.rit 
t~o111l~rt~r1ditli1 cntw I:1s 1~111H88 jnstifíci1tiwx ;1tlopf;ttiits 1~“’ Ion litk- 
glamentos tli.wiplinarios. 

El art. 34 conciitler;1 sin valor twmo elem~ritos t~c~nstitutivos 
tìcl crimtw militt1r Iirs iuliicitmes je&quicas cuiintlo sth clan liis 
signitBnttJs t~ii~t~ii1l~tunt~i;is : “Li1 twntlición cle saperior o tlr inferior. 
cmludo no C>I’LI conocida por eI agt’nte” : ** Ln t:tmtlicitin tle sulw 
rior o de inferior, tle Oficial tic faccit511. tl~ wrvit4o. 11th wntiwl:1 
o plantón. ~ut~ntlo la ;wciAn h;\ xitlo ret~liada parto tlt~l’rntlc~rw 
contra nna tvgrexií~n”. 

1;l iu?. 35 lwt5P tlw sc& tlrcl;ir~tlo ir1w~w11sal~lr aqwl cluc 
“a ciiuw tle t~nf~rmrtlatl ment:il 0 tk clwirrt~llo men ti11 intwml~lt~to 
0 wtiwatlo. NC’ ent~ontr;iha en cl momrnto tle Ii1 :~wií)il 0 th 1:i 
omisi611 t~t~ml~It~t;ìmente illt*il]GlX 1Kll’il cornlwt+nrkr el t*ilriít~lrr’ cari- 

niinai del hrclio 0 ;wtiiitr tic aciienlo coii rst:i twmprensit511” : t’1i 
const~cuent+i. el Cí~tligo onlenn t>n el :trt. !K el intern:in1irnto del 
twfcri110 ei1 an manicomio jntlicial. 

En fin. el all. 104 twumera lnx cansus de estiiwiím dr la pni- 
I~ilitl;1tl: la llllw~tr tlel n~enle. la amnistía. li1 prao-in 0 el indultt~. 
la retroactividatl de la TAey lw11:11 que ya no co1lsider:t tAI llecho 
como criminal : la rrli;~l~ilit;1~ihii, la prtwrilwií>n y Ia wparacibn 
tlel tlafio tw el tlelito de lwt~111:1tl0 t~ulpat~lr, t~i~sos totlos tlt* los que 
no sc ornpnn los Rcglamrntow tliscil,liuarion. 

MI0 1:) wlit1hil it ación ha sitio lwevista por los I~eylitiiieiitt~s tlis- 
taiplinarios tlel Kjército y de la Aemnkutica en los arts. 63 y 84. 
respectivamente. aunqiic tnmpoco figura tw rl de la Mwii~ii. Nn re- 
íwmcn. no Re encuentran en estos Ikyl!lnmtWtw tlinposicianw4 nná- 
lopnn tcorrenl~onclie11tex 0 tlue l~rotluzcnn cll ni it4nio rftwto ~iirítlicn 
qllr las anteriormente trnnxcritas. 

8in embargo. y dnda la inferpretncibn del art. IC; tlt4 Código 
penal militar, tale8 lagunarr no conf4tituyen razón válida para 
que Ni ltw qmeRtsa prevktocl ae prewntan, el manda » quien ejer- 
za la jnrixtliccií>n tliwci~plinaria militar 110 filbliqne 1~ repIa g!elltTal 

de la Ley penal militar. Este PR el ot1jetivo lwwtynitlo rn las t*on-- 
aideracionef4 Ggnient~f3: 
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El fw#ví~írtw ;ucrn»nu7 (le la Iny pw1;~1 y militar y de ];a r.+:\. di*. 
ciplinaria militar inherentt* al p~l~‘l polífiw. juríditw y fllnrir>nal 
11th l¿l fllPl%l arnia&t cny intt&rr g!eneral constitnye ];I fin;tlidad 
cle ;1lIl]~ilS 1PJXW. tlPlW fF1’ rt~twnoritlo pr IHS dOn. i3llllt]tW t-n llll; st)]a 

tlt’ ell2lx extP carlctrr He t!llt*llt~lltrt~ afirmado por 1111i1 c]ixlbw&*i(bn 
esprwii. HWlllt~~~íil llll HI>NlldO mostrwwo el itdnlitir (llle 21 011 he- 

c*llO ocurrido a bordo de 1111 lnlqnt~ 0 de nn :ti\.iOn militnr vn misiípn 
(‘11 (4 extraiijrro w RpliCRW In Ley penal y 110 1;) Ley dixciplinnria 
4lne. aunqw tlifewnte por sn radio de acCm. trata if.ynwlmtwte de 
llli~l~tt~llt~l~ thl orden F la diwiplina alti donde el militar 1mcda t’n- 
c0ntrar.w. Poco imlwrtrt el silencio de 1:t legi&wihn diwiplin:tria : 
Ia indiaolnl~ilid;~tl dtb las relaciont~s entre la T,ry pw~nl y la T,ey 
tliwiplinaria ohliga a ol~tenw esta concluniím. 

T,a rewliclaciím de la incorporaci6n irwgnlar tlr la qw w apro- 
vrcharín ~1 autor tIe1 fraude ewaparwílo n 1;) pwsecuci6n jndi(*ial PII 

1;) hipótesis de crimen militar por la ;~lepac*iitn ol)ortnn;l tlt2 l;t INI- 
lidad fl~ ~11 ~nroliimirnto w4 el nalwlitilblt~ wiwctivo al art. 12 al 
(111~ c>n ot r;i parte hicimos rrferenciil m;is drtall;liiil. SPYíil iiwoiiw- 
l)il)le tbl admitir tw la interlwtacihii de 13 Tq qw tan ~wlltlelltt~ 

medidn clch polít icn vriminnl Rea adoptada c*onndo st’ tr;lt;l tlv nn 
vrimt*n Illi]ifitl* y exclnlda si F(c trata de 1lIM trflns:rrwic’,rI tliwi~~li- 
naria. T,os otros princ*i])ion penernles qne SC enruentran PII tal :lr- 
tic1110 31 del Chdigo pen:~l militar no se limitan ni lmtdtw lirni- 
tnrst~ ;I ];I esfer;i (le la Ley 1wnal : por su contenido y sii alcance 
clelwn t~xtc~nd~rn(~ al ámbito disciplinario donde 1:1 jcrnrqiifn inili- 
t;lr confi(Lr(h tìert&on (1 imponc debrclcr específicos ptWt]llt’ tR1 es 
iniplíc*itampnte el .wntido de Hn texto. 8i en +rta m:ìiw:i ll110 dt! 

los par&rafos tlel art. 34 ha Rido adoptado por 1~ leginlncií)ll RO- 
Iwe 1;1 disciplin;l militar por el hecho (1~ PXCURRP al agente (IllC 
pru~h:~ la i~noranc~ia de la ley o de la orden recibida. IR Ley pnal 
militar. en lan dos hip&win ,preriRtaa por el artfcnlo (litado. COII- 
sitiera como inexif4tente el la7~, jerfirqiiico que con8titii.w el clemen- 
to enencial para ciertw crfmenes militaren: no solamente cuando 
13 c3lidad de snperior 0 inferior PR ignorarla por el actor. hl0 
tnmhiCn ciiniidn la acci6n w realiza en lt3gItima dcfent3a. 183 calidad 
tle wpwiíw extcndi~ndoae tamhibn R las fnncionen de manilo 0 
vi,cil:sncia fywcifiradafc 

Tbwtn rl sentido comhn para darw cuenta que esto8 prewpton 
no se limitan a 113 jnriRdiwi6n penal militar, pue&0 que tienen Rn 
entera aplicacifin en ln jnrkdicci6n dírìciplinaria. 

YOC; qnednn tod.7v1a: lnf3 diupouicioneR f4ohrP Ia eWR(I jtlRti,fh7- 
tiw del nfim. TT del art. 29: lns ennmewdas en el art. 103 whre 
CO.~SUR di rxtinci4h dc 141 ~~flibilirkld. que por su imwrtancia ex- 
crpcional mwtvcn mCln ampliaf4 ohfwrvaciones. al ipnal clne IaR cmil- 
XBIZ qne exclnpen la impntahilidad. Entre las vanRas de jnrìtitics- 
ci6n especificadas Pn 10s :IrtR. 16. ll y 1.3 de ION ReglamentoR aiR- 
ciplinnrion deí l?j&v.Gto. de la Marina p de la AeronRntica. reaw- 



tivamente, el legieiador no ha incluído: el est,ricto cumplimknto 
del deber legal o el ejercicio legítimo de un derecho, causas que 
perfectamente fundamentadas desde el punto de vista político, jurí- 
,dico y moral han sido previstas por el Código penal militar. Esta 
laguna se presta evidentemente N la crítica, puesto que no ha‘ 
explicación para que la Ley exima de reslwnnahilidad al autor de 
un crimen militay y no le exima en una transgresión dixciplina- 
,ria cuando en ambos casos de gravedad diferente la awiím o la 
omisión punibles se encuentran justificadas por la misma CRIWI. Es 
cierto que en do8 de estos Reglamentos -el del Ejército y el de la 
AeronAutica en 8w arta. 16 parfigrafos 4 y 14 respectivamente- 
se establece lo siguiente: “No habrá lugar a castigo cuando una 
causa justificativa sea estimada al enjuiciar la trakgrenic’,u”. 

Pero efita regla, que debe ser aplicada por las autoridades mi- 
litares que, por lo general no po.wen una cultura jurídica profun- 
da, ser& comprendida como abarcando únicamente las causas jus- 
tificativas previstas por los Reglamentos disciplinarios, y en el 
caso de la Marina ni siquiera se .pootìrá hacer tal alegación, pues- 
.to que en Cl no figura el precepto obligatorio del reconocimiento 
de la circunstancia justificativa. Sin embargo, en muy numwosas 
ocasiones. tanto tw la jurisdicción disciplinaria como en la juris- 
dicción penal militar, el militar encontrar8 en la uplicación de 
este precepto una garantía para cl perfecto cumplimiento de sus 
deber68 de juez, de testigo o de pwito, por la veracidad d(* la 
prueba apreciada en sus sentencias, expuesta en sus declaraciones 
y discutida en SUR informes, documentos en los cuales los militare8 
,tendrbn muchas vetea que hacer declaraciones o examinar actos 
referentes a crlmenes o transgresiones diwiplinariax imput.nbleR 
8 sus Ruperioree, iguales o subordinados. 

En laa situaciones tipicamente militares creadas por Ias rela- 
CiOnt% juridicae particnlaree de la vida militar la j~st~fkartióll dat 
estricto cwnplimieato del deber lcgrtl anula la influencia del poder 
personal del superior cuando los órganos del mando y de la justicia 
funcionan normalmente. Pero es, sin embargo, en las atribuciones 
conferidas por la Ley a militare8 en el cumplimiento de funciones: 
de policia judicial militar donde se encuentra rnk claro r rnk? 
gravemente el arbitrario o el peligro de arbitrario por el hecho del 
mando, en lo que se refiere al testimonio del subordinado sobre la 
condncta del superior. Con el fin de examinar este aspec+<> del pro- 
blema he dedicado algunas consideraciones 8 la inmunidad ju&i- 
oial que refine las garantías concedidas a los que ayudan a la juw- 
ticia en las circunstancias mencionadas. 

Entre los juristas que han tratado eata cuestión de forma IU& 
clara ?- extensa, hay que nombrar 8 JIUAN SAIJ~L en su reciente 
estudio Lee inmunitéu judiciaires, publicado en 1950 en la “Revue 
de Science Criminelle et de Droit PC& compa@, más tarde pu- 
blicado en libro. JEAX SAUV~L clasifica en doa grupos dichas in- 
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munidades: una, constituida por el art. 14 de la Ley francesa sobre 
ia libertad de preusa, que PR la inwwkdad de defensa; p el otro, 
que se encuentra fuera de los textos legalex, y consiste en la apli- 
cación de un principio general de Derecho. que puede ser califica- 
do co1110 inmrmidclad dc 108 lnUgi8t?YTdO8 ,I/ 811.8 clu.~~l&we~. Dándnles 
fundamento y aplicación, el autor declara: “Tienen por finalidad 
asegurar la libertad de expresión ante los tribunales de aquc~IlaI; 
personas que, por cualquier título. ejercen una función judickrl y 
únicamente en ~1 cuadro de tlkha función”. Como toda inmuni- 
dad, impidw generalmente ~1 ejercicio de 1;~ rwcií>u ptiblka y de 
Ii\ awi<‘,n civil contra XIIN bewfkiariox. Si a veces kas inmunidades 
presentan eI inconveniente de (Jisminuir el respto debido a la vid& 
privada dtn Ion individuos, por PI contrario tienen la ventaja iu- 
Ggne de Jwrmitir que la verdad SC> manifiwte ante la junticia 
cualquiew (JUP st?n l;I forma bajo la añal aparezca. Recuerda 
igualmente el autor que como lo prueba la historia. no ha exixtillo 
“justkin irnpaWiil1 y objetiva” PII law (.pwas y países donde fal- 
taron taletc garantias. y resume el concepto de las (lo.9 formas de 
inmunidad arriba citadas tliciendo : “La inmunidad de la defensa 
es una derogación al Derwho comtin. Su campo de nplicacibn HCL 
determina realmente. 8e limita il Jos hwho~ objeto de la d~fenwn. tw 
decir ;I los hechow relativos a Ja cauxa ohjcto del proceso”. 

“La &r)l1~,widcId. de 10x mrryi8tmdox ,I{ O?P r)t18 auxi&ve8 el In 
nplica&n. drl prinripio pwcrn,l dv lkraoho rptr tvi.qe In iwe8]ron- 
aa.õilidad dc In8 pcrwnns que realiza*2 un. dcher mcomoldcr*lo por 
iu T,c!l. por /cJX Wto.9 de X11 flh?wih. Ex rrnn inm.unid& dc fnncidn. 

(Oh cit. PQN. 537 0 siguientes.1 
rh33J~~!~ tlr haber waniinatlo 1a inmmihd dc defennn bajo di- 

ferentes aspwtw. crìtutlia rl autor la inmunidad judicia2 cuya fun- 
damentacibn no se encuentra en la Ce,v por ser inherente a la 
funci0n mism:l. \’ explica. * “ER inherente H la funcibn del magistra- 
do y de todas 1;~ Jwsonax a quiénes iwumhe el ayudar al tlencw- 
hrimiento de Iii verdad. EHtas JwrsonaR son principalmente los teu- 
tigos y los peritos”. “8~ Hituacihn. dice R.~wm,. 651 an8loga a la 
de todos los fnncionarios que en PI cumpJimient,o de nn carpo eu - 
t6n. a veces, o~~lipatlos a revelar y ,a revelar a twceroR, por ejem- 
plo. a sus superiores jerárqnicoR. herhoR que puestos en conoci- 
miento dc, Mo8 resultan difamatoriow. (Oh. cit. pág. 574.) 

Para S~rxm. los beneficiarios de esta inmunidad son, de ma- 
nera general. todas Iaa personas investidas de una función judicial : 
In inmwnidnd jltr1icti.l: es el corolario del ejercicio de un derecho. 
Lon nc*tos cometidos en el ejercicio de nn derecho no pueden ser 
calificados de wiminalw ni imJ,licar resJwmRahiJ¡dad JwnaJ o civil 
para nus ~utorw. puesto que adqnieren el carktir de hecho junti- 
fkatiro que ~.wVmr. enlaza con IOR artículo8 3-7 y siguientes del 
CMigo penal re1ativo.s al rauo de injurian y ofenw en justicia en 
el miamo wntido ZidOJ>th JMBP el art. 191. nfim 1 del Chdign pnal 





1)~ I«* ~4714.~4~~ de extinckh tle la punihilidad enumwatian en el 
articulo 103 tlel Código penal militar. 8610 la whcrhilitnciiin e8 

mencionada PII los Replamentow disciplinarios del Ejéwito r de la 
Aeron8utica eu los arts. 6.3 y 84. respectivamente. con la miama 
finalidad de política criminal tie extinguir la inii?IdieciÓn COnBe- 

cutiva a la pena de expulsi6n por incapacidad moral, tlue prohibe 
el acceso a 1~3 1't'St'l'Vil. ilSî corno la iLdmiuifdh1 para cualquier car- 
go. función o empko en los dos ~~ininkrios. el de la GUelTL y el 

de la Aeronántic;l. Por el contrario. el Reglamento tliscilrlinario 
cle la Marina. tle 195.7. guarda silwwio sobre la materia. pues en 
el parágrafo ímico del art. 20 remite 8 leys y reglamentos especia- 
lea la situación del militar expulsado de su corporación en rela- 
ción con Ru posible admisión en la reserva 0 en el servicio público 
civil. Resulta que estas le,ves y regl;Imenttbs expwialt~s todavía UO 

s<! han ocupado tle la cuesti6n. de manera qut* ijar;] regul:ir HU VidU 

en el mundo civil los militures wstigados coll t~xpulxií)li 0 t~SClll8ithl 

de la Marina han de reculTir a la jllRfiCiR militar :L fin dt> ohtener 
el beneficio concedido por el Código penal militar contra la pr- 
petuida(l de las l*naa accesorias qiic les impiden wlwr iI tomwr 
sii actividad normal en lil nocietlatl. 

T)e ente modo, I;IS lagunas de In legislaci6n militar en este t*aso 
particular fWilII lil anomalía siflliente: si se trata de una CrW?dP- 
PM <;uim.inal e11 Ia que exicìta una pena accesoria prohibiendo el 
ejercicio de un;1 lbrofesiím o de ullil fulwibn lkbli~it, est;î admitida 
la rebabilitaci6n por vía judicial. ya que la Ley subsidiaria es 1;~ 
legislación cornbn ; pero si se trata de excluai6n 0 expnlsiím t*onio 
penas diacipliaarias. la soluci6n del problema es diferente PII la 
lefiislacióa especial, puesto qne mientras en cl EjCwito y la Aero- 
nántica los K~gliIIIl~lltOS dinciplin;irion en los artn. 34. 3C, .V 3P. 39. 
M, ,e;C, y ,Y(i. rtyw-fivamwte. cxtnl~lwen ~~orn~ax par” 1~ rehabilita- 
vi(>n en cuanto aI ingreso VII la iwervti del militar expulRad0 de 
una n otr:) cle t’Sti]S corl~waviones. la hl;Willa remita1 la cuestión a 
1~1s ley+s wgubtdoras de la tnyanizaci6n de los servicios ptil)licoR 
en hH que todavía no f3e encuentra solución. 

Ln muerte clel agente; In revoca4Sn de In norma.. que ya. no con- 

~idtv-a~ el hwh,o ptnihle; la reparnaidn del dañ.0 en el mm0 en 4,314~ lo 

rídimn 0 el Estada non in&m.nba4h y el perjuicio ef4 cawado por 
1144. acto i~llwluntario r?om« e8td. prc&to an. ~1 nrhrro Re.rto dpl 

ortírrrlo IO.? yn citado. son las C;~IIS~H de estinc*iJm de la pinnihili- 
dad en materia penal militar. ExclnídaR de low ReglamentoR diR- 
(‘iplinarios, hi~1~ de estar prwentes, sin embargo. ell el [WnsamientO 
del mando 0 del jnez .pnra que pne& dejar sin castigo la tr;lns- 
presión cometiclil : por la muerte del agente la pIa pierdo SII oh- 
jeto: por la rwtwaci6n de la disposjci6n que calificah;~ el hecho 
de tr:msgreGón. la razón de castigar desaparece: si la falta 6’s 
ligera J- el .perjuicio ea reparado. no ha lugar ;I castigar en el Im- 
bito diaciplindo. Sin embargo. por lo que rtvqnvta a las olr;ls cal]- 
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gag de extinción hay que prever una cierta resintcwh por parte 
de aquellos que no estén muy duchos en la materia. porque las ra- 
eones sobre las que se fundan son jurídica9 y esenciaIment,e téc- 
nicas ;v, por consecuencia, inaccesibles para aquellw qw no las w+ 
tedien con el cuidado y la preparaciím necesarias, contrariamente 
a lo que eucede para las caus;~s antcbs menc!ionadus. qw son tk na- 
turaleza objetiva. 

La amnistia. la yrwic~ .v el pctYl&i 0 itrffr4lt0, nxí como la pwx- 
&pciVn son causas de estinción de la punihilidad que en opiniíjn 
de algunos autores y siguiendo el ejemplo tle algllu:~s kgislacionerr 
militares, son incompatibles con el objeto del Derecho disciplin:1- 
rio. Como a mi parecer precisamente las instituciones menciona- 
das deben ser aplicadas en el Tkrecho disciplinario militar iI tí- 
tulo de principios generales de Derecho pnal militar. he juzgado 
necesario hacer algunas breves consideraciones a este respecto. 

Basándose en la propia Constitución que en el art. 5.” nfim. SI\ 
atribuye al Con,qreso Xacional el poder de ‘*conceder IA :tmnistía” 
y en el art. 87 conrede al Presidente de la República el derecho 
de “conceder el perdón !’ conmutar las penas”. trus audhcd tle 
los órganos instituídos por la Ley. estas medidas de clemencia han 
sido admitidas en la legislacic’,n penal comhn y militar, y con la 
misma finalidad deben WI* aplicadas ~11 el Tkwcbo diwiplinnrk~ 
militar a pesar del silerwio de los Reglamentos disciplinarios. Las 
fuentes de las tres formas tk t~xtinyiím de 1;1 punibilidud wn la 
atribuci6n de la amnistía J de la gracia y la conmutación tk la 
pen;l, han sido consideradas como una prutlwite colaboracihn polí- 
tica del poder legislatiw v del Presidente de la República con la 
actividad específica del poder judicial que termina por nna .wnten- 
cia condenatoria: constat.Andow que el Congrwo Saciorial ~07s 

de entera libertad en la aplicación de su cltwrho de amnistiar. 
dándole así el sentido y la amplitud que las ciwunstancias le ina- 
piren para el bien dcb la paz ptíblica y del orden social. conforme 
a lo que demuestra en todos IC)R terrenos la wolnción del ronwpto 
de la amnistía r del poder político del Parlamcwto. mientras que 
para las otras formas dr clrmtwch Ia Constitwií~n wtaMere res- 
tricciones, puesto que dependen de la opinión de Organos est:\hle- 
cidos para examinar wtn muy delic:u~a atribucifin 114 l’renidrnte 
de la República. 

En tanto que excepcionalmente v para conmemorar fechas na- 
cionales o acontecimientos históricos cl Mtrndo, en el limhito dis- 
ciplinario, perdona las penrr.9 dinciplinariux c~legitlas (*orno t>s rica ri- 
gor entre lay menos graves, el Presidente de la Hrpúbiica p~~tlo- 

na r COnmutil frwnrntemente penns cri»tin&eo elevadas. impuwt au 
por los más graves delitos. 

En su monografía L’amniatie. Son influente 8ur le 4&roit tiix- 
ciplinaire, Gmnc~s LSVASSEUR observa que la introduccihn 11e In 
amnistía en el campo disciplinario es una idea relatiramentc* uue- 
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va. pues loe problemas que este hecho suscitaha pasaron largo 
tiempo desapercibidos, pwo a pesar de la Iwtricciím qw hnw 
respecto a la propiedad dc adoptar tal medida en el Derec*ho dis- 
ciplinario, declara en la conclusión de sn wfu(lio cine In :Ininistí:r 
de las sanciones tliscil~linarias tal y (*orno funciona WI el Ikrrchcr 
frands, se parece R una rehabilitación legal aplicada :I IIII~I cietw- 
minada categoría de individuon. En Mas condiciows (11 ;cIItoI- 
aconscj;I witnr la controwrsia qne tales medidas arrastran, pues- 
en Derecho dkipliuario el perdón corresponde Iíni~*;Imrnte ;I ;IqIICl 
que tiene el derecho de castigar disciplinariamente. 

El grupo m8s numeroso p escogido de antores franceses que 
han tratadn este tema justifican la amplitnd tkl concepto de am- 
nistía adoptado por las lt~,ws modwnas PII la lilwrtad inxtitu~ional 
que caracteriza el poder político del Parl;Ini~nto permiti6ndok la 
adaptaci6n de t?Ntii nntigna institnc*ií)n n las ~iwtv;~s cwndkionw 
de vida del mundo contempor~wo. y PII IiiS obras sobre clc~~whw 

constitwion;Il. :itlministrativo y criminal se encuentra mcncitlII de 
leyes de amnistí;I tle todas c~lasw. incluso para casos dtk tlisripliII:I 
de cuerpos privados. A título de ejemplo. ~1 nI;ís :Intirno r intcw- 
sante de este género de amnistía aplicada iI una tr;InsgIwiíw tlis- 
ciplinaria recordaremos la amnist.ía decretada en Brasil, en l!E!. 

con la finalidad de eximir de proceso criminal a los alumnos dt~ 
la Escuela militar que habían participado en el movimiento (kl 
.> de julio de dicho año. Esta norma Icgislativa VS saficientemen- 
te instructiva. puesto que la expresión técnica -arnnintí21- IIO fi- 

guraba en el texto y, sin emhargo, esta omisihn no impedía el que. 
como sostuve en aquella époc;I. la Lcp fuese interpretada T aplí- 
rada como tendente a eximir a estos alumnos de toda sanción 1w- 
nal o disciplinaria. Esta es la tesis que en calidad dc abogado tk 
varios beneficiarios de In amnistla decretada por la Ley nlínwo 
4.632 de 1922, defendí cn aquellos momentos en la oposiciím clnt* 
hice a la sentencia del Juez Federal. 

El caso se presentaba en el texto de la siguiente f0IYllii: ‘.l*:l 
Poder ejecutivo podrá hacer matricular en la Ewuela Milit;Ir tle 
Realengo los alumnos que hubieran sido desligados o excluídos de 
dicha Escuela en 1922 por m,otivoa rlinciplinn~ion. Todas las con- 
(‘esiones hechas a los actuales alumnos 1wdrAn wrlw ;Il)licsdiIs y 
del mismo modo flwrlnrán «~ztlnrlo.a fmrn tollo8 ION. cfcctos 1:~ re- 
soluciones de tl~xli~~rrn~ifwto 0 axcl~cni&r ‘*. En Wte itYiiC*lllO clsisten. 
con toda evidencia. dos proposicionw qw WI> cbomplctan : 1111~1. aw 

torizando al Poder ejecntiro i\ matricnlar ae nuevo los ;IIItiguos 
alumnos desligados en 1 !K?. ?’ otI*;I. ;IIIIIlaIIdo :I todos 10s t>fectW 
las resoluciones .por las que habían sido tlesIigados o exclnídos. Es. 
por tanto, innegable que en ent;I segunda proposici6n sv decwtí> 1x 
amnistía tle los alumnos de la F:s~ueln Militar y fo11 esta finali- 
dad fueron combinadas en el Congreso Sacional In aprohacii>n d(? 
esta medida con 1a de otras tlisposic4ones de origen gubwnanierr- 



tal. E:] l)Oder cle twUtW.ltAl IU ;lmIliStiit fi~lI!illltlO I’lltW IilN ;ilri- 
hiiciones específicus del Poder ejecutivo, t ~11 como fueron fijud;Lv 
1’0~ el art. 34 tlr la (lonwtitucií)n.’ ha de convluir~~ que III proponi~ 
cióii transcrita no fui! sometida al Congreno ni fub ohjet de cono- 
hinacionen parlamentarias ru,ís que con la finalidacl tlr uninintiur 
iL los alumnos de la lkuel:~ Xilitar que habían sido escluí<lo-c dt* 
tall;1 t’n razón cle los ;Icontcvimientos niilit;iivs tlinc*il)liniirios tlv 
jnlio de l!GJ. 

so J,uetlt~ (~ontwlt~rst~ vidtw ;Ilguuo a Ia objreión tlr que el 
tíwnillcb “;lnl~listíi~” Il0 fu6 t’nll~lea(lO PII lil IkJ y qlIt’. 110” tanto, 

JIO puc~dv presumirse que el penxamiento del legislridor fuexe el 
avortlar est;c medida tle clemt9cia; [>llt?N, (‘11 t’fecto. 110 NdO la 

cortii. auuclue viva. dixcosión de 1;) enmienda que dih lugar WI na. 
cimknto del arfículo cifado tlemod i-0 (-laritnieiite que el espíritu dt. 
tv4til IIlt4itlil legiSliltiV;1 el’i1 alcanzar la finillidaci ;tltiimentc> polí- 

tica tlr ¿lIuUiNtiilI’ ;1 108 alumnos mi]itarex. siendo ~0x1 idéntitta fi- 

nalidad VOtildil ]il thnmienda combin¿Ida entre los diversos grUpON 

I~olíticos, xino ¿itkIlhN Il0 1.H necesario (Iut’ 1il palabra amnistía ne 
illWl’tt? (‘11 f?] ttASIO dt! ]il IA?y ])ilYil C]Ut’ Sb? l’t4’0710Et’i111 SUS efe('tON 

jurídicos. 
(‘.~I:I,os J~ASI~IILIAN~. rntudiaudo 111 t*nwt ibn. dice muy acwt;l- 

tl;lmt~nt~: l ’ J<II gentval. el decreto con~tl iendo la clemrucia emplea 
l;I ]lillill~l~¿l tívwicil (f t/rnhutí«. Sin embargo. no en eseucial el que 
lo hag:a. En Fv;lnc:i;t el Tribunal de (‘us;lcic’,n extahlecic’,. ea 2~; t]tk 

il$!ORtO de 1’9.3. que el pWt1óll gtlneral podi<2 tlcrivurse de los tér- 
minos del decreto e~l su conjunto’ itUU f~llt¿llld~~ lil ]1il11l]Jl?l tqwi- 
f iva “. íConwntarion u Co~~stitui~vîo, p. 410. j 

En su tesis solare la amnistía? L0l:ls Chxr Ufirmil que “para 

que una dinposicií)n produzca los efectos de Ia amnistía no el ne- 
vesario que en ella xt! inserte la palah misma ni qur tleclarc~ ex- 
I)res:iniente ~v~ncetler Iu :irnnixtí;i a loti autoren {le tiiles 0 vuakx in- 
flXcc!ionW : ]hlNfil con que la dispoxici6Ii presente en XII conjunto 
Io3 caracteres conxtitutivos de la amnistía”. (lk I’umnixtip, 1!@.4. 

página 46 1. Y pwvinicwlo t.11 1:1x caonclusionen de xu tesin la poxi- 
hilidad de una ley nxcuril, aconst>ja prutlentementt~ : “Los tribuna- 
les il]>lit’RI’áI1 1;i interpretación favorable a los reox. como connt,itu- 
yendo (~1 verchulero Wntido de la amnist.ía, siempre que nazcan tlu- 
(IHN por la osc*ui+liitl del texto”. (Ob. cit. pAg. 201.) 

En la opinión de I~LAcK: “Amnintry obliteraten tbe offenses, 
<declaren that the gorernment will not conHidrr thc thiwg done pu- 
nishahle. nnd hence operates in favour of al1 persons envnlled ili 
it whe ther intended and specified or not”. (Handhook of Ameritan 
Vonntitutional Law 3 d. ed. p. Rf!.) 

De este modo, perfectamente determinado y comprendido el 
pensamiento del legislador, po sostuve que se debía juzgar extin- 
guida la acción penal respeet.0 a los alumnos de la Escuela Wili- 
tar n tenor tlel nrt. 71 nfim. 2.” del Código penal, puesto que estos 
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alumuos habían sido amnistiados lwr el Congres cle a.cuerdo twu 
rtl artículo que an tes transcribimos 4 GwIrn CAI~NEIHC>, 08 XIICPXN’OR 

militarea de jullw dc 2.92. Hío, 1933. pp. 31 y 32). Ln tewis. que fu6 

refutada p0r td .\l inisterio ptiblieo. II0 Ilt!g:G il alcanzar WnOlll- 

cibn por fdl0, porqllt~ lil luvst*rilwión tlstiuguió lrc awifí,r pc/rf7/ 
iniciada c*OIltlYl rxtos ;ilumnos. v C’OII 1:1 vit*toria tle 1;1 RevOlucií)n tw 

1930. UI1 1)~reto-ley tlel (fthitwio tle lIwh0, amnistií) ;I los ;IlIImIws 

militares sin qut~ VI TI*il~uual Sulwemo hubicw tlt~~itlitlo xohw I;I 

tesis jurítlka. 
JiAs rt~~ieIIteIiit~Ii1t~, tlOS niwvos tt’AtOs lt~&li~t ivos ll;111 illlst1~i~- 

(10 el1 (11 13r;isil Iil il1~li(.il~ií~ll tlt2 la ;llllllistí;l 1.11 lll;lttBriil tliwilbliua- 
ria : la Ley W3!) de 2 tlr ilgOSt0 dP 19.X. (llle amnistió IilS 1Wll:ls 

diwipliIiiIriits t1P los fIIat~iOn:Irios civiles. j- tbl ,Jkcreto It~gislilti~o 
Iiiímeiw 22 dta 23 tle rniI.w tlel mismo :lño. qllt* twntwlií~ In illlllliSlí;l 

il los mi!itaws y t*ivilt*s ptlrti~i1)illlteS t>ll lil illsurrtwcií>u milit;tI 

dirigida CoIltril rl GOl~ieI~Ii0. I.il l,tBy iibni. ‘>.K#) Ví’I%illGl SObIY’ IiI 

:inulatGm tlth IiIS ptwils iiplicnrlas ii los fllllt*iOllill4OS civiles y Ia t*illI- 

<~d:ltG~1l de fitltils IlO ,jllStifi~iltIils. Jw 1t~lltlí;l :l wsolwr 1:) lllilt~l4iL 

t9xlnsivnmentt~ tlis~iplili;lriil tlts 1;i .\t1nlillistl~nt%~ll civil sonw~iíw- 

(lOI: il 1i1 I~~~liimt~Iitiit~i011 tlrl lkcldo tle 17 tlth St~ptiellllwt~ (ItAI 

mismo año 1’331. twnio lo tlemuestr;i su testo. y auntyie tw dlii ii0 

sc t~inlblw tal tCrniiII0 tbenit~o. Ia Ley IiíIm. 2.839 fUC. t’ll IWll itlild. 

llllil Tky tle ilITlllistíit. tlrl mismo gí’Ilt~r0 llut’ Ot I’ilS 1Cyvs <Ir Ililtll- 

Yiilt!Zíl fiscal. 
El DecrtdO IrgiSl;ltivo lliílii. 2! tlr l!KX ;ll~llIltil~l;l. ]bOr tbl <‘Oll- 

trario. ;I ol~jrtiv-os polítiws infiIIitamt~IItt1 mAs fiI%\W. <‘oI 1b\lt’- 

de vc>rst por PI tt1sto de Sll irrt. 1 .O : “11lla annlisth tLIll1~1iil y sin 

restriwionrs (LS t~t~IltYtlitlil il todos los ci\-ilw y IIIilitiIrrs (1llV tliIW~- 
ta 0 indirt~t~f:iniriItt~ hilll tOmiItl0 }bilrtP tan los movimkatos rt~volll- 

ciouarios sur~itlos t>ll rl país il pildil* tlel 10 ile no~iicml~rt~ tlr 19.‘>:‘> 
h.u;t:l ~1 1 de In;II.ztj tltl I9.X. incluso c*11;111tl0 HP t.riltíb tIc* IInit tlt~- 

ohtvlient*i;I R IilS í~rtlruw tlr SUS superiores: tOtl08 10X pl’OWS0~ d- 

winnZcx y rli.~r.i///i,rrr~ios wl;~t ivos iI tlichos cagos tlehtdn ser nl)Rtj- 
lutnmeiite Silt?Il~iiltlOs en ch1 ~l~orwnir”. Por td:I tlisposic~iím tbl Cou- 
grtwo .S:lCiOIIill ;ImiiistiO: il i al ~~ner:ll Thnrique Teixeirn J,tbtt v 
los que wtilvitwn :I sus í~rtlwws en los ~~movimieiitos rt~voluciona- 
ritls” del 10 y 21 tlt? l~ovirnllwt~ tlf? l!f.i.i: b) il 10s ;tViildOWS 4lllV IbaY- 

ticiparon ~1 (21 tyisntlio tlr *JiIct~I+-A~iIII~~I; C) ii IOS milit;lwS tille 

en 10~ movimielltos dth llovit~rnlnv se Iieprou :I OlWtltWV 1% íde- 
lle* tfel &lIer;ll Lott. el twnl tY~ntiIlUill)t~ ejtwiendo el Citr$Ztb dtA 
3finintrt). tItal que IlillIíCI dimitido: y (1) il 10s aviatlorrs ClllC’ St’ II& 

g:IrOn a rt)mh:itiI* t*t)lltra IOS Ivlwltles tl~! .J:waré-Acanga. EI1 In fipO- 
~8 en que SP el;tht~l~nhn Ia LP!- tic amnistíil ya la justiviil milifw 
había al)s~~elto ;11 primer grupo tlr Ofici;Iles dt>l I~jbwito tlIIt’ nt) lla- 

bla pjecl~ta(lo ni lwho ejwutar lmr las unitlatles de Su mando laS 

tjrt]tqleS tlp] GCllt’r:ll T,ott por tv~nsitlerar1as il0pillW. TA exttwnith 

de la amnistí;I ;il ttweiIo diSripliu;lrio militar qllC p’coI1icé Wmo 
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princil)io general de Derecho penal aplicable a.l linihito disciplina- 
rio ha sido determinada por leyes temporales del g&wro de las ci- 
tadas sin agotar la serie, lo que demuestra que cl asunto ya no 
permite controversia. Ya no es la doctrina o Ia jurispruckncia 
adaptando n la realidad una institución que no se encontraba en 
la Le‘: es IH Ley 1:~ que ha creado un concepto nuw~ para esta 
institución. es la propia Constitución la que concede al Congreso. 
entre sus I)odcres. la fncultad de “conceder gracia y conmutar las 

]w":l"" . * ntrihuciím privativa del Presidente de la Repfih1ic.a en los 
Grminos del nfim. 19 del art. 87 de la Constitucihn especific:lda 
entre las c~ansas tltl rstincibn de la punihilidad en Ia legislacic’,n 
penal coman y militar: perw que como se ha visto no figura en los 
Reelamenios disciplinarios. 

ta omisión cn los Reglamentos disciplinarios miliiaiw *lía la 
:ttritmrií)n cwuferitla RI Presidente de la Repfiblica por la Consti- 
taci6n de perdonar y conmutar las penas disciplinarias militares. 
prtwisamt~nte aqudl;is que resultan de un proceso en la jurisdicriím 
disciplinnrin militar donde el Presidente de IR Rep6hlica debe in- 
tervenir en calidad de Comandante Rupremo de las Fuerzas ar- 
mulas. no Imede privark de ejercer en relaci6n con las penas dis- 
ciplinflrias 1:) misma facultad que ejercita para perdonar 7 con- 
mnt;ir las penan criminales, puesto que las disposiciones que se 
cw~uent rnn cn los Reglamentos disciplinarios scwirgn entonces 
wnw simples reglas de .prowso ordinario en m;lterix disciplina- 
ri:l. T,n ainwncia de referencias al poder que corwsponde al Presi- 
dente tic la Repfihlica por un precept.o constitucional. w una de 
las prnehas de la ntigligencia con la que ha nido ~lal~~ratl~ I:I IC- 
gislacií)n disciplinaria militar. 

El Reglamento disciplinario del Ejbrcito (1942) permite. por 
~~jenil~lo, PII el art. 57, que el Presidente de In Rc?pt~hlkn y las Au- 
1orid:~des mcnrionadns en el art. 37 anulen. levanten. alteren o 
agraven los castigos disciplinarios que hubiesen sido impuestos. 
wpwificnndn que finicamente en el casn de cmineutes servicios 
n la SaciOn prestados por el culpable, pueden. cl Presidente 0 el 
Ministro de la Guerra. levantar 0 anular las penas por ellos apli- 
ca~l:ts 0 tl~~twmiuadas. resto en el plazo máximo de un nño, rwtriv- 
ciíw qlle no p:irew corresponder al texto ronntitucinn:~l en lo que 
conricwie aI poder de indultar en materia disciplinaria. pues en 
las Fnerzns armadas no existe ningfin Argann administrativo que 
pwd~ conwdcr este poder. Los otros Reglamentos --el de la Ae- 
w~Auticn. en 1943. y el de In Marina, 19X* tratan de 111 cuesti6n 
c:lsi en los mismos tbrminos en los arts. 53 y 37. reslwtivnmrnte. 
IWY~ nunqne comparan las atribuciones del Presidente de la Re- 
pfiblica a las de los respectivos Ministros. no fijan plazo para el 
cAjewicio de la facultad de kuantcrr las penas disciplinarias. 

J‘a conclusibn que se puede obtener en la de que extendido a 
10s penas disciplinarias el pndpr ile remitir F conmutar lna pc- 



HY.IAc!,ON~ #.N’I’RE ACCIOS I’ESAJ, Y ACOIOR DlSCIPLl?G.\RI.~ Y I.IM Il‘b‘. 

u~q criminales que la Constitución atribuyó al Presidente de la 
República, carece de sentido jurfdico, moral y militar. el plazo 
de UD año fijado en el Reglamento disciplinario del Ejkcito para 
que pueda levantar toda pena impuesta por él mismo o por cual- 
quiera otra autoridad militar. En este caso como en los demás 
no podría hacerse prevalecer. por el hecho de su inconstitucionali- 
dad, la absurda disposición de la Ley de Organización del Minis- 
terio del Ejkicto designando al Ministro del Ej(?rtrito Comandan- 
te en Jefe del Ejército en tiempo de pa% por delegacic’,n perma- 
nente del Presidente de la República. 

IAL pwxcripió~i de Za acción 9 de lu pena d&$Ai~rnrici, última 
<*ansa de la extinción de la punibilidad que noR queda por exami- 
nar, es un tema que desprovist.0 de fórmula adecuada en la logis- 
lacihn sobre la disciplina militar, no ha merecido a6n en ~1 Brasil 
la atencihn tic la doctrina ni de la jurisprudencia. pero qne. sin 
embargo, constituye nna materia de interks jurídico. 

Radicalmente opuesto. como lo soy, a la prescripci6n penal, 
no podría jamás, por consecuencia, adoptarla en la legislación 
disciplinarin. Para mí ninguna de las ra7,ones sobre lru;i qurh se 
fundan las teorías creadas para justificar la prwwi@h pmal 
resiste 8 la crítica; es una institución insostenible. jnritlica v mo- 
ralmente, que ha quedado en Io& códigos como una trccd.idd,~ y 
que los legisladores conservan rodeando su aplicaci6n de todo un 
severo mecanismo de restricciones. lo que constituye un verdade. 
ro contrasentido. Partidario de esta medida que inc1u.k en MI 
“Anteprovecto de C6digo” que es en Suiza ley en vigor, ERNST 
HAETICH cknsideraba igualmente inconcebible que ui la le-y adopta 
este medio de extinción de punibilidad. la misma Ley busque por 
otra parte medidas que tiendan a evitarla. Se puede admitir que 
sea jurídicamente justo declarar la prescripciím penal si previa- 
mente .w ha constatado en justicia. la imposibilidad de comenzar 
el proceso por falta de pruebas, v eeto con la finalidad de ohte- 
ner la tranquilidad social ;uìegurada solamente por la liquida- 
ción definitiva de la controversia por medio de una decini6n ju- 
dicial declarando extinguida la punibilidatl. Pero, cuando el aicu- 
sado estfi condenado. ninguna raz6n puede justificar la prewcrip- 
ciAn de la pena, puesto que cn todos 10~ sistemas legislativos exis- 
ten medios de defender los intereses de la justicia para el CRRO 
en qne hnhieran desaparecido lau razones de ser del cantigo. Si ue 
acepta el argumento de que el culpable ya edk hadante cantiyado 
por la inquietud y la8 tribulaciones que ha sufrido después de 
sn condena. estaríamos en el caso de repetir con el ,profesor Leoz: 
“El Errtado podría hacer grandes economías renunciando a per- 
seguir r dejando simplemente que la prewripcibn corriera.” (Com- 
infmtaiw du Gode Phal Rh88e. fasc. TV. pág. 300). 

En el ejercicio de mk funcionen como Ma@trado. he tenido 
qiie aplicar la preacripciím. porque tenía que obedecer a lina ley 



que no tenía iiutorifhd para Illftdifirñr por mi st*lWnfh, ni 1tfb 

seía inmnnifiad que me permitiera violarla hajo (4 lbwtf5to (1~ 
intcvltret;lI* su nwtitlo: pero wmo jurist:I. llaino la ,7twwión f*i~ilil 

vrz ClUf la O~ílHií)ll S1’ prtwllt¿l soùw el w-w f~lif’ rftnwtit nye faI 

;tflftptar Illl~~pnr2lxnwtc eli In I,t~~isl;lc*iítn penal nlilitilr los ltri II- 

cipios tIc* 1;l Ley pwlal cftmtiii sin prever Ins sitIlilc~iollw ITillW rìv 

IH vidil militar, tanto ell tit~m~tft 11th paz como de puel*r:l. La vs- 

tinftión de 1;l plIllit~ilitlild. tanto fle la nfGón lwllal fwnlo ile lil wn- 

dena. Ra una ni6vlitl:I que 110 sopwta cl análisis f+iitífico l~trqw 
w  uno y ot 1’0 (‘ilS0 tlcpfw~lc esrliisivanirntr flr 1111 fhto ltliìzo fi- 
jiiclft rlri~itI~iiri;iIIl~lltc~ por tAI legislil~or, y Ra lln,? tr~crflkicírr jn ríflicil 

qllrh los (‘ótligos ~~wnles wIlswwn. romo lo ha hwho notar Fw:I:I. 
Itajo li\ inflwIwi;l tlv las Ineditlus dd mismo gCIif~0 qiir existen vn 
(11 l)wrf+o vivil 11oilflP. WI camltift, ciertilnwnte el intcI+s flrl Ib- 

tatlft sf> une ;iI inter& iiitlivitluiil, ptr lo que es Iógkft qllf~ 121 I,P~ 

c~oiIsiC1w~~ f3tiIiynIklo 111 <lW~~llO (Ie iWtll;ll~ 0 de rt~‘lilIllilr Pll jlls- 

tif.iil <‘llilll~lft II;1 ti-;tiIsf*urritlo 1111 c.ierto hpso tlr titbmlto win ilw 
I;Ix lt;II*tw vIi clisltIIt;l li:IyaII liquitlndo su litigio. 

l*h l:I riIIn0 peual ItiilitiIr y. 1’0~ fv-tllsiguiente. eii Iii rama cliwi- 
plinaria militiir el iiiterfk lwtlominaiit~~ de lil sfwietli3fl qw w 

fllllde con Pl tlel IhtitflO exige fOl%f~Sillll~llt~ llllil soliwif5n tlifv- 

Wnte. ~UPN (‘Il nl;lteriil militar 1~1 represih peilnl J- Ia cliwildi- 
naria ticwden il ~~lr:llltiZilr el orden. In disciplina y la wguritl;ld Iiii- 
c*ioiInl. fvtnd ic*iftncs weIIc+Ilcs para 1:i existencin del 1’ilíS. Por 

dlo la fbst iIwiítII tlrl flerwho 41~ castigai* 110 plw’tle jllntifhrsr 111tl* 

~1 siiIlldt* tl~ii~is~~ilrsft tlt* qiirl lapsft fìv tiempo 1111~ el 1fyislifdoI~ 
ww 0 silpoiw riiaoii;~l~le pilrn 110 pocter iniciar (~1 prftwsft 0 eiv- 

VIltAl’ la Iwnn. 1(IHs alíll que la reprtwión peilnl ltropi;InIeIIte tli- 
(‘1111. clllc lW*Ii1Illil I,rIrii sll ejccudtn nn proces lbenal regulm*. Iti 
wpwsiínI tliwildin;iriII, IltldilS IilH rondi(+tirw rsptvialw dvl lllfb- 

dia milittw y Ii1 nntiirnlezt~ particular tk su oltjdo. nwwit;I p:ir;l 
wr eficaz su rlltliCrlc*íh innlediilt21. con faI fin dc lftpri3r su efw- 

t0 ~kwlfípif~f~ tle ~twc~qtto fwilminrltorio permanente qilr tlelw sim18- 

trar rl míIiiIIiiInI ltosittlv clr formalidades. Li1 prescrilwiítn tlfa la 
:wiítIi .v dv ti1 lwiio tliwiplinaria 8~ encIIentr;iII eil clrsawerdo fwii 
taIfAi 0ltjtAtivftx. 

1Gl eI lhw3il. li3 prewripción eil el bmbito disfGpliiiiIri0 fab 
preroniz~dri por primern vez pnr Cunrs Rmvrr~qrra qiie Iii iIflO]ttít 

en el :Irt. 79 de su **Proywto dc Grídigo &i.wiplimrio porn In Mn- 
ritw brctxilrvicl”. cuyo rnuneiado fu4 ;Idoptado por el Almirante 
~~~\ROI-PIS k4~ rn el rlrt. 78 fle slI proyecto IAdrqItil-o df nidfo .?fi- 
hhr. JJJ. nh. 3. phgs. 21% y 38). Rajo la iIIflllenf*iiI flv las idtw 
cle C14t\-1s Wx11..~~1~.4 el Kqqlomcnto ititerno flc 108 wt’rW~»n pnc- 

Wf>X firl Ejhito de 1913 hn inrlnífio entre 8ux pnwq)tos rtwtln- 
cionwias rl priuripio de ItI yrwcripcih en matwia tliwiplinariz 
que rre encwntrrtba en el proyecto citnflo. pro eate Reglamento 
no durh lo hwtantt~ para permitir que fuer aIplic*ntì;I In nnew 
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tlispt~xit~ií~n. A mi juitk dtttlo que In prrwwipciOn se introtlujo en 
~1 (‘íbtii~go penal militar por los artes. 10.5 it 1 is.? siguientlo el t+iwtemn 
tlt4 Cí~ligo twrntin. debe ser iguiilmente aplicable en materja dis- 
t4piinwia en virtud de lo t~xtal~lecitlo por el ari. 1 fi y citado. ) 
htthitla (‘Uelltti ClP 1aR ;tda.ptiiCiOlWN impUt*Nt¿W ]bOr laS Ibtt~titTllilYi- 

tlatlen de la r:irnit diñ~iplinaria que IlitlwHn tle servir 11r criterio 
;rl Wantlo paru nplit*arla ca& vez que ello ne rncuentre jllStifiCild0. 

en rspera de qut’ 1;) ley Zilll ith tlefinitivamente In twestií,~t. NII l;1 
legidución disciplinariil IIliiitill NP elltreV6 Iil eXiNtenCi>l tie Iii 

IWeNtT¡p‘i611 tk! la accihl diNcipliliaritt ell loN IkglilIUeU~oS tit2 Ia 

Marinu y tiv la Aeronáutica. Por otra parte. xe wt*utwtran en otrnr; 
diN~msit’ioiwN dt’ ios &glameIItoS diSCiplinariON lWt’t’t@ON CH~)t?t:i- 

firos de decnittriw to fiel derecho ;-) 10s que el JIi1 IIdo tlark UII:~ 
:q~licaciGii ;itit4w~tlii tw;intio. von 1;1 nqvor com~wnsií~n tie In 
miliióii moral tit* lit Ley tlist4l~linuri:i. w iiltwew ('11 iI~~liCill* el 

pt+nr4pio dc opwtfinidad. 

fdl kgkl;icih <~OUl~MI2ll~it y 10X UUtOIYS t~UIYqHWS OfWtWl t~~~t~lll- 

plos tlt! 111 ;itiopción de est;i institución y ritzoiies \.did;ts eti WI 
favor. Hitstii la primera (;uerrii Mundial, dos legisliicionrn militu- 
res atlmitíaii la prtw~ipción tw nrittwin tliwiplin;iri;i y 6st:in twn 
Iii lt~giniwií~n illemana .v In austriaca. Por otrti parte. y itinte e1 
silencio de la legixliiri6ii sniz;i. Id-r, \Vmm. qut~ juzgitlbn inndni i- 
dle que se t*orisitler;lsefi imI>rt~st~riI)t.ibles las iiifrtwt4otwn diwi- 
piinariars finicnmtwtr por rl Iir~*ho tle no rxiatir tliNpsic*iUn lt+ 
wfrwnte ti ellas. biint*í) la xolut4í~ii tk lit dificultad interpwt;tiitlt~ 
los textos de I;I parte general del Cíxiigo militar de xu Imis. 
Sin embargo. para low jurista+4 Nuizon, I~N wnclunioiit~N 0l)tenitl;i.s 
por LEO \\‘Ew:I( no ttviían otro valor que el tie un ~~s~~~dic~rìt~~ j 
110 lwtliitn servir pira Iil elttlw;rt~ic’,ii rltfi 1111 tlere~iio illlt~vo wmo lo 
neíí2ila Eitsw II,wr~.tr cuando tratu tie la weNtibn tw Nn c+lelwr 
lTxponi4:i4h de rt,«tiwr del .-l ateprojywto rlc~l Crídip Pfw ftl tttilitrrt.. 
trabajo en PI qne npoyándoxe en el 1 krwho ~I~IIIAII y 1 k~c41o 
;1uRtríaco, cre(> la tloctrinrl que ~011 1igwiiN modifiCiicioiiw fuC 
ittio~~f;itlit en matwia. de prtwrilwión de Iti ;it*ciGn tiiwil~linari:4 y 
de la pf31i1 tliwipliwria en el c’tkligo l’twtl militar suizo tie 1997. 
nfin en vigor. 

El Cítiigo rsniu) establece lo Niguirnte PII NU nrt. 183: “1. EI 
derwho dc cawtigar dilpciplinariamente fwtwvibe R low weiw uw- 

WR: Ni el hecho tia lugar IL la apertura tie nn procedimiento ju- 
dicial, la prtwripciOn qwia en ~~qwn~o htiL(ta IN trrminwiOn del 
prowdimiento.-2. TAaf4 penaN impuentnx por una fnIt:c tiiwipli- 
naria prew-ikii a iott twiw meses.--4 La pretwript*ií~n no ff* PII- 
viientra nijeta :l interrnpcionen. 

Alín mas iwiente, la legidacihii militar de Iir Hepíhiku Ige- 
tleral alemana. mítnteniencio reqwto il esta institncihn la tloctri- 
n:t Nqyida por tAI Imlwrio .v por PI rCgimeir tle la C’onNtituci6n 
de \Veiimir. t~Ntal)ie tw el ptrágri4fo 41 tle 1;) fhlf~tt«tt2rc tlittcipliítn- 
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ria dc la fuerza crrmtrd« (\~IcB~?I~, Dizziplhar ot’dnwt~~) del 16 
de marzo de 19.57: **Las pena8 disciplinarias no pueden ser ejecu- 
tadas pasado el plazo de Beis meRes. Fke plazo se inicia el día 
en que ha sido dictada decisibn firme, pero (*eRa si la ejecución 
ha comenzado antes de su expiraci6n.” Nn cuanto a Auwtria, no 
oonozro su legislación militar para poder ilustrar el tema. pues 
el régimen polltico en vigor en dicho país le prohibe la organiza- 
ción de una fuerza armada. 

Entre 108 que defienden la prescripción en la rama dincipli- 
narin es preciso citar en Francia al Intendente Milit.ar HILLIIWES. 

quien criticando el que la legislación de 81~ país no incluyew esta 
institución, se pregunla si un castigo aplicado largo tiempo dew 
pu& de la comisión de la falta, alcanzaría NU verdadera finalidad, 
que consiste en el mantenimiento de las disciplina. o si. por el con- 
trario, no sería considerado como una injusticia. Para llenar esta 
lagnna, &LLI~R~ propone la transferencia al derecho discipli- 
nario de los principios generales del ,Derecho penal comfin r la 
admisión de la prescri.pción que podría fijarse cn un año, como 
ocurre para las contravenciones penales. En cnanto 8 las f3arwiones 
e8peeiales privativas de los militares profwionales, admite SILLIC 
RES que la falta cometida torna RU autor inapto para RU función. 
puesto que le despoja de su prestigio, perjudicando la eficacia de 
‘su mando. pro admite que para las sanciones que afectan a la 
situacibn material del culpable p que de .prevhn en 10~ diferentes 
Estatutos jurídicos. no debe haber prescripci6n o por lo menoR 
tendrían que Rer sus plazos ampliamente aumentados. 

Personalmente, yo no recomiendo la prtwripción ni en Dere- 
cho penal militar ni en Derecho disciplinario militar: pero puesto 
que se encuentra admitida en la Ley penal militar en virtud de 
la disposición del art. 16, considero que deberA aplicarRe en ma- 
teria disciplinaria. 

*Junto a los juristas suizos que apoyan el punto de vista de su 
derecho escrito, M.WI.IO DO Cassro, de la justicia militar italiana. 
manifestó 8u opinión en cuanto a la aplicación de 108 principioe 
generales del Derecho penal y del Derecho disciplinario en los 
signientes término8 : “La gencricitk dcu pretti sostantive e ritudi 
conten?& nel clirito dixciplinars offre lnrghe possibilit<t di equiso- 
care in materia, ~rtrcftfcvirc btiogna cwwfxirc che i precetti, le 
cvi ciolazioni possono condwrc alln pkwioni rlella libert6 perso- 
nale devoao ebwre crmmin2Xrati .wccmd.o i prGcipi generali di di- 
ritto. (Diritto Militare e IX.wiplin5re, 1951.42. pág. ,31.) 

EjercitBndose fuera de los Tribunales judiciales sujetos a la* 
normas rit.uales )- a las reglas generales del Derecho. la juris- 
dicción disciplinaria militar constituía para eate jnriata militar 
italiano un delicado problema cuya importancia se acrecía por la 
pena de privación de libertad. 

C%uviene. por illtimo. hacer notar qne 1aR canws exelnyentes 
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*ie la imputabilitliltl previstas vii el (Migo Pm;11 militar deben 
influir igualmentch solw la aprcc*iación del grado tlr i~e~ponsahili- 
dad del agente PII las tr;inngwsionrs discipljnarias. h:i,wn sido 0 
JI0 eyIec*ificadas tlic-has (*:~us;ls tAJI h ~kghJnent OS d iS<‘i~)~ill;lriOs. 

Aunque la ci~pacicl;ld física y mt~ntitl del Acluta F del militar pro- 
fesional sufra 1JJJ J~t~t~t~JlOt~iJJli~lltO t’J1 el momento clr1 t~s;lJlJeJl Sü- 

nitario que prewtk y justifica su incorl)o’.nc.ití11 ;I filas. JlRd:l JIOS 

p,arantiuL que 110 ;rp;trtwii <‘JI el curso tk su tiempo tk servicio 
alguna de 1as causas psiwpatol$icas o psiwlbgicas qne tk acuerdo 
von la Ley pen:ll militar protluw11 lit impnnithttl del ilg’lltt’ por 

.a.bolir 8u reapoii?i;ibili~l~L~1, y tdlo tanto en cl supucs’to (1~1 de- 
lito como el1 cl tlth lil ti*tJnsgwsi<‘,n tliscipliiiariu. Idi1 tqwt-ie tIt:I da- 

Íio causado Pr el agente en la transgresión disciplinaria no pwmi- 
te aplicarle las nwtlidas de st~guritlad previstas para los casos de 
erimen militar. l’or ejemplo, si una transgresi<Sii lia sido cometida 
por iiJJ recluta y se aprecia cn 41 la existencia de una enfermedad 
que lo excluye del servkio nlilitiir. esta exclusión, estahlrcicls con 
las formalidades fijadas por lil Ley para el reconocimiento mklico, 
se liarií dv acuerdo coii el He~lanit~uto del servicio militar. y el cn- 
fermo volver;í a la vida civil. So hay duda de que nadie podrá 
sostener que porque los Rtbglamentos dbwipinariow no se pro- 

nuncbien sobre la materia. la csclusión del autor no c0nxtitu.w en 
este supnrnto una apliraci6n del principio general de Tkrecho pe 
nal de la no imputabilidad del enfermo mental. 

El Molnnjv tiel Conwjo J’ederal Q la Asnml)Zm b’txleral miza 
considerí) superfluo ~1 t!stentler, por extensi6n pura y Gmplr. 10s 

principios generales de Derecho peaal militar a 1a materia diHCi- 

plinaria. con exrepciím de los- que habían sido especificados. TIa- 
r:rzfín alegada es que dado el carficter de simplicidad que. en de- 

mw. tienen las faltas disciplinarias y el hecho de que el proceso 
di.wiT)liii;l rio (~3 nicnos formalista que el procewo penal propiamcn- 
te dicho. seriar1 mu? ra.ros los casos eu que w plantenlían MW 
tienes tk Ikrecho pwal de difícil resolución. .Isí, los preceptos 
sobre la rrsponsahilatl, 1;1 tentativa. 1~1 I,articipación. In kgítima 
defensa. el estado de necesidad. etc., no tenían iwcesitlad tlv fi. 
gurar en Iil Ley disciplinaria. Debo tlwl:wn~- que las considera- 
t-iones de este .lfc~r/xrrjr~ no me han convencido. 1:I hecho de que cn 
la mayoría tic los casos no existan graves prohlemas que ref4olver 

cn la jnrisdiwih tliwtGpliilari:~. no dth tle impedir al Ie!gixIador 

el admitir su posibilidad porque en toda arriGn u omisi6n cons- 
titutiva de una transgwic’,n disciplinaria al igual qw (8x1 toda 
acción u omisii>n constitutiva de UJI crinwii militar. 110s encon- 

tramos Gempre frente al problema dr la ~ulp;~hilidaO cluc~ arras- 
tra todas las soluciontw jurídicas eslwcificatlas en uurstro psis 
cln la T)artc* general del Código Pmal militar. 
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EL DERECHO PENAL MILITAR 
DEL GRAN DUCADODE LUXEMBURGO 

por F. GOERENS 
.\bogado General 

si tlrxtk fines tlel pasado siglo el C:r;ki~ I hicatlo ch I,IlxemI)ur- 
Po w encuent ril en cabeza en cuanto ;iI prtrgrcso de NU legiwlación 
XW’iill, no lmedc hacerse tal afirmación m;ii~~lo uos referimos al 
Ikircho penal militar. 

ICI T)ucado de T,usem~~urgo. tras perdtv su indepeudenciu ii me- 
tliatlos del xiglo s\.. formo lt;irte de IOH IC~tatlos de lox Ibuquen de 
Ikjrgoña y nitíx tarde. xuwsiw y repetidanwntr. estuvo sometido 
:11 dominio de AustriiI. 1Sspaña y Francia. El tr;il;rdo de \‘itwa de 
1 e 1.’ 10 PlPVb ill l?lIlgO tk Gl%Il IhlC;dO .V lTVWllO~ií~ SOlllV 61 la 
xoberanín dc 111 fRHi1 de Orange-Saxnau. 

Pero. de hwho, el Luxemburgo no obt nvo una atlminintrwicín 
tywiñl y 1)N>I>iil. sino que fu4 administrado como una provincia 
ck ha h7jsw I%i\jOH. hr CHti razhn el CMdigo lWIlR1 militar del 
ICj6rcito tic Tierra tltl los Paíww BajoA. de I-5 de marzo de 181.X y 
10x Ci>digos de ~woctvlimiento militar neerlrlndefwfb de 20 tlt* julio 
(Iv 1814. w:ln il~~li~¡ltlOR en el C:rnn DllNtd0. 

El Trnttldo dtx TAot~tlwl;. dle 11 de nlayo tle lM7. prwliimí~ la 
independencia del CIr;ln 1Wwlo de Luxemlmrgo y le impufw uua 
ncutralidatl no iIrma(1R. M Gran Ducado sí>10 wnxwvG como ejér- 
cita una compañía de voluntnrios. vivero para el rwlut;imiento 
de la gendarmería y de la policía. 

Fu6 Ímicamente en el tr:ln~curNo de la ~g:nnd~ guerra mundial 
cuando cl Clobierno en el esilio del Crran Ducado flecidi6 iwtau- 
r:ir el fwrvicio militar otYligatori0. Este acuerdo fu4 homoltqqdo 
por la CAmara de Ios TXputadoR un;1 vez liberado el territorio 
(arr. gr. d. 144194-C y .X0-11-1944 y ley de 237-l%?I!‘~. 

Durante todo el período de neutralidad del C:ran Ikwado. laa 



disposiciones tlt‘ los Cbdigos militares fueron raramente aplic;I- 
das. So obstante, durante es,te período, una le) de 1 de noviembre 
de 1892, revisando el Código penal militar, adoptó. de form:l casi 
literal, el Código penal militar belga tk 27 de mayo tlc 1KO. lgual- 
mente la ley dcb 16 de febrero dr IM31. sobre organizwihn de la 
fuerza wmada, retlujo Iw competencia dta las jurisdiwionw mi- 
li tares. 

Fu6 sólo tras la implantación del servicio militar obligatorio. 
cuando se hizo sentir la necesidad de una modernización de uues- 
tro Derecho penal militar. Se encuentran en estudio -pero aún 
no han sido sometidos a la Cámara de los Diputado* ant<!l)ro- 
yectos de ley referentes al Código penal militar, al Código de 
procedimiento militar y a la disciplina. 

Algnna~ reformas pnrc*i:lleR han modificado la composición del 
Consejo de Guerra 1 del Alto Tribunal Nilitar (arr. g. d. 2% de 
junio de 1944) y han abolido la necesidad de la ratificaciOn de 
los fallos del Consejo de Guerra por el Alto Tribunal Militar (ley 
del 20 de norieml)re de 19%). 

II 

ChDIGO PEJh-AL MILITAR 

1. Se encuentran sometidas al Cddigo penal militar todas las. 
personas pwtwwcientes a las fuerzas armadas. Estas son: 

1) Los oficiales y suboficiales. 
2) Los soldad?s! voluntarios o de reemplazo. tras la 

1WtllriL de las leyes penales militares. 
3) Los oficiales cominionados durante el tiempo de su 

comisión. 
4) Los oflcialex y suboficiales de rtwrva cuando se en- 

cuentran prestando servicio activo. 
5) Algunas personas civiles agregadas al ejCrcito por he- 

chos referentes a SUR relaciones con el ejCrcito. 
6) Los miembros de la gendarmería ;r de la policía, va 

que estos c*uerporì forman parte de lay fuerzas armadas. 

2. Las infracciones militares previstas por el Código penal- 
militar son: la traición, el espionaje, la insubordinación y la re- 
vuelta, las violencias -y ultrajes, la deserción, la apropiacibn in- 
debida y la sustracción o venta de efectos militares. 

3. T‘as pPna.R militwa son: 

.- En materia criminal: la muerte por fusilamiento. 
- En materia criminal y correcciond: la degradación, 

militar. la destitución. la privaci6n de grado. 
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Las penas privatívas de libertad, previst;ti en el Código 
penal militar son penas de Derecho común y se extinguen 
en los establecimientos penitenciarios ordinarios. 

Las jurisdicciones militares pueden aplicar circunstau- 
cias atenuantes. así como conceder a los condenados los lw 
nefirios de la remisiím condicional. 

III 

OKfXVIZACIóS .lU’I>ICI.u. MILITAR 

Esístnl. para la totalidad del Gran Ducado, un Consejo de 
Guerra y un Alto Tribunal Militar. En caso necesario pwden 
ser creatlns Consejos de Guerra en campafia. 

El Consejo dc? Guerra se compone de un oficial superior, w- 
mo presidente, de un juez rivil y dr un oficial. Un secretario cgrel’- 
fiw) del Tribunal de distrito, tiene a su cargo la función cle Se- 
cret:lr*io c!el Consejo de Guerra. Los jueces y RUY suplentes WII 
nombrados por los Ministros dc la Fuerza Al*madx y de Justicsia 
(arr. gr. d. del 29-Crl944). 

Las funciones del ministerio público ante el Consejo de Guerra 
son ejercidas por el Auditor militar. El Auditor es nombrado 
tBntw los ma!Eístrados del orden judicial y ha de ser oficial de 
reserva. 

Los fallos del Consejo de Guerra son susceptibles de npelwiím 
ante el Alto Tribunal Militar. Desde el decreto (arrN Grand-du- 
cal) de ZWl944 el Alto Tribunal Militar se componca de tres 
miembros. El Presidente y uno de ellos son designados de entre 
los miembros del Tribunal Superior de .Justicia del Gran Ducado. 
El otro miembro es un oficial superior. 

Las fusiones del ministerio pfiblico ante este Tribunal se eje]*- 
cen por el Procurador General del Estado ante cl Tribunal Supe- 
rior de .Justicia. cl cual puede delegar para la vista en uno de RUR 
sustitutos. El swrthrio del Tribunal Suprior de .JuRtiria rea- 
liza las funciones de Secretario del A1t.o Tríhunal Militar. 

IV 

~OMWI’I~~SCIA DO LAS JURIk3MCCIONFS MILITARPB 

1~ competencia clel Conxcjo tlrs Guer?ycc. está regulada por Ion 
artkulos 12 y 1.3 de la Ley de 16 de febrero de lP81 sobre orenni- 
zación de la fuerza armada. 

Los militares comparecen ante los Tribunales ordinarios por lan 
infr;jcciones dr Dererho común, r uon juzgados por los Tribuna- 
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les milit.ares por las iufrawiontr cvmttwid3.C; w las leyen y 1eg13- 

mentas militarea. 

El Alto Tribun; Nilitar es comlwtente para ~YWN~~~ en pri. 
mera inxtnnvi:l de los prac~~imieutos dirigidos contra los ofi(4ulrs 
superiores o contw los milit3res auxiliwes de ga .Justici;t Mili. 
tar. Puede. además. juzgar a los militares cle cualquier grado que* 
pidan .ser por él juzgados. En fin, conoce de 13s infracciones wme- 
tidas por militares, tle 13 vompetencis del Consejo 41th Guerra. si 
son conesas con infrnc&nes de la competencia del Alto Tribun 
Militar. Por otra 1bart.e. el Alto Tribunal Nilitar constituye una ju. 
risdincifin de apel;wi»n respecto 3 IOX f;ìllos del Consejo de Guerra. 

1. F:ierricio de ln awi6n penal : 

La illiciaíiva en los proce<rimientos corresponde al Coman- 

Todo superior que tenga noticia de la existencia de una 
infrnccicín al CMigo penal militar cometida por uno de sus 
subordinados. debe informar de ella 31 Jefe del Cuer~w>. Este. 
un;\ vez examinstla. decide si debe pasar el asunto al Cono- 
jo de Guerra 0 si un3 sanci6n disciplinaria resulta suficiente. 
ICa este tiltimo caso determin3 la sanci6n. En el primero. en- 
vía el asunto a Iu Comisibn de Oficiales Tnst.ructores. que se 
Compow del Antlitor militnr y de tlos oficiales. 

9 - lnstrwción Ibrep3ratoria. 

TA Comisi6n de Oficiales Instructores ew la ell(*;vg;ld;t 
11c 13 inntruwihn tlcl pr0wrlimient.o. y en un consecuencia 
la que realiza el interrogatorio del inculpado, oye las decla- 
raciones de los testigon, procede 3 los careou r prwtica, en 
fin, todas las misiones de un juez inatruct,or. TA inntrucciCin 
preparatoria es un procedimiento secreto. y el inculpado no 
estlr wistido de nbogado. SIJi HP encontrase arreshxln. la ins- 
trucción deberA terminawe en el plazo mBs breve posible. 
Terminada la instrucción. el inculpado es advertido de que 
serri vuelto a citnr para el din siguiente ante la Comisión, 3 
fin de que pueda hacer presente lo qnr entime conveniente a 



su tlefrns;~. Tras esta úllim;t twnipartwricii~ Ia (‘omisión re- 
milc* su infornw al .Ithfr tlrl (‘urrpo. ~~rt~ptmierrtlo: sea la cita. 
t%ni tlr incu1l~ado :InttB eI (‘cmxejo tk ~~ucrrii. sw la sancii>u 
dinci~~linitriii tlth la infrawií)n si tkt;i tw de ~J<JCil C,r;iwdHd. 0 

incluso si no hubiera sido twmprobatla. el archivo de lo :IV 
tualio sin otras t~oiist~t.ilell<‘i:is. Si el .lefe tkl (7ut~r~~) 112 1:i 
illlt0rixilt*ión para perwpuir al deli11curntc~. 6sfe e>s vitildo an- 
te el Consejo de Guerra por el Auditor militar. 

7:. Instrucción iìIIt&? el Confwjo de Guerra. 

151 Conejo de Guerra. H nieno~ que riwonex de ordtw IIÍI. 
blico no lo acomwjen. acttia y se constituye en ;lutlicvwia PU. 

blica. F:l pwcesndc~ ha de encontrarse ohligatoriamentc asís- 
t.ido por un nbogado. La inxtruwic’,n sigue 108 mismos trRmi. 
tths qiw la ordinaria en materia correr~ional y rl ~wtwsado 
pwet~ t4 dtwcho de hablar el tiltimo. 

l’nn vez pronunciadn sentencia. una ct)pia de bxta VH en- 
t.regada al contlenatlo. ;I quien se informa de su clerwho de 
apelar. 

4. luc;trwt4ón anttb cl iIlto Tribunal Nilitar. 

(‘orno intlic~bamos, la apelación se sustant*ia ante el Alto 
Tribunal JlilitilV. Li1 inatrucciím y el fallo soll similaren a 
los de la alwlacií,n en materia t~orreccional. 

Los itSlllltON de los que wnoct~ el .4 Ita Tribunal Militar en 
primera instancia se tramitan por un prtwedimit!nto análogo 
al que rige para los que son competencia del Vonsthjo de Ruth- 
rra. Las funciones del ministerio pí’blitw se cjewen ante el 
Alto Tribuna1 Militar por cl Procurador Grnrrnl del Icstildt) 
del Tribuna4 Superior dtb .Jnstkia. 

Los illlt~AplYJ,VWt~JS dtA le,vw rrlrtf i\os ii la wfuntlit~ión y nicsli- 
ficación del Código Penal Militar y del Código de Prowdimknto 
Militar prevtsn. entre otras reforman. una insbruccibn preparato- 
ria diri:gitla no wmo ahora por una Comisit’)n de oficiales. nitro por 
el Auditor militar. en el que recaerían, por con.siguiente. las fun- 
cionen de ,Tncz de instrucciím y de Aruwlor; y. rsohre todo, la in- 
trotluct46~t. w1 4 Iwoccdimiento militar, de tOdilN larì garantíw 
otorgadas por el protwlimiento penal ordinario para la ma.vor Ii- 
bertad de la defensa. garantías que ~510 podrían .wr limitatl:ln cn 
cfiso tle fnrrz;i mayor. 



EL DERECHO PENAL MILITAR 
Y EL CODIGO DE JUSTICIA 

MILITAR DE CHILE 

por Sergio M. ROMAN VIDAL 
Yayor deI Cuerpo Jurfdiro Slilitzu de ChS 

fifJ.l~AR/(): 1. ICI Dertx4~~ peua.1 militur, lkrwhu yeuul eqfwiul.--2. (.‘unte- 
nido del Derecho penal militar.-:<. Derwho penal militar uoruial y ex- 
c<?pcional.-l. Ibrecho yenal mi,litar y I)ere<~ho tlirvi]~linnrio militar.--- 
5. El Cí~ligo de Justicia Militar chileno. 

La imnortuncia trascrndentt~ que t.iene en l;t wtirnitt iv:t tIel 
delito militar y luego en la interpretación de los pr~~c*eptos puniti- 
vos de la parte especial la concepción del Derecho penol militar. 
h(~ce .ineludihle xiquiera bosquejar cOmo se concitw este Ikwho, 
antes tle wponer los principios generales tlue lo rige .v. rn;ís ;~tlta- 
lante. el catálogo de las contluctas por él dex;~l)~,t~l~;~~l;~?;. 

Creemos que la contempl;lc*ión dt? los I)IWI~I~III:IS tkl I)t~~who~ 
fG fw quiere ttwer tlr ellof4 una viwión no tlt~ftwmad;l. si Se quiere pon- 
derarlos eu su vwd;ttlera dimennión -y 6sta no PS IIIM opinitin ori- 
ginal-, reclama 1111 Iwnto de vista concreto, c~ut%tion;tl)lc si w quita- 
re, pero determinado. y t%ttb no puede ser otro que el que brintl:l 11~ 
ordenamiento jurídico ptwitivn prtwrdPnndo : WI nneai IV wso. tbl 
Derwho positivo t4lileno. 

En primer tbrmino, con nrrtglo a este ol&wimiento jllrírlico, 
incontrovertible, entendemos, el Derwho Iwnal militar es un ,Dt*. 
recho penal esptvial. en su esencia idtktitw ;11 Dtw4lo ptwal co- 
mún; en otros ttkninox. #in sustantividad propia. 1’11 lkrecho ptr- 
penal especial, en el que la especialidad reside en las particulari- 
dades que reclaman la orgnnizaci6n dts los I~jCwitos y su dent.ino tlr 
guerra (1 j. 
- __--- 

(1) ,Es &ta nuestra particular opinión; * 7alv0, pues, la doctriLLil dell- 
tífica y jur@mdencial chilena, que desgraciadamente no podemos pitar i:(~r 
escribir estaa lineas, que no son mfin que un ensayo. em Espafia, no dia1.1~ 
nieudo sino del CMigo de Juqtkia Militar chileno. 



Si se entientle por Derecho penal milit:jr el wnjunto tle normils 
ju1Gtli~<78 que wt;lhlecen los delitos militares y 1ilS connecutwci;la 
que! tri1en wnsigo. pfwlS 11 otKln. I:I sustantivikui tle este DeN%+ 
no lmdría sustentarse sino en la distinta naturaleza que hallal*ín 
nn wflejo en los I)rincipios generales informativos de ;1qu~l. 

\’ con el Tkwho positivo chileno ello no wurr~. Los priwi- 
pios genwales l)ilYiL uno y otro tipo de infracciones son iguales; 
iywles la teorí;t gPner;ll del Derecho penal comían y del Derwho 
pen:i! militnr: cn su esencia idGntiws iinil rontluctil delictiva co- 
mítn y 111x1 cwntluctn delictiva militar. 

TAI ~wiisfxuenri;~ es importante, por el valor supletorio tlr ayli- 
wci6n qlle ;id(luieïe el Derecho {PIlill común legislado y li1 dOC- 

trinn 1w~,il como norma interpretativa frente al DerWho Iwnal 
militilr: por cierto. siempre en visti 1ilS par1 i~ulilri~latlf?s que im- 
pon(’ ~1 aditiimento militar. 

Sentatl;l lil prtmisa illlteri0Y. tle que el IbreA ]Wllal milit.al* e!g 
nn Derecho penal especial. una nneva concrerión se hace indispen- 
nablc para una mAs acabada comprensión de las figuras delictivas 
en particular. y í*s la del contenido que el TMwlio penal militar 
ticnv en c! ortlenr\miento posiitiw chileno. 

El ,Derwho penal militar, en general. tiene una función pecu- 
1i;lr. que !e PX propia. mantener a las miembros de las Tnstituciones 
Armadas dentro de las orilenan7As. velando por el cumplimiento 
tle los delwws qw se imponen al militar p qne se estiman indispen- 
sr~bles R In cficacin de los Ejércitos: cn nnn palabra, por el mante- 
nimiento ;1e la disciplina. 

Pero, PS también de ocurrencia ordinaria. cn razón de la garan- 
tía de est:l!bilidnd institucional p de seguridad nacional que en los 
Ejércitos sr WCOIIWP. que se asigne al Derecho penal militar, ade- 
mbs. otra funci6n. la de resguardar, la de proteger. el potencia1 
militar de la nacibn. 

T así. al lado de los delitos propiamente militares. aquellos 
que rliwn relaci6n con el cumplimiento de los deherew que al mili- 
tar se imponen, surgen los delitos militares impropios, o comunes- 
militiIIPs. en los que se incrimina un ntentado contra el potencial 
militar y que. por 8u Mole, pueden ser naturalmente cometidos 
por militnwn 0 civiles.. 

Annqne ello sen tliscntihle de 7s.f~~ ferenrìn. lo dicho tw In que 



ocurre en el ordenamiento positivo chileno: el contenido del De- 
recho lena1 militar viene determinado primero,, PP una serie de 
conductas qne wnatituyen infracción de deberes militares y wn 
cuya incriminari6n se Ibrotege la organización de los Ej&citos y, 
luego. por el atentado contra Genes jurldiros en que se pone en 
peligro su existencia misma y la seguridad p existenci:l del Estado. 

.4sí aparece tlel solo ennnciado~ en el ordenamiento del catálogo 
de figuras delirtiws en particnlnr, al que nos referiremos al aludir 
:I 1 Código. 

Pero. se incurre. lo mismo que en otras legislaciones, al iwor- 
llorar al ronlenido del Código penal militar estos delitos militares 
impropiw. en el defecto tkniro de describir ninwlmente condnct;is 
ya derritas eu el C6digo penal comtin, dfiutlose el (~1so tle que en 
uno y otro se cles;ipriwh,7n distintamente. utrilmyéndoles distinto 
disvalor deli(*tivo. y origínase. entontes. el pi-ohlemx 11el wn~wrso 
aparente tle leyes penales. 

Expuesto. muy vn ~eiiwwl. corno se wwilw y cdl es rl c3mte- 
nido del lkwerho penal militar en el ordenamiento jnrídico positi- 
VO chileno, la teorí:1 de las fuentes del mismo rlarn;l pw nu expoxi- 
kjn, pws cn I:r wnsidprah’m de 1;1 enenria y el cwlttenido sr vie- 
ne tocando el prol~lem;~ de las fuentes. La hemos Ibostergado. en 
nn afAn clr ir concretando en contenido del CMigo en lo relativo al 
Derecho Iwnnl militar. antes de hacer referencia al mismo y alu- 
clir en sepuitla a los rwecepton concretos que dicten relaciím con la 
teoría del delito militar. 

El princil)io tle legalidad, garantía de seguridad jurldica. tiene 
plena vigencia en el orden penal militar. El Derecho p?nnl militar, 
hemos dicho. es un Derecho ,penal especial. 

La Constitwiíbn Política con.sagra el principio como pl~ill1tíil 

individual en su art. 11 (2). lo recoge el Código penal común PII sus 
:lrtículos 1.’ .v 1X (3) y le reconoce vigencia en materia penal mi- 
litar al art. !!OT, del Código de .Justicia Militar (4). al hacer envío H 
aqnf?l ww-po legal cn tkfecto de regln Pcl~ciill propia contl*;ih. 

- - -_-- 

(2) Constitución Polftirn. art. 11: “Sadie puede ser condenado si JIO w 

Juzgado legnlmente y en virtnd de lina ley promnlgadn nnter: del hecho ~nbre 
que recae el juicio”. 

(3) C&Igo penal. art. 1.O. inciso IP: “ES delito toda awibn n omiaibn 
voluntaria wnada por In ley”. Art. 18, Itisn 1.O: “Sia@n delito se casti- 
per8 con otra pena. qne Ie que #Ie sefiale nna ley ;Dromulgada con anterinri- 
áad n STI pe&tradú~“. 

i4) Cbdiao de Justicia Militar. art. 205: “TendrBn a~i,li(xaci6n, en matte 
rla militar. i& dispo&ciow del JAhro 1 del CMigo penÁ1, en cnanto no f?e 
opongan a las wglas contenidas en Me CMigo”. 



E1 l)erecho pañal militar no tiene’ pues, mau fuente que 1s Ie,v, 
p el principio no tiene excepción, entendemos. 

r:1 Derecho tiene su fundamento axiológico en la justicia co- 
mo valor formal. pero. para que ésta se realice por su aplicación, 
ha tlc estar informado además por la utilidad? so pena de abocar 
en una injusticia : ha de asentarse, ha de responder R las necesi- 
dades que nacen de la realidad hist.Orico-social. Por su índole, estas 
son. naturalmente. relativas: sin embargo, tienen, a pesar de ello. 
un cierto ciirCic*ter de permanencia que es lo que permite la regla 
excri ta . garant(:t de 1s certeza, que reclama la seguridad jurídica 
del Perecho. 

Pero, esta constante relativa de las exigencias histíwicas en que 
el Derecho se asienta se rompe bruscamente en períodos tic auor- 
malitlnd cn la vida nacional y las categorías penales descritas lo 
mismo que su desaprobación pierden vigencia, dejan de responde1 
a un principio de necesitlad. vtiido ahora. Se hace indispensable 
un reajuste del ordenamiento a las nuevas exigencias. T surgen 
las leyes temporales para dar satisfacción a las necesidades del 
perlodo de anormalidad; una legislación de excepción. 

Cuantln la anormalidad en la vida nacional dice relacibn con 
la paz interior y esterior que 108 Ejercitos están llamados a guar- 
dar por su esencia. el Derecho penal militar, Il:tm:ttìo it mantener a 
los miembros de aquCllos en el cumplimiento de los deberes que al 
militar sc imponen y a resguardar al potencia1 militar, requiere 
tsmbibn del renjust.e que las exigencias histOrieas reclaman. Re 
lraccb necesaria la dictacióu de una legislación penal militar de 
escepc’ión que reajustando el ordenamiento válido para tiempos de 
nornuilitlad provea convenientemente a la mantenciAn de In diwi- 
plin:t y seguridad de IOR Ejercitos. 

Pero. en talcs circunstancias, los Ejércitos estan llamados a 
operar en condiciones muy variadas, cada una de las cuales deter- 
mina necesidades diferentes, sin fRcil comunicación por regla ge- 
ner:11 con In sede clcl Gobierno en que se halla el órgano legislativo 
F compelidos a proveer con la menor dilación al reajuste indispen- 
sable del ordenamiento juridico. 

No hay otra solución que la delegacion de la potestad legislnti- 
ViI ell el mando superior. como se admite en Derecho político la 
delegación excepcional de la potestad legislativa en el órgano eje. 
cntivo del Gobierno. T ea lo que hacen los orden;tmientos posi- 
sitivos previendo tal situación de excepriim. facultar al mando 
superior de los Ejercitos para dictar la legislación de excepción 
que la situacibn anormal de guerra reclama con el fin de pro- 
veer convenientemente a la efectiva mantención de la disciplina 

lS8 
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v Hepuridad del Ejército, según la misión asignada al Derecho 
penal militar. Esta legislación de excepción se contiene en los 
handfm militares : verdaderas leyes temporales. di~tada~c en oir- 
tud de una potestad legislativa delegada. 

El Derwho penal militar sigue teniendo su única fuente eti la 
ley: el bando militar que establece la legifilaci6n de excepción es 
una ley material. 

Esto PS lo qne ocurre en el ordenamiento jurídico positivo chi-. 
leno. Hay un Derecho penal militar normal, contenido en el C6di. 
,go de Jnsticia Militar, en que se describen las categoriaa penales y 
~111 desnprohación legal. teniendo en vista lay necesidades de una 
realidad histórico-social relativamente constante. y un Derecho pe- 
nal militar excepcional. contenido de los bandos militares. dicta- 
dos por el mando superior de los Ejércitoa en virtud de una potes- 
tad legklfltiva clplegada. por la propia natnraleza de las cosas, en 
que se contendrhn las categorias penales y la desaprobación que 
las exigencias históricas de la sitnacibn anormal de guerra recla- 
man como reajuste del ordenamiento positivo vigente para tiempos 
de normalidad. A este Derecho penal militar excepcional. refike- 
se al art. 77 del Código de .Tn&icia 3filit;lr (3. 

IWablecido que la única fuente del Derecho penal militar es 
la ley. en un sent.ido material, sea la lep formal o el bando militar: 
la concreción del problema de las fuentes ;I ese Derecho y del pro- 
pio cnntenido del Código reservado a ese mismo Derecho penal por 
la desaprobacihn legislativa qne entrafia. impone. ,por lo que hace al 
ordenamiento positivo chileno una distinción entre el Derwho pe- 
nal militar p el Derecho disciplinario militar. 

En opinión común, la de que entre el injwto penal militar ;v 
el injnsto disciplinario militar no ha? diferencia cnalitativn. sino 
crimplemente cnantitativa, o lo que es lo mismo, que no difieren en 
su esencia. En otras palabras. qne entre delito militar r falta dki- 
plinnria media la misma diferencia que entre delitos y faltas en el 
IhWrho penal común. Lan faltas tliaciplinnrias serían filltas pena- 
1~ militares. 

ne esta postulacibn fluye una consecuencia inmediata y es la 
de qne nn delito militar no podría t.raler nunca como connecnencia~ 

6) C&lign de J,mt.icia Mllftm, nrt. 77: “El General en .Jefe del RjPr- 
cito 0 el Qeneral Coman&mte de nna T)ivi.sión 0 tien de EjEtrcito que OpP- 
re por -rado, ,tetird antorfdad pnra promulgar las bandos que creyere 
conveniente dictar para la segurtdad J diwiplha de la* trnpua. y efhe 
baxdos;, eorno las penas que impusieren. oblip>\rAn a cuantas perwnac ri- 
gan RI EjCrcito. sin exwqwlh de clane. f&ado. eoudici6n 0 nexo”. 
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responsabilidad disciplinaria. anexa ;I la peual. tlewle que aclu4lla 
no difiere de éste, siendo también penal de menor jerarquía. pues 
<a ello se oponJrí;l un principio elemental de .juRticia. el MMI, bk 
in irfem. 

T,uego, par;\ qne el sistemii punitivo funciouare w11 juwtkia, ñe- 
ría menester que rigieren 10~ mi8mon principios sustantivos y itd- 
jetivos en el Ikrccho penal militai y en el ,Z)erecho disciplinario 
militar. pues si en aquél fueren mA.s rígidos que en éste. daríaxe 
~1 absurdo de cine. (le hecho. wsultaría. por las exigencias de la se- 
guridad jurídica. reclamadas para aquítl, más tlifírilnwnte nuncio- 
natlo un hecho grave que uno de gruwdad mínima. 

Por lo cye hnre :II ordenamiento positivo chileno. eu que nada 
de esto ocurre. eiittwtlraios ,(6 t que entre Derecho penal militar p 
Ijerwho diwiplinario militar. entre delito militar, expresibn cnm- 
lwensiva de la falta penal militar. y falta diwiplinari:~. ha,v di- 
ferencia esencial, la misma que entendemos hay entre injusto penal 
(1 injusto de servicio: administrativo. como nosotros llamamos : 
diferencia tan radical como la existente entre el injwto penal y 
el injusto civil. que permite su wexktencia. 

Isl Derecho di.wiplinario militar snpme, por pmpi;l tlenomina- 
vihn, el concepto de disciplina. 

Enti6ndese por bnta. oi~din;iri;cmel~te. el conjunto de deberen que 
impone al militar sn permanenci;~ en el Ejército; deberes, unos. 
propiamente militares. en cwinto competen ~610 a aquéllos. indiñ- 
pens:lbles a la organización misma del EjCrcito. yo otros secnnda- 
riamente militares. lwesulmestor; del establecimiento de los pi- 
meros. y cle tin; ti*;lwvei~tleiicia regimentaria dlirln no nhlo en lo 
militar. 

Ir1 Ikreclio dkciplinario militar viene ;l ser el conjunto de 1101~- 
mas jurídicas que establecen estos deberes regimentarios y las co11- 
wwncias que trae cwnsigo RU inflexión. Sn contenido. en suma. 
consiste en el establecimiento y mantencií>n de la disciplina, dtbl 
r+imen militar. 

Mks hemos visto talubi6n que es misiim pewliar. propia del 
Derecho penal militar. mantener a los miembros de las Inntitwin- 
nes -irmadas dentro de las ordenanzas, en el wmplimiento de los 
debtven que les snu propios. en una pilabra. hemos dic*ho. mante- 
ner la diwiplinu. 

Si uno y otro Ikwho tienen por misián el mantenimiento tlc 
la disciplina, del orden regimenturio, parece natural concluir, cons- 
tituyendo todos 10x deberes militarew la disciplina, que entre 
delitc militar y falta disciplinaria no hay sino una diferencia 
cuantitntiva Pero, es que la diferencia entre uno y otra uo viene 
determinada por la infracción misma del deber sino por la natura- 

--- 

61 In opinión es &mpre nuestra ptlrticulor 0plniún. 



ka, diferente, de la clesaprol~a~ión de que l;~ infl-ilWií)n fw olJjf>tfJ, 

en un caso penal, en f4 otro fliwipliJJari;f. siniplenwnte. 
Un bien jurídico. nn inter& jurfdico. puede ser objeto de pro- 

tección mAs 0 menos eficaz por el ordenamiento pfktivo, .se@n 1;1 

trascendencia que a 61 se aGgne, y objeto de más de un tipo de pro- 
tewión. segfin la entidad del atentado contra el mismo. En todo 
vaso, por la magnitud cle la desaprobación, el mAximo de prntw- 
pión jurfdica de un interbs o nn bien le rel)resent:l I;I lwoteccií~n 
pf?nal. 

La vio!ilciím (ll& todo tlekr militar entraña ui1 atentado cont ra 
la disciplina, pero no siempre lil pone en lwligro 0 la daiia iKn;ilmen- 
te. el!0 dv!tende de la entidad del deber incumplido y de laa c~ircunn- 
lancias en que es infringido. 

El legi,~lador reconow wlor trwcwtdw tr ;I 1;i (1 isf4pliJJ;J pi4 Jx 

dispensarle protwcibn penal, para liawr tle flf+wu ill;lflilS formas 
cle infraccibn de los deberes que la Unwtituyrn. ~7~tegorías penales, 
pero no de todas ni de todos los delwes y. rntonces. junto COII dis- 
pensar n la disciplina una protección reginwntaria, atlmii!istrativa 
le tlispenw. ;lflem~s. en determimldos supuestos UJI tipo distinto 

fle protecciím juridifx la protección penal. Se 1lilW tle 13 infrw- 
ci6n a la .liwiplina iin injusto de servicio administrativo. y PII 

algnnos supuestos. además. un injusto penal. De lil misma mane- 
ra que nna miamii infracción puetle constituir 111~ injusto (*ivil y 
un injusto pnnl. acartwndo responsnbi~id;td civil !’ pI~fl]. allll- 

dando 8 la infrawi6n IIJJ;I saJJfG6JJ civil y una penal. 
Entre delito militar y falta 0 infrawibn disciplinaria hay. re- 

petimoa, una diferencia cualitativa, JUillYXd;l por la distinta pro- 
tewi6n jnritlka del interés o del bien jnrídico en uno y otro caso. 
TA ,sanción penal es diferente sustancialmente de la sancibn disci- 
plinaria, constituyen formas de desaprOl~acií)n legal de una con- 
ducta, fliferentes. 

Si ello es verdatlepamente ami, como nosotros entendemos. IIIM 
sepie de consecuencias, que el O~f~f?llilJlli~Jltf~ positivo rhilen0 ha tie 
consagrar, deben dar.se. 

En ,primer término. el Derecho disciplinario no tiene 1~“’ qnc! 
figurar en el contenido de un Código penal militar, como es en 
lo sustantivo el Chdigo de Justicia Militar. AA~ wurre (*II la legis- 
lación chilena, el .Derecho di~ciplinftrio militar estA r;ltli;ltlo del 
c/j>dipo de ,Justici;l Ill[ilitar. 

Pero, y conviene aclararlo por la identificación que viene llil- 

ciéndose de la falta disciplinaria COJJ I;I falta penal militilr, ello 
no signifiw clue el Código no contenga faltas penales militares: 
las hay (7). 
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Luego si nada tiene que ver el Derecho disciplinario con el &?- 
rwh() penal militar, la falta disciplinaria. mejor la infrawiím dis- 
ciplinariu, con el delito militar, repwsentaudo entidades distintas, 
no tienen por qu6 regil; en rigor 16giw, aunque de hecho el10 pue- 
.cia ocurrir, los mismos principios generales para una y otro. 

1’ así owrre PII innúmeros aspectos en el ardenamiento positivo 
.4~hileno. 

Reconoci6ndose al Derecho disCiplillilri0 el wrácter de un De- 
rech!, reg13mentario de servicio, se ent regn iI la potestad reglameu- 
tnri:t del Presidenk de la República su establecimiento (8). El 
Derecho tlisciplinario tiene su fuente en el reglamento: no rige 
para él ~1 principio de legalidad. 

Cont ibnw? funtl;~m~~ritalrnei~te. WI el Reglamrnto de Disciplina 
para las Fuerzas Armadas, aprobado por Decreto supremo núme- 
ro I.UG, 3e 11 de diciembre de 1931, de general aplicatci6n para 
Ejército, Fuerza Nrea y Armada (9). 

Remos dicho que el principio de legalidad no ri:h! para el Dere- 
c*ho disciplinario que tiene su fuente en el reglamwto. Tal vez pu- 
diera cuestionarse que el reglamento no sea una ley en sentido ma- 
terial. aunque de menos rango, en cuanto es como aquella norma 
general obligatoria, pero aún así, el principio de legalidad, como w 
t!ntiende xtualmente. no rige en il~lukl. en cu;lnt.o Derecho wn- 
c*ion;\torio. 

EI Reglamento de ,Di,wiplina no contiene un catálogo cerrado 
de deberes militares iii tampoco describe un catálogo cerrado de 
fJt:ts diwiplinarias. sino que hace una simple enuuciacihn de aqu6- 
llos y Mas y tal enunciacibn es abn vaga (10). 

Cousecuenci:~. en seguida, del carkter de Derecho regimenta- 
rio que se le reconoce es que no rige tampoco en el Derecho diwi- 
lblinario cl principio de legalidad procesal. So hay propiamente 
IIIM juriarliccihn disciplinaria. la accií>n disciplinaria es atribuci6n 
41Pl IEillldO (ll). 

quiern de NIIR grados” mano a mnta dias) : lwm Ista equivalente 8 ia * 
prkih cwm6n. segti el art. 215, que de wuw~o a lo gn-ewrito en el art. 21 
del C&ligo pennl vomdn, es penan de falta. 

(8) T>icc el nrt. 4X del Coligo di .Tuatlda Militnr : “El Presidente de la 
Itep~ibllca dictaré en <anda Inetitncií~n IOH replamento?r corrwwndientm sobre 
lw deberes militares lnn fRlta3 de diwlplino. lna reglas del servicio !J demkfl 
nrrwiarios mra el tigimen militar”. 

(9, Hay tnmbibn 11n R@smento tle Mwil>lintì para d Servicio de Ca- 
whineros. similar al de lns F11er7~s hrmadns. 

(10) Mw el Reglamento de Dkwiplinn de lns Vuwzsrc .kmadas. art. 77: 
“Son faltas contra la dii*4lAina. entre otrns, IRR siguientes”: y al final de 
In ennniernci6n enunciatiw qw signe diw: “33. Toda otra lnfrawi6n contra 
los Reglainenros 11 6r<ìerw de .serrivin que nltere el régimen imr~rftnte en 
lns Fuwzas ArmadAs”. 

(11) R@funento de IXfwiplina para larz Fuer iLrmada% art. 34: 
“IAS faltas w  caetigsr8n de ecnerdo can las atribwionw disdplinarias de 
.rlcle est& InveMido cada ~nprinr y eon nrregio n %n p?opl~ jnido*. 
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30 rigen tampoco en el I)erwbo disciplinario las causales de 
exclusión &? la responsabilidad vigentes para el delito militar 3 
CllW constitl~,w~~ pl HSIRC~O nep;l.tivo de ctada uno de los caructeres 
4p? 10 integran. Jmr lo cpe incuestion~~bIementr delito militar y 
falta disc*iJ~linaria son ent.es distintos aun formalmente. So i;on- 
tjcnc ~1 Ilchghmento p~we~~to niupuno qnc, haga nplicablt~s tales 
4*¿i~lS~tlW 

T;IJI~JWO tienen vigencia tan ~1 Dewcho disciplinario las cir- 
um~taIwi:~s madific*atoriaa de la responsabilidad penal que intr- 
gran la. ~ull~abilidatl. Fund;~mentnlmt~nte wnn~ tales rige sólo la 
wnducta anterior, buena r mala {12). 

Por ítJtimo. necesaria wnsecuencia del carA<*ter regirnentario 
del Dereebo disciplinario. que nosotros entendemos tiene. comlwen- 
sivo de todos los deberes militares, incluso de ;~qnellos cuF;\ in- 

frawibn PI ordenamiento eatima penalmentc~ trascendente, y de 1;t 
4listint;i mtturaleza que atritmímos al injusto disciplinario y al in- 
justo pmal. ha de ser la coexistencia de la responsahilitlad disci- 
plinaria y la penal cuando eata se da. T así lo ronwa el ordtrna- 
miento Jmsitivo chileno. tanto PII el Codigo de .JusticJ:t Jlilitar, co- 
mo PIÉ PI Neglamento de Disciplina (13). 

1’ estn contemplación del problema reputando injustos distin- 
tos In fa113 disciplinaria, 0 mejor. inairztimos, infratri6n discipli- 
IlilYiFl y delito militar. injustos que traen consigo, obvio es, res- 
lmnnabilitktdes diferentes y susceptibles por ende de coexistencia, 
tiene la ventaja de que proporciona al mando la posibilidad de 
UII;~ ~~nc$‘,I~ r;ípida y ejemplarizadora que, de ordinario, la man- 
tención IttA Ia disciplina requiere y permite con igual rapidez la 

.eliminacibn de las filas del personal indeseable. 
?+ias !o que nos proJmníamos en este nfimero em simplemente 

4Y3IlCI’Ptil~ el 0uwepto del Derecho penal militar 8 los fines de pre 
visar eJ problema de Ias fuentes y delimitar en una segunda rpntric- 



ción. hecha 1-a la del Derecho penal militar exwlwional. el conle- 
nido del Código de Justicia Nilitar. del clue qu& tamhiéu. pues, 
excluida el Derwhn disciplinario militar. 

Volviendo a nuestro lwop6sit0, diremos (lne el Código tle .Iusti- 
cia Militar chileno. en su parte sustantiva. contiene el Ikwho lw- 
nal mil itnr normwl. ~onc~eliitlo como un Derecho pen:tl rspWia1. 
cu,vo contenido viene determinado. primero, por una serie de con- 
ductas que vonstitnyen infruccibn de deberes militai-es. y luego. poi 
el atenta;!n contra tleterminedtm bienes jurldiws que ponen en 
peligro e! potencial militar de la nacic’,n. 

He acluí resnmido lo que. liprrameiitt~ ri~zoni~~lo. Iieiw~s tlspuesto 
en los nhmwos anteriores. 

So ohatante creemos que esta breve noticia. sobre el Derecho pe- 
nal militar c*hiIeno reclama pira ser completa un;i visií)n siquiera 
esquemática del C’ódigo de Tuwticiii Jlilitiir mixnio. 

El Chdigo vigente rige desde el primero de marzo tle l!Mi. F~;Is:- 
ta esa fecha ripih en el orden penal militar la Orden;tnza General 
del Kjkwito de 2.5 <Ir iiiwil tIe 1 HW. niodifiwtl;i y ~ornl~lementi~tlu 
por ltys posteriores. 

Este Código,. de profunda raigambre hispfinic*;t. clue entronca WII 

las Ordenanzas de Carlos 111, > cnyo texto definitivo se ha fijado 
pr Decreto 8upremo R. 2 numero ___ *B’rW. de 19 de diciembre de 1944. 
es nn caerle legal tle comfin aplicnvií)n par;1 el I’:jbrcito. la Fuerxa 
AélWi. la .~t2llitdi~ y Carabineros. 

No ea este Código, solamente. un (‘ótligo penal militar. Ade- 
más de la ley sustantiva cnntiéne.se en 61. la organinieac+ur de la 
jurisdicción militar y la ley adjetiva. 

Cnmltinese de 405 artículos y un artículo final derogatorio )- 
transitorio y ,.se divide en cuatro litwos, de los cuales nos interesan 
loa dou últimos, el 1 que se denomina “De los Trihiinilles milita- 
res”. el ll intitulado “Del Procedimiento”. el TTT rubrirwclo “Tb 
la penalidad” y el TV intitulado “Otraa disposiciones”. 

Los Libros III y IV contienen el ,Derecho penal militar. 
El Libro III divídese. a su vez en once títulos, algunos de ellos 

subdivididos en pRrrafos, los 1’, VT. 1’11. lknominbune, el 1 “Re- 
glas genwales” : el TT, ‘&,De la traicibn, del wpionaje y tlemRs deli- 
tos contra la solwaní;1 y segnridad exterior tlel lCst.ado” ; el III, 
“Delitos contra el I>erwho Internacional: el IV. “Delitos cont.ra 
la seguridad interior del Estado” : el 1’. dividido en dos parrafo% 
“Delitos contra el orden y seguridad del EjCrcito”, titulandose los 
p&.rr;lfos, el primero “SeditAón y motín” y el segundo “Ultrajc a 
centinelas, a la bandera y al Ejército”. El titulo 1-T’ dividido en 
seis pArrafas. denomInaRe *‘T>eliton contra IOR deberes y el honor 



rnilitüres”. Yul~rit*Anflow los pArr;rfo*. el lwinrero “ Iklitos en el 
servicio” : el segundo. “I)elitos del centinela” : el tercero, “Aban- 
dono de wrvicio” : ~1 cwirto. l * Abandono de destino 0 reaidenria” ; 
el quinto, “l>e.serc~iba”. y el .sexto. “~surpi~ción de atrit~wiones~ alm- 
So cle ;lUtOridild. denegacií)n tle ilUXili0 y uso indebido dt? unifor- 
IW”. El titulo \-ll. dividido en dos p;írrafo~. tittilase *‘l)elitos de 
insnbordina~i(,n”. llevando por nombws. el párrafo primero. “De 
I;I tlesotndienc~ia”, y el .se.gundo> *‘Cltraje a superiores”. Los IW- 
t;lntes títulos del Libro denomíminw, el I’IIJ. ‘~l)elitos contra lou 
intereses ùvl ISjbrcito”: el IX. “Deliba contra la propiedad”: el 
s, “!klitos de filMdad’*. y el SI. **De ;tlg!nnos tklitos en tiwnp 
1111 kwerr:, “. 

Por su Ibarte. tbl Libro I\‘, divídese en tres títulos rubritrad~~s. el 
1. *‘De los tkliton qwvinles relativos :I la JIil~iIlZl de (:uerr;*“: PI 
TI. **De IOS delitos fqeviales relativos :I los (:ilrilt)ineros de Chile”. 
,v eI IIT. ~~I~islwsi~iones ~omylementarias”. 

Con este ralklísimo Iwquejo de lo qne cAs tw sll ~NtlWCtll~i~ Ia 

luirte wstikntivzt. lwopiamente el Cídipo pen;11 militar. tw el Cíl- 
digo de .Justivia Jlilihtr chileuo. ;ulquiew yi\ Uni\ Ill;l,VOY CO11(‘W- 

ción el contenido que ;+nábamos con ;l~lVglO ;II ~~l?l~lli~lIIiVlltt~ 
positivo chileno ill lkrecho penal militar. y queda trazada tisí a 
c- v:~ndes r;~sgos 1;) fisonomía del 1 kwcho penal militar chileno. 



!iYl ecenstones 9/ 

!PZotis de ticos 

1 Congreseo de Direito penal militar en conmemoruqao ao wqui- 
centenario do fhperior Tribunal Militar (8 a 15 junho de l!M?). 

.4 i1ai.v. Río tle Janeiro, Impensa do Esercit.0, 19523 (tres vo16-. 

nwntw de 165, ,332 y 448 pi$gs., respectivamente). 

Ya en el Congreso Jurídico Braslleiro que tuvo lugar en el mes de 
agosto de 1908 se abordaron temas de Derecho militar: la inclusión def 
Derecho militar en los planes de estudios (que entonces no condujo a 
resultados prácticos, aunque luego se logró ver la aspiración convertida 
en realidad) y fijación del concepto científico del delito militar, inter- 
viniendo brillantemente los profesores Esmeraldino Bandeira y Luiz Dru- 
morid. el doctor Pedro Jataí y el que sin dispueta es el más renombrado 
cultivador del Derecho penal militar en el Brasil, el infatigable estudioso 
y ardiente polemista Ministro Gomes Carneiro. en aquellas fechas auditor 
auxiliar, gran amigo de España y a quien la HEVISTA se honra en contar 
en el número de sus corresponsales. Congresos generales posteriores in- 
cluyeron también en sus programas cuestiones de Derecho castrense. Pero 
el que suscita este comentario es el primero de los Congresos Nacionales 
brasileños de Derecho penal militar, iniciando una serie que, aunque orl- 
ginada por el deliberado propósito de conmemorar el ciento cincuenta 
aniversario de la creación del Tribunal Superior Mllltar establecido en 
1 de abril de 1808. esperamos que no se interrumpa en beneficio de una 
disciplina tan injustamente preterida como lo viene siendo el Derecho- 
penal militar, de cuyo renacimiento. por no decir nacimíento, dan tan 
vigoroso testimonio no ~610 el Congreso brasileño, sino los dos congre- 
sos nacionales celebrados ya en Italia, y el 1 Congreso Internacional de 
Bruselas en mayo de 1959. 

Una comlsl6n dp lMlnlstros, miembros del Tribunal Superior Militar 
del Brasil. propuso, y asi lo acordó el Alto Tribunal, que, con el motivo 
expresado, se convocara un Congreso de Derecho penal militar. así como 
que se tomasen otras iniciativas entre las que figura la creación de 
una Orden del Merito Jurídico Militar. Se presupuestaron cinco millones- 
de cruzeiros (muestra evidente del interés concedido por la Nación a 
este propósito) y fu6 nombrada una Comisión organizadora bajo la pre- 
sidencia riel Ministro Almirante de la Escuad’ra Octavio Flguelredo de 
Medeiros, presidente tamblbn del T. S. M.. la cual adoptó el acuerdo. en- 
tre otros, de invitar a la Orden de Abogados del Brasil, a la Asociación 
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de Magistrados brasileños, a la Asociación del Ministerio público. a la 

Facultad Nacional de Derecho, a las restantes Facultades que tienen es- 
tablecidos estudios de doctorado y a los alumnos de los cursos del Doc- 
torado. estos últimos en calidad de asistentes. Ciento setenta y seis con- 
gresistas. v mas de noventa y seis trabajos presentados son el indice del 

interes provocado por el Congreso. El trabajo se distribuyó en once Co 
misiones y en varias sesiones plenarias. Las Comisiones se ocuparon de 
preparar el trabajo de los plenos sobre los siguientes temas: generalida- 

des sobre el Código penal militar; crímenes militares en tiempo de paz; 
crímenes militares en tiempo de guerra: organización judicial militar; 

proceso penal militar; reglamentos disciplinarios militares: derecho pe- 
nal militar internacional; Administración militar en lo que concierne al 
Derecho penal militar; la Policía militar y el Derecho penal militar: 
crímenes políticos de la competencia de la Justicia militar, Y Derecho 
constitucional y Derecho penal militar. Las tesis que se discutieron en 
los plenarios fueron sólo las que iban provistas de conclusiones, nom- 
brándose para cada una de ellas un relator que sometió su parecer antes 
a la Comisión correspondiente. En el plenario se concedió al relator y 
al autor de la tesis el tiempo de diez minutos para defender sus puntos 
de vista: a los oradores inscritos para cada debate, cinco minutos. 

La Mesa directora del Congreso, elegida por los congresistas en una 
sesión preparatoria, quedó constituida como sigue: Presidente: Ministro 
Almirante de Escuadra, Octavio Figueiredo de Medeiros: Vicepresendenten: 
Ministro Nelson Hungría: Ministro General de Ej6rcito Tristao De Alen- 
car Araripe: Ministro Tenlente Brigadier, Armando Figueira Trompowsky 
de Almeida: Doctor Clio Fiori Druck: Doctor Domingos Henriques De 
Gusmao Junio!-; Doctor Antonio de Oliveira Costa. Secretario General: 
Profesor Doctor Benjamfn Moraes Filho. Secretarlos: Mayor Doctor Her- 
rninio Gomes Da Silva, y Profesores Doctor Paulo Roberto Pinheiro To- 
rres, y Doctor Ruy Rebello Pinho. 

El volumen primero de los Annis recoge, junto con diversas fotogra- 
fías de los actos celebrados, los nombres de la Comisión encargada de 
la redacci6n de los mismos Anales (Aiencar Arapide, Murgel de Rezende, 
Barretto, Acylino de Lima Torres, Pinheiro Torres y De Lima Furtado). 
los de los miembros que actualmente componen el Tribunal Superior Mi- 
litar. el Reglamento de la Orden del Merito Jurídico Militar, nombres 
v actas de la Comisi6n organizadora, reglamento de régimen interno del 
Congreso. Programa, sugestiones de temas para las tesis, relación de los 
congresistas, por Estados brasileflos y por comisiones de trabajo, el mag- 
nifico discurso de apertura del Congreso pronunciado por el Doctor Adal- 
herto Barreto en nombre de la Comisión organizadora, asf como otros 
discursos con ocasión del Congreso p las conferencias dadas, con arreglo 
al programa previsto, por el General de Ejército, Tristao de Alentar Ara- 
pide (págs. 121 y sigs) y el Embajador Pontes de Miranda (págs. 143 y 
siguientes), sobre: “El Derecho de supervivencia nacional visto por un 
militar” y “Las fuerzas armadas en el Derecho de gentes y en Dere- 
cho constitucional”. 
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El volumen segundo contiene cuarenta y dos tesis sobre las siguien- 
tes materias: La justicia militar como parte integrante del Poder judi- 
cial (Doctor Casado Roch). La prisi6tr preventiva (Barbosa), f’ena dr 
muerte (Correa De Oliveira. Baptista Mattos, De Bleashy Fernandes), 
Responsnbitiriarl ~UUII VTL PI cLurecho penal militar IJ común (De Arruda 
Marques). Fuga de presos (Andllon .\ures de Alencarl, CoIlcepto dP 
“assem~lharlo” (Gomes Carneiro), Embriaguez (Paletta Filho) . Hrhabili- 
tación (Brenha Riheiro Filhol. Defcrtos ti In prescripció~c V)L derecho 
penal ùmsilefio vigrntf, (Fiori), Traición y espionaje (De Arruda Mar- 
ques). Desobedienrin 0 cí&enPs supwiorf~s (Darc’ieu de Albuquerque). 
Rifia (1% Costil Moraes), Estupefacietrt<,s (üornes De Gusmaot, Delito 
militar y trunsgresi& disciplinaria (Schuch) . Colo,lización penal (Campel- 

lo), Rtiyimen penitenciario (Dardeau de Albuquerque. Rergamini Míotto, 
J3arbosa Sampaio), Conwpto &l derecho disciplinario militar y su rodifi- 
cacirin (Gomes Carneiro) , Reglamentos tiisriplinarios (Raja Gabaglia, De 

Carvalho Brito), Consejos de justicia <Ic los w.wpos. fornaciones y esta- 
Mecimientos del ejército (Moraes, Goldemberg) . Competencia dc los jue- 
res auditores (Ancillon Ayres de Alentar). Procesal (Cisneiros Do Amaral. 

Da Costa Moraes, Dariano. De Gusmao Junior. Pires De Campos Barros. 
Sussekind De Moraes R6go. Dardeau de Albuquerque, Pereira Da Costa. 

Brenha Riheiro Filho), Los Policías militares .v sw fuero (Jos6 Cándido 
Da Silva), Justicia militar en el Estado de Espfritu Santo (Eugenio de Asís), 
Situación jwídico militar del policla militar (Fiori Druck,. Lo I>oZicíci 

militar como reserva militar (Rauen) , Imposibilidad de ronstitueibn del 
Conselho Especial de Justicia Militar estaduul (Alves Da Costa). Situn. 
ci6n de los funcionarios administrativos de la Auditon’a de Jwiicio mili- 
tar de In PalieZa Militar y del Cuerpo de Romberos drl distrito Federal 
(Gordilho De Oliveira). 

El volumen tercero publica cincuenta v tres tesis. indicaciones hechas 
en el plenario, el Decãlogo del promotor de .Justicia (aprobado por una- 
nimidad) cuyo autor es el Doctor César Salgado. v las palabras finales. 
Los temas de las tesis que aquí se reúnen son los siguientes: Estatuto 
de nacionalidad (Saltiel) , Servicio militar femenino (De Souza Mello), Ley 
rlrl Senticio militar (Da Silva Arafijo). Misión constitucional organiza- 

ción. jerarquía y disciplina de las fuerzas armados (Fontoura Sobra1 Pln- 
to), Exención del servicio militar por motivo de creencia religiosa. polí- 
tica 0 filosdfica (Lesa Litrento), Estudio comparativo del C6digo penal 
comtn y del Cbdigo penal militar (WalJ B. De Carvalho), Contribuckk 
al estudio de los prisioneros de guerra del Brasil (Pementel), Concepto 
del crimen militar (De Cunto). Defectos en la realizacidn & la justicia 
penal (Teixeira). Facilitadún del contrabando (Cardoso De Almeida). DP- 
lito de embmrioguez (Da Rocha Martins), Injurias impresas en el derecho 

penal militar (Vieira Da Cunha), Organizac& de IU Justicia militar (Be- 
zarra Filho. Cidade). Procedimientos penales militares (Rabel10 Pessoa Da 
Costa. Riheiro, Fiori Druck, Oliveira Costa, Pires de Castro y Evaldo 
Pnntel, Ctimenes militares cometidos por miemhros de la Policía mili- 



tar, disciplina y códico disciplinario (Canabarro Reichardt) , Jlcsticic mi- 

litar Estaduol (Junger Viera), Divisidn del Tribunal Superior Militar en 

Salas (Cisneros Do Amaral), Atribuciones del mando y Policía judicial 
mfZi!ar (De Lima Pessoa); La Reserva de Za justicia militar (%Zoraes, Ge 
mes Carneiro). Cn’men político y jun’sdiccián militar (Gomes Carneiro), 
Derecho penal militar y su autonomía (Ferreira Bastos, De Souza Mello, 

Schuch), Aplicacidn del Derecho penal militar caso de concesión du esta- 
cionamiento o tránsito de fuerzas armadas en el país o en el extranjero 

(Barreto Campello). Crimen militar en tiempo de paz (D’Aquino Fonseca). 
Cumplimiento de un deber legal y ejercicio regular del derecho (Magal- 
haes), La suspensión condicional de la pena y su ausencia del derecho 
penal militar (Evaldo Ponte y Pires De Castro, Barbosa Sampaio. Ayres 
de Alentar), Concepto de presencia del enemigo (Fontoura Sobra1 Pinto), 
Revuelta (Da Silva), Crimen de cobardía (De Anuda Marques). Comercio 
clandestino y facilitación de estupefacientes como crimen militar en 

tiempo de paz y en tiempo de guerra (Guimaraes Pinheiro. Cardoso De 
Almehida) , Insumisi6n y desercidn, procedimiento (Gueíros Leite~ , Preven- 
ción de los crimenes militares (Lyra), Procedimiento militar (Dariano,. 
Mountinho Ribeiro Da Costa, Sussekind De Moraes Rego), Origenes de 
la legislacidn penal militar brasileño (De Paula Cidade), Desertores de 
marina (Tiburcio Ferreira), Composición del Tribunal Superior Militar 
en Za Constitución de 1946 (Gomes Carneiro), Organizncibn de Za tlfsci- 

plina judicial militar (Gomes Carneiro) , Conveniencin de disposiciones más 

precisas sobre el delito de saqueo (Cardoso De Gnsmao). Ilícito penal 
militar y responsabilidad civil (Cardoso de Gusmao), Presidenrin de 10s 

Consejos de Justicia (Saldanha Souza), Conmemoraciones en cl centenn- 
rio del proyecto del Código penal militar de José Antonio De .Uagalhaes 
Castro. V?W se cumple cn enero de 1960 (Gomes Carneiro). 

Seria tarea imposible dar cuenta detallada de un materia) tan va&). 
Siendo todos los temas de gran interes e importancia, me parece, sin 
embargo, que no ha de tomarse a mal que destaque una de las dlscu- 

siones mas vivas del Congreso en torno a una de las muchas cuestiones 
que transforman al Derecho penal militar en palestra de los más enco- 
conados problemas jurídico penales, no tanto sustantivos como adjetivos. 

Me refiero a la extensión de la competencia de los tribunales militares 
a los delitos políticos. La tesis presentada a este propósito por el ilustre 
Ministro Gomes Carneiro demuestra que nay una preocupacíón creciente 

en muchas Naciones, entre ellas, .el Brasil, por el posible debilitamiento. 
que puede introducirse en la potencia militar de un pafs so capa de 
adoctrinamientos polfticos, y el justificado temor que provocan determina- 

das maniobras ocultas tras telones ideológicos. La conclusión a que 
llego el Sr. Gomes Carneiro reza así: “Toda tentativa de perturbación 
de la paz pública en la que se identifique la existencia de una inspiracibn 
extranjera. cualquiera que sea el medio empleado, constituye una modali- 
dad del crimen contra la seguridad exterior del pafs, puesto que repre- 
senta en realidad un atentado contra su personalidad internacional v su 
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independencia. Este crimen, cualquiera que sea la condición del ayentc 

es de la competencia de la Justicia Militar por definición establecida en 
el precepto constitucional”. El relator hizo suya la conclusión propuesta, 
que fue aprobada, tras una discusión en el curso de la cual los temores 

aludidos contra la seguridad del Estado recibieron un nombre: Rusia. 
A mi entender Comes Carneiro concreto muy acertadamente los inte- 

reses jurídicos en cuya protección debe concentrarse la 1e.v penal. pres- 
cindiendo, claro está. de los reparos que pueden oponerse a la termino- 

logfa misma, tan difundida, de delitos contra la seguridad exterior del 

Estado. A mi juicio, y en el campo jurídico penal, la tutela debe concen- 
trarse no tanto en la ideología misma a combatir con otros medios más 
adecuados que la pena, como en el terreno tan certeramente señalado por 
nuestros colegas brasileños. 

El I Congreso de Derecho penal militar brasileño es un colosal es- 

fuerr.0 que no caerá en el vacfo. El Derecho penal militar no es un deS 
recho de un grupo. de un Estado dentro del Estado. sino que forma par- 

te de la totalidad del ordenamiento jurídico y afecta a todos los cimla- 

danos por igual en cuanto protege el instrumento visible de la po- 
tencia ffsira del Estado, la que debe servir para salvar las crisis de tles- 

composicion por las que toda comunidad alguna vez atraviesa. el <tue 

debe defender el derecho de esa comunidad a tener su puesto al ~1. a 
no ser sojuzgada y explotada por otros países mediante la fuerza. El 

Derecho penal militar no es un “derecho de los milftares”, v por ello 

es justo que se le dispense una mayor atencion por los juristas. Tam- 
bién Espatia se ha unido al movimiento de renovado estudio de los pro- 

blemas que plantea el Derecho penal militar y el derecho de la guerra, 
contribuyendo, en la medida de sus posibilidades. al creciente progreso 

del predominio del Derecho: inter atmcls non silent Irges.-.Josf M.4Rf.4 

RODRÍGUEZ DWESA. 

En la sección informativa de la REVISTA se da cuenta del desarrollo 

y votos formulados en el Congreso de Verona (9-I 1 de mayo de l959), 
de cuya denominación de “internacional” -que lo fue por la asistencia 

de representaciones do otros pafses- prescindiremos, para no introducir 
la confusión con los que celebra la Sociedad internacional de Derecho 

penal militar y Derecho de la quena. Creemos, sin embargo, que ha de 

tener interés para nuestros lectores ei conocer la relaciõn de los tra- 
bajos publicados con motivo del Congreso. que, en un total de dtecinueve,. 
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han llega&) a nuestras manos por conducto del General r\uditor Lúpez 
Fando x &l Letrado Fernandez Serrano. 121s ponencias son las si- 

guientes: 

- Dr. l,uigi Bianchi D’Espinosa. Consejercb tle Casaritirr: C’offiw 

pennlv militare integrnle. Pnrte generale. X2 págs. 

- Dr. Saverio Malizia. Viceprocurador militar de la República: 
Codice penale militare. Criiwi informntori delln partt- specinle di 

pace. 5fi págs. Además: 1 prohlemi rlplln (:iicstizin Militclrr. 8:! Pá- 

ginas. 

1.~ comunicaciones enviadas son: 

- Dr. Stefano Attardi. Magistrado militar: NI pwtiono ~onrliz~o- 
MLL~ per i militar¡. 16 págs. 

- Avv. Bruno Cavalieri: f,‘istignrionf, a rwfo itc un ~oflicr pe- 

1~114 militare integrule. 10 págs. 
- Avv. Gregorio Luigi Cavalla: .\f«te di un prtmlistu. Sobre el 

tema’ Codicc penale militare integrale. 11 págs. 
- Dr. Renato Maggiore: Codiw penal6 milituw inttzyrafu. 8 pj- 

ginac;. 
- Ten. Generale Q. M. I’. z., Humberto Meranqhini: Harlumi d? 

integrazione dei Codice permli militari. 11 págs. 
- Dr. Arrigo Mirabella. Procurador General militar retirado: 

Cotliw ptwale militare complementare 0 integrale? 27 págs. 
- Dr. Antonino Raneri: Codice penala tn.ilitaw integrulr. S pti- 

ginar. 
- DY. Orazio Romano: Misuse di sicurezzn. 11 págs. 
- Dr. Roberto Sessolo: Sui rolridetti “renti 7nilifaritzati”. i Pá- 

ginan. 

La6 actas de las Sesiones y lista de congresistas (figuran lüfi inscri- 
tos además de numerosas adhesiones), se recogen en cinco fascículos. 

Lamentamos que el espacio disponible no permita una cuenta más 
detallada de. al menos, parte de estos trabajos, en los que se ha abor- 
dado un tema de tanta trascendencia para el problema de la Codificación 
del Derecho Penal militar.-.J. M: R. D. 

El Ministro y Juez en reserva del Superior Tribunal Militar del Bra- 
sil. Gomes Carneiro, alta autoridad en materia de Derecho penal militar 
por FU preparación, experiencia e independencia de criterio, y segura- 
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mente el más tenaz y apasionado cultivador de la especialidad, w\ine 
en este volumen su aportación a los trabajos del I Congreso &s Dfwcho 
Penul Militar celebrado en Rlo de .Janeiro en junio de 1958. 

Tres indicaciones. seis fesi. y tres pareceres constituyen el conte- 
nido tlortrinal del volumen. sazonados -dada la diversa suerte que co. 
rrieron en las deliberaciones de las Comisiones o en las votaciones de Ias 
sesiones plenarias- con vehementes comentarios personales del autor 
y todo el ardor combativo 3 que nos tiene acostumbrados el eminen&. 
maestro. 

Las i~ttlicncio,~c,.~ o propuestas constituyen sugerencias hechas al Con- 
greso sobre la conveniencia de interesar la elaboración de un Estatut» (ie 
I« Mngistrntttrc~ d(, lo Yación sobre un dnteproyecto de Ley de rlisciplin(r 
judicial r>rilitor y. en fin, sobre la oportunidad de la realización de actos 
conmemorativos del primer centenario del “Proyecto de Código Crimi- 
nal Xilitar” clel Auditot’ de guerra .José Antonio de Magalhaes Castro. 

T,as tWn presentadas versaron sobre Ln Composicicín tkl Superior 

Tribttnd .vilitur Pn In Co~~stitftció~r dc Il).lfi, tema que ya había sido ohjet<> 
de una publicación del mismo autor. de la que dimos noticia en el nú- 
mero (i (pl~. 1%) de esta REUSTA, Di.scipZin.n judicial mililar. para la que 
se ofrecía incluso un proyecto <k texto articulado, que constituiría un 
capítulo a incluir en el Código cle .Justicia ,Militar: Formacicín de In TC- 

SC7t’fl de In Jt<sticia Militnr. tema en el que el Ministro Gomes Carneil0 
goza de la experiencia de haber sido director del Curso rk Rmerget,r:io 

para la fortnaci6n de 1. Rewrtw di la justicia militar. en 1945, v ((ue 
trató igualmente en publicacidn de la que también dimos cuenta en estit 
REVISTA (núm. 2, págs. 111) : El concepto tlr “nssemrlhatlo” cstnbZwid» 

w precepto cwMitttciona1 y sus corolurios 16gicos y jtcrfdicos. qiie co- 

rresponde a aquellos individuos que no perteneciendo a la clase militar 
de los combatientes. ejercen funciones de carácter civil n militar espe- 
cificadas en leyes o reglamentos a hordo de navlos de guerra o en esta- 
blecimientos de naturalel-a militar y sujetos por ello a los preceptos de 
subordinación y disciplina: El Derecho disciplinario mililar. Su concepto 

y su codificación. tesis en la que se sostiene la naturaleza penal del Dcre- 
cho disciplinario, postura en la que abund6 más tarde su autor en la ponen- 
cia presentada al Congreso Internacional de Derecho Penal Militar ? 
Derecho de la Guerra. celebrado en Bruselas en mayo del presente año. 
y cuya traducción puede encontrarse en el presente número de esta REVIS- 
T.4 (pág. 7%. y El Cn’men pOlftic0 y h jllfisdiccidn militar. 

Por fin. los pnrecefcs constituyen informes en relaci6n a tesis tlr 
otros autores de las que le correspondió ser relator. Versan estos parc- 

ceres sobr<‘: Concepto de “presencia del enemigo”: Estudio de 10s reglo- 

mentos disciplinnrios parn lns Fuerzas Armadas, v Delito mililar y trans- 

gresión disciplinaria. 

Aunque por la raz6n de ser todns estos trabajos presentados a un 
Congreso de carácter nacional, los temas debatidos se encuadran en el 
marco del Derecho constitucional y positivo del Brasil, los puntos 
de vista en ellos sustentados tienen una vigencia general y constituyen 
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una toma tie posición ante problemas comunes ;1 todos los derechos 
militares de las diferentes naciones, lo que hace que de la obra, con- 
cienzudamente fundada y abiertamente polí%mica, trascienda un interés 
cientifiw tic alto nivel aprovechable para todos.-ErNMw0 DE N6 1~0~1% 

A I:SI w (HCI~WI-1) : (;rztndrisx dcn I~‘chrxtrafrecht. (Compendio de 

lkwho P~n:11 Militar). Munich y Derlín. C. II. Beck’sche Iycr- 

l;l.~~llll~‘llll¿llI~llllll~. 1nSQ. STT + z?:3!l págs. 

Apenas aparecida la ley penal militar de 30 de marzo de 11157 ha sur- 
gido en Alemania el gran comentario de Dreher, Lackner y Schwahn (1~~ 
el cle Rittau (2) y. en el mismo año 1958, la obra doctrinal y sistemá- 
ticn de Arndt. a la que ahora nos vamos a referir, revelándose así la 
preparaci6n .v preocupación de los juristas por las normas jurídicas que 
han de regir el naciente Ej6rcito alemán. 

Divide Arndt la materia en: Introducción, Parte general y Parte espc- 
cial. terminando con un índice dp concordancia con el anterior Código 
penal militar y un índice de materias. La Introducción comprende: Con- 
cepto del Derecho penal militar (págs. 15 y si@.), Historia (págs. 19 y si- 
guientes\. Relaciones del Derecho penal común y el Derecho disciplina- 
rio cpag:. ?.II y Definiciones. La Parte general se divide en cuatro capí- 
tuloa. Íl saher: Ambito personal, espacial y temporal de validez (págs. 41 
y siguientes), La acción punible (págs. 47 y sigs.), Formas de apariciún 
(páginas l@!F y sigs.) y Penas (pags. 119 y sigs). La parte especial se 
dividr en otros cuatro capltulos (págs. 134 y sigs.) siguiendo el orden 
legal. 

Para el autor (pág. 17) Derecho militar es el Derecho interno re- 
lativo al orden de la comunidad castrense. Dentro de él pueden dis- 
tinguirse cl Derecho constitucional militar, Derecho administrativo mi- 
litar. Derecho privado militar, Derecho penal militar en sentido amplio 
o Derecho de defensa militar, al que pertenecen el Derecho penal mili- 
tar eli sentido estricto -el cual presupone la pertenencia del autor al 
ejercito federal, y por ello puede llamarse Derecho penal del solda+ 
y todos los preceptos referentes a la protecci6n de la defensa del país 
(aunclue estén en el Código penal 0 leyes no militares) y, finalmente. 
el I~twcho de la guerra, porque la conducción de la guerra bajo norma* 
jurídiras influye en el Derecho Interno, y estas normas cuando son de 
tipo general forman parte integrante del Derecho alemán ron arreglo 

(1 I DREHER, LACKNER y SCHWAI,M: Wehrstrafgesetz Komme?ttw. 195% 
recensibn en núm. 7. págs. 139 y sigs. de la Revista, donde, por cierto. a 
causa de un error indisculpable. se atribuye el comentario al P 2 de la 
ley a LACRNER, siendo asf que es debido a DREHER. por lo que roginlos al 
lector que haga la oportuna rectificación. 

(21 Vease: REVISTA ESPA~~OLA ny DERECHO MILITAR. núm. 7. págs. 141 y 
sipuientes. 
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al atículo 25 de la Ley fundamental (ConStltuclón). La ciencia del lle: 
recho ?niZitar es parte, por un lado, de la ciencia militar y, por otro, 
<le la ciencia del Derecho. El Derecho penal militar (pág. 18) es “una par- 
te del Derecho penal, es decir, aquella parte del ordenamiento jurídico 
que n causa de un proceder contra los intereses de las Fuerzas armadas 
impone, como consecuencias del injusto, penas criminales y medidas de 
seguridad”. El Derecho penal militar sirve al mantenimiento de la dis- 
ciplina y con ello al aseguramiento de la potencia de combate del Ejér- 
cito federal. Este pensamiento se ha de tener en cuenta siempre en la 
interpretari6n y aplicación del Derecho penal militar. El mantenimiento 
de la disciplina en las tropas se acostumbra a asegurar en todos los Esta- 
dos con medios duros v, por ello, “no puede considerarse inhumano, nl 
como terror”. Pero hay límites que tienen que observarse incluso en 
epocas de necesidad: “Los principios generales de la justicia son lnalie- 
nables e inviolables”. Por ejemplo, la orden de fusilar a todo desertor sin 
proceso previo no puede nunca tener eficacia jurldica porque está en 
contradicción con la moral y el Derecho de todos los países civilizados 
(página 19). El Derecho penal militar es Derecho penal especial para los 
soldados v quienes estén equiparados a ellos. La consecuencia es que 
en tode lo que no sea específico rige el Derecho común. No hay, por 
ejemplo. las anteriores restricciones a la aplicación de la legftlma defensa 
contra un superior, basadas en la opinión de que los preceptos de la 
parte 8eneral del Código penal estaban subordinados a las exigenclas 
reales o supuestas de la dlsclpllna. El sistema actual es también, seg-tín 
el autor, el de muchos otros Estados, entre ellos Bblgíca, Francia, Gran 

BretaAa, Italia y Suiza (págs. 31). El Derecho penal disciplinario es De- 
recho penal en sentido amplio y se distingue del Derecho penal militar 
en la ausencia de tipos legales firmemente circunscritos (pág. 32). Al tra- 
tar de las deflnlciones (págs. -38 y sigs.) hace notar que los delitos con- 
tenidos en el # 48 (3) es dudoso si son o no hechos punibles mllitares. 
pero que no podrían aplicarse las penas del Código penal común de no 
mediar tal paragrafo, Porque “los soldados no son funcionarlos”. 

Los conceptos jurídicopenales comunes de la parte general. verbi- 
grada, Upicidad, antljuricidad, etc., se han de Interpretar y aplicar. a 
juicio de Arndt, lo mismo que en el Derecho ordlnarlo, si bien teniendo 
presente que en determinadas circunstancias puede haber una variací6n 
por causa de las especialidades del ch-culo de deberes mllltares (pág. 37). 
En el concepto del delito militar se atiene, por lo tanto, a las concep 
clones dominantes en la ciencia jurídica penal actual, según la que el 
delito (= acción punible) es la acción antljurfdica y culpable que pro 
cede contra una ley penal, conteniendo la culpahilldad el tipo “subjetivo” 
por contraposición al suceder externo que es el tipo “objetivo”. y reco 
noclciéndose -como resultado de investigaciones reciente+ la presencia 
tanto de elementos subjetivos del injusto como de elementos subjetlvoa 

(3) Véase: RWISTI ESPAYOL.~ DE DERECHO MILITAR. núm. 7. págs. 85 y 
sfgulentes. 



de justificación (pág. 48). Examinar con detalle la exposickin de la teo- 
ría del delito militar en la que el autor revela un conocimiento adecuado 
I<V la situación actual de la ciencia del Derecho, tomando posickín 
en los puntos controvertidos (relación de causalidad, comisión por omi- 
sión, relación entre la tipicidad F la antijuridicidad. etc.), llevaría inlis 
espacio del que se puede consagrar aquí en esta breve referencia. Pero 
no clueremos omitir la mención del particular empeño con que Arntlt 
inserta en el lugar pertinente las normas correlativas del Derecho inter- 
nacional: verbigracia, entre las causas de justificación cuando la con- 
ducta es conforme con el Derecho de la guerra (pág. .iS). 

El libro de Arndt, dentro de los lfmites que se ha trazado. constitu.ve 
una exposición magistral por su concisiiin. claridad y profundos cono& 
mientos que delata, siendo muy recomendable su lectura a cuantos se 
Interesan por el problema de la elaboración científica del Derecho mlli- 
tar. aunque. <orno es natural. haya que hacer reservas respecto a aque- 
llas posiciones que respondiendo al Derecho alemán no tienen la misma 
base jurfdico-positiva en nuestro ordenamiento juridico.--.J. M: R. D. 

Este volumen es cl primero de una serie de cuatro que sobre el de- 
recho humanitario bélico anuncia la Cátedra “General Palafox” en unión 
del Seminario de Estudios Internacionales “Jordán de Assi>‘*, ambos de 
la Universidad de Zaragoza. con el que da una vez más muestra del 
interés que dedica al fenómeno de la guerra v a las normas jurídicas 
con el relacionadas, hajo el entusiasta impulso y la docta dirección del 
Catedrático de Derecho internacional de la Facultad de Derecho de dicha 
Vniversitlad. profesor García Arias. que personalmente contribuir& .se- 
gún se indica, con uno de los volúmenes de la serle. aún en preparaclõn: 
el dedicado a Lo prohibición (Ie medios bPlicos inhumanos. 

El concepto .v naturaleza del Derecho humanitario bPlico quedaron 
definidos por el propio autor del volumen que ahora nos ocupa, en las 
ptiginas de este REVISTA, y ello nos releva de insistir sobre este punto. 
pero sí ha de destacarse que es un Derecho en plena evolución y des- 
arrollo, al que dedican su atención y estudio cientfficos y especialistas. 
filhntropos y religiosos de todas las confesiones. 

Tiene en este aspecto la colección que se inicia, la importancia de 
ser la más considerable aportacl& española del momento actual sobre 
la materia y la de aparecer como continuadora de una tradición secular 
de nuestras Universidades. Tema de extremada actualidad y de honda 
raigambre, en el que se funden la caridad y el derecho para lograr la 
protección de unos derechos humanos fundamentales. 

Dentro de este marco. el volumen que hoy se nos ofrece es merecedor 
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de tafo elogio Serla en todo caso presuntuoso por nuestra parte tratar 
de oponer cuaiquier reparo. .va que se trata de la tesis doctoral del autor, 
que fue presentada y defendida en 7 de abril de este mismo año. y que 
nlerecfó la raifficación de sobresaliente rum laude. Por tanto, nos ifmf- 
taremos a hacer nuestras las palabras que en el prólogo escribe ei pro- 

fesor Garrfa .-\rias: “En el estudio realizado, .losé Antonio Pastor Ri- 
ciruejo se ha mostrado hriiiantemente digno de la altura v del interés 
del tema.” 

La monografía se estructura en una introducción y cinco partes. se- 
guidas de una ronciusi6n y de una lista bibliográfica. 

En iñ introduccfijn se justifica el tema .k. se expone el pian (ie la obra. 
IAH epígrafes de las cinco partes son las siguientes: 1. Exposiritin histo- 
rica (fei trato sufrido en las guerras Ix>r la pohiacion civil. ll. La pro- 
teccicín a la población civil en la doctrina clásica. III. la protecciñn a 
ia ~biación civil en los Convenios de Derecho de guerra anteriores a 
l!M. TV. El IV Convenio de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a la 
protección de personas cirfies en tiempo de guerra. V. El Proyecto de 
Regias para limitar los riesgos que corre la población en tiempo de gue- 
rra. La conclusión encierra un fondo realista. pero optimista. la hiblfo- 
grafía está muY acertadamente seiecciona<la y Jluesta al día. 

El mas vivo interés de la obra se centra, como es natural. en el 
capítulo 0 parte V, ya que el proyecto de regias que en él se examina 
-elaborarikt del Comite Internacional de la Cruz Roja y sometido a la 
XIX Conferencia Internacional de la Cruz Roja reunida en Nueva Deihf 
en 1957- se encuentra en la actualidad en Jmder de los Gobiernos. puso 
decisivo para una nueva redacción que pwftera servir de base a un bo- 
rrador o anteproyecto de convenlo internacional a someter a una Con- 
ferencia diplomática. o para una desviackín hacia una vía muerta. En 
este capitulo realiza Pastor Ridruejo un análisis detenido de las Regias. 
con un acusado sentido jurldico. Elio le conduce a proponer un nuevo 
texto, empresa arriesgada a no dudar, pero no fruto de la impremedf- 
tación o la audacia. ya que sus puntos de vista están sólidamente razo- 
nados. Y estas razones, se compartan 0 no. serán siempre dignas de 
tenerse en cuenta y son hoy de indudable oportunidad. dado el estado 
actual de la cuestion. en que precisamente se Interesa de los Gobiernos 
sugerencias y apoyos que permitan transformar el Proyecto en norma de 
derecho positivo.-E. DE N. L. 

El folleto del que damos noticfa, número segundo de una serle dedi- 
cada al estudio de los fenómenos de la guerra psicológica, recoge el texto 
de una conferencia que el Catedrático espafioi y director de la Cátedra 



-General Palafox”, de la Universidad de Zaragoza, profesor Garcfa Arias, 
,pronunció el 28 de abril del presente año 1959 en la Escuela Militar de 
i\dministración de .Montpellier. 

La clara oposición entre guerra y paz, el antagonismo de ambos con- 
.ceptos, que era tradicionalmente admitido, ha sufrido indudahlemente 
una evolución. Conceptos relativos capaces de difuminarse e interpe 
netrarse, se ha llegado a considerar la posibilidad de un estado inter- 
medio. Esto es lo que hoy se conoce por guerra fría. Pero este concepto 
negativo y peligroso ha tenido mmbien que ser abandonado por el riesgo 
de que se desencadenara una guerra caliente, una verdadera guerra de- 
vastadora que sería, ante el choque de las dos superpotencias enemigas, 
una guerra de exterminio. Mas como la situación de hostilidad perma- 
nece ,v las diferencias radicales y sustanciales de las dos superpotenciaö 
no han desaparecido, se buscan otras fórmulas que no entrañen el pe- 
ligro de choque armado, pero que puedan aportar la victoria. Entre es- 
tas nuevas formas aparece la guerra psicológica. 

Es la guerra psicol6gica la forma más reciente de guerra global y 
persigue el sometimiento del enemigo a la voluntad del vencedor, utili- 
zando medios no militares, sino políticos y económicos. La desmoraliza- 
ciím. la desunión, el aislamiento y la subversión son métodos eficaces 
en esta guerra. No cabe duda que una de las partes hoy en pugna goza 

de dos ventajas considerables: el monopolio de la propaganda cuando 
esta en el poder, y la acción a través de un partido nacional cuando esta 
en la oposiciõn o no controla el poder. 

En esta guerra psicol6gica las democracias occidentales se encuen- 
tran en inferioridad. pues por sus propios principios no pueden utilizar 
tales metódos, y esta inferioridad ha sido considerada y puesta de relieve 
por numerosos autores. Walter Lippmann estimaba que el consentimiento 
*iel pueblo habrla de otorgar la posibilidad de adoptar medidas radicales que 
restablezcan gobiernos con autoridad suficiente para ejercer sus funcio- 
nes. Y esto, como también setialaba, será más facil de conseguir en los 
pueblos de tradiciones arraigadas, en los que un largo pasado histórico 
forjó principios de direcci6n.-E. DE N. 1,. 

Sobre un tema de tan apasionante interés y de actualidad tan viva 
.como son las nuevas formas de guerra derivadas de la presencia de dos 
bloques radicalmente antagónicos y tan poderosamente armados que 

se encuentran en la imposibilidad de dirimir su diferencia por los medios 
clrísicos de guerra, ya que desembocarían en un cataclismo universal, la 
pluma autorizada del General Dfaz de Villegas nos ofrece un enjundiosn 
volumen en el que no faltan gráficos y grabados y en el que se vuelcan 
muchos datos interesantes obtenidos de primera mano y en ocasiones 
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inéditos por haber sido recogidos directa y personalmente por el autor, 
que hasta ahora no los había dado a la publicidad. 

Tras una breve introducciiin. en la que se expone que la finalidad 
del libro es poner de manifiesto los métodos del adversario, iniciar a todos 
en lo que es la guerra revolucionaria, en su tratamiento y en la posi- 

bilidad de sofocarla. sigue un primer capítulo dedicado a la guerra 
clásica. y a distinguir lo variable en la guerra, que son las armas, y lo 
inmutable y constante. que son los principios válidos ayer, como hoy y 
mañana. En cl capitulo II encontramos ya la guerra revolucionaria co- 
rrespondiente a un nuevo concepto del mundo, el comunista. El capítu- 
lo III estudia la filosoffa y fisiología de la revolución. La revolución es 
demasiado compleja para que pueda surgir por sí misma. .Iam& es es- 
pontánea. Tiene una técnica y se prepara, se organiza y se desencadena. 
Por ello mismo puede abortarse o vencerse. Asf se plantea el dilema re- 
volución 0 contrarrevolución. 

El capitulo IV se dedica a la guerra revolucionarla en la historia, desde 

la revoluci6n rusa a la más reciente en Irán, China, Indochina, Africa y 
América. El caso concreto de la guerra de EspaAa merece. naturalmente. 
un capítulo especial, el V. 

Dos capitulos. el VI “ el VII, se ocupan de las dos facetas de la gue- 
rra revolucionaria. En el primero se estudia el ataque; en el segundo, la 
defensa. Y el arma nueva o al menos el arma que adquiere en la guerra 
revolucionaria un papel importantisimo, el arma psicolõglca. es objeto del 
capitulo VJII. que se completa en el IX con el examen de los Servicios 
psicológicos en el Ejército. 

I?na “Conclusión” y una lista bibliográffca cierran este interesante vo- 
lumen. que se abre con un prólogo del Contralmirante Carrero FIlarGo.- 
E. nE s. 1,. 

La cuestión de la guerra justa, lo mismo en la literatura medieval 
que en la moderna, esti estrechamente ligada a la de los medíos lícitos. 
Una guerra conducida con medios ílícitos no puede ser justa (pág. 18). 
Ahora bien, seRín Gollwltzer, hay cinco argumentos que demuestran 
que las armas atómicas constituyen medíos no permitidos moralmente. 
En primer termino, por su propia índole, no permiten dtstinguir entre 
combatientes y no combatientes; las armas convencionales, desde el ha- 
cha de piedra hasta las bombas de aviación, pueden, ciertamente, utilizar- 
se contra no combatientes, pero esto no deriva de su fndole, slno del uso 
antijuridico de ellas (pág. 22). Segundo: para la &ica cristiana de la 
guerra era ampliamente constitutivo el que el fin de la guerra tenía que 
ser la paz del derecho con el adversario, empleando la fuerza para ohli- 



garle a desistir de sus propósitos injustos; las nuevas armas transfortnan. 
por el contrario, el fin de la guerra hacikiolo consistir en la destrucckín 
del adversario siempre (pág. 24). Tercero: afectan a las generacionrs 
venideras v a la vegetación. reproche al que no escapan las llamadas bom- 
has “limpias” (pág. 2S). Cuarto: es imposible una guerra defensiva, únic;r 
en la que. a su ,juicio, puede participar un cristiano sin faltar a su ron- 
ciencia ; v ello porque la defensa se viene entendiendo hasta ahora como 
defensa de las personas que se encuentran detrás tkl frente. Ya. dice, Ia 
guerra aérea ha convertido todo el territorio de la patria en frente. Pero. 

en el futuro, no sólo aumentará esto en proporciones inconmensurables. 
sino que las tropas de tierra no defenderán ya la patria, sino SII propi 
existencia. La Ilamada “estructura pentómica” trata, precisamente, (Ie 
hacer frente a la posibilidad <ie empleo de estas armas nuevas, sohre Ia 
base de la inexistencia de un frente. con divisiones que SC cierran solw 
sí mismas (pág. 261. Finalmente, añade, una guerra futura entre adwr- 
sarios dotados de un potencial atómico equivalente (pág. 27). conducirá. 
no sólo a la destrucción del adversario, sino a la autodestrucción: no stilo 
planteará el problema del matar, sino el de suicidarse. En la pág. 43, pol 
nota, recoge laS palabras de S. S. Pío XII en 19 de octubre de 1953 a los 
meclicos militares. y en :<O de septiembre de 1954 al Congreso médico mun- 
dial. condenando el empleo (Ie las armas atómicas.-J. M.O R. 1). 

La Real Academia de Ciencias .Morales y Políticas celebrti el martes 
‘74 de noviembre del presente año 1959 su Junta inaugural del Curso 
1959-60 con la lectura de los trabajos que se incluyen en esta publi- 
cacicín. correspondiendo al estudio de los problemas relacionados con 
el empleo tie las armas nucleares al catedrático Trías de Res. y el de la 
utilizacidn del espacio ultraterrestre al tambi& catedrático Yanguat; 

Messia. 
Dada In relevante personalidad cientifica de los oradores, SU toma de 

posición ante estos actualfsimos problemas tiene un indudable interés. 
Para el profesor Trlas de Bes la postura del académico coincide con el 
común sentir de las gentes sobre la materia: desde el punto de vista ju- 
ridico. el empleo dp las armas nucleares constituye una infracción de 
las normas fundamentales de la Moral y del Derecho de gentes; desde el 
punto de vista político, la posesión del arma equivale a poder: absoluto 
si se tiene en monopolio, y en equilibrio inestable si desaparece &te. su 
opiniõn es terminante en favor de la proscripción total y absoluta de las 
armas nucleares, pero no como medida previa a negociaciones diplOmA- 

ticas, sino como resultado de &t,as, despues di? acordar la prohibición de 



fabricarlas y usarlas y de imponer una efectiva vigilancia e inspección 
intern¿KiOnal. Sin embargo, reconoce que en el terreno positivo se ha 
adelantado bien poco en este camino. 

En cuanto ai profesor Yanguas Messia. que hace seguir su trabajo de 
una pequeña lista bibliográfica, también sienta algunas afirmaciones in- 
teresantes. El espacio cósmico -nos dice- no esta ni puede estar sujeto 

a la soberanía parcelada de los Estados subyacentes. Por otra parte. 

tambien nos responde a la pregunta de si la luna y los planetas en gene- 
ral son o no susceptibles de que sobre ellos ejerza un tlstado soberanía 

territorial; 0. cn otros terminos, si son rls nulliics a disposición del pri- 

mer ocupante. o cosa común abierta a todos, optando, sin vacilacion, por 
lo segundo. La luna y los planetas. ü su parecer. no pueden ser objeto 

cie apropiacitin ni de soberanía. Así, por otra parte. lo declaró tambieu 

la Comisión de la 0. S. C., instituída a tales fines. en su informe de lt 
de julio del presente año 1959.-E nE N. L. 

El Anuario tl~ ta -Isociacicín dc -luditores ~1 Arrfigrios Autlitorf~s de la 

Academia de Derecho Internacional de La IJava recoge en SUS páginas 
no solo algunos trabajos de miembros de la Asociación. sino ei texto de 
las Conferencias pronunciada. 4 con ocasion del IS Congreso que celebra- 

ron en Grecia. 

Sólo una parte de dichos trabajos y conferencias ofrece. para no+ 
otros. un interés directo, ya que en otros se contemplan y estudian 
cuestiones de política internacional v derecho internacional publico o 
privado. 

Los temas que caen dentro del campo relacionado con nuestra espe- 
rialidad son los siguientes: 

- Le procPs de Nuremberg et le droit international, por A. Cha- 
lofour. juez del Tribunal Civil de Dunkerque (págs. 26-37). 

- The Tokio war crimes trials, por Rroadus Mcafee, Coronel 
de LI’. S. A. (págs. X1-49). 

- Un nouvel aspect du problPme de la double tlationalttff: ls 
Loi espagnole du 15 juillet 1954, por Gabriel Garcfa Cantero, juez 
de 1: Instancia (págs. 56-58). 

- Le Comit6 Internutional de la Croiz- Rouge et ln proteccidn 
des popufations civiles en temps de garre, por H. Coursier, miem- 
bro de los Servicios Jurídicos del C. 1. C. R. (págs. 132-144). 

- La Croix-Rouge et les Cationes Unies, por Walter Schatzel, 
profesor de la Universidad de Ronn (págs. 166-176). 
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- Les nouvelles lendances du droit humanitaite de In g?rc’wr. 

por Ivan MrSzek (págs. 184-191). 
- Problems of colkctive security. por Hans Relsen, proft*sor <Ie 

la Universidad de California (págs. 20&211). 

Como Pr sus títulos se advierte, los articulos se encuentran en 

lengua francesa 0 inglesa, por ser ambos idiomas los oficiales de la .\s* 

ciaciiin.-E. DE N. L. 

En el 4nunrio de lo .4sociacicín de duditows y Antiguos .-luditores 

de la Academia de Derecho Internacional dp Ta Haya, correspondiente 

a 19.59, se contienen escasos artículos que se relacionen ron el Derecho 

YMilitar, aun en su más amplia acepciún. 

Ello no obstante, damos noticia de la aparición de este nuevo volu- 

men, cuidadosamente editado y seleccionado en sus trabajos por un 
Comité de redacción, presidido por el profesor Constantopoulos. y del 

que forman parte dos españoles: el profesor Garcia ;\rias y Marcelino 

Oreja. actuando como secretarlo de redacción para la lengua francesa 

Mlle Simone Dreifus. v para la inglesa C. d’Oliver Farran. 

En 6i podemos encontrar, entre otros, los síguientes trabajos: 

- T)rs crines contrc 1~s bicns cn1turel.F. por S. E. Nahlik (pá- 

ginas 14-27). 

- I,e statul intrrnationnl das (if;troits d14 In Mer Rnltiqw. por 

W. Xforawiecki (págs. 159-171). 

- Pnssage rights through mnritime cnnals. por C. rl’Olirclr Fa- 

rran. de la Universidad de Khartum (p&s. 172-182). 

- Astro?muficaZ Lntc. por De Rode-Verschoor. de la I:niversi- 

da71 de 1Ttrech (págs. IwI%).--E. DE N. 1,. 

ldr (i iwtvw rlr In Indppordr~nrin Enpirfiolrc y lox Sitio3 tiv Znryrrqrcrr. 

Publicación de la Cátedra Wenwal Palafox” de Cultnw Wi- 
litar. “l3intoriir ile 1;l G~lP~l*i~". val. 1. z:lI~;lgoz;l. 19.3. w; piíp. 

La Cátedra “General Palafox”. de la I’niversidad & Zaragoza. comen- 
26 en el pasado año de 1968 su segundo ciclo de conferencias. dedicado 

a la historia de la guerra. El hecho de conmemorarse en dicho año el CL 

aniversario de los sitios de la Inmortal Ciudad, obligaba a recordar los 

episodios locak?S Y naCiOnaks. de la Guerra de la Independencia. Se pro- 

nunciaron asf. por Generales del Ej:jército y CatedrSticos de [Tniversidad. 
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diversas conferencias que han quedado recogidas en este volumen, et 
sexto de los publicados por la Cátedra Palafox. 

Se incluye, en primer lugar, la conferencia dada por el Teniente Ck- 
neral Don Santiago Amado ldriga sobre el tema “Palafox. General de 
un Ej&clto, Caudillo de un pueblo”, en la que, tras una hreve historia 
de su vida, nos ofrece sugestlvamente la figura humana dpl defensor 
de Zaragoza, que supo ser. a un tiempo. Capitán General del Reino de 
Arag6n y Caudillo de la ciudad. 

Don Jose Marfa .Jover Zamora, Catedrãtico de la I!niversldad de Va- 
lencia. diserta sobre “La Guerra de la Indep+ndencla Española en el 
marco de las guerras europeas di Llberacián”. v superando la idea cas- 
tiza v simplista de nuestra Guerra de la Jndependencla. pone de relieve 
lo que tuvo de ocasi6n histkka. junto con la guerra patria rusa y la 
de Hheraclón pruslana. para que cristalizase el “nuevo espíritu” ,v el 
“nuevo Estado” con punto de partida de la Historia contemporánea. 

El General Fuentes Cervera habla de “La organizaci6n de nuestro 

Ejkcito en la Guerra de la Independencia- y describe con cuidada do- 
cumentaclbn los elementos que al comienzo de la contienda componían 
el Ejercito -fuerzas de la guardia real. infantería, caballería, artillería. 
ingenieros v milicias-. a la par que nos hahla de los modos de re- 
rlutamlcnto -voluntariado. levas y quintas-. y de las reformas milita- 
res que se hubieron de introducir en el curso v final de la disputa. 

Don Carlos Corona Raratech. Catedrático de la Universidad de Za- 
ragoza, se ocupa tfel “Carácter de las relaciones hispanefrancesaa en 
el reinado de Carlos IV”. ofrecl6ndonos una certera visión de la polltlra 

lnter~adonal de la época. 
El General Alonso Alonso trata tie “La táctica en los tiempos de Na- 

poleón”, v analiza especialmente las causas de su fracaso en la Penfnsu- 
la, entre las que no fue de menor importancia la ignorancia del Prfmer 
CCinîul sobre el Ideal religioso y nacional de los espafioles. 

Don Luciano de la Calzada Rodríguez. Catedr6tlco de la ITnfversldad 
de Murcia, conferencia sobre “La ideologfa política en la Guerra de la In- 
dependencia”, insistiendo en la rafz hispánfca como sostenedora del equi- 
llbrlo y serenldatf frente a la invasfón, al tiempo que resalta el carácter 
contrario de sus resultados políticos. 

Habló e! General Méndez de Parada acerca de “El armamento en la 
Guerra de la Independencia”, pasando minuciosa revista a las armas 
de uno y otro bando. 

Proslgw el texto con la conferencia de Don Fernando Solano Costa. 
CatPrititko de la 1rniversldad de Zaragoza, sobre “La resistencia popular 
en la Guerra de la Jndepemkncla: los guerrilleros”. que nos presenta aJ 
guerrillero como continuador del “concursator” lbkfco citado por los 
hfstorladores romanos. al tiempo que habla de los rasgos humanos de t,an 
española f@ura. 

El General Pkez-Chao y Fernfindez. en su conferencia sobre ‘eh 
artlllerfa en la Guerra de la Independencia. Primero y Segundo Sltlos 
de Zaragoza”. nos ilustra sobre episodios de la heroica Ciudad. 



X continuacion se refiere el Profesor Serrano Montalvo. de la I.:ni. 
tersidad de Zaragoza, al tema de “El pueblo en la Guerra de la inrìepen- 
dencia: la resistencia en las ciudades”. hahlántlonos de las distintas for- 
mas de influencia popular en aquellos históricoa acontecimientos. 

Cierra cl capítulo de conferencias la del General Marín de Fiernardo 
Lasheras sobre “Los ingenieros militare> en los Sitios de Zaragoza”. en la 
<lue tras un breve resumen de la situación del momento, nos cuenta lo 
que la acción de los ingenieros significó en uno y otro Sitio. 

Y acaba et interesante volumen con sendas crónicas de la celebra- 
ción del \í! curso de conferencias de la Cátedra Palafox. y de la del 
primer cursillo de la misma. desarrollado también <Ln la t’niver~itlad 

~esarauRuqtana.-ANToslo PASTOR RIDHUGJO. 

En este prtmer volumen, después de tratar del concepto de la Peno- 
logía concebida en un sentido amplio. comprensivo de lar medidas de se- 
guridad. se ocupa el ilustre maestro, utilizando una copiosa tnformacitin. 
tle la naturaleza v fines de la pena v medidas de seguridad y corrección, 
<ie la pena capital. penas corporales y penas priratlvas de libertad. “La 
pena es la privación o restricción de bienes jurídicos impuesta confor- 
me a ley, POI. los órganos jurisdiccionales competentes. al culpable de 
una infracción penal” (pág. 1G). Su esencia consiste en ser justa retri- 
bución del mal del delito. proporcionada a la culpabilidad del reo (pá- 
gina 17). Además. persigue la prevención, general y especial, del deli- 
to (pag. 19). La idea de la intimidación colectiva debe ser mantenida (pa- 
gina 24). Hay que tener en cuenta, frente a las tesis reformadoras que 
v’en en la pena un medio de corregir al delincuente, la existencia de su- 
jetos que o no están necesitados de un tratamiento reeducativo o son re- 
fractarlos al mismo. por lo que “la actuación reformadora sería super- 
flua o ineficaz para ellos” (pág. 22). Las ideas clásicas sobre la proporcio- 
,wtlidad aún conservan en gran parte su valor, pues es cierto que con- 
minar e imponer igual pena a delitos de gravedad distinta incitarla a CCI- 
meter los mas graves. y señalar la misma pena para todos los hechos de- 
lictivos ~610 serfa eficaz para los pequefios delitos (pág. 29). A la idea de 
la individualización de la pena en el sentido de adecuación de esta a la 
personalidad del agente p no a la gravedad del hecho realizado. hay que 
oponer una segunda reserva, a saber, la de que únkamente puede apli- 
carse “a la pena como tratamiento encaminado a su reeducacidn (del de- 
bnruente) o como medio de protección social contra individuos inadap 
tables” (pág. .34). Una de las manifestaciones de la individualización de 
la pena es la llamada sentencia izífetertninado (pags, 51 v sigs.). esto es, 
el juez. en el momento de dictar sentencia, impone una pena o medtda 
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sin fijar su duración de modo determinado (pág. 52) : la indeterminación 
puede ser, como es sabido, absoluta o relativa (pág. 59). siendo esta últi- 
ma la que cuenta con más partidarios. Cuello Calón acepta la sentencia 
indeterminada, pero con una salvedad: cuando la pena se aplique “con 
predominante sentido retributivo a delincuentes no necesitados de trata- 
miento por ser sujetos no corrompidos ni desmoralizados. sino individuos 
encajados en 1a.S normas morales y SOCialeS de la Vid'd COnWnit.Xia": 

aqui la pena ha de ser fija y determinada de antemano (pág. 82). En 
cuanto a las ncrtlihs de seguridad. se atiene a esta denominación. aunque 
advierte que gana terreno la idea de que es inadecuada y que sería prc- 
ferible hablar de medidas de defensa social o tle medidas de protección, 
de educación y de tratamiento (pág. 83. nota 1) ; es partidario de la tesis 
dualista, o de la diferenciación, considerando que pena y medida tienen 
naturaleza diversa: la pena atiende a la culpabilidad: la medida. a la pe 
ligrosidad del sujeto (pág. 102). Aunque se acercan más cada día. “no 
pueden llegar a confundirse, pues la aspiración a la realización de la jus- 
ticia, que es esencia de la pena, impedirá su completa fusión” (pág. 106). 
La pena de mwrte. su historia, formas de ejecución, legislación espafio- 
la y extranjera, es estudiada con todo detenimiento (págs. 113-246). “ES 
legitima cuando es merecida” (pág. 207), aunque debe reservarse para 

los mPs atroces delitos. La repugnancia que despierta proviene en gran 
parte de la aversi6n que causan los medios de ejecución que actualmente 
se emplean. La disminución de la delincuencia, especialmente de los gra- 
ves crlmenes violentos en algunos paises. explica y justifica su aholici6n. 
“mas para otros donde los delitos alcanzan cifras inquietadoras y la gran 
crimfnalidad reviste cada día tonos más sombrlos. no ha sonado aún esta 
esta hora feliz” (pág. 209). La pena corpornl no puede admitirse (pági- 
na 2.52). las penas privativas d.f libertad, eje de los actuales sistemas pe- 
nales. son tratadas con la importancia que merecen, comenzando por sub- 
rayar el respeto a la dignidad humana (pág. 2.58 y sigs.) y a los derechos 
del recluso (ptig. 262 y sigs.) que deben informarlas, v los elementos fun- 
damentalec: de todo regimen penitenciario (pág. 265 y sigs.). dedicando 
capftulos separados al problema de sus clases (pág. 278 y sigs.), evolu- 
ción hist6rica de los sistemas (pág. ,300 y sígs.), arquitectura penitenda- 
ria (p3g. .X30 y sigs.), historia de la pena de prisión en España (pág. 355 
y sig~.) con una indicactón de la literatura penitenciaria española (pá- 
gina 374 y sigs.), instrucción (pág. 381 y slgs.), trabajo penitenciario (pá- 
gina 408 y slgs.), regimen disciplinario (pgg. 453 y sigs.). asistencia m& 
dica pág. 464 y sigs.), relaciones del recluso con el mundo exterior (entre 
laS que inC1UJ.T kl llamada "ViSita COIlyUlr;al") (p¿%g8. 491 y Si@.). fOrma- 

c16n del personal de prisiones (pág. 514 y sigs.), libertad condictonal (pá- 
gina 534 y sigs.). patronatos (pag. 568 y slgs.), el debate sobre las penas 

cortas de prisión, las cuales estima que son todavla imprescindibles (PB- 
gina 592). conflictos de la vida penitenciaria, como las evasiones, moti- 
nes, suicidios y huelgas del hambre (pág. 597 y sigs.). la cuestión de si 
la pena de prisiõn constituye un factor crimlnógeno y debe abolirse (pá- 
gina. 613 y sigs.) , concluyendo con la condena condicional (pág. 626 y si- 
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guientes) v el sistema de prueba 0 prokltion (pág. 644 y sigs.) como siste- 
ma de tratamiento en libertad. 

El autor ha prescindido deliberadamente de toda mención relativa al 
Derecho penal militar. No obstante, si se parte de la base, que cada día 
me parece más Indiscutible, de que este tiene la misma naturaleza que 
el Derecho común y que su evolucion sigue fielmente a la legislación or- 
dinaria, aun cuando algo rezagada. la cuidada exposición que hace Cuello 
Calón del estado actual de nuestros conocimientos en materias tan esen- 
ciales para la vida y el porvenir mismo del Derecho punitivo arroja una 
fuerte luz sobre una serie de problemas fundamentales en el Derecho 
castrense. Los tratadistas, v todavia más los prácticos, están poseídos por 
la imagen de un Derecho penal militar brutal, que desconoce la dignidad 
humana. Tal Idea ha surgido principalmente, sin duda, a consecuencia 
de dos factores. Uno de ellos es la realidad, que no debe desconocerse, del 
conocidw aforismo inter armas silent leges. fruto de repetidas conculca- 
ciones no .va de las leyes de la guerra, sino de las leyes más elementales 
de la humanidad, que nos ofrece la historia de los conflictos armados. 
Otro, el que los juristas consagrados al Derecho común toman contacto 
sólo con el Derecho militar en aquellas circunstancias de emergencia en 
que éste despliega su mayor severidad, y por ello tlenden a reputarlo 
como un Derecho de excepción a cuyo lado parecen livianas las penas or- 
dinarias. Pero ni puede mantenerse aquel aforismo ni el Derecho penal 
militar es un Derecho de excepción. Ni el único fundamento de la pena 
militar es la utilidad y la más feroz de las intimidaciones. Lo mismo que 
en el Derecho común, hay que distinguir aquí entre sujetos capaces de 
reeducación o readaptación al cumplimiento de sus deberes militares. y 
aquellos que no necesitan tal tratamiento reformador o que son lncorre- 
gibles. El mismo hombre es el que alli delinque y el que delinque aquf. 
Tambien el hombre de armas demanda ser tratado con justicia. También 
en el Derecho penal militar la pena ha de ser. ante todo, retribución jus- 
ta, proporcionada al hecho realizado. Posiblemente la razón de las espe- 
cialidades de las penas militares esta en que de ordinario la pena no ha 
de cumplir misión reformadora alguna. Aunque la introducción con ca- 
rácter general de la redención de penas por el trabajo en el ámbito del 
Derecho militar hrinda nuevos puntos de vista cuyo desarrollo contradice 
las vlejas ideas intimidativas (ejemplificación por el terror). No es opor- 
tuno en una noticia de un libro dar mayor amplitud a estas breves indi- 
caciones. Espero poder algún dfa desarrollarlas con más espacio. Quede 
consignado. sin embargo, el enlace. 

El profesor Cuello Calón, penalista eximio, desde la cumbre alcanzada 
en sus muchos arios de una dedicación plena y total al estudio de los pro- 
blemas penales, se manifiesta fiel a los principios tradicionales de la cien- 
cia Penal, “hoy dejados de lado con precipitado abandono por grandes 
masas de penalistas”, como dice en el Prólogo. Lo hace después de com- 
pulsar cuidadosamente los datos últimos que ofrece la criminología. la 
literatura más moderna y un rico caudal de experiencias en el tratamien- 
to de los delincuentes. El saber actual nos aleja tanto de la ingenua con- 
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fianza en la “redención” del que delinque como de los excesos del terror 
que ensombrecieron épocas que bien quisieramos dar por prnsadas. En esta 
ponderación y en su sobrio y peculiar estilo esta el principal mérito de 
eeta obra, cuyo segundo volumen no ha de tardar en aparecer, en la que 
se acumulan la erudición y el buen criterio, constituyendo un inaprecla- 
hle instrumento de trabajo para quienquiera que se adentre en el campo 
de las penas v medidas de seguridad.-J. M: R. D. 

Al formarse nuevo Gobierno en la Baja Sajonia se nombró ministro 
de Cultos (equivalente a nuestro Ministerio de Educaciiin Nacional) a 
Schliitter, editor. Antes, el Rector y el Senado de la Universidad de Go- 
tinga habían opuesto a su designación la incompatibilidad del cargo con 
las actividades que venta desempeñando, inc!icando que el honor y digni- 
dad del Estado exigían se proveyera en otra persona. Cuando se hizo caso 
omiso de esta advertencia, dimitieron todos los cargos de la Universidad. 
Los estudiantes y la ciudad de Cotinga hicieron causa común con los pro- 
fesores. La lucha terminó con una victoria: el Ministerio de Cultos fué 
confiado a otro titular. Sobre este caso concreto se pregunta Julius von 
Gierke, profesor de Gotinga, cómo calificar jurfdicamente la actitud de 
la Universidad y, supuesto que se trate de un derecho de resistencia, sI 
es posible ésta frente al Estado moderno omnipotente. La cuestión le Ile- 
va a examinar las diferentes especies del derecho de resistencia (pura- 
mente ético. revolucionarlo), considerando que en sentido estricto es (pá- 
gina f3 “el derecho consistente en oponerse a la autoridad con indepen- 
dencia de los recursos ordinarios y sin perjuicio del mantenimiento del 
orden juridico existente”. La expresión “movimiento de resistencia” es 

equívoca, porque puede aplicarse a cualqquler clase de resistencia (pági- 
na 10). 1.a historia demuestra que el derecho de resistencia tiene un lar- 
go abolengo en Alemania, donde encuentra mención expresa, por ejem- 

plo, en el Juramento de Estrasburgo (841) y en la Capitular de 8.33 de 
Carlos el Calvo. Sin embargo, con el Estado absoluto deja de reconocerse 
el derecho de resistenda a los individuos y a las corporaciones. La dlfe- 
rencia con la evolución que las doctrinas de los monarcómacos (1) y jus- 

(1) J. von GIERKE afirma que influyó eficazmente el libro de CALVI- 
NO titulado: Instituciones religionis Christianae (15%) v que a eI se re- 
fieren tanto los monarcómacos católicos como los protestantes (pág. 12). 
Los escritores espafloles del siglo XVI escriben, no obstante, movidos por 
el peligro que para la fe cat6lica supone el principio cuim regio ilfitra 
religio (Cfr. HINOJOSA: Znf¿uencia que tuvieron en el Derecho publico dp 
su patria y singularmente en el Derecho penal los filbsofos Y te6fogo.v 
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naturalistas: experimentaron cn Inglaterra. Francia I 1 I ? Sorteamérica 

se explica porque la burguesía alemana se acostumbró desde fines tiel 
siglo XVI, interesada sólo por el arte y por la ciencia, a ciejar todo en ma- 

nos del Soberano (pág. 14). El Estado de Derecho en Alemania fué tam- 
hibn opuesto a reconocer un derecho de esta ciase: la ley no puede nun- 
ca oprimir, sino que protege; la Constitución de Weimar no lo especifica 
entre los derechos fundamentales. En la actualidad. en cambio, tiene una 
base jurídica en la IRY fundamental. y la resistencia puede ejercitarse. 

tanto activa como pasivamente. Ante todo. mediante la denegacibn de 
obediencia, por medio de protestas. por la dimisión temporal o definitiva 
de los cargos, negando las prestaciones debidas e, incluso. por la denega- 
ci(>n del cumplimiento de los deberes generales del ciudadano. Como quie- 
ra ([ue hay un Estado de Derecho, no hay que apelar. salvo en casos ex- 
traordinarios. a la violencia. Como quiera que es un Estado social, las 
me(!‘irlas de resistencia deben tomarse de manera que no perjudiquen a 
la colectividad. La índoie de la resistencia depende del tipo de la infrac- 
ricín que la:; autoridades cometan (p5g. 30). Su naturaleza jurldica: un 
tjererho público sui gcneris fuertemente ligado a un deber. Su funciamen- 
to: ante toclo. el Derecho natural (pág. 23).-J. M.0 R. D. 

IXego de Covarrublas y Leyva (1512-1557) ocupa, al tlwir de Schaffstein. 
el primer lugar entre los juristas españoles por lo que se refiere a su 
importancia para la historia de la dogmática penal. No fué, stn embargo, 
un penalista. aunque Nicoiás Antonio d6 noticia de un tratado suyo. DV 
poenis. que se ha perdido. Ante todo es teólogo y canonista. Sus ideas 
penales se encuentran esparctdas a lo largo de SU Opera om,nia. El P. Pe- 
reda ha llevado a cabo la fmproba tarea. nunca intentada, de entresacar 
v traducir con suma fidelidad y elegante estilo cuanto de relativo al De- 
recho penal habla disperso en los escritos de Covarrubias. No ~610 esto. 
Ha compu!sado iaS citas. rectificando las muchas equivocadas que se en- 
cuentran en la edición de Glnehra <le 1782. por 61 manejada. compul- 

f,swfioles, Madrid, 1890, pág. 132), y en el que pasa por más extremado 
de ellos, el P. ?fkRIANA: De rege et regis institutfow (1598). traducido en 
la Blblloteca de Autores españoles, Madrid, vol. 31, 1874, ~610 encuentro 
referencias expresas a San Agustfn y a Aristóteles (iib. 1, capítulos V-X). 
Sobre los monarcómacos protestantes, vease: TRUYOL SERRA: Ley de Dios 
y ci&& de los hombres en los reformadorrs protestantes, en “Homenaje 
:: P&ez Serrano”. 1 (1959) págs. 331-351, espec. 342 y sigs. 

(1) Del modo más termínante se consagra el derecho de resistencia 
en el art. 11 de ia Constitución de 24 de junio de 1793 y, sohre todo, en 
el art. 33: La resistance d l’oppression est la consfquence des arrtres 
droits de l’homme. 
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Andola con la de Lyon de 1.584. Ha traducido las principales referencias 
al Decreto, Decretales, Digesto, Código. Novelas y Glosas. Ha ordenado Ia 
materia aproximándola no ya por el idioma, sf que también por la ila- 
ción, al pensamiento del hombre moderno. Y no satisfecho con este tra- 
bajo, bastante para levantar su nombre hasta el de Covarrubias en el 
corazón de los estudiosos españoles. se ha hecho acreedor a una inmensa 
gratitud abriendo cada uno de los apartados con una síntesis magistral 
de las teorias sostenidas por Covarrubias encuadradas en el marco de 
los que en su época escribieron sobre semejantes temas, con lo que cc)- 
bran las ideas del famoso escritor un exacto relieve que, lo mismo que 
el contraste continuamente mantenido con el Derecho vigente, brinda a 
SU vez nuevos objetos de meditación. 

Los asuntos tocados por Covarrubias se distribuyen en Parte general 
y Parte especial. En aquélla se reparten en diferentes capítulos la volun- 
tariedad, causalidad. causas de justificación (legftfma defensa y hurto ne- 
cesario), causas de exculpabilidad (miedo, ignorancia y error), causas 
(Ie inimputabilidad (locura. embriaguez, infancia y sonambulismo), irc)- 
cti??liniS, participación (mandato, ratificación y consejo). concurso de de- 
litos, personalidad de las penas, talión í obligatoriedad de la ley penal. 
De 10s delitos en particular, aparte de la amplia referencia al homicidio 
hecha en los primeros capítulos, se dedican otros a la blasfemia, perju- 
rio, uxoricidio. aborto .V mutiiacicín. injuria verbal, deijtos contra ia pro- 
piedad (hurto. empleo indebido de 10 prestado, hurto de cosas mínimas, 
cosa encontrada, y falsificación de moneda. Dos apéndices sobre el cir- 
recho de asilo y cartas requisitorias terminan el nutrido volumen. 

Una cuenta detallada es imposible por la extensión. la variedad de 
cuestiones, la riqueza de la argumentación. Las noticias antes dadas cn 
eita REWST.A (1) sobre las primicias que el P. Pereda ha anticipado a la 
publicación de su libro son pálido reflejo de lo que contiene. Pero no pue- 
do sustraerme a decir alguna cosa en cuanto a la actualidad de un au- 
tor, como Covarrubias, que pertenece al siglo xvr. Es notorio que nuestros 
teólogos y canonistas, cuando escriben sobre el Derecho penal. están em- 
bargados por preocupaciones morales, por la vaIoración 6tica de las con- 
ductas castigada8 por la ley, tomada ésta, ciertamente, en sentido más 
amplio que ei actual. También que estas preocupaciones les llevan a dis- 
tinguir, suhdistinguir y matizar su opinión en una serie de casos. La 
consagración del principio de legalidad pareció aportar una solucicín a 
todos estos problemas, y el siglo XIX volvió las espaldas ai prolijo esfuer- 
U> intelectual de las centurias anteriores. Se rompió, aparentemente. la 
continuidad en ia evolución histõrica. LOS Códigos. expresión histórica 
del iw, pasan a constituir la base de toda elucubración. La fe en el De- 
recho positivo, en que el Derecho es 8610 el Derecho positivo, V que lo 
que hay fuera de 61 ya no es Derecho, sino AlOSOfia o criminoiog~a. ha 
sufrido, sin embargo, en los últimos decenios un rudo embate. Se ha ad- 
vertido que la ley es una garantfa puramente mecánica, que el Estado de 

(1) REDM, números 4 (págs. 125 y sig.) v fi (págs. 154 y si&). 



BHoET6IONE6 Y NOTIClAB D6 LIBE08 

Derecho es una fórmula que en sí no dice nada. La ley puede ser vehícu 
lo que 11evr al hombre sometido a ella el horror y la destrucción física 
y moral; puede ser inicua. La ley puede ser ajena a la realidad tiesos 
preceptos penales que nunca encuentran motivo para su aplicación! 1. 
Cuando nos percatarnos de esto por la fuerza de tristes experiencias re. 
cientcs, se nos hace preciso reconducir las garantías legales a sus justos 
límites. Vn ordenamiento penal no es, pongo por caso, liberal (1) por la 
mera aceptación de estas garantías formales. Siempre y por debajo de 
toda fórmula discurre el manantial de donde toma el Derecho su justi- 
cia: la valoración moral de las conductas humanas. La conducta y su va- 
loración son los dos pilares sobre los que el Derecho se construye. El 
Derecho es, básicamente, la opción por un criterio de conducta. Aquí es 
donde volvemos a encontrarnos, cerrando distancias en el tiempo. con 
Covarrubias. Para él y para los moralistas de su época el tránsito de la 
3loral al Derecho es fluyente. Por eso surgen al compás de los problemas 
teol6gicos los problemas juridicos. Por eso sus opiniones siguen siendo 
útiles. Porque la naturaleza esencial del hombre es la misma, como con- 
firma la moderna antropología. El que determinadas tesis y tipos de ar- 
gumentación no sean hoy aceptables por haberse enriquecido nuestra 
wnriencia histórica, no resta importancia al hecho fundamental de rp.w 
la actitud primaria del jurista es una valoración de conductas. 1~ que 
implica un conocimiento fáctico de las conductas que se trata de valo- 
rar. La aproximación a la realidad no cabe, empero, con esquemas aprio- 
rísticos. la realidad es multiforme. Los casos son muy diferentes. Henos 
aquí ante la justificación de los agudos análisis postescolásticos. Los C6- 
digos petrifican una etapa del saber humano sobre el comportamiento 
criminal. Mas, por ello mismo, estfm próximos a la etapa del Derecho co- 
mún de tal manera que el sentido de muchos preceptos y peculiaridades 
no se alcanza sin la lectura de los escritores anteriores. No hubo una ver- 
dadera ruptura histórica. Las conductas que se recogieron y castigaron 
en los Códigos penales españoles del siglo XIX son, en más de una oca- 
sión. fruto de la penetración en la realidad de los potentes cerebros de 
nuestros cl6sicos. El libro del P. Pereda, al poner ante nuestro ojos a 
quien alcanz6 la mayor reputación fuera de España, viene a demostrar 
este aserto. No sólo la radicación del delito en la voluntariedad, vigente 

hoy. sino muchos otros preceptos del Derecho punbivo actual arrancall 

de otros siglos. ZOM oscura que ilumina el sabio jesufta con esta obra; 
una verdadera incitación toda ella.-J. M: H. D. 

(II Por esto entiendo es inexacta la afirmación de SAINZ CANTERO: 

IA influencia de los ideas polfticas en las ideas penales. Granada. 1959, 
phgina 7, quien sostiene que el principio de legalidad es “suficiente uara 
teñir de liberales los ordenamientos perl6dicos”. 
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Precedidas de un sentido ofrecimiento del Decano de la Facultad de 
Derecho (1‘~ la Ilniversidad Central, se reúnen en estos dos volúmenes 
cuarenta y cuatro monografías dedicadas al Excmo. Sr. D. Nicolás P&ez 
Serrano, con ocasión de celebrar sus bodas de plata con Ia Cátedra, “ce 
mo ofrenda que cuarenta y cinco hombres de ciencia, sus compañeros, 
quieren poner en manos del insigne maestro, fervorosamente, con men- 
aje de afecto”. 

Es evidente que la extensión y número de los trabajos monográficos 
en cuestión. como la misma variedad de sus temas, que abarcan casi te 
do el catálogo de las dlstintas ramas juridicas, hacen poco menos que im- 
posible el dar cumplida referencia, ni aun sucinta, de todos y cada uno 
de ellos, por lo que habremos de limitarnos a la simple cita que pueda 
servir de orientación a quien se interese por un tema determinado, re- 
MICando quizás aquellos que, por razón de su contenido, puedan signifi- 
car un inter& más general de acuerdo con la especialización de la RE- 
VISTA, y sin que ello implique, claro está, juicio alguno valorativo distin- 
to del dicho. 

Para poner de manifiesto la apuntada variedad temática baste decir 
que el conjunto de los dos volúmenes viene dividido en nueve aparta- 
dos, cuyas rúbricas van desde “Derecho romano e Historia del Dere- 
cho” (1) hasta “Derecho laboral” (IX), comprendiencfo Filosoffa del De- 
recho, Derecho privado, internacional, polftico. constitucional, adminis- 
trativo, penal, procesal, Hacienda y Economía; “encasillado” que. por 
otra parte, no ha de tomarse en sentido rígido, bien porque ciertos tra- 
bajos exceden por su contenido y carácter al marco en que .se les sitúa. 
bien, en otros casos, porque sean susceptibles de colocación simultánea 
en mas de uno de aquellos apartados. 

El tomo 1 se inicia con un trabajo, general y metodológico, en el que 
I’rsicino Alvarez Suárez (1) desarrolla un flno análisis de ciertos defec- 
tos y excesos de la investigación en el campo de las ciencias del espí- 
ritu y particularmente en las históricas, con referencias concretas al De- 
recho romano. En esta primera sección se contienen, junto a monogra- 
fías de investigación romanista (2) y de especialistas de la Historia del 
Derecho (3). trabajos más genéricos, como el de Juan Iglesias (El espíti- 

(1) Conjetura y verdad histdricu. 
(2) JUAN ANTONIO ARIAS BONET: Dominio y utilidad pública en De- 

recho romano; JOSÉ ARIAS RAMOS: “Advocati” y “collegin advocatotum” 
un la actividad legislaiiva justinianea; Josf PEREZ LEGRO: InfluenciaJ de 
lo filosoffa griega en el Derecho romano. 

(3) ALFONSO GUILARTE ZAPATERO: El Municipio de MnUotca según sU 
primera Carta: R. PRIETO BAWES: Caridntl y jusficia pn las Leyes del 
Estilo. 



tu del Derecho romano), escrito para ser meditado. y el de José María 
f- astin Vázquez (~0 enseñanza del Derecho según Luis Vives), en el que 
en torno a la egregia figura del humanista espafiol se disCute y opina 
sobre el actual sistema y regimen de ensefianza de las cienclas jurfdi* 
<*as en nuestra Universidad, tema este que tuvo no lia mucho artua11dad 
polémica, y que es igualmente estudiado en toda su dimenslón y conse- 
cuencias por Jesús González Pérez (1) desde su punto de Vista de ca- 

tedrático. 
En la sección que se destina a la Fllosoffa jurídica .v política (21 Se 

incluye un trabajo sociológic@jurídico (3) en el que Francisco R. Val- 
carce, Magistrado, desmenuza y examina las causas del escepticismo, 
emotivo e irracional, pero existente, que la sociedad invariablemente 
muestra frente a los órganos jurisdiccionales, concluyendo que esa “deö- 
confianza* acusa, sin embargo, un signo de vitalidad social preferible a 
la pasividad iporante, y cuya evolución ha rle considerarse como pro- 
blema de educación ciudadana. 

La problemática de la unificación jurfdica internacional es expuesta 
con su habitual estilo por José Castán Tobefias, desplegando el maestro 
la panorámica actual de los obsticulos que a ella se oponen, sus límites 
v metas, así como las realizaciones conseguidas y organizaciones en que 
ha plasmado la tarea unificadora; su esencial referencia, que no es ex- 
clusiva, al Derecho privado justifica el encaje de este trabajo en la sec- 
ción dedicada a aquel. en la que se incluyen, además, dos temas de De- 
recho civil (4) y uno de mercantil (5). 

Fraga Iribarne (Poder polftico y relaciones internacionales), tras se- 
ñalar cómo en los últimos lustros se revaloriza la teoría del poder, que 
impera tanto en politica interna como internacional -con la particu- 
laridad de que en la esfera supranacional no existe un poder supre- 
mo, por lo que los conflictos han ck ser necesariamente más graves-. 
estudia los factores integrantes del poder internacional, haciendo hin- 

(1) La ensetianza del Derecho administrativo (Tomo II). 
(2) FRANCISCO ELfAs DE TEJADA: 61 tiempo en la filosofia jurídica de 

Kant : LUIS LECAZ LACAMBRA: Alteración. enajenaoión. extrofiamiento ; Josf 
MARÚ R. PANIAGUA: La teoria acerca de la propiedad privada en las 
doct?inas iusnuturalistas de la neoescolástica; ANTONIO TRUYOL SERRA: 
Ley de Dios y ciudad de los hombres en los reformadores protestantes: 
Eu.sr~,oulo GALÁN Y GUTICRREZ: El porvenir del Estado en Europa, traba- 
jo éste, profuso de sugerencias, de absorbente lectura y de palpitante 
actualidad, en el que nos ofrece un cuadro acabado de la Europa de hoy. 
“reci6n salida de la crisis, aún no superada, del Estado totalitario, y en 
plena ofensiva histórica por parte de la civilización ortodoxo-bizantina 
en su fase de comunismo ruso”. 

(3) Posidbn psicológica de 20 Sociedad frente a la Justicia del Es- 
tado. 

(4) DIEGO ESPÍN CÁNOVA~: Tendencias modificadoras de la catego+Ca 
del contrato bilateral; AMADEO DE FUENYAYOR CHmpfN: La educación de 
los hijo8 en h38 causas de separación y de nulidad matrimonial. 

(5) JOAeufN GARI~ICUES: El derecho de informucibn del accionista en 
h Ley de Sociedades An6nimas. 



capi& en los materiales (geopoliticos y demográficos, económicos y mi- 
litares). pero sin eludir los aspectos morales (legitimidad), y examina 
los complejos procesos del poder, llevando a cabo un análisis realista de 
c0mo se estructura y organiza la sociedad internacional en torno a esa 
realidad, concluyendo que la nota dominante es la enorme despropor- 
ckin entre sus miembros, en la hora presente; const.atadus los intentos 
frustrados que la Sociedad de Saclones y la 0. X. I‘. representan en cuan- 
to a la interrogante de si cabe esperar una mejora en la organización del 
poder. propone el autor que, sin desesperar de una solucl6n realista que 
eventualmente pueda resolver el problema, cada pueblo hará bien, en- 
tre tanto, en buscar el modo de asegurar su propio poder y, por tanto, 
su adecuada defensa. Este tema del poder político en el or&n interna&+ 
nal y su impacto sobre la doctrina de la soberanía es también el objeto 
del estudio de Aguilar Navarro (Soberanía y vida internacional), que lo 
desarrolla a la luz de la moderna literatura internacionalista. Sendas mo 
nografías de Miaja de la Muela (1) y Yanguas Messia (2) completan esta 
sección dedicada al Derecho internacional. 

El tomo II se abre con la sección más amplia en cuanto al mimero de 
trabajos aportados, que corresponden a Derecho político y constitucio- 
nal y a Derecho administrativo. Entre los primeros. Diego Sevilla An- 
drks estudia El Senndo dp 1845: Jaime Guasp, El Derecho político como 
Derecho del Gobierno; Pablo Lucas Verdú, la Naturaleza, contenido y 
consecuencias de la rigidez constitucional; Pascual Marfn Pérez escribe 
sobre Sindicalismo católico y nucionolsindicalismo; El .‘bfanifiesto de los 
Persas” y los orígenes del liberalismo español es el título del trabajo de 
F. Murillo Ferrol. y el de Carlos Ruiz del Castillo. Lrsos. leyes y tevolu- 
ciótl. Un tema sociológico, de honda ralz político-económica, es objeto 

de singular exposición, bajo la rúbrica La clase media des& un ángulo 
polttico. que Arma Carlos Sanz-Cid, que nos desvela el origen de la clase 
media. su función histórico-política, su encumbramiento, ocaso y crisis, 
señalando las posibles perspectivas que el inmediato futuro pueda depa- 

rarle. Luis Sánchez Agesta, con el título Concepto jurfdico del acto polí- 
tico. plantea la diferenciación entre acto polftico y acto administrativo. 
cuestl6n no ~610 ya de inter6s cientffico, sino práctico, por ser básica en 
la delimltaci6n de la jurisdicción contenclos@adminlstratlva, promulgada 
la nueva ley de 27 de diciembre de 1956. reguladora de dicha jurisdic- 
ción. Precisamente dos de las monograffas dedicadas al Derecho admlnis- 
trativo, de los maestros Gascón y Marfn (3) y Royo Villanova (4), se 
centran en el estudio de la nueva ley, sus innovaciones y directrices. 
R&tanos por mencionar el trabajo de E. Garcfa de Enterrfa (La Revo- 
lucidn fronresn y la emergencia histórica de In Administración conteni- 

(1) Un uspecto de la protección internacional o los derechos hutna- 
nos: la lucha contra los relaciones juríokas “claudicantes”. 

(2) La protección diplomático en cosos de doble nacionalidad. 
(3) La nueva Ley de lo contencioso-administrativo. 
(4) Principales innovaciones de la Ley reguladora de la Jrcrisdic- 

ción cont~~ndosoudministrntivn tk ZL de diciembre de 19E6. 



pordtleu), que en unión del ya citado (vid. nota 4, antes) de Jesús Gdn- 
zález Pérez, completan esta sección V. 

La aportación penalista al libro-homenaje está constituida por cuatro 
títulos. cuya simple cita es lo suficientemente expresiva de la temática 
elegida como para hacernos desistir de referencia más detallada: Anto 
nio Ferrer Sama estudia EZ delito de ocusoción o denuncia jnlsa; Anto 
nio Quintano Ripollés titula su trabajo Hoczo una posible concepción uni- 
tariu juridico-penol cle Zn culpobilidnd; Manuel Serrano Rodríguez trata 
El problemo de la fecundación artificial; y. finalmente, Juan del Rosal 
escribe Sobre las antinomios penales. 

En el camino emprendido por el nuevo Derecho Internacional hacia 
un proceso de humanlzaci&i, es decir, hacia la concesibn de una perso- 
nalidad jurídica del Derecho internacional a los individuos, ha supuesto 
un gran paso la Convención, Armada en Roma por los Estados miembros 
<iel Consejo de Europa el 4 de noviembre de 1959, “para la salvaguardia 
de los Derechos del Hombre y de sus libertades fundamentales”, que ha 
sido calificada como “parte dogmática” de la futura Constitución politka 
de los Estados Unidos de Europa en cuanto a los derechos v derechos- 
garantía reconocidos como fundamentales. El catedrático de Granada Ma- 
nuel Díez de Velasco, en un extenso estudio (l), se ocupa de los antece- 
dentes y desarrollo de la novísima tendencia, para entrar de lleno en el 
examen de los mecanismos de protección instituidos -Comisión Euro 
pea de los Derechos del Hombre, Comit6 de Ministros y Tribunal Euro 
peo- por vla jurisdiccional. y de los medios procesales otorgados al in- 
dividuo, analizando el derecho de petición o recurso que se establece en 
el art. 25 de la Convenckm. para concluir que aunque no cabe afirmar 
rotundamente que integre un verdadero recurso individual, contiene al- 
gunos elementos 0 caracteres que abonan esta solución. 

Tres monografias son las recopiladas aquf bajo la rúbrica “Economla 
y Hacienda pública” (2) ; cerrándose este segundo volumen con el tema 
<ie Gaspar Rayón Chacón Lo seguridad jurídica en el Derecho del Trabajo. 

Y, en fin, dada noticia. en la forma de slmple fndlce que antecede, del 
contenido de este libro-homenaje, testimonio de admiraci6n ofrecido al 
profesor Pérez Serrano, no nos queda sino afiadir el nuestro propio en 

representación, bien modesta, de la REVISTA. haciendo USO de la ocasi6n 
que estas lineas nos ofrecen.-J. H. OROZCO. 

(1) Mecanismos de gorontío y medios procesales & protección creo- 
dos por la convención Europea de los Derechos riel Hombre, En esta mis- 
ma sección, relativa al Derecho procesal. MANUEI. GoantLLo escrIbe I,os 
(‘mres de hecho en cas&& (civil), 

(2) JUAN IGNACIO JIMÉNEZ. NIETO: Un andlisis de los efectos macro- 
económicos de la imposición indirecta; Jos% ANTONIO Ruko SACRISTÁN: 
Hisioria económico y Teoría ecodmica: J. ZUBIZARRETA GUTIÉRREZ Re- 
.fkiones de Arlan Smith. 
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El’autor sostiene aquí la opinión, ya mantenida en ediciones anterie 
res, de que la ley de lc> de marzo de 1939. donde se castigaba el pago en 
las Cajas públicas ron cheques sin provisií>n bastante de fondos (artícu- 
lo La) sigue en vigor, pero que se refiere sólo al caso de pagos a la Ha- 
cienda. En las restantes hipótesis el delito será de estafa siempre que 
concurran los requisitos necesarios para darle vida. La pena será la esta- 
blecida en el art. 528 en relación con la cantidad defraudada.-.J. M.. R. D. 

Teruel Carralero, Magistrado cuya infatigable labor de publicista es 
bien conocida, aborda en este estudio un tema que encuentra mención 
ocasional en los Tratados de Derecho penal cuando se refieren a las ga 
rantías y a determinados delitos en particular. En este trabajo, tras afir- 
mar que el Fuero de los Españoles es una norma constitucional declara- 
tiva de derechos dentro de un sistema de Constitución abierta (pág. 29, 
.V que los delitos contra los llamados derechos individuales han de contar- 
tie entre los polfticos (pág. 35), se analizan los preceptos del Código penal 
qw -guardan relación con el Fuero, ordenándolos según que sean con- 
cernientes a la proteccl6n del culto católico (pág. 39 y slg.). a derechos 
reconocidos por primera vez en el Fuero de los Españoles (pág. 40 y sl- 
@entes) y aquellos declarados ya en las Constituciones de 1869 y 1576. 
y repetido? ahora en esta ley fundamental (pág. 42 y sigs.).--J. M.’ R. D. 

En esta conferencia dada el 10 de abril de 1959 en un curso sobre 
*‘Cuestiones orgánicas y procesales relacionadas con la Administraci6n 
de Justicia”. organizado por el Instituto Nacional de Estudios Jurídicos. 
De Miguel trata el tema de la inflación de las penas, el que no correspon. 
da su valor nominal al valor real, què hace sea preciso hoy “rectificar 
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una posición claudicante, que no por ser sentimental deja, incluso. (k set 
antiespirituallsta: no se valora debidamente la vida humana, sacrificada 
0 amenazada por el crimen” (pág. 4). En confirmación de su tesis apw- 
ta varios ejemplos (pág. 15 y sigs.): parricida condenado a treinta años:, 
que a los ocho es puesto en libertad; autor de un asesinato consumado y 
varios frustrados, al que se le imponen también treinta años, reducidos 
por sucesivos indultos, redención de penas por el trabajo y libertad con- 

dicional, a once años y medio: dos homicidas condenados a diecisiete 
años. que han permanecido en la cárcel aproximadamente siete, etc. En- 
tre las soluciones que propone figura la de elevar la pena del homicidio 
doloso a reclusión mayor, “con particular previsión agravatoria del ho- 
miMi plural” (pág. 14). el que se modifique la práctica judicial en el 
uso del arbitrio (pág. 17), que se introduzca la agravante, que reputa 
“indispensable” (pág. 19) del “empleo de armas” y que se resucite el des- 
aparecido delito de “disparo de arma de fuego”. Muy interesante es la 
observaci6n que hace (pág. 12) de que la benevolencia excesiva de la ju- 
risdicción ordinaria es la causante de que “la sociedad, estlmándnse in- 
defensa ante el crimen, se siente inclinada a buscar refugio en leyes ) 
jurisdicciones de excepción, menos genuinas quizlís, pero más ágiles. 
adustas y temidas’. Es, a mi entender, indudable la razón que asiste al 
autor en el planteamiento del problema. Xo creo, en cambio, que se 
puedan compartir todas las soluciohes que apunta, en particular ei cri- 
terio agravacionista. que sO10 serviría al final para acentuar esa dispari- 
dad entre las penas consignadas en la ley y las que realmente se hacen 
efectivas. La cuestión es, a mi juicio, más compleja, e implica una revi- 
sión. tanto de las tarifas punitivas como de prkticas penitenciarias. im- 
posible de apuntar siquiera aquí.-J. M.* R. TI 
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Tras laboriosas negociaciones que 
han durado más de tres años, ha 
sido firmado en Bonn el 3 de agosto 
de 1959 un acuerdo complementario 
del Convenio de 1951 entre los Esta- 
dos-miembros del Pacto del Atlánti- 

co-Norte, sobre Estatuto de las fuer- 
zas militares estacionadas en la Repri- 
blica Federal alemana. 

En este acuerdo se contienen nor- 
mas sobre jurisdicción en relación 

con dichas fuerzas, así como otras 
sobre indemnización por daños cau- 
sactos por las fuerzas militares esta- 
cionadas, resolución de litigios naci- 
dos de contratos firmados entre tale6 
fuerxas y comerciantes alemanes. y 
otras de alto interés. 

Hay un nuevo C6fllgo penal de fe- 
cha :I de octubre de 1959. Traduc- 
ción inglesa por Paul Richyun Ryu, 
profesor en la Universidad de Seul: 
The New Korean Criminal Code of 
Vctober 3. 1953. An Analysis oj Ideo- 
logies Embedded in it. en “Journal Of 

Crfm. Law”, vol. 48, núm. 3, oct. 1957. 
páginas 275 y siguientes. 

Di?lnmnrcn 

El IX Curso internacional de cri- 
minologfa (Copenhague, 7-17 octubre 
1959) ha estado dedicado al trata- 

miento especial de los delincuentes 
habituales con anomalías que no afec- 
tan ni al psiquismo ni al intelecto. 
Lengua oficial: inglés. Número de 
participantes limitado a cincuenta. 

Estados Unidos 

La Judge Advocates Association ha 
celebrado su reunión anual el 25 de 
agosto de 1959 en Miami Beach. Flo 
rida. En ella. aparte de las actos so- 
ciales habituales. se procedi6 a la 
elección de la Directiva de la Aso 
ciacicín para el año siguiente. 

En Estrasburgo. en el Instituto dr 
Ciencias criminales y penitenciarias 
que dirige el Profesor Leaut6 tuvo 
lugar del 12 al 24 de enero de 1959 
una sesión internacional de estudios 
consagrada al problema de la respon- 
sabilidad penal. El Instituto pubffca- 
r-á un volumen. Hay una nota infor- 
mativa muy detallada en los Anna- 
les de la Facultad de Lieja. 1950 
páginas 59-99. 

+ .+ 

Igualmente en Estrasburgu se cele- 
hr6 en el mes de octubre de 1959 
la reunión del ComM de dírecci6n 
tle la So&%? Internutional de Dtoit 
Penal Militaire et LWott de la G-une. 

adoptandose acuerdos sobre temas 
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para el Congreso de la Sociedad (Flo- 
rencia, 1961) y publicación de un 
boletln semestral, y de los trabajos 
del Congreso de Bruselas. La próxi- 
ma reunión del Comite se celebrará 
en Madrid en abril de 1960. y la si- 
guiente en La Haya en octubre de 
dicho año. 

l * . 

El 1 Congreso Internacional de Pro- 

filaxis criminal ha tenido lugar en 
Par&, 27-W septiembre 1959. Tema 
central: “Las incidencias <Ir1 progre- 
so Gcnico sobre la criminalidad”. Las 
cuestiones tratadas en el curso del 
Congreso fueron: 1. ‘.Modificaciones 
producidas por el progreso técnico en 
la estructura de las capas sociales.’ 
II. “Modo de producción en el esta- 
dio actual de industrlaltzaciún y au- 
tomatismo, problemas sociales, psico- 
lógicos y psiquiátricos que resultan 
y su incidencia sobre la crimlnali- 
dad.” 

l . . 

En París, O-28 marzo 1959, se ha 
desarrollado en los locales de la ln- 
terpol un Ciclo internacional de es- 

tudios sobre el trcífico ilícito de es- 

tupefacientes. Asistieron 63 auditores 
procedentes de 33 paises o territorios: 
25 de Europa, 10 de Africa. 5 de Amé- 
rica y 23 de Asia. 

l l . 

La Aumonerie générale des Prisons 

ha celebrado en Paris, 1818 abril 
1959. su VIII Congreso nacional se 
bre el tema “Pena y reeducación”. 

l .t 

Se ha autorizado la ratlficadón del 
COnV~iO dt? ertradici6n entre Fran- 

cia y la República Federal citt Alema- 
nia celebrado el 29 de noviembre de 
de 1901. mediante Ordonnance núme- 
ro 58-1237 de 17 diciembre 1958 (J. 0. 
del 18). 

* l * 

Las VI Jornadas Franca - belga -III- 

xemburguesas de Ciencia penal han 
tenido lugar en París, 7 y 8 noviem- 
bre 1958. Tema: “Problemas que plan- 
tea la represión de las infracciones 
involuntarias.” Se hicieron fuertes oh- 
jeciones al tratamiento conjunto de 
las cuestiones penales y clvlles en el 
mismo proceso. L4s tribunales mili- 
tares franceses, manifestó el Coronel 
Gardon. no conocen este inconvenien- 
te por no entender de la responsahi- 
lidad civil. Según las obseruaciows 

que desde el punto de vista militar 
se hacen en la extensa nota lnforma- 
tiva de la Revue rlu Sciencr Crimi- 

nelle et de Droit pPna1 comparé. 1959, 
páginas 467 y siguientes, por J. Si- 
monin, en lo militar la reparación del 
dario se encontraba -hasta la ley de 
31 de diciembre de 1957- asegurada 
por un Servicio de reparaciones civl- 
les. funcionando en el escalón Región 
militar en los estados mayores, ofici- 
nas 0 servicios de lo contencioso ? 
de reparaciones civiles. La oficina pro- 
ponía a los reclamantes una indem- 
nización que, si excedía de cierta su- 
ma, se remltfa al Rureau des tepartr- 

tions civiles del Ministerio. Si la in- 
demnización se aceptaba, el asunto 
quedaba zanjado. En otro caso, que- 
daba expedita la vfa contenciosa. Des- 
pués de la ley no es obligatorio acu- 
dir a él. Opina que no ser& inútil por- 
que. si bien antes era menos genc- 
roso que los trlbunales clviles. ahora 
se ha alineado con la jurisprudencia 
contenciosa. Las observaciones meri- 
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tadas contienen m u y interesantes 
apreciaciones sobre los casos de de- 
litos culposos militares, con especial 
mención, por ejemplo, del centinela 
que se duerme, etc. 

.C. 

Un .-grupo de trabajo” del Grupo 
wnsultivo europeo de las Naciones 
Unidas en materia de prevención del 
crimen y tratamiento de los delincuen- 
tes se ha reunido en Estrasburgo pa- 
ra estudiar el problema de las penas 
cortas privativas de libertad, llegan- 
do a una serie de conclusiones que 
publica, por ejemplo, la Reune PS- 
nale Suisse, 1959, págs. 43S442. De 
ellas destacamos: No es prácticamen- 
te posible suprimir las penas cortas; 
conviene reducir su número ponien- 
do a disposición de los tribunales 
otras medidas sustitutivas; no se de- 
ben prever penas sino de siete días 
a tres meses y de nueve meses o más; 
las penas entre tres y nueve meses 
se podrfan imponer con remisión con- 
dicional, siendo la razón que la pena 
corta debe producir sus efectos en 
un tiempo inferior a tres meses, y 
una pena larga no puede cumplir las 
condiciones de un tratamiento peni- 
tenciario adecuarlo si no es por 10 me- 
nos de seis meses, a los que hay que 
añadir la prisión preventiva, tiempo 
de observación y una eventual libe- 
ración anticipada. 

l . l 

La Fundacidn internacional penal 
y penitenciaria, creada en 1951 para 
administrar los fondos de la desapa- 
recida Comisión internacional penal y 
penitenciaria cuando ésta fu6 absor- 
bida por las Naciones Unidas, deci- 
di6 ortentar sus trabajos sobre mate- 
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rias que no estuvieran en el progra- 
ma de trabajo de la Secciõn de De- 
fensa Social de la ONU, designio apro- 
bado por las Naciones Unidas que 
le han concedido su patronazgo, ha- 
biendo prestado el Consejo de Euro- 
pa locales y personal. Con este apo 
yo. en Estrasburgo, del 7 al 12 de 

septiembre de 1959, se ha desarrolla- 
do un ciclo de estudios al que han 
concurrido unos sesenta especialistau 
de veinte naciones. Temas: observa- 
ción de los delincuentes, tratamiento 
penitenciario y readaptación del de- 

tenido a la vida libre. Las comuni- 
caciones preparatorias y las ponen- 
cias generales componen un volumen 
de 497 páginas. 

*.* 

El Comité europeo de problemas 
criminales ha tenido su segunda re- 
unión plenaria en Estrasburgo, 5-S oc- 
tubre 1959, bajo la presidencia de 
Sir Lionel Fox (Inglaterra) y con 

asistencia de catorce naciones (Aus- 
tria, B 6 1 g i c a. Dinamarca, Francia. 
Grecia, Holanda, Inglaterra, Italia, 
Luxemburgo, Noruega, República Fe- 
deral alemana, Suecia, Suiza y Tur- 
qufa). Abordó las cuestiones sigulen- 
tes: 1.O Estado de las conversaciones 
entre el Consejo de Europa y la Sec- 
ción de Defensa social de la ONU 

sobre la transferencia de las activi- 
dades que llenaba antes la CIPP: 
2.0 Sugestiones sobre trabajos futu- 
ros; 3.0 La Asamblea consultiva del 

Consejo de Europa ha adoptado una 
recomendaci6n. núm. 195, que de una 

parte invita a los Estados miembros 
a estudiar las resoluciones tomadas 
por las N. U. en el dominio de la 
prevención del crimen y tratamiento 
del delincuente y, de otra, a introdu- 
cir en el Derecho posittvo de cada 
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Estado un cierto número de princi- 
pios relativos al Derecho y procedi- 
miento penal. En este último punto 
la CEPC lleg6 a la conclusión de que 

las reglas mínimas adoptadas en Ci- 
nebra en 1955 no suscitan dificulta- 
des en nuestro continente, manifes- 
tando cierta extrañeza (“certain eton- 
nement”) en cuanto a los principios 
propuestos por la Asamblea consulti- 
va; 4.O Examen del tema inscrito en 
su programa actual: derechos poll- 
ticos, civiles y sociales del detenido. 
Por tal se entendió el condenado. El 
Subcomité quedó encargado de pro 
seguir el estudio en lo que concierne 
a los que se encuentran en prisión 
preventiva. Otra cuestión en el or- 
den del día: Represión de las con- 
travenciones a la policía de tráfico 
cometidas en el extranjero. 

Holanda 

Del 5 al 12 de septiembre de Iocio 
se celebrará en La Haya el IV Con- 
greso Internacional de Crlminología. 
Están previstas cuatro conferencias: 
“Medicina mental y práctica crimi- 
nal” (Zilboorg) ; “Derecho penal y de- 
lincuentes mentalmente anormales” 
(Mannheim) : “Los datos criminológl- 
<‘os sobre los delincuentes mental- 
mente anormales” (Be Greef), y “La 
integración en la politica criminal de 
los datos crlmlnológicos sobre loe de- 
lincuentes mentalmente anormales” 
(van Bemmelen). Además, tres sec- 
ciones sobre: “MBtodos de examen y 
de tratamiento” (mkodos médlco-psi- 
col6gIcos, m6todos sociol6glcos. me- 
dlclna legal y policia clentffica, pe- 
nologfa) : “Temas especiales” (epilep 
sia, delltos sexuales, robos en los 
grandes almacenes, la edad y la anor- 
malIda<f mental) : “Investigación cien- 
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tífica”: (1. ;CuáI es el estado actual 
de las investigaciones relacionadas 
con la personalidad del delincuente 
mentalmente anormal? (2. Cuál e* 
el estado actual de las investlgacio 
nes wlacionadas con la posibilidad 
de considerar el cuidado de los anor- 
males sin privarlos de su sentimien- 
to de responsabilidad? Secretaria: 
Burgemeester de Monchyplein. 14. La 
Haya. 

El II Congreso dr los Xocioncs Cni- 
dus sobre prevención del *lito y tra- 
tamiento del delincuente tendrá lugar 
del 8 al 20 de agosto de 19SO en 
Church House y Carlton House, Lon- 
dres, por invitación oflcial del Rei- 
no Unido. El programa del Congreso. 
elaborado despu6s de considerar las 
recomendaciones del Comité Asesor 
Especial de Expertos, así como las 
propuestas del Secretario general, por 

la Comisión de Asuntos Sociales, com- 
prende los siguientes temas: 1) “Nue- 
vos tipos de delincuencia de meno- 
res: su origen, prevención y trata- 
miento.” 2) “Servicios especiales de 
policia para la prevención de la de- 
lincuencia de menores.” 3) “Preven- 
ción de los tipos de delincuencia que 

son consecuencia de los cambios so- 
ciales y del desarrollo económico en 
los paises poco desarrollados.” 4) “Pe- 
nas privativas de libertad de corta du- 
lación.” 5) “Tratamiento anterior a la 
excarcelación y asistencia postlnsti- 
tucional: ayuda a las personas que 
están a cargo de los reclusos.” 6) “ln- 
tegración del trabajo en las prisiones 
con la economia nacional, inclusive 
en lo que respecta a la remuneración 
de los reclusos.” Las personas inte- 
resadas en aslstlr deberán pedir una 
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.tarje&a de inscripción al Jefe de la 
Sección de Defensa Social, Sede de 
lasNaciones Unidas. Nueva York. an- 
tes del 20 de febrero de 1960. La ins- 
cripción es gratuita. Idiomas oficia- 
les: espafiol, francés e ingl&. con tra- 
ducción simultanea previsti para los 
tres idiomas. 

Nuestro corresponsal en Italia. doc- 
tor Gilda Rodi, nos remite la siguien- 
te informarión: 

Durante los días 9. 10 y ll de mayo 
de 1959 se celebró en Ve ro na el 
II Congreso ci@ Derecho Penal Mili- 
tar. en el que participaron. junto a 
las autoridades del Estado. un nutri- 
do grupo de personalidades de la Po- 
lftica y de la Magistratura civil y mi- 
litar, ‘así como profesores y estudlo- 
sos de esta rama del Derecho. entre 
los que se encontraban el Presidente 
de la Corte Suprema de Casación. Er- 
nesto Eula : el Procurador general 
militar de la República. Santacroce; 
el .Director de la conocida revista At- 
chivio Penale. Profesor Pannain, y los 
Doctores Bianchi, Pioletti v Mengotti. 

El tema discutido en el Congreso 
-“El Código Penal Militar Tntegral”- 
tiene una gran trascendencia para el 
ordenamiento jurídico penal italiano. 
Pue objeto de varias ponencias a car- 
go del Profesor Remo Pannain, del 
Consejero de Casación Luigi Bianchi 
tl’Esplnosa v de los Magistrados Mi- 
litares doctores Pantano, del Tribunal 
Militar .de Roma, y Malizia. del Tri- 
hurta1 Militar de Padua. 

Durante la ceremonia de la inau- 
guración dirigi6 su autorizada pala- 
hra a loe Congresistas el Ministro de 
Justicia, Guido Sonella, quien puso 
de manlfiesto la urgente necesidad 

de llenar las lagunas legislativas de 
las que adolece el sistema positivo 
penal militar en Italia, asegurando 
a la Jurisdicción Castrense una com- 
pleta e idónea tutela de los intereses 
jurídicos a ella confiados. para lo que 

es ante todo preciso insertar en el 
vigente Código Penal milItar una no- 
ción del delito militar que compren- 
de cualquier lesión de los intereses 
militares o tipificar en la parte espe 
cial de los C6digos mismos tokioi; 
aquellos delitos que presenten carac- 
terísticas talen que los hagan suscep- 
tibles de ser descritos en las leyes 
marciales. 

El Profesor Pannain centr6 su aten- 
ción sobre la transcendencia de los 
bienes e intereses que deben ser con- 
fiados a la protección del Ordenamien- 
to Penal militar, bienes que por su 
naturaleza son dignos de una espe- 
cial tutela, y por ello de una particu- 
lar disciplina jurídica independiente 
de la ley penal común, no ~610 en lo 
relativo a la parte especial -en la 
que procede recoger todas las figu- 
ras delictivas tfpicamente militares7 
sino también en lo concerniente a las 
materias cuya regulación son propias 
de la parte general, tales como cir- 
cunstancias agravantes y atenuantes. 
causas de ininputabilidad. excusas ab- 
solutorias, etc. De esta forma -sos- 
tuvo el Profesor Pannain- podrã 
adoptarse para la definición del deli- 
to militar un criterio t6cnico al esti- 
mar como tales todos aquellos pre- 
vistos por las leyes penales militares. 

El doctor Bianchl abordó directa- 
mente el tema planteado en el Con- 
greso, haciendo un estudio compara 
tivo de normas constitucionales y de 
preceptos de Derecho positivo. En 
t6rminos generales el ponente se pro- 
nunci6 a favor dr una mayor am- 
plitud de la competencia de loci Tri- 



bunales militares y de la necesidad 
de perfilar con claridad dentro del 

articulado del Código Penal Militar In- 
tegral los principios generales y los 

tipos delictivos que por su natura- 

lesa y características deban ser ob- 
jeto del conocimiento de la Juris- 
dicción Castrense. 

El Doctor Malizia, Viceprocurador 
Militar, expuso su opinión sobre la 
sistemática y contenido de la parte 
especial de un futuro Código Penal 

Integral. 

Tambi6n dedicó su atención a este 
problema el Doctor Pantano, Procu- 
rador Militar de la República, el cual 
afirmó que el concepto de la integra- 

lidad de las leyes penales militares 
presupone un proceso de identifica- 
ciún de materias que tiene su origen 
en dos hechos sustanciales: de una 
parte, la existencia de las fuerzas ar- 
madas como institución del Estado, y 
de otra la necesidad de asegurar, a 
traves de normas de carácter espe- 
cial. la tutela penal de intereses que 
en un determinado momento histó- 
rico se demuestran dignos de una 
protección autónoma. El Doctor Pan- 
tano subrayó tambien la importancia 
del sistema jurfdico penal de tiempo 

de guerra, al cual está confiada la 
represión de gravísimos delitos en 
cuya calificación juega un papel de- 
cisivo el resultado, por la transcen- 
dencia de los intereses confiados a 
las fuerzas armadas durante la con- 
tienda. Por ello se pronunció parti- 
dario de dar un mayor alcance a las 
normas del Derecho Penal militar de 
guerra tanto desde un aspecto obje- 
tivo (hechos susceptibles de ser calffi- 
cados como delitos militares) como 
desde un aspecto subjetivo, conside- 
rando como destinatarios de las mis- 
mas no ~610 a los mílttares. sino tam- 
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bien a individuos que no ostentaran 
tal condición. 

Un argumento tkmico aportó el 
Profesor Messina, conocido penalista, 
el cual afirmó que dada la institu- 
cionalidad y autonomía de las Fuer- 
zas Armadas se impone la integrali- 
dad de las leyes penales militares que 
deben recogerse en dos Códigos: uno. 
de Derecho sustantivo, aplicable tan- 
to en paz como en guerra, y el otro 
de Derecho Procesal, tambt6n vigen- 
te en ambas situaciones. 

EI Presidente de la SociCté Inter- 
nntionale de Droil Penal Mflitoire et 
de Droit de lo Guerre. Profesor Ciar- 
di, expuso su criterio favorable al 
sistema integral en su sentido más 
absoluto. Ello facilitaría -dijo- la 
interpretación y aplicación de las le- 
yes no sólo por parte de los Magis- 
trados militares, sino tamhik por 
parte de los Jueces militares, los cua- 
les siendo oficiales de las armas y 
no técnicos del Derecho, encuentran 
dificultades al tener que invocar ? 
aplicar preceptos legislativos conteni- 
dos en diversos Cuerpos legales. 

Posiciones ecl6cticas mantuvieron el 
Viceprocurador Militar de la Repúbli- 
ca. Doctor Stellacci, quien únicamen- 
te en lo relativo a la parte especial 
-en la que a su juicio deben reco- 
gerse todos los delitos que lesionen 
0 pongan en peligro los intereses ml- 
litares del Estado- se muestra par- 
tidario cte una sustantividad e inde- 
pendencia respecto al Derecho común. 

Un Código integral mixto le pa- 
reció tambibn la soluci6n adecuada al 
Letrado del Foro de Verona Luigi 
Cavalla. 

Otros congresistas. tales como Ugo 
Pioletti, Abogado general de la Corte 
de Casación, y Ugo Foscolo. Procu- 
rador Militar, hicieron uso de la pa- 
labra para abundar en la idea, pací- 
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ficamente admitida, de que los inhe- 
rentes especiflcos del Ordenamiento 
.Militar deben ser únicamente tutela- 
dos por las leyes penales militares. las 
cuales deben agruparse obedeciendo a 
principios tecnico-jurídicos y a raza 
nes prácticas. 

Las conclusiones del Congreso fue- 
ron las slgulentes: 

Varios congresistas (Pannain, Bian- 
chi d’Espinosa, Cavallo, Malizla y Pan- 
tano) presentaron esta proposición: 
“Despues de haber comprobado el éxl- 
to del Convegno, la altura de las dis- 
cusiones sobre el importante tema y 
aplaudido la noble lnicitlva del Gac- 
cettino Forense y su Director: Vis- 
to que todos están de acuerdo sobre 
la urgencia de la reforma del artícu- 
lo 37 del Código Penal militar de 
paz (1) y la necesidad de acometer 
cuanto antes la complete revisión de 
la ley penal militar para adecuarla 
a las exigencias más sentidas v ur- 
gentes, FORMULA VOTOS al Gobierno y 
al Parlamento: 1.O. a fin de que se 
provea con la mayor urgencia a la 
reforma del artfculo 37 del Código 
Penal militar de paz en el sentido va- 
rias veces indicado que ahora ha pe 
netrado en la conciencla común: 2.O, a 
Rn de que se emprenda lo antes posl- 
ble la revlslón de la ley penal mlll- 
tar considerando la realidad de los 
intereses de fundamental importancia 
Inherentes al “instituto militar” que 
se estimen merecedores de uns con- 
veniente y autónoma tutela especia- 

(1) El artfculo 37 aludido es el que 
define el delito miMar como “cual- 
quier vlolacl6n de la ley penal mIli- 
tar”. slgniflcando que delito “exclu- 
sivamente militar” es el constitufdc 
por un hecho que “en sus elementos 
materiales constitutivos no está en 
todo 0 en parte previsto como delito 
por la ley penal común”. 

lizada: al, garantlzando ante todo fa 
adecuación de la jurisdiccicín militar 
a la común en lo que se refiere â los 
grados de jurisdicción. disposiciones 
relativas a la libertad personal, y en 
cuanto sea indispensable para evita1 

diferencias sustanciales entre las dos 
jurisdicciones, con solas aquellas li- 
mitaciones determinadas por particu- 
lares situaciones constitucionalmente 

previstas: hl, preocupándose de ssal- 
var. garantizar y reafirmar la unidad 
del ordenamiento jurídico penal, evi- 
tando que se dé lugar a la formación 
de dos derechos netamente separados 

uno de otro e incluso, a veces. contra- 
puestos y asegurando, por el contra- 
rio. la homogeneidad de principios y 
orientaciones; cl, ateniéndose. por lo 
que se refiere a la parte general, a 

una noción meramente sustancial de 
integralidad. mediante la tiisdplina 
autónoma de solos aquellos institutos 
que son caracterlsticos del Derecho 
penal militar o que difieran en todo 
o en parte de los de la parte ge- 
neral del Derecho penal común. con 
expreso reenvlo recepticio de las nor- 
mas no derogadas del Derecho penal 
común; d). inspirándose para la parte 
especial del criterio de la denomina- 
da lntegralidad. con formulación pre- 
cisa y lo mas completa posible de los 
hechos punibles propios: subjetlva- 
mente, del illclto penal militar.” 

Esta moción fu6 aprobada por una- 
nlmidad. ahsorblendo otras dos (An- 
naruma. Turano. Blanco Mengottl y 
Dondina) presentadas por otros par- 
ticlpantes. Los congresistas extranje- 
ros (Tlbbs y Levic. Estados Unidos: 
Bratsos, Grecia ; Bouzat y Lebeg~e. 
Francia) promovleron otra moCl6n 
para que, previos los oportunos con- 
tactos “con la Asocladón Internaclo- 
nal de Derecho penal, cuyo principal 
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fin ;e+ la unificación de las diversas 
\egidaciones penales”. pueda verifi- 
carse un Congreso “que examine la 
solución de los problemas de dere- 
cho penal militar suscitados por la 
unión de ejércitos de diferentes na- 
ciones en Europa, con el fin de Ile- 
p;ar a la preparación de un proyecto 
de unlficaclí>n de normas discipllna- 
rlas y penales militares a someter a 
la aprobación de los 6rganos leglsla- 
tivos competentes tir los Estados in- 
teresatlos”. Esta moción fué aprobada 
tambikn. no sin viva tliscwsii,n. ron 
610 dos votos en contra. 

Los congresistas hicieron patente 
su agradecimiento al Gaccettino FO- 

wn.w. que patrocincí y alent6 1a.ì ta- 
reas. 

El Congreso se clausuk con un 
discurso del Doctor Nicola C;alasso. 
Procurador general militar honora- 
rio. 

.l 0 p 6 n 

Se relebrú en Tokio. 23 nwiembre 
a 7 diciembre lSR7. el Il Ciclo & es- 

tudios ffe las Nflrifnws Cnidas sobrc 

prevencibn del crimen y tratamiento 

dc los delincuentes para Asia y el Ex- 

tremo Oticnlc. Temas: 1) “Prevención 
de la delincuencia juvenil”. 2) “ln- 
tro<!ucclón del regimen de la proba- 
ción en el tratamiento de menores 
delincuentes.” 3) “Trata de seres hu- 
manos y explotación de la prostltu- 
cl6n de otra persona.” 4) “Integra- 
ci6n del trabajo penitenciario en la 

economía nacional.* 5) “Métodos para 
aplicar el conjunto de las reglas mf- 
nimas para el tratamiento de los con- 
denados.” Texto integro de las rew 
luciones acordadas en Rev. de Science 
Crim.. 1959. p&@. 478482. 
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Pottugnl 

Se anuncia para el verano de 1964fio 

en Lisboa. y en los días que se .w- 
Ralariín con la debida anticipación, 

el III Congreso Penal y Penitenciario 

Hispano - luso -americano y Filipino. 

Temas: 1P “Tratado tipo de extradi- 

ción para el mundo ll~eroamerlcano 
y filipino.” 2.O “ Valor que debe atri- 
huirse a la personalidad del delin- 

cuente (anterior, cnetãnea y posterior 

al delito) .” 3.” “M&odos modernos de 
tratamiento penitenciario. Experien- 

cias y criticas. Examen especial de 
la “probation” y la libertad condicio- 
nal.” 4.O “Problemática CIP la delln- 

cuencla patrimonial en la actualidatl. 
Consideración especial de la reinci- 

dencia en la crlminalldatl contra el 
patrimonio.” 5.O “Prognosis crimlno- 
lógica.” 6.” “Delitos públicos y delitos 

privados. * Con motivo del Congreso 
se celebrarán además una serie de 

reuniones científicas de entidades afi- 
nes y relacionadas con el Instituto Pe- 

nal y Penitenciario Hlspano-luso-ame- 
ricano y Filipino, estando proyectada 

una sesión especial del Instituto Ju- 

ridlco del Indio, otra de la Asociación 
Internacional de Patronatos para pre- 

sos y liberados y otra del Centro In- 
ternacional de Estudios sobre Mone- 

da falsa para la reforma de la Con- 
vención internacional de Ginebra de 
20 de abril dp 1929, enlazándola con 
el Tratado interamericano de 9 de dl- 
ciembre de 1878 relativos a la mate- 
ria. Las comunicaciones se reciben 
hasta el 30 de noviembre de 1959. 

Hasta el 31 de marzo de 1960 se hará 
la presentación, impresión y reparto 
de las ponencias generales. 



R USiII 

El 14 de febrero de 1959, el Pre- 
sidium del Soviet Supremo ha puhli- 
cado un decreto relativo â las moda- 
lidades de aplicación de los “Funda- 
mentos de la legislación penal y de 
la instrucción criminal”. así como le- 
yes relativas a los delitos polfticos y 
militares votadas en 2.3 de diciembre 
de 1958. Según el decreto se aplica- 
rán. sin esperar la realización de las 
oportunas concordancias en los Códi- 
gos penales y procesales penales de 
las Repúblicas fetkradas, todas las 
disposiciones favorahles a los incul- 
pados con efecto a partir de 25 de 
diciembre de 1958. Las consecuencias 
más importantes son las siguientes: 
l.a La duracibn de las penas priva- 
tivas de libertad no puede ser supe 
rior a quince años para los adultos, 
y a diez años para los que tuvieran 
menos de dieciocho afíos al cometer 
el delito, pudiendo, no obstante, Ile- 
gar en casos particularmente graves 
n veinticinco años. 3.’ Las penas de 
deportación y prohibición de reslden- 
cia no pueden exceder de cinco años 
para los adultos. 3: La ma.vorfa de 
edad penal comienza a los dlecis& 
años, en algunos casos a los catorce 
(antes. catorce y doce años). 

SlliZfl 

La Sociedad Suiza de Juristas ha 
celebrado sus reuniones anuales en 
Schaffhouse. del 5 al 7 de septiem- 
bre de 1959. 1~~0s problemas estudia- 
dos eran, por una parte, “el ejerd- 
cio del derecho de voto” (ponencia 
de lengua alemana, por el Doctor Hans 
Glattfelder, Oberrichter en Zürlch ; 
ponente de lengua france.sa, el Abo- 

gado de Ginebra y Profeso+ de la 
universidad de Berna Robert Patry). 
y por otra, “el ejercicio de los dere- 
chos del accionista” (ponente de .len- 
gua alemana, el Abogado de Zürich 
Martín Usteri, y ponente de lengua 
francesa, el Abogado Jean Castella, 
pri~at docent de la Universidatl de 
Friburgo). 

Esta Asociación constituye una ver- 
dadera Academia juridica suiza. per- 
siguiendo únicamente finalidades de 
tipo científico, con exclusibn de toda 
actividad profesional. Publica la Re- 
vue de Droit Suisse (Zeitschrift fiir 
schweizerisches Recht), cu.vo redac- 
tor es el Profesor de Friburgo Wax 
Gutzwiller. Cada año aparecen en la 
Rf>oista dos importantes estudios. uno 
en francés y otro en alemán, sobre 
dos temas diferentes, que son despues 
ciiscutidos en la reunión anual. 

. . . 

El Instituto de Derecha Internacio- 
nal celebró en Neuchâtel, a partir del 
3 de septiembre de 1959. su reunión 
anual número 49 a partir de la fun- 
dación del Instituto. Más de SO juris- 
tas eminentes, pertenecientes a 23 
paises concurrieron a dichas reunio- 
nes dedicadas a diversas materias de 
Derecho internacional público y px’i- 
vado. Temas: “La competencia oblt- 
gatoria de las instancias judiciales y 
arbitrales internacionales”; “La con- 
ciliación internacional”: “Ia reconsi- 
deración del Derecho de la guerra”: 
‘*El arbitraje en Derecho internacio- 
nal privado”. y “El reenvfo en dere- 
cho internacional privado’*. 

..* 

Por acuerdo de 25 de agosto de 
1959, el Consejo Federal ha modifica- 



do la Ordenanza relativa a Iu unifor- 
midad del Ejercito. Las modificacio- 
nes introducidas no revisten gran im- 
portancia y son más bien retoques 
de detalles. 

l +* 

La Ley federal sobre Circulación 
y Tráfico por carretera, adoptada por 
las Camaras el 19 de diciembre de 
19% y que ha de reemplazar la Ley 
de 1932 sobre circulación de vehícu- 
los de motor y bicicletas, no sera ob- 
jeto da referendum y, por 10 tanto, 
el Consejo Federal podra fijar su en- 
trada en vigor. 

E’.lio no obstante, las nuevas dispo 
siciones ac!nptadas implican mociifica- 
ciones profundas en los textos apli- 
cables, tanto federales como cantona- 
les. Alganos Cantones, incluso, ha- 
hr;ín de enfrentarse con una modid- 
<aciOn de las normas de competencia 
referentes a la represión de las in- 
fracciones. Pnr ello el Consejo Fe- 
deral, en sesión de 25 de agosto de 
l!W. decidió que las disposiciones de 
la nueva Lev entrarían en vigor pau- 
latinamente a tenor de las posibilida- 
des v a medida que disposiciones de 
ejecucidn federales vayan siendo dic- 
taclas. Parece ser que entre las pri- 
meras reglas aplicables se encontra- 
rán las relativas a la represión de 
las infracciones (artfculos SO v si- 
guientes de la Ley). Otras disposicio- 
nes. tales como las referentes a im- 
puestos v tasas. duradon de permi- 
sos. etc.. han entrado en vigor en 
1.O de octubre de 1959. 

La apliracicín de la nueva Ley pre- 
<*upa por Igual a los Organos admi- 
nistrativos v a las Sociedades jurfdl- 
ras. la Soci~rfud Suizo de Derecho 
~rnnl. en su sesi6n de Fruenfeld, los 
<liar: 26 v 27 de septiembre <le 1959. 

insertó este tema como único en su 
ord.en del dfa. Por otra parte, en los 
Cursos Administrativos organizados 
por la Universidad Comercial de 
St. Gall, se dedicaron dos sesiones a 
la materia, una dedicada a la Suiza 
Romanda y otra a la Suiza de len- 
gua alemana. 

. l . 

La Sociedad Criminalista auiza ha 
tenido en el año 1959 sus habituales 
reunlones en primavera (10 mayo; 
Ilontreux) y otoño (26 v 27 septiem- 
bre, Frauenfeld). Ha examinado en 
ellas. respectivamente, los temas “Re- 
visión del Gdigo penal sobre el tra- 
tamiento de los menores”, y la me- 

va **Ley de circulación de 29 de di- 
ciembre de 1958”. La próxima re- 
unión en la primavera de 1960 trata- 
ra de la colaboración de la policía 
v el Juez de instrucción, v otras ma- 
terias. 

En la Facultad de Derecho de la 
Universidad de 7,agreh ha tenido lu- 
gar un Curso de dos semestres. cua- 
trocientas setenta y dos horas lecti- 
vas en total, de perfeccionamlento de 
Yagistrados y Fiscales. Las materias 
han sido: 1.0 Estudios superiores de 
Derecho penal yugoslavo y compa- 
rado. 2.0 Estudios superiores de pr* 
cedimiento penal yugoslavo y compa 
rado. 3.0 Criminologia. 4.O Penología. 
5P Análisis de casos penales concre- 
tos. 6.0 Policía científica. 7.O Medici- 
na legal. 8P Psiquiatría nkiico legal. 
kdstentes: 21 en el año académico 
195%1959. 



1. LECISLACION 

A) EL AUDITOR ANTE LA NUEVA LEGISLACION 

DEL REGISTRO CIVIL 

Como todo el mundo sabe, nuestro Registro Civll ha venido rigiéndo8e 

fturante Cerca de nOvenm años por la tiy de 17 de junio de 1870 y Su 

Reglamento de 13 de diciembre del mismo afio. Esta Ley, a pesar de su 

marcada originalidad, manifestada en un adelanto técnico tan considera- 

ble que solo parcialmente lo han logrado conseguir los códigos más mo 

demos al decir de FEDERICO DE CMTRO (1). habla tenidn que ser comple- 

tada por multitud de dí8posiciones de todo orden que haclan verdadera- 

mente dificil su manejo y confusa la situación (2), y aun cuando no dejaba 

Cte haber meritoria8 compilaciones que procuraban presentar este fárrago 

legislativo con la poslhle unidad (3), su reforma, a pesar de las mencfo 

nWkas excelencias, se hacia indispensable. 

Esto se ha llevado a cabo por la Ley de 8 de junio de 1957 y su Regla- 

mento de 14 de noviembre de lS.58, en vigor tan 8610 desde 1 de enero de 

este afro de 1959. 

Entre las muchas novedades que estas disposiciones nos han traído. 

ademas de la importantfsima de ordenar una materia tan necesitada de 

ello, ha sldo una de la8 de más relieve la de la “inscrtpdón póstuma”, esto 

es, la practicada despues de la inhumación o cuando el cadáver hubiese 

defiaparecldo. (La denominación de inscrfpción póstuma es de nuestra ex- 

ctU8iva invención y la utilizamos sin pretensiones de exactitud para dtspcr 

ner de un nombre expresivo y breve en laS freCUente8 alUSíOnes que WCe- 

sariamente hemos de hacer a ella.) 

Estas inscripciones póstumas son para nosotros -el Cuerpo .Jurfdico 

(1) FEDERICO nz CASTRO: Derecho civil de gspa7ia. Parte general. II. 
pighla 560. 

(2) CASTÁN: Derecho civil común y fosal. Parte general, 1950. p¿Ig. 544. 
(3) ARELLANO: Legislación del Registro civil. Compilación de todas Las 

dictab<ls sobre el Registro desde In Puhlicacirk de la Le!/. 
. 
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Militar- especialmente interesantes porque suponen una destacada inter- 
vención de nuestra Jurisdicción en ellas y, sobre todo. por el preponde- 
rante papel que al Auditor le corresponde en su efëctuncicín. 

la finaljdatl del Registro Civil es la de proporcionarnos seguridad w- 
bre Ia vida de las personas. Por eso sus asientos han de basarse en he- 
chos ciertos, completamente acreditados. 

Por lo que se refiere a la inscripción de fallecimiento, esta certeza de 
los hechos, base de ella, se obtiene en los casos ordinarios de manera muy 
natural: el individuo muere en su casa entre sus deudos v amigos y un 
medico que le asiste y certifica su defuncion. Su extinción podría consta- 
tarse, si necesario fuera, por numerosisimos e irrefutables testimonios. 

En este supuesto pues, que es el normal, como todo está claro, la ins- 
cripción se extiende. una vez comunicado el fallecimiento, antes de la 
inhumación. Y sólo después de extendlda se otorga licencia de entefra- 
miento. 

Pero no siempre la muerte acaece en circunstancias normales. A Ye- 
ces tiene lugar con ocasión de accidentes. catástrofes colectivas o gua 
rras. en países extraños o en circunstancias desconocidas. Entonces no se 
puede proceder como en la normalidad. Los cadáveres habrán sido ente- 
rrados en su momento y sólo transcurrido cierto tiempo. en ocasiones tal 
vez años. se sentirá la necesidad de inscribir aquellas. 

Estas inscripciones tardias o póstumas. como las hemos llamado. son 
las que vamos a estudiar. 

Se refieren a ellas los nrts. 378 y 279 ti1 Reglamento del Regisf.ro. 
IXcen así: 

,.: 
“Art. 278. Cuando el cadáver hubiera desaparecido o se hubiera 

inhumado, no basta para la inscripción la fama o posibilidad, de 
muerte, sino que se requiere certeza indudable. 

“En su caso, a la orden de la Autoridad judicial que instruye 
las diligencias seguidas por la muerte, deba haber precedido infor- 
me favorable del Ministerio fiscal, y sl se trata de Autoridad judicial 
militar, el del Auditor; si la Autoridad judicial es extranjera se iris- 
truiní, para poder inscribir, el oportuno expediente. 

“Para precisar las circunstancias en el expediente o diligencias se 
tendr&n en cuenta las pruebas previstas para el de reconstitución.” 

“.Qrt. 279. El fallecimiento en las condiciones a que se refiere 
el artículo anterior, ocurrido en campafia o en cautividad, se Inscri- 
bh-6 en virtud de expediente instrufdo y resuelto conforme a esta 
legislación, sin ulterior recurso en vfa gubernativa, por la Autoridab 
judicial militar de la Región, Zona o Departamento correspondiente 
Y, en su defecto, por los de la Primera o la Central. v siempre prevjo, 

informe favorable del Auditor.” 



Ambo8 vienen a ser un desarrollo de lo que dispone el art. 66 de la 
Ley que dice: 

“Será necesaria sentencia firme, expediente gubernativo u orden 
de la Autoridad judicial que instruya las diligencias seguidas pal 
muerte violenta. que afirmen, sin duda alguna, el fallecimiento, para 
inscribir @ste cuando el cadáver hubiere desaparecido o se hubiere 
inhumado antes de la inscripción”. en el que se contiene la innova- 
ción de haber regulado con carácter general la inscripción póstuma 
como se hizo notar por el Ministro al presentar ante las Cortes el 
Proyecto, luego convertido en la Ley que comentamos, al decir que 
“la próctica del asiento de defunción exige La a,firmación ofictbl in- 
equivoca de la muerte siquiera el Proyecto admita la posibilidad de 
la inscripción aunque eL cadáwr hubiera desaparecido o SC huhiesc 
inhumado” (4). 

Tambikn se hace eco tle esta novedad la Exposición de Yotivos de la 
Ley considerandola “como la más importante de la Sección 3:” (5). 

Vemos pues, de lo expuesto, que se considera como innovación por 
la nueva Ley la inscripción del fallecimiento después de la inhumación 
o cuando el cadáver hubiese desaparecido. T vemos también que en estos 
casos puede corresponder a la Autoridad Judicial Militar disponer que 
se lleve a efecto la inscripción, y que le corresponderá siempre a ella 
cuando el fallecimiento, no bien constatado en principio, hubiera ocurrido 
en campaña o cautividad. 

A pesar de esta pretensión de novedad. nos permitimos afirmar que tbl 
problema ya estaba previsto, si bien no con la uniformidad y visión gene- 
ral de hoy, antes de la vigente Ley, como se desprende de las siguientes 
consideraciones: 

a) Ante la necesidad de inscribir las defunciones de desaparecidos 0 
muertos en accidentes no hubo más remedio que dictar toda una serie dr 
disposiciones, de rango inferior si se quiere, que dieran solución al pro- 
blema. 

Entre ellas tenemos la Real orden de 1 de marzo de 1871 que establece 
“bue cuando el encargado del Reglstro Civil tuviera conocimiento de que 
se ha dado sepultura a un cadáver cumplir& con lo dispuesto en el párra- 
fo 3.O del art. 75 de la Ley del Registro Civil (6) sin perjuicio de verifi- 
car la Inscripción”, lo que no puede negarse que es un caso de in.scrJp- 
ción posterior a la Inhumación. En igual sentido los Decretos de 17 de 
jubo de 1874 y los del mismo aAo de 16 de octubre y 11 de diciembre. 

(4) Discurso del Ministro de Justicia, en Registro Civil. ‘.Publicacionerr. 
del Ministerio de Justicia”, 1958. 

(5) Exposicidn de Motivos, párrafo IX. En la obra citada en la nota 
anterior. 

(6) El párrafo 3.” del art. 75 de la L. R. C. de 1870 ordenaba imponer 
una sanción disciplinaria de multa al encargado del cementerio que ente- 
rrase a un cadáver antes de haber inscrito su defunción. 



b) La inscripción póstuma de militares muertos o desaparecidos en 
campaña o cautividad estaba ya regulada en la propia Ley de 1870, y es- 
pecialmente en su art. 90. que disponía “que si el fallecimiento ocurriese 

en campaña en territorio español cuando a la sazcin no impere la 
autoridad del Gobierno legítimo, o en territorio extranjero, el jefe del 
Cuerpo a que perteneciera el difunto dispondrá el enterramiento y lo pon- 
drá en noticia del Ministro de la Guerra remltléndole copia duplicada de la 
filiación para que este haga verificar la inscripción”. En igual sentido, 
además del citado Decreto de 11 de diciembre de 1874, el Real decreto 
<fe 19 de febrero de 1923 y la Real orden de 28 de abril de 1927. ambos 
referentes a los desaparecidos en la guerra de Africa, y los dictados a 
partir de 1936 con motivo de nuestra guerra de Liberación (7). 

Ros hemos ocupado con algún detenimiento, de rectificar la considera- 
d6n de novedad absoluta en las disposiciones de la nueva Ley relativas a 
la inscripción póstuma. Y lo hemos hecho asf precisamente para poner 
de relieve -por parad6jico que parezca- su acierto al regular la cuestión. 

Hemos visto, efectivamente, que si bien resuelto este problema en la 
legislación derogada, carecfa de una formulación general y estaba lnspi- 
rado en el casuísmo. y a ello podemos afiadir que los procedimientos y 
expedientes para conseguir estas inscripciones adoleclan de falta de pre 
cisión. 

Ahora SC remedian estos inconvenientes en los artfculos antes trans- 
witos. 

Estos artículos, tal vez por su encaje en el sistema unitario que for- 
ma la nueva legislación del Registro Civil, no son, sin embargo, al exa- 
minarlos aisladamente como arrancados de su total engranaje, tan claros 
ciue no sea conveniente tratar de comprender su significado. Esto es lo 
que a continuación intentamos desentrañar en los siguientes puntos es- 
<,alonados en que descomponemos su examen. 

1. .JC~IFICACI~N DE LA NIC’EaTz.--Este es el I-XpIiSito Indispensable para 
tlue pueda practicarse una inscripción póstuma. No basta la mera fama o 
yoslbtlidad, a diferencia de lo que ocurre con la declaración del falleci- 
miento del ausente, que puede hacerse -y se hace- a base de simples 
presunciones. Aun cuando ambos se refieren al fallecímlento. su alcance y 
*lp;nificado son diferentes: la inscripción necesita certeza absoluta para ex- 
tenderse, la declaración de fallecimiento es. por definiclbn, algo conjetu- 
ral, aunque verosímil. El hecho de versar las inscripciones p6stumas so- 
bre muertes ocurridas en circunstancias en principio inciertas podría 
inducirnos a considerarla parecida a la declaración de fallecimiento del 

(7) ‘üna referencta sobre todas estas disposiciones anteriores a 19%; 
puede verse en la obra antes citada de ARELLANO, especialmente a partir 
de su art. 222. 



ausente. Sin embargo. las necesidades son muy distintas. Corroborando 
esto, la Exposición de Motivos de la Ley de Registro Civil, en su punto 9.O, 
dice, al ocuparse de la inscripción póstuma, que con su regulación “no se 
pretende desvirtuad los preceptos del Código sobre la declaraci6n de 
fallecimiento. puesto que en los supuestos contemplados en la nueva Ley 
se sabe. sin duda alguna, que la persona ha fallecido” (8). 

2.' MODOS DE CONSEGUIR ESTA -CERTEZA INDUDABLE” QUE EL TEXTO LEGAL 

xxrcx.-Son tres: a) Diligencias lnstruldas por Autoridad Judicial con 
ocasión de la muerte. b) Expediente instrukio por la Autoridad Judicial 
Militar. c) Expediente de adveracl& de las diligencias judiciales instruidas 
con ocasión de la muerte por Autoridad Judicial extranjera. De este úl- 
timo no volveremos a ocuparnos porque no será generalmente de la com- 
petencia de la Jurisdicción Militar. 

aI Dillgencios judiciales.-Hemos de reconocer que esta denominación 
no es muy tknica. Sin embargo, parece bastante claro que con ello qule- 
re significarse toda clase de actuaciones judiciales que se practican con 

.wasión de muerte violenta, catistrofes, etc. Tales actuaciones serán unas 
veces diligencias propiamente dichas y otras verdaderos procesos crl. 
minales (sumarios, causas). Esto depender& de las circunstancias. 

La competencia de la Jurisdicción Militar se regirá por las reglas ge- 
nerales, pues hay que tener en cuenta que estas diligencias judiciales no 

surgirán por y para el concreto objeto de la inscripción del fallecimiento. 
sino que esto será una consecuencia. (Los fines principales de la investi- 
WclOn ltin encaminados. por lo general, al esclarecimiento de las perso- 
nas responsables, responsabilidad criminal y civil, etc.) 

Con ello queda dicho que en estos casos la Autoridad judicial actuante 
no se atendrá a las reglas de la legislación del Registro Civil, sino a las 
del enjuiciamiento criminal en generaI, y, en nuestro caso, a las del Tra- 
tado III del Código de Justicia Militar. 

ù) Expediente instruido por la Autoridad judicial militar.-la certe. 
zu del fallecimiento se acreditará mediante expediente, en los casos de 

.cadáveres desaparecidos o ya inhumados, cuando la muerte haya ocurrida 
en campatia o cautividad. 

En estos casos la competencia de nuestra Jurisdicción es exclusiva. 
Dentro de ellos, la competencia territorial se decidirá por las reglas del 

Código de Justicia Militar, y si esto no fuera posible, corresponderá a 
la Autoridad Judicial de la Primera Región Militar. 

La cuesti6n de la legislación aplicable en este expediente podrfa ori- 
ginar alguna duda: dice, en efecto, el art. 278 (que regula los casos de fa- 
‘llecimiento que no sean en campaña o cautividad) que “para precisar las 
circunstancias se tendrán en cuenta las pruebas previstas para el de re- 
constitución”. y el 279. al referirse a los casos de muerte en campaña 0 
cautividad habla, en forma un tanto equfvoca. de “expediente instruído y 

(8) Obra citada en la nota (4). 
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resuelto conforme a esta legislacián”. sin que se precise ni se deduzca clara- 
mente, si la legislación a que se refiere es la citada en el articulo anterior 
ftrámites del expediente de reconstituckm) 0 si ee le militar. a la que se- 
guidamente va a hacer referencia en su texto restante. en cuyo easn 
@rIa ocurrir: o bien que nos encontrásemos sin legkiaci~in especlfka 
vigente que aplicar a dlchos expedientes, o que no estimando derogadas 
por la nueva Ley de Registro Civil los Decretos y Ordenes aludidos antes 
sobre Inscripción de personal militar fallecido, aplicásemos sus reglas. 

Sin duda alguna es preferible seguir la primera soluci6n. teniendo en 
cuenta que, si bien la expresión legal no es demasiado ciara, el referirse 
a “legislación” la única que cita es la del Registro, pues al hablar despues 
de nuestra Jurfsdicción no habla otra vez de IegIslación. ni ha.v una legIs- 
hción del Registro Civil específicamente mllitar. 

Esta es. además, la única solución posible, porque de lo contrario hahrIa 
que estimar subsistentes las múltiples disposiciones antes citadas contra- 
riando el espiritu unificador de la Ley. 

3.0 PR~CEDI.MIENTO r\ SECC'IR EN CMA cAso.-ai En caso de diligencias 
judlciaies practicadas por Autoridad Judicial Xfilttar, hemos adelantado que 
se observarán, cuando el hecho originario sea de nuestra competencia. 
las reglas del Tratado III del Código de .JustIcIa Militar. 

b) En el caso del expediente cuya instrucción corresponde exclusiva- 
mente a la JurIsdicci6n Militar (justificación de la muerte en campaña o 
cautividad) habrán de aplicarse, según la conclusión a que antes hemos 
llegado, las reglas del expediente de reconstitución al que se refieren los 
articulos 321 al 326 del Reglamento del Registro, si bien hay que tener 
en cuenta que muchos de tales preceptos ~610 podrán servirnos en remota 
analogla. 

En términos generales creemos que dicha tramftación podrá ser a gran- 
des rasgos como sigue: Orden de proceder: citación al interesado con .s@ 
ñalamiento de plazo para que pueda aportar las justificaciones que crea 
convenientes; prueba sin limitaci6n de medios: informe favorable deI 
Audltor o, en caso contrario, subsanadón de omisiones y defectos por él 
señalados v finalmente, resolución, fundándose en dicho dictamen, tenien- 
do la muerte como cierta y determinada en sus circunstancias. 

c) Tanto si se procede a la justificación del fallecimiento por diiigen- 
cias judiciales como por expediente, se habrá de tener en cuenta para pre- 
cisar sus circunstancias. por disponerlo asf el art. 325 del Reglamento de 
la Ley del Registro Clvii: 1.0 Los documentos aut6nticos en cu,ya virtud 
Puede practicarse la InscripciOn. 

2.O Las partidas canónicas y certificación de Registros extranjeros, li- 
bros de cementerios y de empadronamientos, los documentos extran]e- 
I'OS 0 de autoridades y funcionarios ilegitimos y los demás medios conve 
nientes o exigidos para practícar la Inscripción. 

di La incoación y desarrollo estará de acuerdo con el procedimiento, 
WVIdo en cada caso. Si se hubieran practicado actuaciones judiciaies~: la 



inscripcibn debera ordenarse de oficio por la Autoridad judicial que re- 
suelva Was. En caso de expediente. parece que éste sólo podrá iniciarse 
y proseguIrse a instancia de parte interesada. 

Contra la resoluci6n judicial estimando acreditada la muerte podrá uti- 
lirarse el recurso que nuestro Código de Justicia Militar permite antes de 
ctue adquiera firmeza la resolución penal de que se trate. Contra lo resuel- 
to en el expediente na cabrá recurso alguno en la vía gubernativa segtín 
eI art. 278. lo que parece indicar que podrá acudirse a la vía judicial or- 
clinaria (i Juicio dc mayor cuantía?). 

4.O E]I. INFORME DEL AuoITon.-Hemos visto al transcribir los arts. 278 y 
279. que dicho informe es indispensable v que. además. ha de ser favorable 
para que pueda tenerse por justificado el fallecimiento. 

Notemos. sin embargo, la curiosa diferencia que supone el que cuando 
las diligencias o expedientes se instruyan por la .Jurisdicción ordinaria. el 
informe requerido sea el del Ministerio Fiscal. mientras que en los correa- 
pondientes a las nuestras. se encomienda tal misión al Auditor. Esto obede- 
ce. sin duda, a la peculiar organización de la Jurisdicción Militar. 

En todo caso, la intervencidn del Auditor (del Ministerio Fiscal en la 
ordinaria) es decisiva, sin que tenga el caticter de un trámite mas. y su 
omisión implica la nulidad de las diligencias o del expediente, y no ~610 
esto, sino que. además ha de prevalecer para que la inscripción pueda 
practicarse. (Según esto, ;serfa posible el disentimiento del Capitin Ge- 
neral tratz’mdose de dlligencias judiciales? Y en el expediente, ivendrá el 
CapitAn General obligado a seguir el dictamen de) Auditor?) 

Ia importancia decisiva de este informe ha sido bien explicada por la 
Exposición de Motivos de la L. R. C.. que saliendo al paso de la extra- 
ñeza que ello pudiera provocar, ha dicho: “pudiera, a prlmera vista. 
parecer extrafio que en ciertos tips de rectificación se requiera no ~610 

audiencia, sino dictamen favorable del Ministerio Fiscal (Gase Audi- 
tor). Se trata de casos en que una aplicación rigurosa de los principios 
mas puros exigiría para la rectificación el juicio ordinario. Necesidades 
prácticas obligan a admitir un procedimiento más favorable, pero en el 
que por conpensación, se han reforzado las garantfas con esta especial 
intervenct6n del representante y defensor del interk público” (9). 

5.0 LA PRACTICA DE LA INSCRIPCIÓN Y LA FACULTAD CALIFICADDRA DEL En- 
CARGADO DEL RIXXSTRO.-NOS encontramos, por fin, con una resolución, ya sea 
judicial o ye en el expediente instrufdo al efecto, en la que, conveniente. 
mente acreditado el fallecimiento, se ordena su inscripción póstuma. 

Las Autoridades judiciales militares no pueden extender su competen- 
cia hasta el extremo de practicar por sf mismos la inscripción. función 
reservada al Encargado del Registro correspondiente. LC6mo ha de serle 

(9) Erposicidn (ì~ Motivos, de la L. R. C., obra citada en nota (4). p& 
gina 21. 
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ordenado practicar estas inscripciones? iVendr¿ siempre ohligado a cx- 
tenderlas? 

Tanto en el caso de dillgencias judiciales romo en el de expediente. 
creemos que la solución es la misma. 

Cuando la Autoridad judlclal mllitar haya resuelto las dillgenrias o 
el expediente, expedirá certificado auténtico de la resolución en el que 
constaran, con el mayor detalle posible, las circunstanclas del fallecdmlen- 
to y del fallecido. cuyo certificado tendrá la consideraci6n de documento 
autkntico y suficiente para practicar la tnscrlpción a los efectos del art. 3 
de la L. R. C. 

En ambas ocasiones, el Encargado del Registro vendti obligado a in+ 
cribir la defunción con arreglo a ella. por tratarse de documentos judlcia- 
les respecto a los que la función callflcadora se limita al examen de la 
competencia, del procedimiento observado y de las formalidades extrfnw- 
cas del propio documento presentado según el art. 27 1,. R. C.. sin que 
en esto le sea dado a aqu& penetrar en el examen del fondo de la reso 
luclõn (10). 

Por lo demás las cuestiones a que pudieran dar lugar la negativa a in.+ 
cribir, recursos, etc., rehasan el &-ea de nuestra Jurisdicción. 

SALVADOR E~EBAN R~ms 

IX) DILIGENCIAS URGENTES Y PRIMERAS DILIClENCIAS 

Entendemos que para llevar a efecto las diligencias de caticter urgente 
que previene el art. 523 del Código de Justicia Militar. no es necesaria la 
condición de Oficial para instrulrlas. toda vez que, dada su naturalera.. 
no imponen al actuante constituirse en Juez. Desarrollar v analizar esta 
opinión es lo que pretendemos en este modesto trabajo, abrigando el pro 
pósito de orientar en el verdadero cauce legal aquellos hhbltos rutinarios 
que existen en la práctica de tales dlltgenclas. escapándose al sentido o 
interpretacicin legal. 

El Código procesal criminal, en su art. 282, nos Informa que la Poll- 
cfa judicial tiene por objeto, y será obligación de todos 10~ que la compo- 
nen, averiguar los delitos públicos que se cometieren en su terrltorto o de- 
marcación : practicar. según sus atribuciones. las dillgencías necesarias 
para comprobarlos y descubrir a los delincuentes. y recoger todos los 
efectos Instrumentos o pruebas del delito de cuya desapartclón hubiere 
PeJkro. ponSndolos a dfsposiclón de la Autorfdad judíclal. 

El articulo siwlente califica a la Guardia Clvll como Policfa judicial, v 

(10) Ver sobre esta materia Lo calificacidn previo o h inscripción, 
por ALFONSO OROZCO ANTEQUERA, en 
río de Justida”. núm. 447. 

“Roletln de Informacibn del Mlnlste- 
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el 284 establece que las dlligencias que practique tal policía selán de prr- 
rvnción. 

Con distinto rango, en cuanto a la persona. las diligencias de prevsn- 
ri6n estin totalmente identificadas con las llamadas primeras diligen- 

cia& definidas en el art. 13 del propio Código Procesal de esta manera: “Las 
de dar protección a los perjudicados, consignar las pruebas del delito que 
puedan de-parecer. recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su com- 
probaci6n v a la identificación del delincuente y detener. en su caso. a los 
reos presuntos”. 

Pues bien, si ahora transcribimos el art. 523 del Código de Justicia Mili- 
tar, leemos: “En caso de delito flagrante, todo militar que ejerza aute 
rldad o mande fuenas destacadas o independientes, cunlquiera que sea el 
Tribunal llamado Q conocer, proceder& desde luego, a la detención de los 
culpables. a recoger los efectos necesarios para la comprobación del deli- 
to. a recibir las declaraciones convenientes y a practicar las diligenciar; 
de carácter urgente, poniendo sin perdida de tiempo a disposición del 
Jefe o Autoridad a quien corresponda acordar o prevenir la formaci6n de 
Causa tanto las personas detenidas como los efectos recogidos y las dili- 
gencias practicadas”. 

Indudablemente no apreciamos diferencia en el espfritu que las in- 
forma y ambas, prevención o primeras diligencias urgentes. son iguales 
en esencia. Solamente cabe apuntar una diferencia: la obligación que se 
impone a los militares, en determinados casos, de instruirlas tratándose de 
delito flagrante, función 6st.a que se reduce, por lo que a la forma de tra- 
mitarlas se refiere, a la de cualquier Policla judicial. como se desprende 
del tan repetido art. 523 del Código castrense, pues en Pl no se impone 

categoría alguna al militar pata instruirlas y, por ello, nada ohliga a que 
las realice investido de Juez. Esta opinión se afirma con la InstrucciOn 2: 
de la Orden General de la Dirección de la Guardia Civil, núm. 22. de 21 de 
mayo de 1941 (.‘Boletín Oficial del Cuerpo” de junio del mismo afro), por 
la que se autoriza a los Brigadas a instruir las diligencias de carácter 
urgente, sin que alcancemos a comprender por que no se extiende taI 
facultad a otros mandos Inferiores. El Brigada. aun siendo Jefe de Lfnea. 
no tiene categoría de Oficial, requisito &te para actuar como Juez, según 
previene el art. 137 del Código Marcial y la Norma XXIX de la Orden gene- 
ral del Cuerpo de la Guardia Civil núm. 31, de 4 de mayo de 1946. Ftesulta 
asf claro que para instruirlas no es preciso constituirse en Juez, aparte- 
de que a la misma conclusiõn se llega del contexto del citado art. 523 aI 
no especificar limitación de categoría al militar que ha de tramitarlas. A 
mayor abundamiento, el título VII de nuestro Código Militar se enuncia 
bajo el concepto de *‘La prevencidn y formación de Causas”, dejando ef 
“Sumario” para el Capftulo II (kl mismo titulo. Obsérvese la coincidencl= 
con el epfgrafe “La Policía judicial” del título III de la Ley adjetiva crí- 
minal. y el epfgrafe **Del Sumario” del siguiente título del mismo texto le- 
gal. El orden es coincidente en ambos Códigos: primero, instrucción de 
diligencias de carkter urgente o, lo que es Igual, diligencias de preven- 
ción, a falta del Juez. Despu&, actuación de este órgano judicial. 
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iNo es frase consagrada fn los Atestados: **... no estima ndo necelxlrto 

el Instructor otras diligencias de carãcter urgente que practicar...“? (Pd 
qué diferenciar entre unas y otras si las del Ctiigo castrense no son ex- 
clusivas para delitos militares? Después del breve plazo que otorga la lay 
a los Auxiliares o colaboradores de la Justicia, permanentes o clrcunstan- 
clales, para recoger indicios y toda clase de pruebas, detener a los cul- 
pables, etc.. es cuando entra en funciones el Juez que corresponda. 

Si el azar quiere que sea un Oficial n Jefe el que se encuentre ante un 
delito flaqante. aun así, no sería muy ortodoxo que se constituyese en 
Juez, pues no lo determina la naturaleza de las primeras dlHgencias o 
diligencias urgentes. las cuales han de entregarse a la Autoridad militar 
o combn que corresponda, quien dispondrá la incoación del Sumario si pro- 
cedieRe. De no ser así, podría darse el caso, a titulo de ejemplo. que pa- 
seando juntos un AlfBrez de la Milicia y un Comisarlo de Policía sorpren- 
diesen in fraganti a un vulgar deIincuente en un hecho delictivo. Co- 
mo las diligencias de carácter urgente son para cualquier delito. el Ai- 
Pérez podría constituirse en Juez y el Comisarlo sería un mero auxiliar. 
situación que preferimos no comentar por lo que por sí sola evidencia. 

Si el mismo Oficial no se encontrase acompañado, sería Juez que en- 
tregarla -en el supuesto de un delito común- las actuaciones en el Juz- 
Rado de Instrucción del partido. Si en lugar de un Oficial del Gjkcito se tra- 
tase de uno de la Guardia Civil -al que cabe concederle mayor t6cniCa. 
n priori, en cuanto a la PollciologIa p actuaciones judiciales-. resúltaría 
que, por su condición de Policfa judicial, no serfa Juez, aunque fuese de 
ma,vor empleo o graduación militar. 

No cahe duda, pues, que las diligencias de carácter urgente son un 
privilegio, o más bien una obligación que se impone al militar en virtud 
del expresado art. 523 para caso de delito flagrante colaborar en favor de 
la Justicia instruyendo unas diligencias (ie prevención o urgencia que han 
de servir de base al Juez militar que más tarde nombre la -4utorfdad 
Judicial de la Reglón Militar para la incoación del Sumarlo correspon- 
diente. o bien, al Juez de Instrucción del partido, según la naturaleza del 
delito en consonancia con las personas que hayan Intervenido y lugar 
*l hecho. extremos estos que. en caso de duda, el Juzgador de Derecho ha 
de resolver la competencia inhibl6ndnse en favor de quien proceda. 

No podemos olvidar que conforme determina el art. 12 de la Ley Adje- 
tiva Criminal, “la jurisdicción ordinaria será siempre competente para pre- 
venh- las Causas por delitos que cometan los aforados. Esta competencia 
3e limitará a instruir las primeras diligencias, concluídas las cuales la ju- 
risdicción ordinaria remitir8 las actuaciones al Juez o Tribunal que dehe 
cnnocer de la Causa con arreglo a las Leyes, y pondrá a su disposición a 
los detenidos y los efectos ocupados. La jurisdicción ordinaria cesar8 
en las primeras diligencias tan luego como conste que la especial com- 
petente inotruye causa por el mismo delito”. 

Por Auto de 26 de marzo de 1905 se resolvi que, cuando en uná 
causa se persigue un delito común, resultando cargos contra individuos 
nel Ejbrcito y otros que no lo san. y el hecho se ha ejecutado en territo- 
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rio no declarado en estado de guerra. el conocimiento díl la Cauti cw~~‘w- 

ponde a la jurisdicción ordinaria. 

Por lo disgregada que se encuentra en nuestro suelo la fuetza tija la 

<:uardia Civil es interesante tener en cuenta la sentencia del Consejo Su- 

premo de Guerra y Marina & 6 de marzo de 1897. estableciendo que los 

tapitanes y *Jefes de Línea de la <guardia Ci\-il no SC considerar;¡ qué rnan- 

( lan fuerza destacada. 

Por el art. 523 del Ctidigo de .Justkia .Militar salwmos ciue las diligrn. 

cias de carkter urgente debe practicarlas cualquier militar que ejerza ;1u- 

toridad 0 mande fuerzas destacadas 0 independientes. presrindit~ndo. por 

consiguiente. de su empleo y categoría: solamente ze le exige I:I condicitin 

y la acci6n de ejercer autoridad n tener mando: por lo tanto. deben prac- 

ticarlas lo mismo el Oflctal que el Suboficial 0 clase de tropa. Como quicw 

que. si bien las fuerzas de la Guardia Civil en sus Puestos no se conside. 

Pan independientí3 ni deStaCadaS. tbn cambio. el .lefr de ellas. xea cual 

fuere su empleo, en un Puesto cjtarce autoridad el que lo manda sobre el 

personal que lo compone, por lo yu<‘ entra de lleno en t~i Código y tiene la 

obligación de proceder en consecuencia con el ritadn art. ;539. sin que se 

deduzca, de modo alguno. que al realizar tale3 actividades SC’ convierta w 

.Juw. Es una función de mera prevención pero jamAs juristliwional. ya 

que no constituyen procedimiento. Si así fuese. no podríamos olvidar qw 

el procedimiento es una sucesión de actos regulados por la Ley ante el 

*gano jurisdiccional, siendo facultad sustancial del .Tuez disponw- de la 

libertad de un detenido. dentro siempre tk las garantías legales. 

Si en tales actuaciones se tuviese el carácter de Juez, no cabría admitir 

el párrafo del art. 671 del C6digo castrense, en relación con las detenciones: 

en caso de delito flagrante cuando establece *se pondrrí sin dilación al 

detenido n disposición de la Autoridad militar del lugar en que el hecho 

se hubiere realizado”. lo que viene a reflejar una función (ic prevcnri~n 

o policial-judicial. ya que, si fuese de jurisclicción, tlispondría del plazo dt, 

cinco Has para proponer o decretar su líbcrtatl o prisihn. como así 1(~ dv- 

termina el art. 672 del mismo Cuerpo legal. 

C) COMISIOS MIXTi IlE COM-IPETI:SCIAS 

Suhcomislón de la Base Naval de Rota 

Por orden de la Presidencia del Gobierno de 8 de julio de 1959 (.*Ro- 

letín Oficial del Estado” núm. 167), se han dictado las siguientes normas 

cln relación a la extensión jurisdiccional de atribuciones conferidas a la 

Subcomisión de competencias de la Base Naval de Rota. con wde rn 
CAtltz (1). 

111 Vbasr en esta RRVISTA: mím. 1. pág. 149, y ntím. 6. pAg. 173 



LEX3ISLAOlóA Y JURISPRUDRWIA 

Dicha orden es del tenor siguiente: 
“Ekcelentfsimos Señores: 
Habiendo suscitado dudas la aplicación de la Orden de esta Presiden- 

cia del Gobierno de 1 de agosto de 19Fj8 (“Boletín Oficial del Estado” del 
día 9). por la que se crea en Cádiz la Subcomisión de la Comisión Mixta 
de Competencias respecto a si las atribuciones conferidas a dicha Subco- 
misión para intervenir en los incidentes de carkter jurídico procesal que 
en la provincia de Cádiz puedan suscitarse entre las autoridades españolas 
de Marina y el Mando americano, deben extenderse a todos los incidentes 
de la misma naturaleza que surjan en las relaciones de dicho Mandn con 
las demás autoridades jurisdiccionales españolas de la provincia. 

Esta Presidencia del Gobierno, a propuesta de la Comisión Mixta de 
Competencias, y de conformidad con los Ministerios militares y Alto Esta- 
do Mayor, ha tenido a bien resolver las aludidas dudas mediante las si- 
guientes aclaraciones: 

1.’ Las atribuciones para conocer e intervenir en los incidentes de 
tipo jurídico procesal concedidas por el número primero de la Orden de 
1 de agosto de 1958 a la Subcomisión de Competencias creada en Cádiz 
se extienden a las cuestiones que surjan con el Mando americano en los 
procedimientos criminales de cualquier orden v fuero dentro de la pro- 
vincia. 

2.. Se entenderá suprimida en la citada Orden la última frase del artícu- 
lo 1.0: “así como la inhibición por la Marina de los asuntos en que no deha 
intervenir”, porque tal facultad resolutiva debo estar exclusivamente rcser- 
vada a la Comisión Mixta de Competencias. 

3.. Todos los acuerdos que la Subsomiaión adopte en incidentes de tipo 
jurfdico procesal habrá de ponerlos inmediatamente, con los oportunos 
antecedentes, en conocimiento de la Comisión Mixta de Competencias para 
que por esta se dicte en cada caso la resolución de fondo que proceda. 

4.. El miembro de la SubcomisiC>n, perteneciente al Cuerpo Jurldico de 
la Armada, representara a las jurisdicciones militares de los Ejkcltos de 
Tierra y del Aire, siempre que por dichos Ministerios no se haga designa- 
ción expresa personal en tal sentido.” 

E. DE N. 1,. 

l'i8 



II. JURISPRUDENCIA t*) 

A) JljRISPRUl)I:.XCIA DEL COSSEJO SUPHI:MO 

DE JUSTICIA MILITAR (1) 

1. Abordaje por imprudencia. Art. 59, 2.” LP y DMIM. Art. 4.” Reglamento 
Pesca mar. Apreciación de la prueba. Art. 799 CJM. 

Sent. 2 julio 1958 (Departamento Marítimo de El Ferrol) .-El 1.i ju- 
nio l!W, a unas 14 millas aproximadamente al N. de Cabo Mayor, cuan- 
do se hallaban dedicadas a la pesca del bocarte varias embarcaciones, 
entre ellas la “Campo Libre”, patroneada por el procesatlo P. 1:. R.. y 
la “Uca”, habiendo avistado una manjua de bocarte se dirigieron a 

ella todas las embarcaciones y a consecuencia de las maniobras renli- 
zadas quedó la “Uca” delante de la “Campo Libre”. produciéndosele 
por esta un rasponazo al que en un principio no se di6 importancia, 
pero que debió producir una vía de agua, ya que la cltada embarcación 
“Uca” se hundió al cabo de una hora y media, siendo salvados todos sus 
tripulantes por otras embarcaciones. así como sus artec de pesca. valo- 
rándose la embarcación y los efectos perdidos en la cantidad de 372.87:: pe- 
setas.-CG. ordinario: Absolvió por estimar que el abordaje fué produci- 
do a consecuencia de las prisas que el deseo de llegar a la manjua en prl- 
mer lugar .v obtener el derecho de pescar llevaron a tocl.ns las embnrcario- 

(9 Correspondiente a los meses de julio a diciembre de 1958. 
(1) Las resoluciones que a continuación se recogen han sido dictadas, 

en su mayor parte, por la Sala de Justlcla. Sin embar,qo, para completar 
la doctrina penal del Consejo Supremo ha parecido conveniente afiadlr al- 
gunos acuerdos del Consejo Reunido o del Pleno. A cada sentencia ante- 
cede una sucinta enumeración de los temas más importantes que en ella se 
discuten. Las resoluciones de cada año van numeradas correlativamente. 
con objeto de facilitar referencias ulteriores, que se har&n indicando el 
año de la resolución y el número de orden de la mlsmt;. 

A continuación de la fecha se indica la procedencia de la causa. Para 
evitar innecesarias repeticiones se utilizan varias abreviaturas. AsZ. Consejo 
Supremo de Justicia Militar = CSJM., Consejo de Gmwa = CG., Código de 
Justicia Militar = C.TM., Código penal = CP., Resultando = RESUTLT.~. Con- 
siderando = CONSID.~ Se ha prescindido, por la misma razbn de todas aque- 
llas clausulas de estilo que no son necesarias para la inteligencia del texto. 
El relato de hechos concuerda esencialmente con el que da el Consejo Su- 
premo en los hechos probados, mientras no se advierta lo contrario. 
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nes a concentrarse en un lugar reducido. protluciémlose una aglomeraci~iri 

<lue !es impedía gobernar con la libertad suficiente. %in que en el restcl 
<ie las maniobras se aprecie imprudencia o negligencki. así romo c/ue en 
la precipits&jn inicial incurrieron los patrono< de loda~ la<: embarcacio- 
nes.-Autorid& jxdicinl: Disinti6 por error notorio ‘tn la apreciación <Ir 

la prueba, .va que las diligencias obrantes en autos Y concretamente 12 

declaraci6n del mismo patrón de la “Campo Libre”. el informe emitido POI’ 
el Instructor e informe pericial acreditan que el peguero “Ika” llego ;I 
la manjua antes que el “Campo Libre”, largando su ,lparcjo y encontnín- 
<lose, por consiguiente, imposibilita<lo para maniobrar can cvitacidn del 
abordaje cuando se encontraba pescando con arreglo a su derecho. no 
siendo, por tanto, de aplicación el art. 4.O del Reglamento para tal clase 
de p:?sca, ya que dicho precepto se refiere al supuesto de simultaneidad 
en la llegada a la manjua, lo que no se dió en el presente caso, por lo 
que. tsn consecuencia. los hechos son un delito de abordaje en la mar po~ 
imprutlencia (XI. 2.” Ley Penal y Disciplinaria de la Marina Mercantes. 
watro meses arresto mayor. accesorias, y en concepto de responsabilidatl 
civil 372.837 pesetas.-Fiscnl Togado (por tratarse dr asunto técnico-pro- 
fesional dcl Ramo de Marina. el Teniente Fiscal Toy~Io dc la Armada): 
Revocación por entender que la declaracicín de probanza que contiene 4.1 
fallo. dada su vaguedad. le hace incidir en error notorio negativo al nlb 
consignar circunstancias indubitablemente acreditadas y cuyo especial 
destaque resulta indispensable para dilucidar la responsabilidad, asi como 
por sumarse a la tesis del disentimiento, proponiendo nueva senten& 
tleclarando probado que una vez lanzado al agua su aparejo la embarcaciiin 
“Uca” y teniendo. por tanto, muy limitadas sus posibiiidades de manitr 
iwar. se le aproxim6 en esta situación y por el costado de estribor el pw- 
quero “Campo Libre”. al mando del Patrón P. E. R., quien no tomó ningu- 
na medida para impedir la colisi6n que se produjo, pese a que pudo ha- 
berla adoptado por ser claramente perceptible la situación referida y a 
consecuencia de lo cual naufragó la embarcación “I’ca’. cuyo valor, así 
como los enseres que con ella se perdieron, asciende a 373.837 pesetas, coin- 
cidiendo en la calificación, penas y responsabilidadd civil, con el disenso.- 
Drfrnsa: Por entender que de los croquis obrantes en autos, inspección 
ocular realizada por el Instructor y demás diligencias que acreditan su- 
ficientemente que el “Uca” fué el que abord6 al “Campo Libre” y qurb 
por su patrocinado se cumplieron cuantas prescripciones se determinan 
por el Reglamento Internacional para prevenir abordajes en la mar, no 
haciendolo asl el Patrón del “Vea” el que creó una sjtuact6n peligrosa 

por falta de precaución, ya que ambas emharcaclones llegaron sjmultg- 
neamente a la manjua. absolución.-CSJ,If.: Aprueba la sentencia, porqu<* 
la cuestidn que se plantea en la presente causa y motivo que di6 lugar al 
~Lwmniento cs el de la apreciaci6n de la pruebo, la que el Cc, realizó 
con arrcgto 0 .W racional criterio y fundándose en consideraciones que no 
cabe recha.-, ya que un ponderado ezamen de cuantos diligencias obrar1 
en autos UeVa 0 la versicín dudo por dicho Consejo sin pue tengan fwrz« 
sWc+-te Pflra prosperar Ins alegaciones que contra la misma se fomt,. 



lun (CONSID.~ I), y aL no existir manifiesto error sobre la apreciació?r & la 

prueba que exige el m-t. 799 C.I.M., prorcde conformar In sentencin dictndn 

PO’r f’t CG. tCONSlD.=’ 11). 

2. Fraude militar. Art. 403, 4.” párrafo segundo CJM. Robo con fracturn 
de puerta. Art. 564, 2.” CP. Art. 194, 2.” CJM. Receptación. Articu~ 
lo 546 bis a) phafo primero CP. Reiterach. Arts. 10, 14 CP. Con: 

curso de leyes. Principio de especialidad. Fuentes: valor supletorfo 
del CP. Art. M CP. Pena excesiva. Art. 2.O CP. Art. 183 CJhl. 

ScW. I julio I!/.íh’ (I\’ Región .Miiitart. --RI procesado A. B. G., entonces 
soldado del Regf.O (le Zapadores núm. . . . . en la noche del 25 diciembre 
19.54 y suponiendo clur por la noiemnidatl del día existiría menos vigilan- 
cia, SP tiirigi<i al almarén de vestuario de su Cuartel, en la plaza de _... h 
valiéndose de un pico sin mango que recogió de un local inmediato. vio- 
lentó la puerta tle entratia. rompiendo el candado y penetrando en el in- 
terior, donde. con ánimo de beneficiarse pecuniariamente, se apoder< (le 
1.30 camisas kaki ? 20 monos, valorados en 12.744.60 pesetas. Dejó, de rno- 
mento, escondidos en un local adjunto los mencionados efectos, y luego, 
valiéndose del procedimiento de echarlos por encima de la tapia del campo 
de tiro del Cuartel para recogerlos posteriormente en el exterior. >¿lCó 

(iiversos de los sustraídos efectos, que llegcí a vender en el llamado Barrio 
Chino de la ciudad, donde, en efecto, le adquirió un desconocido unas 30 
camiw. Igualmente vendió X. B. G. al también procesado A. A. G., a quien 
conocía anteriormente por haber prestado servicio en la propia Unidad, 
una camisa por el precio de diez pesetas, la cual fué recuperada en pode1 
del comprador. y aun cuando posteriormente el B. G. acusó al citado A. de 
haber participado con él en la sustracción y enajenación de otras prendas, 
tal participación no aparece suficientemente comprobada. El soldado pro- 
cesado se trasladci posteriormente a unas obras en construcción realiZadas 
por la Empresa S. E. A. T., haciendolo vestido con mono sin insignias mi- 
litares, y a los vigilantes de dicha Empresa, procesados en la presente cau- 
sa, A. B. M. y A. L. C.. les ofreci6 en venta camisas de las indebidamente 
adquiridas. y el B. IW. le comprõ dos de ellas por el precio de 50 pesetas. 
que de momento llevaba encima, y con la promesa de otras 25 pesetas 
que no lleg6 a hacer efectivas por haber sido detenido el mencionado B. G.: 
y el L. G. comprcí al referiddo soldado cinco camisas por el precio de 50 pe- 
setas; desconociendo, tanto el R. M. como el L. C. la rendición militar del 
vendedor; habiendo sido recuperadas en poder de eliw las siete camisas 
que compraron. Igualmente han sido recuperados en el local donde el 
soldado B. los dejara escondidos 16 monos y 50 camisas. Por ello, el valor 
total de los efectos recuperados asciende a 7.054,80 pesetas y el de los 
no recuperados a 5.689,80; acreditándose, por tiitimo. que los desperfectos 
causados en la puerta y cerradura del almacén ascendieron a 60 peset.as.- 
CG. ordinario: Fraude (403. 5.O CJM.). A. B. G., en concepto de autor, ? 
A. A. G. en el de coautor: no siendo responsables de delito ni falta los 



otros doS procesados; apreciando en el procesado A. 13. la mayor trascen- 
dencia (iel hecho y la cuantía de lo sustraído, así Como en el encartado 
.i. :\. (;. la concurrenria de la reiteración (187, 1’2.’ CJM.) ; impuso a 
A. B. (2. trcu años prisihn. accesorias comunes de susprnsibn de todo carao 
público. profesiõn, oficio y derecho de sufragio durante la condena y la 
militar de destino a Cuerpo de Disciplina para el tiempo que le reste d(! 
servir en filas, responsable civilmente en cuantía de 5.74980 pesetas; a 
A. .-\. (:. seis meses y un dfa de prisión menor, con iguales accesorias cw 
IIILI~C~ q~w el anterior, y, finalmente, absolvió libremente a A. B. M. > 
~1 1.. ti.-Autoridad judicinl: Acordó dlsentir por entender que los hechos 
son integrantes en cuanto a A. B. G. de un delito común de robo (504. 
-2.0 i 300. XK. 3.0 CP.) con la agravante específica art. 194, 2.O CJM.; siendo 
ronstitutivon, en lo que concierne a A. A. G., de encubrimiento con ánimo 
rle luwo (346 bis a) CP.) con la agravante de reiterachín (10, 14.’ CP.) : 
rlel~i~nctose imponer a A. B. C. diez años y un día de presidio mayor, y :I 
A. .A. G. seis meses y un día presidio menor y multa de 5.000 pesetas, sus- 
rituible la última, caso de insolvencia, por treinta días de arresto.-F’iscnl 
z’o~/cc<lo : Aprobación de la sentencia con la sola subsanaci6n de consig- 
narse que el delito de fraude ejecutado se halla penado en el art. 403. 4.O. 
p.irrafo 2.O CJM. ,v no en el punto 5 .O de dicho artículo.-Defensn: Con- 
firmación en cuanto se refiere a B. G., M. G. y L. G., así como revocación 
w  lo 11x concierne a A. A. G., debiendo este ser absuelto del delito de frau- 
<Ie .V cwwgido con arresto militar como autor de fal?a de dicha clase.- 
CSJM: I~evocn, porque surgido el disenso en esta causa respecto II si ~1 

hecho perseguirlo ronstituye el delito de robo de los arts 500 y 304. 2.O Cl’. 

WIIW rntif%dpn rl Capitrín General y Auditor de Guerra de la Il; Rrgirín 

Militar. o rl de fraude del art. 403. 4.O pdrrafo 2.O CJJI.. romo opinon 

cl CC. qw vic; g falló esta causa y PI Fiscal Togado de este Consejo Suprc- 

wo. CC mcnestcr rxaminar los particularidades que ofvw la figura rlelir- 

ti~.c~ para llegar a su mds acertada calificación, teniendo cn cwnta qw 

( H IIMJ ?J otro de los artlculos invocados y que mutuamente se repelen. s( 

wsfi(ttr In apropiación de lo ajeno y que, por tanlo. dkciplinan en ~1 fondo 

nklooo snpnesto de hecho, siquiera no coincidn esactamente su tlescrip- 

<.itj!i. halldndonos por su virtud ante nn raso de colisidn de normas penales 

y?c* doctrinal y legalmente debe resolverse por cl principio de la especio. 

I!tl(~l. s! da 0n.w para ello. al no resultar invocables los de c*onsunci(;n. al. 

tt,rtultiuidnrl ni snbsidioridad (CONSID.~ 1). En tal aspecto es patente qw 

tr~nhas nornlas incompatibles contienen elementos dc singul&&d puc.slo 

qlrc’ (‘11 los nrts. 500 y 504. 2.O CP. figuran rasgos espacializantcs objetivos 
<‘O~IIO el de apoderamientos mediante fuerza consistrntp en fractura tl(, 

lJl(‘t’t« o l*~Xtana. mientras que en el art. 403. 4.O CJM. la singularid& rn- 

tliw Cn 10s objetos sustraídos por su pertenencia precisa al C?[er?)? ~7) c,~d(’ 

‘1 orculpndo presta seruicio, y toducía pudiera verw otro clemr,nto dcst+ 

c<lutf (‘PC el art. 500, cuando exige el tipo que describe ,~l ánimo de lucrarse. 

?Ifi ‘/uC esto no 10 contiene el art. 403. P. pórrafo 2.O CP. que pena igual la 

xU*Vtrawi6)l que la dcsaparici6n injustificada de las prendas & eqwipo. 
‘Jtc ~~~~k’~ldo m(ís qftr al aprovrrhamienta por el reo o 10 pc~rdido o prr- 
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+zio d4 la Lenidad dsfraudada. con lo que el ánimo de lu,cro no es tan in- 
dispensable que aparezca en este delito como en el otro (CONSILO II). En 
In expresada contraposición de circunstancias de esparialidad advfPrtese, 
sin embargo, la conducta antijurMica del procesado consistente en forzar 
la puerta del local en que las prendas se encontraban para apoderarse 
tie Cstns. si puede configurar por la apropiación el delito dc fraude men- 
cionado del art. 403, 4.O. estd fntegramente contenida tambien en los ar- 
ticulos 500 y 504. 1 CP., que contemplan el apoderamiento de cosa mueble 
ajena pero con las especialidades relevantes de la fuer?a de las cosas. en 

la forma utilizada de forzamiento de puerta. y del dnimo de lucro eviden- 
ciado pn la wnta dr los efectos. por lo que mientras el precepto del CJM. 
queda abarcado en el del CP. y después de absolwrle destacan, fuera yo 

del contenido o contorno común. caracter5sticas prculinres. de excl&vi- 
dad. cual la violencia en las cosas que matiza con tal envoltura al apo- 
deramiento no puede, en cambio, afirmarse lo contrario. o sea. que el pri- 
mero subsnma idtnticamente al segundo ya que el simple enunciado de la 
sustracción no permite embeber en la misma las circunstancias particula- 
res en que se verificara para prescindir de ellas cuando tienen un. trato 
penal tan diferenciado como acaece con la fuerza en !as cosas o <n ta in- 
timidacidn en las personas. que dan lugar con su presencio a figuras tí- 
picas de ineludible valoración y de las que en consecuencia no es lícito h.n- 
cer tabla .rasa reputando indiferente lo que reviste carácter fundamental y 
cualificativo. Así que al concretarse perfectamente el obrar punible del 
encartado en el art. 504. 2.0/500 CP. y quedar por el contrario acogido dr 
manera parcial en ~1 concepto gen&ico de la sustracczón que emplea cl 
articulo 40.2. 4.O CP.. resulta obligada la aplicaci6n de aquéllos y calificar 
delito de robo con el refen’do encaje definidor y snncionado por su cuan- 
tín en el art. 505. 3.O CP. (CONS~D. o IIr), y no se opone a esta conrlusi6n 
que el art. 403, pdrrafo final CJiU. diga que “Cuando los hechos a que se 
refiere este artículo constituyan tambien delito castigado en el CP. con 
pena mds grave que la de prisibn. podrá el Tribunal imponer la inmedin- 
tamente superior n Asta”. puesto que esos hechos previstos en ~1 nrtlculo 
se concretan en meras sustracciones. distracciones o enajenaciones sus- 
ceptibles con ese carácter de simplicidad de estar prnndas .sin altrrar eaen- 

cialmente el tipismo en el CP. con mayor gravedad. como puede ocurrió 
con determinados h.urtos o defraudaciones, pero cuando a la sustraccfdn 
acompafinn elementos de fuerza o intimidativos ya no son los mismor 
hechos a que se refiere el articulo, sino otros mbs complejos de distinta 
estimocidn punitiva que el fraude, que bte no pudo ni quiso abarcar en 
su misma naturaleza de delito. de ardid o de abuso de confianza y de lo 
.PituacGn facilitodora para cometerla sin medios violentos que propor- 
ciona la adscripri6n militar (CONSID.~ IV) A la misma conclusibn sc 
llegaria aunque quisiera prescindirse. imiebidamente. o!el principio & 
In especialidad razonado, porque entrarfa entonces en juego el de mtr- 
ymr gravednd con arreglo a la doctrina y al articulo 68 CP. fsuplemen- 
tan.0 en la maten’a del o!e Justida Militar). seglin los cuales los hecho.< 
susceptibles de ser ralifirados con arreglo a dos o más preceptos lo ser& 
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por lIp~l que aplique mayor castigo al delito comeiido. y aqui 4s wid~w- 
temente el, de robo en Cumtel, pufsto que si lu mayor extfvwih ell QW es 
susceptible de imponerse la penalidad con arreglo a 10s facultades dis- 
creccionules que al Tribunal conc&% /OS afts. 194. 2. párrafo final 
del 403/239 CJM no varía sensiblemeîrtc 6% uno y atro delito y sC tWta. 
además en esc límite superior de agravaciones potestatlcas gvWrclhU?We 

inoperantes. en cumbia, r.! tope inferior, irrrbasable por debajo. del qtw 

hay que partir incxotabknwnte cs mucho’más riguroso cn la penulid~id 
del robo porque no cabe descender. al entrar en juego el art. 194 CJM. con 
tsl XX. .X0 CP.. dr los diez años y un día de presidio, en tanto que en el 
fraude arranca la pena de seis meses y un dia de prisión, lo qut’ permitió 
01 fallo disentido condenar a tres a?ios. de ella. mostrando así palmnrirr- 
tncnte la mayor wveridud cuantitativa y cualitativa -presidi@- de la lc?/ 
.Qancionodorn del robo y que por ~u-lc resultaría la llnmada a wgir la cv- 
Iisión si hubiera de solventarse por cstc principio que ahora sc’ comen ta. 
~CONSID.~ V). Tampoco debe subestimarse. dentro ya del sisicma punitivo 
dc este mismo CLidigo. que el propósito y el espiritu del art. 194 CJM. es 
wstigar mcis setwramentt~ que el CP. los delitos contra la propiedad ejt,- 
cutados por las personas 6% los lugares y ocasiones r(ue dcterminu y SC 
desvirtuaría semejante !inalidad si violentando la calificacidn de los hechos 
se las desposeyera dr su verdadera Índole en razón del sujeto wsponsablc 
--que cabalmente quiere tomar en cuenta la ley para la agruvación- 0 
fiu dc conceptuarles con m.wor rigor qw el CP., haciendo así inoperante 
Irque art. 194 tan cuidado por el legislador (CONSID.~ VI), En conaccuencia. 
los hechos de autos integran. por lo qw se refiere al procesado A. A. G.. 
(‘1 delito estimado e.z?sterttc al disentir por la Autoridad Judicial de la IV 
Regi(;n hliliiar, o sea. el autónomo de encubrimiento con animo de lucra 
que se define y pena en el art. 546 bis a) ph-rafo 1.O CP.. ya qw dicho pro- 
ccsndo qur. por los circunstancias coincidentes en él, es evidente uo igno- 
raba la ilegal actuacidn del que había sido su compañero de armas d. B. G.. 
no uacild en. aprovecharsc~ dc los efectos del apoderamiento ilícito que habia 
walizado dicho soldarlo. (CONSID.~ VII), obrando. ademds. cl CG. co’n acierto 
al apreciar la prueba existente en nutos cn lo que SE refiere a los encnr- 
Indos 2(. R. M. y -4. L. G., en e1 sentido dc que dichas prowsudos en for- 
ma alguno obraron con intención maliciosa al adquirir camisas a A. B. S., 
ignorando lo existencia de nccicín ilícita por parte del soldado que acaba 
de Ir.encionarse y desconociendo igualmente la procedencia del Ejkcito de 
10s f?ectos que compraron (CONSID .O VIII). Del delito de robo es responsa- 
ble en concepto dc autor el procesado A. B. G.. por su participacidn p”r- 
RW%~I~. voluntaria y directa: y del de encubrimiento lo PS pn el mismo 
cmeepto el encartado paisano A. A. G.. ambos procesados conforme el nr- 
tiCU 14. 1.O CP. No siendo respon.sables de delito ni falta los procesados 
-1. B. M. Y A. L. G. (CONSID.~ IX), concurriendo en A. B. G. la circunstun- 
cia específica de agravoci6n recogida en el art. 194. 2.0 CJM.. clada SU con- 
die& militar y el haber ejecutado el delito en Establecimiento del Ej&- 
Cito. y en Cl procesado A. .4. G. es & apreciar la circunstancia específica 
de reinfih-ncia. seffalada en el art. 10, 15 CP.. ya que con anterioridad fz 
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los hechos por los que ahora se le juzga había sido condenado por delito 

comprendido en el mismo título del citado CP., en el que se encuadro el 

de wwubrimiento con ánimo de lucro: si bien la concurrencia de dicha 

circunstancia agravante no origina consecwncia especial en cuatlto a in- 

dividualización de la correspondiente pena en atención a lo regulado en 

cl art. 546 bis a) &l reiteradamente citado CP. (CQNSID.~ XI.-Condena al 
soldado A. H. G. a diez años y un dla de presidio mayor, por delito de robo, 
con la accesoria legal común de inhabilitackjn absoluta durante el tiempo 
de la condena y el efecto castrense de expulsi6n de las filas del Ejército. 
con p&ditia de todos los derechos adquiridos en él; h. A. C.. como autor de 
clelito autónomo de encubrimiento con ánimo de lucro, a seis meses y un 
dla de presidio menor y multa de 5.000 pesetas, la primera de ellas con las 
accesorias de suspensión de todo cargo público, profesión, oficio y tie- 
recho de sufragio durante el tiempo de la condena. y siendo sustituible, la 
de multa, caso de no ser satisfecha por insolvencia, con treinta días lle 
arresto; debiendo A. B. G. indemnizar, en concepto de responsabilidad ci- 
vil, a la Unidad perjudicada en la cantidad de 5.740.80 pesetas. importe 
de las prendas no recuperadas y de los (laños ocasionados en la puerta 
del Almacén de Vestuario. Absuelve a los procesados A. H. M. y A. L. G.- 
OTRosi: De conformidad con el art. 2.O CP. y 183 CJX, acuerda elevar pro- 
puesta al Gobierno por considerar excesiva la pena impuesta al soldado 
A. B. G., una vez valoradas la totalidad de circunstancias subjetivas y 
objetivas coincidentes en el hecho punible ejecutado; concretándose la 
referida propuesta en conmutacicín por la de seis arios y un (lía de prcsi- 
dio Inenor. 

3. Apropiación indebida. Art. !i35 CP. Estado de necesidad Incompleto. Ar- 
ticnlo 9.“. 1.. CP. Determinación de la pena. Art. 66 CP. Art. 61, 4’ 
CP. Delito continuado. Unidad de sujeto pasivo. Dolo especifico. 
Principio de la valoración de los bleoes Juridlcos en conflicto. Xatura 
leza juridica del estado de necesidad. Responsabilidad civll. 

Sent. 9 julio 195X (Departamento marítimo Cartagena) .-Al procesado, 
Auxiliar de Oficinas de la Marina Civil, Don A. P. N.. destinado en Ia 
Comandancia Militar de Marina de . . . . le fu6 encomendado y realizó duran- 
te varios años la administración y venta de los sellos del Colegio de HuCr- 
fanos de la Armada, así como el cobro de cuotas y venta de sellos de la 
Asociación L3enefica de Funcionarios de la Marina Civil, siendo relevado 
tle dichas funciones a primeros v finales de septiembre de 1953 por 10 
realizar las oportunas liquidaciones correspondientes en las fechas regla- 
mentarias de ambas instituciones benéficas, ascendiendo, una vez deduci- 
do el 10 por 100 de derechos de cobro a 9.197,60 ptas. el importe de los sellos 
vendidos y no abonados al Colegio de Hukfanos de la Armada, cuya can- 
tidad se reintegró con posterioridad a la iniciación de la presente Causa, 
v 40.485,60 pesetas las cuotas y sellos que asimismo dejó de hacer efer- 
tivas a la Asociación Benéfica de la Marina Civil, extremos que reconoce 



el encartado, si bien alega haber gastado dichas sumas por no disponer de 

-suficientes medios para atender a las enfermedades sufridas por su esposa 
J ya difunta madre política.--CG. ordinario: Delito continuarlo de apro- 

piación indebida (535/.528, 1.O Cl?.) con la atenuante 1.’ del art. !).O CP., por 
no darse !odos los requisitos necesarios para la eximente de estado de 
necesidad; seis años y un día de presidio mayor, accesorias y. en concepto 
de responsabilidad civil, 49.485,60 pesetas.-Autortriad judicial: Disintió 
por incongruencias entre las declaraciones de hecho y los fundamentos de 
&recho, pues si bien en estos se admite la eximente incompleta de estado 
& necesidad. en aquellos no se hace alusión ni se detallan los que pudie- 
ran servir de base para apreciar dicha atenuante, que se deduce única- 
mente de las manifestaciones del procesado y su Defensor y de unas certi- 
ficaciones Ilnidas a los autos, prueba ésta escasa, intrascendente y ende- 
ble, pero a la que no se opone ninguna otra documentada o testifical. y 
«un admitiendo la calificación jurídica por respeto al libre arbitrio de 
10s juzgadores, estima asimismo la existencia de error de derecho en el 
iallo, ya que de conformidad con lo preceptuado en el art. 66 CP., el Tri- 
henal dehii, imponer la pena inferior en uno o dos grados a la señalada 
al delito, y el CG., al condenar al encartado a seis años y un día de presidio 
mayor, no hizo la taxativa aplicación de tal precepto, siguiendo al parecer 
la norma contenida en el art. 61, 1.‘; conforme con la calificación y ate- 
nuante apreciada, pena de cuatro años y dos meses de presidio menor. 
accesorias y la misma responsabilidad civil.-Fiscal Togado : RevocacKn, 
respetando los hechos declarados probados, con la salvedad de que el des- 
cubierto en relación con la Asociación Renkfica de Funcionarios de la Ma- 
rina Civil asciende, una vez deducido el 10 por 100. a 50.648,70 pesetas y 
manteniendo la calificacihn, pero sln modificativas, aunque haciendo UEO 

<Iel arbitrio que se concede en el art. 61, 4.* CP., dados los antecedentes 
personales del inculpado y haber reintegrado al Colegio de Huérfanos de 
la Armada la cantidad que del mismo retuvo; seis años y un día de pre- 
sidio mayor, accesorias y abonar a la Asociación Benbfica de la Marina 
Civil 50.643,70 pesetas, de las que se deducirán las que hubiere ya entre- 
~atlo, si realmente lo ha hecho, extremos que justificar6 en ejecución r!e 
>;entencta.-Defensa: Por estimar concurre la eximente 7.8 del art. 8.0 CP., 
ahsoluclón, v caso de no apreciarse así que fuera condenado por dos deli- 
tos de apropiacihn indebida previstos y penados en el art. 535/528, 8.O CP.. 
concurriendo la circunstancia atenuante del art. 9.O, 1.0, por lo que habrían 
<Ie rebajarse las penas señaladas por la Ley en uno o dos grados; y final- 

mente, y de no apreciarse tampoco la atenuante, que se le impusieran 
respectivamente las penas de arresto y presidio menor en su grado mí- 
nimo dados los magníficos antecedentes del procesado, y su intención de 
“eParar el daño producido, asi como teniendo en cuenta lo dispuesto en 
el art. 61. 4 ’ CP.-CSJM: Revoca, porque los hechos Que se declaran pro- 
bados en el RESULT.~ 1 de esta sentencia son constitutivos de dos delitor 
dlc a?rwiación indebida. previstos en el art. ~35 CP. y penados. rrsprctico. 
niente, en el art. 528. 3.O. 2.O CP. toda vez que el procesado. deliberndamen- 
1’. iwres6 en su patrimonio estimando como propio y para ntfndur 0 
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sus gustos particulares las cantidades en metálico de 9.179,60 pesetas y 

49.485.60 pesetas. pertQnQcientes al Colegio de Hur’rfunos de la Armada 

y a la /Isociación Ben6fica de Funcionam’os de la Mar%o Civil. existiendo 

cl dolo rspfjcíjico que caracteriza esta figura delictiva al prevalerse y abusar 

d<, Ir! confinnza 9ue PTI 41 tenían depositada ambas institucionQs benéji- 

cas. lrn 9uQ actuaba en representación de las mismas para la venta de 

SQ~~O.S y colwo tìr cupones. cuyo importe estaba obligado a devolver: no 

procrdicntio In calificación dr delito continuudo. ya 9~2 Si bien fu6 itria 

In intwcibn delictiva del procesado. no se dn la misma unidad respecto aI 

SujQto pasivo al SCF distintas las entidades pQrjudicadas y faltar por 

tanta las con.diciones que para Qllo SC requieren segîín reiterada jutisprw 

rcncio sQntadn fll ffecto (Coxsrn .O 1). Conforme con rl witerio 9ítQ sirve de 

hnw al disrnso. SQ padeci6 eFFOF jwidico por parte del Tribunal en In 

apreciaciciv dQ una eximente incompleta sin deducir en el fallo la inQvita- 

hk consacwncia de la rebaja de uno o dos grados dQ la pena wfiatado. 

Qrrnr que asimismo se padecid en la apreciación de los hechos que sirv+- 

ron <iv basc a su Qstimacicín sQg?ín se expresa en Ql ConsidQrando que si- 

gttQ n continwzcibn (CONSID.~ III). añadiendose con referencia a la apre. 

ciacihn por parte del CG. de la en’mente incompleta del Qstado de nQcesi- 

dad. .w impone dQclorar 9uQ tal ea5mentf Qn la EQgislncirin prnal aparQcQ 

fundada Qn el principio de valoración ao!ecunda d.~ los bienes juridicos Qn 

conllicto. sin indicocio’n alguna de las ekmentos subjetivos o intcncionn- 

1~s por lo que no SQ trata dQ unu circunstancia que afectQ a la culpabi- 

lidad o inorlpahilidad personal del agentQ. Sino que a travfs del art. Ro. 7.’ 

Cl’. î+we QstablQcida como una verdadera causa de justificacidn. esto es. dc 

~nndlwta arregloda a derecho y. por tanta. la estimación totnl 0 parcial rìc 

tal cslado. 0 sen la apwciacibn de su concwrrencia de modo completo 0 

incompleto ha dQ venir apoyada en hQchos objetivos y contrarios 9ue plan- 

tfrn In iir.qrnrin de una decisibn 9uc resulle en definitiva la más kgttima. 

TUVIS I?O pueda funo!arsQ en los mcíviles mds o menos razonables que im- 

pulsaron al ewnrtado a la comisicin del delito. argumentos que suponrn 

utw ?nterprQtac~6n dQ cardcter general para la eximentQ de referencia. pQro 

quQ wín cobran mayor relieve en los delitos contra la propiedad. cual PS 

~1 7)QrsQouirlo Qn autos (CONSID.~ IV). Al no apreciarse la concurrencia de 

cirrrtnstancias aten?cantes para dQtPFmi?mr la pena CorrQspondientQ. ln 

Sala. rlv ariterrlo con lo pwvenido en el ntt. 61. 4.‘. tiene Qn considQraci6n 

por lo 9ue RP wfirw a la gravedad del hecho. la importancia dQ1 perjuicio 

11 lo condirih hQnf~ficfl dr las Qntidadcs IiefFflU&SdaS y m ordm 0 la per- 

sonalidad dQ1 encartado. sus bwnos antwedentes y su conducta repara 

dora wintcgrando partQ dQ la cantidad apropiada (Co~sro.~ VI. l,a respnn- 

sabilidad ciril dQhQrd fijarw en la suma de 49.485.60 pesetas. importe de las 

cantidadrs nprophias pertenecientes n la Asociación Renbfica de Fän. 

rionorhs f!p la .Ma?-inn Civil. y no señakíndww rantidad alguna a nbonsr 

al Colegio dQ HuErfanos de la Armadu por haber sido reintegrada durante 

lo tramitacidn ric rsta Causa lo que de dicha institución ben4jica se opto. 
pi6 (CONSID.~ VTT) .-Condena por un delito consumado de apropiación inde- 
l)irI:~ f53,5/.TX. X0 PP.1 sin motlificatlvas. a tres meses de arresto mavor 



en las accesorias de suspensión de todo cargo público. profesión, oficio 
y derecho de sufragio durante la condena; y por otro delito consurna~o 

de apropiación indebida (535/528, 2.0 CP.) y sin modificativas, a tres 

años de presidio menor con las mismas accesorias. y en concepto de res- 
ponsabilidad civil de 4X485,60 pesetas, que deber& abonar a la AsociaciRn 
Ben@fica <le Funcionarios de la blarina Civil perjudicada, deduciendose en 
ejecución de sentencia las cantidades que a dicha instituckjn acredite sufi- 
cientemente haber reintegrado, 

4. Desórdenes pfihlicos. Art. 249 CP. Ley de 4 de mayo de 1948. Recep: 
tacibo contlnuada. Art. 546 bis CP. Delito continuado. Concurso de 
leyes. Art. 68 CP. Hurto. Art. 514. 1.0 CP. Art. 587,l.O CP. Aprecia= 
ciacióa de la prueba. Art. 787 CJM. Criterio racional en la aprecia: 
cióo de la prueba. Presuocióo aiuris taotum, de coaocimieoto de la 
ilegitima procedencia. Concurso ideal de delitos. Art. 71 CP. Re¡- 
teracl6n. Art. 10, 14.” CP. Reincidencia. Art. 10, 15.” CP. Menor 
edad. kt. 9,” 3.” CP. 

Sent. 9 jîclio lYj&’ (Región Aérea del Estrecho).-Los paisanos proce. 
sados, de mala conducta, M. V. F.. M. M. V. y R. M. C.. SC concertarc:n 
para sustraer hilo de cobre de las líneas de telecomunicacidn próximas a 
Sevilla, y puestos de acuerdo cortaron, interrumpiendo las transmisiones 
ahimbricas afectadas: Noche 7 septiembre 1952, 160 metros de hilo cobre 
1.15 mm. tasados en SO,60 pesetas, más 23 pesetas de gastos de reparaci6n 
(Ie la línea de la Cia. Telefi>nica Nal. de España que va desde Sevilla a San 
Juan de Xznalfarache, y a continuación otros 3.350 m. de hilo de cobre de 
.? mm., valorados en 3350 pesetas, de la línea del teletipo que enlaza la 
base Abrea con la .Jefatura de . . . La madrugada del II siguiente, 310 metros 
(le hilo cobre 3 mm., tasados pericialmente, el 27 dlciemhre 19.52. en 310 
pesetas, y el 12 de noviembre 1954, en ô97,50 pesetas, de ia linea telefónica 
tlei E. del Aire que une el Barrio de . . . con el Aeródromo de . . . Y en la 
madrugada inmediata. o sea, el 12 septiembre, 2.250 metros hilo de cobre 
lle 2 mm., tasados en 1968 pesetas, a las que hay que sumar ,542 de gastos 
tIe reparacik de la lfnea telefónica de San Juan de Aznalfarache a la 
Pañoleta. de la Cfa. Telefónica (RESULT .O 1). De la totalidad del hilo cor- 
tado se apoderaron los mencionados individuos para lucrarse con su 
enaienación v lo vendieron en ocasiones indeterminadas al tamhikn pai- 
sano procesado y de malos antecedentes J. V. R.. dedicado al negocio de 
chatarrero, quien lo compró con conocimiento de la ilicitud de proceden- 
(.ia. siendo de notar que el alicate utilizado en los cortes pertenecfa a este 
procesado, si quiera diga que se le hahia hurtado el M. M., el que tiene, 
en cambio. manifestado que el alicate se le facilitó V. en la chatarrería. 
Ei pr~?cio recibido por tales ventas se lo repartieron LOS referidos M. V.. 

kl. M1. 9 R. M.. sin que se ha ya restituido cantidad alguna de hilo ni de 
dinero (RE~IJI.T.~ IU. Al ejecutar los hechos expuestos, hailábanse conde- 
nados: W. V. F., en sent. 24 mayo 1940. a dos meses y un dfa arresto mayor 

188 
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por hurto, cuya cuantía no consta: en sent. 15 abril 1942. a un año y un 
día presidio menor, por delito de hurto de cuantía de 1.083 pesetas, y po~ 
sentencia de 12 ma,vo 1943, a dos años de prisión, por delito de deserci6n; 
.T. V. FL, por sent. 10 julio 1952. a un año de prisión. por delito militar (1~. 
fraude, y en sent. 14 julio 1952, a cuatro meses y un dfa de arresto mayor. 
por delito de hurto, importe 505,60 ptas., y R. M. G., en sent. L?Z mayo 1050. 

a quince días de arresto menor por falta de hurto (RESULT.~ 1111. M. $1. V. era 
menor de dieciocho años, como nacido el 28 enero 1935 (RESULT.~ lV).---CC. 

ordk~+o: Cuatro delitos de desórdenes públicos (24S CP. 1,e.v 4 mayo 19431, 
cuatro delitos de hurto (514, 1.O CP.1 v una falta contra la propiedad (.597. 3 : 
CT.1 concurriendo en M. V. la atenuante de menor edad (9, 3.. (X.1. y en los 
procesados V. F. v V. R. la agravante de reincidencia (19. 15.* CP.1 respecte. 
:t los delitos de hurto. Penas: a V. F.. por cuatro delitos de desórdenes públi- 
cos, cuatro penas de cuatro años. dos meses y un día de prisión menor, y por 
cuatro delitos de hurto, cuatro penas de cuatro meses y un día de arresto 
mayor: a M. V.. por cuatro delitos de desórdenes públicos, cuatro penas (112 
seis meses v un (lia prisión menor, por tres delitos de hurto. tres penas d(. 
l.ooO ptas. de multa sustituíbles, caso de impago, por un mes de arresto ca- 
da una, y por una falta contra la propiedad, quince días de arresto menor: a 
Xl. G., por ruatro delitos de desórdenes públicos. cuatro penas de cuatro 
alios. dos meses y un dia de prisión menor, por tres delitos de hurto, tres lw 
nas de tres meses de arresto mayor, y por una falta contra la propiedad. 
quince días de arresto menor: accesorias correspondientes. v con la limita- 
ción para su cumplimiento que señala la regla 2: del art. 70 CP., fijándose el 
importe de la responsabilidad civil a satisfacer solidariamente por Xi. V.. 
V. F. v M. Cr. en 4.047,50 pesetas a favor del Estado por mediación del 
E. del Aire y la de 2.623.60 pesetas a favor de la Cía. Telefónica. En la 
propia sentencia se absuelve al procesado V. R. del delito de encubrimien- 
tn por el que fue procesado y de que se le acus6.-Procesado &f. G.: Recur- 
50 (797 C.JI\l.) desestimado por la Autoridad Judicial Aérea.-Autoridnrl 
j?dicinl: Notorio error al apreolar la prueba respecto al encausado V. R.. 

.va que este, dada la clase de materlal por 61 adquirido y su profesión de 
chatarrero, no podfa desconocer la ilIcita procedencia de aquella, por lo 
que su conducta es constitutiva del delito continuado de encubrimientn (ri!(; 
bis CP.1 con la agravante de reincidencia (10, 15: CP.1 procediendo ím- 
ponerle cuatro afios. dos meses y un dfa de presidio menor, accesorias, y 
declarársele responsable civil solidario con los demas condenados-Fis- 
cal Togado: Revocación de la sentencia disentida. dictándose otra en la que 

modificando la declaración de hechos probados en el sentido que propugna 
la Autoridad Judicial con su Auditor respecto al procesado V. FL, re 
califique la conducta de 6ste como constitutiva de un delito continuarlo 
de desórdenes ptíhllcos (24S CP. Ley de 4 mayo 19481 va que RI bien 
tal conducta puede Integrar también el delito de receptación (546 bis CP.1 
habrl de mantenerse aquella calificaci6n por ser más grave, según dispone 
el art. 68 CP.; conforme con los demás pronunciamientos de la senten- 
cia respecto a calificaci6n de los delitos de los demás procesados, solicita: 
para 10s procesarlos M. M. y R. M. las mismas; para M. V.. por ser dos ve- 
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ces reincidente, cuatro penas de cinco arios y seis meses de prisión p<)r 
-da delito de desórdenes públicos, tres penas de seis meses y un día de 

presidio menor por tres delitos de hurto, y otra de dos meses v un día (!P 

arresto mayor por otro delito de igual naturaleza; p a .J. V. R.. en cluien 

concurre la aRravante de reincidencia, como autor de un delito continuado 

de desórdenes públicos, seis años de presidio menor.-1kfcnsn.s: Confir- 

mación de la sentencia disentida.-CSJM. : Revoca. porque si hien cltril>wi- 

& por el art. 787 CJM. al CG. la apreciación de las pruebas seglín witerif~ 

nacional, no se ha salido de éste el Tribunal sentenciador de la prewnlo 

causa en la exposicidn que formula sobre el desarrollo de los hechos prr- 

seguidos; por el contrario, la conclusión que establece de no hallarse su- 

ficientemente prohado que J. V. R. conociera la procedencia ilicita dQ lo 

comprado. pugna con la lbgica que ha de Presidir Cambien la valoración 

<le conductr? de este acusado, ya que, en efecto. aparte de lo significativo 

del detalle puesto de relieve del empleo por los otros encartados (1~1 oli- 

cate COTtadOT intervenido, perteneciente a J. V.. es indudable. que dada Itr 

notoria escasez del hilo y demás materiales de cobre y In reglamentoci(jn 

e inlervención oficial a que su tráfico mercantil se halla sometido. la ofu- 

ta dc dichos mat&ales en cantidad de alguna importancia por persorlas 

ajenas a la profesicin comercial dQclino en la clandestinidad. por la qire In 

decisidn de comprar en esas condiciones sin formalmenle inquirir el ori- 

gen de los g&eros arguye de indiferencia o desaprensidn ante su proba- 

ble ilicitud, si por acaso no hubiera sido conocida de modo cierro. asu- 

miendo asf la responsabilizacidn penal con que la ley conminn al partici- 

pante en Zn operacidn matizada de ilegitimidad. y no cabe pretentkr la 

exoneraci6n de culpas a pretexto de que se creyera lícita la prowclencio 

de la mercanda. cuando SemejantQ alQgaci6n no va cwompufiatln. rual 

aquí suce&. de elementos persuasivos en su objetividad, susceptibles de !lQ- 

var a tal creencia. pues de otra manera. si prosperase ese subterfugio dc 

la simple presuncidn subjetiva gratuita. en esa justificacirln queclari~l fi- 
vilmente burlada la previsi6n legal sobre la codelincuencia de los adqui- 

rentes. Y como el CC. al estimar que J. V. no cono& la procedencia ilícita 

de !o comprado hubo dt? prescindir por completo de las razones nntrtlichas 

que surgen claramente de los autos y conducen al supuesto contrario, o 

sea. de q?le el repetido adquirente hall6base percatado de la ilicitud o-i- 

ginaria de la mercancía y de su consiguiente cesih lucrativa. «qlcel!a 

COnCkLSibn de la sentencia disentida al encontrarse en desacuerdo con lo 

qsLe aITOjOll k3.9 pruebas aportadas. incide en manifiesto error de hecho. 

COnfme han entendido la Autoridad Judicial y su AuditoT. y ~110 ~[)ligu 

0 TeCtifiCaTlo mediante la nueva declaracibn de probanza que ahom SQ 
fmUb pOT kl SOkl (CONSID.~ 1). El CoTtQ y lfl sucesiva apropiaci6n Tela- 

tado.? de cable telefõnico y telegráfico, dejando interrumpida h cem.ltnica- 

&k de kaS lfneas en que se hallaba instalado, constituye el delito & desdr- 

denes públicos comprendido en el art. 249 CP. con la amplitud de contenido 

y IQ poralizacibn que dispuso la ley de 4 de mayo de 1948 pero al propio 

tiempo la ~tTach%a d-el referido cable con ánimo de 1~0, sin la ~01u?t- 

tad de 8~ duefio y sin empleo de fuerza en las cosas determinantes dQi ti- 

IW 
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lito de robo, origina el de hurto incurso en el art. 514, 1.O CP., si bien por la 
evidente relación de entroncamiento entre uno y otro delito dimanantes de 
unidad de acto se está en el caso del concurso ideal de ellos que wgu.!a 
el att. 71 CP., precepto al que se remite tambien la expresada ley de 4 ma- 
yo 1948 (CONSID.~ II). Implantada por la doctrina y admitido por la Juris- 
prudencia, en beneficio del reo, la modalidad del delito continuado, cowu- 
rren aqut destacadamente, las caracteristicas que le configuran: a) la WI’- 
dad de resolucidn y objetivo de los sustractores, confabulados en un plan 
de apoderamiento. realizado por etapas de los cables cogidos para obtener 
la utilidad que la alta cotizacibn de estos les proporcionara y en desarrollo 
del cual el corte de una u otra linea cercana fu6 simple accidente o epi- 
sodio al servicio de dicha intencidn crlminosa; b) en la virtuul ininterrup- 
ción de esta voluntad. perdurable en el corto intervalo de une a otra de las 
acciones ya que dos de ellas se verificaron en la propia noche del i sep- 
tiembre, sin apenas solución de continuidad y las otras dos en los .mndru- 
gadas del 10 y ll siguientes con igual reflejada subordinación LI esa uni 
dad de pensamiento y designio; c) en la homogeneidad de los actos de 
ejecucibn; d) en las inmediaciones del lugar que siempre se perpetraron, 
y en fin, la identidad del bien juridico vulnerado, que siempre fué una lí- 

nea de telecomunicación; todo lo cual patentiza, la singularidad del dolo 
y la intima relacidn de sus manifestaciones particulares. aunque se con- 
crete bien cada una, pues ello es secundario y, por tanto, deben quedar 
tambit%t wificadas mediante la estimación del delito continuado de re- 
ferencia con la dualidad, ast mismo indicada. de desdrdenes públicos y de 
hurto, incurso respectivamente en los arts. 249 del Cddigo con la adicidn 
de ley mencionada y 515. 3.O de aquel en razdn a la total cuantta de lo 
hurtado (CONSID.~ III). De ambos delitos continuados, son culpables en con- 
cepto de coautores materiales conforme al art. 12, 1.O CP. los procesados 
M. V., M. M. y R. M. (CONSID.~ IV). La ao!quisicidn por el procesado J. V. R. 
en varias veces, sin ccncrecidn de cantidades y con unidad dolosa del cable 
sustraído conociendo su ilícita procedencia. genera un delito igualmen!e 
continuado de receptadón con encaje general en el art. 546 bis CP., y es- 
pecial en la repetida Ley de 4 mayo 1948. que equipara el castigo de la apro- 
piacidn y de la adquisicidn del expresado maten’al, por lo que la colisidn 
de estos preceptos legales debe resolverse con la preferencia del segundo. 
por aplicacibn obligoda del principio de particularidad de la norma que 
comprende el caso con elementos de especificam’dn. de mayor tipismo que el 
de la otra figura gent%ca (CONSID .O V). Este delito de receptacibn incurso 
en la repetida ley de 1948, es atribuible por lo expuesto al encartado 
J. V. R. con análoga condici6n o!e autor (CONSID.~ VI). Concurren: en el 
procesado M. M. V. la circunstancia atenuante del art. 9, 3.O CP. de ser 
menor de dieciocho años el delincuente, la cual se traduce en la rebaja de 
penalidad que prescribe el art. 65 CP.; en el procesado M. V. F. y con 
respecto al delito de desdrdenes públicos, la agravante de reiteración ar- 
tículo 10, 14.” CP. por las dos condenas, del año y un dia de presidio por 
hurto y de dos años por deserción de que se hizo mérito, y en lo que mira 
al delito de hurto, ademds de dicha circunstancia. que para esto surge ~610 
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de la c,-,tldpnn de 110s años por drserciórr. superiw a lo peo del hurt(j. la 
tam[,i&n agravante de rrincidencia del art. 10. 15.‘. provenienk de la sen- 

tencia de un año y un día de presidio por hurto: en Ca?JdJio no hay fun- 

damentos sz<ficíen/(,s a estimar In doble reincidencia conducente 0 imponer 

ia pena superior, pues mientras de la condena de 15 abril 1942 se une tes- 

timonio acrpditatil?o dc que recayri por hurto en canlidafks que tamb+n 

sería originaria de delito an el vigente Código. en lo qUe atafic fl ll senten- 

cia & 24 mayo 1940. dc dos meses y un día dc arresto. no se aporta tito 

alguno que permita determinar la cifra del latrocinio y consiguientemente 

si bste ha quedado reducido a falta de virtud de modificación legal poste- 

rior d4 los límites cuantitativos operantes para una u otra calificación; 

por lo que semejante posibilidad compalible con la pena impuesta hay qw 

wsolverla tw javor del reo. PII armonía COU la constante jurisprudencia w- 

lativa a este punto que requiere la plena acreditación ti que las dos con&- 

nas anteriores hayan recníclo por infracción que en el Chdigo actual subsista 

con naturaleza delictiva: en J. V. la agravante de reiteración del art. 10. 14.“, 

por ser sus dos condenas antam’ores puntualizadas. y en R. M. no son de 

apreciar circunstancias modificativas de la responsabilidad. pues lo pena- 

lización por uno Jfllta es intrascendente al efecto (CONSID.~ VII). En orden 
a la punición. es de tener en cuenta que aunque exWe el concurso ideal, qve 
se dijo, los delitos de hurto y desórdenes públicos no procede para R. M. y 

M. M la r~fundicicin de sus penalidades en una. potqw Psta, en su grado 

superior a aplicar. sería mayor que la suma de las impuestas por separa- 

do a uno y otro hecho delictivo y así debe sancionarse cah uno de ellos con 

ta que respectivamente tienen asignada, en estn’cla obsenlancía del art. 61 

CP. Por el contrario. la regla general del mismo unificadora de los casti- 

gos convie?le a M. V. porque o virtud ak las agravantes de reiteracidn y 

reincidencia qu.e le son aplicables habrían de imponérsele en grado mdximo 

las penas de aquellos delitos, por lo que al fijarse de tal modo la del delito 

~16s grave de desórdenes públicos. se elude legalmente la del hurto. bene- 

ficiándose de ello (CONSJD.~ VIII). La responsabilidad criminal lleva aneja 

la civil y que ka. según los artículos 19, 101, 103 y 104 del Código com- 

prcnderd tanto el importe del cable distraído atení&iose a la lasación 
die Y7 diciembre 1952 para los 310 m. de hilo de cobre de 3 mm. por ser 
la mds cercana a la fecha de sustración, como los gastos de reparaciún 
subsumidos en el delito respectivo sin dar lugar a otro (CONSID.O IX). Con- 
<lena: A) M. V. F.. por un delito continuado de desOrdenes públicos y otro 
delito, tambl6n continuado, de hurto en la relación de concurso ideal, 
concurriendo en ambos la anavante de relteracldn, y además la de reln- 
cldencla simple en cuanto al hurto, a la pena única, correspondiente al 
delito mfía wwe, de cinco años y seis meses de prisión menor. Al procesa- 
do M. M. G., en concepto de autor de los mismos delitos, penables sepa- 
nrdamen& sln modificativas. a las penas de cuatro aAos y seis meses de 
Prisl6n menor Por el de desórdenes públicos, y cuatro meses de arresto ma- 
yor Por el de hurto. Al procesado M. M. V., como autor de iguales delitos 
con la atenuante de menor de dieciocho aflos de edad al delinquir, a la 
Pena de Un afta de prlolán menor por el de desórdenes públicos y de 2.00 
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pesetas de multa. sustituíhle por dos meses de arresto, caso de impago. 
por el hurto. Y al procesado J. V. R... como autor del delito continuado de 
desbrdenes públicos. con la agravante de reiteración, a la pena de cin- 
co años, cuatro meses y veintiún días de prisión menor.-A los cuatro 
con las accesorias de suspensión de todo cargo público. profeshSn, oficio 
y derecho de sufragio durante el tiempo de la condena.-En concepto de res- 
ponsabilidad civil indemnizaran, en 2.623 pesetas. a la Compafiía TelefO- 
fónica, y en 3.6tX pesetas al Ministerio del Aire. en la proporción de una 
cuarta parte de las dos cantidades cada procesado. que responderán. adr- 
mas. solidariamente & la cuarta fijada R los demás. 

5 . . Imprudencia simple con infracción de reglameatos. Art. SS párrafo 
segando CP. Responsabilidad civil sobddiaria del E. de Tierra. 
Art. 206 CJM. Perjuicios sufridos por el Estado. 

Auto 9 julio 1958 (Capitanía General Raleares! .-El CG reunido en Pal- 
ma de Mallorca. el 20 febrero 19.58, dictó sent. en la que se declarb pro- 
bado: Que sobre las 16.50 horas del 4 enero 1957 y cuando regresaba de 
.\rta, a donde había ido a recoger leña para el consumo de Capitanía Ge- 
neral, el camión militar . . conducido por el soldado del Grupo de Aute 
rnovilismo de . . . . J. G. C., y llevando en la cabina al conserje de Capita- 
nía don A. Ll. y en la caja a los soldados de la Compañfa de Destinos P. M. 
ICI., P. C. S. G. P. V., P. F. P., J. M. C. v cabo R. J. C., pocos kilómetros 
antes -dos o tres- del pueblo de San Lorenzo di6 alcance al camldn . . . . 
que conducido por el también procesado J. F. B.. que llevaba como ayu- 
dantes a A. V. B. y P. F. R., circulaba por la misma carretera y dirección 
con cargamento similar. Dada la mayor velocidad del vehfculo militar, su 
conductor intentó en repetidas ocasíones el adelantamiento del camtön 
civil, avisando en todas ellas mediante el uso repetido de las oportunas 
seflales a¿ústicas, no consiguiendo pasar, pese a que en algún momento 
el vehfculo civil parecfa dejarle vfa libre, por volver 4st.e al centro de la ca- 
rretera, pese a que la configuración de este era apta para el adelanta- 
miento solicitado. A la entrada del pueblo de San Lorenzo. en la recta allí 
existente, con longitud y anchura suficientes para efectuar el paso, el con- 
ductor del cami6n militar intentó una vez más el adelantamiento, uniendo- 
se en aquella ocasión a las señales acústicas el griterío de los soldados que 
iban en la caja, ciñéndose el camión civil a su derecha, dejando espacio 
suficiente para el adelantamiento, mas cuando el camión militar comenza- 
ba el tan solicitado paso, el vehfculo clvil, sin causa o motivo aparentes, 
ni previo aviso, volvió a situarse en el centro de la calzada, obligando al 
camión militar a desviarse a su izquierda; éste. lejos de disminuir la 
marcha, a la vista de la maniobra del vehfculo que le precedía, insistib en 
su empeño, continuando el adelantamiento y manteniendo la velocidad du- 
rante unos pocos metros más, pues por llevar la rueda trasera izquiet-da 
sobre el mismo borde de la carretera en aquel lugar en el que existe un 
desnivel de un metro diez centfmetros. cedI la obra de contención. pre& 
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piandose el camion militar a un solar ahí existente, dando varias vueltas 
y resultando con heridas gravfsimas al soldado P. M. M., fallecido itu+ 
t,antec; mas tarde: el soldado P. G. S.. que falleció igUaheIIte tras dOce díaö 

de asistencia facultativa en el Ifospitai lfiiitar de esta Piaza. y IIleIlOS 

graves los soldados J. M. C. y G. P. V.. que tardaron, respectivamente. 
14 y 18 días en curar. El camión militar resultó con deSp>erfWtO~ peri- 
tados en 7.313,80 pesetas y los gastos de estancia y curación de los heridor; 
a 5.406,15 psetas (RESCLT.~ 1). Estos hechos fueron calificados como de- 

lito de simple imprudencia con infracción de Reglamentos (565 párrafo 2.’ 
CP.), condenando al soldado J. G. C. a cinco meses de arresto mayor y 
privarión del uso de carnet de conducir por el tiempo de dos años, im- 
poniendo la misma pena al otro procesado, y condenándoles en concepto 
de responsabilidad civil. mancomunada y solidariamente a abonar T>O.oOu 
pesetas a los herederos de las víctimas y 7.21380 pesetas al Ramo de Gue- 
rra por los daños sufridos por el vehículo, además de 5406.15 pesetas pm 
los gastos de asistencia de los heridos, declarándose en caso de insolven- 
cia del soldado G. la responsabilidad civil subsidiaria del Ramo de Guerra 
(RESULT.~ II). Firme la sentencia, fue declarada la insolvencia del soldado 
J. G. C., y se acreditó que la Compañía de Seguros “Mare Sostrum” ha- 
bla hecho efectiva la parte de responsabilidad civil a que había sido con- 
denado el otro procesado, pasando el expediente al 3l.O a los efectos del 
artículo 1.062 del CJM.. habiendo informado la Asesoría Jurídica der pro- 
cedente la responsabilidad civil subsidiaria del Ejercito de Tierra por 
56.303.37 pesetas, totalidad de la declarada conformándose el Subsecreta. 
rio y acordando la elevación del expediente al CSJX-Fiscnl Togarío: Que 
procedía la declaración de la responsabilidad civil subsidiaria del Ejército 
de Tierra. si bien circunscrita a las 5o.ooO pesetas a abonar en concepto de 
indemnización por fallecimiento de las victimas, puesto que el pago de lo 
correspondiente a daños y gastos de asistencia equlvaldrfa a que el Esta- 
do se indemnizara a sí mismo.-CSJM.: Acuerda por los propios funda- 

mentos en que SC apoya el informe del Excmo. Sr. Fiscal Togado de este 

CSJM que la Sala hace suyo en todas sus partes, y acreditado guc el solda- 

do J. G. C. carece de bienes de fortuna para responder de las responsa- 

I>ilidndes civiles declaradas en la sentencia. y visto lo dispuesto en (AL 

artículo 206 CJM.. es procedente declarar la responsabilidad civil subs;- 

diaria del EjPrcito de Tierra de la cuuntta de 5O.OOi.l pesetas para in&mrLi- 

zar a los cawwhabientes de los soldadas P. M. M. y P. C. s. (CONSIDEHA& 

Do BNJC~). 
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6. Lesiones graves por imprudencia simple. Art. 586. 3.O CP. Responsa= 
hiiidad civil subsidiaria de la Armada. Acto del servicio. losoiveny 
cia del responsable directo. Art. 266 CJM. Coodoaación de respon 
sabiiidad civil. 

;Izcto II julio 19.58 (Base Naval Raleares).-Por sentencia dictada en 

Palma de Mallorca el 27 junio 1956 se declaró prohadn: Que el V junio 19.55. 

sobre las 15.30 horas, el obrero de segunda (conductor) de la Maestranza 

de la Armada, B. P. V.. conduciendo el coche F. S. ,520. atrope116 en la 

calle del Conquistador, a la altura del Círculo >Iallorquín, al ciclista .J. P. V., 

que circulaba por su derecha y en dirección contraria a la que llevaba el 

procesado. hahiendo aquél estado hospitalizado un período dr ciento seis 

dfas a consecuencia de las heridas sufridas. las cuales le han producida 

una incapacidad total y permanente para su oficio (RESULT.” II. Conside- 

1.6 que los hechos constituían falta común de simple imprudencia (5%;. X0 

CP.) y absolvió. y la Autoridad Judicial impuso reprensión privada y 150 

pesetas, conden8ndole en concepto de responsahilidad civil al pago de 

400 pesetas a que ascendieron los daños causados a los vehículos ? 70.000 

pesetas de indemnización al lesionado (~¿ESLILT.~ JJ). En trámite de ejecu- 

ción de la responsabilidad civil declarada. el procesado R. J’. V. elev 

instancia al Ministro de Marina, en la que, basándose en la situacitin de 

ruina a que se veía abocado, solicitaha le fuera condonada la parte de 

dicha responsabilidad civil que pudieran cubrir sus modestos hienes. 

cuya solicitud, con los informes de los organismos administrativos perti- 

nentes de la Base Naval, fué elevada con propuesta de condonación. n tftulo 

de gracia especlal. de la expresada responsabilidad civil y de que fuera 

subsidiariamente abonada en su totalidad por la i\rmada. parecer que fué 

compartido por la Jefatura de Servicios de Intendencia y .Jefatura Supe- 

rior de Contabilidad del Ministerio de Marina, dada la precaria situación 

económica en que se encuentra el interesado y las especiales circunstancizw 

que concurren en los Conductores de la Armada en relación con los que 

prestan servicios en Entidades de carkter particular (RIWJLT.~ III) .-Fiscnl 

Togado: Que no procedfa la declaración de la responsabilidad subsidiaria 

de la Armada, toda vez que no se acreditaba que el hecho huhiera ocu- 

rrido- en acto de servicio reglamentariamente ordenado. ni que el culpa- 

ble fuera insolvente ua que podía ser sometido al descuento de sus ha- 

beres, ni tampoco que la victima se encontrara en completo desamparo 

econ6mlco; poniendo asimismo de manifiesto que la pretensicín contenida 

en la solicitud del procesado B. P. V. había producido una auténtica des- 

viación del fin perseguido con la facultad de declarar subsidiariamente 

responsable en el orden civil a los Ej&citos. que está orientada en hene- 

ficio exclusivo de las victimas en total desamparo y. en modo alguno, en 

el de los propios culpables.-CSJ&f.: En primer lugar, la Sala de Justicia, 

por Providencia de 12 mayo 1958. a la vista de las actuaciones praCticada 

a instancia del interesado, y aunque figuraba unida la pieza separada, C(F 

mo’sea que la propuesta’de condonación de la respGnsahilidad civil a que 
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halpia si& (*o~~denatlo el procesado IS. f’. V. y su a<~?ptac~~lín pw el Ejército 

<iel Mar, se formulaba con el carácter de graciable .v fundarla en las ra- 
zones de equidad expuestas por la Autoridad Judicial y recogidas en 10s 
informes tl(b los organismos Administrativos pertinentes. elrvti los autos al 
Slinistro de Marina para la resolución que estimara oportuno. y recibidos 
<Ie nuevo los antecedentes y Pieza separada con decrete> del Ministro de 
Marina par3 que se dicte la resoluci6n que proceda a tenor del art. 1.C62 
C.J37.. figura en dicha Pieza separada propuesta (1~ la Autoridad Judicial 
para ye se declare la responsabilidad subsidiaria de la Armada en la 
c,antldad de 63.495.130 pesetas. pendientes de abono después de acreditar- 
se la insolvencifin parcial del culpable. e informe tlesfavorat>le del Asesor 
(Zeneral del Ministerio por no concurrir en el presente caso los requisitos 
<a.senciales que permitan declarar la responsabilidad suhsidiaría del Esta- 
rlo. Se interesb nuevamente informe del Fiscal Toga<10 que mantuvo el mls- 
mo piirecer sustentado en su anterior dictamen, exponiendo la prwedenda 
de que por la Sala de Justicia se dictase auto sobre el punto concreto 
de ni ha lugar o no a la declaración de la responsabilidad subsidiaria del 
Ministwio de Marina. La Sala resuelve que si bien la Sula cle Justfcfu, en 
Providencia rlc 12 muyo Gltimo. al considerar In solicitud del interesado 
dentro del campo graciable en el que únicamente Za aludida petición podfa 
apreciarse. estimrí aconsejable la elevación de los antecetlfWcs al Exce- 

lsntfsfmo Sr. Ministro (tp MaRn para la resolución que estimara oportu- 

na por sumursc a cuantos fundamentos de equidad se formulaba por los di- 
versos organismos de la Armada y Autoridad Judicial yue intervino. ?ta 

que solamente en tal vfa gracfable y no en el terreno jurídico podfa tc.- 

nersf en cventa la solicitnd por no ser aconsejable la modificación de In 

legislación vigente sobre esta materia: mas habiendo sido desestimadl la 

aludirla petim’dn se está en el caso de proceder al examen y resolución dr 

In pieza que se acompaña (CONSID .O I), de acuerdo con. lo propuesto por et 
fikccf!lentísimo Sr. Fiscal Togado. res«lta pertinente. en efecto. dictar el co- 

rrespondientc auto con vistas a la resoluciiin del infl’dente. y en su virtud 

In Sola. de conformidad tambft?n C«?I los argumentos contenidos cn los iujor- 
)~¿es del Ministerio PCblico en lo que se refiere a responsabilidad dvil de- 

rlatnda judicial?nente. y visto cuanto se preceptúa en el art. 206 CJM.. no es 

procedente la declaracibn de responsabilidad civil subsidiati del Ejércfto 

rl~ Mar por los hechos a que se contrae la Causa núm. 33.955. de la Ju- 

risdicción de la Base Naval de Raleares instruída al obrero de la Maestran- 

‘~0 B. P. T’. (cONSID.” 11). 

7. Estafa frustrada. Art. 529, ISo CP. 

SC?%& 19 septiembre 1958 (IV Reglón Militar) .-.-En fecha no determina- 
da, pero que puede sefialarse dentro del mes de marzo 19!X, el Comen- 
dante de Ingenieros de la Escala Complementaria don A. C. P.. que se 
encontraba procesado en la causa núm. 1.719/54 de la IV Región Militar, 
se presentó en el domicilio del paisano don J. A. A., en donde se entrevistó 
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con la esposa de este. llamada doña E. M. F., a la que propuso le entre- 
gara ia cantidad de 10.0OO pesetas para conseguir que dos de sus hijos, 
hermanos gemelos, .J. y J. A. M.. mozos pertenecientes al reemplazo de 
1955. pudieran quedar destinados en un mismo Cuerpo de la plaza de Ceu- 
ta. Para hacer dicha proposición el procesado supo previamente que a los 
dos aludidos mozos les había correspondido en el sorteo de reclutas el cupo 
de Airica; per otra parte conocia el interés de la familia en que los dos 
hernianos fuesen destinados a una misma Unidad en el mencionado te- 
rritorio; v asimismo öahía que la indicad3 familia disponía de determina- 
dos medios twm~imicos, q~w facilitarían sufragar el importe de su ilícita 
petición. T para obtener su propcísito se atribuyó. en el momento de In 
eonversacitin <*on <loña E.. influencia suficiente. para así convencer en 
cuanto a la entrega de la cantidad solicitada: dejando ver a la menciona- 
da señora una lista que dijo era de recomendados, y alardeó de conocer I~,I- 
cho en la Caja tlr Reclutas núm. al Teniente don 1,. M. T. (que era 
también conocido de aquella señora) ; añadiendo finalmente, para demos- 
trar que disponía de muchos resortes dentro del Organismo en cuestik, 
que había de contarse tambien con el Capitán Sr. B., y advirtientlo clue 
In cantidatl pedida no debía entregarse directamente al mencionado ‘l’e 
niente don 2,. 31.. “porque este era capas de quedarse con todo”. Pocos dias 
después de la indicada entrevista, el encartado llamó por teléfono a doìla 

E!. 31. para conocer la decisión que la misma pudiera haber tomado rcs- 
pecto a su propuesta, v como la expresada senora creyera erróneamente 
que sus dos hijos hablan sido destinados a la misma guarnicion en Africa. 
v más aún per haber sido advertida por su cuñado, Sargento de Intenclen- 
cla, don J. C. C.. que no entregara cantidad alguna, contestó al procesado 
oue habían decidido que los aludidos hijos corrieran su suerte, sin que el!î 
pudiera dar ningún dinero al procesado. Pero como, en definitiva, los re- 
~Iutas fueron destinados a guarnición distinta. sus familiares, sospechando. 
aunque sin fundamento alguno, que lo ocurrido fuera una venganza del 
citado encartado, decidieron denunciar 10 acaecido. lo que. una vez efec- 
tuado, motivó el inicio de la presente causa.--CG. Oficiales GeneraCes: EE- 
tafa en grado de frustración (529, l.O/528, 3.0, CP.). 10.000 pesetas de mul- 
ta, sustituible. caso de Impago, por tres meses de arresto, llevando dicha 
sanción la accesoria castrense de separación del servicio. Llamó la atenci4n 
de la Autoridad Judicial en cuanto a presunta responsabilidad, deducible 
de las actuaciones. contraída por el Teniente de Oficinas Militares don 
L. $1. T.-Dejenaa: Recurso (797 CJM,) fundamentándolo en no ajustarse 
a la prueba procesal los hechos declarados probados, no habiendo cle- 
cutado ninguno de carácter delictivo su patrocinado.-Autoridnd Judicial: 

Conformidad, sometiendose al CSJM. la cuestión referente a la llamada de 
atención sobre el Tenlente don L. M. T.-Fiscal Togado: Aprobar la sen- 
tencia; deben dejarse expeditas las facultades de la Autoridad .Judicial 
de la IV Región Militar en orden a la ilamada de atención respecto u la 
conducta del Teniente de 0. M. don L. M. T.-Defensa: Absolución por no- 
torio error en la apreciach%) de las pruebas por no haber existido engañn 
de ningún genero: .v. finalmente. porque los hechos declarados probados 



tmicamente integrarían actos preparatorios, que no entran en la esfera pe- 
nal.-WJM.: Confirma porque entiwde que el CG que r~icí y folló la presen- 

te causa apreció con acierto la prueba obrante en autos. sin que en .forma 

alguna SI> desprenda la existencia de ~rrof notorio al rfrctuar. en cottcifw- 

cio. dicha uprecración. Y que asimismo estima 9w son los indicados los 

pronutl<:inmirntos jzcrírlicos 9ue P?L cl follo dicludo por dicho CG. SB cvntic- 

new en cuanto a calijicacidn jurídica de dichos hechos de autos. responsa. 

hilidnd como autor por parte del encartado. inexistencia de circunstancias 

wlodificativas dr la responsabilidad criminal y no uxistencio dc wsponsa- 

hilihd CiVil (cONSII).” i.NIC0). 

8. Resistencia II obedecer órdeoes de fuerza armada. Arts. 310 y 312 pá: 

rrafo primero CJM. Conducir sin estar legalmente habilitado. Ley 

9 mayo 1959, art. 3.O Reiteración. Art. 187, 1P CJM. At; 

títulos 189, 2.O 18.5, 9.O CJM. Consideración de falta grave. Artícu- 

lo 415 CJM. Fuerza irresistible incompleta. Arbitrio jndlcial. f)eter: 
minación de la pena. Ley 9 de mayo 1950. art. II. 

Sent. 26 septiembre 19.58 (II Región Militar).-EI día 21 marzo 1955, 
sobre la una y media, el procesado J. A. R. conducía un automóvil, sin 
estar en posesi0n del necesario carnet, transportando géneros de con- 
trahand<~. .vendo acompañado por otros paisanos no habidos, entre los cua- 
les figuralw M. G. R. (en rebeldía). Y al llegar al lugar denominado “El 
Toril”, del término municipal de San Roque, fuerzas de la Guardia Civil. 
uniformadas y de servicio en aquel punto, les dieron el reglamentario 
mandato de “alto”. El encartado no atendió la intimaci6n que se le 
hizo, hahíendo sido presionado mediante el empleo de violencia física. eie- 
cutada por el rebelde G. R., para no detener la marcha; siendo acto segui- 
do, el vehículo, tiroteado, así como Perseguido por la ya mencionada fuerza 
pilhlica, que consiguió la captura del automóvil y del procesado cinco ki- 
lometros más adelante. Condenado con anterioridad a los hechos de autos 
a treinta años de reclusión (conmutada por tres años y seis meses de pri- 
sitin) por delito de adhesión a la rebelión: a tres meses de arresto mayor 
por apropiar%% indebida, y a seis meses de arresto mayor por hurto.- 
CC. ordinario: Dos delitos: uno de resistencia a obedecer órdenes de 
fuerza armada, (X10/312, párrafo 1 .O CJM.) y otro. conexo, de conducir ve- 
hiculo de motor sin estar legalmente habilitado para ello (3.0 ley 9 mayo 
19501 agravante del art. 187, 12.’ CJ.M., como también, en lo que afecta al 
llelito de resistencia, la atenuante calificada del art. 189, 2.O CJM.; no 
apreciándose por el Consejo la mencionada agravante y sí la atenuante 
<allficada, considerando, Por tanto, el delito de resistencia, a efectos de 
Pbniclon. como falta grave, sancionable con arreglo al art. 415 CJM.; cua- 
tro meses de arresto mayor por la resistencia a obedecer órdenes de fuer- 
za armada. y dos meses y un día de arresto mayor por el delito de la 
leY de 3 mayo de 1950.-Autoridad judicial: Disintió porque no cabe estlmar 
concurra la eximente incompleta de fuerza irresistible; debiendose conde- 
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nar al procesado por el delito de resistencia a un año prisión, con las ac- 
cesorias de suspensión de todo cargo público, profesión, oficio y derecho 
de sufragio durante la condena.-Fiscal Togado: Confirmar la sentencia, 
salvando la omisiún que en ella se incurrió al no imponer penas accesorias. 
Df~~f~.sn : Confirmación.-CSJM.: Revoca, pues aunque de conformidad 

con ri criterio undnimemetite mantenido al respecto, los hechos de autos 

son integrnntes de un delito. en grado de consumacidn, de resistencia a 

ob(*decer órdenes de fuerza armada, definido y penado en los arts. 310 y 

312. párrafo 1.O. ambos preceptos del CJM.: toda vez que por parte del en- 

cartado no se prest6 la obligada obediencia a las úrdenes que para detener 

el vehículo qua conducía le habtan sido dadas por individuos de la Guardia 

Civil. que en el correspondiente momento se encontraban en el desempeño 

du servicios regiamentan’os del Instituto y que vestfan el uniforme pro- 

pio de EstP. Integrando asimismo dichos hechos un delito, consumado y 

conexo con el anterior de conducir un vehlculo de motor sin estar ic- 

galmente habilitado para ello, previsto y penado en los arts. 3.O y 12 de 

la ley dt- 0 mayo 1.950. habiendo surgido dicho delito el circular por carre- 
tera el procesado sin estar en posesión del carnet necesario para c!lo. 

(CONSID.~ 1). concurriendo en ambos delitos la circunstancia agravante de 

rfiterocidn. puesto que el culpable habia sido condenado con anterioridad n 

los herhos de autos por tres delitos que tenlan igual o mayor pena qw 

los ahora comrtidos: hailóndose prevista dicha agravante en el art. 187, 12.” 

CJMI, wz lo que concierne al delito militar cometido, y en el art. 10, 14 CP. 

yn lo que afecta al delito & la ley de 9 mayo 1950 (CONSID.~ III), en lo 

qw RP refiere concretamente al punto sobre el que ha versado disenso. 

0 sea. a la concurrencia 0 no de la circunstancia atenuante calificado se- 

fialndn en el art. 189. 2.O/l85, 9.O CJM.. la Sala. de conformidud con cl cn’- 

terio mantenido por el Fiscal Togado, entiende que el CG. obr6 con acierto 

al calificar lo existencia de dicha atenuante calificada en cuanto al delito 

militar ejrcutado. Y ello porque si bien no actuó sobre el encartado fuerza 

ffsica qtw se pueda reputar como irresistible, es lo cierto que en el mo- 

mento de nutos SC ejerció sobre Cl una violencia de dicho matiz ffsico qw 

produjo el resultado de disminucibn apreciable de sus facultades volitivas. 

lo que forzosamente genera disminución en su responsabilidad. que SI’ 

concretó sin la concurrencia de todos los requislntos precisos para deter- 
minar total exenri6n de dicha responsabilidad, pero si la mayor par@ (II 

PUOS (CONSID.~ TV), considerando la Sala, en lo que se refiere a penalidad 
imponible qur el CG. obrd con acierto ni hacer uso del libre arbitrio srffa- 

Indo en el nrt. 192 CJM. en lo que atañe al delito militar cometido y. en 

consecufwria. no apreciar a efectos de dicho penalidad fa circunstancin 

agravnnte de witeracidn. y, por ende. al estimar ~610 la existencia de la nte- 

nrcante calificado que ha quedado precisada y ni haberse de descender. para 

inriividuulizacidn de sanci6n a pena inferior a la de prisibn, hacerse uso 

de la norma contenida en el art. 239. pdrrafo penúltimo CJM,, reputdn- 

+hw el hecho. en cuanto a punici6n. como falta grave. imponiéndose arres- 

to K~NSID.~ V). pero. por el contrario. no fu6 aplicada por el CG. sanclbn 

fltlecvadn cn cunnto ni delito romfin cometido. ya qUQ al del>er hacww uso 



de las normas del COdigo otdinario. concretamente la del art. 61, 2.O, delNo 

imponerse. dada la concurrencia en dicho delito de ~610 nna circunston- 
CM agravan te. la pena de arresto mayor dentro de SU grado mdxtmo. Y 
tambikn debió hacerse aplicación de la otrl sancibn contenida en el art. ll 
de la ley de 9 mayo 1950. que se especijicarú en la parte dispositiva de es- 
te jallo (CONSILO VI). Condena, por el delito de resistencia a obedecer 

órdenes de fuerza armada, considerándolo como falta grave a efectos de 
punición, a cuatro meses de arresto mayor, con las accesorias legales de 
suspensión de todo cargo público. profesión u oficio v derecho de sufragio 
durante el tiempo de la condena; y por el delito de conducir vehículo de 
motor mecánico sin estar legalmente habilitado para ello. a las penas de 
cuatro meses y un día de arresto mayor, con las accesorias legales más arri- 
ba señaladas, y privación de permiso de conducir por tiempo de un año, de- 
biendo entenderse dicha privación, al no estar dotado del wrrespondtente 
permiso, en el sentido de que éste no podrá otorgársele durante el tiem: 
po de durarkín de la pena: no existiendo rewponsshilitlatles civiles que 
exigir.. 

9. Delitos contra el honer militar. AdmisiRa de dádivas. Art. 354. 8.“ CJM. 
Cohecho. Arts. 387 y 391 CP. Ruptura de la unidad de titulo de 

imputación. Art. 13 CJM. Asimilación a oticial. Principio de lega; 
lidad. 

Sent. 26 septiembre 1958 (Departamento Marítimo Cartagena) .-El pro- 
cesado J. P. Il., aprovechándose del conocimiento que tenfa con alguk 
tripulantes del vapor “Dómine” que en la fecha de autos, diciembre 1950, 
hacia el servicio de navegación de la línea Barcelona Canarias y regreso, 
propuso a los tambi6n procesados J. P. L., J. C. I., M. G. P., J. C. C. y 
A. P. M., llevar a efecto un alijo de tabaco, a cuyo fin, puesto de acuerdo con 
los marineros tripulantes del citado buque, concertú con los mismos la ad- 
(luisiclón de una partida de tabaco en Canarias, para luego arrojarla al 
agua en la desembocadura del río Llobregat. donde los encartados la re- 
cogerian utilizando una barca pesquera (RESCLT.~ 1). Convenida la puesta 
en práctica del indicado plan, y para asegurar su ejecuci6n con impunl- 
dad, se entrevlstaron J. P. B. y J. P. L.. de común acuerdo y propósIto con 
los otros nombrados, el 12 diciembre 1950, con el Contramaestre Mayor 
de la Armada, tambien procesado en esta Causa, don J. 3. G., en su pro- 
pio domicilio, al que tras de enterarle de lo que pretendian hacer, propu- 
sieron facilitase la operación mediante la omisión o apartamiento del ser- 
vicio de vigilancia que se le hallaba encomendado con la lancha “V-13”, 
mandada por dicho Contramaestre, del sector de la costa en que habia de 
verificarse el alijo. Por esta colaboración pasiva, de abstención. ofrecie- 
ron a don J. J. una dádiva cuya cuantfa no consta, que percibiría despu& 
de pasado el alijo. y conforme este procesado, J.. aceptó la proposición con 

la Promesa de dádiva que entrafiaba, quedando apalabrada de e.sa manera 
su actuación en Ja proyectada. Introducción de los generos (RESULT.~ II). 



Por motivos no averiguados, no se presentaron J. P. y demás paisanos pro- 
cesados, el dia fijado al efecto en el lugar maritimo donde había de ser re- 
cogida la mercancía del alijo. con lo que al echar al mar los marineros, en 
inteligencia con aquéllos, del “Dómlno” los bultos de tabaco fueron reco@ 
dos por la dotación de la lancha “V-13”, entre la que figuraba el Contra- 
maestre J., mandada a la sazón por el Teniente de Navío don M. C. M., 
quien se hizo cargo de la misma, de orden del Almirante Comandante Mi- 

litar de Marina de Barcelona, que lo dispuso así a causa de informaciones 
sobre la conducta sospechosa de don J. J., el cual, por su parte. silenckí 
10 que sabía de los indicados preparativos al Teniente de Navío que llevó 
a Cabo el .servlclo. particularmente cuando al verificarlo hablaron de yulj 
incidencias a la vista del lanzamiento de aquellos bultos, fingiendo no ha- 
berse apercibido de tal maniobra (~ESK’1.T. O III). La conducta del repetido 
.~ontramaestre se ofrecía sospechosa por los gastos excesivos de que hacía 
alarde y por ser de comentarlo público entre los convecinos que en su casa 
se formalizaban transacciones de tabaco producto de contrabando y de 
otros artículos de comercio ilícito (RFSI.LT .O IV) .-CG. Oficiales Generales : 
Delito contra el honor militar sin modificativas, al procesado don J. J. G.; 
aeparacicín del servicio con los efectos de bkja en la Armada con pérdida de 
todos los derechos adquiridos en el servicio del Estado, excepto los pasivos 
que puedan corresponderle por sus afios de servicio, y a los restantes, 
J. P. B., J. P. P.. J. C. 1.. M. G. P., J. C. C. y -4. P. M.. como autores de un 
delito de cohecho, sendas penas de seis meses arresto mayor y accesorias 
de suspensión de todo cargo público, profesión. oficio y derecho de sufra- 
gio, durante el tiempo de la condena.-dutoridad Judicial: Conformidad. 
Fiscal Togado: Que el único extremo que pudiera suscitar alguna duda, la 
calificación de un hecho conjunto como originario para uno de delito contra 
<AI honor militar y para otros de cohecho, es doctrlnalmente correcto. y, de 
no aceptarse. carecería de sentido y posible aplicaclOn la locución “admisl6n 
de dádivas” empleada por el art. 3.54. 2. o CJM., puesto que al existir la dá- 
diva indefectiblemente aparece el cohecho para el corruptor. En su conse- 
cuencia, aprobacl6n.-Defensa: Puso de manifiesto el error de hecho pa- 
decido en la sentencia respecto al segundo apellido del procesado J. P. L.. 
y los de derecho relativos a la distinta calificación que un mismo hecho 
merece seqún los diferentes procesados, el grado de particlpacl6n .v penas 
impuestas, que no considera ajustadas a la ley. Solicitó sendas penas de 
dos meses de arresto mayor para los procesados J. y P. B.. caso de wtl- 
marse probado el delito de cohecho, y absolución de los restantes.-En el 
acto de la Vista. el Teniente Fiscal Togado y la Defensa hlcleron uso de 
la palabra para insistir en las tesls’mantenldas en sus escritos. exponién- 
dose por el primero no existir los errores de hecho y de derecho alega<los 
por la Defensa, ya que la confusión sobre el segundo apellido de J. P. L. 
se rectifica a lo largo del procedimiento, apareciendo claramente con su 
verdadero nombre en la sentencia, y respecto a la callflcacl6n jurfdlca en 
relación al Contramaestre Mayor de la Armada don J. J. G.. le ea de apli- 
cación el art. 354 CJM. por imperativo del art. 13 del mismo Código, en ~1 
que se preceptúa que será de apllcaclón para los Oficiales v sus asimilados, 
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consideración WA que concurre en el Contramaestre Mayor, v que debe 
prevalecer por tratarse de un C6digo especial aunque el hecho esté asi- 
mismo tipificado en la Lev Penal Común. El Defensor Insistió en los fun- 
damentos expuestos en su escrito v en su parecer de que el Contramaes- 
tre señor J no está asimilado a Oficial, ua que la Orden Ministerial que 
regula la equiparación de los Mauores del Cuerpo de Suboficiales no puede 
prevalecer sobre lo prevenido en el CJM.-CSJM.: Revoca, porque ZQ ojer- 
ta de chídiva por los procesados J. P. L.. J. C. 1.. J. P. B.. M. G. P.. J. C. C. 

y ,-I. p. M. al Contramaestre tambi4n procesado doll J. J. G. y h aceP 
incicin dr pflo por fiste. paro que abandonando la vigilancia que desde Ia 
Ianchu guardapesca “V-13” de su mando. le era encomendnda en el sector 
naval de Barcelona. pudieran aqueZlos sacar libremente gtneros de con- 
trohando qwe echarlan del capor “D6mino”, constituye un delito de cohe- 
cho oue al tener por objeto lograr la abstención del mentado funcionario 
p?íbIico militar del acto que hubiera debido practicar en el desempeño 
del cometido ojictil a su cargo. SC halla comprendido en el art. 387 CP. 11 
en rl que. a tenor de su art. 391. incidieron todos los referidos procesa- 
dos. o son los oferentes al igual que el aceptante de lo adiva. siquiera 
tic Za penalidad de los primeros quede ezclufda la inhabWad&n especial 
de los arts. 389 y 391 CP. declaran aplicable ~610 al segundo. investido de 
la wndición de fztncionario pîiblico (CONSID .O 1) y por otra parte. el proce- 
strtio don .I. J. G.. al prestarse, primero a desentenderse. como en realidad 
wrrrrió. del servicio de vigilancia en el sector que tenía encomendado. 
qiwbrantando asf su obligacidn o consigna recibida que hubo de pasar al 
‘l’fwirnte de Navio que corrid con el mando de la lancha. por la descon- 
jiawto pn cl Contramaestre. y despu+% al ocultar lo preparación del nltjo, 
tw ver de fiar Za cuenta debiok de semejante novedad del servicio de SU 
caryo a los superiores. a fin de impedir el hecho o aprehender a los cuZ- 
pables. y Iíltimamente mostrarse con simulación ignorante de todo, cuando 
el Teniente de Naryfo designado envió a la vigilancia y advirtib la echazón 
d@, kltos al mar. implica manifiesto incumplimiento de los deberes tni- 
titnrrs de su empleo y funci6n. tanto en el aspecto especial del servicio 
qw rtpresam.entc tuvo asignado como en el general de ZeaZtad y prohi- 

dad demandobles a todo mititar profesional con sus jefes si ha de for- 
mor parte WmOmr?nte de los EjBrcftos. por lo que esa dejación abierta y 
~*«lnPWa. por eZ Contramaestre don J. J. G.. de sua deberes marciales fn- 
fWdibZes COnfigUrO 41 delito del art. 391. 2.O CJM. penable con indepen- 
dfwia del que anteriormente se aprecid. por dimanar el de ahora de una 
U+gfbiZidad ya razonada de conducta castrense cuya vulneración origina 
hmhih 3u 3Onhh pt?CUziOr (CONSIn .O II). En cambio. no cometid el pro- 
wsado señor J. G. el delito de admitir dddivas o promesa de ellas del ar- 
tfmh 354. 2.’ CJM.. porque le con&& el CC.. ya que semejante delito 
*eglZn tiene ya establecido Za Jurispudencia de este Alto TrlbuBaZ, ba 
(14 asentarse en Za reaZi%acidn de un servicio oficial que haya prestudo 
4 mftita+ Par 314 cargo o destino. reglamentaria y licitamente. solo qw 
m vez de mm-lfrse gratuitamente, como es obligado, el c&abZe recibe una 
bidiva 0 .W ptamesa en ntenrih a dicho senAn’ y en esta tidiva que sc 
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.estimo deshonrosa, no en el servicio, radica precisamente la culpabflidatl. 
de Ial modo que sin aquélla et acto resultal-ia legítimo, y como aqut al Con- 
tramaestra señor J. no se prrtendla retn’buirle por el servicio de vigilan- 
cia, sino por todo lo c0ntran.o. para que se apartara &l mismo dejándola 
abandonada! es claru que la dádiva ofrecih era en pago de esta trans- 
gresik t.k esta pasil?idad ilícita, y no en remuneración o gratificación del 
servicio oficialmente dado (Coxsro .O III). Del expresado delito de cohecho 
son responsables en concepto de autores por participación directa y solida- 
dad punitiva. con aneglo al art. 14. 1.O CP., el Contramaestre don J. J. y los 
paisanos J. P. L., J. C. 1.. J. P. R.. M. G. P.. J. C. C. y A. P. M.. y del deli?o 
militar también apreciado. alcanza iguul culpabilidad conforme nl artfcu- 
lo 1.96. 1.O CJM. n don J. J. G. únicamente (CONSID.~ IV). Respecto a la mul- 
ta que para los delitos de cohecho fijan los arts. 387 y 391 CP. como pena 
conjunta. cs de tener en cuenta que al TefeTiTse ambos preceptos a la 
cuantía de la dddiva. resulte indispensable determinar las mismas si SC 
.quiew cifrar la cantidad que abarque del tanto al triplo en que ha de 
fluctuar In sanción pecuniaria. y como en la Causa falta toda base pa- 
ra sentar rn qtc6 haya consistido la tidiva prometida y de otra parte el 
no tratarsr de pena principal única hace inaplicable el art. 28 del Cddigo 
duda la imposibilidad prdctica de fijar la referida multa, pues acudir n 
cualquier nrbitrismo para concretarla 7u, se ajustarin al criterio legalista 
que ha tlr presidir la penalizaci6n positiva y se cowerta el riesgo de in- 
currir en injusticia. peTjudicia1 a los encartados, por lo que no queda 
otra soluck5n que dejar de imponer estas multas indeterminables (CON- 
SIDERANDO VT).-Condena al procesado Contramaestre Mayor don J. J. C. 
por delito de cohecho, a seis meses de arresto mayor con accesorias de 
suspensión de todo cargo público, profesión, oficio y del derecho de PU- 
fragio durante el tiempo de condena, y de seis afios y un dla de inhabill- 
taclón especial para cargo público, en el efecto de separación del .servj- 
CiO. y por el delito de dejar de cumplir su8 deberes militares, igualmen- 
te calificado, a separación del servicio. Y a cada uno de los tambibn 

pmmados J. P. L., J. C. T., J. P. B., M. G. P., J. C. c. y A. P. M., como coau& 
refi del propio delito de cohecho, a seis meses de arresto mayor con sus acce- 
sorias. Absuelve a don J. J. G. del delito de admitir promesa de dádivas en 
consideración a sus servicios, de que fu4 acusado. 

10. Robo con homlcldio. Art. 541, 1.“ CP. Conrumaci6a. Art. 512 CP. 
Nockraidad. Premeditación. Alevosía. Trastorno mental transtto- 

do. Preteriatencioaalidad. Uso de armas. Art. 501, plrrafo áltt- 
mo CP. Art. 61, 2.. CP. Detcrmlnación de la pena. Pena de meer. 

te como única peoa inditible. Preámbulo del C. P., E. 

Sent. 3 octubre 1958 (Capitania General Baleares) .-El encartado, ca- 
ho prlmero de Art:, J. R. 0.. en la tarde del día 12 abril 19.W concibió el 
firme propósito de obtener dinero para salir con una señorita a la que 
habla conocido aquella misma tarde, y posteriormente. cuando se hallaha 



cenando en Ia cocina del Cuartel del Regimiento de Artillería núm. .... MJ 
apropió de Un cuchillo. que habia en dicha dependencia, de Uuos 20 rentf- 
metros de longitud Y 3 centfmetros de anchura, Y ello con ánimo de atp- 
morizar con la indicada arma a algún taxista Y así obtener el dinero desea 
do; Y en la noche del precitado dia durmiõ con el también mencionado 
cuchillo debajo de la almohada (RWJLT. 0 1). El dla 13 siguiente, tras haber 
estado en el cinematógrafo con su novia, y acompañado luego a eSta a sU 
casa. llevando en todo momento sobre sí el cuchillo cogido el día anterior, 
sobre las 21 horas y 30 minutos se encaminó a la oficina de la 7dna de 
Reclutamiento de Palma de Mallorca, donde a la sazón prestaba servicios, 
ron ánimo de cambiar de ropa para dirigirse al Cuartel del ya citado Re- 
gimiento de Arta núm. . . . . donde solfa pernoctar: mas vencido por la idea 
de obtener dinero. en lugar de dirigirse a dicho Cuartel. salió con el pro- 
pósito de lograr el metálico que consideraba necesario para ohsequiar a 
la ya aludida señorita, pensando salir con ella el siguiente día. Decidido 
a llevar a la prrictica su idea, marchó andando por el paseo marítimo, hasta 
llegar al barrio de “El Terreno”, desandando luego el camino para ir basta 
el Hotel Pacífico. en el centro de la ciudad, volviendo despues a dirigirse 
por el Paseo Marítimo hasta el Hotel Bahía Palace, vacilando ahora llevar 
ít tkmíno SU inicial propósito. mas. súbitamente, al llegar al último Lugar 
citado, Y siendo va las cero horas quince minutos del 14 abril, decidi6se 
ñ parar un taxfmetro que por allí pasaba, ordenando acto seguido al con- 
ductor se dirigiera hacia la carretera Soller. Una vez en esta, le indico SC 
desviara a la izquierda, tomando el camino conocido por Travesía del 
amanecer, que. inmediatamente detrás del Cuarte1 del Regto. Arta núm. _.. 
Une la predicha carretera con la de Valldemosa Y que, por lo solitario y 
eacaslsimamente iluminada (la noche de autos solamente habla en toda su 
extensión, Uno!: r>OO m., una bombilla, y aun Bsta dentro del recinto del 
Cuartel), fue elegido por el procesado para lograr con la máxima facili- 
dad SU anhelo de apoderarse del dinero que pudiera llevar el conductor del 
vehículo, llamado R. B. %. Mediado el tra.yecto entre ambas carreteras, con- 
sider6 el encartado llegado el oportuno momento v orden6 parar al taxis- 
ta: y una vez detenido el automóvil pregunto el procesado al conductor, 
para asegurarse Ia eficacia de SU acckin, sl llevaba cambio de 500 pesetas, 
y cuando le contestó que si, a la par que buscaba en sus bolsillos el cam- 
bio solicitado, desde el asiento posterior sorprendtendo al taxista, puso en 
el cuello de este el ya mencionado cuchillo de cocina, conminhndole a que 
se estuviera quieto Y le entregara el dinero que llevaba. El sorprendido 
t~&ta giró el Cuello para mirar hacia atrás, Y entonces el procesado, al 
ver <{Ue no se accedia inmediatamente a su pretensión de entrega de di- 
nero, clavó el cuchillo en la garganta de FL B., produciéndole una heri- 
da de unos 8 centfmetros de profundidad y 3 de entrada que, entre otros 
efecto& SeccionO la vena yugular interna del agredido y originó una in- 
tensfsinla hemorragia. Visto lo cual, y con grandes manchas de sangre 
agresor Y vfcttma, el primero, al darse cuenta del grave daño productdn Y 
alarmado por ello, desistió de su idea de robar Y se apeó del taxímetro’al 
tiempo que pt’onunclaba Ia frase “Madre mía” ; dirigiendose por detrAs 
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del vehículo en dirección contraria a la que este llev6, y amparándose en 
la oscuridad reinante, por la falta de alumbrado y ser noche lluviosa se 
dirigió a su Cuartel, y antes de penetrar en él. previo escalo de la corres- 
pondiente tapia. arrojó el reiteradamente mencionado cuchillo a un pozo 
n c*isterna de las cercanfas, que le era conocido: acostándose luego en su 
clormitorio sin ser visto por nadie y después de haber tratado de limpiar las 
manchas de sangre de sus ropas sin lograrlo por completo. A consecuen- 
cia de la herida sufrida falleció en el Hospital Provincial de Palma de 
.Mallorca R. B. %. sobre las 13 horas del mencionado día 14 abril, a conse- 
cuencia de shwk traumático debido a la intensa hemorragia padecida; slen- 
(10 de hacer constar que, según resulta del folio 54 de esta causa, al ser 
intervenido a su ingreso en el Hospital el luego fallecido, llevada sobre sl 
X1,25 pesetas y otros efectos y objetos, todos manchados de sangre (RE- 
SIU.T~NDO II). El 17 abril, y poco antes de que el procesado tuviera que ser 
interrogado por la Policía gubernativa, que habiendo hallado el cuchillo y 
descubierto su procedencia, venía realizando en méritos del sumario nú- 
mero 117 del Juzgado de Instrucción núm . 2 de Palma de Mallorca, desde el 
día le anterior, investigaciones entre el personal del Cuartel, dicho en- 
cartado huyó del referido Cuartel, sobre las 15 horas y 40 minutos, yendo 
a presentarse ante un sacerdote, a quien. fuera de confesión sacramental. 
ront<i haber matado a un hombre, sin dar más detalles, solicitando la a.vuda 
propia de su sagrado ministerio, y haciendo exclamaciones como “ipor 
qué habré hecho YO esto?“, aconsejando el sacerdote a R. 0. se presentase 
a sus jefes, para lo cual el primero citado llam6 telefónicamente al Capitan 
Sr. R. R.. el cual se presentó a los pocos instantes, yendo acompañado por 
dos policfas. a quienes el procesado confesó los hechos, siendo conducido 
posteriormente al calabozo del Cuartel. Es de hacer constar que el pro- 
cesado, con anterioridad de dirigirse al sacerdote mencionado tras de au- 
sentarse del Cuartel, tuvo la idea de suicidarse 9 para ello se apoderó de 
una navaja de afeitar propiedad del Regimiento; desistiendo despu& del 
indicado prop6sito (RESULT.~ III).--CG. ordinario: Probados hechos que ~610 
difieren de los detallados en que se expresó que la vfctima. tras de la ín- 
timidación para que entregara el dinero que llevara, “giró el cuerpo, sin 
que a partir de este momento, y debido al nerviosismo del procesado, único 
testigo, se pueda precisar si hubo verdaderamente ocasión de defensa para 
el taxista agredido”. Robo con homicidio (501, 1.0/500/512 CP.) agravante de 
nocturnidad, rechazando la premeditaci6n y alevosia, asf como el trastorno 
mental transitorio y la preterintencionalidad; treinta aAos reclusión mayor, 
con las accesorias de interdlcclón civil e inhabilitación absoluta durante el 
tiempo de la condena, efecto especial de expulsión de las filas del Ejérc1t.o 
con pkdlda de todos los derechos adquiridos en Cl; y debiendo en concepto 
de responsabilidad civil, abonar a los causahabientes de la vfctima la su- 
ma de 65.000 pesetas, dejandoles a salvo el ejercicio de las acciones civiles 
o laborales que pudieran corresponderles-Voto particular: Vocal p 
nente solicitó la imposición al procesado de pena de muerte, por concu- 
rrir las agravantes de nocturnidad y alevosfa .-Fiscal: Recurso (797 CJb¶.) 
aportando argumentos en pro de su tesis acusatoria p alegando haber 
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existido en el aludido fallo error notorio en la apwiacibn de la prueh 
9 en Ia aplicación del derecho.-Autoridad Judicial: Disintió Pr enten(:er 
concurren las cir(*unstancias agravantes de alevosla y nocturnida& no 
existiendo nirquna atenuante. procediendo imponer pena de mUerte.- 
Fisca] Tog&j: Revocación .v pena de muerte, al ser autor del delito +? 
robo con homicidio previsto y penado en el art. 501, 1.“/.500/512. siendo de 
aplicaci6n el art. .MI, p5rrafo último CP.: concurriendo en el mencionado 
delita las circunstancias agravantes de alevosía, premeditacidn v noc- 
turnidad.-Defensa: Veinte años y un día de reclusi6n ma?‘or, al ser rw- 
ponsable de robo con homicidio, con la agravante de nocturnidad v las 
awnuantes de preterintencionalidad v trastorno mental transitorio: o que, 
en el supuesto de considerarse no concurrente las indíradas circunstancias. 
se le sancionare con pena de treinta afios de reclusión ma~or.-f?S.IM.: Re- 
voca, porque los hpchos de autos son constitutivos de un delito de robo 

con homicidio. previsto y penuo?u en el art. 501. l.“/500/512 CP.: toda vez 

que ~1 ptocrsndo. llevodo del ánimo de lucro y del propósito de nporle~o~s~ 

de rnsa mwhlc ajeno sin la voluntad de .w dueño. llevõ a cabo ncm’ón de 

to qlte wsultb el fallecimiento de la persona que había escogido como Víc- 

tima de bus apetencias pecuniarios ilícitas. Siendo dicho delito en grado de 
ronsumncibn yo que. en rl coso 9ne se contemplo y de conformGind con 

lo regulado en el mencionado nrt. 513 del CP. la accidn deUctiva 9ue 

que&5 perfrrcionacia cuando hubo surgido el resultado lesivo porn In oidn 

de una persona. aunque no se obtuvo por el delincuente el efecto onhclado 

pn cuanto nl dinero que no le pertenecía (Co~sm.~ 1) v en lo 9ue respecta 

nl erfterio snstentodo por el Fiscal Togada en el sentido de estimar qu 

t=n el caso de clutos no es de aplicación la reglo contenida en rl artícu- 

lo 61. 2.0 Cl’.. en razón a que por haber hecho upo de .w 0rm.0 el procesn- 

do .se halla incluído en lo agravante especial consignudn en el art. X1. ,mí- 

rrnfo último CP.. que seiíala Za apltcacidn o!eZ grado mdximo de lo pena im- 

ponihlr. en este caso la ok muerte. sin necesidad di que concurran otros 

ngravantes la Snln entiende 9ue no es adecuudo dicho criterio. en atención 

n qtir el arma en cuestíbn la utilizd el reo pora ngrpdir a sn víctima. fin. 

que In emwlearo contra otras personas ni al cometer el delito. ni vara vtn- 

teger su h?tída. ni para atacar o sus perseguidores o a los auxiliadores del 

ogrcdido. OUP es el caso que contempla el supuesto que Pxamtnnmos. OUP 

parwe referirse al empleo del arma contra terceras personas. cuyo rrqui- 
sito no se di6 en los hechos de autos: y. en consecuen.&. se pstim<r debp 

ser tenido en cuento y aplicado el pdrrofo 2.0 del núm. 2.0 del susodicho 
WtiCUlO fil CP.: siendo odemás digno de tomarse en consfdera&$n que 

Cm eI cr&?r[o fiscal se llegoti en Za moyo& de estos delitos de robo. 

COVI homicidio. en que es lo mós frecuente el empleo de un ofmo porn 

agredir 0 Za vfctimo. que serZa seflabxda casi afempre corno taxativo un 
Pem de muerk. snnddn que no se establece en el CP. para ninguna clase 

de delfto~ como Sda y ~Xcluut7~0. y ost consto en el opartad~~ E) &l preám- 

bulo de dicho OLerpo legal: contraridndose con aquel critedo el deseo ex- 
presamente ~ntfeetodo por el legislador & 7~) scflahr nunca como ún’. 

co kz pem c@tnl. imptdféndose. por ende, lu posible aplfcacidn rlrr penn. 
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temporal en aquellos supuestos en que el Tribunal. atendidus Ias caracte- 

rísticas especiale de cada caso no creyere pertinente la aplicacidn de ta 

indicada pena capital, pena ésta que de admitirse aquella interpretnción 
sería inexcusablemente obligada imponer (CONSID.~ III). Por lo que se re- 

fiere al extremo sobre el que ha versado el disentimiento. o sea, el de 
circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal. estima la Sala 
que concurren y son de apreciar dos circunstancias de agravacidn. lo clc, 
nocturnidad. recogida en el art. 10. 13 CP.. y la de alevosía. setiludtr en 
el art. 10, 1.O La primera de ellas. apreciada incluso por In defensa y del 
CG. resulta evidente. pues el procesado se aprovechó de la hora Ae ma- 

drugada- y de la falta de alumbrado en el lugar que eligió para realizar 
el hecho, y ello con intewidn o!e proporcionarse una mejor huida. asi co- 
mo posible impunidad del delito. Y la extstenciu de la segunda se patentiza 
por c! modo como llevó a efecto el citado encartado su agresión. o sea de ma- 
nera súbita e inesperada por ta víctima, sin que esta. dada la posición que en 
el coche ambos ocupaban. pudiera aprestarse a la defensa. al menos ejicien- 
temente, siendo. además. de notar que la aludida víctima no llevaba consigo 
armo alguna, por lo que se dan todos los requisitos exigidos en el art. 10. 
1.O. mfrrajo 2.O CP.. al realizarse la acción sin riesgo para el agresor provi- 
nierrte de la defensa que pudiera hacer el agredido: estando descartada 

por dictamen m6dico obrante en autos lo hipótesis de que la víctima se 
clavara et cuchillo al volver bruscamente la cabeza. afirmándose. por el 

contrario, que juc’ un golpe dado con fuerza el que introdujo dicho cuchi- 

llo en. el cuello del interfecto (CONSID .O IV). En cuanto a la agravante de 
premeditación conocida, no apreciada por el CG. ni por el vocal Ponente, 
en su Voto particular en discrepancia del fallo por aquel dictado. ni tam- 
poco por el Auditor de Guerra y Capitán General de Baleares. y ~610 esti- 
mada concurrente por los Fiscales. Regional y Togado. no la aprecia ta 
Sala en rax6n de que la idea delictiva que concibid el procesado, clara- 
mente expresada. fu6 la de apoderarse del dinero del tazjsta. a cuyo fin le 

amedrentaría con el cuchillo. amenazándole para que le entregara el alu- 
dido dinero; siendo lo cierto que si a la indicada victima le fu6 clavado 
el referido cuchillo. causándosele con ello la muerte. no consta que tal 
hubiera sido el propósito de J. R. 0. & manera cierta. Además, siendo in- 

herente la meditación y madurada consideración &l proyecto formado a 
la esencia de las delitos contra la propiedad. que es el propuesto, repre- 
sentando aquellas uno fase del proceso mental necesan’o para dar satisfac- 
cidn al lucro ilegítimo inspirador de dichos delitos. no serfa justo que 

constituyere un recargo agravatorio de la sanción al hecho mismo asi 
planeado; considwacfdn que ha de extenderse al resultado en el delito com- 
plejo ejecutado rlp robo con homicidio, por cuanto se originó por aquella 
especfjica manifestación o!e una voluntad encaminada a lograr un apode- 
ramiento de los bienes ajenos, fin último de la accidn y supuesto distinto 
y de conclusiones opuestas a si el propósito de matar hubiere sido el de- 
terminante de la accidn y el robo un accidente o consecuencia de aquella 
intención, como asf lo expresa la sentencia del Tribunal Supremo ok 7 fu-- 
lio 195.5: m6xlme si se tiene en cuenta que en el presente caso el robo no. 



tleg6 a prnd2Lcirss, sin qw ello. naturalmente. ohsfp a la calificncih kgnl 
11~ los hpchos como encuadrados en el art. 501. 1.0/500/512 CP. (CoNsrnF- 
RANO VJ. NO son de apreciar los circu.nstoncias dr otenuuci~n de In os- 
ponsobilidatt alegadas por la defensa del encartado: lo de trastorno men- 
tal transitono. reputado en’mente incompleta. ew atención a que do ningu- 

nn faceta subjetiva del encartado. anterior. coincidente 0 posterkw n 105 
iwchos de autor se deduce base de ningún gPne+o sobre que apoyarln. má- 
.sime al tenerse e71 cuenta el dictamen mkdico qw sobre la personalidad 
psíquica de dicho procesado obra en el procedimiento: y lo dc prftcrintr’,n- 
cionalidad. dado que PRge. entre otros requisitos. la rxktencio de ?tn dolo 
9niciol. lo cuol obstaculiza su optecioción en delitos comn el prt‘sen1e 
-de resultndo- en los que es inoperante la intención del culpobk en lo 
que atanc n la consecuencia total y conjunta producido en df,finitiìw: 
bastando ~71 los supwstos de tobo con homicidio el que con ocasión dc 
rltentar contra la propiedad ajena se genew la pkdidu de eristencia para 
la vfctima. tuviere o no el delincuente intención de originar dicho falle- 
cimiento. Y qw tampoco puede estimarse como ex+stente la atenuante del 
art. 9. 9.0 CP. puesto que. conforme o dicho precepto. para ser eficaz el 
nrreventimiento espontáneo ha de producirse ron anterioridad a que el 
culpable conozca la apertura del correspondiente procedimiento judicial; 
requfsito qur no se da en el caso de autos, pese a que el procesado palen- 
tizare algwnas circwutancias. tales como la de no haberse apoderado del 
din.ero quc Ilrvnba la victima, posiblemente ante la impresidn qur le pro- 
dujo la intensa hemorragia consecuencia de la herida producida: ast como 
la rù! hobwse presentado dicho procesado onte un sacerdote. cuando ya 
sabfa dr los investigaciones policiales que se llevaban a cabo por roz6n 
-de la causo seguida entonces por la jurisdicci6n ordinaria. inhibido luego 
a favor & la castrense. en cuyo momento exteriorizó oquP1 con. palabros y 
ademanes. pesar y contriccidn por lo ocoecido. lo que únicomentp podría 
implicar remordimiento pesaroso de tipo moral. pero sin alcance jurítìi- 
co 0 legal. (CONSID.~ VI).-Condena a la pena de muerte, que caso de indul- 
to llevara constgo las accesorias legales comunes de interdicción clvii del 
Penado e Inhabilitación absoluta durante el tiempo de la condena, produ- 
riendo el efecto de expulsión de las filas del Ejército, con perdida de to- 
dos los derechos adquiridos en el; y, en concepto de responsabilidad ci- 
vii, 75.ooO Pesetas, asf como a satisfacer los dafios y perjuicios ocasiona- 
dos Por ei delito. aqu&ios en el taxfmetro y &tos al duefio de dicho veh(cu- 

lo. por ios gastos de reparación y los que experimentara ei tiempo que 
estuvo sin utíkario, todos los cuales habtin de determinarse en período 
de ejecución de sentencia: debikdose devolver el cuchillo y navaja de 
afeitar de que se apoderó el procesado al Regimiento de Artilierfa núm. . . . . 
al que pertenecen dichos efectos. asI como al padre del interfecto los objetos 
Y útiles que ie fueron ocupados y la cantidad que llevaba consigo al co- 
meterse ei delito. El taximetro debed quedar a la entera disposición de 
su dueño don J. R. A.. cesando el depósito que se habla constituldo en 
cuanto a dicho vehfculo: y debtendose entregar la tarjeta de identidad 
intervenida a su titular dofía D. L. E. 



II. Deserción al extranjero en tiempo de paz. Irt. 374 CJM. Fraude mi: 

litar. Art. 403, 4.” CJM. 

Senl. X ortuhw 19% (Ejército España S. <Ie Africa) .-F:n la noche del 
17 noviemhre 1957. el soldado procesado 1. R. G.. legionario de segunda 
del Tercio Gran Capitán. Primero de la I.egitin. tras haber pasado la lista 
reglamentaria tIe retreta se ausentó de la I’nidad de su destino, tuvo 
acuartelamiento radica en Tauima. apoderándose previamente de una hi- 
cicleta perteneciente a dicha Unidad, montado en la cual se internó en la 
zona sur de .~arlvecOs. permaneciendo en ella hasta el 27 julio 195X en que 
fué entregac!o a las Autoridades españolas por las marroquíes. La bicicleta 
(lue el procesado llevó consigo no ha sido recuperada, ni consta en autos 
su tasaci6n peririal.-CG. otdinario: Absolvió del delito de deserción al 
extranjero en tiempo de paz por estimar que no tuvo libertad de movi- 
mientos durante el tiempo que permaneciti ausente de su Unidad: fraude 
militar (403. 5.O CJM.) un aiío y seis meses prisi6n militar, con la arcesoria 
tic pérdida de tiempo para el servicio y antigüedad por un período igual al 
<le la condena, debiendo satisfacer en concepto de responsabilidad civlf a 
la [ínidad perjudicada el valor de la bicicleta. según la cantidad que peri- 
la noche del 27 enero 19.57 abandonó la Unidad en que prestaba sus servi- 
cialmente SC determine en trámite de ejecución.-Votos particulares: Pre- 
sidente y un Vocal militar en el sentido de que el procesado era respcm- 
sable del delito de deserci6n. al extranjero en tiempo de paz, de acuerdo 
con la acusación Fiscal. condenándosele en el primero de dichos votos a 
tres años prisiún militar y dos años y un dfa de igual pena en el segundo. 
adem8s del delito de fraude que se aprecia en la sentencia y por el que se 
le ronden6 en ambos votos particulares a la pena de seis meses y un día 
<le prisii>n.- .4utoridnd Judicial: Disintió por estimar que, constando acre- 
(litado en autos que el procesado montado en una bicicleta se ausentó de 
la Unidad de su destino el día 17 noviembre 1057. internándose en lo que 
fué zona del protectorado frances en Marruecos, en la que permaneció 
hasta que fué entregado a las Autoridades españolas por las marroquíes. 
tal acto, dr duraci6n superior a tres días. con propõslto de eludir sus de- 
beres militares voluntariamente contraídos, integran. además del delito 
<le fraude apreciado en la sentencia, el de desercíón al extranjero en tiem- 
po de paz, previsto y penado en el 374 CJM.. procediendo imponerle la 
pena de tres años de prisión militar con los efectos legales consiguientes 
,v por el fraude la de un año de prisión con sus accesorias.-Fiscal 4fili- 
lar: Conforme en un todo el disenso.-Defensa: Revocación y que se con- 
dene a su patrocinado por fraude (403. 4.O CJM.) sin modificativas, a seis 
meses y un día de prisión militar, absolvi&dole del delito de deserción al 
extranjero en tiempo de paz y se le imponga una falta grave de primera 
deserrión 1.131 CJM), el correctivo que dicho precepto seAala,--CSJM.: Re- 
wc.7, porque la conducta del soldado procesado I. R. G.. abandonando lo 
Unidad cl~ su destino sin estar debidamente autorizado. internándose en In 

zona marrngt~i para pmwse fuera del alcance jw+sriiccioml de las ..luio- 
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ridades militares espafiolas, con el indudable propósito de eludir el cum- 
plimiento de sus deberes castrenses voluntariamente contraídos, integffl 
el delito de deSetción al eztranjero en tiempo de paz. definido y penado en 
el 370, l.“!374, párrafo 1.O CJM. (CONSID. 0 1) y la sustraccidn de la bicicleta 

llevada a efecto por el procesado y que t!ste no teintegrd sin justificación 
legitima, en cuanto dicho vehtculo era de la pertenencia del Cuerpo don- 
de acluE1 prestaba sus servicios, constituye el delito de fraude premsto y 
sancionado en el 403, 5.O CJM. (CONSID. o II), procediendo indemnizar a la 
Unidad a que pertenecía, el valor de la bicicleta que no ha sido recupera- 
da (CONSID.~ V).-Condena por el delito de deserción al extranjero en tiem- 
po de paz a dos años y un día de prisión militar, con la accesoria de des- 
tino a Cuerpo de Disciplina por el tiempo que después deba servir en fi- 
las, descontóndoseie para todos los efectos el de la condena; y como autor 
del delito de fraude, a seis meses y un día de prisión, con las accesorias 

de suspensión de todo cargo público, profesión, oficio y derecho de sufra- 
gio durante el tiempo de la condena y efecto militar de pérdida de igual 
tiempo para el servicio y antigüedad. En concepto de responsabilidad civil 
deber5 abonar al Tercio Gran Capitán, Primero de la Legión, el valor de la 
bicicleta que no ha sido recuperada, por el importe de la tasación pericial 
que se determine en trámite de ejecución de sentencia. 

12. Dcserctóa al extranjero en tiempo de paz. Arts. 370, 1.” 374 CJM.. 
Tentativa de deserción al extranjero. Arts. 236 p¿rra!o cuarto, 239 ph= 
rrafo penliltimo, y 211 CJM. Consideración de falta grave. Ar- 
tículo 415 CJM. Responsabilidad civil. 

Sent. 10 octubre 1958 (E. de España en el N. de Africa).-El procesa- 
do, legionario del Tercio Gran Capitán, Primero de la Legión. A. A. R.. en 
la noche del 27 enero 1957 abandonó la Unidad en que prestaba sus servi- 
cios, con residencia en Tauima (Marruecos), marchando hacia el sur deL 
pals; siendo despu& detenido en Berkane y trasladado rn&s tarde a la 
Prisión de Kenitra (antigua zona francesa), donde permaneció hasta el 
dla 13 agosto 1957 en que fu6 entregado a las Autoridades españolas.- 
CC. ordinario: Declaró como probado: “Que el procesado A. A. R., legio- 
nario del Tercio Gran Capitin, Primero de la Legión, en la noche del 27 
enero 1957, y tras de haber pasado la lista de retreta, se ausentó de su 
acuartelamiento, sin licencia de sus superiores, y consiguió internarse en 
la llamada Zona Sur de Marruecos, hasta llegar a Berkane el día 29 siguien- 
te, en que sobre las 12 horas se presentó a las Autoridades de dicha Zona 
quienes le internaron en Uxda y Rahat, y, luego, en la Prisión de Kenitra. 
de donde despuf& fué devuelto a las Fuerzas del segundo Tercio de la Le- 
gión, quienes le reintegraron a su Acuartelamiento”. Y el Tribunal estim6 
que loa hechos no eran integrantes de consumado delito de deserción, ni 
de tentativa de dicho delito, como tampoco de ninguno de otro género; y 
absolvi6.-Voto particular: Del Presidente, por estimarle responsable de 
delito de deserción al extranjero; tres afios-dutoridnd Judicial: Disinti6 
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por estimar un delito de deserción al extranjero en tiempo de paz (X74 
CJM.), tres años de prisión militar, con efecto de pérdida de tiempo de 
servicio y antigiiedad durante su cumplimiento v destino a Cuerpo de 
Disciplina por el que le reste de servicio en filas, rescindicndose su com- 
promiso como voluntario.-Fiscal Militar: Conforme con el disenso-k- 
fensa: que se sancione a su defendido con tres meses de arresto, al ser 
solamente responsable de tentativa de deserción al extranjero: siendo apli- 
cables el art. 236, párrafo 4.“. 289/211. y muy concretamente el 239. pá- 
rrafo penúltimo CJM.; debiéndose considerar el hecho como falta grave, 
sancionable conforme al art. 415 CJM.-CSJM.: Revoca porque configurado 
el delito df deserM6n por el art. 370, 1.O CJM. en faltar el individuo tia las 

clases de tropa por más de tres dZas consecutivos de la Unid& dr des- 

tino, y establecido como quedu que el procesado .4. A. R. SC ause?Q(j de su 

1Jnirùld por acto de libre determinaci6n el día 97 enero 1957. mwchando 

a la Zona Sur de Marruecos. donde continuó ininterrumpidan~ente hasta 

el dfa 13 agosto del mismo año. en que fu6 reintegrado a las Autoridades y 

Tem’lorio españoles, o sea que permanecid fuera de filas 197 días, es ma- 

nifiesta la comisicin fornal del expresado delito de deserción. que ha de 

califirarse al extranjera. penado en el art. 374 CJM.. par la estancia riel 

desertor en territorio así conceptuado (CONSID.~ 1) y en la causa ILO apa- 
rece pruehs alguna de que el encartado puedu hallarse asistido df, rir- 

constancias determinantes de exención de responsabilidad dentro de las 

que taxativamente enumera el art. 185 CJM.. que precisamente por consti- 
tuir situaciones juridicas de excepción necesitan acreditación cumplida 

para su viabilidad, y en consecuencia, se carece de toda Dase para la ex- 

culpacibn &1 acusado, segtín hizo con error notorio el CG. sentenciador 

(CONSID.~ II), ni concurren circunstancias atenuantes ni agravantes: ha- 

ciéndose uso del art. 192 CJM. para deternGnaci6n de la pena que luego se 

precirará. atendikndose a todos las características objetivas y xrcbjetivas 

coinddentes en cuanto al hecho de autos (CONSID.” IV) .-Condena por de- 
lito de deserclOn al extranjero en tiempo de paz. a dos años de prisibn 
militar, con perdida para el servicio y antigüedad de un periodo de tiempo 
igual al de la condena, y debiendo ser destinado a Cuerpo de Disciplina por 
el tiempo que despu& deba servir en filas, con arreglo a la legislaci<in de 
reclutamiento: no existiendo responsabilidad civil exigible. 

13. Falsificaci60 de documento mflltar. Arts. 302, 1.O y 303 CP. Artice- 
10 191, 4-O CJM. Pases de salida. Falsificación de documeotos de 
IdentIdad. Art. 313 CP. Determlaación de la pena. Art. 318. CP, 

Qaebrantamiento de arresto. Art. 437, 8.O CJM. 

Sent. 1.5 octubre 1958 (Base Naval Canarlas).-El 23 junio 1957. encon- 
trándose arrestado en el Arsenal de Las Palmas, el cabo 2.O amanuense 

M. R. G., con destino en la Ayudantfa Mayor de dicho Arsenal, se apropió 
de un impreso de la citada Oficina, de los utlllzados para autorizar salidas 
del Arsenal, y estampando en el mismo el sello de la Dependencia. imit6 
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la firma +l -\-udante Mayor. Capitán de Corbeta don 1.. 11. 1.. [-na vez 
hecho todo esto, sali a la calle, en el citado día utilizando para ello aque 

pase, que exhlbii> al Oficial de Guardia.-CG. o~dinwi~: Falsificación de 
<[ocumento militar (394, 4.0 CJ.M./W: Cl’.), modificativas. cuatro años, dOs 

meses y un dla de presidio menor y 1.000 peseta. r: de multa, sustltuíhle. caso 
dle impago, por dieciséis dias de arresto m& Ial; accesorias v efectos lega- 
les (torrespondientes: tlamando por Otrosí la atención sobre la posible 
exis*.encia de una falta grave de quebrantamiento (le arresto.-Autoridad 
Judicial: Disintiú por error de derecho. ua que el delito cometido era de 
falsificacibn de documento de irlentidad 0 certificado (313 CP.I ; y aun cuan- 
do se admitiera la calificación sustentada por dicho Tribunal sentenciador. 

<lehería haberse tenido en cuenta lo dispuesto en el art. 318 Cl’. a efectos 
de atenuar la pena. así como sancionar en el fallo la falta de quebranta- 
miento de arresto; propone se condene por el art. XI:1 CP. a cinco meses de> 
arresto mayor. accesorias y efectos legales. >’ por una falta grave de que- 
hrantamiento de arresto (437, 8.O CJM.) tres meses de arresto militar.- 
Fiscal Togado: Procede aceptar el disenso en lo referente a la no apllca- 
ción del art. 318 CJM.. ya que. a su juicio. procede hacer uso de las facul- 
tades que confiere dicho precepto dadas las circunstancias del caso y es- 
casa relevancia de los hechos, por lo que la revocacltin imponiendo seis 
meses v un día de presidio menor y multa de 1.000 pesetas, sustituíble. 
en caso de impago, por quince días de arresto, debiendo asimismo sel 
sancionado con tres meses de arresto militar por una falta grave de que- 
hrantamiento de arresto.-Dcfwsa : Delito de falsificación de documento 
de identidad (313/314 CP.) multa de 1.000 pesetas, y tres meses de arresto 
militar por falta grave de quebrantamiento de arresto.-CSJM. : Revoca. 
pues In oiestidn qw se planteu en fa prfwntu Causu y que mofiw5 el di- 
senso qzc~ dió lugar n In ehación du los autos a este Alto T~‘hunol fu6 el 

extwmo relativo a la calificación juridica de los hechos y asi. nrientrns cI 

CG que la vi6 y fa116 los encuadra en el art. 303 CP. en relacicín can el ar- 

tículo 194 4.’ CJ.u. por estimar que se trata de un documento militar ~1 

/nlsifkado. nplicnndo en consecuencia la penulidatl que corresponde con 

arreglo (1 estos prrceptos. el Auditor y Comandante General de la Rasc 

Snwrl de Canarias discrepwon de tal criterio. por considerar, dc un lado. 

QIW dado la cla.~u del documento, SU tipificación m6.s conveniente pudiera 
ser In sefialada cti el art. 31.3 CP. que castiga la falsificación de documen- 
tos de identidad y certificados siendo el de autos dr Indole análoga. ya que 

se trMaba de identificar n una persona en el permiso de salida correspon- 

rliente. y por otru parte, de no aceptarse tal criterio, igualmente disentir del 

fallo dictado por dicha Ttihunal serztenciador. por no haber hecho uso cn 

un CQSO como el perseguido, de la facultad estableci<ùI en el art. 318 &l 

repetido Código que autoriza a imponer la pena inferior cn un grado a 

la respectiva aeiinlada, teniendo en cuenta las &cun&an&s concurren- 

tes en determinodas falsedades (CONSID.~ 1); ahora bien, los hechos que se 
declaran probados son en efecto constitutivos de un delito de falsificación 

de documento militar. previsto y penado en 10s arts. 302, 1.0 y JO,? cp./lg4. 

-3.’ C.L%f.. toda 1’eZ que el proresado fingir; la firma &l Ayu&n&e Mayor del 



Arsenal en rtno de los impresos que en dicho establecimiento militar c,.ri.s- 

lían. y cuyo documento tiene In considerackín de público. a tenor dio. 10 ,‘s- 

tnhtecido VII et precepto legal líltimamente citado. resultando prrj.c(‘tr(- 

mentf ajuslndo 0 tlerrclro cl cfitfrio qw sostiene el Auditor y Coit~nt~- 
danle Grnernl rlu I.1 t3rl.w .Vaval dr Canarios sobre Za procedencia y aplica- 

c-ibn del art. dIA’ Cl’.. funifndo en cuenta. sobre todo, la finalidad que co), 

documento fdsifirorlo se perseguía y escasa trascendencia de los hc~has 

V?ONSID.~ ll) , sin cjur concurran ni sean de apreciur circunstancias motli- 

ficativas de la rc~sp»r~subilidad criminal. si bien. en lo que se refiere o Itr 

aplicación <h In pena. lo Sala. Iracir.ndo uso de lo prevenido en el art. ::l$ 

CP. decide intpotwr los penas de arresto mayor y multa de la cuantia eu- 

rrespondirn te. es decir. la inferior n la sefialada en el art. 30.3. apliccínriosc 

cn su grado nkrimo n terror de to dispuesto en el art. 194. parrafo priwcro 

(7J.U. (COKSII).~ III,. Atlem8s, los hechos renlizados por el procesado son 

integrantes de asa jalta grave de qnebrantanknto de arresto. definida !I 

sancionada P)I í*I nrt. -1.X. Co CJW. (CONSID.~ VI) .-Condena por el delito 

de faisificacion tir documento militar. a cinco meses de arresto mayor con 

las accesorias tIc wxpenskjn de todo cargo público, profesión, oficio !- 

derecho dc .cufragio durante el tiempo de la condena, y el efecto de pérdi- 

cia de su tiempo para el servicio, v a la multa de 1.090 pesetas sustituíl~lr. 

en caso de impago. por quince días de arresto; .v por una falta grave (Ic 

quebrantamitnto de arresto, tres meses de arresto militar, no formuJ~n- 

close deciaracirín de responsabilidad civil por no haberla exigible. 

14. Imprudencia simple con infracclóa de reglamento. Responsabilidad ci: 
vil subsidiaria E. de Tierra. Art. 206 CJM. Indiferencia del número 
de familiares de las victimas. 

Auto Z5 octt!hre 1958 (Ejército España en S. Africa).-Por Sent. 8 no- 

viembre 1957 la Sala de .Justicia del CSJM. se declaró probado: “Que en la 

noche del 31 agosto al 1 septiembre 1955, regresaban de Tetuán a Alcázar- 

<iitivir. por carretera, en camiones, soldados indfgenas del Grupo de Regu- 
lares de Infanterfa de J,arache núm. 4. que hablan ido a reconocimiento de 

fotoseriador. Formaha parte de la expedición el camion matrícula E. T. 

WJ.ti32, conducido por el procesado soldado C. M. P., en el que iban 25 in- 

dividuos de tropa en cl rajón y un cabo primero, también moro, en la 

cabina: al Jiegar en el itlnerarlo a la llamada curva de la muerte, entre 

los kilómetros 128 y 129 del trayecto. la tomó el nombrado conductor P. tan 

abierta que. saliendo el camión del pavimento duro asfaltado. a pesar de 

tener el mismo anchura suficiente para cruzarse con holgura dos automti- 

viles, se situó el E. T. 90.632 en el paseo de peatones que forma el borde 

derecho de la carretera tuvo piso de tierra poco afirmada cedió al paso (iel 

vehlcuio y di6 lugar a que éste volcara y sufrieran lesiones 20 de sus ocu- 

pantes, de los cuales fallecieron a consecuencia de ellas el mismo día uno 

de septiembre ion soldados núm. 7333, que según su filiación se llama 

A. R. M.: núm. 9.517. cuyo nombre es. segín el certificado de defunción. 
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ul de x. B. M. y el que figura en su filiación. de M. B. II. núm. 19.I94 figu- 
r-ando en el certificado de defunción con el núm. de A. B. B. y en su fi- 
Iiaoj6n ron el de A. B. F. v el núm. 18.750, cuyo nombre figura ser. en el 
certificado de defunción el de A. B. S. y en SU filiación como M. B. H. Los 
demaa lesionados, cabo primero núm. 9.217 M. B. M. y soldado núm. 7.245 
T. B. L.; 7.875 D. B. H.; 8.447 A. B. B.; 13.558 M. B. A.: 15.798 T. B. H.: 
18393 M. R. -4.; 12.613 M. B. Y. L.; 12.940 M. B. T.; 7.229 A. B. T.: 7.553 
Y. R. x.: 17.454 Y. B. M.; 2.474 H. B. T. 8; 18.757 A. B. E. S:: 13.311 Ll. B. 
S. F.. v 12.591 M. B. L.. han curado con utilidad para el servicio y actitud 
para el trabajo. salvo el 12.591 M. B. L., a quien ha quedado rigidez de la 
articulacuín escápula humeral izquierda y atrofia muscular con inutilidad 
para el Ejército, después de 222 días de asistencia facultativa: los demás 
curaron en menos de quince días los 13 primeros, en veintidbs días los 
números 2.174 y 18.757. y en cincuenta y nueve días el núm. 13.311 L. B. 
S. F’.. habiendo importado las estancias de hospital causadas por todos 
ellos 1X830,87 pesetas, y los gastos de reparación del camí6n menciona- 
do 575 pesetas (RESULT.~ 1). Estos hechos fueron calificados como delito de 
ímprwlencia simple con infracción de reglamentos -Código de la Circu- 
lacicín por impericia 0 negligencia profesional (585, plrrafos 2.O y 5.’ CP.) 
v aunque los males sean varios y de diversa fndole, pues de mediar mali- 
c:la wnstituirían estos figuras punibles de cuádruple homicidio, de lesiones 
graves ?’ leves y de daños, como el acto imprudente y justiciable, objeto 
del ritado art. 565 que es el mismo, e informador de toda la resultancia 
no procetlí¿~ castigar ésta por separado, sino en delito único subsumido en 
la referida imprudencia. En cambio la suma gravedad que evidentemente 
revisten dichos males requiere que su sanción guarde cierta proporción 
wm ellos, objetivamente contemplado. y por ser también necesario tratar 
con cierto rigor esta delincuencia de peligro abstracto, lo que llev6 a la 
Sala. en uso de las facultades que le concede el parrafo 5.O diado, a elevar 
la penalidad basica en un grado y subir asI a la prisión menor conforme 
a los arts. 53 y 7.1 CP.. y condenó al citado C. M. P. H. a la pena de un 
año >’ dos meses de prisión menor, accesorias legales y, en concepto de 
responsabilidad civil. a indemnizar en 10.000 pesetas a los herederos de 
los soldados indígenas muertos: en 2.599 pesetas al soldado núm. 12.591 
M. 11. L. por su incapacidad parcial permanente, sin perjuicio de los de- 
mas derechos que pueda tener en razón de ella o de su inutilidad en 
presunto acto del servicio; en 13830.87 pesetas al Estado por la estan- 
cia ~le hospital que causaron los lesionados, y en 575 pesetas, también 
sl Estado. por los daños que tuvo el camión, imponi6ndole finalmente 
Ia retirada definitiva del permiso de conducción y declarando para caso 
<ie insokencia la responsabilidad civil subsidiaria del Estado (BF.NLT.~ II). 
Declarada la insolvencia del reo y pasado el expediente al Ministerio del 
Ej@r(‘ito a los efectos del art. 1.962 CJM., la Asesoría Jurídica emitió in- 
forme estimándola procedente en los mismos términos propuestos, esto 
tfs. wntrafda a los casos de fallecimiento y de inutilidad permanente. 
Confwm el Subsecretario (RESULT.O III). -F~.WXZ Togado: Procede en 
CUanto a lar Indemnizaciones a satisfacer al soldado incapacitado y a los 
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herederos de los cuatro soldados fallecidos, bien entendido que IU cuan- 
tía en favor de estos tíltimos será de 10.000 pesetas por cada víctima 
cualquiera que sea el número de familiares entre los que haya de dis- 
tribuirse la citada suma, todo ello por haber ocurrido los hechos en ifcto 
de servicio reglamentariamente ordenado.-CSJM.: Por Loa propios fun- 
damentos en que se apoya el informe del Excmo. Sr. Fiscal Togado de 
esle Consejo Supremo de Justicia Militar que la Sala hace suyo en to- 
das .sus partes, y acreditado que el reo carece en absoluto de bienes para 
responder de los responsabilidxxies civiles declaradas en la sentencia, vis- 
to lo dispueslo en el art. 206 CJM., es procedente okclarar la responsa- 
biliar! cid subsidiaria del Ej&cito de Tierra en cuanto n las indemni- 
zaciones a satisfacer al soldado incapacitado y a los herederos de los 
cwtro soldados fallecidos, bien entendido que la cuantía en favor de es- 
tos Gltimos serd de 10.000 pesetas por cada vktimu, cualquiera que sea 
el mímero de familiares entre los que haya de distribuirse la citada suma 

(CONSID.~ ÚNICO). Acuerda declarar la responsabilidad civil subsidiaria del 
Ej&cito de Tierra en la cantidad de 42.500 pesetas a entregar en la for- 
ma sefialada, 10.000 por cada uno de los cuatro fallecidos y 2.500 al sol- 
dado incapacitado núm. 12.591 M. B. L. 

15. Malversrcida. Art. 394, 8 CP. Falslficacló~~ documento oflclal. Uso 
documento falso. Art. 302, 1.O y 2.O CP. Art. 304 CP. Documento 
militar. Trastorno mental transitorio. Art. 185, 1.0 CJM. COOCUWJ 
Ideal. DeUto medio. Art. 71 CP. Art. 238 CJM. Buenos anteceden= 

tos. Art. 194, 4.0 CJM. Cansas personales de agravación de la pena. 
Delito más grave. Delito continuado. Aprectacióo de la prueba. 

Sent. 18 octubre 1958 (Región A&ea Pirenaica).-El 9 enero 19% se 
promovid parte de que el procesado, Capitán del Arma de Aviación (Ser- 
vicio de Tierra) don A. M. G., Jefe de la Escuadrilla de AutomOviles des- 
tacada en . . . no habla satisfecho sus haberes ni la indemnizaci6n fami- 
liar del mes de diciembre anterior a varios especialistas de la Unidad; 
practicada pericialmente la liquidación de la Unidad, se determinó que 
de las cantidades que tenfa recibidas de la Mayorla y de la Pagadurfa 
Regional dc Haberes para cocina y administración de la Compafila, pago 
de haberes e Indemnizacfón familiar, extraordinarlos de Navidad y pre- 
supuesto de primera quincena de enero, se hallaba en descubierto de 
156.992.28 ptas.. habiendo manifestado el encartado no disponer del di- 
nero necesario para saldar el dbficit. Durante la tramitación se compre 
hó que tenla abonadas 1.090 ptas. de indemnización familiar y que en 
cambio habla descontado a doce conductores en exceso la cuota del Mon- 
tepío Laboral por un importe en conjunto de 636,36 ptas,, todo lo cual 
hace cifrar el referido descubierto en 15&548,84 ptas. (REXVLT.~ 1). En 
fecha imprecisa. pero no posterior a agosto 1955, el Capitán procesado 
recibió directamente de la Pagadurla del Negociado administrativo del 
Servkio dr Automovilismo del Ministerio del Aire un llhramiento de 
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w.m,~ pms. v Ia correspondiente nómina para hacer efectivo eI plus 
de 25 por 1ot) de carestía de vida del año 1954 a 29 especia~is~s: el 5 seP 
tiembre siguiente indicó a catorce de ellos. residentes en ZaragoZa. clue 
Ie firmaran, como Io verificaron. con un recibo cada uno. dejando en 
hIahco Ia cantidad, que dijo era para reclamar dicho plus. El (1 diclem- 
hre 1955 devolvió como justificación de aquel libramiento a la mencio- 
nada PagadurIa. expedidora del mismo. tres recibos de los expresados 

que le hablan suscrito J’ la mímina con 26 supuestas firmas de OtrOS tan- 
tos perceptores; pero éstas no fueran estampadas por IOH Interesados. 

(Iuienes. consiguientemente. no las pusieron. El acusado declarO ignorar 
qué persona o personas firmaron realmente en lugar de kas Ilamados a 
hacerlo, y en el oficio que remiticí a la I’agadurla consta literalmente: 
“Adjunto tengo el honor de remitir a Vd. nómina del plus de carestía 
de vida correspondiente al año 1954, una vez firmado por los interesados 
y lo< recibos tle acluellos <Iue por estar ausentes no lo han podido efec- 
tuar en la citada mímina, significando que el motivo del retraso ha sido 
que el personal destacado Y alguno de ellos por estar fuera del servicio 
(lesde hace tiempo ha obligado a Ir averiguando el domicilio actual para 
hacer efecti\lo el importe de los atrasos.-Dios guarde... Zaragoza. 9 dl- 
ciemhre 1955..-El Capitán Jefe de la Escuadrilla, r\. M. G.“. En la se- 
gunda quincena <Ie diciembre pagó el referido plus de carestía de vida 
a 14 conductores por un total de 48.881.70 ptas.: a los otros 15 especialis- 
tas no les abonó cantidad alguna ni tampoco firmaron recibo de ella. 
por lo que dejó de satisfacer por este concepto .X418,1.5 ptas. de las 
9!9.299,55 ptas. que cobró en virtud del lihramiento núm. 1.230 de men- 
chín (RESCLT.~ II). Tanto de las 1%..548,48 ptas. como de las 50.418.15 pe- 
setas a que ascienden uno Y otro de los descubiertos explicados, se apr(r 
pi6 e! procesado don -1. M. G., sustrayéndolos. sin que haya reintegrado 
suma alguna (REscI.T.‘J III) _ El Defensor alegb en exculpación del Capi- 
tan don A. M. G. un estado de enajenación mental al delinquir, y propuso 
prueba testlflcal y pericial, que se tradujo en que diversos testigos de- 
clararon haber advertido en el señor M. G. anormalidades de proceder, 
reacciones pslquicas violentas, especialmente bajo el influjo de bebidas 
alcohólicas, y que en definitiva le conceptuaban como individuo poco 
equilibrado o alterado mentalmente, en tanto que algunos otros depo- 
nentes. desde luego en mucho menor número, dijeron que no habían no- 
tado en el procesado semejantes anormalídades. y los peritos médicos. 
especialistas en psiquiatría, que le reconocieron, dictaminaron que en don 
A. M. G. no se apreciaban manlfestactones patológicas de tipo pslcótlcn 
ni otras valorables expresivas clfnlcamente de que estuviera afecto de 
enfermedad mental. la que tampoco estimó acreditada el Consejo de Gue- 
rra (REs~LT.~ IV) .-CD. Ojfciales Generales: MalversacIón (304, 3.0 CP.) 
Y fa1slfkaciOn de documento oficial (302, l.O, 2.O CP.), equlparado por el 
134 CJM. a documento público, medio necesario para cometer otro de 
maIverW16n que se estima constituye un único delito, dada la unicidad 
de Ia Pro@adeacia de los caudales, pertenecientes a la Hacienda Militar 
de1 Ejercito del Aire en definitiva, Y a la unldad de propósito delictivo. 



apreciando Ia agravación especifica del 194, 4.O y haciendo aplicación dei 
71 CP. y del 2.33 CJ%i.: estimando sus favorables antecedentes, diez años 
v un dia de presidio mayor y otra de diez años y un día de inhabiiita- 
ci6n absoluta, con las accesorias de inhabiiitaci6n absoluta durante el 
tiempo de la condena y efecto militar de perdida de empleo.-Defensa: 
Recurso (797 CJM). con hase en no haber apreciado la eximente total o 
incampieta de trastorno mental transitorio.-A rrtoridad judicial: Aproha- 
cidn.-Fiscnl Togado: Si bien conforme con la declaración de hechos pro. 
hados. estimó que, aun admitida su redacción, dehieron reunirse en un 
ioio Resuit.” los dos de la sentencia por faciiit.ar ello el encuadre legal 
lle los hechos de un delito continuado de maiversaciiin, ya que la conse- 
cuencia lógica de la separación que se hace de los hechos sería la consi- 
cleracíón de dos delitos distintos de tal naturaleza en vez de uno solo. 
sin que obste a ello que para la comisión de algunos de los actos Inte- 
grantes dQ aquel delito fuese precisa la falsificación del documento ofi- 
Qial: conforme con la caiíficaridn legal. discrepa en cuanto a la pena a 
Imponer que estima debe serio, tanto en cuanto a la de presidio mayor. 
como a la inbabiiitación absoluta en la extensión de once años. cuatro 
meses y un día, resultado de considerar más grave ia pena del delito &1 
malversación (por llevar consigo la de inhabilitacióni que la del de fal- 
sificación y por prescripción del art. 71 CP. en reiacibn con el 194 CJM.- 
Defmsa: .4bsoluci6n por concurrir la eximente de enajenación mental 
transitoria, o alternativamente se apreciara dicha eximente como íncom- 
pieta v se estimara como atenuante muy calificada. imponí6ndose seis 
años y un día de prisión mayor por un único delito de malversación di 
caudales públicos. y de considerar la existencia de este delito y del de 
faisificaci6n de documento oficial. se penen separadamente a fin de que. 
aun sumando mayor número de años las penas privativas de libertad. 
lleven consigo como accesorias la pena de separación del servicio y no 
la de perdida de empieo.-CSJM.: Revoca, porque si bien atribu&ia por 
los arts. 787 y 799 CJM. al CG. la apreciaci6n <le las pruebas. en coti- 
rienda y según su criterio racional. no se han salido de esto los juzgtr- 
dores al establecer la resultancia gue a su juicio anojan los autos, ya 
gue encuentra la misma indudable apoyo en el conjunto de dichas prw- 
has. de tal modo gue ?ínicamentc ofrecen discrepancia las relntivas nl 
estado mental del inculpado, segrín antes se expuso: pero como la valo- 
ración. de Qllas es precisamente misibn del Tribunal y no parece que fkte 
utilixara con nOtorio error el arbitrio 9u.e tiene conferido. puesto QUQ SII 
estimaciõn & normalidad pstguica y la consiguiente imputabilidad en el 
procesado no choca con la realidad procesal, se está en ~1 caso de res- 
petar la d<TkWaCidn de probanza formulado que por tanto SC repite ahora 
en esencia. completándolo únicamente con algún extremo que razonado 
por rl CG. en idintico sentido debe pasar tambifn n ella K!ONSXD.~ Il. 
La sustracddn por el procesado de diversas cantidades de lo Hacienda 
del Estado. recibidas en su condición àe Capitán JQfQ de la Escuadrillo 
de .Iutomóviles. para hacer efectivas obligaciones de ia misma. .9ue en 
partr no satisfizo. bosta dejar los descubiertos antes indicados de 156.548.84 
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pesetas y de 50.418,15 ptas., configuran claramente el delito & malver- 

sacidn de cau&les públicos del art. 394 CP., ya que es indudabk reves- 

tian esa calio?& los fondos distraldos. ast como &I func%n del encarta- 
do. en mérito de la CIMI~ estos quedaron a su cargo. y teniendo en cuenta 
fa unidad de pensamiento y de objetivo del culpable que informa a los 
SUCPSI'VOS apoderamientos, la analogia de los actos de su ejecucion Y la 
sinynlaridad también de bien jumdico lesionado, han de estimarse todos 
~110s. segíín ha entendido el CG.. constitutivos de un solo delito conti- 
nuado. que por la cuantía de lo malversado encaja en el 394, 3.O (CONSI- 

DERANDO 11’1. Sin embargo, aunque el fingimfento en la nómina de grati- 
ficaciones de casestfa de vida. de la firma de los llamados a cobrarlas 
como si efectivamente hubieran sido receptores. o!ando por supuesta así 
la comparecencia e intervención personal de los mismos en el documen- 
to. cuando esto no tuvo lugar. origina de modo palmario el delito de fal- 
srdnd del 302. 2.O CP., no hay motivos sufia'entes para atribuírsele al 
procesado. desde el momento que éste se mostrd ignorante de que’ indi- 
dividuo hubiera puesto las firmas y no se ha verificado prueba pericial 
u otra que permita concretar si en efecto fu6 o no el Capitán M. G. quien 
llem5 a cabo o dispuso formalmente la estampacibn material de ellas. 
pues la simple autorresponsabilización abstracta por el hecho no es equi- 
parable al acto concreto de cometer la falsedad, que según el contexto 
del párrafo inicial del 302 mencionado ha de realizar el reo de manera 

palpable. quedando aquf en la penumbra ese punto sustancial: resulta 
en cambio patente, en especial, con el oficio de remisión de la nómina 
firmada transcrito al principio, que el acusado, con entero conocimiento 
de jue la mayorla de los incluZdos en ella no recibieron la cuota a que 
eran acreedores. devolvió la reptida nomina a sabiendas de la simula- 

-ci& fis SUS fiT?mS. para tratar asi & justificar en su provecho que al libra- 
miPn.tO del importe de la misma habia dado correcta aplicadõn. y como 
~110 implica el malicioso uso con inten&n de lucro de un documento 
!slW de los enumerados en el 302, o sea público y el qw nos ocupa re- 
viste tal +ndole por hallarse expedido y surtir efectos en oficinas pribli- 
ras del EM-cito y ademds por virtud del 194. 4.0. pbrrafo 2.0 CJM.. inci- 
de dicha utilización del documento falseado en el 304 CP., mejor que en 
el 302 que estim6 el CG. (CONSID. O III). En el delito de malversacinn dc 
cawiah flblicos. por pertenecer estos al EjErcito del Aire. concurre el 
esso de especial agravacidn establecido en el 194, 4.O CJM.. sin que sean 
de aPreciar otras circunstancias modificativas no eximentes de la respon- 
sahilidad. pi@s respecto de la enajenacibn invocada por cl Defensor yo 
se dijo qlle no se comprobaba, según estimó el CG.. cuyo criterio man- 
tienen +walmente la Autoridad Judicial con SU Auditor y el Fiscal To- 
gado: no en’stiendo. por otra parte. en la causa elementos de juicio tan 
concluyentes que evidencien la equivocacidn de ese parecer y el consi- 
‘Wientf’ estado morboso privativo o aminorador de la libre determinacibn 
dPl Procesado. mdxime teniendo en cuenta que la presunción legal es la 
* nwmalfdad del sujeto : que ningún indicio de psicopatfa o de otra en- 

fermedad mental hubo de notar el Instructor durante el trámite de 10s 
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actuarioncs. y qur los hechos delictivos. tanto por su nuturaleza y pro- 
ceso de ejecucii)n. como por el periodo de tiempo en QW tuvieron des- 
arrollo ininterrumpido. tampoco patentizan que sean obra de un pertur- 
bado (CONSID.~ V). Realizado el delito de uso de documento falso con pos- 
teriondad n la pn’nwrn fase del de malversackín continua& que trataba 
de ocultar y sin guardar después relación alguna con los actos ulterio- 
ws & «q?til/a. 110 cabe estimar, como estimb el CC., que fuera el prime- 
ro medio necesario parcl cometer rl segundo. ya que la conedón parcial 
suscrptiblr di l?crse al tt’nor del 23. 4.O CJM.. en nada arguye a favor del 
concurso ir’eal previsto en. al 2.38 CJM.. por lo que ha de seguirse la 

regla general de su nrt. 237 de punición independiente. si bien al hacer- 
lo. ?n Sala, cn ejercicio de las facultades que le àa el 318 CP. para reba- 
jar en un grado la pena señalada al delito de falsedad. impone Ia infen’or 
autorizado. utendiendo a la gravedad qua ya reviste el castigo de la mal- 
versarión ~1 a lu conducta anten‘or del culpable con excelente compor- 
tamiento militar cn la guerra de liberación (CONSID.~ VI).-Condena por el 

<lelito rontjnuado de malversación a las penas de diez años y un día de 
presidio mayor con accesorias de pérdida de empleo e lnhabllltacl6n ab- 
soluta durante el tiempo de la condena, y de diez años y un dia de in- 
habilitación absoluta y efecto militar de separación del servicio, y por 
uso de documento falso a sabiendas, con ánimo de lucro, a dos meses > 
un día de arresto mayor con accesorias de suspensión de empleo Y de 
todo cargo público. profesiOn, oficio y derecho de sufragio durante la 
condena. .y l.ooO pesetas de multa. 

16. Estafa de hospedaje. Art. 529, 1. 0 CP. Separación del servicio. Artícu- 

lo 213 CJM. Error mecanográtlco. Medlda de la peaa. Art. 61, 
4.. CP. 

Srnt. 22 octubre 1958 (IV Región Militar) .-El procesado don L. L. 
F. P., a la sazón CapitSn de Infanterla en situación de primera reserva. 
el 1.O mayo 1957, en compañía de su esposa, quedó alojado en calidad de 
huésped en la pensión denominada “Rubi-Pra”, de Barcelona, sita en el 
Pasaje de la Paz, núm. 7 bis. y que regenta don J. R. B., haciendo cons- 
tar e! encartado desde dicha fecha su condición de militar y prometién- 
dole al mencionado señor R. que le requirlõ para que le abonara las pen- 
sionrs devengadas semanalmente, que lo harfa a Anal de mes y cuando 
cobrara sus haberes militares. Como quiera que transcurrido el mencio- 
nado plazo de un mes no hiciera efectivo el procesado el importe de las 
alurWas pensiones, fué reiteradamente requerido para que lo hiciera. 
Ilamfindosele la atención a tal respecto por el repetido encargado de la 
pensibn, por lo que el 16 junio slgufente el procesado y su esposa aban- 
donaron aquélla, dejando en su habitación los efectos personales que 
figuran relacionados en el proceso. En la misma fecha el Capitán don 
1,. L. F. reconoció la deuda contraída en la pensión “Rubl-Pra”, según 
documento que queda unido a las actuaciones y por un importe total de 
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5.121) ptas., cuantla que hasta la fecha no ha sido abonada por el encar- 
t.aio.-CG. Oficiales Generales: Declaró probados hechos simllares, con la 

única salvedad de señalar. seguramente por error mecanográfico. que el 
procesado y su esposa abandonaron la pensión donde se alojaban, el 
6 junio en lugar del 16 en que efectivamente lo efectuaron: estafa (529. 
l.O/528, X0 CP). por cuanto que el encartado, mediante el dolo engafíoso 
clue significaba su promesa de hacer efectivas unas pensiones con el ím- 
porte de w  paga. consiguió retardar el cobro de aqu6ll.w hasta que se 
cumpliera la mensualidad, sin que. llegada ésta. las hiciera tampoco efer- 
tivas. abandonando por el contrario la pensiõn con el evidente prop&i- 
to de perjudicar u su propietario; haciendo uso de la facultad que ron- 
cede 61. 4.* CP.. dos meses de arresto mayor. accesorias comunes corres- 
pondíenteq y la especifica militar de separación del servlcio, e indemni- 
?ar al perjudicadr~ en J.120 ptas.-Procesado: Recurso (797 CJM.) ale- 
gando tratarse de una deuda de carácter civil y que no tuvo intencihn 
en ningún momento de dejar impagado el importe de la pensicin, por 
lo que no se da el delito de estafa que se le imputa.-rlutoridad judicial: 
Aprobación.-Fiscal Togado: i\probación. siendo preceptiva la imposiri6n 
de la pena accesoria de separación del servicio, no obstante haber sido ya 
anteriormente condenado a ella, toda vez que podria llegar a producir efer- 
tos si por aplicacicín del art. 213 CJM. el procesado fuese rehabilitado por 
una ley de la primera pena de separación del servicio.-Defensa: Tras ex- 
pone? que no procede la aprobacirin del fallo dictado por existir error en 
cuanto u los hechos ?’ no darse las condiciones necesarias para que exista 
el delito de estafa. absolución; una falta leve prevista en el art. 143 CJM.- 
En el acto de la Vista el Teniente Fiscal Togado insistid en su escrito (11, 
acusación al estimar que concurren claramente las condiciones para que 
se dé el delito de estafa, como son el perjuicio económico y engaño, ua que 
el culpable prometió ahonar la pensión cuando cobrara sus haberes milita- 
res, siendo así que sólo percibía 300 pesetas mensuales, por estar sujeto a 
descuento: J’ la Defensa se ratificó en sus puntos de vista. exponiendo que 
aun en el caso de que su defendido tuviera la paga sujeta a descuento no 
podrla dsta quedar reducida a 300 pesetas, ya que excedería del límite 
señalado por la Le~.-CSJM: Aprueba, porque la sentencia dictada por el 
CV. que vi6 y folld lo presente Causo resulta ajustada a derecho en torlns 
sus partas y acertados cuantos pronunciamientos se contienen en lo mis- 
ma. sin que las razones alegadus en el recurso formulado contra ello de- 
han prcvnlecer por falta de verdadera consistencia, puesto Que la rlc- 
clnracirln de hechos probados -con Za único salvedad de ser el dio 16 
junio la fecha en 9ue el procesado abandond la pensión-. respondf al 
cotitwGdo de los autos: la colificoctbn como estaba del art. 529. l.0/52R. 3.“ 
CP.. es perffctamente adecuada y recoge entero y exactamente la actun- 
cibn del encartado. es asimismo acertada el uso 9~ se hoce de la facultad 
contenida en el art. 61. 4.O del repetido C6digo a efectos de graduar la ex- 
ten*Wn de la peno impuesta. siendo igualmente correctos los demds pro- 
~Un~OmientOS del fallo en relacidn al abono de prisidn preventfva. o las 
Penas accf?wrias Comwws y lo especial militar de reparad& del servfcto. de 
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conformidad con lo preceptuado t’n el art. 221 CJM. y. por último, la res- 
ponsabilidad c-k-i1 que se em’ge dc 5.120 ptas. cuya cantidad corresponde 
al perjuicio ocasionado: por lo que. en conclusión. resu pertinente acm-- 
dar !a aprobaci0u de la sentenria dictada. haciéndola jirmr y ejecutoria 
c’n todos S?/S parfes (CoNSID.0 i.TNlc-O). 

17. Homicidios, lesiones y danos por imprudencia temeraria. Art. 565. pi. 
rrafo primero en relacicin con 407 420. 4.“/422!563 CP. Caso fortuito. 
Artículo 8, 8.” CP. Imprudencia simple con infracción de reaa: 
meatos. Medida de la pena. 

Sed. 24 octuhw 195X (III Regicin Militar, .-F:l I febrero l!)ef, Sol,re 
1;~ seis de la tarde. el procesado. Teniente Médico. don -4. D. C., conducia 
l)or el trayecto COI?IprendidO entre Alcantarilla y 3furcia. en dlreccl6n a 
Ia última localidad citada, la ambulancia de la .lefatura Provincial <ie sa- 

nidad de Murcia matricula MU-11XX. acompañándole en el mismo vehfcu- 
10 su padre. don A. D. !H., que fué quien. como Jefe Provincial de Sanidad. 
tt* .?UtOriZ(í para COndUCido. y el conductor que tenía asignada dicha ambu- 

lancia, llamado R. G. P.; ,v al llegar a la altura del kilórnettlo 329. en el 

sitio conocido por puente de Cuatro Ojos, marchando LI velocidad excesiva. 
puesto que las inmediaciones de la mencionada rarretera se hallaban ha- 
hitadas y la propia vla de comunicactón se encontraba de ordinario, a la 

hora de referencia, muy concurrida. sin que mediara ninguna urgencia que 
10 justificase, trató de rebasar a un camión que. tamhibn a gran velocidad, 
circulaba delante de 61, a cuyo efecto pidió el procesado paso, que le di6 
el camión arrimando hacia su derecha. pero. por razones no dilucidadas en 
la presente causa, cuando la furgoneta-ambulancia se encontraba a su 
altura. cerca de la cabina, el camión hizo un movimiento hacia el centro de 
la carretera, aunque dejando siempre paso sobrado para que pudiera discu- 
rrir la furgoneta que conducfa el encartado, quien arrimó el referido ve- 
hlculo tanto a la izquierda que perdió su dominio, dando lugar a que .sa- 
Hera de la calzada, chocando contra un árbol y cayendo después sobre 
un grupo de personas que habla, donde causó la muerte de J. N. O., de ocho 
años de edad, y de P. G. M., de seis años. asi como lesiones a R. G. P.. que 
tardó en curar sesenta p siete días. y a A. M. R. p a E. G. V., las cuales pre- 
cisaron de asistencia facultativa durante un tiempo no bien determinado 
en la cauqa, pero que se puede apreciar en más de quince dlas y menos 
de treinta. LOs gastos ocasionados por la asistencia facultativa a R. G. P. 
fueron satisfechos por la Caja Nacional del Seguro de Accidentes, sin que 
conste exactamente si perdió o no parte de SUS haberes por estar lnca- 
paclt;ido para trabajar a consecuencia de hS lesioneS. LOS daños sufridos 
por la furgoneta-ambulancia no han sido tasados, no obstante lo cual se 
estiman en más de 500 ptas., J. TV. F., padre del fallecido J. N. 0.. F. G. M., 
padre del fallecido p. G. M. y esposo de Ia lesionada A. M. R.. 10 mismo 
que &t.a y 1s hmbl@n lesionada E. C. V. han renunciado a toda indemni- 
mcl6n por loS perjuicios sufridos a consecuencia de lo acaecido.-CG. Ofi- 
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cf&s Gencrsles: Declaró hechos probados unos que Coinciden esencial- 
mente con los detallados, si bien al referirse a la velocidad que llevaha el 
vehfculo del procesado empleó la frase de que era “superior a la que acon- 
sejaba la más elemental prudencia”. y habiendo consignado al hacer alu- 
sión al momento en que el procesado iba a pasar al camión que le Prece- 
dfa, que dicho encartado “con inhabilidad y falta de prudencia. en lugar 
de continuar hasta rebasar el camión como se prOpOnfa...” y Calific6 un 

delito de imprudencia temeraria, que de mediar malicia integrarfa dos de 
homicidio, uno de lesiones graves, dos de lesiones menos graves y uno de 
daños (565, párrafo 1.0/407/420. 4.O/422/563 CP.). Tres años de prisi6n me- 
nor, con las accesorias legales comunes de suspensión de todo cargo públi- 
co, profesiiin, oficio y derecho de sufragio durante la condena y la militar 
de la suspensión de empleo por el mismo tiempo: condenandosele también 
a privación del permiso para conducir vehfculos a motor por cinco kas, 
y debiendo, en concepto de responsabilidad civil, abonar la cantidad sa- 
tisfecha por la Caja Nacional del Seguro de Accidentes a causa de los gas- 
tos de curación del lesionado FL C,. P.. asf como los jornales o haberes que 
éste hubiere dejado de percibir, en su caso, durante el tratamiento de las 
lesiones, y debiendo satisfacer a la -Jefatura Provincial de Sanidad de 
Murcia el importe de la reparación de la ambulancia: debi6ndose deter- 
minar todas las cantidades aludidas en las diligencias de ejecución de fallo. 
Defensa: Recurso (797 CJM.) fundamentándolo en que ni de la prueba su- 
marial, ni aun aceptándose como probados los hechos que se declaran en 
el citado fallo, puede deducirse como consecuencia la calificaci6n jurídica 
concretada en el mencionado fallo; habiendo concurrido en el caso de autos 
circunstancias en ninguna forma imputables al procesado, quien simple- 
mente fué eslab6n intermedio en la cadena de sucesos ajenos a su voluntad, 
que originaron el accidente: y aun aceptándose que hubiere habido por 
parte del indicado procesado pequetia falta de previsión, 6sta no revisti6 
ios caracteres de gravedad necesarios para elevar la imprudencia al grado 
de temeraria.-rfutoridod Judicial: Disinti6 por estimar que los hechos son 
solamente constitutivos de imprudencia simple con infraccibn de regla- 
mentos, seis meses de arresto mayor, con las accesorias correspondientes 
.v privación de permiso de conducir por tiempo de un año; debiendosele 
declarar responsable civilmente en la misma forma concretada en la sen- 
tencia disentida.-Fiscal Togado: Confirmación.-Defensa: Absoluci6n.- 
CSJM.: Revoca, porque si bien lo Sala estima que los hechas de autos son 
co?IStitutivos de un delito de imprudencia temeraria que de haber mediado 
malida integrar¿a dos de homicidio. uno de lesiones graves, dos df lesio- 
fae?3 menos graves y uno de ddos: previsto y penndo dicho &Zito en ~1 
arifcula 565. pdrrafo 1.0/407/420. 4.0/422/563 CP.: y ello porque es evidente 
que en Za actuucibn del encartado. desprovista desde luego de intención 
delictiva. no se di6 solamente un descuido. una sencilla falta de cautela qw, 
unida a Za infracción de alguna norma de obligatoria observancia. generare 
deZita de imprudencia simple con infroccibn de reglamento; sino que el 
refe+do Procesado ezterforiz<l en su proceder completa omisidn d.e Za p7u- 
(kxfa mds ckmental que debfa utilizar o practicar aZ ser responsable en 
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cuanto a la CO?h?e?WaCiÓn de la Vida o integridad flsica de los que con ,sl: 
viajaban o pudieran quedar al alcance del vehkulo que ditigh; destacdn- 
doSe b grave falta de diligencia y el olvido de la cautela md.s imwesa’n- 
dible al llevar la ambulancia a ezcesiva velocidad por carretera que con- 

taba considerables viviQndas a sus lados, y que era objeto de &culaci6n o 
de pQr?nanQncia por parte de buen número de peatones; y ncentudndosQ 
luego la refertda imprudencia por el hecho de que, siempre con la anis- 
ma veloctdad no prt'Ci.93. intentare rebasar al cami6n que le precedía, prcs- 

cindiendo al hacerlo del obligado TeCUt'TdO dQ las personas situadas junto- 
a la Citado vfa de comunicación: siendo de notar, como wwola?+o. qw (a 

VelOckiad de que se ha hecho menci6n. en ninguna forma venia justificndn 

por ra realización. de algún urgente servicio por la ambulancia en cuestión. 
Habiendo originodo rl imprudente comportamiento la muerte de dos per- 

sonas. lesiones df más de treinta dios de curación a otra, lesiones de más de 
quince dlas y menos de treinta dfas de duracidn a otras dos personas, y 
danos en el vehfculo por importe de más de 500 ptas. (CONSID.~ 1). al fijas 10 

rxtensi6n de la pena deberían considerarse debidamente las circunstancias 
ajenas al procesado, influyentes en lo acaecido. del inesperado obstáculo 
que se le presentó con el viraje del camiõn hacia la izquierda. que le puso 
en sttuacidn de echarse hacia el bordillo de la carretera. y n la altura & Ps- 
te, que agravd las consecuencias imprudentes de lo suwdido. fuero ya dQ 
la relación de estrkta causalidad entrr la acción subjetiva y Ql resultado 
(CONSID.O IV).-Condena a la pena de un año de prisión menor, con las ac- 
cesorias legales comunes de suspensión de todo cargo público. profesiOn, 
oficio y derecho de sufragio durante el tiempo de la condena, y con el 
efecto militar de suspensión de empleo castrense: imponiendole, además,. 
privación de permiso para conducir vehiculos a motor por tiempo de tres 
afios: declarándosele obligado a abonar. en concepto de responsabilidad 
civil, a la Caja Nacional del Seguro de Accidentes la cantidad satisfecha 
por esta como consecuencia de los gastos de curaciõn del lesionado R. G. P., 
asi como a t?ste IOS jornales o haberes que, en su caso. hubiere dejado de 
percibir durante el tratamiento de sus lesiones, y aslmlsmo a la Jefaturn 
Provincial de Sanidad de Murcia la suma representativa del importe de 
reparación de la ambulancia con la que se verificaron los hechos. deblén- 
dose determinar las cantidades en perfodo de ejeCucl6n. 

18. Insulto II superior. Art. 321, 3. 0 CJM. Persooalfdad psicopática de tipo. 
explosivo eoo inestabilidad e intolerancia para thxicos. EnaJeaacih. 
mental. Art. 185, 1.O CJM. EaaJenaclón mental incompleta. Ar. 

thlo 186, 1.O CJM. Falta leve de inexactitud en el cumplimiento 
de obligaciones reglamentarias. Art. 443 SJM. Apreclacióa de la- 

prueba. 

Sent. 26 octubre 2958 (Ejército Espafía en N. Africa).-El 18 agosto 
1956, el procesado M. D. M., núm. 15.835. soldado del Grupo de Regulares 
de Infanterfa núm. . . . . disuelto y agregado al núm. . . . . se hallaba de servl- 



ciu <ie cuaCll.a y-, después tie efectuar SU present;rcion ai Loclue cle asamblea. 
.*. ausent<i i>or hat>erie encomendada otro servicio el Cah SalienLc. se@n 
;ilega ~0” posterioridad. no incorporándose hasta las 13 horas. en cuY0 
,nomento fu6 reprentiido por el cabo de facción A. 13. H.. replicando (Iu” 
j]() haría el servicio. x al advertirle qué\ <pIe pmdria SU negativa en conw 
cimienL0 <Iel sargento de semana, intentó afledirie con un palo. Io que no 
<:onsigUió por haber tropezado éste en la pared. abalanzándose sobre cl 
cabo citad0 y dándole un mortiisco en el antebrazo izquierdo. tiel que fue 

asistido en el botiquín del acuartelamiento, sin que conste se originara 
gasto alguno. Reconocido el procesado en la Clínica Psiquititrica Milital 
<Ie Málaga. ie fu6 apreciada una personalidad pYicOpátiCa de tipo eX[)iOSiV() 

con Inestabilidad e intolerancia para tóxicos, como alcohol y grifa.-CG. or- 
t/,~~rio: In?;ulLo a superior (821. X0 C.JM.) con la eximente de la responsa- 
t,ilidad criminal del art. 185. 1.O CJM., por cuanto la personalidad psicopn- 
tica del mismo le hace incapaz para delinquir. y no simplemente titular de 
una responsahiiidatl atenuada, siempre que sus delitos materiales fueran 
consecuencia de aquella personalidad: absoluci<in. y por Otrosí que el proti 
<.esado debe ser internado en un hospital destinado a enfermos de su cla- 
se. del qw no podrá salir sin previa autorizaci6n competente.-t(utotirtu~f 
.Iudicial: Disintió por notorio error de dererho al apreciar concurre Ia 
csimente +I art. 18.5. 1.O CJW. ya que ni de las pruebas practicadas ni 
(le1 informe emitido por la Clínica Militar Psiquiátrica de Málaga se llega a 
la conclusión de que el procesado estuviese en un estado cle completa y 
absoluta perturbackjn de sus facultades mentales, como se requiere para 
hacer aplicaci0n del aludido precepto legal, sean asimismo reiterada 
jurisprudencia : insulto a superior, con la atenuante del art. 186. 1 .“/lR5, 1.” 
CJM., seis meses F un día de prisión militar.-Fiscal Militar: Conforme 
ion el diseño, pero pidiendo tres años de prisicín militar. y apreció asimis- 
mo una falta grave (443 CJM.,, seis meses de arresto.-Zkfensa: Existen- 
cia dc ia esimrnte comprendida en el art. 186, 1.O CJM., absolución.- 
CSJM.: Revoca, pues los hechos declaradas probados en el prMer resul- 
tando de c’stn sentencia son constitutivos del delito de insulto a Su.pen’or. 
previsto y penado en al art. 321, 3 .o CJM.. por cuanto el procesado en uu- 
tos. M. R. M.. agredici n su superior jerdrquico. el cabo A. R. H.. producién- 
dole lesionrjs leves dc lus que fué asistido en el botiquín del Aruartfla- 
miento: y nsimisno constituyen la falta leve de inexactitud an el cum.pli- 
miento de obligaciones reglamentarias. castigada en el art. 443 del mismo 
Cddigo. integrado por su ausencia injustificada al servicio de cuadra que 
tenín encomendado y su resistencia a realizarlo cunndo le fu6 ordenado por 

Ia Ectima ~CONSID? 1). y no son de aPreciar circunstancias modificativas de 
10 responsabilidad cn’mirwl. puesto que aparte de que los Tribunales Mi- 
litares, conforme a lo dispuesto en el art. 787 del Código marn’al aprecian 
cn corkencifl las pruebas con aweglo a su racional criterio. de lo certifi- 
ca&n médica unida a los autos únicamente se desPrende que la responea- 
Midad del Procesado SQ halla atenuo& en momentúneos estados de dis- 
knuctdn de concienciu Provocados por Lu presencia de t6xicos que exalten 
Yll Personatidad psicopática, anormal estado que no se acredita concurrie- 



rff al comríer PI cielito (CONSID .O III). No procede formular declaración de 
esta clase de responsabilidad por no haberla exigible (CONSID.O IV).-Conde 
na por el dellto. sin modlficativas. a la pena de un año de prisión militar. 
con el efecto de pérdida para el .servicio y antigüedad de un período de 
tiempo Igual al de la condena: ?’ por una falta leve de inexactitud en el 
cumpUmlento de las ohllgaciones reglamentarias. del art. 443 del mismo 
(‘<í<licy~. un mes de arresto militar. 

19. I)ezerciia al erlranjer0 en tiempo de pez. Aft. 370. l.,’ Art. 374. párra. 

lo primero CJM. Fuerza irrcshible. ht. 185. 9.. CJM. Tentativa de 

deserción. Art. 236. pírrafo cuarto CJM. Art. 230 CJM. Falta grr: 

ve. Art. 415. Ausentarse sin l ntarizrciim. Fraude militar. Art. JO& 
4.,’ CJ.H. Armas usadas fuera del servicio. 

Sent. :IJ octubre 19.58 (Ejército España 9. .\fricaI .-El procesado l.. p. C.. 
soldado del Grupo de Regulares 9~ Infanteria ntim. . . . . el 17 junio l$+rs, 
tras haber pasado la lista reglamentaria de retreta, al~ndonti la rnidad 
rn que prestaha sus servicios. destacada en el Campamento de .,.. Ile\.an- 
clo consigo el machete que tenía asignado para su uso en el senvicio, ln. 
ternándose en la zona SUI de .Marruecoz;. donde hizo entrega del arma a 
un moro tksconocido. permaneciendo en aquel territorio hasta el 29 enero 
19.58, en que fué devuelto a las Autoridades españolas por las marro. 
quies. El machete no ha sido recuperado. habiendo sitio valorado por la 
Jefatura dc Armamento del Grupo en 1% ptas.. cyva cantidad ha consig- 
nado el procesarlo a disposición del Juzgado durante la tramitación.- 
CC. orrlinarin: Fraude (403. 1.0 cJh1.1 sin modificativas. un aAo de prisi6n 
militar. accesorias, y satisfacer 1% ptas., importe del machete no recupe- 
rado: absolvió del delito de deserción al extranjero y en Otrosí llamó la 
atención de la Autoridad .Judicial por si se considera que la conducta del 
enjulciado. ausentándose de la [:nidatl sin la d+ehida autorizacicín es falta 
leve militar (443 CJM.).-Fiscal Mlitar: Recurso (7% CJM.1 por manifiesto 
error en la apreciación de la prueba e implicar la calificación jurídica una 
vidente infraccihn de la leY y de la doctrina legal sentada por el CS.- 
.4 t&wklnfl Jwdiciol: Disintió por estimar que. constando acreditado en 
autos clue el procesado se aLisenti> de la Unidad de su destino eI 17 junio 
19!5& penetrando en la antigua Zona francesa del Protectorado. no puede 
(Jecirsc congruentemente que no obró con libertad de movimientos. como 
se afirma en la sentencia disentida para fundamentar la absoluci6n del 
delito de deserción. porque, según la versión del proceado. no acredita 
on autos fuera detenldD por las Autoridades marroquíes dos días despu6s. 
ya que con ello consiguió su propósito de alejarse de las filas del Ejercito 
y eludir uu(i deberes mllitares, confirmado por el hecho de que su regreso 
se tlehld, no a SU voluntad, sino a la iniciativa del Gobierno marroquí. (ks- 
pu& de transcurrido más de un afro v medio de ausencia, cuya conducta in. 
tep;ra el delito di desercidn al extranjero en tfempo de paz (374. párrafo 1.’ 
(?.J.$f.), clue (1et-w ser sancionado con la pena de tres año?: de prisihn mi- 



L?XWLAClóA Y JURIEPRUDRTCL4 

litar, accesorias y efectos correspondientes, además del delito de fraude 
apreciado.-Fiscal Militar: De acuerdo con el disenso.-Defen.w : Alegó la 
cimunst.ancia eximente 9.. del 185 CJM. respecto al delito de desercihn o 

alternativamente se apreciara dicho delito en grado de tentativa y se e.sti- 
mara como falta grave del 415. de acuerdo con lo dispuesto en el 23% PArra- 
fo 4.01239 ‘CJM. y, en. SU consecuencia, se le absolviera o se le impusiera 

el correctivo correspondiente y se confirmara la sentencia disentida en 
cuanto al delito de fraude.-CSJM.: Revoca, porque configurado el delito 
de deser&& por el 370, 1P CJ&f. en faltar el individuo de las clases dp 
tropa por m6s de tres dfas cotzsectitivos de la Unidad de su destino, y es- 
tablecido -como se deja dicho- que el procesado L. P. C!. se ausent6 de su 
Unidad por acto de libre determinación et dsa 17 junio 1956. murchando 

a ia zona sur o!e Marruecos, donde contínuó ininterrumpidamente hasta el 
dfa ?9 de enero del corriente año, en que jué reintegrado a las Autorkla- 
des r territorio españoles, o sea, que permaneció fuera de filas más de I(II 
aAo y medio, ‘es manifiesta La comisibn formal del expresado delito de rle- 
sercidn. que ha de calificarse al extranjero, penado en el 374. párrafo 1.O 
CJM:,~ por la estancia del desertor en territorio asZ conceptuado (CONSID.~ 1). 

sin que en la causa aparezca prueba alguna de que el encartado pueda 

hallarse asistido de circunstancias determinantes de exención de responsa- 
bilidad, dentro de las que taxativamente enumera el 185 CJM.. qur pwciw- 

mentp por constituir situaciones jul-ídicas de excepcfdn necesitan acreditn- 
ción resultaria agravada sensiblemente en penalidad. debiendo por ello PXI- 
para la exculpación del acusado. según se hizo con error notario por el CG. 
y se invocd por la Defensa en el acto de ln vista ante la Sala (CONSID.~ II). 

Por otra parte al no demostrarse en lo actuado si el machete que se llevó 
el procesado le usaba fuera de los actos de servicio. hay que resolver In 
duda en javor de aqut!l. puesto que de calificar esa circunstancia la descr- 
citin wsultaría agravada sensiblemente en penalidad, debiendo por &[o csxi- 
girse una acreditación categórica de tal concurrencia, prueba que aquí no 
se da (CONSID.~ III) y descartado el delito de deserción califica& por las ra- 
zones expuestas en el precedente Considerando, el hecho de que ef soldado 
procesado dispusiera a favor de otra persona del machete que tenfa asignad» 
para su uso en el servicio. en perjuicio de los intereses del Ejército, colI.~- 
tituye el delito de fraude en la modalidad que define y sanciona el 40.3. 4.0 
CJM (CONSID.~ IV). El procesado ha de indemnizar el valor del machetr 
que no ha sido recuperado (CONSID .’ VII) .-Condena Por el delito de deser- 
ción al extranjero en tiempo de paz, a dos años de prisión militar con la 
accesoria dp destino a CUerpo de disciplina por el tiempo que después deba 
servir en filas, COn arreglo a la uy de Reclutamiento y efecto de P&ditia 
Para el servicio y antigüedad por un período de tiempo igual al de la con- 
dena: y como autor del delito de fraude, a seis meses y un día de prisión, 
con laa aCCeSOriaS de suspensión de todo cargo público, profesión, ofici,, 

Y dmwho de Sufragio durante el tiempo de la condena y efecto de pérdida 
de igual perfodo de tiempo Para el servicio y antigüedad. En concepto de 
responsabilidad Civil deberá abonar al Estado, Ramo del Ejercito, lg(i pe- 



setas. valor del machete que no ha sido recuperado, cuyo importe deberá 
hacerse efectivo con la cantidad consignada por el encausado a disposiri<in 
del Juzgado Instructor en garantla de dicha responsabilidad. 

20. 1)esohediencia a la fuerza armada. Art. 310 CIM. ApreciaciRn de la 
prueba. Art. 737 CJM. Art. 799 CJM. Cumplimiento de un deher. 
Arts. 7 y 51. Reglamento Guardia Civil 14 mayo 1943. 

Sent. 5 nouiemke 1958 (II Región Militar) .--En la madrugada tiel 11 
septiembre 1957. en ocasión en que fuerzas de la Guardia Civil pertene- 
tientes al Puesto de Algeciras, prestaban servicio de busca y captu1.a (1~ 
unos presuntos delincuentes, uno de los guardias llamado M. R. M.. hizo 
fuego sobre un individuo que corrfa amparándose en unos arbustos, sin que 
conste oyera @ste las voces reglamentarias de “alto a la Guardia Civil” 

que deben preceder a los ci-isparos. alcanzando uno de ellos al fugitivo <[ue. 
portador de generos de contrabando, resultó ser el procesado M. C. C.. S~I- 
friendo heridas de las que, según dictamen facultativo, tardó en curar 
cuatro días. con utilidad para el servicio y aptitud para el trabajo.--CC:. 
ordinatio : Absolvió. llamando respetuosamente la atención dp la .\utori- 
dad Judicial respecto a la conducta del Guardia Civil M. R. M.-Autorxint! 
Judicial: Disintió por notorio error en la apreciación de la prueha ,V tras 
hacer distinto relato de hechos, estimó que estos debían calificarse como 
constitutivos de desobediencia a la fuerza arma<!a (310 CJM.). seis meses 
y un día de prisión y accesorias correspondientes, sin responsabilidades 
civiles : improcedente tomar decisión alguna respecto a la conducta 11~1 
Guardia Civil M. R. Tvf., por haber obrado dicho Guardia rorrectamente.- 
Fiscal Togado: Conforme con el disenso.-13~,fcnsof: Confirmacitin cle la 
sentencia disentida.--CSJM: Conforme porque el CC.. hnciendo uso fiel af- 

hitn’o que le otorga el 787 CJM.. ha llegado a fijar la rrsultancia 9ue a su 

juicio arrojan los autos. y es bose de su fnllo obsolutorkx tras una opwcin- 

M6n conjunta de las pruebas aportadas con arreglo a su conciencin y rncio- 

nul cn’terio, sin dflnr valor preferente a lfls que se invocan por La cltltori- 

dad Judicial con su Auditor y el Fiscal Togado para propugnar la rcvo- 

cacidn de aquél. cuya apreciacibn. por ser precisamente atribucicín del 

Tribunal sentenciador y no observarse error notorio en ella. no puede ser 

motivo de disenso conforme al 779 CJM. (CONSID.~ 1). y en cuanto a In lla- 

madu de atencidn que se hace o la Auton’rlnd Juriicial por el CG.. rc~spectr, 

al proceder del Guardia Civil M. R. M.. no ha lugar a tomarla en considera- 

n’bn. todn vez que en lo actuado se comprueba palmariamente que el 

nombrado Guardia obró en cumplimiento de la ohligacidn que le iml>onen 

los nrts. 51 y 7.O del Reglamento para el servicio del Cuerpo de ,?u Guardia 

Civil de 14 mayo 1943. de capturar a los infractores de las leyes. rscu- 
m’endo a 7~0s armas cuando sus palabras no hubieran bastado. y en llso tam- 

bien de lus facultades que el 310 CJM, le du para ta e&@bili&d & lo man- 

dado. por lo que el indicado cumplimiento del deher justifica por com- 
pleto la conducta del repetido Guardia M. R. M. y así debió resolverlo en cr 

.1.-J- 
-- I 



lJX;lSLAC:líW Y JI'RISPRCDS!SCXA 

momento procesal pertinente la Autoridad Judtcinl con xu dtditor: en 
defecto de ello se derlwn alrora lo procedente etculpacicíu. pues que sur- 
ge de la total investigación practicada en la Causa, qur hace innrcesorio por 
razones de lcjgico y economía procesnl. nbm’r un nuevo diligenciado en ave- 
riguacih dr lo yn esclarecido (CONSID.~ II). 

21. Imprudencia simple con infrrcci&~ de reglamentos. Arts. 565/4EiS63 
CP. Responsabilidad civil subsidiaria E. de Tierra. Art. 266 CJM. 

.lulo .j ,<4JLTir>rrbre 29Sh’ (VII Kegitin Militarl.-Por sentencia de 8 ju- 

nio 1957 se declara probado: que el procesado. cabo .J. P. C.. el 17 abril 
1956, sobre las 12.30 horas. en ocasión en que en acto tk xervicio marcha- 
ha conduciendo la motocicleta E. T. 7556 por el Paseo de Zorrilla de esta 
plaza. en dirección a la Rubia. v al desviarse su dirección hacia la iz- 

quierda para tomar la calle García Morato. no cedi el paso a otra motoci- 
cleta que circulaba por la vía con tiirecckín la Rubia Plaza de Zorrilla y que 
tenis tlerecho de paso preferente en relaci6n al vehículo militar por ve- 
nir por la derecha de la posicidn en que este se había situado. colisionando 
la parte delantera del vehículo civil contra la parte trasera sidwars del 
vehiculo militar. a consecuencia de lo cual sufrió lesiones el pai.WIO %I. 
A. T., conductor de la nioto civil, de las que tartlti en curar veinticinco días, 
habiendolo hecho con utilidad y aptitud para el trabajo, sufriendo daiíos 
el vehículo que conducía valorados en 3.050 ptas.. e importando los gas- 
tos de curacfón 4.50 ptas.: la moto militar. con ligera abolladura, fué repa- 
rada en el taller del Cuerpo a que pertenecía. no habiéndose valorado, se- 
gún manifestaciones de éste, por ser de pequeña importancia (RESULT.~ 1). 
Estos hechos fueron calificados de imprudencia simple con infracckin de 
reglamento< del que resultaron lesiones y daños (565 CP./422 y 563 CP.); 
pena de LWJ ptas., sustituible en caso de impago con un mes de arresto, 
con privarUn del permiso de conducir por espacio de un año, debiendo 
abonar al perjudicado ?vl. A. T. la cantidad de 3.500 ptas., importe de los 
tlaños causados en su motocicleta y gastos de curación, así como al Estado 
(Ramo de Guerra) importe de los desperfectos originados en la moto que 
conducía, declarando responsable civil subsidiario al Estado por la totali- 
dad del importe de la resporwabilidad civil principal, sin perjuicio de la 
compensación civil a que los daños rausados al Ejército hubiere lugar en 
esta vía subsidiaria (RFSUI.T .O II). Declarada la insolvencia del reo y pa.qado 
el expediente al Ministerio del Ejército a los efectos del art. 1.062 CJM., 
la Asesoría Jurldica emitió informe estimando procedente la responsahIII- 
dad civil subsidiaria del,ejército por la acordada a favor de don M. A. T.. 
cifrada en 3.500 ptas.: co.nforme el Subsecretario (RESIJLT.~ III) .-Fiscal To- 
yado: Responsabilidad civtl subsidiaria del E. de Tierra en cuanto a la 
indemnIzacíón a satisfacer al perjudicado M. A. T. en la cantidad de :I.~O(J 
peset=.--cSJM.: por los propios fundamentos en que se apoya el informe 
(iel Fiscal ‘W.Wo que Ia Sala hace suyo en todas SUS partes y acreditado 
We lJl fW Curfw Qn abSd?lt» de birnes parn raspon&? de la reapofisnJ+ 
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lidod ciuil declarados en la sentencia, viato lo dktpuesto en el art. 206 CJM. 
es procedente declarar la responsabilidad civil subsidiaria del Ejtkito de 
Tieso en cuanto a la indetnnización a satisfacer por tal concepto al per- 
judlcodo M. A. T. en la ~ntidod di .?.Sf?O ptns (C~NSJD.~ LTNJCO). 

22. Dcrtrucci6a de docementos militares. Art. 407 CJM. Falsificación doS 
corneotal oficial. Art. 302. 1.O. 2.O y 9.O CP. Art. 318 CP. Fab 
dad fomrl. FalsiflcacMn: bien jaridico protegido. Art. 303 CP. 
Documento oNdaI. Correspoadeacia ofidal. Funcionario que actáa 
como particular. Buena conducta anterior. Transceadencla del delito. 

Sent. 12 noviembre 1958 (Región Aerea Atlántka).-El 16 enero 1957 ef 
Coronel Director de la Escuela de Especialistas del Arma de Aviaeiõn de 
León, firmó y envió un oficio de la Primera Sección al Director General de 
Personal del .Ministerio del Aire en el que le participaba. para anotación 
en la documentaciiin personal del Auxiliar Mayor de Primera Clase de la 
Escala de Auxiliares Administrativos del Departamento, don F. A. H.. pro- 
cesado en esta causa, haberle impuesto seis días de multa por embria- 
guez, faltas al decoro del funcionario y conducir un coche sin autorim- 
cidn (RESULT. 1). Sabedor don F. R. H. de la salida de dicho escrito de la 
Dirección. lo sustrajo y destruyó. Pocos días despues pidió la copia del mis- 
mo y ajustado a ella rehizo el expresado oficio al que puso igual fecha ! 
número del Registro de salida, 187/395, y la firma del Coronel Director. 
para 10 cual calcó una auténtica a lápiz y luego. sobre sus rasgos, pasó tin- 
ta, remitiendo el oficio asf confeccionado a la Direcci6n General de Persa- 
nal, en la que tuvo entrada el 22 enero 1957, sin advertirse anormalidad 
alguna hasta que el Corone1 de la Escuela di6 cuenta de 10 acaecido (RE- 
SULTANW II).-CG. ordinario: Destrucción indebida de documento militar 
(497 CJM.), seis meses y un dfa de prisión. y falsificación de documento 
oficial (392, 1P. 2.O. 9.O/318 CP.), seis meses y un día de presidio menor v 
multa de 599 ptas. y accesorias CorNSpondknte8, sin responsabilidades ci- 

viles.-Defenao : Recurrió (797 CJM.) .-Autwidad Judicial: Disintió por 
estimar únicamente el delito de destrucción indebida de documento mi- 
Mar (407 CJM.), pero no el de falsifkaciãn de documento oficial (392/319 
Cm.), porque siendo uno de los requisitos esenciales para la exlstencla 
de tal dehto de falsificación, según Jurisprudencia que el Auditor cita en 
su dictamen, la mutación de la verdad en alguna de las formas que e? 
propio precepto establece, falta tal requisito en el caso de autos, pues sf 
bien el procesado redactó por sf el documento que autorizó con la firma 
fingida del .Jefe de la Maestranza. no es menos cierto que este documento re- 
producía en todns sus termInos el que destruyó y la consecuencla de esa 
falsedad formal fu6 la anotación del correctivo Impuesto en su expediente 
personal, restableciendo así el orden jurídico por él perturbado con aque- 
Ra destrucción, por cuyo delito ya le condena el CG.: no ha lugar a re- 
solver el recurso por fuera de plazo.- Fiscal Togado: Disenso para Ilegar 
a la conclusi6n de que el procesado cometió el delito de falslfícación por el 
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que se le condena en la sentencia, por estimar que no se trata en el caso de 
autos de una alteración de documento verdadero existente, ni de consta: 
taci6n falsa de un hecho, sino de creación de un documento que no es 
autentico y que el inter6s jurídico protegido es únicamente la autetlticidatl, 
de tal manera que la infracción existe en cuanto el documento aparezca 
al tráfico jurídico e induzca a error sea o no verdadero su contenido. pues- 
to que no se pena en tal caso una supuesta falsedad intelectual, sino la 
suplantaci6n del llamado a utilizarlo (302, tL0/303 CP.) dado que aquel: aun: 
que funcionario público, actuó como particular, y tras señalar la omisión 
de no haberse determinado en la sentencia la participación del procesado 
en los delitos de los que se le declara responsable y que debe rectificarse 
la pena de multa respecto al delito de falsificación y fijarse en la cuantfa 
de 1 .OOO ptas. (30.7 CP.) , solicitó la revocación de la sentencia disentida.- 
Defensa: Absoluci6n.-CSJM.: Revoca, pues el escrito de mención cursa-, 
do por el Director de lo Escuela de Especialistas de León al de personal del 
J%finiStetiO del Aire, constituye evidentemente correspondencia oficial. ya 
qtrr fuc: expedido por funcionario de este orden en el ejercicio de su cargo 
y por conveniencia o necesidad del servicio. por lo que la apropiación y 
destrucción intenrionada de tal oficio que llev6 a cabo el encartado, adscri- 
to cl Ej&cito del Aire. con propósito indudable de que no llegara a surtir 
en su expediente personal los efectos a que tendía de onotar la corrección 
impwstn. configura claramente el delito de ocupacibn y destrucci6n irc- 
debida de documento militar en su especie de correspondencia Oficial, a 
guc se rejipre el último supuesto del 107 CJM. (CONSID.~ I), y razonado el 
cardcter oficial de la rebatida comunicación de Director a Director de la 
Dependencia y Centro. respectivamente, del EjPrcito del Aire, queda igual- 
meu+e man+jiesto que el documento que la contiene es oficial y como el pro- 
cesado tras hacerlo desaparecer, le suplantd con el otro escrito de la misma 
redacción y destino, pero en el que estampd la firma calcada del Coronel 
Director de la Escuela, como si éste realmente lo hubiese suscrito. resulta 
hifr¿ patente la simulactbn del documento y de tal manera indujo a error 
sobre su autenticidad que fu4 reputado de la procedencia ciertu que apa- 
rentaba: de todo lo cual surge la comisión del delito de falsificaciún en la 
modalidad del 302. 9.O CP. la que no requiere otros elementos para su 
pf~rjección (CONSID.~ II). si bien aunque en el encartado se diera la condi- 
(+h de funcionario público. no se prevalió de Psta para con su abuso co- 
ger cl documento en cuestidn, sino que en tal apoderamiento y consiguien- 
te tlestruccidn ohrd como particular por lo que su culpabilidad encaja 
e.rnctnmente en lo que describe el 303 CP. (CONSID.O III). No concurren 

circunstancfas eximentes ni modificativas de la culpabilidad. pero en aten- 
ctf;rl a la buena conducta anterior del acusado. a ‘lo naturaleza del docu- 
mclrto y a la intrascendencia material del delito. la Sala usa de las jaculta- 
des que el 318 CP. le confiere a fin de rebajar en un grado la penalidad 
(Coxsto.’ WI ni ha lugar a exigir responsabilidad civil (CONSID.~ VI) .-Con- 

dena por el delito de destrucción indebida de correspondencia oficial, a 
seis meses y un dfa de prisión con las accesorias de suspensión de todo 
cargo público. profesión. oficio y derecho de sufragio durante la condena, 
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v por un delito de falsificación en documento oficial cometido ‘por’ par, 
titular. ri un mes y un dia de ‘arresto mayor con iguales accesorias, y 1.m 
pesetas de multa, sustitutiva si no la satisfaciere por quince dkis ‘de ‘arresto. 

1:1 
: ,,,’ 

23. Hurto propio. Art. 514, 1.” CP. Apropiación de cosa perdida. Art. 514, 
2.” CP. Receptadóh habitual. Arl. 546 bis a), párrilos primero y 
tercero/546 bis b). Determinactón de la pena. Art. 546 bis c) y e)‘. 
Pena excesiva. Ati. Z.O, pbrrato segundo CP. Apredadóa ,de ta 
prueba. Receptacibn frustrada. Art. Lo, párrafo segundo CP. 

Sent. 14 noviembre 1958 (Departamento marltlmo El Ferrol)..-El 27 
agosto 195.5, con ocasión de ir a bordo de una embarcación por las prox& 
midades donde se encuentra el buque “Ftelia” hundido en las cercanías de 
Finisterre, los procesados M. L. Q., P. 0. I., R. R. T. y J. A. M., en unión 
de A. L. -ausente, menor de d’kcls6is años y que no participó lucratlva- 
mente en la sustracción-, se apoderaron de una pieza perteneciente al 
citado buqrle. que se hallaba en la mar y en sus alrededores, la que ha sida 
recuperada y valorada en 700 ptas. (RXWJLT ,O 11. La referida pieza metálica 
fué vendida a la procesada C. C. T., y posteriormente por esta al igualmen- 
te encartado A. P. M., no obstante conocer ambos su ilfcita procedencia, 
siendo recuperada la repetida pieza por la Guarda Civil al notar movl- 
mientos extrafios cuando cargaban el camión que habfa de. transportarla 
en unlón de otros efectos adquiridos por el citado P. (RITSIJLT.~ II). El pro- 
cesado A. P. M. fué condenado en 7 octubre 1952, a l.COO ptas. de multa 
por un delito de infracción de la Legislación Marítima, y el 1.O febrero 1955 
a dos meses y un día de arresto mayor por un delito de hurto (RESULT.~ III). 
CG. ordinario: Declaró probados hechos concordantes, con única salvedad 
de no sefialarse que la pieza sustraída fué recuperada en el predso mo- 
mento en que iba a ser transportada en el camión de P. con otros efec- 
tos; por lo que se refiere a los procesados P. 0.. R. R., M. L. y J. A. M. un 
delito de hurto (514. 1.O y 515, X0 CP.) imponiendo a cada uno dos meses 
y un día de arresto mayor y accesorias legales: para C. C. T., un delfto de 
receptación (546 bis apartado a) párrafos 1.O y 2.O CP.), un mes v un dla de 
arresto mayor, y, finalmente, para el mismo procesado A. P. un delito de 
receptación del art. 10. 15.. CP. al graduar la pena atendlendo a lo dispues- 
to en el art. 546 bis e) lo condenó a seis afios y un dfa de presidio mayor 
y multa de 30.000 ptas.: llamando por Otros1 la atención de la Autorida& 
.Judicial a efectos de lo dlspuesto en el art. 2 .O, 2.O CP. por estimar excesiva 
¡a pena impuesta a P., teniendo en cuenta la poca trascendencia del he- 
cho, el haberse recuperado el objeto sustraído. las penas impuestas a los 
otros procesados y la participación de este encartado la que por lo menos 
apunta una frustración.-Procesado A. F. Y.: Recurso (797 CJM.) por en- 
tender que de las diligencias obrantes en autos no existe constancia alguna. 
que acredite conociera la existencia del delito contra la propiedad o aprw 
vechamiento por su parte, por lo que no se dan ninguno de los requisitos in- 
dispensables para que existiera el delito de receptacibn: haciendo asimismo 



algunas consideraciones sobre la desproporción entre la pena que SE le irn- 
pone y la de los restantees procesados.-Autoridad Judicial: Conforme en 
lo que se refiere a declaración de hechos probados, calificación jurfdica y 
penas impuestas a los procesados 0.. R.. M. y L., disintió al esthnar que se 
incurrió en error <Le derecho, ya que de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 546 bis a), C. 0. T. debió ser condenada, además de a la pena de arres- 
to mayor que se le impuso. a otra multa de la cuantía de 10.000 ptas., dis- 
crepando asimismo respecto a la apreciación de la prueba que hizo en rela- 
ción con el encartado A. P. Y.. toda vez que a su juicio y de un examen 
detenido de los autos, no existe base alguna que acredite que dicho pro- 
cesado comprara a C. la pieza sustraída, por lo que en consecuencia debió 
ser absuelto al no existir pruebas de su culpabilidad.-Fiscal Togado: Con- 
forme con el disenso, aunque encuadrando el hurto en el art. 514. 2P CP.- 
Dejensa: de los procesados 0.. R., M.. 1,. ,Y C. C. T., solicitó la confirma- 
ci6n; la del A. P., absolución, por sumarse a la opinión sustentada por el 
Fiscal Togado y entender que el propio CC., en el Otrosí de la sentencia. 
pone en duda la participación de su defendido.-CSJM.: Revoca, porque una 
ponderado apreciati& rle la prueba obrante en autos acredita rncfidente- 
wwnle qur los hechos ocurrieron lo1 y como SY recogen fn los tres pri- 
weros Resultond0.s de eslo srrltencio, concordantes en lo fundomentol con 
los del CC. que la vic; y foll& (*on la única adiciOn de haber sido recupera& 
la pipza VIL el momento de ser cargada en el camión que había de tronspor- 
2arLa. YI< unidn de otros electos de P.. por lo que. en consecuencia. no re- 
sulte procedente rlisentir del jallo dictado por tlicho Tribunal inferior. por 
lo que a tal apreciación de la prueba se refiere. al no d4wse el manifiesto 
error yue preceptivamente seGala el ort. 799 CJM. (CONSID.‘J Il, pero los 
kechos realizados por los procesados P. 0.. R. R.. Y. L. y J. A. M. son fnte- 
YfOfltQS dr un delito de hurto previsto y penado Cn el ort. 514. 3.O y 515, 3: 
CP., todo vez yue segtin confiesan los propios encartados, 84 apoderaron di 
~ttw piero matblica. halloda en el mar. con intenci6n de lucro y cuyo valor 
Rsciende n 700 pta& (CONSID.~ II). En cuanto a Lo compra por la procesada 
C. .C. T., o los tombiPn procesados de mencicfön. de la pieza metálica que ds- 
los hurtaron. a sabiendos clel origen ilícito de ella y para lucrarse con lo 
misma. así como la posterior venta de tal efecto al igualmente encartado 
A. P. At.. que con amilogo conocimiento de la procedencia ilegítima de 
aqudl, lo adquiricí con el mismo propósito de oprouechumiento. constitu- 
yen el delito de encubrimiento y receptación comprendido en el art. 546 
bis II CP.. en .WL pdw-ajo ~‘mero. por lo que afecta a C. T. y en su pdrra- 
jo fino1 respecto a A. P., ya que o Me. al no tener un establecimiento de 
chatarreria abierto al público, le abarca notoriamenle el concepto & reo 
habitual que contiene el art. 546 bis b) del expresado Cddigo (CONSID.~ II Ib. 

PWO dejar bien dilucidado el punto mds debatido en la Cawra del alcance o 
vtedida de lo inculpaci& contra cl procesado P. -pues con relaci6n a la 
otra procesada C., no hay sobre su culpabilidad. tan dejinida, cuestión al- 
QuM- es de tener en cuenta que suprimida en el CP. vigente la modalidad 
á~ encubfimiento punitde que constaba en los c6digos anteriores bajo uno 
jm de ~o&Wu3~ncia informada por aprovecharse quienes no iomuron 

232 



lrPnWL4ClbK Y JZ’RlBPRUDCNCIA 

JJfWtP en C! delito de los efectos de este. conociendo su. procedencia e im- 
plantando. en cambio. por Ia Ley de 9 mayo 1950 en et Capítulo VI bis &~t 
Título XZZZ del Libro II de aquel Cddigo. como delito independiente el dc: 
encubrimiento con ánimo de Zucso y receptación. es indudaI>k que toe tipos 

de eete nuevo delito en cuanto ezisten y se configuran con entera sustan- 

tividad. pueden contemplarse al igual que en los demás delitos sumeptibles 
de prOpt’Siva getIeUWi&, en estados & cmpkta 0 de jncomp&a rtdiz«- 

4n. no Sólo porque a Za tentativa y al delito ftustrado tos reputa general- 
nrente punible el CP.. art. .X0. en los delitos que comprende. sin circuns- 
cribir o limitar el castigo ak eaos estados imperfectos a casos determina- 
dos, ni excluir. tampoco. a estos de sanción a veces. sino porque. refiritk- 

clonos ya con.cretnmente a la actuucirjn que se declara probada de P.. los 
wtos ejecr;tivos de su resolución de uprovecharse de la receptado inte- 
grantes del delito calificado. s0n claramente fraccionables en su deoawotk, 
roda vez que los tratos y c0nsiguientrmente acuerdo de adquirir. el 
traslado del objeto. lo entrega. la recepción y. en fin, la disponibilidad 
de Me. representan de modo palman’o momentos o etapas diferenciadas 
inlegrantes del iter criminis, y corno eI procesado recorriri cn cuanto estuvo 
de su parte dicho camino conducentr‘ n logrnr PI provecho del efecto hur- 
tado, pero sin con.seguir. a pesar de ello. disponer drl mismo por causa 
fon ajena a su voluntad como la inesperado i*lterrención de la Guardia 

Civil, que ocupd In pieza metálica cuando iba a ser entregada en el local 
qw indicaro el P.. quien así no llegti a tenerlo virtualme?cte en su poder. 
ofrécese. en definitiva. un fiasco del rrfendo propdsito de aprovechamiento. 
por lo que al consistir rn t%te. precisnmente. 1-l delito en que incidl6 el 
repetido individuo IsegtÍ?& SC ratOnÓ en el nfimrro ontrrior) le es atribui- 
!,le a falta de la consulnación objetiva puesta de manifiesto. en grado de 
ftustracidn con arreglo 01 mentado art. .?.O CP. (CoxsIo” IV). De los cali- 
ficados delitos. y concretamente por lo que se refiere al de hurto. aparecen 
respomabZP8 en roncepto de autores par su participación personal. directo 
y voluntario en 10s hechos. 10s procesados P. 0. 1.. R. R. T.. Y. L. Q. y 
J. A. R. y del de receptación son igualmente responsables COTIZO aUtOrPS. 

a tenor & lo preceptuado en el ort. 14. 1. o CP.. los asimismo encartados 
(*. 0. T. y A. F. Y. (CONSID.“ V). No son de apreciar circunstancias eximen- 

f4s ni modifiativag para los procesados 0.. R.. L.. M. y C. T.. y en lo- 

concerniente a P.. aunque concuwe la reincidencia derivadn de una an- 

te&,- co&pm & dos meses y un dfa de awesto mayor por robo. 8u VW 

lora&n que& subordinada al amplia arbitrio gW para graduar kaS pena8 
por rZ delito que le es atribuíble concede al Tribun el art. 546 bie el CP.. 
que destaca como e&m.entas de juicio. junto COB lo personalidad del de- 
lincuente, la trascendencia &l hecho y lo naturale+a y el valor de los 
efectos del delito. ciertamente de reducidas cuantia y utflidad. qi(p deben 
reflejarse en la penalización por ser lo más destacable (CONSID.~ VT). At 
fijar 1a.r penas cowespona%ntes a C. T. y a P.. es preceptivo en cuanto a C.. 
que la pn’vativa de libertad no etceda de la SQiidUdiI aZ delito encubierto. 
en observancia del art. 546 bis a). ptirrafo 2.O. y en lo q1Lp ataiíe a P., bajar 
a h pem inmediata inferior en grado a la establecid para el delito con- 



sumodo. conforme al ort. 51 dct mimo Ordenamiento Legal (CONSL~~ VW. 

No ha lugar a exigir de responsabilidades civíles por haberse rpcupercKlo 
al efecto sutraido (CONSID.~ VIIl).-Condena a P. 0. 1.. R. R. T., M. L. Q. 
y J. A. M., por un delito consumado de hurto, a dos meses y un día de 
arresto mayor, con las accesorias de suspensión de todo cargo públlcw. 
profesión, oficio y derecho (Iv sufragio durante e1 tiempo de la cqndena; a 
la procesada C. C. T., por un delito consumado de receptackón. a un mes 
y un día de arresto mayor, con las mismas accesorias y multa de 5.6OO 
pesetas, sustitufble en caso de impago por un mes de arresto; y, flnalmen- 
te, al encartado A. P. M., por un delito, de receptación en grado de frus- 
tración, concurriendo la agravante de reincidencia y haciendo uso ãel as 
bitrio que concede el art. 546 bis c). a seis meses y un día de presidio me- 
nor con las accesorias comunes correspondientes .y multa dé 15.000 pe 

.setas. sustituible en caso de impago por un mes y quince días de arresto. 

34. Daños por Improdeadr temeraria. Arta. 565/563 CP. Case fortuito. 
Artícnlo 8, 8P CP. 

Sent. 19 noviembre 1958 (E. de España en el N. de Africa).-El 30 n* 
viembre 1957. sobre las 8 horas 30 minutos. marchaba en .dlrecclón a Te- 
tuán el vehlculo matricula CR. 2263, conducido por el paisano A., P, M., 
a.~yo vehículo iba seguido por el hoy procesadro A. L. D., soldado del Grupo 
de Automóviles de la Comandancia General de Ceuta. Al llegar a la altura 
.rlel lugar denominado puente de Condesa, el conductor del vehículo civil 
pretendió virar a su izquierda para dirIgirse a una pista que no tiene ca- 
rácter oficial, y al efecto hizo la sefíal reglamentarla con el brazo izquier- 
do, pero después de haberse cetildo a su derecha, siendo advertida dicha 
serial por el encartado, el que, creyendo que el Irse a la derecha el vehícu- 
lo que le precedía era sedal de que le cedía el paso, habla iniciado el ade- 
lantamiento; lo cual, unido a la escasa distancia que separaba ambos ve- 
hículos en el momento en que A. P. efectuó la sefial con el brazo antes 
aludida, ocasion que los dos coches entraran en collsi6n. produciéndose 
deswrfectos en ambos, tasándose pericialmente los mismos en la suma de 
1.314 ptas., por lo que se refiere al clvil, asf como en la cantidad de 8.700 
pesetas en 10 que afecta al de matrícula militar.-CG. ordinario: Daños (563 

TP.) imputable al procesado A. L. D. pero concurriendo en &.e la circuns- 
tancia eximente de responsabilidad criminal recogida en el art. 8.O, 8.O CP. 
Absolvió y por medio medio de Otro& llam6 respetuosamente la atenclón 

de la Autoridad Judicial en lo que se refiere a posibilidad de que los he- 
chos objeto del procedimiento fuesen imputables al conductnr civil A. P. M. 
AUohIud Judicial: Disintió, por entender haberse cometido imprudencia 
temeraria de la que resultaron daños (565, párrafo l.O/563 CP.) ; 5.000 pe- 
setas de nmlta, sustituible, caso de no ser satisfecha, por tres meses de 
arresto. y PrlvaCión del permiso para conducir vehiculos de motor durante 
tres años: siendo responsable civilmente dicho encartado por Ia suma de 
:%7fK~ Ptas.. a sboMr.al Estado. y por la de 1.814 ptas., a pagar al duefio.del 



vehiculo particular.-Fiecal .Togado: Conforme. con el disenso, pero, s6lo 
dos añw de privación del permiso de conduclr.~Defenso: Absolkián.- 
í’SJAí.: Conflrma, porque la Soln entiende que el CG., al apreciar en su 
conjunto ta prueba obrante en autos y al valorarlo debidamente en orden 
« lo8 correspondientes pronunciamientos jum’dicos. no incum’ó en error 
7rotono de ningún gf+wro: y en concorduncia con ello estinta que dicho CG! 
obr6 con acierto cuando. al declarar dichos pronunciamientos. precisó que 
si birn a cotloa de los hechos de autos resultaron los dos vehículos en 

cuesttón con daños. roncurte en el procesodo la circunstancia de czención 
de la responsabilidad criminoal que se defme en el art. X0, 8.O CG.. por cuan- 
to en el proceder de dicho encartado no coincidió ni intención maliciosa ni 
nrodo de obrar imprudente.-Ornosf: que In Sala entiende que no proce- 
de tomar en consideracidn h llamada de atención que. por medio de otrosí, 
rfectuO el CG. en cuanto a posible responsabilidad del conductor cirQ1 
‘4. P. M. 

25. Varada por imprudencia. Art. 61. párralo segundo LP y I)M,M. Te. 
nlente Fiscal Togado de Ir Armada. Art. 126 CJM. Apreciación de 
la prueba. Art. 767 CJM. Art. 799 CJM. 

Sent. 2ö noviembre 19.58 (Base Nava1 Canarias).-El 20 septlembre 1!)5& 
el buque correo “La Palma”, verificaba su travesía habitual, desde el Puer- 
to rlp Santa Cruz de Tenerife al de Las Palmas, retirándose su Capitán don 
E. C. G. a descansar, una vez salido del primer puerto citado, después de 
dar las instrucciones oportunas respecto a rumbo y navegación, así como 
que se le despertase al estar N. S. con la Isleta, y a las 6,30 horas del día 
siguiente. halkndose el buque a más de una milla de la Isleta en posición 
S. S., el Primer Oficial que estaba de guardia en el puente, don J. L. G., or- 
denó rumbo S. 63 al E, de aguja, para abrirse un poco, llamando seguida- 
mente al Capitán siguiendo las órdenes de aquel. Cuando dicho Capitán se 
estaba vistiendo. sobre las G horas 40 minutos. se notõ cómo el buque ro- 
zaba con algún objeto sumergido, siguiendo su marcha normal, y sin que 
tle momento se observara avería alguna, aunque una vez atracado el 
buque en eI puerto de La Luz y reconocido, se le observaran averlas, va- 
loradas en 365.ooO ptas., renunclando a las posibles responsabilidades ci- 
viles tanto la Compañía Armadora como la Aseguradora, por entender se 
trata de un accidente fortuito. La conducta observada por el CapItan C. y 
por el Primer Oficial G., en relación con esta navegación fué normal,, 
adoptando las medidas normales de precaución, en la forma que siempre 
venfan verfflcfindose en este viaje tan repetldo.-CG. ordinario: Absolvió 
por wtlmar que los herhos enjuiciados no revisten caracteres de delito, 
ya que la conducta observada en los mismos fué normal, sin que se pue- 
da apreciar, por tanto, la grave negligencia o imprudencia necesaria para 
la tlplflcaci6n del delito que se les imputa, .v mucho menos dolo, como 
tampoco Imprudencia temeraria o con infraccibn de Reglamentos, que de 
existir podría dar vida a un delito de daños.-dwlitor: Aprobación.-Co- 



mondante General de la Base: Disintió por entender que la derrota del 
vapor correo “La Palma” iba m& cerca de la costa de lo indicado por am- 
bos procesad=, error que tenían medios de haber observado y corregido. 
y que abunda, por ende, en la confirmación de la no normalidad de su con- 
ducta marinera el hecho de que el Primer Oficial que montaba la guardia 
en el momento del accidente corrigiese poco antes el rumbo para dar un 
mayor resguardo, lo que indica se apercibió de que navegaba excesíva- 
mente cercano a “las bajas” y quiso subsanarlo corrigiendo el rumbo en 
cinco grados hacia fuera, medida que resultó insuficiente y tardía: un 
delito de varada (61. párrafo 2.0 de la Ley Penal y Disciplinaria de la nla- 
rina Mercante). tres meses de arresto mayor con las accesorias legales.- 
Fiscal Togado: Dicho Ministerio Público los trasladó a los oportunos efectos 
al Teniente Fiscal Togado de la Armada (126 CJM.), por tratarse de asunto 
técnico profesional del ramo de Marina. Aprobación, por estimar que no 
existió error notorio en la apreciación de la prueba, ya que esta se hizo 
en consonancia con los datos del proceso, no hubo varada, sino una slm- 
pie rozadura, y tampoco la nota de gravedad en la imprudencia o negli- 
gencia que exige el art. 61, párrafo 2.0 Lep Penal y Disciplinaria de la 
Marina Mercante para que exista la figura delictiva que se les imputa.- 
Defenoo: No hay delito de varada. ya que para ello serfa necesario que 
el buque, a mBs de tocar con un fondo hubiera quedado inmovilizado. lo 
que no ocurrkj en los hechos de autos. absolución.- CSJM.: Confirma, por- 
que la cuesfión que sc plan.tea en la presente Causa y motivo que fifó origen 
n¿ disctrtimiento se refiere a la apreciachjn de la prueba. lo que el CG. rea- 
lizcí et1 conciencia con arreglo a su racional criterio y dentro del arbitrio 
clcce n dichos Tribunales concede el art. 787 CJM.. por lo que el haber hechn 
Irn IISO Correcto de sus atribuciones en cuanto a la rstimaci#n de las pntr- 
has obrantes en autos, la Sala respeta. de acuerda con reiterada jurispr~c- 
dencia de este Alto Trfbunol. la oleclaraci6n de hechos probados del alu- 
tido CG. (CONSTD.~ II. 

26. Varada por imprudcncta. Art. 61, párrafo segundo LP y DMM. Te; 
nlcntc Fiscal Togado de Ir Armada. Art. 126 CJM. Reiteración. 
Arficollo 10, 4.. CP. Detcrminrci6n de la pena. Art. 4.O LP y 
DMM. Art. 565, pirrdo tercero CP. Responsabilidad civil. 

Sent. 26 noviembre 1058 (Departamento Marítimo El Ferrol) .-El 29 ene- 

NJ 1956. el vapor español uArratzn. Folio 412 de la Primera Lista de BU- 
beo. navegaba por las costas del Perú al mando del procesado Capitin de 
la Marina Mercante don A. B. B.. en viaje del Callao a Matarani. con car- 
gamento de trigo, llevando una derrota muy próxima a tierra, despuea de 
pasar los Infierníllos, siendo advertido más tarde el encartado por la Ofi- 
cfalídad de la conveniencia de echar hacia fuera, dadas las indicaciones 
existentes en la carta. de navegar con precaución en dichos lugares. hacien- 
do caso.Omiso por manifestar que habfa una corriente que restarfa mucha 
velocklad al buque (R~JLT.~ 11. Siguiendo la naregaci6n en la forma indi- 



cada. a las 20 horas 10 minutos, con ocasión de ser vista una luz ,-on tres 
cuartas de babor. dispuso el capitán procesado se efectuaran las mamacie 
nes correspondientes. comprotindose se trataba de Punta de Qn Juan, en 
\-)sta de 10 Cual OI’dNló. a tas 20 horas )- 22 minutos abrirse. gokrmndo 

cuatro grados más a estribor y disminuir la velocidad del buque, haciendo 
kiales fónicas por existir condiciones favorables para niebla o calina; no 
obstante. diez minutos más tarde encallaba el buque en las rocas Negras ti 
las proximidades de Punta de San Juan. soiicit&ndose por el encartado. y 
ante la imposibilidati de desencallar al buque por sus propios medios. aui- 
lio a las Autoridades peruanas. consiguiénkse se .Qivara toda la dota- 
ción y proc!ucténdase averías en el repetido buque, el que tuvo que ser 
partido, que han sido valoradas en 9O.OW.ooO de ptas.. y la pérdida de 
parte del cargamento por un valor de 1.697.897.8s ptas. (REsu.T.~ Il t .-CC;. 

07~¿i7~ario: Tras de estimar que de la prueba obrante en autos se llega a ]a 
conclusión de que existía niebla en la zona donde navegaba el buque y 
que la varada de éste no fu@ debida a negligencia de SU Capitán, sino a 
tal niebla, absolvió libremente al procesado don A. R. R. por no estimar en 
el mismo responsabilidad alguna y entender se trataba de un accidente 
fortuito .-Fiscal: Recurso (797 CJM.) por error notorio en la apreciacl6n 
de la prueba. por estimar que del conjunto de la prácticada se desprende 
la existencia de una grave negligencia por parte del procesado y que, en 
en consecuencia, los hechos perseguidos estaban tipificados en el art. 61, 
párrafo 2.O Lev Penal y Disciplinaria ;\larina Mercante.-.~utoti&d Judi- 
cial: Disintió por notorio error en la apreciackín de la prueba, ya que del 
informe de las Autoridades peruanas se desprende que el estado del tiempo 
era propicio para la existencia de neblina o calina. pero no niebla cerrada. 
existiendo declaraciones en autos de que no había niebla y. por último. 
porque ia derrota seguida por el buque no fu8 la más adecuada para evitar 
el acc!dentr: un delito de varada por imprudencia del art. Gi LPMM.. dos 
meses y un día de arresto ma-vor y, en concepto de responsabilidad civil. 
~l.tì97.897.83 ptas.-Fiscal Togndo: (De conformidad con el art. 126 CJM., 
por tratarse de asunto técnico profesional riel Ramo de Marina, el Teniente 
Fiscal Togado de la Armada.) Conforme con ei disenso, pues de la prueba 
‘abrante en autos se desprende que de haber existirlo niebla hubiera sido in- 
operante para la producción del IYSU~~ZI~O si la derrota seguida hubiera 
‘;i(lo adecuada, cosa que no sucedkí sino que, por el contrario, se registra 
ia omisión de las más elementales precauciones precisas en toda navega- 
ción, concurriendo la agravante de relterackjn al haber sido condenado con 
anterioridad a treinta afios de reciuskjn por rebelión militar. aunque la 
aprwjación de tai circunstancia no constritia el arbitrio del Tribunal para 
la imposición de la pena, dado lo establecido en el art. 4.O LPMM. y artfcu- 
lo ;,(;o, párrafo ~3.0 CP.. dos meses y un dfa de arresto mayor con la kcesw 
ria legal correspondiente y al pago de L’l.697.R97.88 ptas.-Defewn: Con- 
firlnacf(jn del fallo dictado por dicho Tribunal sentenciador constituído I>or 
.Jefes y Oficiales del Cuerpo General de la Armada por tratarse de asunto 
puramente técnico. alegando el apasionamiento y presiones que, a SU Jui- 
cio pudieran existir en alguno de los testlKos que deponen y extraño que 
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‘resulta el no haber sido oído el Primér Oflcial como más caracterizado de, 
à bordo, ahadiendo. finalmente. que según reconocen 10s propios Agre- 

ia&, el procesado no abandon6 su puesto de vigilancia, señalando el rum- 
bo y tomando todas las precauciones oportunas, acreditando sus cualidades 
ias manifestaciones del propio Gerente de la Compañía armadora, el que 
expresó ser el mejor v rnái ‘experimentado Capitãn, nhsolución.-CSJ.11. I 
Revoca, porque una ponderada apreciacibn de la pnteba practicada acredi- 
ta que los hechos ocurrieron tal y como se recogen en los dos primeras Re- 
sultandos de esta sentencia y excluye la interprelacibn dada por el CG.. 
que se fundó solamente en las dectnraciones del procesado totalmente des- 
virtuadas por cuantas pruebas se han ‘prkcticado en autos. ya que los tes- 
tigos presenciales que deponen manifiestan la peli&osa derrota seguida 
por lo muy pr6ximo que navegaban a la costa. sin tener en cuenta la sefìa- 
les de peligro que figuran en la carta. siendo advertido el encartado y ha- 
ciendo caso omiso hasta unos minutos antes de ocurrir el accidente en qrw 
ord&ó abrirse. resultando cleficientes y tardfas Cales medidos. como SC 
&re,cia en el in.forme pen’cial practicado ante eE Juez Instructor de In 
presente Causa. criterio que tambidn se mantiene en el dictamen formrc- 
lado por las autoridades peruanas en el que se afirma ohrd con un exceso 
de confianza lindante con la temeridad:’ debiendo asimismo sefialarse quf 
& el parte del Servicio Hidrográfico y Faros de las propias autoridades PP- 

ruan.as en relacidn con el estado del tiempo reinante en el lugar y fecha 
de oc4rn.r el accidente se dice que solamente ex&tian condiciones favara- 
bles para la niehla o- calina. y no por tanto niebla cama se CùI por pro- 
hhdo. por lo que. en consecuencia. y no obstante el cn’terio soste.nido por’ 
reiterada jurisprrtdencia de este Alto Tribunal de respetar la declnracidn 
de hechas prohados que se formulan por eZ Conseja de Guerra dentro deT 
arbitrio qrte la I,ey IP confiere. PIL rl presente caso resdta ohligadn la 
revocaci6n al existir el manifiesto error que en cuanto a la estimacidn de 
la prueba precepttía el art. 799 CJM. (CONSID .o I), u. por consiguiente. los 
hechos realizados por el procesado son constitutivos de un delito de varada 
por grave negligencia. previsto y penado en el art. 62. párrafo 2.O de lo 

digente Ley Penal y Disciplinaria de la Marina Mercante al concurrir cuan- 
tos requisitos SC exigen para la enstencia de la imprudenrtin temerah. 

como son la omisidn voluntaria y no maliciosa dp la necesaria precaucibn 
exQihle en evitación de un mu1 posible que. debiendo serlo. no pct! previs- 
to: relacih de causalidad entre la cita& omisibn y el resultado &fioso 
.Wfn’do y especial cualificación de la omisicin productora del resuIfa& por 
la ausencia en ella de la diligencia mfnima a la 97~2 cualquier CnpZtdn (IP 

huque hubiera debido acomodar su conducta en situacibn semejante (CON- 
sInEaANW II). Concuwe y es de apreciar ùI agravante de reiteración señn- 
lada en el art. 10. 14.’ CP. por haher sido condenado con antem’oridad a los 
hechos de autos a treinta aAos de reclusidn por un delito de rebelibn mili- 
tar. Y si bien la apreciacibn de la citadn agravante no constn’fie el arbi- 

trio iudicial a efectos de la pena n imponer dado lo dispuesto en el art. 1.0’ 
de la aludida Ley en relaci6n con el art. 565, 3.0 CP.. la Sala. teniendo 
en cuenta el gravfsimo perjuicio ocasionado fil buque. PI q7ip m70 qTlp spT. 



seccionado y se perdid .en parte, así como Zu carga desaparecida, estimo 
que lo pena a imponer procede sea la inmediata superior a las setiladus drr 
conformidad con lo dispuesto en el art. Lo, 2.O. pdrrafo 1.O de la repetida 
LPDMM. (Co~sro.O III), toda persona responsable criminalmente de un de-. 
lito o falta lo es también civilmente, por lo que en el presente caso la 
aludida responsabilidad civil deberá fijarse en la suma de 20.000.009 de pe- 
setas a que ascienden las averfas producidas en el vapor “Arraiz” v 
1.297.897,¿39 ptas., por lo que sc reffere al valor de la parte del cargamento 
perdido. (CONSID.~ IV1 .-Condena por un delito de varada por grave negli- 
gencia, a la pena de tres años de prisión menor con las accesorias de sus- 
pensión de toda cargo público, profesiõn, oficio y derecho de sufragio du- 
rante el tiempo de la condena: exigiendosele en concepto de responsabilí- 
dad civil la cantidad de 20.000900 de ptas., valor a que ascienden los da- 
ños producidos en el vapor “Arraiz”, y 1.697,897,89 ptas. que importa la 
parte del cargamento perdido, cuyas cantidades deberá abonar a los 
perjudicados. 

27. Delitos contra el honor militar. Art. 352 CJM. Abandono de destino. 
Artículo 365, 3.O CJM. Quebrantamiento de arresto. Art. 437, 8.O 
Falta leve incidental. Segunda embriaguez. Art. 444, CJM. Pres, 
cripeión. Art. 249 CJM. Responsabilidad civil. 

Sent. 28 noviembre 1958 (1 Regiõn Militar).-El 21 enero 1950. el en- 
tonces Teniente don A. R. H., destinado en el Regimiento de Caballería Ca- 
zadores núm. . . . . y que se hospedaba en la Residencia de Oficiales de Al- 
calá de Henares, estaba en el bar de la Residencia tomando unas copas de 
licor v en completo estado de embriaguez. Al dar las cuatro de la madru- 
gada dc dicho dia orden6 al soldado de Caballería F. C. A., que pres- 
taba servicio en el local, le acompaiíara a subir a su habitación para quí- 
tarle las botas, lo que cumplimentó el requerido, en unión de otro soldado, 
si bien el primero procuró y consiguió ocultarse antes de entrar en el 
cuarto por miedo a que el Teniente le obligara a dormir con el. segiln ha- 
bis intentarlo forzarle el dia cuatro anterior. Veinte minutos después, cuan- 
do .va el otro soldado habla salido de la habitación del Teniente v parecía 
que éste se habla acostado, procedió el soldado C. a retirarse hacia su dor- 
mitorio, pero se encontr6 con que le aguardaba en el corredor el procesado, 
quien despues de increparle duramente, le orden6 se pusiera en posición 
de firmes v dándole dos bofetadas le obligó a entrar en su habitación. a 
quitarse la sahariana, los pantalones y las b&as y a echarse en la cama. 
donde el procesado se arrojó sobre él, besándole y succionandole el miem- 
bro viril. Minutos después. el soldado C. logr6 escapar de la habitación del 
Teniente, dando parte al cabo primero encargado del personal de tropa de 
la Residencia, el cual lo trasladti al Teniente Secretario de la misma. ori- 
ginándose así la presente causa, en la que recayó sentencia absolutoria, fe- 
cha 29 julio 1950, a favor del repetido soldado C. por estimarse hahfa 
obrado bajo la “fuerza irresistible” de que le hizo vfctima el Oficial fRzsrr.- 
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T,+N~ I). Colno consecuencia del parte antes citado. transmltido por el 
Coronel Presidente de la Residencia de Oficiales al Coronel Comandante 
~111~r de 1s Plaza de Alcalá de Henares el día 22 enero 1950. dicha Auto. 
rjdad ordenrj el arresto en la Sala de Estandartes de1 Regimiento de Caba- 

llería Cazadores núm. . . . . como Guardia de Principal. del Teniente don 

A. R. H.. a cuya Sala pasó éste. pero para fugarse de la mlsma a las once 
horas, el 23 siguiente, marchando a Barcelona y OtrOs hIgares no pIX?Cisa- 

dos, incluyendo el de Ibiza (Baleares). donde contrajo matrimonio en 23 de 
diciembre 1935. y donde fu6 detenido por la policía el 12 junio 1957. por 
estar ordenada su búsqueda y captura a resultas de la presente causa, en 
la que se le habla declarado en ret=ldIa. Sometido a reconocimiento mé 
dico, no presenta ningún síntoma clínico de enfermedad mental. aunque si 
datos de alcoholismo reiterado. En 7 mano 1951 fu6 dado de baja en el 
Ejercito por hallarse en ignora(h) paradero (RESCL+ II) .-CG. Oficiales 

Generoks: Delito contra el honor militar f.352 CJM.‘) y otro de abandonn 
de destino (365. 3.O CJM.) así como una falta grave de quebrantamiento 
de arresto (437, 8.O) y una falta leve incidental de segunda embriaguez no 
estando de servicio (444 C.JM.) : un año de prisión militar y separackin del 
servicio con las accesorias correspondientes por el delito contra el honor 
militar, seis meses y un día de igual prisión militar por el delito de aban- 
dono de destino, y correctivos de dos meses v un día y dos meses 
de arresto militar por las faltas de quebrantamiento de arresto y de 
segunda embriaguez, respectivamente.-.,l utoridad Judicial: Conformidad.- 
Fiscal Militar: Aprobación.-Defensa: Estimó que se había extinguido la 
resJwnsahilidaad penal por los delitos y faltas imputados a su patrocinado. 
toda vez que el art. 249 del CJM.. que señala los plazos de prescripción de 
los delitos castigados con penas comunes. no lo hace expresamente para los 
que lo sean con penas militares y, por lo tanto. entiende que los sancio- 
nados con priskin militar prescriben en el tkmino de cinco años que dicho 
precepto determina para los delitos a los que corresponda pena diferente 
a las que en el mismo se citan: en todo caso, para que el plazo de prescrlp- 
cidn fuera superior, entiende que la pena señalada tendria que ser precep 
tiva y necesariamente por más de un año, circunstancia que no se da en los 
delitos de autos, que pueden ser sancionados con seis meses y un dia de 
la indicada pena y el propio CG. la aplicó en extenslhn que no excede del 
afia.-CSJ.W.: Revoca. porque si bien los hechos recogidos e’» el Resultan.- 
do 1 ík esta sentrncin son constitutivos de un delito co71tra el honor militar. 
previsto y penado en. el art. 352 CJM. integrado por la realización de actas 
deshonestos con un individuo del propio sexo, así como de unn falta leve dr 
embriaguez. no estando de servicio. del art. 444 CJM. Y tos consignados en 
et Resultando II constituyen el delito de abandono de destina. definido y 
sancionado en el inciso .?.O del art. .?65 CJM.. par cuanto el procesado x<> 
aport6 del que tenía conferido por un periodo de tiempo qîce excede del 
Plazo di &wo dias señalado en. el último párrafo de dicho precepto. y &- 

mismo inte.rlto la falta grave de quebrantamiento de arresto que castiga 
el 07t 4%‘. 8.O CJM.. al vulnerar el que le había sido impuesto por Ia 
-aUt(wiffad Mifitfar fiP .41cahi rlr Henares en In Snln de ñ.qtnndartrs &q Re- 
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gimiento de Caballería núm. . . . (Cotw~.~ 11. paralizado el procedimiento 
el 25 ahn. 1952 hasta que el 12 julio 1957 fu6 aprehendido el culpable. ha 
transcurrido con exceso el término pret:enido en el art. 253 CJM.. para lo 
prescripción de las faltas, no asf el q?te fija el art. 249 para In de los de- 

litos calificados, pues dada la entidad de la pena imponible a cada wno de 

ellos se precisa el transcurso del plazo de diez años poro la extiMón de la 
responsabilidad penal derivada tanto de uno como de otro. sin que pueda 
tomarse en consideración la pretensión de que los delitos militares prescn.. 
ben todos a los cinco años. mediante una forzada interprrtaci6n del prr. 
cepto últkampnte referido. el que evidentemente regula la prescripción 
del delito según la extensión de la pena que al mismo setila la Ley sin 
distinción de su carácter militar o común, como tampoco tenerse tinicn- 
mente en cuenta su límite mhimo 0 el grado en que efectivamente lo 

oplirci el CG. en uso de las facultades qrle le esth conferidas. puesto qw 

las cuestiones de previo pronunciomiento como la que se contempla, han 
de resolverse por los trámites de los arts. 738 y siguientes CJM. y no pueden 
estar condicionadas por el criterio particular que a posteriori mantenga ~1 
Tribunal sentenciador (CONSID ? III). En cuanto a responsabilidades civiles 
no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno al respecto por no haberlas 
exigibles !CONSID.~ IV) .-Condena al ex Teniente de Cahallerla don A. R. H. 

como autor de un delito contra el honor militar a un año de prisión militar 
y separacibn del servicio, con la accesoria de suspensión de empleo, e 
igualmente en concepto de autor de un delito de abandono de destlno a 

seis meses y un dfa de prisión militar con la accesoria de suspensión de 
empleo, no imponi6ndosele correctivo alguno por las dos faltas que asi- 
mismo se aprecian al haber extin@do la responsabilidad que de las mis- 
mas se deriva por prescripción. 

28. Fraude mllitar. Art. 403. 4.O párralo sefluado CJM. Buena candocta 

anterior. Diferencias ea el reparto de lo defraudado. Art. 192 CJM. 

Sent. 5 diciembre 1958 (Reglón A&ea Central).-El procesado don M. 
0. A., Teniente conductor del Arma de Aviación, que tuvo a su cargo el 
Tren Central de Automóviles, sustrajo durante los aflos 1953 a 1957. va- 
les de los redbldos para repostar a los vehlculos de la expresada Unidad 
por las ctfras siguientes: 13.050 litros de gasolina, valorados en 75.994.50 
pesetas; 20 litros de gas-N valorados en 40 ptas., y 763 litros de aceite, con 
valoración en 8.262.65 ptas. @kSULT P 1). Dichos vales los entreg6 para su 
conversión en dinero al también procesado F. J. P. G., encargado de la 
estación de servicio de la C. A. M. P. S. A.. en Sala de los Infantes. el cual 
a sabiendas del origen ilicito de ellos los liquidó a metálico por su importe, 
como si efectivamente hubiera sumlnlstrado los @neros respectivos con la 
Agencia provincial de la mencionada CompaRfa durante aquel periodo de 
tiempo, entregando en diversas veces. unas en mano y otras mediante 
transferencia bancaria al Teniente 0. A. las 84.2S7,15 pesetas., a que, en 
conjunto, asciende la cuantla de los referidos vales. ron deducción de 40 
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a 60 c&nthos el litro que cedi M. 0. A. a P. G., cuyas respectivas Cantida- 
des aplicaron uno y otro procesado a USOS PropiOS ($3ULT.0 II) .-W. ofi- 
cinles Generales: fraude (403, 4.O párrafo 2.” CJM.), Teniente 0. A.. separa- 

ción del servicio, y paisano P. G.. ocho meses de prisión, esta última pena 
con sus accesorias correspondientes; responsabilidad civil: al Estado por 
mediación del Efkcito del Aire S4.297,15 ptas.. de las que deberá satisfacer 

el Teniente 0. 80.000 ptas. y el paisano P. 4.297,15 ptas.. con responsahi- 
lidad solidaria entre si por sus respectivas cuotas y subsidiariamente por 
las del otro; llama respetuosamente la atención de la autoridad Judicial 
sobte los hechos a que hacen referencia las cartas del Teniente 0. uni- 
das a los autos y las actuaciones de la causa con ella relacionadas por si 
considera oportuno la incoación del oportuno procedimiento para su escla- 
recimlento.-Defensor: Del procesado P., recurso (797 CJM.) .-ilutoridad 
Judicial: Aprobación e instrucción del procedimiento a que se refiere la 
llamada de atención previo cumplimiento de los trámites prevenidos en 
los arts. 802 y 806.-Fiscal Togado: Aprobaclõn.-Defensas: Ia del Tenien- 
te 0. A., aprobación, y la del paisano P. G., revocación. con absolución de 
su patrocinado o, alternativamente, se le impusiera una pena adecuada a 
su escasa partlcipaclbn en el delito.-CSJM.: Confirma, porque la sustrnr- 
cidn por el acusado don M. 0. A. de los expresados vales de gasolina. qas- 
oil y aceite recibidos de la mentada Unidad de Automovilismo para el wmi- 
nistro a los vehículos del Ejército del Aire que debían allí realizarle y la 
posterior enajenaciiõn de aquellos al otro procesado. quedándose ambos 
con las cantidades obtenidas en la operación, según se ha referido. conji- 
guran manifiestamente el delito consumado de fraude del 40.3. 4.0. pcírra- 
fo 2.“ CJM.. cual entendió el CG. (CONSID .O 1). No concurren circunstancias 
eximentes ni modificativas de la culpabilidad, siquiera sea de apreciar en 
observación del 292 CJM. la buena conducta anterior del encartado p. y 

la menor percepción pecuniaria en lo defraudado (CONSID. III). OTROSÍ: Res- 

pecto a la llamada de atención del CC., se dejan Integras las atribuciones de 
la Autoridad Judicial para que con su Auditor providencie sobre elis lo. 
que estime pertinente. 

29. Lesiones graves por imprudencia temeraria. Art. 565/420, 3.O CP. Ims 
prudcocia simple con infracción de reglameatos. Circular por di; 
recclh probibida. Arts. 114 y 171 b), Udigo de Circulación. Res: 
ponsabilidad civil subsidiaria del EjCrclto de Tierra. Art. 206 CJM, 

Sent. 10 diciembre 1958 (III Reglón Militar).-El procesado S. R. T.. 
soldado con destino en el Grupo de Automóviles del Tercer Cuerpo de 
Ejkclto, el 1 de abril de 1955, conducía, en acto de servicio el camión mi- 
litar, matrícula del Ejkclto de Tierra núm. . . . . por la calle del Consulal tlel 
Mar. de Valencia. que era de dirección prohibida, y al objeto de evitar la 
colisión con un tranvía que transitaba con marcha en sentido contrario se 
clfió a su derecha. por lo que la caja del vehículo invadió parte de la acera 
en la que se hallaba, mirando un escaparate, el paisano D. A. M.. acaecienrlo. 
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que la parte posterior de la indicada caja del camión derribó a dicho llaism- 
no, produciendole lesiones que tardaron en curar seis meses y diez días. ori- 
ginándose gastos con ocasión de tratamiento facultativo de dichas lesiones 
por el importe total de X090,57 ptas. Cuando ocurricí lo relatado el procesa- 
do marchaba a velocidad muy moderada, haciendo uso de señales acústicas. 
CG. mdinurio: Di6 como probados los hechos siguientes: “Que el procesa- 
do S. B. T., soldado con destino en el Grupo de Automcíviles del C. E. III, 
el dfa 1 abril 1955, con ocasión de conducir en acto de servicio el cnmián 
militar E.T. 3093 por la calle del Consulat del Mar. de Valencia, (1~ si 
bien era dp dirección prohibida, no percibió tal circunstancia por la forma 
donde estaba emplazada la seña1 de prohil)icic’,n. (111~ atlrmzís cst3ln 6!ehco- 

lorlda sobre una fachada de parecido color. ay,qún m;lnifieet:ln tlos ;\lf~t~c~c.t~:: 
que viajaban en la cabina, y al objeto de evitar la colisi6n con un tranvfa 
que transitaba en dirección contraria, se ciñ6 a su derecha, por lo que la 
caja del camión invadió parte de la acera en la que se hallaba mirando 
un escaparate el paisano D. A. M., al cual rehascí, pero bien porque este 
,último hiciese algún movimiento o por cualquier otra circunstancia es lo 
cierto que no obstante haberle rebasado casi por completo, la parte poste- 
rior de la caja 10 dprrlbó, produciéndole lesiones que tardaron en curar 
seis meses y diez días. con un gasto de 1.980 ptas. en el Hospital Pro\vin- 
clal v 1.070.77 ptas. en otros medicamentos. siendo de advertir que CI pro- 
cesado marchaba a velocidad sumamente moderada, haciendo uso de las 
señales acfisticas. que tuvo precisión de orillarse sobre la acera para evita1 
la colisión y que dicha maniobra la verificó con pericia normal y que de 
haber continuado en el mismo sitio en que se hallaba el lesionadn cuando 
fu6 rebasado no se hubiera producido el accidente”. Absolvió.-.4 rctoridnd 

Judicial: Disintió por entender que existe un delito de imprudencia teme- 
raria que de haber mediado malicia constituiría el de lesiones graves (.jfi5, 
1.0/420, 4.O CP.), cuatro meses de arresto mayor y privación del permiso 
para conducir vehlculos de motor por tiempo de un año; habiendo de in- 
demnizar al lesionado, en concepto de responsabilidad civil, mediante el 
abono de 3.050,77 ptas.-Fiscal Togado: Imprudencia simple con lnfrao 
clón de Reglamentos (565, párrafo 2.O/420, 3.O CP.), dos meses de arresto 
mayor, así como privación del permiso para conducir vehfculos de mo- 
tor por tiempo de un año; debiéndose declarar responsable civilmente en 
la cantidad expresada: procediendo la responsabilidad civil subsidiaria del 
Estado, Ramo del Ejército. si resultase Ia insolvencia del condenado.- 
Defensa: Absoluclõn.-CSJM.: Revoca, porque de conformidad con el cri- 
terio sustentado por el Fiscal Togado de este Consejo Supremo. la Sala 

estima que en la sentencia dictada por el CG. que vi6 y fall la presente 
causa se incidib en error de hecho al apreciarse la prueba sumarial, a& 
como en ewûp de derecho al calificarse como no integrantes de delito 10s 
hechos de autos. Y ello porque es evidente que dichos hechos son con.& 
tutivos de delito de imprudencia simple con infracciõn de Reglamentos 
que de haber mediado malicia integraría el de lesiones graves, previsto y 

penado el indicado delito en el art. 565. párrafo 2.O/565, pbwafo 5.0/420. 3.0 
Cp.; ya que el procesado no prestó la diligencia obligadn para todos los 



collductores de 1:ehiculos de motor ?wcánico cuando el día de (1frto.s circulo 

por vía urbana de dirección no permitida, no habiéndosr cerciorado pre- 
lyiamente con necesaria cautelo de si dicha víc~ porlín ser rerorrida Iícitn- 
mente, con lo que vulner6 la norma reglamentario quf en cunMo a prolri- 
hicibn de marchar con automóviles por calles de dirección PIO consentida 
se contiene en el ort. 114 en relación con d párrafo b) del 171. ambos ar- 

tículos del Código de Circulación.: hobitkiosr dwivodo del proceder del en- 
cartado lesiones n otras personas que tardaron en curar más de noventa 
días (CONSID.~ 1). Al haber obrado el procesado en la ocasión de autos en 
cumplimiento di’ servicio reglamentariamente oranado y haber sido de- 
clarado insolvente dicho encartarlo. procede pronunciamiento sobre re.s- 
ponsnbilidad civil subsidian’a del Ejército de Tierra. de ucwrdo con el 

artículo 208 CJM. (CONSID.O IV).--Condena a dos meses de arresto mayor. 
con las accesorias legales comunes de suspensión de todo cargo público, 
profesión. oficio y derecho de sufragio durante el tiempo de la condena y 
el efecto militar de pérdida de tiempo para el servicio: ademAs privación 
de permiso para conducir vehículos de motor mecánico por tiempo de un 
año: declarándosele responsable civilmente al abono al lesionado de la su- 
ma de 3.050,77 ptas., siendo responsable civil suhsitiiari<, por dicha suma 
el Ejército de Tierra. 

.X0. Imprudencia punible. Responsabilidad civil subsidiaria del E. de Tie. 

rra. Art. 206 CJM. 

Auto 10 diciembre 1958 (VII RegiGn Militar).-En sentencia del 17 agos- 
to 1957 se declarú probado: Que el procesado soldado E. H. C., el 28 sep- 
tiembre 1954. sobre las 21 horas y cuando en acto de servicio conducía un 

carro tirado por una mula por la calle de San Benito, de Valladolid hacia 
la Plaza del Poniente subido en dicho carro, el cual estaha en perfectas con- 
diciones de uso y manejo en cuanto al mecanismo de freno, se espantó la 
mula y emprendiendo veloz carrera atropelló a J. V. H., derribándola. pa- 
sándola una rueda del carro por encima del cuerpo y originándola leslo- 
nes, de las que tardó en curar ciento cuarenta y siete dfas, habiéndolo 
hecho sin defecto ni deformidad, y habiéndosele originado gastos de cura- 
ci6n de los cuales han sido acreditados hasta el presente momento la 
cantidad de 1.118 ptas.; la lesionada fu6 alcanzada por el carro en el 
trozo de la calle v en la parte de la calzada que va desde la Plaza de los 
Leones de Castilla a la Plaza del Poniente y a una distancia del borde de 
la acera de 70 metros, fuera de la cual circulaba. No estando el procesado 
autorizado para ir subido en el carro (RESULT .O II. Estos hechos fueron cali- 
ficados de imprudencia punible con resultado de lesiones (565/420, 3.0 CP. 
en relación con el 112 del Código de ClrculacMn) ; un mes y un dfa de 
arresto mayor, accesorias y efecto militar de pérdida de tiempo para el 
servicio de antlgiledad en el mismo igual al de la condena, debiendo sa- 
tisfacer a la lesionada la cantidad a que asciende el total de los gastos de 
su curación que se acredItar&n en perfodo de ejecución de sentencia. res- 
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ponsabilidad civil subsidiaria del Estado (Ramo de la Guerra) (RESULTAN- 
DO II). Declara la insolvencia del procesado, la Asesoría Jurfdka estimó 
procedente la referida responsabilidad subsidiaria, conformándose el Sub 
secretario del \linisterio del Ejército con este parecer (REs~LT.~ III).-Fis- 

cal Togado: Procede en cuanto a la indemnizaclõn a satisfacer a la lesio- 
nada J. V. H. en la cantidad señalada de 3X30$9 ptas.-CSJM.: Por los pro- 

pios fundamentos un que se apoyd el informe del Excmo. Sr. Fiscal To- 

gado de este Consejo Supremo de Justicia Militar. que la Sala hace suyo en 

todas sus partes y habida cuetLt« qw’ se ha acreditado que el reo carece 

en absoluto de bieues para hacer efectiva la responsabilidad civil decla- 

rada en la sentencia y que cometió el delito con ocasi6n de ejecutar un 

acto de ser-vicio wglanrentario ordenado, visto lo dispuesto en el art. 206 

CJM., cs proredente cleclarar la responsabilidad civil subsidiaria del Ejdr- 

rilo (Ir, Tierra ej] cuanto a In iwletnn.ización a satisfacer por tal conwpto 

(1 la lesionod(f J. 1’. IJ. eit la cantidnd de 3.8.70.62 ptas. (CoxsI~.~ ÚNICOJ. 

31. Asesinato irustrado. Cualificativa de alevosía. Premeditach. Articu= 
los 496 CP. Art. 10, 6.” CP. Art. 194. 1.’ CJM. Arrebato u obceca= 
ción. .irt. 9. ka CD. Dilacih injustificada en la causa. Corrección 
disciplinaria. Arts. 168 y 172 CJM. 

SfVlt. 12 flicicmbrc 1.9.S (FI. de Espaca en el ì\‘. de .ifrica).-En Ia nu- 
che del 9 al 10 octubre 19% cuando estaba en funciones de ca1)o de Cuartel 
en Un pabellhn tiel hXKirtehnIient0 de reclutas clel Tercio Duque de .ilba 
-IT de la Legitin-, en Riffien (Marruecos). el recluta A. G. G., llegó em- 
briagado, POCO antes del toque de silencio, al barracón, el &mbiGn legio- 
nario del propio tercio J. C. D., procesado en esta causa, el cual insultaha e 
incluso agredfa a otros sohiados con el consiguiente desorden, por lo que 
hubo de intervenir el G. G.. a fin de que se reportara C.: mas este, lejos 

de ello, fa116 de palabra a :~qu@I. manteniendo su actitud agresiva, ante la 
que A. G. le dió un fuerte puñetazo que le redujo, yéndose C., dwpués de 
curado de !a erosión que sufrió, al dormitorío, donde encargó el cuartelero 
a los imaginarias que vigilasen especialmente al C.; con lo que terminó 
aquella cuestión (RESCLT." 1). Sobre los 45 minutos del 13 octubre 1956, en 

ocasión de estar en el pabell6n de referencia el procesado J. C. D. de ima- 
ginaria, y acostado en su litera A. G. G., cogió el primero del armero de la 
compañla un mosquetón al que armó el machete que tenía para el servi- 
cio que prestaba y empuñando el arma así dispuesta, se fu6 hacia la litera 
de A. G. G., al que acometió, mientras éste dormía, dirigiéndole una cu- 
chillada, con animo de matarle, al vientre, cuyo golpe pUnZante de mache- 
te atravesb sábanas y mantas e hirió levemente en la región abdominal al 
agredido, que al sentirse lesionado despertó y saitõ rápidamente de la cama 
sobre el agresor, al que sujetó de momento, en tanto que OtrOS soldados, 

que acudieron inmediatamente a los gritos del A., desarmaron al encar- 

tado tras forcejear con eI para que desistiera de su agresividad. (RESXI.- 
TAxoo 11). .i. G. G. fué dado de alta, curado, sin defecto ni deformidad el 
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10 (le1 c~presat~o octubre, no constando haya originado gastos asistencia- 
les (RESL’LT.~ 111). J. C. D. fu6 condenado en sents. 30 enero y 9 septiembre 

l!)52, por polizonaje, ambas, a sendas penas de 1.000 ptas. de multa. (REWL- 
TANW Iv).---cG. ordinario: Asesinato en grado de frustraciõn, cualificado 

por premeditación (406/51 CP.). agravante de alevosía (10, 1.O CP.), asf 
como cle la específica de agravación señalada en el art. 194, 1.O CJM.; vein- 
te años y un dfa de reclusión mayor.-Defensa: Recurso (797 CJM.) fun- 
damentandolo en no haberse tenido en cuenta en dicho fallo el estado de 
obceraciún que se produjo en J. C. D.-Autoridad Judicial: Disintió por 
twter~ler que el asesinato frustrado es cualificado por la alevosía (406 y en 
el RI’I. 10. 1.0, respectivamente, CP.) no concurriendo otra circunstancia 
modificativa (le la responsabilidad que la agravante específica compren- 
dida en el art. 11)3. 1.O C.JM.: procediendo imponer al procesado, responsa- 
ble como autor, pena dc diecisiete años y cuatro meses de reclusión me- 
nor; estimando asimismo que, por considerar excesiva la condena y de 
acuerdo con lo dtspuesto en el art. Lo, párrafo 2.O CP. y en el 183 C.JM., 
tlchicra rebajarse. previo el correspondiente expediente de indulto, a seis 
ai1oì; !’ un día de prisión mayor.--Fiscal Togado: Conforme con el disenso. 
excepro en que no considera procedente elevar propuesta de reducción 
de la pena.---&fe?csu: Homicidio simple, al no concurrir la circunstancia 
agravante de alevosía, doce años y un día de reclusión menor.-CSJM.: 
KevtKl. porque el flcometimiento por el procesarlo rl. c;.. tirfíndolf~ un 

mnclwtoto. segUn quedo expuesto, con propósito manifiesto de causarle 

In wrwrt( y empleo de medio idóneo al efecto, siquiera sólo consiguiera 

prodrtcir hr~itla leve. dej6 concluída por parte del culpable la accih crz- 

~tliwosa ejwzctivn de su resolución de quitar la vida al agredido. y si no ob- 

turo estt, resultado fu6 por motivos tan ajenos a la voluntad delictuosn 

f.rlfriorizadn como haber tropezado el arma con las ropas dr rama que 

awifwnrot~ cl golpe y limitaron el alcance ofensivo del armo. la que rmbo- 

tadu grnn porte en ellas lleg6 ya a la víctima con la escasa eficacia ojensr- 

ro Iogrncln. por lo cual el delito propuesto de matar. sujetivamente per- 

.I( c’to. no two la consecuencia objetiva buscada y en su virtud sc está ante 

1.I clr!ito frustrado que concept?ía el art. 3.O. párrafo Lo CP.. según ha en- 

tujtflitio wtt unanimidad completa el CG.. la Autoridad Judicial Y su Audi- 

tor 11 cl .\finisterio Fiscal (CONSID.~ I), surgiendo. al calificar el delito 
(~l<rr<,,rlf?l.t~~. también. del medio empleado en su ejecución por el culpable. 

Yo (1~ SU inesperada y súbita agresión durante el turno en que vigilaba 

y no cra vigilado. lo que le duba plena libertad de actuación. y cua~tdo 

Por cltro parte .4. G. etc su sueño tampoco podía impedir el ataque ni colo- 

(‘(Irs( en situación defensiva. configuran de modo palmario la circunstancia 
agrflrante de alevosia. definida en el art. 10, 1.0 Cp. y como al concurrir 

runlificfl dc asesinato el arto de matar. con arreglo al art. 406 CP.. este de- 

liro (1~ owsinato es el cometido en el grado de frustracirín indicado (CON- 

S~WWG~~ II). Responsable en concepto de autor directo, segícn el art. 296. 

1.’ (‘JM. Y et art. 14. 1.’ CP.. el procesado J. C. D. (CONSID.~ III). Por haber- 
se realizado et delito con ocasih de acto del sen+cio militnr y en local de 

nr$dartf’lamff’tUo. conrwrre fo rircunstanria de especial agraración que pres- 



CT& la regla 1.” del arf. 194 CJM., y, a SU wt. lus dos condenas allteeores 

del acusado generan la agravante de reiteración, ort. 187 del propio Cbdigo, 
de valoracidn discrecional para la penalidad, confmnze al art. 192 (cONs,- 
DERANDO IV). En cambio no son de estimar: la agravante de premeditocih 

deI nrt. 10, 6.’ que aprecid el CG., por no haber funo!amentos bastantes 

para atribuir al procésado la preparación meditada y persistente del hecho 

que requiere la circunstancia, sino que pudo decidirse o realizarte por im- 

pukos momentáneos aunque fuesen vengativos; ni en otro sentido la ate- 

twante de nnebato TJ obcecaci6n del arl. 9. 0.O CP., ya que a’ e[ procesado 
obró resentido por el puñetazo que días antes le propinara A. G., seme- 
jante estimulo vindicativo no ofrece lo calidad de legítimo y prh&mo cmo 
seria indispensable o basar la circunstancia (CONSID.~ V).<on(iena o la 

pena de diecisiete años, cuatro meses y un día de reclusi6n menor, con la 
accesoria de inhabilitación absoluta durante el tiempo de la condena y el 
efecto militar .dè expulsión de las filas del Ejército, con p&dida de todos 
los derechos adquiridos en el, siendole de abono toda la prisión preventiva 
sufrida a resultas de esta causa; sin que exista responsabilidad civil exl- 
gible. La Sala estimando que la expresada penalidad es a su juicio nota- 
blemente excesiva, hecho mérito que el dafio material causado por el de- 
lito no existiõ virtualmente, propone al Gobierno, conforme al art. 2.0, 
párrafo 2.O CP. y de acuerdo igualmente en este punto con la Autoridad 
Judjcial y su Auditor, que la referida pena sea conmutada por la de diez 
anos de prisiõn mayor, con sus accesorias de suspensión de todo cargo 
publico, profesión, oficio y derecho de sufragio durante el tiempo de la 
condena y el efecto militar de pasar, despu& de extinguir la penalidad, a 
Cuerpo de Disciplina para CUmplir el tiempo que le resta de servicio en 
filas-I OTaosf: Sobre posible aplicación de los beneficios del indulto ge- 
neral regulado por D. 31 octubre 1959.-11 OTnosf: Al folio 20 de la causa 
que el tramite de la misma ha estado paralizado completamente desde el 
Is noviembre 19% hasta el IR septiembre 1957. v SI esta negligencia seria 
ya reprensible en sl misma, lo es más porque estaba detenldo el inculpado, 
quien permaneció en esta situación, de duración legal llmitada con arre- 
glo al art. 872 CJM. cerca de un año, sin haberse dictado durante tal pe. 
riodo de tiempo por el Instructor el auto de procesamiento y prisión que 
exigen los arts. 553, 673 y 685 CJM. Como semejante 1nfracciOn manifiesta 
y no justiflcada de las normas procesales constituye palmarla falta en el 
desempeño de las funciones de Juez Instructor por el Teniente legionario 
don J. A. C., la Sala acuerda imponerle conforme a los arts. 168 y 172 CJM. 
la corrección disciplinaria de reprensi6n. de la cual podrá recurrir en sú- 
plica ante esta misma Sala dentro de los quince días slgulentes a la no- 
tificación. 



,2. imprudencia simple con infracción de reglamentos. Hesponsahilidad 
civil subsidiaria del E. de Tierra. Art. 206 CJM. Falta de prospe- 
ridad económica patente. Desamparo. 

Aulo Zi dicirmbrc 1953 (Pi Región Xilitar) .-Por sentencia de 9 cli- 
Ciembre 1957 se declaró probado: Que el procesado J. L. T.. cabo de la Com- 
pañía de Automovilismo del Regimiento de Artillería núm. . . . . sin antere- 
tientes penales 1 con anotación de ocho días de prevención por incum- 
plimiento de sus obligaciones, en su hoja de castigos, el dfa 22 diciembre 
1956, sobre las 17 horas conducía el camión E. T. 29250. que formaba en 
tercer lugar en un convo). de I(i camiones que transportaba tropa hacia 
Granada, procedentes del Campamento de la Zubia. ) en lugar conocido por 
el “Caldero de Santa Rita”, donde existen varias curvas pronunciadas, al 
1«1nar una de estas demasiado abierta y sin las debidas precauciones, golpe6 
y enganchó con la caja del camión el carro agrícola de la matricula de Hue- 
ter Vega núm. 54 que marchaba por su tlerecha y en la misma dirección y 
al ({ue ya habían adelantado normalmente los dos camiones que precedían 
al del procesado en el convoy. causando a los conductores del carro, M. G. 
31. y T. S. M., uno de los cuales llevaba las riendas del animal que tiraha 
del mismo Y otro iba cogido al torno cte la parte trasera, múltiples heridas 
contusa!: en el cuello, fractura de base del cráneo e intensisimo shock trau- 
máti(,«. de pronóstico gravísimo, el primero, y heridas contusas con p&= 
dida de sustancias en la región inguinal derecha, dejando al descubierto el 
cordón espermático, con penetración en la cueva muscular de las adlhteres, 
a las cuales seccionó. disecando cl f6mur en un trayecto de unos 15 cen- 
limetros shock traumltico y fractura de la muñeca izquierda, de carác- 
ter grave, al segundo; causando tambien la muerte del burro enganchado 
al carro y daños a éste y a la mercancía que transportaba, valorados en 
3.000 ptas. el animal y en 1.219 ptas. los daños. A consecuencia de los brus- 
cos cambios de dirección que el procesado imprimió al vehículo al atrope- 
llar al carro, proyo& el vuelco del camión, resultando también los solda- 

dos que iban en la caja del vehículo, M. M. S., con fractura de la muñeca 
izquierda y herida mentoniana, con conmoción de carhcter menos grave, y 
hl. 9. C., con fuerte contusión del hombro derecho. Los lesionados tarda- 
ron en curar. M. G. M., diecinueve dlas; T. S. M., veintiséis; soldado M. M. 
S.. cincuenta, y soldado M. 9. C., veinte. Todos ellos quedaron útiles para 
el servicio de las armas y aptos para toda clase de trabajos. Los jornales 
perdidos por los paisanos el tiempo que estuvieron incapacitados para el 
trabajo les fueron abonados por la Compañfa de Seguros a la que estaban 
afllia(?os, a T. S. M., no así a M. G. M. que trabajaba por su cuenta, mani- 
festando la Delegación Provincial del Trabajo a consultas del Instructor 
que el salario medio de un obrero no calificado era el de 20 ptas. diarias 
para la provincia; las pequeñas averías causadas en la caja dt?l camión al 
volcar fueron reparadas sin cargo en el taller de la Compañía de Automó- 
viles. El procesado se hallaba en posesión de la autorización para conducir, 
.se@n comunicaci6n de la Compafila de AutomOviles de . . . (RESIII.T.“ 1). 
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Estos hechos fueron CUficados de imprudencia con infracci<ín de regla- 
mentos 6565, párrafo 2.0/563, Lo/ 420, 4.O/422 CP.), 5.000 ptas. de multa y 
privación del permiso de conducir por tiempo de tres años, y en caso de no. 
hacer efectiva ia multa un arresto sustitutorio de dos meses, accesorias 
v en conceptos de responsabilidad civil, abonar al propietario del burro 
muerto y al del carro por los daños sufridos en este vehículo v en las 
ImrCanCfaS que iievaba la Cantidad de 2.159 ptas. y a .M. G. M. la de 380 pe- 
setas por los jornales perdidos durante su curación, declarándose para el 
caso de insolvencia del procesado la Responsabilidad Subsidiaria dei Ej&-- 

rito de Tierra (RE.sL’I.T.~ 11). Declarada la insolvencia. ia ,Qesor[a Jurí<ii- 

ca emitió informe en el sentido de que es procedente acordarla por la to- 
talidad de los daños causados al propietario del carro siniestrado más 390. 
pesetas a entregar a Y. G. JI. por sus jornales perdidos a causa de las le- 
siones, cifrados los daños que se han mencionado en el vehículo siniestrado 
en Z.519 ptas., lo que mereció ia conformidad del Subsecretario (RESCL- 
T.~NDO III).-Fiscal Togado: Conforme en ia cuantía de 2.519 ptas. en favor 
de don E. 1.. H. y Y. propietario del burro, carro y mercancfas siniestrados,. 
ya que el hecho de que este sea poseedor de un cortijo de cien marjales 
de tierra de lakr equivalentes a cinco hectáreas aproximadamente. no im- 
plica una situaciõn incompatible en el percibo de la indemnización, pues 
por eila no se manifiesta una prosperidad económica patente, y en la cuan- 
tia de 380 ptas. en favor del paisano don Y. G. M..-CSJM.: Por los propios 
fu,&mentos en que se apoya el informe del Excmo. Sr. Fiscal Togado de 
fste Consejo Supremo. que la Sah hace SuyoS en todas sus parfvs. y ha- 
bida olenta q~(c se ha acreditado gw el reo cntece en absoluto & bienes 
,,ara hacer efectiva In responsnhilidud civil declararla en IU sentencia y que 
cometi el delito con ocas%n de ejecutar un acto del servicio reglamenta- 
riamente ordenado. visto lo dispuesto en el art. 306 CJM. es procedente 
declarar & Responsabilidad Civil Subsidiaria de2 Ejjército de Tierra en 
ctLanto 0 la indemrtizacidn a satisfacer por tal concepto a don E’. L. H. y M. 
eíL ,Q, canti&d & 2.500 ptas. en. favor cl@/ otro perjudicado don 11. C. M. 

(CCNSIDERAN~ hco). 

33. Recurso de revisión en expedientes judiciales. Arts. 9.54, 5.” 957 CJ,M. 
f)obie correctivo por ia misma falta grave en dos resoluciones Ir= 
mes y dispares. as011 bis ín idem,. Art. 972, phrrafo cuarto CJM, 

Sent. IS diciembre 195’8 (Recurso de revisión: Consejo Reunido en Sala 
de Justicia).-El Director General de Ia Guardia Civil, y trae de instruirse 
tnfOrmación privativa del Cuerpo núm. 13/32/1X%, calificó la existencia de 
falta leve de tibieza en el servicio, encuadrada en el art. 443 CJM., en 
cuanto al Capitán de la Guardia Civil don J. A. M., dado que este, y con 
ooasi(jn de un alijo que tuvo efectividad al dla 13 diciembre 1953 en ia 
masía de **Uas de Mato” (Cataluña), demostró falta de celo e inter6s para 
que las fuerzas a sus órdenes cumpliesen su misión con el mayor rendi- 
miento. evidenciando el citado Oficial causalidad en lo que respecta a falta 
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de vigilancia en el distrito de costa correspondiente a las postas de diS- 
tintos puestos de su Compañia. El citado Director General no impuso 
correctivo alguno, pero al haber sido corregido con anterioridad y sUceS& 
vamente el Capitán A. por tres veces con más de un día de arresto, Por 

otras tantas faltas leves. orden6 la instrucción de expediente judicial con- 
tra el indicado Oficial. Y tramitado dicho expediente, con el núm. 1/19:‘>5 
II Región Militar, la Autoridad Judicial al estimar existente la falta grave 
de reincidencia en faltas leves (442 CJM.), impuso al Capitán don J. A. M.. 
por decreto auditoriado de 10 marzo 1955, el correctivo de seis meses de 
arresto militar (RESCLT.~ 1). En causa núm. 779/1954, de la IV Región Mili- 
tar contra el Coronel de la Guardia Civil don A. P. A. y otros procesados, en- 
tre ellos el Capitán del mismo benemkito Instituto don J. A. M., dictó sen- 
tencia de 21 junio 1957, en la que, entre los hechos dwlarados probados, se 
precisó, en lo que atañe al citado Capitán de la Guardia Civil, que con 
ocasión de haberse recibido confidencia previa relacionada con el alijo, .ya 
mencionado, que tuvo efectividad el 13 diciembre 1953, no agotó la investi- 
gación que procedfa para concretar el punto de vulneración del resguardo. 
prescindiendo de las indicaciones del confidente. Dicha sentencia fué ab 
zolutoria del Capitán de la Guardia Civil don J. A. M. en cuanto al delito 
de negligencia por el que habla ‘sido procesado en el procedimiento, pero 
llamó la atención de la autoridad Judicial sobre comisión por dicho encar- 
tado de falta grave de negligencia, comprendida en el art. 437, 2.O CJM. Y la 
Autoridad Judicial de la IV Región Militar, por Decreto auditoriado de 24 
julio 1954. impuso al mendonado Oficial, y por la aludida falta grave, 
consistente en “dejar de cumplir sus deberes militares”, el correctivo de 
cuatro meses de arresto militar (RESIJLT .o II). Con ocasión de expedtente 
gubernativo instruído al Capitán de la Guardia Civil tantas veces men- 
cionado, el Fiscal Togado, una vez dicho expediente en este Alto Tribunal. 
emitió dictamen en el que promovió recurso de revisión, al amparo del ar- 
tículo 954, 5.O/957 CJM., fundamentándolo en haberse impuesto por un mis- 
mo hecho doble correctivo por falta grave en dos resoluciones firmes y 
dispares, proponiendo la anulaci6n del decreto auditoriado obrante en el 
expediente judicial núm. 1/1955 dp la II Región Militar, en el que se impu- 
SO uno de dichos correctivos, prevaleciendo la resolución de la Autoridad 
.Judicial de la IV Región Militar en causa núm. 779/1954. en la que se im- 
PUSO el otro de los aludidos correctivos. Al promover dicho recurSo, el Fis- 
Cal Togado se ajustá al criterio sostenido en cuanto a procedencia de di- 
cho WCUIYO. manifestado, en el ya citado expediente gubernativo, por el 
Asesor Jurídico de la Dirección General de la Guardia Civil, el propio 
Director General y el Asesor Jurldico del Ministerio del Ejkcito (REXJL- 
TANDO III). Admitido a trámite el promovido recurso de revisión, en vfr- 
tud de acuerdo de 13 noviembre del presente afro, una vez realizada la alu- 
dida tramitaciõn, el Fiscal Togado, en cumplimiento del art. 964 CJM., emi- 
ti6 dictamen en el que ratificó cuantos razonamientos expuso en el es- 
crito en que promovió dicho recurso. Y el Defensor del Capitan de la Guar- 
dia Civil don J. A. M. expuso, en su correspondiente escrito, criterio de to- 
tal conformidad con el del Fiscal Togado (RRsI.T.O IV) .-CSJM.: Declara 



haber lugar al recurso, porque resulta evidente que en relacidn a un único 

ptoc~dw del CapitRn & la Guardia Civil don J. A. M. fueron calificadas 

co7no rrn’stcnks dos faltas graves militares distintas. imponiéndose los co- 

c~»rrc~,spo,rflic~,l~~~.~ wrwrt,~í’os. hcbiindose pronunciado, por tanto, dos re. 

solwionrs Jimes y diferentes por un mismo hecho (CONSIO.~ 1). En virtud 

dc fo expwsto (~71 el precedrnte considerando, es de aplicacidn lo regulado 

en cl art. 954. 5.O CJ.11.. hubiendo lugar al recurso de rewsión promovidn 

de que se trnta: ustilruíndow que unn racional interpretación de los ar- 

tículos 1.00.3 y 1.005 CJ.V. dt,rivo con.secuencia en el sentido de que el pre- 

cepto mtís orn.lm mrncionudo es t«mbién de aplicacibn cuando se trata & 

exprdientes judiciales (CONSID. O II). En relacirín a lo que se preceptúa en 

en YI nrt. 972. pánnfo 4.O CJM.. la Sola entiende que la calificación de falta 
grave qut’ se efectuó en In causa núm. 779 de 1954 de la IV Regidn Militar 

f~1.k ajustcltlo n derecho. al sancionar directamente la conducta del Capitán 

A. M.: IJ qte. por el contrario. es pertinente la anulación riel decreto aw 

ditonada que puso tPrmino al expediente judicial n?im. 1 de 195.5 de la 

I] &gifin. Militar. ya que en 81 fuli COrrt?gidcI en fo?WUI indirecta el mencio- 

,,ada prOce&r riel indicado Oficial de la Guardia Civil (CONSID.~ XII) ,- 

énula el decreto auditoriado de 10 marzo 1955, del expediente judicial nú- 
mero ]/19<55, II Regi6n Militar, quedando subsistente el tambien decreto 
autlitoria&~ de 24 julio 1957, de la causa núm. 779/1954 de la IV Re@& 

Militar. 
JosÉ M: RODH~C~EX DEVISA 
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9) JURISPRUDESCIA DE LA SALA ESPECIAL 

IlE COMPETESCIAS (‘) 

C) JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUSDA 

DEI. TRIBUSAL SUPREMO (.‘) 

1. Articulo 8.O, ntim. 4.“: Legítima defensa. 

‘.Que la agre&in mutua con palos constituye la riña que seglín doctrinä 
repetida de esta Sala excluye la apreciación de la legítima defensa, sea 
como circunstancia eximente del ntim. 1 .O del art. 8.O del Código penal, sea 
como semieximente conforme al párrafo primero del artículo !J.O del mis- 
mo Código, puesto que las sucesivas fases de ataque y defensa son inci- 
dencias de la lucha y no, según exige la Ley, la agresión única o con- 
tinuada del ofensor y la reacción exclusivamente defensiva del atacado.” 
(Sentenciu de 14 & ortubrr de 19.5S.j 

?. hrticulo ô.-. núm. 4.“: Le&ima defensa. 

.‘Que Ia Sala de instancia. con certera visión del prohlema planteado, 
rstim<i justamente que faltaba para apreciar en favor del procesado la 
completa exencitin de responsabilidad criminal. que es materia del mí- 
mero 4.O del art. R.O del Códtgo Penal, el segundo de los presupuestos que 
le integran. y en verdad que la necesidad racional del medio empleado 
para evitar que continuase la enunciada agresión, no surge con destacados 
caracteres. pues cuando el recurrente arrojó contra el agresor la primera 
piedra que le asestd en la cabeza, le hizo tambalearse y disminu>-6 aún más 
su dbbil acometida. mermada por la embriaguez que sufría, habían aru- 
tlido al lugar donde el suceso se desarrollaba tres hombres dispuestos a 
intervenir y uno de ellos se interpuso entre agresor y agredido y a pe- 
sar de ello, cuando la inferioridad flsica de aquel era notoria y no preci- 
saba proseguir la defensa ni amenaza a un nuevo ataque le lanzó otra 
piedra como la anterior desde Poco más de un metro de distancia, tam- 
bien dirigida a la cabeza, que le alcanz6 e hizo caer al suelo. mientras al- 
6wnos de los que alll estaban tenían que sujetar todavla al procesado .v re- 
tirarlo del lugar de los hechos, lo que prueba que hubo un evidente c?<- 
ceso de la reacri6n defensiva que impide eximir totalmente de responsa- 

(*) No se han dictado en el semestre resoluciones de importancia. 
(**) Se recogen en esta Sección aquellas resoluciones del Tribunal Su- 

premo que Por su inteti pudieran ser de utilidad para los Tribunales 
rnilitatw. 
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bilidad al recurrente por no concurrir en su actuación el segundo recluisl- 
to que, con el que le precede y que le subsigue legitiman la defensa con. 
tra ei injUst0 agreSOr.” (SentenCifl dc 23 dC oC~?lhrC de l%%J 

3. Artículo 8.“. núm. 5.“: Legitima defensa. 

“Que la situación de riña sea individual, sea colectiva, excluye la ale- 
gación de la legftima defensa propia o de pariente según los núms. 4.0 y 5.0 
del art. 8.O del Código penal, ya que consta de hecho probado que el herido 
se fué directamente contra el padTe del que recurre, llevado del propósito 
de reñir con 61, lo que de momento no pudo hacer porque le wjet6 un 
tercero.” /Sentrncia de .: dt. oct tthw IIP 1.9.5.9. I 

3. Artículo 8-O. nóm. 7.“: Estado de necesidad. 

*‘Que no puede, en modo alguno. aceptarse que la situación desfavm 
rable de las operaciones mercantiles que ohliga a un comerciante a situar. 

se en el estado anormal de suspensiún de pagos, puede ser comparada al 
estado de necesidad que el IegWador tuvo en cuenta como excusa ahsolu. 
toria o atenuadora de la responsahílidad penal. ,U que esta concesión a la 
realidad, ha de referirse tan ~610 a aquellas situaciones tan excepcionales 
clue no permitan u la persona que desgraciadamente las sufra, prescin- 
dir de su satisfacckjn momentánea. aunque sea traspasando los limites 
de la legalidad y del respeto al dwecho ajeno. lo cual es bien distinto a 
la marcha ruinosa de un negocio.” ISfntmcio dc 3 dc jwZi0 de 1.598.) 

5. Artículo 8-O. núm. 12: Obedleacla debida. 

“Que para que pueda apreciarse la circunstancia eximente (1~ obedfen- 
cía debida establecida en el núm. 12 del art. 8.O del Código penal, cuyo 
precepto se denuncia como infringido en el segundo motivo del recurso, 
es indispensable que concurran los requisitos sigulentes: Que la subordi- 
nacicin al que manda este ordenada por la Ley. que el mandato sea legf. 
timo y que este dentro de las atribuciones del que manda. es decir, que 
el que manda lo haga en virtud de SLIS atrlhuclones v el que obedece den- 
tro de sus deberes, porque faltando algunos de estos requisitos no puede 
existir obediencia debida.” (Sentencin de 29 de octltbre rlp 1959.) 

6. Artículo 9.O. núm. 4.O: Preterintencioaalidad. 

“Que al emplearse en la realización de la acción agresiva un medio 
perfectamente idóneo y capaz de producir el dañoso resultado obtenido y 
aun otro de mayor intensidad y gravedad. no cabe invocar la falta de 



intención del sujeto agresor, cuando sus actos y el objetivo alcanzado re- 
velan. sin duda, el propósito que guiaba al agente activo, cuando lanzó 
el objeto contundente hacia quien ha resultado lesionado, actitud v cir- 
cunstancias que no permite acoger falta de intención de ocasionar el mal 
resultante, para hacer viable la atenuante 4. ’ del art. 9.O del C~idigo pe- 

nal.” (Sentrncin de fT dc octuinx de 19.53.) 

7. Artículo 9.O, núm. 4.“: Preterintenciooalidrd. 

..Que si al reriir dos individuos y acometerse mutuamente, uno de ellos 
produce a su adversario una mordedura en una oreja que le ocasiona la 
pérdida de la cuarta parte del pabell6n auricular, con la consiguiente tle- 
formidad. no puede sostenerse que tal hecho se halle informado por una 
falta de intención de causar un mal tan grave que permita la estimacmn 
de la circunstancia atenuante 4.’ del art. 9.O del Código penal, porque tal 
acto es perfectamente idóneo para ocasionar el resultado que produjo y 
demuestra la voluntariedad de causar el mal que no podía menos de su- 
frir el agredido en la forma v entidad apreciadn.” /SPnlwzcin rlc 13 rfr OC- 
tuhre de 1958.) 

8. Articulo 9.O. núm. 9.“: Arrepentimiento espontáneo. 

.‘Que no es posible asimilar a la presentación espontánea por arrepen- 
timiento un acto tan diverso en lo jurfdico y hasta en lo gramatical, como 
el de refugiarse el culpable en el cuartel de la Guardia Civil para ponerse 
a salvo de sus perseguidores, y sin el presupuesto subjetivo del arrepen- 
timiento espontAneo no es factible valorar como atenuante el actual oh- 
jetivo del agente, siendo menester la concurrencia copulativa de ambos 
elementos para su plena operahilidad.” 17 fic novirmbw fff 19.58.) 

9. Artículo 10. núm. 2.O: Precio. 

“Que la circunstancia agravatoria del precio comprende, por regla ge- 
neral, en idkntico plano de responsabilidad, a quienes lo perciben y a quie- 
nes lo satisfacen, pues tanto los unos como los otros contribuyen al de- 
lito con ese elemento corruptor que lo hace mas ndioso.” (Sentencia de 
4 de julio de 1958.) 

10. Artículo 10, ntím. 8.O: Abuso de superioridad. 

“Que concurre en el hecho de autos la circunstancia agravante de abu- 
so de superioridad, núm. 8P del art. 10 del Código penal, porque asl se 
desprende del hecho probado, corroborado por el Considerando tercero de 



la sentencia impugnada que reputa “notorio abuso de superioridad” la. 
sujeción de dos personas mayores sobre un niño de diez años de edad para 
impregnarle las ropas de gasolina y prenderlas fuego, pese a la resis- 
tencia de aqu61.” (Sentencia rl~ 19 de junio de 19.58.) 

II. Arthlo 69: Dellto más grave. Delito continuado. 

-Que aunque impropiamente se ha dado la denominaclOn de delito 
continuado de estafa a los hechos que se enjuician, no por ello puede 
prosperar el primer motivo del recurso & fondo que estima infringido por 
inaplicación del art. 69 del Ckllgo penal, porque no se esti en presencia de 
multitud de infracciones, unas constitutivas de delito y otras de faltas 
contra la propiedad. sino que se trata de un Solo y único delito de estafa, 
que se lnlcicí al comenzar las Operaciones de la agencia con un preconcebi. 
do propósito de lucro ilfcito y tkjd de perpetrarse al ser descubierta la 
maquinacitin engaño.% fraguada, que no se dirigía contra un determinado 
y elegido perjudicado, sino contra la generalidad de los que. atraídos por 
la propaganda. acudieron confiados a entregarles las cantidades que se les 
exigían, bien para conseguir prkstamos o empleos. ,v hay que proclamarlo 
así, puesto que un solo móvil impulsó la voluntad de la delincuente. el 
de obtener un beneficio económico ilegal con detrimento de ajenos pa- 
trimonios mediante el empleo de un ardid encubierto con aspecto de II- 
citud, v como para lograrlo no podía limitarse la culpable a desarrollar 
sao actividad en un único y Concreto mOIYWnt0, tuvo que proyectarla en 
10s dwersos que se le depararon, que no fueron más que fases dpl mismo 
propósito delictivo, incapaces de constituir entidades juridico-penales ln- 
clependientes y con sustantividad propia de disgregar la actuación de la 
delincuente y de diversificar la infracción ilnica consumada, aunque se ma- 
nifestara en tantas ocasiones como coyunturas se le presentaron.” (Sen- 
tenm’n de 3 de julio de 1958.) 

12. Articulo 113 : Prescripcih. 

*‘ea prescripción del delito como medio legal de extinguir las acciones 
penales, requiere que el lapso de tiempo computable, según la Ley, en 
cada caso tenga como punto de partida el de la comisión del delito que 
se reputa prescrito, y en el continuado no cabe aceptar que sea otro que 
aquel en que se termina la actuación dolosa enjuiciada, porque es entonces 
cuando toma vida.” CSentmcia dc 30 de septiembre de :958.) 

13. Artkalos 302, 303: Falsedad. 

“Que para que exista el delito de falsedad documental previsto y san- 
cionado en los arts. 302 y 303 del Código penal. es condición índispensa- 
ble que en la relación circunstanciada de hechos declarados probaeos,. 

255. 



conste de modo evidente que el acusado tuvo la intenci6n consciente y 
maliciosa de faltar a la verdad, que es el dolo específico o condición in- 
terna que ha de concurrir necesariamente en estas acciones punibles . . ; 
la mera inexactitud, si no es maliciosa, no integra por sí sola la falsedad.” 
ISentctwin rip (i fie noz’iemhrr dr %8.J 

14. Artículo 387: Penalidad ea cohecha. 

“Que en ningún caso podrán los Trihunale 5 imponer pena que traspa- 
se el limite máximo fijado por la Ley y cuando ésta expresamente deter- 
mina que el delito de cohecho, previsto en el art. 387 del Ordenamiento 
sustantivo, será castigado con arresto mayor y multa del tanto al triplo del 
valor de la dádiva, a este precepto hay que atenerse, puesto que, de 
aplicarse la regla general de que la multa, por razón del delito. no puede 
ser inferior a mil pesetas, se vulneraría la regla específica que de ma- 
nera taxativa señala la mensura de la multa en un múltiplo de cierto va- 
lor.” (Sentencia tie 14 de nfwiemtre <ic 1.%%.J 

15. Artículo 457: Injuria. 

“Que la definición del delito de injuria contenida en el art. 457 del 
Código penal -expresión proferida n acción ejecutada en deshonra, des- 
crédito o desprecio de otra persona-, ! su inclusión en el Título de los 
4lelitos contra el honor, ha llevado a este Tribunal a declarar repetidamen- 
te que se trata de un delito esencialmente intencional y circunstancial. 
no siendo de apreciar en aquellas expresiones o actos, que aunque obje- 
tivamente representan conceptos contrarios al honor, no sean exponentes 
de una voluntad 0 intención dolosa contra el patrimonio moral de una per- 
sona; de aquí que no quepa este delito en las comunicaciones u oficios 
cruzados entre Autoridades v Organismos Oficiales, para el mejor servicio 
de los intereses públicos que les estAn confiados, aun cuando en asuntos 
de personal emitan conceptos o relaten hechos normalmente contrarios a 
la buena fama p dignidad de las personas sobre las que emitan los infor- 
mes, ya que de otro modo no podrfan cumplir con el deber de impedir el 
¿ICCWO a los cargos públicos de quienes no se consideren idóneos para ellos, 

?’ el de sancionarlos y aun separarlos de la función cuando fuera proce- 
<lente.” ISentencio & 3 de julio fis 19.58.J 

16. Articulo 456: Injuria. 

“Que las frases proferidas en deshonra, descrédito o menosprecio de 
alguien, es incuestionable constituirán un delito de injuria grave, cuando 
8 m&s de su valor ofensivo obedezcan al propósito de injurtar. conforme 
a lo previsto en algunos de los números de! art. 4.58 del C6digo penal, pero 
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(lejan de revestir ese carácter delictivo para convertirse en la simple falta 
del núm. 1.” del art. SM si una mujer las dirige a otra con quien se ha- 
llaba enemistada por cuestiones de intereses y acto seguido de que la misma 
le rozase en ocasión de que la primera conversaba con diversas personas 
en una calle del pueblo, pues aunque ese contacto al tiempo de cruzarse 
con la procesada fuese involuntario como expresa la sentencia. ello no 
impide que la última pudiese creer lo contrario y al producir su enojo 
diese lugar al altercado callejero sin mayor trawendencia que la propia 
tle aquel alboroto motnentAneo.” /Svttlcw-icl fic 4 (fc julio rlu 19.X. I 

17. Artículo 566: Robo. 

‘.Que es indudablemente cierto que la reaccitin tle hecho prol,ado eu 
su totalidad, y en el particular CLIP transcribe el recurrente por el mo- 
tivo único de SII recurso. determina una intervencitin c!el .4gente de la 
Autoridad c’n el acto de realizarse 103 conducente‘: a la sustracci<ín. que 
impidiú al recurrente el apoderamiento de los @eros sustraídos, hacién. 
dolos suyos aunque fuera momentáneamente, y ello implica la degrada- 
ción penal del delito cometido para situarlo ron la categoría de frustrado.” 
/Srntenria de ll; dr ocfwhr~ de 1598.) 

18. Articulo 514: Hurto. 

“QLv2 para qilt! SUI’ja la figUK3 delictiva del hurto (Iue define el art. 514 
del Código penal, es condición precisa e indispensable. según expresamen- 
te se consigna en su texto, que el sujeto activo de la infracción tome las 
cnsas muebles ajenas sin la voluntad de su dueño. y aunque es verdad 
<[ue esta Sala tiene declarado que en todo apoderamiento indebido de cosa 
mueble ajena se presume la existencia del ánimo de lucro, en virtud del 
principio legal de voluntariedad de las acciones y omisiones punibles esta- 
ùlecidn en el parrafo 2.O del art. 1.O de la Ley penal sustantiva, esta pre- 
sunción. por su carácter de “juris tantum”, tiene que ceder y se~* desvir- 
tuada cuando conste que fué otro ,v no el ánimo de lucro el propúsito que 
guió al culpable de realizar los actos que se le imputan.” ISentrncia de 9 
ffc flici~mhrr t/P 1958.) 

tg. Artículo 516: Hurto. 

*.Que al afirmarse como hecho probado en la sentencia el acto de per- 
noctar el procesado y su ccweo rebelde en la pensión, ello obliga a cx- 
timar en el hurto la ctrcunstancia cualifkativa del núm. 2.O del art. 516 del 
Código penal, sin que lo desvktue la falta de conocimientos entre el pro- 
cesado y el dueño del establecimiento ni la mlnima entidad del tiempo, una 
noche, que permaneció en el mismo, elementos que pueden y deben ser- 

17 
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vlr para valorar la gravedad del abuso de confianza y, en consecuencia, 
del gradu de personalidad, pero en modo alguno para negar la existencia 
de dicho abuso.” (Sentencia de 30 de octubre d.e 1958.) 

20. Articulo 516, aúm. 2.O: Harto. 

“Que el núm. 2.O del art. 516 del Código penal, establece dos modalida- 
des de hurto cualificado, cuya sustantividad e independencia denota la 
conjunción disyuntiva que la separa, constitufda, una por el denominado 
hurto dom&tico. y otra, por aquel en que interviniere abuso de confianza, 
sea o no grave, por haber desaparecido del vigente texto legal la diatinciiin 
que en los anterlores se hacia y el hecho por el que, en la resolución 
combatida se condena a la recurrente F. V. C., está comprendido en el pri- 
mero de esos supuestos legales, porque efectuó la sustracción de alhajas y 
ropas en el domicilio donde prestaba servicio dom&tico, v esta circur)stan- 
cia por si sola da origen al hurto agravado que contempla, en primer tPr- 
mino, el comentado precepto que no exige que el sirviente goce de cierto 
grado de confianza otorgado por la persona a quien sirve, puesto que pre- 
cisamente el fundamento de la agravación del hurto dom&tico estriba en 
la especialidad de este servicio que facilita el acceso a todas las depen- 
dencias de un hogar ajeno y proporciona constantes ocasiones para que- 
brantar el deber de fidelidad, que debe ser norma del que es admitido a 
prestarlo.” (Sentencin de 26 de septiembre de 1958.) 

2J. Articulo 53.5: Apropiackh indebida. 

“Que declarado por la gala sentenciadora que la cosa apropiada ha sido 
justipreciada en seiscientas pesetas, esta es la real valoración a efectos de 
determinación de la penalidad y no la cantidad de trescientas cincuenta 
PeSetaS en que fué pignorada esa cosa en el Monte de Piedad y en la que, 
en definitiva. resultõ perjudicado el dueño <ie la misma, que abon6 esta 

última suma para recuperarla, porque no puede desconocerse que son 
factores completamente diferentes a efectos penales, el valor de un objeto 
de que se desposee a su propietaria y el perjuicio que ese apoderamiento 
le irrogue, que no siempre coinciden en cuantfa.” (Sentencio de 12 íie n.o- 

vicmbre de 1958.) 

22. Artkule 546 bis: Pcnalldad. 

*.Que limltado el recurso de casación deducido por el Ministerio Fiscal 
a denunciar la infracción del art. 546 bis A incorporado al Cddigo penal en 
razõn a la penalidad aplicada por el Tribunal sentenciador al caso concreto 
debatido. si segiín la norma penal indicada, no puede exceder la medida im- 
puesta de la asignada al delito de que el encubrimiento trae causa, fijada a 
aquel en el Cõdigo sancionador en razón a la cuantfa del hurto perse&Wi- 
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do la de arresto menor en orden al núm. 3.O del art. 515 del indicado Or- 
denamiento -aun concurriendo la agravante de reiteración reconocida por 
ta Sala de instancia-, no es dable rebasar la pena de arresto mayor como 
se ha hecho. porque no es a la circunstancia específica del abuso de con- 
fianza que se ha estimado para el autor principal de la sustraccitin y que 
por imperativo legal obligaba a imponer la pena superior en grado. a la 
que hay que atenerse como pena tipo, sino que con toda claridad se fija 
en el art. 546 bis a) del Código penal modificado por la Ley de 0 de mayo 
de 1950, es forzoso ceñirse exclusivamente a la pena privativa de iiher- 
tad señalada al delito encubierto.” ISent~ncif~ & 24 septirmbre dQ I!kiX.) 

‘a. Artículo 565: Imprudencia punible. 

..Que la agravación especffica imperativamente prevista en el tiitimo 
prirrafo del art. 585, es ineludiblemente aplicable a la imprudencia teme- 
raria del hecho probado, no sólo por la condición personal del procesado- 
conductor profesional ai servicio de una empresa, sino, sobre todo. Po la 

grave impericia acreditada en su conducta, al atravesar la acera de ingreso 
ai solar sin anunciar dicha maniobra por luces o señales acústicas y a gwn 
velocidad.” t Sentencia de 24 de octubre de 1958.) 

24. Artículo 565: Imprudencia temeraria, 

‘.Que aunque las fronteras entre la imprudencia simple y la temeraria 

se ofrecen a veces con carácter poco acusado por no contener el Oídigo 
los elementos integrantes de cada una, la doctrina de esta Sala viene de- 
clarando que hay que reputar como imprudencia grave o temeraria ha- 
cer algo con omisión de aquellas normas de cautela y precaución que son 

de elemental observancia para que nuestra actuación no resulte dañosa a 
los demás, y que no pueden pasar inadvertidas al hombre menos cuicia- 
tioso y diligente: o sea, un obrar con tal irreflexión v descuido que bar- 
dea el campo de lo doloso.” (Sentencia cle 6 de diciembre de 1958.) 

25. Artículo 1: Ley 9&50. Estado de somnolencia. 

.‘Que la Ley especial de S de mayo de 1950 contempla en los artícu- 
los Iniciales dos supuestos perfectamente definidos, y asf como el artfcu- 
lo 1.O tipifica únicamente aquellos estados de incapacidad para conducir 
con seguridad vehfculoa de motor, en que ae coloca el que loa condujese 
bajo la influencia de bebidas alcohólicas, de drogas tóxicas o de eutupe- 
facientes. el segundo afecta de modo exclusivo a la forma o modo de 

conducir que represente un peligro para el público dada la intensidad de1 
tidfico, condiciones de la vfa pública u otras circunstancias que aumenten 

el riesgo, y esta última norma ha sido indebidamente aplicada en el pre- 
sente caso, porque el e8tado de somnolencia podrá constituir una incapa- 
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cldad más: o menos acentuada para la conducción (le esta clase de vehicu- 

los, pero no está recoglda en el citado art. Lo, que no reconoce más si- 
tuaciones de incapacidad que las que taxativamente marca, derivadas. bien 
<ie la ingestíOn de las bebidas alcohólicas o de estar el conductor bajo los 
efectos de drogas tcixicas o de estupefacientes, >- el art. 2.O. como antes w  
indica. se refiere a las formas o modos peligrosos de conducir los vehícu- 
los ?’ no guarda relación alguna con posibles estados de incapacidad ab- 
soluta o relativa, no previstas por la Ley y que, por tanto. no pueden san- 
cionarse aplicándola extensivamente.” ISenterrcin ric 31 de octul>re dc 1958.) 

26. Ley 9-560, art. 1.O : Elementos integrantes del delito. 

..Que la declaración de hechos probados comprende todo?; IOS elemen- 
tos integrantes del delito sancionado por el art. 1.O de la Ley de !i de mayo 
((P 1950, cuales son: conducción de un vehículo de motor mecánico. como 
es un auto taxímetro, y bajo el influjo de fuerte intoxicación alcohólica, 
con el efecto de colocar al sujeto en un estado de incapacidad para reali. 
zar la conducción, con las debidas condiciones de corrección e indemnidad, 
lo que se expresa con la frase qw le inyedin Uwnr e/ auto con segw 
ridnrl.” /Sentrncicl de IR de octtrfwe de 1958.1 

27. Ley 9~560: Circnlacih sia placa de matrícnla. 

.*Que el delito previsto en el art. 4 .O de la Ley de 9 de mayo de 1950 
de circulación sin placa de matrícula o con ella en indebidas condiciones, 
no se refiere a carencia de dicha señal en un plano de no posesión, como 
sucede en el delito paralelo de conducción no autorizada, sino a la ausen- 
cia de la matrícula al circular el vehículo en un momento dado, siempre 
que tal acto fuere voluntario.” (Sentencio de 7 de nor?iemhrp de 1958.) 

28. Ley 24x4.S8: Pena aCCesOtia. 

“Antes de la Ley de 24 de abril del corriente año, la privación del 
permiso de condurir vehículos de motor era pena principal y no tenía 
el carkter de accesoria que despu& se le ha dado.” (Sentencfn de 5 & 
julio de 1958.) 

29. Ley 24=4&3: Pena accesoria. 

*‘Que aun antes de ser calificada como pena accesoria en la Ley de 24 
de abril de 1958, la privación de permiso para conducir vehiculos de me 
tor, ha proclamado la jurisprudencia de esta Sala que esa sanción no pue- 
de considerarse mera medida de seguridad, sino que, por sus efectos, 
marda analogía con la suspensi6n de profesl6n u oficio.” (Senten& de 
4 de octubre de 1958.) 

ICNAClO Dflrz DE AGIJI~.AR Y DE ELfZAGA. 



D) JURISPRUDESCIA CONTESCIOSO~ADMINISTRATIVA 

SLFMARIO: 1. Actos discrecionales. Su concepto y relación con la Juris- 
dicción Contencioso-administrativa.-II. Competencia: Las resolu- 
ciones de separación del servicio dictadas en virtud de expediente 
gubernativo ya no son recurribles ante la Jurisdicción Contencioso- 
administrativa. Ley de 27 de diciembre de 195&-III. ControtociOn 
administratiuo: Errores materiales, de hecho o aritméticos. Conse- 
cuencias legales de los mismos.-IV. Expedientes gubernativos: 
Separacitin del servicio por aplicación del apartado 5.O del art. 1.011 
del C6digo de Justicia Militar. Honor Militar.-V. Expropiación for- 
tose: Criterios para el justiprecio. Influencia en el mismo de la ac- 
titud de parte de los propietarios frente a la Administración.- 
VI. Proccdimic?rto: A) Expulsión acordada con arreglo a la R. 0. de 
17 de enero de 1893. Necesidad de incoar expediente gubernativo. 
Bl Disposición de carácter general.-Su impugnación en la Ley Juris- 
diccional de 27 de tilciembre de 1956. Cl Expedientes gubernativos. 
Carácter de la resolución del Director General de la Guardia Civil. 
Requisitos de las notificaciones para su validez.-VII. Recompensas. 
Cruz Laureada dc San Fernando: Posibilidad de recurso en esta ma- 
teria. Prescripción del derecho a las pensiones de la misma. Apiica- 
ción de la Ley de Administracitin v Contabilidad de la Hacienda Pú- 
blica, de 1 de julio de 1911. 

1. :\CTOS DISCREC!IOSAI,ES 

SC CONCEPTO Y REL.A&N cos IA .JI.RISDICCI~N CONTENCIOSQADMINISTRATIV.~ 

Sentencia de 5 de noviembre de 1958.-Cori motivo de acuerdo del 
Ayuntamiento de T. de declarar desafectado del uso público un trozo de 
determinado camino y de incluirlo en el inventario municipal como bie- 
nes patrimoniales del Municipio. por uno de los propietarios de las fincas 
limítrofes fue interpuesto recurso ante el Tribunal Provincial, que es- 
tim6 la demanda y revocó el acuerdo municipal de referencia, fallo que 
confirmó, en apelacfón. el Tribunal Supremo. con base en la siguiente ar- 
gumentacibn: 

“El preámbulo de la vigente Ley jurisdiccional invocado al efecto se 
limita a razonar la no menciõn de los actos discrecionales entre los ex- 
cluídos de fiscalización contencioso-administrativa, y dice que, conforme 
a la jurisprudencia, lo discrecionalidad no puede referirse o la totalidad 
de los elementos d-e un neto, o un acto en bloque, ni tfene su origen en 
la inexistencia de normus oplicobles al supuesto de hecho, ni es un “prior” 
de la cuestidn de fondo de legitimidad, sino que siempre ha de refetirse 
n alguno de los supuestos del acto, su existencia está vinculada 01 fondo, 
y surge al fin, cuando a un determinodo órgano se “atribuye competencia 
para apreciar en un supuesto dudo lo que seo de interés público.” 

“La discrecionalidad asi entendida, precisa una especial atribuci6n o 
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delegacion a la Administraciún para configurar, según el interes público, el 

acto cuestionado en su elemento característico, atribución que en el caso 
,tie autos no existe. sino al contrario, en la norma aplicable v aplicada. hay 
un sometimiento del Ayuntamiento a los elementos necesarios para alterar 
la calificación jurfdica y cambiar la afectación parcial del camino cuestitr 
nado. cu.va conveniencia hahrrí de demostrarse en el oportuno expediente, 
según dice el art. 8.O del vigente Reglamento de Bienes v Servicios de las 
h:ntidades Locales, de 27 de mayo de 1955, esto es. que el acto impugnado 
será legítimo y la Corporación habrá actuado conforme a derecho. en 
tanto se ajuste al resultado del uso o aprovechamiento o servicio de que 
se trata.” 

“A este respecto. como argumenta la Sentencia apelada acertadamen- 
te -no impugnada mas que de modo abstracto en el particular de la ths- 
wecionalidad- el cambio de destino púhllco servido por el camino ha tle 
estar impulsado por conveniencia general de una necesidad pública SU- 
perior a la realizada en la actualidad, y en tal sentido ningún aspecto se- 
ñala siquiera el contenido del expediente relacionado con el público inte- 
rés. faltando. por consiguiente. la imprescindible demostracibn de tal 
wllvf~niencia que al construir presupuesto de hecho determinante del cam- 
bio (Ie afectación ordenado, obstaculiza la discrecionalida< v somete el 
~cut~rthl municipal al conorimiento de esta jurisdicct<jn.” 

Il. COMPETENCIA 

LAS RESOLUCIONES DE SEPARACIhN DEL S,X,‘IC,0 “ICT.A,>AS EN ,‘,RTC,> I>E b:XPKDIENTK 

~I’RERNATI~O YA ND SOS RECURRIBLES ANTE 1.A .l~RlSDlC~lóX COSTENCIOSO- 

ADMINISTRATIVA. hY DE 07 DE DICIEMBRE DE 1%fi. 

S~~ntmciu de ll de noviewrlw de 1958.-Separado del servicio por re- 
4wion recaída en expediente gubernativo un Comandante de Infante- 
1%. Caballero Mutilado Permanente, por considerarlo incurso en la cau- 
sa .Lp del art. 1.01 1 del Ctidigo de Justicia Militar, el interesado entabló re- 
<uro;0 contencioso en el que, además de la revocación de la Orden Minlste- 
rial del Ej6rcito de 12 de abril de 1957 que dispuso la separacicín. se debatía 
la procedenria de abonar al recurrente el tiempo que estuvo separado. los 
haberes dejados de percibir; y su concreta pretensión de que se le repu- 
siera en los derechos. honores, preeminencias v eonsiderariones inherentes 
.R su referido grado. 

El Supremo declara la inadmisibllidad del recurso “por versar su come- 
nido sobre actos no susceptibles de impugnación”. 

He aqu! los fundamentos del fallo, que se transcriben por cuanto sig- 
nifican de oposlciún al criterio legal v jurisprudencial anterior a la vl- 
Xem’ia de la Ley de 27 de diciembre de 19%. 

” 1 nterpuesto el presente recurso contencioso-administrativo en 2 1 de 
septtembre de 19.57. esto es. después de la vigencia de la Lev jurisdiccional, 
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tiene que ajustarse, tanto en lo relativo a la jurisdicción como al proce- 

dimiento; a lo dispuesto en la misma, porque, a partir de su vigencia, que- 

daban derogadas las disposiciones legales y reglamentarias en ambos as- 

pectos procesal y jurisdiccional, salvándose tan 8610 lo concerniente al 

plazo fijarlo para la interposición, que será el regulado por la legislación 

que se deroga cuando, como en el caso que examinamos, el acto adnlinis- 

trativo recurrido fuere anterior a su vigencia y, por ello, este recurso dis- 

frutó del plazo de tres meses, en lugar de los dos que en otro caso le 

hubieran correspondido al tenor de la vigente Ley, para formular el es- 

crito interpositorio.” 

‘*Que di8pUeStO en la Ley de la jurisdicción en vigor que no se ad- 

mitirá recurso contencioso-administrativo con relación a resoluciones dic- 

tadas como consecuencia de expedientes gubernativos seguidos a Oficla- 

les, SUbOfkiale8 y clases con arreglo al art. 1.011 y sigs. del Código de 

Justicia ?kfilitar. es visto que en el recurso que nos ocupa la Orden minis- 

terial recurrida de 12 de abril de 1957 dispone que don L. G. P. causa baja 

en el Ejercito “por hallarse comprendido en el art. 1.011 del Código de 

Justicia Militar” (Diario Oficial. núm. 91) y la Orden de 17 de junio de 

1957 que resolvió el recurso de reposlción sefíaló con claridad “que la 

resolución recurrida que firmó el señor Ministro especificaba que el resi- 

denciado, de conformidad con el señor Fiscal Militar y con el Consejo Re- 

unido, se hallaba incurso en el caso quinto del art. 1.011 del Código de Jus- 

ticia Militar”. por cuanto no puede caber la más elemental duda de que las 

resoluciones asf dictada8 no tienen cabida en el ámbito jurisdicciona) en 

que debe actuar el Tribunal y ello tanto por expreso mandato de la Ley 

cuanto porque el referido Código militar aparta en los distintos caso8 del 

art. 1.011 al Oficial 0 suboficial cuya continuación en el servicio fuese 

perjudicial al mismo, siempre que su conducta, sus actos, sus deudas ln- 

justificadas, la comisiõn de cierta8 faltas, desconocieran el honor militar 

que es preciso guardar para convivlr en las Armas o Cuerpos de 108 tres 

Ejercitos v que es su brillante ejecutoria de .prestlgio no ya ~610 ante los 

demás miembro8 de aqu6llos. sino, sobre todo, ante la Nación a la que sir- 

ven, que repele todo lo atentatorio al decoro colectivo de sus fuerzas ar- 

madas: v es, en esta materia. tan claro el espfritu de la Ley de la jUri8- 

dicción que al excluir de ella “las demás resoluciones que tengan origen 

en otros procedimientos establecidos por el C6dlgo de Justicia Militar” se 

advierte Sin eSfUer no es posible entrar a eXamiMr Si laS reSOlUCiOne 

así acordadas están o no ajustadas a las normas que para esos casos fija 

el Codigo castrense v explicable, ademãs. porque los actos que se san- 

cionan en tale8 preceptos no es factible valorizarlos ni ponderarlos some- 

tiéndolos a preceptiva8 de otro linaje, ya que viven y se producen en un 

ambiente v tienen una proyección de tal naturaleza peculiar, de tan sin- 

gular densidad corporativa, que son de suyo extrañas, ajenas a la funciún 

jurisdiccional; haciéndose preciso, por último, tomar nota de que en el (3% 

digo militar van comprendidos en el concepto de Oflclales. los Generales, 

Almirantes, Jefes v. desde luego. los oficiales ?’ astmilados de Ion treu 

Ejércitos.” 
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“Se desprende de todo lo expuesto que las peticiones que en el pleiup 

formula el recurrente, Jefe de Infanteria y Caballero Mutilado, pidiendo 
la revocación de la Orden ministerial del 12 de abril de 1957. reposición 
en su grado de comandante, abono del tiempo que ha estado separado 
del servirlo, de los haberes que ha dejado de percibir y reintegra- 
ción en sus derechos, honores, condecoraciones y preeminencias, todas ellas 
se estrellan contra el valladar infranqueable de que la resolución iw?Urri- 
da se dictó como consecuencia de expediente ebernativo seRuido al mis- 
mo v precisamente con arreglo al artículo 1.011 del C6digo de Justicia Xli- 
litar 3, por tanto. ante la concurrencia de ambos requisitos. no es posible 
determinar si se aplico bien 0 mal esa preceptiva del Código castrense, en 
el que, si la mera falta de hurto o de estafa de naturaleza común o mill- 
tar basta para considerar en entredicho provocando el expediente al Ofi- 
cial que la cometiera, es evidente que sl se le ha sancionado como autor de 
infracciones, cual sucede con el recurrente, de ambas naturalezas, común 
.v castrense, v las sanciones son firmes y ejecutorlas. esto es cuando ya no 
se tramita procedimiento judicial, la incoación y lo ttamitaci(in dd expe- 
dirnte g?tbetnotil;o nl deseml~ocar OE la separacidn del sertkio del encarto- 
do. no puede rtwisarse en esta vía jurisdiccional porque cs un cfmhito ve- 
dado. con10 detiamos en el anterior aportodo. tanto por ministerio legal 
cttaitto por la propia naturaleza y calidad de In nr<ltwia; v así bien se hace 
innecesario entrar en la estimación de las que llam6 excepciones el es- 
crito de contestación a la demanda que articuló la defensa de la Adminis- 
tración, pues. conduciendo las mismas a finalidad id$ntica, blen se com- 
prende de lo expuesto la procedencia de declarar la inadmisihilidad del 
recurso por versar su contenido sobre actos no susceptlhles de impugna- 
ción v haber sido invitadas las partes por el Tribunal v tratar (llcha cues- 
tión. cumplientko precepto expreso de la ley”. 

III. CONTHAT.ACIOS .\I~lWISISTRATIVA 

-. . . .- _ _ ___. 

Srntrnrin de 21 dr oct?thw de 19,58.-En el presupuesto de contrata de 
una obra, adjudicada en 32.999.999,95 pesetas, se incidió en un error de 
cálculo de material a emplear que se tradujo en un aumento indebido de 
aquel. en 1.167.166,55 pesetas. La citada adjudicación representaba sobre 
el presupuesto primitivo. una baja del 1,398.249 por 100. La Sociedad ad- 
judicataria al observar el error, instó del Ministerio de Ohras Públicas. se 
corrigiera el presupuesto de contrata y en su consecuencia se calculara 
nuevamente y se rectificara la baja de subasta, obtenléndola por compara- 
ci6n de la cantidad ofertada en la licitación por la entidad adjudicataria 
con eI presupuesto de contrata corregido, el cual. al ser menor. habría ‘de 
Producir una disminución de la baja. 
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El Ministerio. si bien acordó rectificar el presupuesto, mantuvo la baja 
de la subasta, e interpuesto recurso contra dicha resolución, eS estimado 

por el Tribunal Supremo. de conformidad con lo suplicado por IO entitlati 
recurrente. 

El fallo aparece así fundamentado: 

“Conformes los litigantes en que en las cubicaciones que figuran en IOS 
presupuestos parciales de las obras del Proyecto de Embalse del Pantano 
de H. adjudicadas a la Sociedad recurrente “C.“, se incidió en el error de 
consignar. por cemento 8..%6.357 toneladas m&ricas como resultado de mul- 
tiplicar los 200 kilos correspondientes a cada metro cúbico de hormigón, por 
IOS 71.115.W:< metros cúbicos calculados, siendo así que la cifra cbxacta rc- 
èultante de esta multiplicación es la de 6.l24.767 toneladas; y conformes 
igualmente en que dicho error. al arrastrarse a los presupuestos generales. 
L;P tradujo en un exceso de costo o aumento indebido (IV 1.167.166,,55 pe- 
?;etas. quetls la cuestión del presente recurso reducida a determinar si la 
baja de la subasta debe rectificarse, fijtindola en relación a la l)ropor<‘i<ín 
entre el precio de remate y el importe del presupuesto de contrata una 
vez corregido o eliminado el error expresado. o si. por el contrario. a tal 
error le es aplicable lo dispuesto en el art. 43, párrafo cuarto Gel Pliego tle 
Condiciones generales para la contratacibn de las Obras Púhlica~ a cuyo 
tenor “las equivocaciones materiales no alterarán la baja proporcional 
hecha en la contrata. respecto tlel importe (Iel presupuesto que haya ser- 
\-i(k) tle base a la misma”. 

“Las equivocaciones del presupuesto exhaustivamente nwncionadas <>n 
el art. 43 del referido Pliego tle Condiciones generales, es decir, las con- 
sistentes en las variaciones de los preclos de obra respecto de los fijados 
en el cuadro, los errores en la cantidad de obra n realizar, y los errores 
en su importe, son las únicas que no alterarán la baja hecha en la con- 
trata, baja que ha de continuar siendo In deducida de la relariún entre 
las cifras del presupuesto, antes de In rorrcccihn de aquellas equivocacio- 
nes v la cantidad ofrecida.” 

“En el caso de autos, es manifiesto que se est8 en presencia de un sim- 
ple error de multiplicación, que no afecta a precios, volumen, ni cantida- 
des de obra, puesto que multiplicando y multiplicador son correctos, o sea, 
que se trata de un error aritmetico no comprendido en el art. 43 del Plie- 
go general de 13 de marzo de 1903, por lo que, ante la falta de normación 
especial, y atendido lo establecido en el artículo 16 dpl C&iigo Civil. ha 
de aplicársele el párrafo tercero del art. 1.266 de aquel Código. que pr.e- 
ceptúa que el simple error de cuenta sólo dará lugar a su corrección; 
no pudiendo. por lo demãs, ofrecer duda que tal corrección ha de pro- 
(lucir las obligadas consecuencias legales y que, ronsiguientemente. ha- 
bibndose fi,iado o calcula& la baja de subasta por comparación entre el 
importe del presupuesto, indebidamente aumentado a virtud del susodi- 
cho error aritm&ico. y la cantidad ofrecida por la adjudicataria, debe 
rectificarse, asimismo, la indicada baja, determinándola en relach’m a la 
proporción entre el precio del remate y el presupuesto despub de recti- 
ficado.” 
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‘Sentado cuanto expuesto queda, es obligado reconocer que la Orden 
recurrida y la que denegó su reposlcl6n, no se hallan ajustadas a De- 
recho en cuanto, no obstante mandar rectificar el presupuesto de contrata 
por corrección del error denunciado, acuerdan mantener la baja de la 
subasta.” 

IV. EXPEDIENTES GUBERNATIVOS 

%kPARAC16W DEL SERVICIO POR APLICACIÓN DEL UARTADO 5.' DEL ARTfCIJu> 1.011 

DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR. HONOR MILITAR 

Sentencia de 18 de octubre de 1958.-Separado del servicio con arre 
glo al indicado precepto, un Cabo primero de la Guardia Civil. por m- 
soluclõn de la Dirección General del Cuerpo, previa instrucción del opor- 
tuno expediente gubernativo, el interesado interpuso recurso contencioso 
que el Tribunal desestima, fundamentando el fallo en los siguientes ter- 
mlnos en los que se alude a los hechos y se expone la forma o crlterío para 
determinar “lo que sea el honor militar”. 

“Tiene declarado este Tribunal Supremo en las sentencias citadas en 
los Vistos (1) que para determinar lo que sea el honor militar deben tener- 
se en cuenta las declaraciones de los individuos y jefes de la corporación 
que figuren en el expediente y que ha de buscarse la analogfa entre los 
cargos que se hagan al acusado y los que el Código de Justicia Militar 
considera como delitos contra el honor militar en sus arts. 333 y sigs. y en 
el caso discutido el Brigada, el Capitán de la compañía y el Teniente Co- 
ronel primer jefe, han declarado que en la ocasión de autos. el Cabo FL, de- 

mostró Poco eSPfritU miMar. no exento de cobardía. porque dicho cabo, 
con motivo de tener conocimiento de1 encuentro de unos bandoleros en 
e1 cortijo expresado con unos guardias, en el que fue muerto uno de ellos 
POCO antes, a pesar de disponer él de siete fusiles no intent6 el asalto al 
cortijo para rescate del cadaver y aprehensl6n de los malhechores, se li- 
mit6 a enviar un enlace al destacamento de A., Integrado por fuemas del 
Ejercito y aPOStars? hasta que lleg6 el Brigada C, que asalt6 el cortijo. de 
donde se habían escapado ya los malhechores, sin que tampoco tomara 
Parte en el asalto el expresado cabo, hechos que, en realidad, significan 
una conducta contraria al espfritu que debe presldlr la actuación de las 
fuerzas militares y de la guardia civil conforme a la notable cartilla dr 
29 de julio de 1gõ2 y Reglamentos del Cuerpo de 14 de mayo de 1943.” 

Sentencin cle 22 de ort~tbw de 195H.-Por resolución de la Dirección 
General de la Guardia Civil de 3 de octubre de 1951, fu6 separado del ser 
vicio un Cabo primero del Cuerpo, al que fu6 notificado el acuerdo el rlia 

(1) Sentencias de ll de abril. 1 de fehrero, 3 de marzo y 8 de mayo 
4le 19!58. 
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I(i del mismo mes y año. sin indicar en el texto de la notificacitin los re- 
cursos que contra aqu&la procedlan. Interpuesto recurso contencioso por 
el interesado en 13 de junfo de 1957. le fué admitido por considerar que 
el defecto de forma antes aludido determinó la invalidez <IP la diligencia de 
notifiracltln. que al no ser reproducida en legal forma con posterioridad. 
mantuvo ahirrto el término para que el sancionado utilizase la vía conten- 
ciosa. El recurso se sustanci6 con arreglo a la preceptiva legal del Texto 
refundldo de H de febrero de 1952. a tenor de lo prevenido al respecto en 
la d-lsposlclón transitoria tercera de la Le,v de 27 de diciembre de 1956. 

El Tribunal Supremo por los fundamentos de hecho y de derecho que 
a continuacitin se transcriben, revoca la mencionada resolución y declara 
rl derecho del recurrente a ser repuesto en su empleo y “al abono de los 
haberes dejados de percibir durante el tiempo de la separacitin. sin que ello 
obste a runlquler otra medida de menor grado dentro del orden dkcipli- 
nario o del buen regimen interno del Instituto, que en relación con la cla- 
w  residenciada puede adoptar dentro de sus atrihudones la Autoridad 
Militar qué expidió la Orden de proceder”. 

“Los hechos de referencia, sesín aparecen &l espediente y se admiten 
por la parte actora y el Ministerio Fiscal como base de enjuiciamiento. 
son. sint&iramente, que durante la realización de un servicio que tenía 
por objeto sorprender a una partida de bandoleros en el campamento 
clue ocupahan en la sierra de los Tres Mojones. término municipal de 

.<‘artIenete, provincia de Cuenca, el Cabo primero don F. C’., contraviniendo 
las tirdenw que personalmente fueron dadas por el Teniente Coronel Pri- 
mer Jefe de la Doscientas una Comandancia de la Guardia Civil, encendici 
fuego en Ia< primeras horas de la mañana del 14 de octubre de 1950. sin 
que pudiem precisarse la hora exacta en que lo hiciese. estimándose pro- 
hable que a ello obedeciera la huida de los bandoleros y el malogro de 
la operación.‘* 

“Impuesto al recurrente por el Capitán General de la Primera Región. 
u c*onsecuencia de tales hechos, el correctivo de cuatro meses de arresto mi- 
litar, como autor de la falta grave prevista en el número primero del ar- 
tículo 4.77 de1 Código Castrense, previa instrucción del oportuno expedien. 
te judicial del que provino, sin nuevos esclarecimientos, el ulterior guher- 
nativo. resulta indudable que para inferir que la conducta en dlcha oca- 
rión seguida por la clase residenciada, además de incumplimiento de úrde- 
nes relativas al Servicio implicaba la comisión de actos contrarios al honor 
militar, debia de patentizarse la existencia de motivos en pugna con las 
vlrturles fundamentales de valor. lealtad y disciplina. características de 
la noble prnfesli>n de las armas, v que. desbordando la mera negligen- 
(+a sin llegar al campo del delito mostrasen la indignidad del encartado 
para rnntinuar en el servicio: y es lo cierto que las actuaciones no ofre- 
cen pruebas ni aun revelan indiclns de aquella recusable motivación.” 

“Segtín reiterada jurisprudencia de esta Sala, parn <lis(*+inlim+ ~07) 

fWiWt0 si dPtetmi~dOS UCtOS personnlfs son o no contsatios al honor nli- 

litar. hav de atenerse preferentemente al criterio qw sobre ~1 particular 

~Sll~tf?7ttf?f l0.S JcfPS lj SltpctiOWS del WSiftPn~intlO. por rllanto nqllpl/a ps- 



presión mcis que IML concepto jrcrídico implica rrn witimiento corporativo : 

y tal criterio resulta en este caso rotunda y unánimemente favorable a 
don B. F. C.. ya que tanto el Teniente Coronel, Primer Jefe de la Coman- 
dancia, como el Capitán a cuyo mando directo estuvo aquél en la opera- 
ción de referencia, el Capitán Juez instructor del expediente judicial por 
fa1t.a ,qave, otro Oficial de ldentlca graduación, y dos Tenientes. todos ellos 
pertenecientes al Renemérito Instituto, emiten su opinión d(l no existir ac- 
tos contrarios al honor militar al mismo tiempo que afirman la buena 
conducta del recurrente: testimonios que resume el Comandante .Juez 
instructor del expediente gubernativo con las siguientes frases finales de 
su informe: ‘.... y considerando que Ia falta fué cometida sin mala fe. asf 
como el buen concepto en que es tenido el residenciado por sus superio- 
res. todos los cuales le consideran d?gno de pertenecer al Cuerpo por ha- 
ber cumplido bien con SUS deberes militares, demostrando gran entusias- 
mo en la persecución de bandoleros, por todo ello. cree el .Juez que suscri- 
be que el Cabo primero B. F. C. podrla continuar perteneciendo al Cúer- 
po, por no estimarlo incurso en el caso quinto del art. 1.011 del C6dlgo 
de Justicia Militar”. 

“La resolución impugnada, en expreso desacuerdo con la propuesta del 
Juez Instructor d?l expediente, no razona de modo adecuado los funda- 
mentos de Ia grave sanción que adopta y, por ello, resulta imposible man- 
tenerla con criterio ajustado al ordenamiento jurídico, único permisible 
R los Tribunales de .Justicia.” 

\‘. EXPROPIACIOS FORZOSA 

CRITERIOS PARA EL .JI'STIPRECIO .-INFLUENCIA EN EL MISMO DE LA ACTITUD 

DE PARTE DE LOS PROPI~ARIOS FBENTE A LA ADMXNISTRACI~N 

Sentencio de 31 de octubre de 1958 .-En expediente de expropiacion 
de determinada parcela de terreno en las proximidades del Aeropuerto de 
Barajas. la Jefatura (k la Regiún A&ea Central acordó se abonase al pro- 

pietario la cantidad de 2.224,80 pesetas, importe de la valoración efectua- 
da por el perito de la Administración. El Ministerio mantuvo dicha valo- 
ración y contra la Orden en que así se dispuso fue interpuesto recurso que. 
el Tribunal Supremo resuelve revocando la Orden impugnada y decla- 

rando que el justiprecio asciende a 9.551.80 ptas. con derecho al percibo de 
IoS intereses, al cuatro por ciento anual, desde la ocupaciiin de la finca. 

EI fallo se apoya en las siguientes conslderacIones: 
“La resoluci6n mlnlsterial objeto de este recurso fija en 2.160 pesetas 

eI valor de la parcela expropiada que, sumado al 3 por 100 de esa cantidad 
por precio de afección, alcanza un total de 2.224.80 pesetas para indem- 

nlaar a Jos herederos del actor don M. P. Y., propietario de aquélla: mas ha 
de rechazarse, desde luego. por exiguo, tal justiprecio con ~610 tener en 
cuenta que se@ín certificado del Registro de la Propiedad. el demandante 
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al comprar por escritura pública dicha parcela pagó 2.931,30 pesetas y 
ello diez años antes de ocuparla a tftulo de expropiaci6n el Ministerio 
del Alre en 1945 cuando, lógicamente. había aumentado el valor que al- 
canzó en aquella lejana compra. 

“Estfi acreditada por escritura pública la interesante circunstancia & 
que el terreno en cuestión hallábase enclavado, cuando lo compró el de- 
mandante. en una zona denominada “fin de semana” y los vendedores im- 
pusieron ya entonces limitaciones relativas a la conservación de pasos y 
accesos, así como a determinadas fajas de terreno con destino a jardín, 
todo ello como consecuencia de lo previamente establecido en un plano 
general dc urbanización de dicha zona, lo cual demuestra que si origlna- 
riamente fue rústico el terreno, había ya adquirido por su situación v cir- 
cunstancias el año de 1935 un valor en el mercado correspondiente a su 
utilización como edificable. pero, además, e independientemente de las 
posteriores obras de “Nueva ampliación del -4eropuerto Sacional de Ba- 
rajas”, determinantes en 1945 de la expropiación, motivo de este pleito, 
se realizaron por diferentes causas, durante el transcurso de esos diez 
años, diversas obras como grandes movimientos de tierras, trazado de 
algunas calles, creaci6n de zonas verdes y demás circunstancias, la cua- 
les recoge quien actu6 de perito tercero en el expediente refiriéndolas en 
su dictamen para deducir que en la época en que se orden6 el estudio del 
proyecto de ampliación del expresado Aeropuerto no admitfa ya cierta- 
mente el terreno de que se trata la designación de predio rústico que Co 
([avia pretende mantener la Orden minlsterial recurrida.” 

“Tanto el Jefe del Servicio Regional de Obras como el Jefe de Inten- 
dencia y el Interventor regionales al proponer en sus respctivos dictá- 
menes el justiprecio que de conformidad con ellos sefialó el General Jefe de 
la Reglón Aerea Central v después ha confirmado la resolución minin- 
terial. adujeron como fundamento la circunstancia de ser más los ezpro- 
piados conformes con el precio señalado por la Administracih que quie- 
nes pretendieron mayor cantidad, pero de ello no puede deducirse que el 
precio ofrecido por el Ministerio del Aire sea precisamente el justo, por- 
que es innegable que. según ya tiene declarado este Tribunal Supremo en 
sentencias como la de 6 & julio de 1951, la actitud de todo propietario 
respecto de la Administracih expropiante estó determinada por un con- 
junto tan completo y variable de circunstancius que se individualiza en 
cada persona, ya que la distinta postura procesal que unas y otras adop- 
ten cuando se les seih!a cierta indemnización está determinada por la 
distinta capacidad econbmica de los interesados, la mayor o ?nt?nor urge& 
que tengan en necesitar numerario, la existencia o no de difi&ta&s para 
Zitigar, etc.. todo lo cual puede explicar la conformidad de algunos cm 
ls oferta del Mnisterfo mientras otros la rechazan y discuten.” 

“Intermedia entre la pretensión de 13.580 pesetas, mantenida por el 
demandante, la Cual rechaza por excesiva, y la que fija el Ministerio del 
Aire, se mmentra la cantidad de 9.273.60 pesetas. justiprecio proceden- 
te. según el Perito terCerO, quien explica su opiniõn con extenso y raza. 
nado dictamen basado en la forma, emplazamiento, superficie v CtPcUns- 
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tancias características de solar, la capitalización de la renta al tipo medio 
de producción. el valor de expropiación de fincas análogas realizadas tiu- 
rante los cinco años anteriores en zonas semejantes mas el precio a que 
se vendió en 1935 el terreno expropiado. datos todos muy atendibles para 
llegar. apreciándoles en conjunto, al justiprecio acertado de una finca. 
pero además, si bien los Tribunales tienen siempw libre facultad para 
fijar dentro de los limites de las contrapuestas pretensiones el precio de 
expropiación que estimen justo, después de apreciados cuantos informes 
y elementos de juicio se aportaron al expediente, es de tener en cuenta 
que el dictamen del tercer perito merece estlmarue como de excepcional va- 
lor para decidir la cuestión de acuerdo con él. pues al actuar mediante 
nombramiento judicial io hace con absoluta independencia de las partes 
interesadas personalmente en el asunto, y así. a la garantía de su capa- 
cidad t@cnica -en este caso la de un Arquitecto colegiado de .Hadrid- 
une siempre la de su imparcialidad, por todo lo cual en este ca.w debe 
admitirse que la cantidad de 9273.60 pesetas .sea precio justo rle la parcela 
expropiada.” 

VI PRGCEDBIIENTO 

Ab EXPL’L.SIóS ACORDADA CON ARREGLO A LA fi. 0. DE 17 DE ENERO DE 18!+:%.- 

NECESIDAD DE INCOAR EXPEDIENTE GUBERNATIVO 

Sentencia de 5 de julio & 1958.-Un guardia segundo del Cuerpo de la 
Guardia Civil, al que se habla seguido causa criminal, fué absuelto en Con- 
sejo de Guerra, no obstante lo cual la Direcciún General del Instituto. 
previa la información correspondiente, acordó su expulsión del Cuerpo. 
con arreglo y en uso de las atribuciones que le confiere la Real Orden 
de 17 de enero de 1993. 

Contra dicho acuerdo fu6 interpuesto recurso que el Tribunal Supremtr 
resuelve declarando la nulidad de la resolución por haber sido dictada 
sin haber instrufdo previamente el debido expediente gubernativo con- 
forme a lo prevenido en el Código de Justicia Militar. 

El fallo se fundamentó en las siguientes consideraciones: 
“La primera resolución de la Dirección General de la Guardia Civil de 

24 de febrero de 1954 y la de su alzada de 23 de agosto de 1956 del hoy 
recurrente, están fundadas en el supuesto de que el guardia don L. P. R.. 
por creer no poseia la categoría de ClBse, no estaba Incluido en el art. 1.023. 
del Códtgo de Justicia Milttar y. en su consecuencia no le era aplicable la 
obligación de tnstrnir expediente gubernativo que ordena el 1.011 dei mis- 
mo Código: pero sobre esta apreciación es preciso observar que el art. 1.O de 
l’a Ley de 25 de noviembre de 1944 dice textualmente: “lan ciases de 
tropa de la Guardia Civil. eatar8n conatituldss por los guardias de 2: y 1:. 

por los cabos y por los cabos prlmeros” y como el demandante, .según 
consta en autos, gozaba de la categoria de’ guardia 2.0 de Mar. con arre- 
glo al precepto antes citado queda desvanecida la razón por la cual la 



L)irecclón General de la Guarctla Civil resolvió su expulsión de acuerdo con 
la Real Orden de 17 de enero de 1893. referente a los simples guardias 
que no ostentaban la categorla de clase.” 

“Aun cuando no sean alega&8 por las partes los motivos de nulidad 
del procedimiento, por tratarse de cuestión de Orden Público, pueden y 

deben apreciarse de oficio y, en su consecuencia, está obligada la Sala a 
declarar la nulidad de la resolución recurrida, que fu6 dictada sin instruir 
el debido expedlente al entonces guardia 2.O de Mar. don L. P. R.” 

B) DIWOSICI~N DE CARÁCTER GENERAL.-SU IMPVCNACI~N EW LA LEY 

JURISDICCIONAL DE 27 DE DICIMBRE DE 1956 

Sentencia de 12 de ftoviembre dr 1%X.-En ella el Tribunal Supremo. 
desestima recurso interpuesto contra el Decreto del Ministerio de Obras 
Públicas de 5 de abril de 1957. por el que se creaba. dependiente de dicho 
Departamento, el Gabinete T&x&o para la ~alizacibn de las Obras de Ar- 
quitectura del Conjunto de los Nuevos Ministerios. Al propio tiempo se su- 
primía la Sección de Arquitectura de la Jefatura de Obras Públicas de 
Madrid, cuyo personal de Aparejadores y Auxiliares se integraba en e1 
nuevo Organismo. 

Se razona el fallo en los siguientes terminos: 
“El. recurso interpuesto por don .4. G. V. contra el Decreto de 5 de 

abril de 1455. por el que se crea el Gabinete Ttknico para la realización de 
Obras de Arquitectura del conjunto de las de los nuevos Ministerios, pu- 
blicado en el “Boletfn Oficial del Estado” el 15 siguiente, es unu disposicidn 
de cardcter general, la cual sdlo puede ser impugnada. de conformidad con 
el art. 28, apartado b). de Lo Ley sobre la jurisdiccián Contencioso-ad- 
ministrativo de 1956. por las entidades que ostenten la trpresentacidn o 
defensa & intereses de carácter general o Corporativo. como serían los 
Coledos Oficiales de Arquitectos y esti acreditado en autos, que si el de 
Madrid interpuso en tiempo y forma el recurso contenciosoadminlstrativo 
contra la mentada disposición. desistió del mismo por su representacíbn 
en escrito de 23 de enero de 1957.” 

“Si bien es cierto que, con arreglo al artfculo 39 número 3, de la 

Ley citada. serán impugnables, en todo caso. las disposiciones de ca- 
racter general que hubieren de ser cumplidas por los administrados di- 
rectamente, sin necesidad de un previo acto de requerimiento o sujeción 
individual, no discrimina. a tal efecto, si las personas legitimadas para 
promover la impugnación, sean colectivas o indivlduales. por lo que parece 
admitir, tanto a unas como a otros, suponiendo que tengan un inter& di- 
recto, segtín el art. 28, apartado b) de dicha Ley, lo que es innegable res- 
pecto del recurrente: no es menos cierto que, aun cuando en el art. 3.0 de 
la disposición recurrida se diga que queda extinguida la Sección de Arqul- 
tectura adscrita a la Jefatura de Obras Públicas de Madrid, no se dice 
nada respecto de la situación jurldica del recurrente -la que puede ins- 
tar el PrOPi0 interesad- sentado lo cual no es aplicable el precepto men- 
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CiDnado, sino el num. :! tiel plYJpi0 al-t. 3!J. que atimite 13 illlpll~n¿tci<in de 

los que se produjesen en aplicación de las disposiciones de carácter ge 

neral fundada en que tales disposiciones no son conforme a derecho. 
pero no se está en presencia de tal caso.” 

“Los hipotrticos derechos de los ftcncionarws al curgo MO pur~tlv~~t wvr- 

m,r los facrtltadrs discrecionales y soberaf~ns de la .4 rlnrinistrarititt C’vn- 

lncl para reorganizar 0 estingltir sus sewi~i0.s. en SIOIL~. paru elabornr 

clcantas disposiciows se dicten sohrc estrrtctlorr orgánica. que el intwés 
público o la economía del Tesoro reclame. denqwe que lleven la firma del 

Jefe del Gobierno. por ser de su competencia. según previene el art. 13. nú- 
mero 7. tie la TR.V de R6gimen Jurldico. hoy encarnado o incorfiorado di- 
cho cargo n la .Jefatura del Estado, romo así acaece en el Decreto impug- 
nado. aprolwlo en Consejo de Yinistros.” 

C) E~PEDIE~~TES CI’RZ:Rs.*TIvnk-- CARÁCTER DE 1., HFSOl.l~<.ltlS Dk:i. ~~IMZ:<7YIR 

GEXERAL DE L.A GVARDIA CIVIL.-REQLXITOS 1,~: LAS NOTICICU-IOSK< 

PARA SC’ VALIDEZ 

Sentencia de 21 de n»zGvnhrr de IS.%.--F:n rec’urso entablado contra 
acuerdo de separación recaído en expediente gubernativo instruído a un 
cabo primero de la Guardia Civil. el Ministerio Fiscal aleg6 las excepciones 

de prescripción e incompetencia de jurisdicción. que el Tribunal desesti- 
ma. con hase en el siguiente razonamiento: 

“Respecto a la incompetencia la funda el Ministerio Fiscal en no cau- 

>;ar estado la resolución recurrida, por no haber sido dictada por el Mi- 
nistro y sólo por la Dirección General de la Guardia Civil: mas referido 
fundamento en el presente caso no puede aplicarse, pues segtín el art. 1.023 
del Código de Justicia Militar de 17 de julio de 1945 corresponde la res* 
luci6n de los expedientes gubernativos a que se refiere el caso actual por 
ser el encartado solamente cabo del Benem&ito Instituto. al Director Ge- 
neral de la Guardia Civil, sin que exista ulterior instancia admínistrati- 
va, por lo que no puede ser estimada la incompetencia aducida, como igual- 
mente’ tampoco procede la presrripción, pues del examen del expediente 
se aprecia que la notificación de la resolución que puso fin al mismo no se 
hizo con arreglo a 10 dispuesto en el art. 496 del citado Código de Justicia 
%filitar al no haber hecha saber al notificado ante quién y en qu6 plazo 
podía recurrir, lo que según el art. 504 del mismo Cuerpo legal produce 
SU nulidad. por lo que no puede tomarse como cómputo del plazo para 
recurrir la fecha de una notificación que carece de valor alguno, y en su 
consecuencia, como para el cómputo del plazo de prescripci6n ha de par- 
tirse de una fecha fija. en el caso actual ésta no existe.” 
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i’OSIBIL,DAD 1>E HECI’RSO ES K.5ZT.i NATERIA.-~X~CXIPCIÓK DEI. D~XECIIO A 1..,.5 

PENSIONES DE LA IISM.4.-.~PLICACIóH DE LA LEY OE ;\DMINISTRAîIíW 

P CONTABILIDAD DE 1. HACIKNDA f’tBL1C.A. DE 1 DE JULIO DE 191 1 

Sentencia de 20 de diciembre de 1959.-Fallecido un Caballero laurea- 
.& el 18 de febrero de 1937. sus causahabientes solicik-on del Consejo 
Supremo de Justicia Militar, como Asamblea dr la Orden, la transmision 
de la pensión inherente a aquella alta recompensa, en escrito de fecha 2.1 de 
julio de 19.56, petickín que fue denegada por estimar prescrito el derecho 
ale los interesados. 

Contra tal acuerdo interpusieron éstos recurso de reposicicín, que fue 
asimismo desestimado, y después contenriostradministrativo, que el Tri- 
bunal Supremo decide, confirmando aquella resolución ?- exponiendo la 
siguiente interesante doctrina. sobre los conceptos que más arriba quedan 
~Iestacados: 

.I) Sobre la admisibilidad del recurso: 
“Respecto al primer punto, si bien es cierto que el art. 105 del Re- 

glamento por que se rige el Consejo Supremo de Justicia Militar de 26 de 
junio de 1940, F dado que tan Alto Organismo actúa en función de Asam- 
blea de la Real v Militar Orden de San Fernando a virtud de lo dispuesto 
en el art. 2.O del Reglamento de esta Orden, excluye del recurso contencio- 
w-administrativo los expedientes en que el Consejo entienda por lo dis- 
puesto en las Leyes y Reglamentos especiales por que se rigen las Reales 
Ordenes de San Fernando v San Hermenegildo, taf precepto ha de ser con- 
jugado con el contenido del art. 107 de la misma disposición legal. segrín 

el cual los expedientes sobre clasificaciõn de los derechos de retiro y aun 
mejoras, inválidos, premios de constancia, viudedades, orfandades y pen- 

siones de cruces se sustancian con aplicación de las Leyes, Reglamentos y 
rlisposlciones de carácter general. con exclusión de las resoluciones dictadas 
para casos especiales. viniendo a establecer un tratamiento jurídico dis- 
tinto para los expedientes de las Cruces de San Fernando y San Herme- 
negildo que son falludos por el Consejo Supremo de Justicia Militar como 
Asamblea de la Orden, con carácter soberano y sin posihks interferen- 
cias ya en el trdmite. ya en cuanto al Acuerdo resolutivo. por part(,‘de 
otros Cuerpos ni Tm’bunales, y aquellos otros expedientes a que hace re- 
frrcn.cia el nrt. 107 del Reglamento, de carácter meramente econdmiro y 
refertdo a derechos pasivos o pensiones de cruces que se someten en su 
sustanciación. al régimen jurídico y al control o garantia jurisdiccional 
contenido en los Leyes. Reglamentos o Disposiciones oY carácter general: 
v entendiendolo indudablemente asf el propio Consejo Supremo de Justi- 
cla Militar, reiteró en el expediente objeto del recurso la declaración de que 
se notifique et ricUer<iO a los interesados por si conviniere a su derecho 

278 ’ 
Ib 



LUXI4LAOI6~ Y JURlEPBUDSM?IA 

interponer contra el mismo el recurso de reposiciOn como ttimite pre- 
vio al contencioso administrativo, declaración contenida en el Dictamen 
del Fiscal Togado, en el del Fiscal Militar y, por último. en el Acuerdo 
del Consejo denegatorio del derecho reclamado y objeto del recurso. ra- 
zones que determinan la procedencia de desestimar la impugnación a la 
admisibilidad del recurso opuesta por la Administración demandada.” 

B) Sohre la apreciación de la prescripción extintiva: 
“Respecto al problema de fondo debatido e impugnándose la resolu- 

ción del Consejo Supremo de Justicia Militar que declaró prescrito el de- 
recho de los recurrentes a percibir la pensión de la Gran Cruz Laureada de 
San Fernando de que se hallaba en posesión su causante el General don 
D. B., por entender aquellos que el mencionado derecho está dotado de un 
privilegio de imprescriptibilidad, fundado moralmente en emanar de la 
alta recompensa que en el orden militar entrafia la Laureada y con apoyo. 
legal, según los recurrentes, en que el an. 13 del Reglamento de la Real y 
Militar Orden de San Fernando de 5 de julio de 1920 declara transmisibles- 
las pensiones a las viudas, hijos o padres en los mismos términos y con- 
diciones que las del Montepío Militar, en cuyo Reglamento se desconoce 
la prescripción, preciso es para enjuniciar debidamente este punto legal 
reconocer que la instituci6n de la prescripción, como modo de extinción 
de derechos por la inacción de su titular durante el tiempo determinado. 
por lo Ley es ihptittidn jutldica aplicable en general y en principio a toda 
clase de derechos y acciones, en tanto en cuanto no hayan sido objeto de 
una excepcidn formal contenida en un texto legal, como se desprende de la 
explicita decluraci6n del art. 1.930 del Código Civil, ast como del contenido 
del 1.936 y 1.938 del mismo Cuerpo legal, de donde habrá que sentar como 
punto de partida para discriminación del derecho debatido que el modo 
extintivo de derechos de la prescriptidn es general y aplicable a toda clase 
de derechos y acciones y que lu excepción de esta regla general que es la 
imprescriptibilidad habrá de estar clara y taxativamente prevista, sin que 
puedo fundarse en presunciones, razones morates 0 mero silencio de lo 
Ley con relacidn a instituciones o derechos determinados.” 

“La no exposiciõn de la prescripción exUnUva de la acci6n para recla- 
mar el derecho que se debate en el Reglamento del Monteplo Militar, no 
significa otra cosa que ausencia de reglamentactón especial, no descono- 
cimiento y menoo negación de este medio extlntivo, ya que si esto hubiese 
sido lo pretendido por el legislador, lo hubiese dicho expresamente, y que 
la falta de normas específicas únicamente puede derivar en la aplicabili- 
dad de los preceptos de car&tef general que regulan la institución jurí- 
dica, o por loe especialmente ordenados a regular la prescripción de de- 
rechos administrativos de la naturaleza del que se trata de ejercitar.” 

“El Real Decreto de 23 de febrero de 1857 dispuso en su art. 2.0 que las 
liudas y huerfanos de militares a quien según las disposíciones vigentes 
corresponda viudedades u orfandades la cobrafin del Tesoro Público, el 
cual cubrir6 en lo sucesivo esta atenciOn en la propia forma que la de los 
emplekdoa civiles. por lo que a partir de 1857 todas las pensiones del ~ti- 
tepia Militar. al ser satisfechas por el Tesoro Público. merecen ya la 



calificación genérica de créditos contra el Estado. y por consiguietrte. los 
derechos nacidos del Montepío Militar, al ser satisfechos por el Tesoro, 
aunque en su Reglamento no se consigne ni niegue su prescriptibilidad, 
estar& sujetos a ésta en iguules condiciones que los demás crt?ditos contra 
el Estado ?J se regirón. a falta de preceptos específicos de su Reglamento, 
por las disposiciones de cardcter general que condicionen y regulen In 
prescripcidn como modo de extinción de los mismos.” 

“El art. 92 del Estatuto de Clases Pasivas de 22 de octubre de 1926, con- 
tiene las Normas por las que se rigen las pensiones. y si bien en la Dispo- 
sición Adicional 9: se excluye del 5mbito de aplicación del Estatuto cuan- 
to se refiere a pensiones anexas a cruces y recompensas civiles y mili- 
tares, es lo cierto que el contenido de la Disposiciún Transitoria 4.” al de- 
clarar que los plazos de prescripciOn señalados en el art. 92 empiezan R 
contarse desde 1 de enero de 1927 parece que instaura la prescripcibn para 
toda clase de pensiones, aunque se rija,1 por norrws legales ajenas al Es- 
tatuto, como entiende el Consejo Supremo de Justicia .Militar en la re- 
solución recurrida, puesto que las Disposiciones transitorias del mismo son 
aplicables, tanto a las pensiones en A reguladas cuanto a las que quednn 
fuera de sus normas según se desprende de los arts. 1: y 3.O de tal norma 
legal, pero aunque así no fuera y se entendiera prevalente la exclusión 
de la DiSposición adicional 9.*, siempre constituinan unos crPditos contra 

el Estado indiscutiblemente prescriptibles por declararlo asi el art. 35 de la 
Ley de AdministracSn y Contabilidad de In Hacienda Pública cle 1 de 
julio de 1911, por cuya razón procede la desestimación del recurso y la 
confirmación del Acuerdo recurrido.” 

OLEGARIO Goxzámz (:AKCíA 
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E) JLJRISPRUDESCIA nE AGRAVIOS 

SL’JfARIO: 1. .~.~~~~~ns~ts: C’onrliciones pala obtenerlo en la .\.grupación 
Temporal .Militar.-II. ,~letlnlla de SufrimienC0.s por lo Patria: k’.l 
riesgo especifico del acto de servicio.- III. Af~tilatlo.~: El ingreso 
en el Benemérito Cuerpo clel personal integrado en la Xgrupacion 
Temporal Militar.-IV. Ortfcn de San Hcrmcnrgildo: La baja en 
la Orden en relación con el concepto que la motiva.-V. Pensiones 
jamilinres: al El personal de Complemento en relación con el de- 
recho a legar pensión; b, Personalidad para solicitarlas: c) La pen- 
sión alimenticia del artículo 224 del Código de .Justicia ,Milit.ar v el 
derecho a su disfrute: (1) Prescripción.-VI. Pensiones de +etito: 
al Derecho a pensi6n extraordinaria; h) .4honos de tiempo a efec- 
tos de fijar el sueldo regulador: c) El artículo 12 del Estatuto de 
Clases Pasivas en relacii>n con el tiempo pasado en empleos provi- 
sionales : (Il El articulo 12 del Estatuto y su aplicacliin a los Sar- 
gentos fjue disfrutan en activo el sueldo de Rrigada; e) Incompati- 
hilidad del articulo 12 con los beneficios otorgados por legisiaci<in 
especial: fI Cómputo de trienios; gl Cómputo de pagas extraordina- 
rias: h) Fecha de arranque de la pensión: 1) Mejora de pensitin: 
jl Sueldo regulador de los cabos moros que percibían el sueldo de 
Sargento.-VII. Las pensiones extraordinurias de retiro (IQ In Lev 
de 1.3 de diciembre de 194.7. en relación con los Sargentos qw prr- 
cibf’n el suekio de Brigada.-VIII. Las pensiones extraordinarias cle 

‘aS Leyes de 1.1 de diCiQnlhTe 114 1943 y 19 d&? diciembre de 1941. en 
relacihn ron los empleos provisionales.-IX. La situnción de re- 

‘irado Pn relación fon el personal que oôtfnfa 41 emplfo con cnrkvrr 
pmvisional. 

1. ASCENSOS 

CONDICIONES PARA OBTENERLO EN 1.~ AGRUPACK~ TEMPORAL MILITAR 

Se plantea el problema de determinar si el ascenso de un 
Brtgada a Oficial que forma parte de la Escala de Complemen- 
to por haber ingresado en la Agrupación Temporal Militar 
para destinos Civiles, debe produ¿irse cuando haya ascendido 
efectivamente el que le sigue en la Escala Activa o cuando a 
este le hubiera correspondido ascender por antigüedad.-El 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 31 de octubre de 1958, re- 
lativo a recurso promovido por V. G. G.. resuelve la cuestión 
en el sentido de declarar el derecho del interesado a ser as- 
cendido a Oficial cuando le hubiera correspondido ascender 
por antifiedad al que le siguiera en la Escala Activa en el 
momento de su ingreso en la Agrupaci6n Temporal Militar 
para destinos Civiles. con fundamento en las siguientes con- 
sideraciones: 

Que el último Párrafo del art. 17 de la Ley de 15 de julio de 1952 deter- 
mina que los que entrasen a forman parte de la Agrupación Temporal se 
les lnclulrfi en las Escalas de Complemento. en las que podría obtener el 
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.tscenso “a! empleo inmediato cuam~o haya ascendido por antigtledad el 
que en el momento del pase a la Agrupación le seguía en su Escala de 
procedencia”. 

Que si bien es cierto que la Ley de 92 de tliciembrc de 1935, en su ar- 
tlrulo 3. ilispuso para los Suboficiales de la Escala activa que para as- 
cender a Oficiales seria necesario superar las pruebas que al efecto se es- 
tablecerian, las cuales fueron determinadas y reglamentadas por la Orden 
de 30 de enero de 195ti. no es menos cierto que en el art. 4.1 de dicha Le) 
se dispone wncretamente que “el personal de la Escala auxiliar, Cuerpo 
cle Suboficiales y cabos primeros. que en la fecha de promulgación de esta 
Ley estuviese acogido a la de destinos civiles de 15 de julio de 19.X? conti- 
nuara rigiéndose por ésta”. por lo que resulta patente que la referida Ley- 
de 1955 no ha alterado ni modificado el régimen de ascensos del personal 
integrado en la Agrupación Temporal Militar para destinos civiles. 

Que. como consecuencia de los anteriores razonamientos, es obligallu 
concluir que el ascenso de un Brigada û Oficial cuando pertenece ü 1~1 
Agrupación Temporal debe producirse cuando al que le siguiera en Ia 
Escala Activa en el momento de su paso a la mencionada Agrupación. le 
hubiese correspondido ascender por antigüedad, con independencia tie ~LW 

ese ascenso se haya o no producido efectivamente, como consecuencia de 
nuevos requisitos que para el mismo haya establecido una Ley posterior. 
romo es la de Z! de diciembre de 1955. 

Que. por tratarse de dos Escalas independientes. como son la ktiva 
v la de Complemento, ningtín perjuicio se puede ocasionar a los de aquélla 
por los ascensos que en ésta se produzcan, y sin que pueda admitirse la 
tesis de que el ascenso en la Escala de Complemento de un Brigada, pue- 
da depender de un hecho ajeno o de las vicisitudes de otra persona. que 
dependen de SLI voluntad, como sucedería en el presente caso, si el as- 
censo del recurrente se hallase pendiente de que quien le siguiera en la Es- 
cala activa, superase o no las pruebas de aptitud fijadas por la Adminis- 
tración, cuando se (lesprende de manera evidente del precepto contenido 
en el art. 17 de la Ley de 15 de julio de 1952, que los ascensos en la Es- 
cala de Complemento de quienes forman parte de la Agrupación Tempo- 
ral, se rigen por un principio de automatismo, cual es el ya señalado de 
que el mencionado ascenso ha de producirse, no cuando ascienda efecti- 
vamente el que le siga en la Escala activa, sino cuando le hubiera corres- 
pondido por antigüedad al mismo. 

En SLI consecuencia. ck conformidad con el Consejo de Estado, se re- 
suelve estimar el recurso y revocar el acuerdo impugnado. 
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Tl. MEDALLA DE SUFRIMIENTOS POR LA PATRIA 

EI. RIESGO ESPECfFICO DEL ACTO DE SERVICIO 

Se plantea el problema de determinar si un Oficial que re- 
sultó herido al volcar un coche oficial cuando se dirlgia en 
acto de servicio a un incendio producido en una fabrica de su 
demarcación, tiene o no derecho a la concesión de la citada 
recompensa.-El acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de ju- 
lio de 1958, relativo a recurso promovido por E. M. I., resuel- 
ve la cuestión en sentido negativo, con fundamento en las si- 
guientes consideraciones: 

Que. ;tun cuando el apartado cl del art. 6P del Reglamento de 11 de 
mayo de 1941, al enumerar los supuestos que dan derecho a la Medalla de 
Sufrimientos por la Patria, habla, en general, de los “ocasionados en toda 
clase de accidentes al personal militar o milltarlzado que en acto de ser- 
vicio fuera victima de tales accidentes”, una reiterada Jurisprudencia. en- 
tre la que cabe citar los Acuerdos de 89 de noviembre de 1948, 17 y 21 
de febrero de 19.50. 26 de marzo de 1951 y 11 de enero de 1952, ha venido 
interpretando este precepto en el sentido de que no basta con que el acci- 
ciente que origina las lesiones tenga lugar en acto de servicio, ni con que 
se maneje un elemento de combate, sino que es preciso, ademas, que se 
trate de un servicio militar arriesgado, de forma que el afrontarlo sea un 
acto meritorio. que es lo que justifica, caso de sobrevenir el accidente, la 
concesiirn de una recompensa que, tanto por su nombre como por el es- 
plritu que informa su Reglamento, esti destinada a un premio a los su- 
frimientos que redundan en provecho de la Patria, y no una mera indem- 
nización por accidente de trabajo. 

Que el riesgo padecido es el común a toda persona que viaja en vehfcu- 
lo automovil, por lo que no supone servicio militar arriesgado ni consti- 
tuye en si un acto meritorio, siendo m& hien un caso fortuito común a 
cualquier clase de actividades o personas. 

En sU ronsecuencia. oído el Consejo de Estado, se resuelve desestimar 
el recurso. declarando firme y ajustada a derecho la resolución del Minis- 
terio del Ejercito por la que se le denlega la concesiõn de la Medalla de 
Srlfrimipntos por la Patria. 

III. MUTILADOS 

l-11. INGR?SO EN EL ~NEMÉHITO CUERPO DEL PESOSAL ISTECR.AD(> 

EN LA AGRUPICI~N TEMPORAL MILITAR 

Se plantea la cuestion de determinar si un Brigada perte- 
neciente a la referida AgrupaciOn. tlene o no derecho a ser 
ciastficado en el Cuerpo de Mutilados con la categorla de Per- 
manente R.-El Acuerdo del Consejo de Ministros de 38 de 
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noviembre de 1958, relativo a recurso promovido por J. P. M., 
resuelve el problema en sentido negativo, sobre la base de lati 
siguientes consideraciones: 

Que el pase a la Agrupación Temporal Militar para destinos civiles, 
creada por Ley de 15 de julio de 1952, es de carácter voluntario para el 
personal de los Ejércitos que en la misma se previene. 

Que conforme al último párrafo del art. 17 de la citada Ley de 15 de 
julio de 1952, los Oficiales y Suboficiales que causen alta en la Agrupa- 
ci6n, serán baja definitiva en las Escalas profesionales del Ejercito. 

Que el art. 7.O, párrafo 7.O de la Ley de Bases de 12 de diciembre de 
1942, establece que los Generales, Jefes, Oficiales y Suboficiales y asimi- 
lados, que se encuentren clasificados de Caballeros Mutilados Utiles, conti- 
nuarán prestando servicios en sus respectivos Escalafones, sin que en nin- 
gún caso puedan pedir la baja en sus Escalas, y si lo solicitaran perderán 
todos los derechos que les concede su mutilación. 

En su consecuencia, oldo el Consejo de Estado, se resuelve desestimar 
el recurso. 

IV. ORDEN DE SAN HERMENEGILDO 

LA BAJO EN LA ORDEN EN RELACIÓN CON EL CONVEPTO QUE LA MOTIVA 

Se plantea el problema de determinar si procede o no la 
rectificación de la motivación que sfrvló de base a Ia baja, en 
el sentido de que las diligencias previas no lo fueron por 
irregularidades administrativas. sino por denuncias de distinto 
carácter.-El Acuerdo del Consejo de Ministros de 31 de oc- 
tubre de 1959, relativo a recurso promovido por C. G. V.. re- 
suelve la cuestión en sentldo negativo sobre la base de las si- 
guientes consideraciones: 

Que la cuestión que en el presente recurso de agravios se plantea, se 
reduce a si debe rectificarse el concepto que ha servido de fundamento 
para que la Asamblea acordara la baja en la Real y .Mllitar Orden de San 
Hermenegildo, sustituyendo la expresión “irregularidades administrativas 
siendo Capltán de cocina”, por la de ~‘dillgencias lnstrufdas por denuncia, 
terminadas sin declaración de responsabilidad, y sf solo clasificadas como 
falta leve de notorio descuido v falta de oportunidad y acierto”. por cuya 
falta incluida en el art. 3.35 del Código de Justicia Militar de 1890 vigente a 
la sazón, le fueron impuestos quince dlas de arresto por haber Informado 
favorablemente la instancia promovida por un cabo que no hahfa obser- 
vado buena conducta. 

Que el acuerdo de la Asamblea fué adoptado examinando en conjunto 
la conducta del recurrente, y teniendo en cuenta no ~610 la falta leve apw- 

ciada y corregida por la Autoridad Judicial de la 7.* Región, sino otros 
hechos que no fueron objeto de las diligencias previas en que se investigó 
la denuncia presentada contra el recurrente. cuales fueron el haber he- 
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cho pzxar por su mujer legítima, después de quedar viudo, a una que nc, 
10 era, y que convivió en el pabellón 0 casa militar que ocupaba con sus 
dos hijas legítimas habidas de su matrimonio, y, por otra parte, es de 
tener en cuenta que no obstante haber terminado el procedimiento previo 
con la sola apreciación de la falta leve de que queda hecho mérito, en el 
dictamen auditoriado que le puso término, no se afirma que los hechos 
denunciados sobre las tales irregularidades atribuídas cuando desempe- 
fiaba el cargo de Capitin de cocina, fueran falsas, sino que no habla prue- 
ba bastante para calificar su actuación como constitutiva de delito o falta, 
terminándose el procedimiento sin declaración de responsabilidad, sin per- 
juicio de abrirlo de nuevo si hubiera mérito para ello. o sea, concluybndo- 
le de manera provisional y no definitivamente. 

Que la Asamblea hubo de adoptar el acuerdo de baja, teniendo en 
cuenta y a la vista, todos los antecedentes que afectaban a la conducta 
del recurrente y, por tanto, hubo de examinar no sólo la resolución adop- 
tada por la Autoridad Judicial al resolver, sino los elementos de -prueba 
que al procedimiento previo se aportaron y con su examen y apreciacii,n, 
llegó a la conclusión de acordar su baja’ en la Orden, careciendo de dua- 
lidad y relevancia el concepto expresado al adoptar tal acuerdo indepen- 
dientemente de la calificación legal que le diera la Autoridad Judicial al 

dictar la resolucihn que puso fin, no de manera definitiva. el aludido pro- 
cedimiento. 

En su consecuencia. oído el Consejo de Estado, se resuelve desestimar 
el recurso. 

\‘. PESSIONES FAMILIARES 

~31 F:r. PmisoE;~I. DE C~MPLEMEWT~ EN wx~cn5h. COS Er. DERECHO 

A LEGAR PENSIÓN 

1. Se plantea el problema de determinar si una viuda de 
un Oficial de Complemento. con más de treinta años de sj?rvi- 
cio, tiene o no derecho al disfrute de la pensión ordinaria.- 
El Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de julio de 1958, 
relativo a recurso promovido por M. P. M., resuelve la cues- 
tión en sentido negativo, sobre la base de las siguientes con- 
sideraciones: 

El problema jurfdico que ofrece este recurso consiste en ‘declarar 
si la viuda de un Oficial de Complemento, fallecido antes de la publica- 
ción de la Ley de 26 de diciembre de 1957, que concedió derechos pasivos 
a los Oficiales de Complemento y a sus familias, tiene n no derecho a 
pensión. 

Para que existiese tal derecho hería falta que la Ley publicada con 
posterioridad al falkimlento del supuesto causante, tuviese efectos re- 

*oactivos, Y Como es principio general de derecho que las Leyes ~610 los 
tienen cuando así lo declaran, y la Ley referida no hizo declaraciiin a este 



UCI0LAC16~ Y JCRI&IPBUDEM?IA 

respecto. es evidenie que sus beneficios no alcanzan a las viudas o huér- 
fanos de los Oficiales que fallecieron con anterioridad a su promulgación. 

Ik lo expuesto se infiere que la resolución recurrida no ha hecho agra- 
vio a la recurrente, sino que se encuentra ajustada a derecho. 

En su ronsecuenia. oído el Consejo de Estado, se resuelve desestimar 
el recurso y confirmar la resolucifin del Consejo Supremo de Justicia Mi- 
litar. 

2. Se plantea el problema de determinar si la viuda de 
un Suboficial de Complemento, que prestó once años de servi- 
cios abonables, y a quien se concedió cinco mesadas de su- 
pervivencia, tiene derecho a pensión vitalkia, por haber to- 
mado parte el causante en la Guerra de Liberación, de con- 
formidad con lo dispuesto en la Ley de 19 de diciembre de 
1951.-El Acuerdo del Consejo de Ministros de 12 de diciembre 
de 1958, relativo a recurso promovitlo por R. G. A., resuelve 
la cuestión en sentido negativo, apoyzindose para ello en los 
siguientes fundamentos: 

Que por no ser profesional el causante al haber pertenecido a la KS- 
tiala de Complemento, carece de derecho a los beneficios de la Ley citada, 
que los reserva para quienes siendo militares profesionales hayan toma- 
do parte en la Campaña de Liberación. 

Que la I.,ey de 26 de diciembre de IXi concede derechos pasivos a los 
Militares que pertenezcan a la Escala de Complemento y hayan prestado 
servicios efectivos durante veinte arios, caso en que no sc encontró el ma- 
rido de la recurrente, por lo que tampoco puede wncetl6rsele con arreglo 
a esta Ley, la pensión de viudedad que solicita. 

1%~ Jo expuesto se Infiere que no se ha causado perjuicio a la recurren- 
te al resolverse su expediente de pensión, sino yue la resolución recurrida 
se encuentra ajustada a derecho. 

En su consecuencia, oído el Consejo de Estado, se desestima CI recurso. 

b) PERSONALIDAD PARA SOLICITARLAS 

Se plantea el problema de determinar si la hija de un Te- 
niente ?Ionorario al que le fu& concedido el titulo con poste- 
rioridad a EU fallecimiento, tiene o no derecho al disfrute de la 
pensión correspondiente a dicho tftulo.-El Acuerdo del Con- 
sejo de ,Ministros de 31 de octubre de 1958, relativo a recurso 
promovido por .V. F. L., resuelve la cuestión en sentido afir- 
mativo, sobre la hase del siguiente razonamiento: 

Que es constante la Jurisprudencia de agravios que sienta la doctrina 
de que los veteranos de Cuba y Filipinas que han solicitado en vida la 
expedición del tftulo de Teniente Honorario con arreglo a la Ley de 15 de 
mayo de 1945, tienen derecho a la pensión aneja al mismo, desde 1 de ju- 
nlo de 1945 hasta la fecha de su fallecimiento, y en el supuesto de que 
dicha expedición sea posterior al óbito, sus herederos pueden solicitar eC 
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pago de sus atrasos con plena personalidad y legitimación, totla vez que 
se trate de continuar un procetiimiento iniciado por los interesados, sin 
que a estos les sea imputable el retraso de la Administración para otorgar 
el mencionado título, ya que de interpretarse de otro modo, quedaría sin 
realidad en muchos casos la Ley de 15 de mayo de 1945. que premia a 
los veteranos que en el siglo pasado defendieron heroicamente nuestros 
territorios de Ultramar. 

En su consecuencia, de conformidad con el Consejo de Estado, se re- 
suelve estimar el recurso, revocar el acuerdo impugnado, y declarar el 
derecho del interesado a que se le abone la pensión aneja al título de Te- 
niente Honorario concedida a su difunto padre desde el 1 de junio de 
1S4.5 hasta el 4 de agosto de 1951. 

<’ I IA PENSIÓN ALIMENTICIA DEL ARTÍCULO 224 DEL CÓDIGO DE JUSTICIA 

MILITAR y EI. DEREIXO A su DISFRL'TE 

Se plantea la cuestión de determinar si la esposa pobre de 
una Guardia Civil preso y dado de baja en el Cuerpo, Llene o 
no derecho a la pensfón alimenticia concedida por el art. 224 
del Código de .Justicia Militar a las familias pobres de milita- 
res presos.- El Acuerdo del Consejo de Ministros de 2R de 
noviembre de 1959, relativo a recurso promovido por R. A. G.. 
resuelve el problema declarando no haber derecho al percibo 
de la misma, con fundamento en las siguientes razones: 

Que el citado artículo dispone que las familias de los condenados a 
la pena de perdida de empleo o a la de separactón del servicto, mtentras 
no perciban haberes pasivos por hallarse presos, si no disfrutan de medios 
de fortuna. percibirán las pensiones señaladas en el Estatuto de las Clases 
Pasivas, para caso de fallecimiento de los causantes. 

Que el Guardia Civil, marido de la recurrente,ingresó en el servicio 
antes de la Ley de 31 de dtciembre de 1921, por lo que sus derechos en 
cl Cuerpo de la Guardia Civil están regulados por la Ley de 19 de diciem- 
bre de 1910, que para los que sean expulsados exíge que hayan servido 
veinticinco aAos, requisito que no se da en el causante, que ~610 sirvió 
veinte años. seis meses y tres dfas. 

Que la Ley de 9 de noviembre de 1941, que concedió el derecho de vlu- 
dedad y orfandad a las familias de los Guardias CivlJes, no concede efec- 
tos retrOaCtiVOS a sus preceptos, por Jo que a tenor de Jo dispuesto con 

.caticter general por el art. 3.O del Código Civil, carece de retroactividad. 
Por lo expuesto, se evidencia la falta de derecho a haber pasivo del pre- 

sunto causante y la de su esposa, la recurrente, a pensión alimenticia. por 
no Pertenecer al Cuerpo de la Guardia Civil su marido cuando fue publi- 
cada la k,v que la concedió, y carecer dicha &sposlclón legal de efectos 
retroactivos. 

Rn au consecuencia, ofdo el Consejo de Estado, se resuelve desestimar 
-el l--xwso. 
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d) PRESCRIPCT6N 

Se plantea el problema de determinar si la conversión de 
una pensión temporal en vitalicia debe ser afectada o no por 
el plazo de prescripción de cinco años que sefíala el art. 92 
del Estatuto de Clases Pasivas-El Acuerdo del Consejo de 
Mínistros de 31 de octubre de 1958, relativo a recurso promo 
vido por E. 1. G., resuelve la cuestión en el sentido de estar la 
petición incursa en prescripción, con fundamento en las si- 
guientes consideraciones: 

Que la petición de que fuese cambiada en vitalicia su pensión tempe 

ral fue formulada por la recurrente, despu& de transcurridos los cinco 
años de plazo que para solicitar pensión de viudedad sefíala el articulo 92 
del Estatuto de Clases Pasivas y el 124 de su Reglamento. 

Que la petición expuesta la expresa la recurrente al amparo del párra- 
fo 4.O del art. X0 de la Ley de 19 de diciembre de 1951. v que el art. 9.O de 
la Orden del Ministerio de Hacienda de 20 de febrero de 1952. establece 
que tales pensiones consistlrán en los 25 céntlmos del sueldo regulador, 
conforme a lo dispuesto en el art. 69 del antes citado Estatuto, equlparan- 
do con ello el legislador, en lo general, la regulaciõn de las pensiones ex- 
traordinarias de la Ley de í9 de diciembre de 1951 con las extraordfnarlas 
definidas en el Estatuto de Clases Pasivas, v es. por consiguiente, de apli- 
cación el art. 69, antes mencionado, para regular los plazos que surjan en 
sus incidencias. 

Que la prescriwi6n de derechos v acciones es princfpio legal necesario 
para garantizar la existencia de las Instituciones jurídicas. v es una de 
las hases en que descansa la organización estatal. 

De lo expuesto resulta que la resolución recurrida se ajusta a derecho 
v no ha inferido agravio u la interesada. 

En su consecuencia, ofdo el Consejo de Hstado. se resuelve desestimar 

el recurso. 

VI. PENSIONES DE RETIRO 

a) W~t33i0 A PENSIÓN EXTRAORDINARIA 

se plantea el problema de determinar si un Guardia Civil 
tetfrado por inutilldab física con motivo de la perdida de vl- 
sj6n al ser herido por disparo cuando se encontraba prestan- 
do m-vicio, debe regular su pensión por el 60 por 199 de su 
sueldo regulador con arreglo al art. 64 del Estatuto o por el 
sueldo entero. a tenor de lo establecido en el artículo 6X- 
El Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de septlembre de 
1958). relativo a recurso promovido por M. M. A., declara el 
derecho del interesado a regular su pensión extraordinaria por 
el sueldo entero, con fundamento en las sigulentes conside- 
radones: 

Que entre otros supuestos, el art. fX2 del Estatuto otorga pensión extra- 

ordlnarla de la indicada cuantfa a “los que se Inutilizan por heridas su- 
fridas en actos del .w~~icio de arma8 propio de BU Instituto”. 
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Que en la interpretación de este supuesto ha declarado rciteradamenre 
esu ,lurisdicci6n de agravios que para arreditar derecho a pensitin extra- 

ordinaria al amparo de la misma, se precisa la concurrencia de tres re<@- 

sitos: l.O, que el interesado reciba heridas en acto del servicio de armas. 
propio de su Instituto; 2.O. que en el tiesempefío de este servlcio incidiera 
un riesgo específico, y X0, que en relaciOn de causa a efecto se <ieriv:lra 
de tales hechos una inutilida(l para el sewicio del interesado. 

Que es evidente que concurren en el presente caso los tres requi- 
sitos antes mencionados. ya que el servicio de Guardería a que se tiedical~a 
el recurrente al tiempo de ser herido, es un típico servicio de Armas (Iel 
Cuerpo de la Guardia Civil a que pertenece: dicho servicio origina un ries- 
go especifico de ser herido voluntaria o involuntariamente por cazadores, 
y como consecuencia de las heridas sufridas fu6 declarado mutilado útil 
primero y retirarlo por inutilidad fkica después. 

En concluskín. que el actual recurso de agravios se halla plenamente 
fundado en derecho y debe ser estlmado, y que. por tanto. el recurrente 
tiene derecho a una pensión extraordinaria del sueldo regulador integro 
que percibía al tiempo de su retiro forzoso, toda vez que no es aplicable 
al mismo el hecho de que la administración haya demorado el acto de su 
retiro y, por tanto. no debe sufrir las consecuencias de dicha demora. 

En su consecuencia. de conformidad con el Consejo de Estado se acucar- 
da estimar el recurso v devolver el expediente al Consejo Supremo de 
Justicia Militar para nuevo señalamiento de pensicín extraordinaria con 
arreglo al art. 63 del Estatuto de Clases Pasivas. 

h) ABOSOS IX TIEMPO A EFliCTOS DE FIJAR EL SCELM REGULADOR 

Se plantea el problema de determinar si un abono de wa. 
tro años realizado al amparo de la Ley (Ie 15 de julio de 19.14, 
puede o no ser rectificado despu& de haber transcurrido el 
plazo de cuatro años.-El Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 19 de diciembre de 1958, relativo a recurso promovido por 
J. J. B.. resuelve la cuestión en sentido negativo. con funda- 
mento en las siguientes consideraciones: 

Que aunque es cierto efectivamente que el Consejo Supremo de Jur- 
ticia Militar padeció un error al conceder un abono complementario al hoy 
recurrente, de cuatro afíos, en aplicación de la Ley de 5 de julio de 1934. 
y en clasificarle, por tanto, con una pensiõn de! 90 por 100 del sueldo re- 
gulador de Capitán, más incrementos legales, no es menos cierto que se 
trata de un error tfpicamente de derecho y que el acuerdo originario en 
que se padeció fu6 de 24 de marzo de l!X3, por lo que según la doctrina 
reiterada dr esta Jurisdicción no puede volver el Consejo Supremo sohre 
dicho acuerdo declaratorio de derecho para el recurrente en el ahora im- 
Pugnado de 7 de mayo de 1957, toda vez que ha transcurrido con exceso el 
plazo de cuatro años que para la revocación de acios declaratorios de de- 
recho ha exigido constantemente este Consejo de Ministros. 



ILoIfllACI(I~ Y JCRISPRL!DC?~CIA 

En SU consecuencia. tk acuerdo con el Consejo de Estado. se resuelve 
estimar el recurso, revocando el acuerdo impugnado y devolviendo el es- 
pediente al Consejo Supremo para que practique nuevo señalamiento, me- 
jorando el que anteriormente tenía reconocido como consecuencia del 
ccímputo de los tri<~nios de tropa. 

4’1 EI 4rrírvI.o 13 DEI. EST~TITO ~1: CIAWS PMV.As F:S REI.WIí)S C,,S EL 

TIEMPO PSAIW) ES I?.lPI.EOS PROVISIOWALES 

Se plantea el problema de determinar si el tiempo servido 
como Oficial provisional en el empleo de Capitán puede com- 
putarse para los doce años que exige el mencionado ar. 
tfrulo para gozar del aumento del 10 por 100 sobre su haber 
de retiro.-Los Acuerdos del Consejo de Ministros de 5 de 
septiembre de 1958 relativos a los recursos promovidos por .J. 

1,. P. y F. M. M.. resuelven la cuestiiin en senti& desfavora- 
ble, sobre la base de las stguientes consideraciones: 

Que el tiempo exiddo por eI citado art. 12 para conceder el beneficio 
espresado es de “efectividad en el empleo”. y &ta no es adquirida hasta 
clue se alcanza por antigüedad 0 por superar las pruebas de aptitud pre- 
vistas en la Orden de 8 de agosto de 1940. 

Que la L.yv de 26 de diciembre de 1957 al conceder derechos pasivos a 
quienes pertenecen a las Escalas dp Complemento y Provisional. confir- 
ma que el tiempo servido provisionalmente no origina derechos pasivos. 

En su consecuencia. oído el Consejo de Estado. se resuelve desestimar 

los rwursos. 

d) El, ARTfCUI.0 12 DF:L ESTATCTO Y Sï APLICAC16N A LO!3 SAKCENTOS 

QUE DISFRUTAN EN .wrIvn EI. SUEI.MI DE BRWADA 

Se plantea el problema de determinar qué plazo de tiempo 
han de percibir los Sargentos el sueldo de Rrfgcrda. a efectos 
de obtener la mejora establecida en el citado artfculo.-TAs 
Acuerdos del Consejo de Ministros de 4 de julio ,v 8 de agosto 
de 1958. relativos a recursos promovidos por A. 1.. F. y F. M. D.. 
resuelven la ruestión en el sentido de exigir ocho afins. con 
fundamento en las sigulentes cnnsideradnnes: 

Que por no llevar ocho aíios el recurrente percibiendo el sueldo de Bri- 
gada no se puede acceder a su petición de que se le haga apllcaciõn del 
benefictn concedido en el segundo párrafo del art. 12, precisamente poy 
exigir esti disposici6n para concederlo que el interesado lleve ocho afios 
efectivos en su empleo, circunstancia que no concurre en el recurrente. 
que nj siquiera cobra eI sueldo de dicho empleo desde hace ocho aiios. 

Que contra lo expuesto no puede prevalecer lo establecido en los ar- 
tfculos 18 y 19 del Estatuto. que dispone sea el sueldo regulador el mayor 
percibido durante dos aflOR y caso de retiro forzoso el que se perdbfese, 
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al owrrir este, por tener tales reglas carácter general y no especfftco, co- 
mo la del art. 12 antes expuesta. 

Que si a los Sargentos que han percibido el sueldo de Brigada du- 
rante menos de ocho años se les concediese el total de dicho sueldo, re 
sultarían mejorados sobre los Brigadas que por no llevar ocho aflos efec- 
tivos en el empleo, no tienen derecho a retirarse con el sueldo entero. 

En su consecuencia, oído el Consejo de Estado, se desestiman los re- 
cursos. 

e) INCOMPATIBILIDAD DEL ARTfCUI.0 12 CON LOS BENE?ICIOS OTORGXDOS 

POR LEGISLACIÓN ESPECIAL 

1. Se plantea el problema de determinar si un Brigada 
que se retiró con el regulador del sueldo de Capitan por Ile- 
var mas de treinta años de servicio, tiene o no derecho a la 
mejora del art. 12 por llevar mas de ocho anos en el em- 
pleo efectivo.-El Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de 
julio de 1958, relativo a recurso promovido por A. J. R., re- 
suelve la cuestión declarando incompatibles ambos benefi- 
cios, apoyándose para ello en los razonamientos siguientes: 

Que la Orden de la Presidencia del Gobierno de 24 de septiembre de 
1953 (,,B. 0.” núm. 288). declara que no son compatibles los beneficios del 
artfculo 12, en su 2.O párrafo, con los concedidos por las Leyes de 5 de 
jullo de 1934, 28 de marso de 1941 y 15 de julio de 1952. que concede re- 
gular sobre el sueldo de Capitán o Teniente a los Brigadas y Sargentos, 
respectivamente, cuando llevan treinta años de servicio. 

Que al recurrente, por llevar mas de treinta y cinco años se le aplicó el 
beneficio concedido en las dos últimas Leyes citadas, de regular sobre 
el sueldo de Capitán, precisamente con el 90 por 100 de dicho sueldo. 

Con lo expuesto se justifica que no se ha inferido al interesado agravio. 
en la resolución recurrida. 

En su consecuencia, ofdo el Consejo de Estado, se resuelve desestimar 
el recurso. 

2. Se plantea el problema de determinar si un Alferez 
Especialista que por llevar treinta aflos de servicio se retira 
con el sueldo de Capitán con arreglo a lo dispuesto por la 
Ley de 17 de julio de í948, tiene o no derecho a la mejora 
del art. 12.-Et Acuerdo del Consejo de Mtnistros de 5 de 
septiembre de 1958, relativo a recurso promovido por 0. A. A., 
resuelve la cuestión en el sentido de ser incompatibles am- 
bos beneficios, con fundamento en las siguientes constde- 
raciones: 

Que el beneficio del art. 12 lo concedió el legislador que aprobó el Es- 
tatuto, precisamente para compensar a aquellos Jefes, Oficiales, Subofi- 
clales y Sargentos, que despues de una larga vida militar no habían po- 
ada alcanzar el retiro en la misma cuantía que la mayorfa de sus compa- 
fiero& pero publicada la Ley de 17 de julio de 1948 que les concede el be-- 
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neficio de regular sobre el sueldo de Capitán, es improcedente acumular 
el beneficio del art. 12 a este otro mayor de regular como Capitanes. 

Que este criterio del legislador ha sido recogido en lo tocante a Bri- 
gadas y Sargentos, que al llevar treinta años pueden regular sobre el suel- 
do de Capitãn o Teniente, respectivamente, según la Ley de 15 de julio de 
1952, en la Orden de la Presidencia de 24 de septiembre de 1953, que de- 
clara incompatible la legislación especial con lo dispuesto en el art. 12. 

Que el principio general recogido anteriormente muestra cuál es la nor. 
ma a aplicar. 

En su consecuencia, oído el Consejo de Estado, se resuelve desestimar 
el recurao. 

f) CÓNPIJTO DE TRIENIOS 

1. Se plantea el problema de determinar si un Brigada 
que cumple la edad reglamentaria para el retiro en 31 de ma- 
yo de 1956, y al que se le reconoce un trienio acumulable 
con efectividad de 1 de julio del mismo año, puede o no acu- 
mularlo a su regulador a efectos pasivos, habida cuenta que 
el trienio se perfeccionõ con anterioridad a la fecha en que 
cumplió la edad reglamentaría de retiro.-El Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 5 de septiembre de 1958, relativo a 
recurso promovido por J. J. A. C., resuelve la cuestiõn en 
sentido afirmativo con fundamento en las siguientes con- 
sideraciones: 

Que toda la duda que suscita la presente cuestión consiste en deter- 
minar si es necesario el efectivo dLsfrut.e de los aumentos correspondien- 
tes a los sucesivos trienios, tal como para el sueldo regulador exige el 
parrafo 1.O del art. 18 del Estatuto de Clases Pasivas, o si basta con el de- 
vengo o perfección de tales trienios para que sean tenidos en cuenta, al solo. 
efecto de incrementar la cuantIa del regulador. 

En virtud de las disposiciones vigentes las cantidades que periódica- 
mente se vienen otorgando al personal del Ejercito han adquirido -orno 
reconoce la Orden de 25 de febrero de 1947- la naturaleza jurídica de 
aumento de sueldo, y que la determinación y sefíalamiento de los trienios 
se adquiere exclusivamente al cómputo de tiempo transcurrido al servi- 
cio del Estado, sin más deducciones que las establecidas rigurosamente 
en el art. 2.O de la citada disposición; que. por conaiguiente. y teniendo en 
cuenta que el derecho a quinquenios se adquiere automaticamente por el 
transcurso del tiempo, sin que su devengo dependa de los requisitos es- 
tablecidos para la percepción y consolidación del sueldo regulador, ya que 
siempre se estiman como aumento de sueldo, cualquiera que sea el fi- 
jado como regulador a efectos pasivos. 

Que el señalamiento por la Orden de concesión de trienios de una 
fecha para su percibo posterior a la de la consolidación del tiempo nemsa- 
tio y concesión del derecho correspondiente es irrelevante a estos efectos, 
pues no tiene mas efectos que el de sefialar cual será el sueldo del intere. 

287 
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sado a partir de cuyo cotx-o hab-ti de hacerse efectivo el nuevo trienio, 

por no percibirse su importe con independencia de aquel v sí por perío- 

dos mensuales, cuyo cómputo predeterminado ha de ser forzosanwntt~ 1s~ 
tcrior a la perfecciún de la antigüedad temporal necesaria. 

Por todo lo expuesto, habiéndose concedido al recurrente el derecho a 
(quinquenios por tlisposición y con referencia anterior u la de su retiro por 
edad y habiendo prestado efectivamente día por día el tiempo de servi- 
40 necesario, debe acogerse en esta parte la pretensión del recurrente. 

En su consecuencia, de conformidad con el Consejo de Estado se esti- 
ma el recurso en lo referente a la acumulaci6n de un nuevo trienio, anu- 
lando en este punto la resolución impugnada. 

2. Se plantea el problema de determinar si los quinque- 
nios de tropa pueden ser acumulados a efectos de fijar el 
regulador con anterioridad al 1 de enero de 1951.-El Acuer- 
do del Consejo de Ministros de 12 de diciembre de 1958, re- 
lativo a recurso promovido por A. D. F., resuelve la cues- 
tión en sentido negativo. con fundamento en las siguientes 
razones: 

Que la cuesti6n que aparece en este recurso, consiste en determinar si 
<lebieron aumentarse al regulador sobre el sueldo de Teniente que se le 
hizo al recurrente, los trienios de tropa que tenía dvengados, o si. por 
el contrario, esti ajustada a derecho la exclusión, como resolvió el Consejo 
Supremo de Justicia al señalar el haber pasivo del interesado. 

Que el beneficio solicitado no fue autorizado hasta que se publicó la 
Ley de 15 de julio de 1952, cuando el recurrente se encontraba retirado, 
y que al no tener efectos retroactivos esta disposición legal, el recurrente 
carece de derecho a lo que solicita, por no estar tampoco comprendido en 
la Orden del Ministerio de la Gobernación de ll de noviembre de 1955. 

Que en su consecuencia, oído el Consejo de Estado, se resuelve confir 
mar el acuerdo recurrido y desestimar el recurso. 

gj CÓMPCTO DE PAGAS EXTRAORDINARIAS 

1. Se plantea el problema de determinar si es eficaz la 
peticiún de pagas extraordinarias de Navidad y 18 de Julio, a 
efectos de acumulación al regulador, formulada despues del 
plazo de seis meses concedido para hacerla por la Orden acla- 
ratoria de 29 de febrero de 1956.-El Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 5 de septiembre de 1958, relativo a recurso pro- 
movido por 1. F. C., resuelve la cuestión en sentido nega- 
tivo, sobre la base de las siguientes consideraciones: 

Que dicho plazo se referla más especialmente a quienes tuviesen pen- 
diente alf#n recurso, pero ha sido aplicado con acierto por el Consejo Su- 
premo de Justicia Militar a las ckmás peticiones análogas por ser el único 
Plazo qlle se menciona en dicha disposici6n v también en virtud del prin- 



ripio general que estahlere la prescripción tic acciones y derechos que 
no se ejerciten dentro de los plazos marcados en la legislación. 

En su consecwncia. oído 6.1 Consejo de Estado, sc acuerda desesti- 
mar el recurso y confirmar la resoluchín impugnada. 

.2. Se plantea rl problema de determinar si una paga ex- 
traordinaria clut’ no ha sido consolidada durante dos años 
puede 0 no acumularse a efectos cira formar parte del regu- 
latlor.--FII Acuerdo del Consejo de Ministros de 19 de diciem- 
brc tle 10.7X. relativo n recurso promovido por V. L. S., re- 
suelve la cuesti<in en sentido afirmativo. estableciendo al 
efecto In Aguientr tlortrina: 

Que debe estimarse la pretensiAn. puw el art. 1.O de la Or(<en de X0 de 
noviembre de I9.%7. no exige para que las pagas extraordinarias, tanto 
las establecidas por Ley de 1.7 de mnran de 1951. como las otorgadas por 
Decreto-Ley de 10 de julio de 1953, se computen en la determinacicín del 
regulador de las respectivas pensiones ni siquiera la percepcibn material 
ck las mismas, por lo que menos aún puede exigirse SU perreprión duran- 
te dos años. 

Esta interpwtackin se da en la propia Orden cuando se dice que “las 
artículos In, 19. 2.Í y 2!) del Estatuto de Clases Pasivas” hablan de sueldo 
“disfrutado”, o que el empleado se “hallare disfrutando”, con lo que quiere 
indicarse, según tiene interpretado el Consejo de MinIstros en la Juris- 
dicción tie agravios, el sueldo consignado en Presupuesto, con independen- 
cia de su material percepción (Orden de 21 de enero de 1952. “B. 0.” del 
26, considerando 3.“) y por tal sueldo no puede entenderse otro que el 
consignado con tal carácter en el Capitulo 1. art. 1.O de cada Sección, re- 
conocido al funcionario por diligencia en su título administrativo. y por 
el total que determina el tipo tFe gravamen de la contribución de Utili- 
dades, independientemente de que por cesar en el servicio activo antes de 
fin de ejercicio, no se llegue a perfeccionar el derecho al percibo del total 
asignado en Presupuesto, y que si bien es cierto que se encuentran reso- 
luciones de recursos de agravios que estahlecen la imposibilidad de compu- 
tar como regulador cantidades no percibidas en activo, dichas resoluciones 
se refieren al caso. distinto del que ahora se contempla, de alteraciones de 
sueldo por reconocimiento de quinquenios o aumentos análogos con pos- 
terioridad al cese del empleado por retiro o fallecimiento. 

En su consecuencia. se resuelve estimar el recunrso y revocar el acuer- 
do impugnado, reconociendo al recurrente el derecho de que se acumule 
al regulador la paga extraordinaria otorgada por Decreto-Le,v ~FT 10 de ju- 
lio de 1953. 

3. Se plantea el prnblema de determinar si la acumula- 
ción de una paga extraordinaria solicitada dwpu& del pia- 
zo de seis meses establecido por la Orden de 29 de febrero 
de 1956, puede hacerse efectiva al fijarse en el regulador.- 
151 Acuerdo del Consejo de Ministros de 19 de diciembre de 



lS%, relativo a recurso promoviclo por I*:. R. H.. resuelve la 
cuestiún en sentic: afirmativo. ;ìpny,‘ìn~lose para ello en los 
razonamientos siguientes: 

Que esta Jurisdicción ha sentarlo la tlw!tt’inÍi reiteratla de que la acu- 

Inulaci6n tlc la pu.pa extraordinaria a tenor tIc% las Ordenes de 30 de no- 
vicnlln-e de 195.3 y ‘>!t tle febrero tle 19.3;. contempla supuestos distintos, ü 

saber: a). el personal clue. poi. halw sirlo i~ctiratlo con postcrioridatl H 

1 tie diciembre de lS.51. o a 1 de julio tlc 19.54. tenla ya entonces derecho a 
SLI acumulacií)n. I?IIYI éstos los plazos cst;in fenecidos, por lo que cualquier 
nwva petkitin wntlwiríu a la imprwedencia por acto confirmatorio. ya 
clue pudieron recwrrir el primitivo sctialamiento: 1)). el personal retirado 
enlre cl 1 ile enero tie 1151 F 1 tle tliciemhrr. 0 entre 1 de enero de 195-l 
y 1 de julio, y CIIIC no solicitcí en agravios la acurnulacitin, tiene derecho u 
liacei~lo en el plazo i<e cinco de atios que ~5 el general de prescripci6n 2 
partir tle la vigencia de la Orden de 30 de noviembre tle l!)G: c), el perso- 
nal retirado entre dichas fechan últimamente citadas y que solicitó en 
agravios .s le fué desestimada la acumulación, p para los que rige el pla- 
~0 de seis meses tIe la Orden de 20 de febrero (le 19.X: tII . los rrtir;ítlox 
atltrs tk 1 de enero cle 1951 y 1954 que cal.ecen de tlerecho. 

Que Ii1 tlistincitin entre los supuestos hl y c) es clara si se tiene ~311 

~.uenta el plazo tle seis meses que se otorga precisamente para remover 
I:I cosa juzgada, por lo clue es preciso acortar los plazos generales de prw- 
wipcitin: pero en el caso suh b) no sucede esto, que al no estar expresa- 
~llf?llLc> Wlnpletatlo en la Orden mencionatla. hay qw aplicala el p&(J. 

Que ~1 iwurrente está comprendlclo en el segundo sup~wsto, ya que 1.1 

tl<~i.ccho le nace con la 01~le1l (le :IO tle noviembre (le ll)s.j, clue no exigió la 
IM’twpc’icín material (le las pagas, y a(leinás no solicit6 en vía de agravios 
1;1 acutnulaci6n en a(luel entonces. 

Krl su consecueiiciu, de wnformi<latl con el Consejo (le Estado, se re- 
suel\‘e wtimar el recurso, revocando el acuerclo impugna,]0 y (~ec]arall(Io 

eI derecho clel intrresado a cluc se le awmLlle al l-egllladol~ pasivo 1~ 

JI;IK;I tle jlllio. 

h) FECHA IJE WH.ANQI:E rw IA PENSIÓN 

Se ])lal1tea ($1 ptwhlema <le cletcïminaï si la pensitin tlehr 
percIbirse desde la fecha en que sufrió la lesión tleterminan- 
te de su retiro por inutilidad física o desde la fecha en que 
fue oficialmente dado de baja para el servicio.-El Acuerdo 
(Iel Consejo de MInIstros de 14 de noviembre de I!kW, wla- 
Li\‘0 ;I I’~~~~III‘HO l~romovitlo por .J. V. 13.. resuelve la cuesti6n en 
~1 sentido de que el derecho arranca del momento en que ces6 
en el servirio. con fundamento en las siguientes consitlera- 
(~i0ne.s: 

que tlesde el ¿ltio lS45 t?n que el recurrente fu6 herido, hasta el mes 
cle julio de 1%X. en que oficialmente fu6 dado tle iraja pdra. el serviclo. 
qill sltuaci6n militar, no era pasiva. sino clue se encontraba en wtlvo. ) 



por consigutente cuando cesó en ella ec; el momento que comienza SU de- 
recho a percibir la pensión y por esto el Consejo Supremo de Justicia Mi- 
litar, señal6 acertadamente el 1 de agosto de 19.X. como fecha inicial de 
ella. 

Que si el interesado cree tener algún credito contra el Estado por el 
tiempo que estuvo en activo, dehe reclamarlo al Cuerpo en que ~irvio. sin 
perjuicio de que le sea de aplicaclon el plazo genera1 de prescrilwkin de la 
Ley de Administracicín y Contahilitlatl del Estado. de cinco año.i en este 
,género de créditos. 

En su consecuencia. oído el Consejo de Estado \e confirma la re- 
solucicin impugnada y se desestima el rerurso. 

Se plantea el problema de determinar si un Guardia Civil 
que paso al Cuerpo de Prisiones con anterioritid al cumpli- 
miento de la edad forzosa para cl retiro. puede o no mejorar 
su haber pasivo por el abono de los servicios civiles reco- 
nacidos.-El Acuerdo del Consejo de Xlinistros de 14 de na- 
viembre de 1958 relativo a recurso promovido por S. C. G.. 
declara el derecho del interesado al percibo de dicha mejora, 
con fundamento en las siguientes consideraciones: 

Que la legislación de Clases Pasivas conoce supuestos que se sepa- 
ran de la normación general sobre la materia. ya que si lo normal es que 
el retiro sea una situación definitiva sin modificaciones, numerosas dispo 
siciones han venido a establecer fluctuaciones pasivas. La Ley de 15 de 
marzo de 1940. que reorganizo la Guardia Civil, prevé tres supuestos di‘;- 
tintos de cese de sus romponentes con posibilidad de pasar a otros dis- 
tintos: a) El art. 10 hace posible que a los veinte atios de servicio ingre. 
sen -con derecho preferente- como Guardias Urbanos, Forestales y simi. 
lares, percibiendo, además del haber que como tales funcionarios les co- 
rresponda, una pensión de retiro equivalente al 30 por 100 del regulador. 
sin que prevea ningún género de fluctuaclon o nuevo señalamiento: h) EI 
articulo ll. que tras hablar del rettro por cumplir la edad de cincuenta 
años. prevé el caso de que ingresen en alguno de los puestos que 
menciona de la Administración Central del Estado, Provincia o Munt 
cipio: en este caso, además de haber paslro. percibirán una gratificación 
por los presupuestos en donae prestan servicio. Aquf sl que se dispone 
la modificaci6n del haber pasivo hasta el 100 por 100 cuando alcancen 
cuarenta afios de servicios: c) El art. 13 obliga a las Entidades partlcula- 
res a solicitar personal de guarderfa, celadores, ordenanzas, etc. Los que 
cuenten más de veinte afíos y vayan voluntariamente, percibirán el ha- 
ber pasivo mss el jornal o sueldo de sus nuevos servlcios. sin que se hable 
tampoco de fluctuación pasiva. 

Que el Consejo Supremo de Justicia Militar’entiende -aunque no lo 
dice expresamente- que el recurrente esti Incluido en el caso sub a). Sin 
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embargo, un examen detenido del expediente. hace llegar a la conclusi(jn 

de que el interesado está incluído en el caso suh h). En efecto, la propia 
Dirección General de la Deuda y Clases Pasivas, en su primel. WCOn(x+ 
miento de servicios civiles. dice expresamente que ..fu6 retirado por edad 

al cumplir los cincuenta aRos”; y es cierto, ya que el art. 11 de la mencitr 
nada Ley de 1940 dice que la edad de retiro será la de cincuenta años: el 
recurrente nació en febrero de 1RSO. y como cl concurso para ingresar en 
Prisiones fué convocado en enero de 1040, es claro que pudo tomar parte. 
aunque se exigiera estar en activo, ya que entonces lo estaba, si bien al se1 
nombrado habla cumplido ya la edad de retiro, interpretación clara si 
se tiene en cuenta que el retiro por edad es automático, sin que los retra- 
sos de la Atlministracicín puedan perjudicar -ni beneficiar- a los funcio- 
narios. 

Que, adtbrnk, la Orden del Ministerio de .Justicia de 5 tie abril de 1940. 
(leclaró que “se considerarán retirados forzosos” y ha-v que entender que 
lo es por edad, ya que los imposibilitados físicos no son aptos para ejercer 
funciones de prisiones. 

Que en cuanto a la fecha de arranque, es patente el derecho del in- 
teresado ya que, si bien el Consejo Supremo de .Justicia Militar le deneg6 
en 1949 el 100 por 100 por estar en activo, al cesar en su empleo y destino 
tiene derecho a que se le abone la mejora “a partir de los cuarenta años 
tle servIcio” (art. 11 de la Ley de 15 de marzo de 1940) 

En su consecuencia SC ha resuelto estimar el recurso, & conformi- 
dad con el Consejo de F%ado, declarando el derecho del interesado al 100 
por 100 del regulador clue sirvi6 de base a su primitivo señalamiento (300 
pesetas), a partir de la fecha en que cumplió los cuarenta años de servicio. 

ji !?LIELM, RIXULADOR DE LOS CABOS MOROS QUE PERCIRfAN 

EL SUELW DE SARCENTO 

Se plantea el problema de determinar si al retirarse un 
cabo moro que percibe sueldo de Sargento, debe regular su 
haber pasivo por el sueldo que percibía o con arreglo a lo 
prevenido en el art. X0 de la Lev de 36 de febrero de 1953, 
que establece una pensi<in fija, según los años de servicio 
prestados.-El Acuerdo del Conseio de Ministros de 19 de 
kciembre de 1938, relativo â recurs”0 promovido por M. H. Al.., 
resuelve la cuestión en el sentido de que la pensión no 
puede regularse por el sueldo de Sargento que percibía. apo- 
yando* para ello en las siguientes consideraciones: 

Que las tropas indIge.nas tienen una legislación peculiar privativa. sin 
que esten sometidas a la legislación peculíar privativa, sin que estén some- 
tidas a la legislaci6n general de las Clases Pasivas, tratada más especial- 
mente en el Estatuto de ellas y su legislaclbn concordante. 

Que la pretensi6n del recurrente de regular sobre el sueldo de Sargen- 
to que percibla. carece de fundamento legal. por no existir ninguna Ley 
posterior a la aplicada que nlodlflque lo en ella establecido, razón que 
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justifica la resoluci(in del Consejo Supremo de Justicia Militar de la que 
recurre y que no le infirió agravio por estar ajustada a derecho. 

En su consecuencia, oído el Consejo de Estado. se confirma la expresada 
resolucihn y se desestima el recurso. 

VII. LAS PEKSIOSES EXTRAORDINARIAS DE RETIRO DE LA LEY 
DE I:1 DE DICIEMBRE DE 1943, EN RELACION CON LOS SARGENTOS 

QI!E PERCIBEN EL SUELDO DE RRIGADA 

Se plantea el problema de determinar si un Sargento que 
en activó devengó el sueldo &z Brigada, por aplicación de 
Ia Ley de 22 de diciembre de 1953. puede o no regular su 
haber pasivo por este último sueldo y los porcentajes extra- 
ordinarios de Ia Ley de 13 de diciembre de 1943.-Los Acuer- 
dos del Consejo de Ministros de 4 y 22 de julio y 5 de sep 
tiembre de 1958, relativos a recursos promovidos por F. B. S.. 
R. S. G.. P. S. G. y S. L. C., resuelven la cuestión en sentido 
afirmativo. apoyándose. respectivamente. en las consitleracio- 
nes que a continuación se exponen: 

1. Que reiteradamente viene declarando esta Jurisdicción para casos 
análogos que, si bien 10s beneficios de Ia Ley de 13 de diciembre de 1943 
stilo son aplicables sobre sueldos de 10s empleos efectivos de los interesados, 
esta regla no quiebra, sino que, por el contrario, se confirma en casos en 
que, como el presente, no se toma ficticiamente un sueldo distinto al de1 
empleo efectivo, sino que se toma el sueldo real que perciben sin excepción 
todos los Sargentos con más de veinte años de servicio, los cuales tienen 
un incremento de sueldo, que juega como premio de efectividad. en vlrtud 
<le la IRY de 22 de diciembre de 1953, siendo a todas luces inoperante Ia clr- 
cunstancia de que dicho incremento sea expresado en la Ley equipar;ínclo- 
10 al haber de Brigada. 

2. Que como reiteradamente ha declarado esta Jurlsdicclún, el sueldo 
ile1 empleo de Brigada, que se concede a 10s Sargentos con más de veinte 
años de servicios en activo, es compatible con la aplicación de Ia Ley de 13 
<le diciembre de 1943, ya que no se trata de sueldo de empleo superior, sino 
{iel sueldo dp1 empleo efectivo de 10s íntersados y, por 10 tanto. el recurren- 
te acredita perfecto derecho a 10 solicitado. 

3. Que en el presente caso dicho sueldo de Brigada adquiere los ca- 
racteres de regulador, ya que tratándose de un retirado por edad, por tal 
hay que entender el último percibido en activo, aparte <Ie que lo disfrutó 
durante tres años. 

4. Que las pensiones extraordinarias reguladas por Ley de 13 de dlclem- 
hre de 1943 actúan exclusivamente sobre 10s sueldos de los empleos efec- 
tivos los interesados, según afirma el Consejo Supremo de Justicia Mllltar. 
e igualmente se ha venido sosteniendo reiteradamente por esta Jtisdic- 

cibn, reduclkndose, por lo tanto, tocta la problemática a determinar cuál es 
este sueldo de1 empleo efectivo del interesado. 
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Que el sueldo (Iel empleo del interesado es una cantitlati que nutneka- 
mente coincide con el haber del empleo de Hrigada, ya que la Lay de 22 (1~ 
diciembre de 1983, que le ha sido aplicada, dispone que 10s Sargentos Coll 
mas de veinte años dr scrvirios tendrán derecho a percibir este sueldo. 
siendo, pues, a todas luces evidente que el sueldo normal x ordinario de 
totlos los Sargentos con más de veinte años de servicios es. it todos los 

efectos, una cantidad coincidente con el sueldo de Hrigada. 
Que siendo este el sueldo normal del empleo de Sargento con m.is (11. 

veinte años de servicio. es necesario estimarlo como tal a todos los efectos. 
activos y pasivos, y, consiguientemente, también a efectos de aplicación (Ic 
la I.ey de 12 de diciembre de 194.7, la cual se cumple en todos sus terminos 
si se acoge la pretensión del recurrente, mientras que resulta infringitla en 
la tesis de la hdministración, por cuanto el acto impugnado ha tomado co- 
mo regulador el sueldo que no corresponde al empleo efectivo de Sargento 
con mas de veinte años de servicios. 

En su consecuencia, de conformidad con el Consejo tk Kstatlo se resuel- 
ve estimar los recursos anulando los acuerdos impugnados y devolviendo 
los expedientes al Consejo Supremo (le Justicia Militar, a fin de que reali- 
ce los Señalamientos correspondientes por el sueldo efectivo de los intere- 
sados, que por aplicacitin de la Lev cte 22 tle <liciemtire de IS.j:I. coincide 
numeriramente ron el de Brigada. 

VIII. 1,~s I’RSSIOSES ~:XTRAORDISARIAS BE L.\S I.E:YF:S DE: l:{ DE 
DICIE,VRRE DE lS4:1 Y l!t DE DICIEMBRE DE 1161, EN RELACIOS 

COS LOS I?\f I’LEOS F’ROVISIOSALES 

1. Se plantea la cuestitin de si puede concederse el be- 
neficio de regular según las disposiciones de la Ley de 12 de 
diciembre tC 1043 y la de 19 de diciembre de 1951, a un cabo 
primero, que durante la Guerra de Liberación tuvo categoría 
de Sargento provisional, 0 si su categorla efectiva de cabo 
primero no le permite alcanzar tal henefirio.-Los Acuer- 
dos del Consejo de Ministros de 4 de julio. 5 de septiembre 
y 2 de diciembre de lS58. relativos a recursos promovidos por 
J. B. G.. E. D. G. y M. M. S.. resuelven el prohlema de no 
alcanzar los beneficios establecidos en la Ley de 13 de di- 
ciembre de I!I4% sohrc la base de las siguientes considera- 
ciones: 

Que la Ley de 1943 esta en relación estrecha con la de 12 de julio de 
194% dictada para seleccionar escalas, pero que únicamente se refiere a los 
que perteneciendo a la Escala Activa tienen sus destinos en propiedad, y 
por esto. tanto en su Exposición de motivos como concretamente en su ar- 
tiCu 4.‘, menciona la citada Ley los empleos a que se refieren sus disposi- 
ciones, que deben ser efectivos, sin comprender a quienes los posean como 
provisionales o de Complemento. 

Que 10s cabos primeros que eran Sargentos Brovistonales, como el recu- 
rrente, leS otorgõ la Orden de 8 de junio de lS42 (C. L. núm. S9) el privllegio 
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(le seguir Ilamnnciose Sargentos, y percibir el suelda de tales o de Brigadas, 
según los casos, precisamente por no haber podido transformarse de pro- 
visionales en Efectivos. 

Que en \ista tle lo espuesto, el haber pasivo que el Consejo Supremo 
tie .lusticia Militar seAalti al recurrente, era el que procedia, por no alcan- 
ar los beneficios de fa Ley de 13 de diciembre de 1943, al no tener en pro- 
pie<la<l el empleo cle Sargento. 

2. St- phntw la westi<in ckt ‘;i un Sargento provisional 
~lurante la Campana de Liberacitin que posteriorment<b fue 
Guartlia Civil y en esta situación se ha retirado, tiene o no 
derecho R regular sobre el sueldo del empleo que provisio- 
nalmentc desempefi(i.-lA>s .~cuertios tlrl Consejo de Minis- 
tros f:‘c’ X tIF> agosto y 19 de cliciemlwe de I!).%. relativos a 
rwursns promovidos por 13. H. M. v E’. ;\. A., declaran que 
no ha lugar a regular el retiro por el empleo provisional clue 
pweyeron. apo.v:indoar para ello en las siguientes consirle- 
raeionex: 

Que las l.eyes ile 1:: <Ir cliciemlwe de I!l-L:l y 19 de tlicirln1n.e de lwjl, 
rrp~~lacloras de la,< pcnsioncs fwraordinarlas ronwdidas a quienes di SuI)- 
oficial a <;rneral asistieron a la Campaña de Liberación, exige que los que 
tenian tale‘: emplew lo poseyesen en propiedad, de manera efectiva. por 
io que son abuntlantes las resolucionw de esta .Jurisdicci<in de agravfos <lue 
confirman la carencia <Ie tiwecho a regular sobre CI sut~ltlo tlel empleo que 
no ue ha poseitln de manfw efectiva. 

(&le. PC,,’ t0 ~S~JllCStO. t0 rtwlwitin recurrida no ha inferido agravio 

al interesado. 

Se plantea la cuestión de determinar si el interesado pue- 
tle ser estimado militar profesional a efectos de obt(hner 
I!I pase a la situack’m de retirado, con el fin de solicitar en 
FL, día haberes pasivos.-El Acuerdo del Consejo (1~ Xlinis- 
tras (le X de agosto de 1958. relativo a recurso promovido por 
F. L. H.. resuelve el problema en el sentido de que no tiene 
derecho el interesado a rectificar su actual situación de licen- 
ciado por la de retirado, con fundamento en las sigLlientes 
consideraciones: 

Que la resolrwión de la Administrackn es ajustada a derecho. por 
ser nwesario, con arreglo a las Instrucciones del Cuartel General del Gene- 
ralísimo de 10 de noviemhre de 193G, que para poderse considerar asren- 
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dido por meritos de guerra, se necesitaba no solamente la propuesta del 
Cuerpo de Ejtkcito. sino que dicha propuesta fuese aprobada por la Supe- 
rioridad, y puhlica<to el ascenso en el “Diario Oficial”, quedando habilitados 
para Sargentos los que eran propuestos hasta tanto llegaba la aprobación 
definitiva, circunstancia que no se da en este raso, en el que tan s6lo existe 
la propuesta del Cuartel General. sin que ha,va recaítlu ulterior resolución 
debidamente publicada. 

Que de los restantes cabos ascendidos por Orden del Estado Mayor de 
In LB División Organica de 2!1 de marzo de 1937, solamente continúan en 
activo los que superaron el oportuno curso de transformación de Sargento 
Provisional o los que fueron confirmados en su ascenso por méritos de 
guerra, segt’m cl criterio expuesto en el anterior considerando, confirmación 
debidamente publicada en el “Roletfn” o “Diario Oficial”, sin que en ningu- 
na de estas (los alternativas se halle el recurrente, por cuanto ni ha asistido 
a los referidos cursos ni fue confirmado su ascenso por mbritos de guerra. 

Que como la situación de retirado es de aplicación exclusiva al personal 
profesional de los Ejercitos con arreglo a lo dispuesto en el art. 55 del KS- 
tütutcl de Clases F’asivas, se llega a la conclusión de que el interesado, por 

no haber alcanzado el empleo tl~ Sargento con carácter profesional, carece 
dc derecho a lo que solicita. 

EI) su consecuencia, oído el Consejo de Estado, se ha resuelto desestimar 
el recurso, declarando firme y ajustada a derecho la resolución del .3ffnis- 
terio del Ejercito de 12 de marzo de 19,563 por la que se deniega al recu- 
rrenfe la rectificación de su situación de licenciado por La de retirado. 
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